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FALLOS 


DE  LA 


SUPREMA  CORTE 


DE  JUSTICIA  NACIONAL 


CON  LA  RELACIÓN  DE  SUS  RESPECTIVAS  CAUSAS 


PUBLICACIÓN  HECHA 


Por  los  Drcs.  I).  ANTONIO  TARNASSI  y  D.  JOSÉ  E.  DOMINÜlEZ 


Secretarios  del  Tribunal 


TOMO  DECIMOSÉPTIMO 

1883-84 

Segunda  Serie  que  principia  con  el  afío  1871 


BUENOS  AIRES 


18  8  4 


ACUERDOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


Acuerdo  nombrando  Conjueces  de  la  Suprema  Corte,  para  el 

año  1884, 


En  Buenos  Aires,  á  los  ocho  días  del  mes  de  Enero  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  cuatro,  reunidos  en  su  Sala  de  Acuerdos,  el  Señor 
Presidente  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional,  Dr.  I).  José 
B.  Gorostiaga,  y  los  señores  Ministros  Doctores  D.  José  Domin- 
guez,  D.  üladislao  Trias  y  D.  Saturno  M.  Laspiur,  con  el  objeto  de 
nombrar  Conjueces  para  el  año  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cua- 
tro, en  cumplimiento  del  artículo  23  de  la  Ley  de  Procedimientos, 
acordaron  nombrar  á  los  señores  Doctores  D.  Miguel  Esteves  Saguí, 
D.  Rufino  de  Elizalde,  D.  Víctor  Martínez,  D.  Carlos  Tejedor,  D.  Vi- 
cente F.  López,  D.  Exequiel  Pereira,  D.  Manuel  Quintana,  D.  Juan 
A.  García,  D.  Felipe  Coronel,  D.  Alfredo  Lahitte,  D.  Juan  J.  Romero, 
D.  Manuel  Obarrio,  D.  Antonio  E.  Malaver,  D.  Honorio  Martel, 
D.  Juan  S.  Fernandez,  D.  Ceferino  Araujo,  D.  Eduardo  Carranza  Via- 
mont,  D.  José  María  Zuviría,  D.  Salvador  M.  del  Carril,  D.  Amancio 
Alcorta,  D.  Francisco  Alcobendas,  D.  Isaac  P.  Areco,  D.  Bonifacio 
Lastra,  D.  José  M.  Gutiérrez  y  D.  Enrique  Martínez.  Todo  lo  cual 
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dispusieron  y  mandaron,  ordenando  se  publicase  y  se  registrase  en 
el  Libro  correspondiente,  firmando  por  ante  mí. 

J.    B.    GOROSTIAGA. — ^J.    DOMÍNGUEZ. 

ULADISLAO  frías. — S.    M.    LASPIUR. 

Antonio  Tarnam, 

Secretario. 


Acuerdo  nombrando  al  Dr.  Ih  José  E^  Domínguez,  Secretario  de  la 
Suprema  Corte,  en  reemplazo  del  Dr.  Rojo,  fallecido. . 

En  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  á  diez  de  Enero  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  cuatro,  reunidos  en  su  Sala  de  Acuerdos  el  SeSor  Pre- 
sidente de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional,  Dr.  D.  José 
B.  Gorostiaga,  y  los  señorea  Ministros  Doctores  D.  José  Domínguez, 

D.  Uiadislao  Frías  y  D.  Saturnino  M.  Laspiur,  con  el  objeto  de  nom- 
brar á  un  Secretario  de  ella,  en  reemplazo  del  Dr.  D.  Nemesio  Rojo, 
fallecido,  acordaron  por  mayoría  de  votos,  nombrar  al  Dr.  D.  José 

E.  Domínguez.  Así  lo  dispusieron  y  mandaron,  ordenando  se  regis- 
trase en  el  Libro  .de  Acuerdos,  y  se  comunicase  á  quienes  corres- 
ponda. 

J.    B.    GOROSTIAGA. — ^J.    DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO   frías.— S.   M.    LASPIUR. 

Antonio  Tarnam, 

Stícretario. 
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QUAUTV  CONTROC  MARK 


FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


DE  JUSTICIA  NACIONAL 


CON  LA  RELACIÓN  DI-  SIS  RESPECTIVAS  CAUSAS 


AÑO    1883 


(  Contínuacion  ) 


CAUSA    XCIV 


D,  Jorge  Temperley  (hijo)  contra  C,  T,  Getting  y  C*,  por  daños  y 

perjuicios;  sobre  pruebas. 


Sumario.  —  El  término  ultramarino  pedido  dentro  de  los  primeros 
diez  dias  del  probatorio,  y  la  suma  que  debe  depositarse  ó  afian* 
zarse  para  gastos,  se  determinan  por  el  Juez. 


Caso.  —  En  la  causa  de  Temperley  con  Getting  y  C*  por  daños  y 
perjuicios,  estos  pidieron  dentro  de  los  primeros  diez  dias  del  tér^ 
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mino  probatorio,  el  término  ultramarino  para  rendir  pruebas  en 
Liverpool. 

Pidieron  también  el  aumento  de  un  dia  por  cada  tres  leguas  de 
distancia,  para  la  prueba  á  rendir  en  la  campaña,  á  foja  192,  y  la 
compulsa  de  libros  á  foja  218;  y  recusaron  al  Juez  de  Paz  de  Brand- 
zen  á  foja  300. 

Concluido  el  término  probatorio  de  treinta  dias,  Temperley  pidió 
se  declarara  conclusa  la  causa,  y  el  Juzgado  así  lo  proveyó  por  auto 
de  foja  361. 

Getting  y  C*  reclamaron,  por  existir  solicitudes  pendientes,  sobre 
pruebas,  que  tenían  que  producirse  antes  de  alegar. 

Fallo  del  «luez  Federal 

Buenos  Aires,  Junio  26  de  1883. 

Habiéndose  incurrido  en  un  error  evidente  al  dictar  el  auto  de 
foja  . . .  que  motiva  los  recursos  deducidos  en  el  precedente  escrito, 
puesto  que  en  el  de  foja  307  consentido  y  ejecutoriado  se  declaró  á 
mérito  de  las  razones  aducidas  en  el  escrito  de  foja  303,  que  no  de- 
bía correr  el  término  para  alegar  hasta  tanto  no  queden  resueltas 
las  diligencias  pendientes,  sobre  las  cuales  aun  no  se  ha  dictado  re- 
solución definitiva;  v  considerando: 

1^  Que  entre  los  puntos  á  resolver  se  encuentra  en  primer  tér- 
mino la  solicitud  deducida  á  foja  68  para  que  se  conceda  á  los  de- 
mandados el  término  extraordinario  de  ocho  meses  para  producir 
prueba  testifical  en  la  ciudad  inglesa  Liverpool,  sin  cuya  solución 
no  es  posible  declarar  concluido  el  término  de  prueba; 

2**  Que  no  es  exacto  como  lo  sostiene  el  actor,  que  esa  prueba  se 
reduzca  á  establecer  si  las  Barras  establecidas  en  Buenos  Aires  han 
dado  pérdidas  ó  beneficios  desde  el  año  1878,  y  si  D.  Jorge  Tem- 
perley gozaba  ó  no  de  crédito  en  Buenos  Aires,  pues  bien  claramente 
se  espresa  en  el  escrito  de  foja  68  que  ha  de  versar  sobre  los  puntos 
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indicados  en  el  auto  de  prueba,  y  particularmente,  sobre  los  com- 
prendidos en  el  5°  y  último; 

3^  Que  el  término  extraordinario  ha  sido  pedido  dentro  de  los 
diez  dias  que  señala  el  artículo  95,  inciso  3^  de  la  ley  de  enjuicia- 
miento, ofreciéndose  la  fianza  que  exige  el  inciso  2*^  del  articulo  ci- 
tado, de  modo  que  están  cumplidos  todos  los  requisitos  para  que  di- 
cha petición  sea  acequible; 

4°  Que  el  segundo  punto  que  auti  pende  de  resolución,  es  lo  pe- 
dido en  el  escrito  de  foja  192  (6^  punto)  para  que  se  aumente  el 
término  ordinario  de  prueba,  á  razón  de  un  dia  por  cada  tres  le- 
guas, en  vez  de  uno  por  cada  siete  leguas,  en  atención  al  estado  de 
los  caminos; 

5^  Que  aunque  de  esa  pelicion  se  confirió  traslado  y  todavía  no 
ha  sido  evacuado,  este  trámite  no  es  indispensable  para  su  solución^ 
y  aunque  han  desaparecido  las  causas  accidentales  que  provocaron 
la  petición,  es  conveniente  decidir  el  punto  para  la  apreciación  que 
á  su  tiempo  se  hará  de  la  prueba  producida; 

6°  Que  el  aumento  de  un  dia  por  cada  siete  leguas,  es  el  que  fija 
el  artículo  92  de  la  ley  nacional  de  enjuiciamiento,  y  si  bien  el  ar- 
tículo 93  siguiente  autoriza  al  Juzgado  á  conceder  un  término  ma- 
yor, la  causal  alegada,  aun  en  la  hipótesis  de  ser  cierta,  no  es  bas- 
tante para  alterar  el  precepto  de  la  ley  en  la  provincia  de  Buenos 
Aires,  donde  hay  grande  facilidad  en  las  comunicaciones; 

1^  Que  el  tercer  punto  á  resolver  es  el  referente  á  la  recusación 
del  Juez  de  Paz  de  Brandzen  y  designación  de  la  autoridad  que  ha 
de  reemplazarle,  para  lo  cual  es  necesario  que  la  parte  de  Temper- 
ley  se  espide  en  el  traslado  de  foja  300  vuelta. 

Por  estos  fundamentos  el  Juzgado  resuelve: 

1**  Dejar  sin  efecto,  sin  mas  trámite,-^a  providencia  de  foja  361 
vuelta. 

2^  Conceder  á  los  demandados,  en  atención  á  las  distancias  y 
medios  de  comunicación  actuales  con  Inglaterra,  el  término  ultra- 
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marino  de  seis  meses,  previo  depósito  ó  fianza  por  la  suma  de  mil 
pesos  nacionales. 

3°  No  hacer  lugar  á  lo  pedido  en  el  &^  punto  del  escrito  de  foja 
192. 

4^  Que  se  practiquen  inmediatamente  las  diligencias  solicitadas 
en  los  puntos  5^  y  6°  del  escrito  de  foja  218;  y  por  último,  que  Tem- 
perley  se  espida  en  el  traslado  conferido  á  foja  300  vuelta  y  entre- 
gue á  Getting  y  C*  la  copia  necesaria  del  escrito  de  foja  307,  para 
que  estos  se  espidan  en  el  traslado  de  foja  308  vuelta. 

Virgilio  M:  Tedin. 

Otorgada  apelación  de  la  parte  del  auto  anterior,  relativa  á  la 
concesión  del  término  ultramarino,  y  suma  fijada  para  el  depósito 
ó  fianza,  se  dictó  el 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Setiembre  1**  de  1883. 


Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja 
trescientas  setenta  y  siete,  y  repuestos  los  sellos,  devuélvase. 


J.  B.  GOROSTIAGA.  — J.  DOMÍNGUEZ. 

ULADISLAO  FRÍAS. — S.  M.  LASPIUR. 
— M.  D.  PIZARRO. 


\ 
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CAUSA    XCV 


D,  Antonio  Martino  contra  Rubio  y  Foley,  por  cobro  de  salarios 
maritimos;  sobre  interpretación  de  sentencia. 


Sumario. — Anulada  una  sentencia,  y  no  las  actuaciones  anterio- 
res,  la  declaración  de  que  el  demandante  debe  hacer  uso  de  sus 
derechos  ante  el  Juzgado  Federal,  debe  entenderse  que  es  en  el 
estado  en  que  se  encontraba  la  causa,  antes  de  la  sentencia. 


Caso. — Dictado  el  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  17  de  Abril  de 
1883,  Martino,  fundándose  en  que  el  astado  de  la  causa,  antes  de  la 
sentencia  anulada,  era  el  (|e  dictar  sentencia  definitiva,  asi  lo  pidió 
al  Juzgado. 


Fallo  del  «luez  Federal 


Buenos  Aires,  Junio  19  de  1883. 


Habiéndose  establecido  en  la  sentencia  de  f.  123,  confirmada  por 
la  Suprema  Corte,  que  los  procedimientos  seguidos  y  que  dieron  por 
resultado  la  sentencia  de  f.  60  eran  nulos,  y  no  teniendo  otro 
alcance  la  resolución  de  f.  140,  sino  que  el  demandante  deduzca  su 
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acción  ante  el  Juez  qne  corresponda;  no  ha  lugar  á  lo  que  se  solí- 
cita, y  esta  parte  entable  su  demanda  como  corresponde,  si  viere 

convenirle. 

Tedin, 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Setiembre  1**  de  1883. 

Vistos,  y  considerando: 

Que  por  la  sentencia  ejecutoriada  de  foja  noventa,  se  declaró 
nula  solamente  la  sentencia  de  foja  sesenta; 

Que  no  se  hizo  igual  declaración  en  cuanto  á  las  actuaciones  an- 
teriores, entre  las  cuales  está  comprendido  el  auto  de  foja  cin- 
cuenta y  seis;  por  el  cual  se  mandó  citar  y  se  citó  á  las  partes  para 
sentencia; 

Que  hasta  entonces  la  causa  se  siguió  válidamente  ante  el  Juez, 
no  solo  competente,  sino  privativo,  según  la  ley  y  lo  declarado  en  la 
sentencia  de  foja  ciento  cuarenta; 

Que,  de  consiguiente,  cuando  en  esta  se  ordenó  que  el  apelante 
Don  Antonio  Martino,  hiciese  uso  de  su  derecho  ante  el  Juzgado 
Federal,  debe  entenderse  que  era  en  el  estado  en  que  la  causa  se 
encontraba ; 

Y  que,  por  lo  tanto,  el  apelante  no  está  obligado  á  intentar  una 
nueva  demanda; 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  ciento 
cincuenta  y  tres,  y  se  hace  lugar  á  la  solicitud  de  foja  ciento  cin- 
cuenta y  dos,  de  parte  de  dicho  Martino,  en  la  que  pide  se  llamen 
los  autos  nuevamente  para  sentencia.  Hágase  saber,  y  devuélvanse, 
previa  reposición  de  los  sellos. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — ^J.  DOMÍNGUEZ.— 
ÜLADISLAO  FRÍAS. — S.  M.  LASPIUR. 
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CAUSA  xc:vi 


/>.  Rótnulo  Salvadores  contra  I).  Andrés  tíaraldo,  por  cobro 

de  pesos. 


Sumario.— V^  La  confesión  eslrajudicial  no  tiene  fuerza  de  pnieha 
si  no  se  ha  hecho  en  presencia  de  dos  testigos  y  do  la  contraparte, 
con  palabras  claras,  expresión  de  la  cantidad  y  cosa  deliida,  y  ra/on 
ó  causa  porque  se  debe. 

¥  La  sociedad,  cuyo  fondo  social  es  mayor  de  200  posos  fuertes, 
no  puede  probarse  por  testigos,  sin  principio  de  prueba  por  escrito. 

3^  La  participación  en  las  utilidades^  no  constituye  en  el  que  la 
recibe,  el  caráter  de  socio.  Ella  puede  verificarse  en  favor  de  un 
dependiente. 

4^  El  que  ha  administrado  negocios  ágenos,  tiene  la  obligación 
de  rendir  cuenta. 


Caso. — ^Loesplica  el 

Fallo  del  «I nez  Federal 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  Ih  Rómulo  Sah;»dore^  rontra 
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D.  Andrés  Baraldo,  por  cobro'  de  la  cantidad  de  129.842  $  "7c. 

Resulta:  Que  con  fecha  16  de  Febrero  del  año  ppdo.,  se  presentó 
Salvadores  á  este  Juzgado,  esponiendo: 

1°  Que  durante  la  guerra  civil  que  tuvo  lugar  en  la  Provincia  de 
Buenos  Aires  en  los  meses  de  Junio  y  Julio  de  1880,  Baraldo  con- 
trató con  el  Gobierno  Nacional  la  provisión  de  forraje  para  las  ca- 
balladas del  ejército,  y  no  pudiendo  atender  personalmente  la  ad- 
ministración de  este  negocio,  celebró  verbalmente  con  él  un  con- 
trato de  sociedad  á  lo  que  contribuiría  Salvadores  con  los  elementos 
de  que  pudiera  disponer,  encargándose  de  una  parte  de  esa  admi- 
nistración, en  la  cual  percibiría  la  mitad  de  las  utilidades  resultan- 
tes de  las  entregas  de  forrajes,  ya  directamente  á  las  fuerzas  acan- 
tonadas en  Flores  ó  bien  remitiéndolas  á  la  Chacarita  ó  á  cualquier 
otro  punto  en  que  se  encontrasen  dichas  fuerzas,  habiendo  desem- 
peñado su  cometido  durante  los  meses  de  Junio  y  Julio  del  año  1880. 

^  Que  durante  este  tiempo,  no  solo  verificó  la  distribución  entre 
los  cuerpos  ó  remisión  á  otros  puntos  de  los  forrajes  comprados  por 
Baraldo  y  que  le  eran  consignados  á  él,  sino  que  compró  y  pagó 
con  sus  propios  recursos  grandes  cantidades  de  pasto  necesario 
para  la  provisión,  atendiendo  á  todos  los  demás  gastos  á  que  daban 
lugar  las  operaciones  de  que  se  había  encargado. 

3°  Que  verificada  por  Baraldo  la  cobranza  al  Gobierno  Nacional  de 
los  forrajes,  había  tratado  de  obtener  que  aquel  le  abonase  el  capi- 
tal invertido  y  la  mitad  que  le  corresponde  en  las  utilidades  produ- 
cidas  por  la  parte  de  provisión  en  que  ha  intervenido,  lo  que  no 
había  podido  conseguir  hasta  la  fecha,  á  pesar  de  las  diligencias 
practicadas. 

4**  Que  las  cantidades  de  que  es  acreedor  de  Baraldo  por  desem- 
bolsos, asciende  á  la  suma  de  ol,947  $  '"/c  en  la  forma  que  se 
especifica  á  foja  4o  vuelta,  y  las  utilidades  obtenidas  á  151,530  §, 
cuya  mitad  le  pertenece,  ó  sea  la  suma  de  77,775  ?,  siendo  en  conse- 
cuencia acreedor  por  la  suma  de  129,812  pesos  moneda  corriente. 
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5^  Que  su  sociedad  con  Baraldo,  fué  contraída  sin  otorgarse  el 
contrato  escrito  que  exíje  la  ley,  ni  darse  cumplimiento  á  las  demás 
formalidades  establecidas  por  la  misma;  pero  que  esa  falta,  si  bien 
ha  podido  producir  la  nulidad  de  la  sociedad,  no  exime  á  D.  Andrés 
Baraldo,  de  la  obligación  de  rendir  cuenta  y  entregarle  las  utilida- 
des que  le  correspondian,  ni  le  priva  del  derecho  de  justificar  la 
existencia  de  la  sociedad,  probando  todos  los  hechos  que  tienden  á 
demostrarla. 

6^  Que  para  determinar  las  utilidades  correspondientes  á  los  ne- 
gocios que  giraban  por  su  intermedio,  no  podrá  haber  dificultad, 
pues  según  el  contrato  de  Baraldo  con  el  Gobierno  Nacional,  el  pri- 
mero le  vendió  el  forraje  á  los  precios  de  mil  pesos  la  tonelada  de 
pasto  seco  durante  el  mes  de  Junio  de  1880,  y  de  mil  pesos  en  el  mes 
de  Julio,  siendo  el  precio  del  maiz  de  ciento  veinte  pesos  por  fanega 
durante  la  provisión ;  y  según  esto,  la  diferencia  entre  el  costo  de  las 
fanegas,  mas  los  gastos  de  la  esplotacion  y  el  precio  satisfecho  por 
la  Tesorería  Nacional,  constituía  la  utilidad  partible  entre  arabos. 

T  Que  en  consecuencia,  venia  á  interponer  formal  demanda  para 
que  se  le  condene  en  oportunidad  al  pago  de  la  espresada  cantidad 
de  ciento  veinte  y  nueve  mil  ochocientos  doce  pesos  moneda  corrien- 
te, sus  intereses  y  las  costas  del  juicio.  Que  el  demandado  contestó  á 
f el  traslado  que  le  fué  conferido,  pidiendo  se  desechen  las  pre- 
tensiones del  actor,  con  espresa  condenación  en  costas  y  se  le  im- 
ponga al  mismo  tiempo,  la  rendición  de  cuentas  dentro  del  peren- 
torio término  diez  días,  de  la  administración  que  ha  egercido, 
alegando  al  efecto: 

1*^  Que  en  Junio  de  1880  contrató  con  el  Gobierno  Nacional  la 
proveeduría  de  forrajes  de  toda  la  caballada  del  Ejército  y  teniendo 
que  proveer  una  pequeña  división  acantonada  en  San  José  de  Flores, 
donde  vivía  el  demandante,  lo  vio  para  que  se  hiciera  cargo  de  esa 
operación,  ofreciéndole  una  remuneración  por  su  trabajo. 

2**  Que  bajo  estas  condiciones,  Salvadores  empezó  á  encargarse 
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de  SU  cometido  desempeñándolo  hasta  el  28  de  Julio  del  mismo  año, 
en  cuya  fecha  se  retiraron  las  fuerzas  de  Flores. 

3**  Que  después  del  28  de  Julio  no  teniendo  aquel  ya  mas  perso- 
nería como  su  encargado,  que  la  necesaria  para  concluir  los  nego- 
cios pendientes  hasta  esa  fecha,  le  pasó  las  cuentas  que  acompañaba 
bajo  los  números  1  y  2,  pretendiendo  en  ellas  aparecer  como  socio 
suyo,  sin  precisar  la  parle  que  debia  tocarle  en  las  utilidades. 

4°  (}ue  por  la  cuenta  n°  2,  aparecía  como  deudor  de  Salvadores 
por  la  cantidad  de  dos  mil  ochocientos  sesenta  y  ocho  pesos  moneda 
corriente,  la  cual  no  podia  aceptar,  primero  porque  faltando  al  con- 
venio celebrado  pretendía  aparecer  como  socio,  y  segundo,  porque 
en  ella  tío  le  justificaba  varias  partidas  que  aparecían  cargadas,  ni 
encontraba  justificada  la  inversión  de  los  fondos  que  le  habia  entre- 
gado para  la  compra  de  provisiones. 

0°  Oue  Salvadores  había  recibido  en  diferentes  entregas  desde  el 
13  de  Junio,  primer  dia  de  su  intervención,  hasta  el  30  del  mismo 
mes,  la  cantidad  de  veintiún  mil  pesos  moneda  corriente;  y  los  pagos 
hechos  en  la  citada  época,  según  su  propia  cuenta,  solo  ascendían  á 
quince  mil  quinientos  un  peso,  lo  que  daba  un  saldo  á  su  favor  de 
cinco  mil  cuatrocientos  noventa  y  nueve  pesos. 

6^  Que  según  la  misma  cuenta  n°  2,  Salvadores  recibió  en  el 
mes  de  Julio  la  cantidad  de  siete  mil  quinientos  pesos,  y  agregado 
á  ella  el  saldo  de  Junio,  resulta  que  tenia  en  su  poder,  doce  mil  no- 
vecientos noventa  y  nueve  pesos,  y  los  pagos  justificados  según  sus 
propios  comprobantes  exhibidos,  alcanzan  á  ocho  mil  seiscientos 
veinte  y  nueve,  quedando  de  consiguiente  un  saldo  próximamente 
de  cinco  mil  á  la  época  en  que  cesó  la  personería  de  él. 

7^  Que  en  diferentes  remesas  habia  entregado  á  Salvadores  se- 
senta y  cinco  mil  pesos  moneda  corriente  que  consta  en  la  cuenta 
n°  2  presentada  á  f.  4,  y  tres  mil  pesos  mas  que  no  figuran  en  ella, 
que  hacen  un  total  de  sesenta  y  ocho  mil  pesos,  mientras  que  los  jus- 
tificativos presentados  solo  ascienden  á  cincuenta  y  un  mil  nove- 
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cíenlos  cuarenta  y  siete  pesos  '*'  o.  dando  un  saldo  á  su  favor  de  diei 
T  seis  mil  cincuenta  v  tres  $. 

9*  Que  según  sus  mismas  cuentas,  Salvadores  era  su  deudor  y  te- 
nia la  oblisracion  como  encar^rado  que  fué  de  parle  de  la  proveedu- 
ría, de  rendirle  cuenta  de  los  dineros  que  ha  administrado*  y  en  tal 
virtud  lo  reconviene  para  que  se  le  condene  á  verificarla  en  el  tér- 
mino de  diez  dias  y  al  pago  del  saldo  que  resiüte.  Que  en  su  contes- 
tación á  la  reconvención  (f.  lio)  el  actor  se  limitó  á  es^Hiner  que 
Baraldo,  sin  precisar  el  titulo  que  le  atribuye  en  el  ne^rocio  de  pro- 
veeduría^ pero  reconociendo  que  ha  tenido  intervención  direcia  en 
ese  negocio,  le  exige  una  rendición  apoyada  en  unos  documentos 
que  á  ser  ciertos  en  todas  sus  partes  y  espedidos  por  éK  imporlaria 
la  misma  rendición  de  cuentas  exigida.  Que  esas  cuentas  que  pre- 
sentaba Baraldo  adulterada  á  su  paladar,  resultarían  aprobadas  por 
él  mismo  desde  que  no  las  hubiese  objetado  en  el  término  que  la  ley 
establece,  y  comprobarían  la  (alta  de  fundamento  de  la  reconven- 
ción; que  sin  embargo,  ellas  no  eran  exactamente  las  mismas  que  le 
pasó  al  terminar  las  negociaciones  que  tuve  á  su  cargo  el  ano  1880 
y  que  le  han  servido  para  sus  cobranzas  al  Gobierno  Nacional;  y  que 
le  basta  la  confesión  de  Baraldo  de  que  hubo  cuentas  pasadas  y  re- 
cibidas para  dejar  establecido  que  debe  declararse  la  reconven- 
ción. 

Que  la  causa  fué  recibida  á  prueba  por  auto  de  f.  117  á  efecto  de 
que  se  justifiquen  los  hechos  no  reconocidos  en  que  se  funda  la  de- 
manda y  reconvención,  habiéndose  producido  además  de  los  docu- 
mentos con  que  fueron  instauradas  ambas,  las  actuaciones  que  obran 
de  fojas  121  á  162. 

Y  considerado  : 

V^  (Jue  la  acción  deducida  por  Salvadores  se  funda  en  la  existen- 
cia de  un  contrato  de  sociedad,  para  la  esplotacion  parcial  de  la 
proveeduría  de  forrajes  concedida  por  el  Gobierno  Nacional  al  de- 
mandado, y  tiene  por  objeto  la  división  por  mitad  de  las  utilidades 

T.  XVII.  2. 
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realizadas  y  el  reembolso  de  las  sumas  que  dice  haber  anticipado  de 
su  propio  peculio  para  las  operaciones  de  la  misma. 

2°  Que  habiendo  negado  categóricamente  el  demandado  en  pri- 
mer lugar,  que  haya  existido  semejante  sociedad  entre  él  y  el  de- 
mandante, á  quien  no  atribuye  en  el  espresado  negocio  otro  carácter 
é  intervención  que  el  de  un  mero  factor,  dependiente  ó  comisionista . 
y  en  segundo  lugar,  que  haya  desembolsado  de  su  peculio  un 
solo  peso,  sosteniendo  por  el  contrario,  que  tenia  en  su  poder  un 
saldo  de  los  fondos  con  que  fué  provisto  para  las  operaciones  que  se 
encargaban,  el  Juzgado  debe  pronunciarse  sobre  ambos  puntos,  que 
constituyen  el  fondo  de  la  controversia  con  arreglo  á  las  pruebas 
rendidas  y  demás  elementos  de  convicción  acumulados  en  autos. 

3^  Que  el  actor  empezó  su  demanda  reconociendo  que  no  existia 
documento  escrito  alguno  que  constase  la  existencia  déla  sociedad,, 
habiéndose  estipulado  verbalmente,  el  convenio  que  le  dá  el  carác- 
ter de  socio,  que  Baraldo  le  niega  terminantemente,  reconociendo 
también  que  ese  hecho  ha  podido  producir  la  nulidad  de  la  sociedad 
dando  á  cada  uno  de  los  socios  el  derecho  de  separarse  cuando  lo 
creyese  conveniente;  pero  como  solo  se  trata  de  establecer  sus  de- 
rechos respecto  del  pasado,  es  admisible  la  prueba  testifical  y  todos 
los  demás  medios  de  pruebas  permitidos  en  materia  comercial  en 
conformidad  á  lo  que  se  dispone  en  la  última  parle  del  articulo  399 
del  Código  de  Comercio. 

4^  Que  estudiado  todo  lo  que  ha  producido  el  demandante  en  ese 
sentido,  á  la  luz  de  la  sana  critica  y  de  los  preceptos  legales  á  que 
deben  conformarse  los  Tribunales  en  su  apreciación,  no  hay  nada 
que  induzca,  ni  aún  remotamente,  la  existencia  del  convenio  social; 
pues  esa  prueba  consiste  únicamente  en  las  posiciones  de  í.  189  ab- 
sueltas  por  Baraldo  á  f.  190,  en  las  cuales  nada  ha  confesado  que 
sea  pertinente  á  la  intención  del  demandante,  y  en  las  declaracio- 
nes de  los  testigos  AIem  í.  196  é  Irigoyen,  f.  261  vuelta,  el  primero 
de  los  cuales  al  ser  interrogado  fo*  pregunta  del  interrogatorio  de 
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í.  195)  si  es  cierto  haber  oído  á  D.  Andrés  Baraldo  manifestar  en 
distintas  ocasiones  que  Salvadores  tenia  el  carácter  de  socio  en  el 
negocio  de  proveeduría,  contestó  que  lo  único  que  sabia  por  haberlo 
oido  á  las  partes,  es  que  aquel  oíreció  á  este  una  parte  de  la^  utili- 
dades de  la  provisión  que  le  confiaba  ó  un  sueldo,  lo  que  repite  en 
términos  parecidos  el  testigo  Irigoyen;  debiendo  observarse  que  este 
ha  prestado  su  declaración  por  medio  de  informe,  no  obstante  no 
estar  comprendido  eptre  los  funcionarios  exceptuados  por  el  ar- 
tículo 140  de  la  Ley  de  Procedimientos,  y  sin  el  juramento  de  ley,  lo 
que  le  quita  todo  el  valor  legal  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  la 
ley  23,  título  16,  Partida  3%  quedando  de  consiguiente  singular  la 
de  Alem.  Por  otra  parte,  por  medio  de  esas  declaraciones  se  ha  pre- 
tendido probar  una  confesión  extrajudicial  de  Baraldo  sobre  ese 
punto  y  asi  lo  entiende  Salvadores  sosteniendo  haberlo  conseguido; 
pero  la  confesión  extrajudicial  para  que  se  llame  tal  y  pueda  atri- 
buírsele la  fuerza  probatoria  que  le  dá  la  ley,  es  necesario  que  sea 
hecha  en  presencia  de  dos  testigos  y  de  la  parte  contraria  con  pa- 
labras claras,  terminantes  y  dispositivas,  con  la  expresión  de  la  can- 
tidad ó  cosa  debida  y  de  la  razón  ó  causa  porque  se  debe  según  lo 
enseña  Caravantes,  tomo  2,  n^  256,  y  lo  dispone  la  ley  7,  titulo  13, 
Partida  3%  circunstancias  que  ni  se  insinúan  siquiera  en  las  referi- 
das declaraciones. 

5*^  Oue  además,  el  carácter  que  reviste  la  Sociedad  que  pretende 
hacer  valer  Salvadores  en  apoyo  de  su  acción,  es  de  aquellas  que  el 
Código  de  Comercio  clasifica  de  sociedades  accidentales  ó  en  parti- 
cipación, pues  no  tiene  firma  social  ni  domicilio  constituido  (artícu- 
lo 444)  y  si  bien  estas  no  están  sujetas  á  las  formalidades  pros- 
criptas para  la  formación  de  las  otras  sociedades,  según  lo  determina 
el  artículo  446;  su  prueba  está  subordinada  como  la  de  cualquier 
otro  contrato  comercial  á  los  preceptos  del  articulo  192,  siendo  inad- 
misible la  testifical  en  aquellos  en  que  exceda  de  doscientos  fuertes, 
cuando  no  existe  principio  de  prueba  escrita,  lo  que  precisamente 
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sucede  en  el  caso  sub  jucUce,  pues  el  fondo  social  por  la  naturaleza 
de  las  operaciones  á  efectuar,  se  vé  que  excede  del  limite  fijado  por 
la  ley  y  la  parle  de  Salvadores  no  ha  presentado  documento  alguno 
emanado  de  Baraldo  que  haga  verosímil  la  existencia  de  la  so- 
ciedad. 

6^  Que  las  circunstancias  que  según  el  actor  la  hacen  presumir, 
deducida  de  los  documentos  presentados  con  la  demanda,  se  redu- 
cen por  todo  á  haber  hecho  algunos  pagos  por  cuenta  de  la  provee- 
duría y  recogido  de  los  jefes  vales  y  relaciones  de  ios  forrajes  su- 
ministrados, operaciones  que  han  podido  ser  igualmente  ejecutadas 
por  un  simple  dependiente  ó  un  factor  según  las  prescripciones  de 
los  artículos  133  y  siguientes  del  Código  de  Comercio,  pues sonesos 
actos  de  mera  administración  y  por  tal  motivo,  no  pueden  servir  de 
base  á  la  inducción  de  un  hecho  que  tiene  elementos  propios  inva- 
riables y  característicos  de  manifestación,  como  los  que  enumerad 
articulo  401  del  Código  citado,  y  si  bien  esta  enumeración  no  es 
limitativa,  es  muy  difícil  de  que  en  un  caso  de  verdadera  sociedad, 
dejen  de  presentarse  algunos  de  ellos,  lo  que  no  sucede  en  el 
presente. 

7^  Que  el  único  hecho  que  puede  admitirse  como  cierto,  dada  la 
circunstancia  de  no  haber  sido  terminantemente  negado  por  el  de- 
mandado al  absolver  la  tercera  posición  del  pliego  de  foja  489  y  en 
vista  de  la  declaración  del  testigo  Alem  (foja  196)  es  que  Baraldo 
prometió  al  demandante  un  sueldo  ó  una  parte  en  las  utilidades 
en  la  provisión  de  forrajes,  pero  esto  no  implica  necesariamente 
el  reconocimiento  de  la  calidad  de  socio,  ni  quita  al  que  es  objeto 
de  una  proposición  de  esa  naturaleza,  el  carácter  de  factor  ó  de- 
pendiente pura  y  simplemente  como  clara  y  terminantemente  lo 
dispone  el  articulo  402  del  Código  de  Comercio.  « La  locación  de 
obras  ó  servicios  dice  Bedarride  «¿^.s  iocietési^,  tomo  1**,  número  13, 
presentan  algunas  veces  ciertos  caractt^res  de  sociedad;  lo  que  se 
realiza  especialmente  cuando  un  dependiente  recibe  á  título  de  sa- 
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lario  ó  como  suplemento  de  sueldo  una  parte  cualesquiera  en  las 
utilidades.  La  jurisprudencia  ha  rechazado  siempre  ver  en  esta 
convención  el  contrato  de  sociedad,  y  necesario  es  confesarlo,  no 
sin  razón.  Ella  no  ofrece  en  efecto  esa  comunidad  de  cosas  que 
según  hemos  visto  forman  el  elemento  esencial  de  toda  sociedad; 
el  patrón  queda  dueño  esclusivamente  del  negocio,  el  único  arbi- 
tro de  la  oportunidad  de  las  ventas  y  de  las  condiciones  en  las  cua- 
les deben  realizarse ». 

Considerando  en  cuanto  al  cobro  de  sumas  anticipadas  y  contra- 
demanda : 

8^  Que  Baraldo  en  su  contestación  á  la  demanda  y  en  apoyo  á  la 
reconvención  deducida,  ha  presentado  las  planillas  y  cuentas  agre- 
gadas de  fojas  77  á  81  atribuyéndolas  al  demandante,  el  cual  se  ha 
limitado  á  manifestar  que  no  son  ciertas  en  todas  sus  partes,  pero 
sin  impugnar  especialmente  ninguna  de  sus  partidas,  ni  determinar 
categóricamente  las  que  rechaza,  ni  las  que  acepta ;  proceder  que 
autoriza  al  Juzgado  para  estimar  como  un  reconocimiento  de  la 
verdad  y  autenticidad  de  esos  documentos  en  conformidad  á  lo 
dispuesto  en  el  artículo  86  de  la  Ley  Nacional  de  Enjuiciamiento, 
pues  su  precepto  alcanza  no  solamente  á  la  demanda  sino  á  los  do- 
cumentos con  que  se  instruye,  como  lo  ha  resuelto  repetidas  veces 
la  Corte  Suprema  y  últimamente  en  la  causa  de  Barker  contra  Si- 
varí,  siendo  tanto  mas  notable  esa  falta  de  precisión  en  la  contes- 
tación á  la  contrademanda  que  caracteriza  la  evasiva,  cuanto  que 
Baraldo  apoyándose  en  la  cuenta  de  f.  80,  hace  cargo  á  Salvadores 
por  la  suma  de  sesenta  mil  pesos  moneda  corriente,  que  según  la 
misma  aparece  haber  recibido  de  él  exigiéndole  la  correspon- 
diente rendición  de  cuentas;  lo  que  á  no  ser  cierto,  ha  debido  mo- 
tivar una  negación  categórica  y  terminante ;  á  lo  que  se  agrega: 
1^  Que  Salvadores  ha  pretendido  valerse  de  las  mismas  cuentas 
para  dar  por  hecha  la  rendición  exigida ;  ^  Que  el  testigo  Magda- 
leño,  dependiente  de  aquel,  declara  á  f.  163  que  han  sido  escritas 
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por  Orden  de  él,  sin  que  haya  intentado  negarlo  ni  tachar  al  decla- 
rante, y  3**  Que  el  testigo  Torres  declara  ser  las  mismas  que  tuvie- 
ron presentes  los  testigos  de  arbitraje. 

9^  Que  entre  tanto,  los  documentos  presentados  de  f.  207  á  foja 
215,  única  prueba  rendida  para  justificar  los  pagos  que  dice  haber 
hecho  Salvadores  por  cuenta  de  la  proveeduría,  están  muy  lejos  de 
alcanzar  á  la  suma  que  aparece  haber  recibido  de  Baraldo,  pero 
admitiendo  como  cierto  todos  los  desembolsos  que  figuran  de  f.  46 
adelante,  siempre  resulta  en  saldo  á  favor  del  demandante  lejos  de 
ser  deudor  de  cantidad  alguna  por  este  concepto. 

10.  Que  desde  luego  resulta  comprobado  y  reconocido  por  ambas 
partes  que  Salvadores  ha  tenido  á  su  cargo  la  administración  de 
la  proveeduría  acordada  á  Baraldo  en  la  parte  correspondiente  á 
las  fuerzas  acantonadas  en  Flores,  recibiendo  sumas  de  dinero  y 
efectos,  y  haciendo  pagos  por  cuenta  de  la  misma,  de  donde  surge 
la  obligación  legal  de  rendir  cuenta  instruida  y  documentada,  con- 
forme lo  dispone  el  artículo  83  del  Código  de  Comercio. 

11.  Que  si  bien  es  cierto  que  aparece  haber  presentado  la  que 
corre  á  f .  80,  consta  por  manifestación  de  los  mismos  interesados 
que  no  fueron  aceptadas,  pues,  se  produjeron  con  motivo  de  ellas, 
cuestiones  que  hubieron  de  ser  decididas  por  amigables  componedo- 
res, según  lo  declara  á  f.  169  vuelta  el  testigo  Torres,  que  fué  uno 
de  ellos,  de  manera  que  no  puede  hacerse  efectiva  la  presunción 
legal  que  establece  el  artículo  86  del  Código  citado. 

12.  Que  no  pudiendo  el  Juzgado  decidir  ningún  punto  que  no  le 
haya  sido  sometido  por  las  partes  como  lo  prescribe  la  ley  16,  ti- 
tulo 22,  partida  3*  y  sus  concordantes  de  la  R.  (2,  título  17,  libro  4) 
debe  limitarse  á  dejar  á  salvo  al  actor  las  acciones  á  que  pudiera 
tener  derecho  para  el  cobro  de  salarios. 

Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  de  los  escritos  de  foja 
87  y  foja  265,  fallo  declarando  improbada  la  sociedad  alegada  por 
Salvadores  en  la  demanda  de  f.  43;  absolviendo  en  consecuencia,  á 
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Baraldo  dé  la  misma  y  condenando  á  aquel  á  que  rinda  cuenta  ins- 
truida y  documentada  de  la  administración  que  ejerció,  en  el  tér- 
mino de  quince  dias,  con  la  salvedad  que  espresa  el  último  conside- 
rando. Declaro  igualmente  que  las  costas  causadas  deben  ser  paga- 
das por  el  actor.  NotiUquese  original. 

Virgilio  M.  Tedin, 

Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Setiembre  6  de  1883. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costos  lo  sentencia 
apelada  de  foja  trescientos  veintitrés  y  devuélvanse  previa  reposi- 
ción de  sellos. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
CLADISLAO  FRÍAS.  —  S.  M.  LASPIUR. 
—  M.  D.  PIZARRO. 
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CAUSA  XCVII 


El  Banco  Nacional  contra  Conde  y  Molina  por  jactancia,  sobre 

recurso  de  rescisión. 


Sumario,  —  1°  Es  nula  la  citación  por  edictos  hecha  á  los  acto- 
res, que  tienen  apoderado  judicial,  constituido  con  domicilio  legal 
manifestado. 

2^  La  nulidad  de  esa  citación,  y  la  falta  de  citación  al  apoderado, 
autorizan  la  rescisión  de  la  sentencia  dictada  en  rebeldía. 


Caso.— D.  Pedro  F.  Mota,  con  poder  de  Conde  y  Molina,  y  cons- 
tituyendo domicilio,  demandó  al  Banco  Nacional  ante  el  Juzgado 
de  Comercio  por  daños  y  perjuicios,  producidos  por  un  embargo 
ilegal. 

El  Banco  Nacional  pidió  al  Juez  Federal  avocara  á  si  la  causa;  y, 
librado  oficio,  el  Juez  de  Comercio,  con  citación  del  Banco  y  de 
Mota,  remitió  los  autos. 

Hecha  saberla  remisión  por  el  Juez  Federal  por  auto  que  fué  no- 
tificado al  Banco,  éste,  fundándose  en  que  de  las  actuaciones  nulas 
remitidas  resultaba  una  jactancia,  dedujo  demanda  para  que  Conde 
y  Molina  entablaran  la  acción  de  perjuicios  dentro  de  diez  dias. 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  25 

El  Juzgado  lo  ordenó  asi,  y  mandó  emplazar  por  edictos  á 
Conde  y  Molina. 

Pasado  el  término,  sin  comparecer,  á  instancia  del  Banco  se 
dictó  el 


Fallo  del  «fuez  de  Sección 


Buenos  Aires,  Julio  90  de  1881. 

Y  vistos:  en  rebeldía  de  los  señores  Conde  y  Molina,  se  declara 
que  no  tienen  derecho  á  ser  oidos  sobre  los  daños  y  perjuicios  que 
han  invocado  como  origen  de  esta  demanda,  condenándoseles  en  las 
costas.  Notifiqueseles  esta  resolución  por  edictos  y  repóngase  el 
sello. 

Albarracin. 


Notificada  la  sentencia  por  edictos,  Conde  y  Molina  se  presen- 
taron, entablando  el  recurso  de  rescisión. 


Fallo  del  «fuez  de  Sección 


Buenos  Aires,  Octubre  28  de  1881. 

Y  vistos;  considerando:  F  Que  la  ley  de  Procedimientos  prevée 
la  acción  de  jactancia  en  su  artículo  374,  desde  que  declara  suple- 
toria de  la  misma,  los  preexistentes  que  reglamentan  los  procedi- 
mientos judiciales  en  cuanto  no  se  opongan  á  sus  disposiciones; 

2^  Que  este  espediente  fué  remitido  á  pedido  de  este  Juzgado  por 
el  de  Comercio  ante  el  cual  el  representante  de  Conde  y  Molina 


26  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

había  entablado  uq  juicio  por  resarcimiento  de  danos  y  perjuicios 
contra  el  Banco  Nacional ; 

3^  Que  á  foja  7  se  registra  el  decreto  del  de  Comercio,  mandando* 
remitir  los  autos  al  conocimiento  de  este  Juzgado  cuyo  decreto  apa- 
rece notificado  personalmente  á  D.  Pedro  F.  Mota  como  represen- 
tante de  Conde  y  Molina; 

4*^  Que  por  consiguiente,  el  representante  de  estos  tenia  pleno 
conocimiento  de  que  la  cuestión  pasaba  al  del  Juzgado  Federal  por 
gozar  el  Banco  Nacional  de  este  fuero;  y  lejos  de  presentarse  al 
infrascrito  asumiendo  su  personería,  guardó  silencio; 

5^  Que  en  virtud  de  que  no  se  habían  presentado  los  demandantes, 
el  apoderado  del  Banco  demandado  pidió  á  foja  13  vuelta,  que  se 
intimara  á  aquellos,  dedujesen  las  acciones  á  que  se  creían  con 
derecho,  dentro  de  un  término  perentorio,  so  pena  de  no  ser  oídos; 
notificándoseles  de  conformidad  y  por  edictos,  como  consta  de 
autos; 

6^  Que  el  Juzgado  no  podía  admitir  como  válida  la  representación 
de  Mota  ni  darle  intervención,  desde  que  aquella  había  sido  asu- 
mida en  un  procedimiento  nulo  por  haberse  obrado  ante  Juez  in- 
competente, cuya  representación  ha  debido  asumirla  nuevamente 
reproduciendo  su  demanda,  M  así  le  convenía; 

7^  Que  los  efectos  del  procedimiento,  á  que  ha  dado  lugar  la 
negligencia  de  los  demandantes,  es  solo  imputable  á  ellos,  pues  no 
podían  dejar  abandonada  la  causa  por  el  mero  protesto  del  cambio 
de  jurisdicción  ó  fuero,  una  vez  que  esa  acción  había  sido  ya  ins- 
taurada,  aun  cuando  lo  fué  ante  Juez  incompetente.  Por  estos  fun- 
damentos fallo:  no  haciendo  lugar  con  costas,  á  la  rescisión  solici- 
tada en  el  escrito  de  foja  40.  Hágase  saber  original  y  repóngase  los 
sellos. 

Isidoro  Albarracin, 
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Fallo  de  la  Suprema  (^orte 


Buenos  Aires,  Setiembre  IB  de  1888. 

Vistos,  y  considerando:  Que  los  señores  Conde  y  Molina,  por  me- 
dio  de  su  apoderado  D.  Pedro  F.  Mota,  que  constituyó  el  correspon- 
diente domicilio,  interpusieron  demanda  ante  el  Juez  de  Comercio 
de  esta  capital,  contra  el  Banco  Nacional,  por  daños  y  perjuicios; 

Que  el  Juzgado  de  Sección,  á  petición  del  Banco,  avocó  el  conoci- 
miento de  la  causa,  por  ser  de  su  competencia; 

Que  por  tanto,  dicho  apoderado,  como  parte  en  el  juicio,  debió  ser 
notificado,  como  lo  fué  el  del  Banco,  de  la  providencia  de  foja  ocho 
vuelta,  por  la  cual  se  ordenó  se  hiciese  saber  á  las  partes  que  los 
autos  se  hallaban  en  el  Juzgado  de  Sección,  remitidos  por  el  de 
Comercio; 

Que  la  demanda  posterior  de  jactancia,  del  Banco  contra  Conde  y 
Molina,  es  un  incidente  de  la  de  daños  y  perjuicios,  de  estos  contra 
aquel,  y  por  lo  mismo,  á  su  apoderado,  parte  en  el  juicio  principal, 
y  no  á  ellos,  es  á  quien  debió  notificarse  el  auto  que  recayó  en  la 
demanda  de  jactancia,  lo  que  no  se  hizo; 

Que  además,  según  resulta  de  los  autos,  esa  providencia  no  se 
notificó  á  Conde  y  Molina  en  la  forma  que  prescriben  los  articules 
sesenta  y  tres  y  sesenta  y  cuatro  de  la  Ley  de  Procedimientos; 

Que  el  emplazamiento  por  edictos  que  se  les  hizo  después,  á  pedi- 
mento del  Banco,  es  contrario  á  la  ley,  desde  que  tenian  en  el  juicio 
un  representante  legalmente  constituido,  por  escritura  pública,  el 
que  habia  manifestado  cual  era  su  domicilio; 

Que,  de  consiguiente,  ese  emplazamiento  no  es  válido,  y  según  el 
articulo  ciento  ochenta  y  siete  de  la  ley  citada,  no  ha  podido  servir 
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de  base  para  la  declaratoria  de  rebeldia,  que  se  ha  hecho  de  Conde 
y  Molina; 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  cincuenta 
y  dos,  y  se  hace  lugar  al  recurso  de  rescisión,  interpuesto  por  dichos 
Conde  y  Molina,  reponiéndose  la  causa  al  estado  del  auto  de  foja 
ocho  vuelta,  en  atención  á  que  desde  entonces,  dejó  de  citarse  al  apo- 
derado de  los  apelantes. 

Hágase  saber,  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvanse. 

J.  R.  GOROSTIAGA.  —J.  DOMÍNGUEZ. 

ULADISLAO  frías. — ^S.  M.   LASPIUR. 


r.AusA  xcvm 


D,  FansUm  V,  Bernal,  contra  D,  Antonio  Podestá,  por  nulidad  de 
una  escritura  de  venta;  sobre  incompetencia. 


Sumario. — La  nulidad  de  una  venta  discutida  y  resuelta  por  via 
de  excepción  ante  la  justicia  local,  no  puede  ser  traida  al  conoci- 
miento de  la  Federal,  por  via  de  acción. 
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Caso.  —  Lo  explica  el 


Fallo  del  «Juez  de  Sección 


Bosario,  Marzo  7  de  1883. 

Vista  la  excepción  de  incompetencia  deducida  con  los  autos  acom- 
pañados y  terminados  ante  un  Juzgado  de  Provincia,  de  que  resulta: 
Que  ante  él  D.  Antonio  Podestá,  estranjero,  demandó  á  D.  Faustino 
Bernal,  arjentino,  ante  el  fuero  propio  de  este  que  era  el  Provin- 
cial, el  desalojo  del  terreno  motivo  de  esta  cuestión^  fundándose  en 
una  escritura  pública  de  compra  hecha  á  la  esposa  de  aquel  con  su 
venia  y  consentimiento,  por  ser  el  terreno  de  dicha  esposa;  Que 
Bernal  contestando  la  demanda  en  su  propio  fuero,  que  no  rehusó 
ni  podia  rehusar,  dijo  de  nulidad  de  esa  venta  por  ser  incierto  que 
prestase  su  consentimiento  á  su  esposa;  Que  abierta  la  causa  á 
prueba,  no  probó  Bernal  su  excepción,  dictándose  en  consecuencia 
sentencia  definitiva  que  quedó  ejecutoriada  y  se  ejecutó,  sin  que 
tampoco  el  demandado  hubiese  interpuesto  recurso  ante  el  Supe- 
rior de  Provincia;  Que  hoy  viene  el  mismo  y  trae  á  la  justicia  na- 
cional idéntica  excepción  de  nulidad  deducida  ante  aquel  fuero  yon 
la  cual  fué  vencido. 

Corrido  traslado  de  la  demanda  nuevamente  interpuesta  por  Ber- 
nal ante  la  justicia  nacional,  Podestá  alega  la  incompetencia  de  ella 
por  tratarse  del  mismo  pleito  fenecido  ya  ante  su  fuero  propio  que 
era  el  Provincial.  Y  resulta  además,  que  según  la  nota  puesta  en  la 
misma  escritura  pública  presentada  por  el  hoy  demandante,  que 
corre  á  f.  1*,  el  precio  por  el  cual  su  señora  vendió  el  terreno  en 
Diciembre  de  1880,  fué  el  de  130$  bolivianos. 

Y  considerando:  1°  Que  una  excepción  deducida,  no  probada  y 
vencida  en  un  juicio  ante  fuero  competente,  habiendo  el  excepcio- 
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nante  tenido  el  deber  legal  de  justificarla,  no  puede  hacérsela  re- 
vivir para  romper  la  cosa  juzgada,  deduciéndola  como  una  nueva 
acción  ante  distinto  fuero,  por  estar  este  obligado legalmen tea  res- 
petar las  sentencias  dictadas  por  tribunales  competentes; 

2^  Que  la  acción  de  desalojo  que  se  promovió  ante  el  Juzgado  de 
Provincia,  y  á  la  que  se  opuso  la  excepción  de  nulidad,  quehoy  co- 
mo acción  se  deduce,  no  fué  simplemente  apoyada  en  un  derecho 
posesorio,  sino  en  un  derecho  de  dominio,  fundado  en  una  escritura 
pública  que  quedó  firme  y  valedera,  desde  que  no  se  probaron  los 
vicios  de  nulidad  que  contra  ella  se  alegaron  y  hoy  nuevamente  se 
alegan;  constando  por  esa  escritura,  que  hace  prueba  en  juicio,  que 
la  esposa  vendió  el  terreno  con  el  consentimiento  y  venia  de  su  es- 
poso, lo  que  entonces  se  negó  y  hoy  nuevamente  se  niega; 

3°  Que  las  do<;trinas  enunciadas  y  otras  congruentes  que  es  inne- 
cesario aducir,  están  apoyadas  por  los  siguientes  fallos  de  la 
Suprema  Corte:  Serie  1%  Tomo  1°,  Pág.  2í);  Serie  2%  Tomo  6°, 
Pag.  222;  Serie  1%  Tomo  3^  Pág.  70;  Serie  1%  Tomo  6^  Pág.  179; 
Serie  1%  Tomo  8^,  Pág.  323;  la  misma  Serie,  Tomo  9°,  Pág.  105; 
Serie 2*,  Tomo  6^  Pág.  374;  Serie  1*,  Tomo  5^  Pág.  303;  Serie  1% 
Tomo  6*^,  Pág.  193;  Serie  2%  Tomo  4^,  Pág.  150,  y  por  otros  que  pu- 
dieran citarse; 

4^  Que  además,  el  Congreso  de  la  Nación,  en  Setiembre  3  de 
1878  ha  sancionado  una  ley  cuyo  articulo  T  dice  asi:  «Desdóla 
promulgación  de  la  presente  ley,  quedarán  exclujdas  de  la  compe- 
tencia de  los  jueces  de  Sección  todas  aquellas  causas  de  jurisdicción 
concurrente  en  las  que  el  valor  del  objeto  demandado  no  exceda  de 
500  $f.,  cuando  por  otra  parte,  el  conocimiento  del  caso  caiga  bajo 
la  jurisdicción  de  la  justicia  de  paz  de  la  provincia  respectiva,  se- 
gún las  leyes  de  procedimientos  vigentes  en  ella.  Esta  disposición 
no  será  aplicable  á  las  causas  pendientes,  debiendo  entenderse  por 
tales,  aquellas  en  las  que  ya  ha  tenido  lugar  la  citación  del  deman- 
dado. » 
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Por  estos  fundamentos,  declárase  este  Juzgado  incompetente  para 
conocer  en  la  presente  causa.  Notifiquese  con  el  original  y  devuél- 
vanse los  autos  traídos  ad  e/fectum  videndi  al  señor  Juez  de  Paz  de 
la  3^  Sección  con  el  oficio  correspondiente.  Repóngase. 

Fenelon  Zuviria, 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Setiembre  18  de  1888. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas,  la  sentencia 
apelada  de  foja  veintitrés;  y  repuestos  los  sellos,  devuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  frías. — ^S.  M.  LASPIUR. 
— M.  D.  PIZARRO. 
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CAUSA    XCI  X 


D,  Santiago  Nocetti  contra  el  Dt\  D.  Manuel  M.  Zavalla,  por  propie- 
dad  de  un  campo  y  daños  y  perjuicios;  sobre  litis  pendencia  y  falta 
de  personería. 


Sumario.  —  1*^  La  copia  simple  de  una  sentencia,  cuyo  examen 
además  demuestra  su  nulidad,  no  puede  constituir  prueba  de  litis 
pendencia. 

2°  La  omisión  de  documentos  relativos  al  derecho  que  se  litiga, 
no  puede  fundar  la  excepción  dilatoria  de  falla  de  personería. 


Caso.  —  En  1864  I).  Miguel  Otero  vendió  al  I)r.  I).  Lorenzo  To- 
rres ocho  leguas  de  campo  en  el  Departamento  de  San  Jerónimo, 
que  años  antes  D.  Ricardo  Foster  hahia  comprado  al. Gobierno  de 
Santa  Fé. 

El  Dr.  Torres  hipotecó  las  ocho  leguas  á  D.  Antonio  Pintos  de 
Sampaio,  á  fines  de  1864. 

Un  ano  después,  las  vendió  á  D.  Rufino  Guido,  y  éste  las  vendió 
al  mismo  Otero. 

Vencido  el  plazo  de  la  hipoteca,  Sampaio  ejecutó  al  Dr.  Torres,  y 
quedó  adjudicatario  del  campo  por  la  suma  de  10,03o  $  bolivianos- 
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Otorgada  la  escritura  de  adjudicación,  vendió  el  campo  á  D.  Ma- 
nuel Moura,  y  éste  á  D.  Santiago  Nocetti. 

Se  le  informó  á  Nocetti  que  de  las  8  leguas,  solo  quedaban  tres 
y  una  fracción  por  ventas  hechas  por  el  Gobierno,  que  indemnizaba 
las  faltas;  y  que  la  indemnización  de  aquella  falta  la  había  recibido 
el  Dr.  D.  Manuel  Zavalla  que  se  titulaba  dueño  del  campo. 

Nocetti,  hecho  protocolizar  sus  escrituras  demandó  al  Dr.  Zava- 
lla para  que  le  entregara  el  área  que  el  Gobierno  le  concedió  en 
indemnización ;  le  pagara  los  frutos,  los  daños  y  perjuicios  y  las 
costas. 

El  Dr.  Zavalla  opuso  las  excepciones  de  litis  pendencia  y  falta  de 
personería. 


Fallo  del  «I uez  de  Sección 


Rosario,  Diciembre  1°  de  1882. 

Vistas  las  excepciones  deducidas  de  litis  pendencia  y  falta  de  per- 
sonalidad en  el  demandante,  y  considerando  respecto  de  la  pri- 
mera: 

1**  Que  para  que  pueda  decirse  en  derecho  que  hay  litis  penden- 
cia, es  necesario  que  el  juez  sea  competente  y  que  el  reo  haya  sido 
citado  é  instruido  plenamente  de  la  demanda  en  tiempo  y  forma,  ó 
que  sino  lo  estuviese,  sea  por  su  dolo  ó  malicia;  nada  de  lo  cual  ha 
sucedido,  pues  no  se  ha  comprobado,  deduciéndose  mas  bien  todo 
lo  contrario  de  la  misma  sentencia  impresa  en  una  foja  suelta  que 
acompaña  el  excepcionante,  sin  autenticación  y  hasta  destituida  de 
la  firma  del  señor  Juez  que  se  dice  la  pronunció;  y  que  aun  tenién- 
dola por  auténtica,  no  prueba  los  estremos  necesarios  para  fundar 
la  excepción,  como  se  notará  por  los  siguientes  considerandos. 

2^  Que  en  el  caso  actual,  la  solicitud  de  mensura  que  hizo  No- 

T.   XVII.  3. 
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cetli  ante  el  señor  Juez  de  Coronda,  no  importaba  una  demanda,  ni 
menos  un  juicio  contencioso,  sino  simplemente  una  solicitud,  según 
lo  ha  resuelto  la  Suprema  Corte  en  su  fallo,  lomo  9°,  serie  2*, 
pág.  176;  y  por  consiguiente,  todo  cuanto  á  este  respecto  se  ha 
dicho  como  fundamento  del  articulo,  no  tiene  valor  alguno  para 
acreditar  que  exista  litis  pendencia  entre  dicho  señor  Nocetti  y  el 
Dr.  Zavalla  que  hizo  una  petición  al  Juez  para  que  mandase  sus- 
pender la  mensura,  alegándose  también,  según  se  dice,  mejor  dere- 
cho al  campo. 

3^  Que  habiéndose  ordenado  esa  suspensión  por  decreto  ejecuto- 
riado y  cumplido  hasta  la  fecha,  quedó  terminado  de  fado  ese  inci- 
dente ó  petición  de  mensura,  que  como  se  ha  espresado,  no  era  un 
juicio. 

4^  Que  asimismo  la  declinatoria  de  jurisdicción^  que  espresa  el 
excepcionante  hizo  Nocetti  con  motivo  de  haber  resuelto  el  Juez  la 
suspensión  de  la  mensura,  quedó  también  sin  efecto  alguno,  porque 
como  lo  dice  dicho  funcionario  en  la  sentencia  de  13  de  Abril  de 
este  ano,  resolvió  no  darle  curso  por  no  haber  acreditado  Nocetti 
que  el  caso  caía  bajo  la  jurisdicción  Nacional ;  y  entonces,  no  ha- 
biendo observado  cosa  alguna  el  declinante  hasta  hoy,  es  en  es- 
tremo claro  que  quedó  ejecutoriada  esa  resolución  en  que  se  dis- 
puso no  darle  curso ;  quedando  por  tanto  concluido  todo  pleito  y 
toda  cuestión  entre  Nocetti  y  Zavalla,  originada  por  la  mensura.  Y 
siendo  muy  de  advertirse  y  tenerse  presente  que  en  31  de  Marzo  se 
presentó  Nocetti  ante  este  Tribunal  nacional  en  demanda  contra 
Zavalla,  no  sobre  mensura,  sino  sobre  la  propiedad  y  dominio  del 
campo,  habiéndose  declarado  que  el  caso  caía  bajo  la  jurisdicción 
Nacional. 

o*^  Que  dados  estos  antecedentes,  solo  hay  mucho  que  estranar 
como  es  que  el  mismo  funcionario,  sin  figurar  ya  Nocetti  para  cosa 
alguna  ante  él,  por  sí  ni  por  apoderado,  pues  no  se  ha  comprobado 
que  jamás  lo  hubiese  tenido  para  otra  cosa  que  para  solicitar  la 
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mensura  y  no  para  juicio  de  otro  género,  viniese  después  de  propio 
motil  á  hacer  revivir  meses  después,  lo  terminado  por  ejecutoria, 
llevando  nuevamente  á  Nocetti  como  litigante  con  el  Dr.  Zavalla, 
cuando  este  ya  habia  conseguido  su  objeto  de  hacer  suspender  la 
mensura;  sin  que  en  ningún  sentido  ofrezcan  una  esplicacion  plausi- 
ble de  tal  cosa,  las  referencias  que  se  hacen  en  la  sentencia  acompa- 
ñada en  sus  resultandos  G°,  7°,  8^  y  9^;  pues  á  la  inversa,  ellas  en 
concepto  del  proveyente  ( que  está  muy  distante  de  pretender  hacer 
cargos  al  señor  Juez  de  Coronda  que  se  dice  la  dictó,  pues  no  se  han 
podido  conseguir  los  autos,  ni  sus  copias  en  manera  alguna ),  solo 
ofrecen  lamentables  irregularidades  que  en  ningún  sentido  apoyan 
la  excepción  de  litis  pendencia. 

6^  Que  para  patentizar  lo  dicho,  bastará  un  ligero  análisis  de  la 
sentencia  acompañada;  siéndole  sensible  al  proveyente  que  el  de- 
ber de  fundar  sus  resoluciones,  le  obligue  á  hacerlo. 

En  efecto,  la  sentencia  relaciona,  que  Mayer  en  representación  de 
Nocetti,  vecino  de  Buenos  Aires,  pidió  mensura  del  campo  de  las 
Lomas,  la  que  fué  ordenada  en  24  de  Diciembre  de  1881 ;  que  ha- 
llándose el  espediente  en  poder  del  Agrimensor,  el  Dr.  Zavalla  pidió 
revocatoria  del  auto  que  la  ordenaba ;  que  proveyéndose  al  otrosí 
se  mandó  suspenderla,  y  que  se  corrió  traslado  á  Nocetti  de  lo  prin- 
cipal, y  aún  cuando  no  se  dice  sobre  qué  versaría  este  principal, 
supóngase  como  lo  dice  el  articulante,  que  fuere  alegando  mejor 
derecho  al  campo ;  sobre  lo  que  algo  tendria  que  decir  sin  duda, 
para  apoyar  su  solicitud  de  suspensión:  que  sin  espedirse  en  el  tras- 
lado, declinó  Nocetti  de  jurisdicción  (sin  que  tampoco  conste  de  ma- 
nera alguna  que  el  apoderado  Mayer  tuviese  facultad  para  otra  cosa 
que  para  la  mensura) ;  que  el  Juez  en  f3  de  Abril  (es  decir  después 
que  ya  Nocetti  ocurrió  al  Tribunal  Nacional  en  Marzo),  resolvió  no 
dar  ciirso  á  esa  declinatoria,  fundándose  en  que  Nocetti  no  habia 
acreditado  que  el  caso  caia  bajo  la  jurisdicción  nacional.  —  De  que 
resulta  á  toda  luz,  que  no  habiendo  litigantes,  no  podia  ya  liaber 
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litigio,  y  que  no  habiéndolo,  no'podia  promoverse  por  el  Dr.  Zava- 
Ua,  ni  por  nadie  otro  nuevo,  sino  ante  el  Tribunal  competente,  que 
lo  era  el  Nacional,  si  el  Dr.  Zavalla  habia  de  litigar  con  Nocetti, 
por  su  distinta  vecindad  y  nacionalidad. 

7^  Que  así  las  cosas,  causa  mayor  estrañeza  la  especie  de  juicio 
ó  litigio  formado  después,  pretendiéndose  por  él  llevar  á  Nocetti  ó 
al  que  ahora  representa  sus  derechos  que  es  Moura  ante  un  tribu- 
nal que  no  es  el  de  su  fuero  y  que  enérgicamente  rechaza  por  in- 
competente. En  efecto,  continuando  el  análisis,  por  el  resultando  6^ 
tenemos :  «Que  reputando  el  Juzgado  que  en  los  autos  de  mensura 
se  hallara  el  poder  otorgado  á  favor  de  Mayer  en  el  cual  debia 
constar  la  vecindad  de  Nocetti,  llamó  en  20  de  Abril  los  autos  á  la 
vista.))  ¿Pero  qué  movió  al  señor  Juez,  si  acaso  dictó  esa  sentencia, 
y  qué  objeto  tuvo  al  llamar  de  oficio  esos  autos  para  averiguar  lo 
que  oportunamente  no  hizo,  la  nacionalidad  de  Nocetti,  paralizada 
ya  la  mensura  y  cuya  declinatoria  había  quedado  caduca  por  su  re- 
chazo ejecutoriado  de  diez  y  siete  días  antes?  ¿  ni  á  quién  se  noti- 
ficó siquiera  ese  llamamiento  de  autos,  —  pues  Mayer  sí  alli  exis- 
tiere, no  era  ya  apoderado  de  Nocetti  para  cosa  alguna  ? . . . 

8^  Que  en  el  siguiente  resultando  7^  se  dice:  «Que  después  de 
varias  diligencias,  el  señor  Juez  consignó  que  el  3  del  corriente 
(Agosto)  es  decir  (á  los  cuatro  meses  después)  se  trajeron  los  autos 
de  mensura  para  hacerse  esa  oficiosa  averiguación  de  nacionali- 
dad ;  y  habiéndose  en  24  de  Julio  llamado  los  autos  para  resolver 
sobre  la  mensura  de  f . . .  á  f . . .  en  que  la  parte  de  Zavalla  contesta  un 
traslado,  se  resuelve  que  es  llegado  el  momento  de  correrle  el  tras- 
lado, que  anticipadamente  contestó.»  ¿Pero  á  quién  se  notificó  ese 
nuevo  llamamiento,  pues  Nocetti  no  tenia  representación,  ni  habia 
sido  declarado  rebelde?  ;Qué  traslado  y  á  cuál  escrito,  que  no 
se  dice,  pudo  contestar  el  Dr.  Zavalla  cuando  de  él  solo  se  conoce 
el  único  que  originó  la  declinatoria  estinguida?  ¿Fué  acaso  de  esa 
declinatoria  sin  nueva  insistencia  de  Nocetti,  constituvéndolo  asi  en 
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litigante  cuando  no  lo  era,  y  se  había  presentado  á  la  Justicia  Na- 
cional? Y  sin  embargo,  el  seilor  Juez  continúa  diciendo  en  el  oc- 
tavo resultando:  «Qne  al  contestarse  ese  traslado  por  la  parte  del 
Dr.  Zavalla  pidió  se  diese  por  reproducido,  lo  que  antes  ha  alegado 
al  contestar  la  vista  ordenada  del  17  de  Julio.»— Que  vista  fuese 
esa  reproducida,  no  lo  sabemos,  pues  solo  se  conoce  la  oposición  á 
la  mensura  suspendida  y  la  declinatoria  que  quedó  sin  efecto, 

9°  Que  asimismo  en  el  resultando  9°  se  dice:  « Que  contestado  el 
traslado  por  el  Dr.  Zavalla,  el  Juzgado  llamó  autos  (nuevamente) 
en  12  del  que  rige  (Agosto)  y  por  considerar  que  no  hay  hechos  á 
probar  (^qué  hechos  podía  haber  á  probar  sino  había  pleito,  ni  liti- 
gante?) y  sin  que  conste,  añade,  que  las  partes  hayan  intentado  ha- 
cer uso  de  la  facultad  que  les  acuerda  el  Código  de  Procedimientos 
(de  la  Provincia)  en  su  artículo  82,  el  actuario  en  la  fecha  ( 17  de 
Agosto )  puso  el  espediente  al  despacho. »— El  articulo  citado  refe- 
rente á  la  prueba  de  las  excepciones  dilatorias  dice  asi:  «Los  inte- 
resados podrán  pedir  dentro  del  día  siguiente  al  en  que  les  notifique 
la  providencia  de  autos  (que  como  se  sabe  á  nadie  se  notificó  por 
parte  de  Nocetti ),  que  se  permita  informar  in  voce  á  ellos  ó  sus  de- 
fensores, en  cuyo  caso  se  señalará  al  efecto  el  día  inmediato.  >»  Go- 
mo se  descubre  pues  por  esta  cita,  lo  que  el  señor  Juez  se  ocupaba 
de  tramitar  todavía,  con  asistencia  de  una  sola  parte  en  el  mes  de 
Agosto,  era  la  misma  declinatoria,  aniquilada  por  su  resolución  eje- 
cutoriada de  Abril  3,  hacía  cuatro  y  medio  meses,  y  cuatro  después 
que  Nocetti  había  demandado  al  Dr.  Zavalla  ante  la  Justicia  Na- 
cianal.  Y  dice  por  fin  en  el  décimo  resultando: « Que  declarada  rebel- 
de á  petición  del  contrario,  la  parte  de  Nocetti,  asi  se  ha  seguido  este 
incidente  en  su  rebeldía.  )»—¿ Pero  cuándo  fué  declarado  rebelde, 
cuándo  pudo  serlo,  sino  estaba  presente  ni  se  le  citó  por  edictos,  ni 
como  no  se  menciona  una  circunstancia  tan  atendible?  Y  sin  em- 
bargo se  le  condena  « no  haciendo  lugar  con  costas  á  la  excepción 
de  incompetencia »  que  no  existia  ya,  corriéndole  el  traslado  orde- 
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nado  en  24  de  Marzo  del  presente  año,  de  la  acción  entablada  por 
el  Dr.Zavalla  á  f.  6  vta. . .  y  no  teniendo  el  Juzgado  conocimiento 
siquiera  del  domicilio  de  Nocetti  en  Buenos  Aires,  se  ordena  la  pu- 
blicación de  la  resolución  para  que  pudiera  pararle  perjuicio  tra- 
bándole así  un  pleito  ante  un  tribunal  estrano  á  su  propio  fuero, 
que  es  el  Nacional,  ante  el  cual  ocurriera  meses  antes  en  demanda 
contra  el  Dr.  Zavalla.  Quedando  asi  patentizado  que  Nocetti  ni  se 
hallaba  presente  en  el  teatro  de  ese  pretendido  juicio,  ni  tenia  re- 
presentante que  por  él  recibiese  notificaciones. — Tales  procedí- 
mientes,  pues,  que  invoca  en  su  apoyo  el  mismo  excepcionante,  aun- 
que los  hubiese  probado,  estarian  muy  lejos  de  fundar  la  litis  pen- 
dencia. Siendo  todos  los  demás  considerandos  de  ese  fallo,  absolu- 
tamente improcedentes  para  conocer  de  mensuras,  sobre  lo  cual  no 
hay  cuestión  alguna,  ni  versa  la  demanda  única  entablada  ante  ese 
fuero  contra  el  Dr.  Zavalla. 

10  Que  para  que  hubiera  litis  pendencia  entre  él  y  Nocetti,  ha- 
bría sido  menester  que  se  probare  la  acción  entablada  contra  este 
sobre  mejor  derecho  al  campo,  con  prescindencia  absoluta  de  la 
mensura  que  hubiera  sido  contestada,  ó  que,  habiéndose  por  No- 
cetti declinado  de  jurisdicción  hubiera  sido  obligado  á  contestarla 
mediante  procedimientos  regulares  y  oportunos  y  con  las  correspon- 
dientes notificaciones;  no  constando  que  se  le  hubiera  hecho  una 
sola  siquiera,  posteriormente  á  la  declinatoria,  ni  que  hubiera  sido 
citado  conforme  á  derecho,  para  que  le  parasen  los  perjuicios  lega- 
les.— Consideraciones  procedentes  aún  en  el  caso  de  que  Nocetti 
fuese  el  actual  dueño  del  campo,  ó  que  al  menos  lo  hubiera  sido 
cuando  la  sentencia  se  dictó;  cuanto  mas  habiéndolo  enagenado  á 
favor  de  Moura  en  o  de  Julio  del  corriente  año,  es  decir,  cerca  de 
mes  y  medio  después  de  haberse  presentado  Nocetti  ante  este  tri- 
bunal en  demanda  contra  Zavalla. 

H  Que  en  tal  concepto,  correspodiendo  al  excepcionante  el  onm 
probandi,  no  ha  presentado  prueba  alguna  que  justifique  su  excep- 
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cion  como  es  de  ley  y  lo  ha  resuelto  la  Suprema  Corte,  Serie  1%  to- 
mo V,  páp.  238;  pues  ni  aún  él  mismo  le  reconoce  valor  jurídico 
probatorio  á  la  sentencia,  desde  que  á  f.  68  pidió  que  se  solicitase 
una  copia  testimoniada  de  ella,  que  no  se  ha  obtenido  como  tam- 
poco las  demás  pedidas  por  Moura;  habiéndjose  ambos  conformado 
con  que  se  cierre  y  falle  la  causa  sin  ellas. 

Y  considerando  en  cuanto  á  la  falta  de  personalidad  del  deman- 
dante: 

1^  Que  los  documentos  que  acompaña  para  alegar  derechos  al 
campo,  no  solo  no  son  deficientes,  sino  que  son  excesivos,  puesto 
que  á  la  escritura  pública  de  f.  32  de  la  trasmisión  inmediata  de  su 
€ausante,  adjunta  ademas,  todas  las  escrituras  y  constancias  feha- 
cientes de  las  trasmisiones  anteriores  desde  que  el  fondo  fué  adqui- 
rido muchos  años  ha  en  remate  judicial  practicado  en  Santa  Fé  por 
el  martiliero  D.  Tomas  Culleu,  constando  haber  sido  antes  vendido 
en  1857  y  escriturado  en  1860;  escritifras  registradas  y  protocoli- 
zadas con  todas  las  formalidades  del  derecho,  como  todo  ello  consta 
de  f.  16  á  29;  aún  cuando  la  de  la  última  trasmisión  careciera  de  la 
formalidad  de  un  nuevo  registro. — Y  para  patentizar  cuan  suficien- 
tes son  para  poderse  presentar  en  juicio,  bastará  ver  lo  resuelto 
terminantemente  por  la  Suprema  Corte  en  dos  de  sus  fallos,  á  sa- 
ber: en  el  del  tomo  4^,  Serie  2*,  pág.  222  donde  ha  sancionado: 
«Que  si  bien  el  artículo  1^  de  la  ley  de  procedimientos  impone  al  ac- 
tor la  obligación  de  producir  con  su  demanda  las  escrituras  y  docu- 
mentos que  justifiquen  el  derecho  que  se  deduce,  dicha  obligación 
no  es  tal  que  su  omisión  autorice  al  demandado  para  rehusarse  á 
contestar  la  demanda,  como  se  vé  al  2^  párrafo  de  dicho  articulo  1^ 
— ?*  Que  por  otra  parte,  la  simple  omisión  de  documentes  no  basta 
para  que  en  los  términos  del  artículo  73  de  la  Ley  de  Procedimien- 
tos pueda  el  demandado  escusarse  de  contestar  la  demanda,  for- 
mando artículo  previo  de  dicha  contestación. »  Y  en  el  del  tomo  7**, 
Serie  2^,  pág.  162,  donde  ha  establedido:  «Que aunque  se  halla pre- 
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ceptuado  por  la  ley,  que  se  acompañen  con  la  demanda  los  docu- 
mentos que  la  justifiquen  se  ha  declarado  en  repetidos  fallos  de  la 
Suprema  Corte,  que  esta  falta  no  importa  un  defecto  legal  en  la  de- 
manda y  no  constituye  una  excepción  dilatoria,  sino  que  impone  úni- 
camente al  que  no  lo  ha  hecho,  las  restricciones  de  que  habla  el 
inciso  2°  del  artículo  10  de  la  ley  de  Procedimientos — es  decir,  que 
no  se  les  admitirá  nuevos  documentos  que  no  sean  de  fecha  poste- 
rior á  la  demanda,  ó  bajo  juramento  de  que  antes  no  habia  tenido 
noticia  de  ellos »;  desapareciendo  todo  átomo  de  cuestión  al  respecto 
ante  fallos  tan  terminantes  como  adecuados  y  legales. 

2^  Que  un  artículo  sobre  personería,  como  su  nombre  lo  indica, 
solo  puede  referirse  á  la  aptitud  legal  de  la  persona  del  actor;  es 

decir,  al  instrumento  que  la  caracteriza,  pero  no  á  los  referentes  al 
derecho,  á  la  cosa,  ó  á  lo  que  sea  materia  del  pleito  y  que  debe  ven- 
tilarse durante  él,  después  del  ingreso  de  ambos  litigantes  al  juicio; 
pues  de  lo  contrario,  una  excepción  dilatoria  permitida  por  la  ley, 
quedaría  convertida  en  perentoria,  que  debe  deducirse  en  la  con- 
testación de  la  demanda  (art.  73  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de 
1863).  Y  pues  que  se  exije  los  títulos  para  legalizar  una  personería, 
son  los  que  se  refieren  á  representación  estraña,  tales  como  los  del 
tutor  ó  curador  por  los  menores,  ó  incapaces  á  su  cargo,  los  del 
mandatario  por  su  mandante;  los  del  marido  por  la  mujer,  etc. 

Por  estos  fundamentos  y  otras  muchas  consideraciones  que  pu- 
dieran aducirse,  no  ha  lugar  á  las  excepciones  deducidas,  con  cos- 
tas. Notifiquese  con  el  original  y  repónganse  los  sellos. 

Fenelon  Zuviria. 
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Fallo  de  la  ^^upreiua  C^orte 

Buenos  Aires,  Setiembre  15  de  1888. 

Vistos;  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  setenta  y  nueve;  satisfechas  las  de  la  instancia  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.    B.    GOROSTIAGA.  —  J.   DOMÍNGUEZ.  — 
ULADISLAO  FRÍAS. — S.   M.  LASPIUR. 


CAUSA    C 


D.  Guillermo  y  D.  A.  W.  Junor,  contra  D.  Juan  W.  Beard;  sobre 

mo  de  marca. 


Sumario.— i'^  La  excepción  de  prescripción  opuesta  con  la  de 
nulidad  en  contestación  á  la  acción  de  la  ley  de  marcas  de  fá- 
brica, deducida  en  la  demanda,  no  debe  resolverse  como  articulo 
previo. 
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2^  La  prescripción  de  un  año  establecida  por  el  articulo  24  de 
diciía  ley,  corre  desde  la  fecha  en  que  es  concedida  la  patente. 


Caso.^Los  seilores  Guillermo  y  Alejandro  W.  Junor  obtuvieron 
en  9  de  Junio  de  1883,  el  uso  de  la  marca  Colegio  Inglés,  con  cuya 
denominación  distinguían  su  casa  de  enseñanza. 

Alegando  que  D.  Juan  W.  Beard,  con  posterioridad,  habia  publi- 
cado avisos  llamando  «Colegio  Inglés»  su  establecimiento  de  educa- 
ción, lo  demandaron  para  que  fuera  condenado  á  suprimir  ese 
título  y  sufrir  la  pena  de  ley,  con  las  costas. 

Beard  opuso  que  la  patente  era  nula,  por  no  ser  un  invento  las 
palabras  «Colegio  Inglés»;  por  no  poderse  poner  la  marca  sobre  la 
cosa  objeto  de  ella,  que  era  la  enseñanza;  y  opuso  la  prescripción 
establecida  por  el  artículo  24  de  la  ley  sobre  marcas  de  fábrica, 
por  estar  funcionando  su  colegio,  que  por  lo  demás  se  denominaba 
«Colegio  Mercantil  Inglés»,  desde  Abril  de  1880. 

El  Juez  dio  traslado  de  la  excepción;  los  actores  entendiendo 
que  era  de  la  de  prescripción,  contestaron  respecto  de  esta. 


Fallo  del  Juez  Federal 


Buenos  Aires,  Julio  28  de  1883. 

Y  vistos  estos  autos  en  lo  relativo  á  la  excepción  de  prescripción 
deducida  por  el  demandado,  y  considerando:  que  si  bien  por  el  ar- 
tículo 24  de  la  ley  de  marcas  de  fábrica  se  establece  que  si  el  dam- 
nificado por  el  uso  de  un  nombre  de  fábrica  ó  de  comercio,  no  recla- 
mare en  el  término  de  un  año,  desde  el  día  en  que  se  empezó  á  usar 
por  otro,  perderá  su  acción  á  todo  reclamo;  esta  disposición  debe 
entenderse  que  corre  desde  la  fecha  en  que  es  concedida  la  patente, 
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por  cuanto  recien  el  damnificado  se  halla  con  ella  investido  del 
título  que  acredita  su  derecho  á  la  marca:  Que  el  demandante 
D.  Guillermo  Junor,  ha  obtenido  su  patente  recien  el  9  de  Junio 
del  corriente  año,  estando  por  consiguiente  dentro  del  término  de 
la  lev. 

Por  estas  razones  fallo  no  haciendo  lugar  con  costas,  á  la  excep-  . 
cion  deducida,  debiendo  en  su  consecuencia  el  demandado,  contes- 
tar derechamente  la  demanda. 

Andrés  Ugarriza. 


Beard  apeló  y  dijo  que  habia  contestado  la  demanda,  y  debia  re- 
solverse sobre  todas  sus  excepciones. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Baenos  Aires,  Setiembre  15  de  1888. 

Vistos:  y  considerando  que  aun  cuando  el  Juez  de  Sección  ha 
sustanciado  indebidamente  la  excepción  de  prescripción  opuesta 
como  perentoria  por  el  demandado  en  la  contestación  á  la  demanda, 
haciendo  de  ella  un  articulo  de  previo  pronunciamiento,  sin  em- 
bargo esta  irregularidad  no  ha  sido  reclamada  por  la  parte,  se  con- 
firma, por  sus  fundamentos,  el  auto  apelado  de  foja  veinte  y  nueve; 
y  estando  ya  contestada  la  demanda,  devuélvanse  los  autos  al  Juez 
de  Sección,  para  que  resuelva,  según  su  estado,  las  otras  excepcio- 
nes deducidas  en  dicha  contestación.  Repóngase  los  sellos. 

J.    B.    GOROSTIAGA.  —  J.    DOMÍNGUEZ. — 
LLADISLAO  FRÍAS. — S.  M.  LASPIUR. — 

M.  D.  pizARRo  (en  disidencia). 
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DISIDENCIA 

Vistos:  estando  contestada  la  demanda  y  propuesta  la  prescrip- 
ción como  excepción  perentoria  conjuntamente  con  la  de  nulidad 
de  la  patente  y  falsedad  de  los  hechos  en  que  se  funda  la  demanda, 
constituyendo  todo  esto  la  defensa  del  demandado  y  materia  de  la 
sentencia  definitiva,  no  de  una  resolución  parcial  interlocutoria, 
que  viola  las  leyes  del  procedimiento  en  los  juicios;  siendo  de  orden 
público  las  que  rijen  el  procedimiento,  sin  que  esté  en  poder  de  las 
partes  litigantes,  ni  del  Juez  prescindir  de  ellas,  ó  modificarlas  á 
voluntad;  siendo  esta  infracción  de  las  leyes  é  irregularidad  del 
procedimiento,  las  que  motivan  el  recurso  interpuesto  por  el  ape- 
lante, sin  que  este  pueda  contestar  de  nuevo  una  demanda  que  está 
ya  contestada,  y  por  la  cual  se  ha  radicado  el  juicio  sobre  lo  prin- 
cipal; por  todo  esto,  juzgando  en  disidencia,  se  revoca  el  auto  ape- 
lado de  foja  veinte  y  nueve. 

M.  D.  PlZARRO. 
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CAUSA  Cl 


I),  T.  D.  Belton  contra  Rodríguez^  Abella  y  C*;  sobre  indemnización 

de  daños  y  perjuicios. 


Sumario. — 1°  Averiguado  el  daño  en  las  mercancías  porteadas, 
este  debe  ser  estimado  por  peritos. 

2^  Los  términos  que  establece  el  articulo  1246  del  Código  de  Co- 
mercio para  prescribir  ía  acción  de  reclamación  del  daño,  corren 
desde  que  se  ha  hecho  la  entrega  de  toda  la  carga  sin  limitación. 

3°  El  porteador  no  tiene  derecho  á  retener  en  su  poder  la  carga, 
para  asegurar  el  pago  de  fletes. 


Coso— Lo  esplica  el 


Fallo  del  Juez  Federal 


Buenos  Aires,  Noviembre  30  de  liS82. 

Vistos  estos  autos  de  los  que  resulta: 

i**  Que  con  fecha  tres  de  Julio  del  presente  año  ocurrió  al  Juz- 
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gado  D.  T.  D.  Belton  esponiendo:  que  por  el  vapor  Dalton  le  había 
venido  un  cargamento  de  cemento  de  Portland  compuesto  de  qui- 
nientas barricas  con  un  peso  total  de  1879  quintales,  habiendo  en- 
cargado de  la  descarga  en  este  puerto  á  los  señores  Rodríguez, 
Abolla  y  compañía;  que  por  el  manifiesto  y  constancias  del  buque, 
estos  recibieron  en  mal  estado  ocho  barricas  solamente;  y  sinem- 
bargo,  habian  mojado  la  carga  y  averiado  considerablemente,  al 
punto  que  de  cuatrocientas  veinte  y  siete  barricas  que  alcanzaron  á 
entregar,  estaban  mojadas  doce  y  en  mal  estado  setenta  y  ana;  que 
no  se  sabe  si  tienen  falta  de  cantidad,  habiéndose  hecho  asi  constar 
en  el  recibo  que  se  les  otorgó  de  la  entrega;  que  arrepentidos  tal 
vez  los  lancheros  de  estar  entregando  con  la  constancia  de  lo  que 
venia  averiado  por  ellos,  dejaron  de  entregar  y  se  llevaron  la  mer- 
cadería á  su  depósito  hasta  el  número  de  setenta  y  tres  barricas, 
donde  aún  las  tienen,  cometiendo  un  abuso  temerario  é  incalifica- 
ble; que  en  vista  de  lo  espuesto  y  habiendo  quedado  inutilizado  el 
cemento  con  la  mojadura,  venia  á  interponer  formal  demanda  con- 
tra dichos  lancheros  Rodríguez,  Abolla  y  compañía,  para  que  se  les 
condene  á  cargar  con  todo  lo  averiado  que  entregaron,  previa  veri- 
ficación de  peritos;  paguen  las  fallas  en  las  demás  barricas,  y  las  se- 
tenta y  tres  que  retienen  en  su  poder,  abonando  por  ellas  el  precio 
corriente  de  plaza  sobre  la  cantidad  que  resulte  que  contenga  según 
su  peso,  los  daños  y  perjuicios  y  las  costas  del  juicio. 

•T  Que  los  demandados  contestaron  á  foja  siete  manifestando  que 
efectivamente,  haciendo  la  descarga  del  vapor  Dalton  habian  reci- 
bido en  sus  lanchas  las  barricas  de  cemento  que  espresa  el  deman- 
dante y  las  depositaron  en  la  Aduana;  que  el  transporte  se  hizo  en 
las  condiciones  ordinarias;  que  no  hubo  averia  y  que  las  barricas 
fueron  entregadas  en  el  mismo  estado  en  que  se  recibieron  al  cos- 
tado del  vapor;  que  consintieron  en  (¡ue  el  demandante  recibiera 
hasta  cuatrocientas  veinte  y  siete  barricas  sin  que  les  asegurara  pre- 
viamente el  pago  del  flete;  en  cuyo  estado,  viendo  que  multiplicaba 
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las  protestas  para  eludirlo,  retuvieron  las  barricas  restantes,  cuyo 
depósito  judicial  iban  á  pedir  cuando  les  hizo  aperturas  de  arreglo; 
que  la  acción  por  detrimento  ó  averia  que  se  encuentra  en  los  efec- 
tos al  tiempo  de  abrir  los  bultos,  solo  tiene  lugar  contra  el  acarrea- 
dor dentro  de  las  veinte  y  cuatro  horas  siguientes  á  su  recibo,  con 
tal  que  en  la  parte  esterna  no  se  vean  señales  del  daño  ó  avería,  de- 
biendo ser  inmediata  la  reclamación  cuando  es  visible  por  fuera;  de 
todo  lo  cual  resultaba  que  Belton  no  habia  tenido  motivo  para  dedu- 
cir reclamación  alguna  y  que  la  que  ahora  deducía,  era  inadmisible 
por  haber  caducado  la  acción  para  hacerlo;  por  el  contrario,  él  les 
adeudaba  la  suma  de  ocho  mil  ochocientos  veinte  y  cinco  pesos  mo- 
neda corriente,  ó  sean  trescientos  cincuenta  y  dos  fuertes  con  no- 
venta y  dos  centavos,  por  el  flete  devengado,  por  cuya  suma  lo  con- 
trademandaban,  para  que  se  le  condenara  á  pagarla  con  los  intereses 
y  las  costas;  y  en  un  otrosí  pidieron  el  depósito  judicial  de  las  barri- 
cas que  estaban  en  su  poder  á  efecto  de  asegurar  el  pago  de  los 
fletes. 

3®  Que  el  actor  contestó  la  contrademanda  sosteniendo  que  jamas 
hubo  cuestión  entre  él  y  los  demandados  sobre  pago  de  fletes,  ni  le 
pidieron  que  se  los  pagase;  que  por  el  contrario,  en  varias  veces  que 
antes  los  ocupó,  siempre  les  pagó  religiosamente,  de  manera  que 
nunca  hubo  motivos  para  que  se  despertase  en  ellos  la  mas  mínima 
duda  al  respecto,  como  tampoco  tuvieron  derecho  para  retener  en 
su  poderla  mercadería  porteada;  que  era  falso  que  el  flete  adeu- 
dado fuese  de  ocho  mil  ochocientos  veinte  y  cinco  pesos,  pues  solo  va- 
lia siete  mil  quinientos  cincuenta  y  tres,  según  lo  comprueba  la 
cuenta  que  pasó  la  casa,  la  cual  si  bien  no  está  firmada,  es  de  puno 
y  letra  de  uno  de  los  socios,  de  modo  que  reconocía  adeudarles  esta 
cantidad;  pero  como  este  flete  así  como  las  lanchas,  estaban  afec- 
tadas á  la  responsabilidad  de  las  averias,  retenia  su  pago  hasta  que 
se  resuelva  el  punto. 

4°  Que  la  causa  fué  recibida  á  prueba  por  el  auto  de  f.  27  con  in- 
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dícacion  de  los  puntos  sobre  que  podia  recaer  la  testifical,  habién- 
dose producido  dentro  del  término  por  parte  del  actor  únicamente 
el  informe  de  foja  49  del  agente  del  vapor  Dalton  que  constaba  que 
del  cargamento  en  cuestión  solo  siete  barricas  se  encontraron  rotas 
á  bordo,  las  que  fueron  compuestas  antes  de  salir  el  buque;  el  pliego 
de  posiciones  de  f.  52  absueltas  por  D.  Juan  Abella  y  las  declaracio- 
des  de  f.  56,  f.  57  y  f.  58. 

Y  considerando: — 1°  Que  según  el  art.  86  de  la  Ley  Nacional  de 
Enjuiciamiento,  el  demandado  en  la  contestación  debe  confesar  ó 
negar  categóricamente  los  hechos  establecidos  en  la  demanda,  so 
pena  de  estimarse  su  silencio  ó  respuestas  evasivas,  como  confesión 
de  ellos. 

2°  Que  entre  los  que  el  actor  ha  alegado  en  apoyo  de  su  gestión, 
figura  el  que  en  los  recibos  de  la  carga  entregada  se  hizo  constar  el 
estado  de  averia  en  que  venian  doce  barricas  mojadas  y  sesenta  y 
una  en  mal  estado,  á  cuyo  respecto  los  demandados  han  guardado 
absoluto  silencio,  tanto  mas  inesplicable  de  otro  modo  que  por  el 
reconocimiento  implícito  de  su  exactitud,  cuanto  que  teniendo  esos 
recibos  en  su  poder,  han  podido  verificar  y  demostrar  su  falsedad 
con  la  exhibición  de  ellos;  lo  que  con  arreglo  al  principio  consignado 
en  el  precedente  considerando,  autoriza  al  Juzgado  á  tener  por  cierto 
y  probado  ese  hecho. 

3^  Que  al  absolver  la  2*^  posición  del  pliego  de  f.  52esplicita,  aun- 
que indirectamente  han  reconocido  que  recibieron  del  vapor,  ocho 
barricas  en  mal  estado;  coincidiendo  en  este  punto  con  lo  espuesto 
por  el  demandante  que  sostiene  lo  mismo;  y  si  bien  pretenden  que 
solo  ese  número  es  el  que  también  entregaron  en  mal  estado,  tal 
pretensión  está  en  contradicción  con  el  reconocimiento  de  la  averia 
de  que  se  ha  hecho  mérito  en  el  considerando  precedente,  lo  que  la 
destruye  totalmente  desde  que  ninguna  prueba  han  producido  que 
la  apoye. 

V^  Que  por  el  contrario,  ademas  del  reconocimiento  resultante 
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del  silencio  guardado  en  la  contestación  á  la  demanda  respecto  á 
la  averia  y  su  importancia,  existe  la  contestación  en  forma  evasiva 
dada  en  la  primera  parte  de  la  3*^  posición  sobre  el  mismo  punto, 
que  autoriza  á  tenerlos  por  confesos  á  los  demandados  en  virtud  de 
lo  dispuesto  en  el  articulo  115  de  la  Ley  de  Procedimientos  y  las 
declaraciones  de  varios  testigos  que  efectuaron  la  descarga  de  los 
carros,  los  que  uniformemente  declaran,  dando  razón  satisfactoria 
de  sus  dichos,  que  de  las  barricas  que  entregaron  los  demandados 
resultaron  ochenta  y  una  averiadas,  de  las  cuales  sesenta  y  nueve 
estaban  rotas,  algunas  sin  tapas  y  en  mal  estado  y  doce  mojadas; 
las  que  ademas,  debe  presumirse  fuesen  recibidas  á  bordo  de  las 
lanchas  en  buen  estado,  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el  arti- 
culo 1071  del  Código  de  Comercio. 

5°  Que  de  lo  espuesto  se  deduce  que  la  averia  que  haya  sufrido 
el  cargamento  en  cuestión  fuera  de  esas  ocho  barricas,  ha  tenido 
lugar  á  bordo  de  las  lanchas  de  los  demandados ;  de  modo  que  la 
única  cuestión  que  queda  en  pié  y  el  Juzgado  debe  resolver,  es  si 
hay  lugar  á  deducir  reclamación  por  esa  causa. — Considerando  á 
este  respecto: 

6^  Que  el  artículo  1246  del  Código  de  Comercio  acuerda  al  capi- 
tán y  á  los  interesados  en  la  carga,  el  término  de  veinte  y  cuatro 
horas  después  de  efectuada  la  descarga  para  pedir  el  reconocimiento 
judicial  y  la  estimación  de  los  daños  sufridos;  y  el  de  cuarenta  y 
ocho  horas  cuando  los  efectos  se  hubiesen  entregado  sin  ese  exa- 
men, ó  bajo  recibo,  en  que  se.  declare  el  robo,  daño  ó  disminución, 
que  es  precisamente  el  caso  actual,  después  de  cuyo  término  no  hay 
lugar  á  reclamación  alguna. 

7°  Que  para  que  empiece  á  correr  el  término  de  esa  prescripción 
tan  breve  como  perentoria,  es  evidentemente  necesario  que  toda  la 
carga  haya  sido  entregada,  pues  solo  entonces  puede  tenerse  cono- 
cimiento de  su  estado,  no  pudiendo  admitirse  por  un  momento,  que 
la  mente  de  la  ley  ha  sido  prescribir  la  reclamación  por  cada  bulto, 
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Ó  por  cada  lote  de  bultos  ó  carrada  que  llega  al  depósito,  porque 
ello  pondría  á  las  partes  en  el  caso  de  provocar  tantos  juicios  como 
sean  aquellos;  lo  que  no  solamente  es  absurdo,  sino  contrario  al  es- 
píritu que  guia  las  disposiciones  en  materia  comercial,  que  es  siem- 
pre ahorrar  tiempo,  dilaciones  ó  cuestiones,  y  aún  á  los  que  ha  te- 
nido en  vista  el  lejislador  al  señalar  tan  breves  términos  para  la 
prescripción  de  acciones  de  esta  naturaleza,  porque  mientras  no  se 
haya  hecho  la  entrei^a  del  último  bulto,  no  concluyen  las  relaciones 
jurídicas  creadas  por  el  contrato  de  fletamento  ó  transporte,  y  de 
consiguiente,  no  puede  el  capitán  y  el  buque  abandonar  el  puerto. 

SP  Que  los  demandados  no  desconocen  que  la  entrega  de  la  carga 
aún  no  está  terminada,  puesto  que  reconocen,  y  confiesan  que  por 
su  sola  voluntad  retuvieron  en  su  poder  sin  haber  dado  cuenta  al- 
guna, hasta  que  se  provocó  este  juicio,  73  barricas  de  cemento  á 
protesto  de  garantirse  del  pago  de  sus  fletes. 

9^  Que  ese  procedimiento  no  está  ajustado  á  ningún  precepto  le- 
gal, pues  el  articulo  lHo  del  Código  de  Comercio  que  provee  á  los 
derechos  del  capitán,  y  en  este  caso  de  los  lancheros,  para  asegu- 
rar los  fletes,  solo  les  acuerda  el  de  exigir  en  el  acto  de  la  entrega 
de  la  carga,  que  se  deposite  ó  se  afiance  el  importe  del  flete,  y  en 
su  defecto,  el  de  requerir  embargo  hasta  después  de  30  días  del  úl- 
timo en  que  aquella  tuvo  lugar;  de  manera  que  ese  hecho,  que  debe 
considerarse  mas  bien  como  un  abuso,  no  puede  servir  de  base  aun 
derecho,  cual  es  el  de  hacer  correr  la  prescripción  para  poder  con 
ella  repeler  cualquiera  acción  de  reclamación ;  á  lo  que  se  agrega 
que  los  demandados  no  han  probado  ni  alegado  siquiera  hecho  al- 
guno que  justifique  su  desconfianza  en  cuanto  al  pago  del  flete, 
como  tampoco  han  negado  que  en  las  diversas  ocasiones  anteriores, 
en  que  han  descargado  mercaderías  para  Belton,  este  haya  cumpli- 
do religiosamente  sus  obligaciones. 

10.  Que  por  lo  que  respecta  á  la  contra-demanda,  los  lancheros 
que  en  ella  tienen  el  rol  de  actores,  ninguna  prueba  han  producida 
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para  demostrar  que  el  flete  que  les  corresponde,  es  de  ocho  mil 
ochocientos  veinte  y  tres  pesos  moneda  corriente  que  cobran. 

Lejos  de  eso,  han  reconocido  que  es  de  su  casa  la  cuenta  de  f.  12 
que  pasaron  á  Belton,  se;:un  la  cual  los  fletes  adeudados  por  razón 
de  este  negocio,  solo  ascienden  á  la  suma  de  siete  mil  quinientos 
cincuenta  y  tres  pesos  moneda  corriente,  de  que  aquel  se  confiesa 
deudor,  de  suerte  que  debe  estarse  únicamente  al  resultado  que  ella 
arroja  en  conformidad  á  lo  dispuesto  en  las  leyes  1*  y  2*,  titulo  14, 
partida  3*. 

Por  estos  fundamentos  y  concordantes  del  escrito  de  f.  2,  fallo 
haciendo  lugar  á  la  demanda;  y,  en  su  consecuencia,  condeno  á  los 
señores  Rodríguez,  Abolla  y  C**^  al  pago  de  las  averias  ocasionadas 
en  el  cargamento  de  quinientas  barricas  de  cemento  Portland,  pre- 
vio reconocimiento  y  estimación  del  daño  por  peritos;  de  cuyo  im- 
porte deberá  deducirse  la  cantidad  de  siete  mil  quinientos  cincuenta 
y  tres  pesos  moneda  corriente  que  importa  los  fletes  y  ademas  al 
pago  de  las  costas  del  juicio. 

Virgilio  Teáin. 


Fallo  ttel  «liiez  Federal 


Buenos  Aires,  Setiembre  18  de  1883. 


Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  la  sentencia 
apelada  de  foja  setenta  y  seis,  y  repuestos  los  sellos,  devuélvase. 


J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMINGL'CZ. — 
ILADISLAO  frías. — S.  M.  LASPIUR. 
— M.  D.  PIZARRO. 
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CAUSA    CII 


D.  Germán  Burmmíer  contra  doña  Petrona  C,  de  Iriondo;  sobre 

contienda  de  competencia. 


Sumario,  —  1^  Propuesta  una  cuestión  de  competencia  por  via  de 
contienda,  el  Juez  requerido  debe  contestar  si  se  inhibe  ó  insiste  en 
el  conocimiento  de  la  causa,  y  en  el  se¿,^undo  caso  remitirlos  autos 
á  la  Corte  Suprema. 

2°  La  inobservancia  de  estas  prescripciones  por  largo  tiempo,  y 
no  obstante  los  oficios  del  Juez  requirente,  autoriza  á  mandarlas 
cumplir  dentro  de  un  término  perentorio. 


Caso.  —  Lo  esplica  el 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Setiembre  20  de  1883. 

Vistos  en  el  acuerdo: 

Resulta  que  D.  Belisario  Sivori,  por  D.  Germán  Burmeister,  es- 
trangero,  se  presentó  en  veinte  y  siete  de  Febrero  de  mil  ochocien 
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tos  ochenta  y  dos  ante  el  Juez  Federal  de  la  Sección  de  Santa  Fé, 
esponiendo  que  á  consecuencia  de  una  mensura  practicada  á  su 
petición  por  decreto  del  Juez  de  Primera  Instancia  en  lo  Civil  de  la 
ciudad  de  Santa  Fé,  del  campo  « Santo  Domingo »  de  su  propiedad, 
según  los  títulos  que  acompañaba,  sito  en  la  Provincia  deSanteFé, 
la  colindante  D^  Petrona  Candioti  de  Iriondo,  argentina,  habia  de- 
ducido protesta  y  oposición,  de  la  que  el  Juez  de  Primera  Instan- 
cia habia  conferido  traslado;  y  fundándose  en  que  convertido  el 
juicio  voluntario  de  deslinde  en  caso  contencioso,  cuyo  conocimiento 
correspondia  á  la. Justicia  Federal  por  ser  argentina  la  opositora 
y  estrangero  su  representado,  pidió  que  el  Juez  de  Sección  se  decla- 
rase competente,  y  avocara  á  sí  el  conocimiento  de  la  causa,  li- 
brando oficio  de  inhibición  al  Juez  del  Crimen  de  la  ciudad  de  San- 
ta Fé,  á  quien  por  impedimento  del  de  lo  Civil,  habían  pasado  los 
autos,  foja  diez  á  foja  quince. 

Que  acreditada  la  calidad  de  estrangero  y  de  argentina  de  las 
partHS,  el  Juez  de  Sección  por  auto  de  once  de  Marzo  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  dos  se  declaró  competente  y  mandó  librar  oficio 
al  Juez  del  Crimen  para  que  se  inhibiera  de  conocer  en  la  causa  y 
remitiera  los  autos,  foja  diez  y  ocho; 

Que  librado  el  oficio  el  veinte  y  dos  del  mismo  mes,  foja  veinte 
vuelta,  el  Juez  del  Crimen  no  lo  contestó;  y,  á  pedido  de  Sivori  se 
dirigió  nuevo  oficio  en  veinte  y  uno  de  Abril  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  dos,  foja  veinte  y  uno  y  foja  veinte  y  dos  vuelta; 

Que  quedado  también  sin  contestación  este  segundo  oficio,  Sivori,. 
acompañando  la  constancia  de  haber  sido  recibido  por  el  Juez  del 
Crimen,  foja  veinte  y  dos,  pidió  y  obtuvo  que  el  Juez  de  Sección  le 
dirigiese  telegrama  en  diez  y  seis  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  dos,  para  que  contestara  los  dos  oficios  anteriores,  foja 
veinte  y  cinco; 

Que  á  este  telegrama  se  contestó  no  existir  ante  ese  Tribunal,  la 
causa  solicitada,  foja  veinte  y  siete; 
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Que,  á  iastancia  de  Sívori,  el  Jaez  de  Sección  libró  en  catorce  de 
Junio  último  un  cuarto  oficio,  previniendo  al  del  Crimen  que  seria 
el  último,  y  que,  si  quedaba  sin  contestación,  se  dirigiría  en  queja  á 
su  superior,  foja  treinta  vuelta; 

Que  DO  habiendo  sido  contestado  este  cuarto  oficio,  el  apoderado 
de  Burmeíster,  afirmando  haberse  hecho  inútilmente  por  otro  apo- 
derado de  él  en  Santa  Fé,  diligencias  á  fin  de  que  el  Juez  del  Cri- 
men evacuara  los  oficios  librados,  pidió  en  diez  y  seis  de  Julio 
último;  que  se  dirigiera  queja  al  Tribunal  Superior  de  Santa  Fé 
para  que  obligase  al  Juez  inferior  á  cumplir  con  los  deberes  que 
la  ley  le  impone  en  sus  relaciones  con  la  Justicia  Federal,  foja  treinta 
y  una; 

Que  el  Juez  de  Sección  así  lo  hizo,  librando  en  veinte  y  uno  de 
dicho  mes  un  oficio  con  copia  del  escrito  de  Sivori,  foja  treinta  y 
seis  vuelta; 

Que  á  este  oficio  se  le  contestó  con  fecha  primero  de  Agosto  últi- 
mo, que  el  Tribunal  habia  resuelto  no  tomarlo  en  consideración,  por 
no  ir  en  los  términos  prevenidos  por  el  articulo  trece  de  la  ley  na- 
cional de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  ni 
constar  el  proveído  en  la  copia  acompañada  del  escrito,  foja  cua- 
renta y  tres; 

Que  conferido  vista  de  esta  contestación,  Sivori  pidió,  y  el  Juez 
de  Sección  dispuso  en  diez  y  ocho  de  dicho  mes,  que  se  elevaran  los 
autos  á  la  Corte  Suprema  para  que  se  mandara  traer  del  Juzgado  de 
Santa  Fó  el  espediente,  y  resolver  la  cuestión  de  competencia,  foja 
cuarenta  y  cuatro  y  foja  cincuenta  vuelta; 

Que  remitidos  dichos  autos,  y  conferida  vista  al  señor  Procurador 
General,  este  funcionario  manifestando  ser  incalificable  y  abusivo 
el  proceder  del  Juez  del  Crimen  que  en  mas  de  año  y  medio  no 
habia  contestado  una  palabra,  no  obstante  cuatro  oficios,  y  las  dili- 
gencias particulares  que  afirmaban  haber  hecho  los  interesados, 
pide  que  la  Suprema  Corte  ordene  á  dicho  Juez  que  conteste  dentro 
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de  tercero  dia  sí  sostiene  ó  no  su  jurisdicción,  y  remita  á  la  vez,  en 
caso  de  considerarse  competente  los  autos  relativos,  con  prevención 
de  mandárselas  sacar  directamente  de  su  despacho  por  fuerzas  na- 
cionales, sin  perjuicio  de  tas  demás  medidas  á  que  haya  lu^^ar; 

Y  considerando:  que  propuesta  la  cuestión  de  competencia  por  via 
de  contienda,  y  aceptada  esta  por  el  Juez  de  Sección  que  se  declaró 
competente;  el  del  Crimen  de  la  ciudad  de  Santa  Fé  se  hallaba  en  el 
deber  de  contestar  si  se  inliibia  en  el  conocimiento  de  la  causa,  ó  si 
sostenía  su  jurisdicción,  remitiendo  en  el  primer  caso  los  autos  al 
Juez  de  Sección,  y  en  el  segundo  á  esta  Suprema  Corte,  para  dirimir 
la  contienda  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  título  seis  de  la  Ley 
Nacional  de  Procedimientos; 

Que  no  habiéndolo  hecho  asi  en  el  término  de  año  y  medio  desde 
que  se  inició  la  cuestión,  y  no  obstante  los  reiterados  oficios  del  Juez 
de  Sección,  es  necesario  que  cumpla  inmediatamente  con  las  pres- 
cripciones del  título  citado  de  la  ley  de  Procedimiento; 

Por  esto,  y  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  Señor 
Procurador  General,  la  Corte  resuelve  se  libre  oficio  por  Secretaria 
al  Juez  de  Primera  Instancia  en  lo  Criminal  de  Santa  Fé,  con  trans- 
cripción de  la  presente  resolución,  ordenándole  que  dentro  de  ter- 
cero dia,  remita  los  autos  de  la  materia  á  esta  Corte,  y  conteste  si 
sostiene  ó  no  jurisdicción  en  esta  causa. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
CLADISLAO  frías. — S.  M.  LASPILR. 
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€:ausa  ciii 


f>.  Luis  Cataldi  contra  la  Dirección  de  los  trabajos  de  prolongación 
del  Ferro-carril  Central  Norte;  por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  1®  Se  presume  que  el  empresario  de  trabajos,  que  se 
prueba  haberlos  practicado  hasta  cierto  punto,  y  seguirlos  practi- 
cando, sea  el  que  los  ha  concluido,  no  probándose  haber  sido  otro 
que  los  concluyó. 

2^  El  empresario  que  ha  recibido  el  precio  de  sus  trabajos  clasi- 
ficados, no  puede  invocar  el  error  en  la  clasificación,  para  exigir 
mayor  precio. 


Caso. — Lo  esplica  el 


Fallo  del  «luez  de  Seeeloii 


Tucuman,  Abril  14  de  1883. 

Y  vistos;  resultando  de  ellos  los  siguientes  hechos:  1).  Luis  Cataldi 
espuso  ante  este  Juzgado  que  habiendo  sido  contratista  para  los  tra- 
bajos de  la  prolongación  del  F.  C.  Nacional  Central  Norte,  bajo  la 
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dirección  inmediata  del  Ingeniero  D.  Miguel  Araoz,  Gefe  de  la  se- 
gunda División,  solo  se  le  habian  abonado  en  parte  sus  haberes, 
dándosele  por  chancelada  su  cuenta,  sin  que  esta  deuda  estuviese 
saldada.  En  consecuencia,  pidió  se  solicitase  de  la  inspección  de  di- 
chos trabajos,  representada  por  D.  Sebastian  Tessi,  copia  de  la  me- 
dición de  sus  trabajos,  la  que  fué  ejecutada  por  el  Snb-Inspector 
Simesen,  para  con  ese  documento  exijir  de  la  administración  el  pago 
íntegro  de  su  trabajo. 

El  Juzgado  pidió  informe  al  ingeniero  Araoz,  quien  lo  espidió 
acompañando  una  nota  tomada  de  los  libros  de  la  División,  que  ma- 
manifiesta  la  cubicación  pagada  mensualmente  á  Cataldi;  y  figura 
áf.  2. 

Corrida  vista  de  estas  actuaciones,  Cataldi  pidió  se  declarase  que 
se  le  debia,  y  mandase  pagar  el  valor  de  mil  ochocientos  setenta  y 
ocho  metros  cúbicos  de  terraplén,  pero  que  ante  todo  se  recabase 
informe  de  la  Oficina  técnica  de  Inspección. 

Decretado  de  conformidad,  el  señor  Tessi  se  espidió,  f.  8,  acom- 
pañando la  planilla  de  cubicación,  f.  6,  y  la  de  pagos  parciales  de 
ella,  f.  7,  de  lodo  lo  que  se  volvió  á  dar  vista  á  Cataldi,  quien  en 
posesión  de  estos  documentos,  á  f.  11  modifica  su  demanda  y  pide 
qne  por  lo  que  consta  de  la  planilla  de  í.  6,  se  le  debe  el  valor  de 
novecientos  cuarenta  metros  cúbicos,  y  una  fracción  de  terraplén 
que  habia  terminado  y  no  se  le  habia  pagado,  por  lo  que  formulaba 
demanda ;  y  también  la  formulaba  por  la  diferencia  de  precio  que 
habia  recibido  de  menos,  sobre  el  valor  estipulado  de  su  trabajo, 
resultando  á  su  favor  un  total  de  pesos  fuertes  ochocientos  cuarenta 
y  seis  con  ochenta  y  seis  centavos. 

Corrido  traslado  de  esta  demanda  al  director  de  los  trabajos  de 
prolongación,  señor  Stavelius,  contestó  á  f.  21:  en  cuanto  á  lo  pri- 
mero niega  el  hecho,  y  lo  mismo  en  lo  que  respecta  á  lo  segundo; 
y  agrega  que  si  la  clasificación  del  trabajo  á  que  se  refiere  esta  se- 
gunda parte  de  la  demanda,  hubiese  sido  inexacto  en  contra  de  Ca- 
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taldi,  no  es  concebible  que  habiese  esle  estado  conforme  y  recibido 
su  precio  sin  reclamo. 

En  el  término  de  prueba,  Cataldi  presentó  un  certificado  del  Ins* 
pector  Tessi,  f.  3i,  que  se  refiere  á  la  declaración  del  Sub-Inspector 
Simesen,  el  que  ocasionó  que  el  Juzgado  pidiese,  para  mejor  proveer, 
una  declaración  previa  á  Simesen  sobre  el  contenido  de  aquel  cer- 
tificado. Simesen  espidió  su  informe  y  corre  f.  4o.  En  vista  á  esle 
documento  y  para  mejor  proveer,  el  Juzgado  pidió  una  declaración 
al  director  Stavelius,  la  que  corre  á  í.  47. 


Cuestión  de  Derecho 

Considerando:  que  por  la  planilla  de  f.  tí  que  es  fehaciente,  se  ve 
con  toda  la  evidencia  de  los  números,  que  al  trazarse  la  cubicación 
de  los  trabajos  ejecutados  por  Cataidí,  resultaron  diez  y  ocho  mil 
ochocientos  treinta  v  tres  v  una  fracción  de  metros  cúbicos  de  te- 
rraplen,  y  quedaron  sin  concluir  en  su  ejecución  novecientos  cua- 
renta y  una  fracción  de  los  mismos  metros  cúbicos;  y  por  la  planilla 
de  f.  7  que  reviste  igual  carácter  jurídico  de  la  anterior,  se  vé  tam- 
bién que  le  fueron  pagados  á  Cataldi,  en  las  mensualidades  de  Abril, 
Mavo,  Junio,  Julio  v  Aiíosto,  mil  ochocientos  setenta  y  una  fracción 
de  metros  cúbicos,  algo  mas,  como  se  vé,  de  lo  que  se  le  debia,  y 
que  él  declaró  á  f.  9  haber  recibido. 

Considerando:  que  aunque  para  probar  Cataldi  que  después  de 
aquel  pago  completó  el  trabajo  de  los  940  metros  cúbicos  de  terra- 
plén, no  es  suficiente  el  certificado  del  Inspector  Tessi;  porque  este 
no  declara  de  cosas  que  conoce  por  ciencia  propia,  ni  que  le  han 
sido  trasmitidas  de  un  modo  oficial;  sin  embargo,  dicho  certificado 
viene  á  adquirir  fuerza  probatoria  por  el  informe  de  Simesen  en  que 
dice:  que  el  dia  en  que  él  informaba  sobre  la  cubicación  de  esos  tra- 
bajos (consta  de  autos  que  Simesen  como  Sub-Inspeclor  ejecutó  esa 
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cubicacioo  en  Agosto  de  1882)  estaban  trabajando  los  peones  de 
Caialdi  completando  los  940  metros  de  que  se  trata:  que  no  sabe, 
agrega,  si  los  completaría. 

C!onsiderando:  que  esta  declaración  engendra  una  presunción  ve* 
hemente  de  que  el  que  estaba  concluyendo  aquel  trabajo  lo  concluyó 
en  efecto:  primero,  porque  esta  conclusión  era  el  objeto  y  fin  de 
los  trabajos  y  es  lógico  el  creer  que  teniendo  Cataldi  ademas  de  su 
obligación,  el  estimulo  del  pago  inmediato,  que  no  habia  recibido, 
por  estar  incompleta  la  obra,  completase  esta,  como  lo  está  en  la 
actualidad,  según  la  declaración  del  director  Stavelius,  í.  47:  y  se- 
gundo, porque  por  parte  de  la  Dirección  no  se  ha  alegado  en  el  curso 
de  la  causa,  ni  probado  que  otro  que  no  fuera  Cataldi  diera  fin  con 
aquella  tarea,  que  á  él  tocaba  concluir:  sin  que  pueda  tomarse  en 
consideración  lo  que  el  director  dice  ("higar  citado)  que  es  verdad 
que  los  940  metros  fueron  completados;  pero  no  por  Cataldi,  sino 
por  varias  otras  cuadrillas.  Este  es  un  hecho  que  debió  alegarse  y 
probarse  en  la  estación  correspondiente  del  juicio,  lo  que  no  ha  su- 
cedido, y  esponerlo  en  la  estación  en  que  se  ha  hecho,  es  por  dere- 
cho inoportuno; 

Considerando:  en  cuanto  á  la  otra  parte  de  la  cuestión,  que  Ca- 
taldi no  puede  reclamar  sobre  lo  que  ha  llamado  exceso  de  clasifi- 
cación, y  diferencias  en  su  contra,  do  lo  hecho  sobre  sus  trabajos, 
porque  él  como  perito  en  su  oficio  debia  saber  que  al  hacerse  el 
ajuste  sobre  aquellos  era  este  exacto  ó  nó;  y  sin  embargo  recibió, 
como  se  ha  dicho,  cinco  mensualidades  sucesivas  por  pago  de  su 
trabajo  clasificado  sin  haber  reclamado,  lo  que  recien  viene  á  hacerlo 
en  Octubre,  f.  1%  siendo  asi  que  en  Agosto  recibió  la  última  cuota. 
Después  de  chancelada  una  cuenta,  no  hay  reclamo  legal  sobre  ella, 
sino  sea  el  que  pueda  provenir  de  errares  de  números  en  la  forma- 
ción de  aquella,  ó  en  el  recibo  por  chancelación;  y  finalmente,  en 
estocase  es  aplicable  á  Cataldi,  el  principio  de  derecho:  «Nadie 
puede  volver  contra  sus  propios  hechos. » 
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Por  estas  razones  declaro:  que  lo  único  que  la  Dirección  de  los 
trabajos  de  prolongación  debe  á  D.  Luis  Cataldi,  es  el  valor  de  nove- 
cientos cuarenta,  y  la  fracción  enunciada  de  metros  cúbicos  de  terra- 
plén, avaluados  al  tipo  de  los  que  le  pagó  la  Dirección  en  las  épocas 
ya  designadas;  y  mando  que  se  los  pague  en  el  término  de  diez  dias. 
Así  lo  pronuncio  definitivamente  en  mi  despacho  y  ordeno  se  noti- 
fique con  el  original  y  se  repongan  los  sellos. 

Benigno  Vallejo. 


Fallo  do  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Setiembre  25  de  1888. 

Vistos;  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  la  sentencia 
apelada  de  foja  cuarenta  y  ocho.  Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. 

l'LADISLAO  FRL\S. — ^S.  M.  LASPIUR. 
M.  D.  PIZZARRO. 
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CIAUSA    CIV 


D.  Gerónimo  y  D,  Francisco  Rufino  contra  el  Gobierno  de  la  Provin- 
cia de  Santa  Fé,  por  interdicto,  sobre  recursos  de  una  sentencia  de 
la  Suprema  Corte. 


Sumario. — 1**  De  las  resoluciones  de  la  Suprema  Corte  dictadas 
en  causas  en  que  conoce  originariamente,  no  hay  mas  recurso  que 
el  de  revisión. 

2^  El  recurso  de  revisión  procede,  solo  contra  las  sentencias  que 
son  definitivas,  y  en  las  que  existe  alguno  de  los  defectos  señalados 
por  el  artículo  241  de  la  ley  de  Procedimientos. 


Caso,— Lo  esplica  el 


Fallo  do  la  Suprciua  Corte 

Buenos  Aires,  Octubre  2  de  1883. 

Vistos  los  recursos  de  apelación,  nulidad,  rescisión  y  revisión,  de- 
ducidos por  el  representante  de  la  Provincia  de  Santa  Fé. 

Considerando:  que  de  las  resoluciones  de  esta  Corte,  dictadas  en 
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causas  en  que  conoce  originariamente,  no  hay  mas  recurso  que  el 
de  revisión ; 

Que  para  que  dicho  recurso  proceda  es  necesario  que  la  sentencia 
sea  definitiva,  y  que  ella  adolezca  de  alguno  de  los  defectos  espre- 
samente  señalados  por  el  articulo  doscientos  cuarenta  y  uno  de  la 
ley  nacional  de  procedimientos,  lo  que  no  sucede  en  el  presente  caso; 

Que  el  interdicto  en  que  estos  recursos  se  interponen,  es  un  juicio 
sumarisimo  de  posesión,  que  nada  prejuzga  sobre  los  derechos  de 
propiedad  que  correspondan,  los  cuales  pueden  intentarse  luego  de 
restablecidas  las  cosas  al  estado  que  tenían  antes  de  los  actos  de 
violencia  ó  perturbación  que  lo  han  motivado;  y  por  eso  la  ley  lo 
somete  á  trámites  breves  y  perentorios,  disponiendo  que  lueu:o  de 
presentada  la  demanda  el  Juez  mandará  citar  á  las  partes  á  juicio 
verbal,  con  el  intervalo  de  tres  dias,  y  que  en  dicho  juicio  se  oirán 
á  estas  ó  sus  defensores,  se  recibirán  todas  las  pruebas  que  adujeren, 
estendiéndose  acta  en  que  con  claridad  y  precisión  se  consignarán 
los  alegatos,  las  pruebas  producidas,  y  las  manifestaciones  de  los 
testigos;  debiéndose  pronunciar  sentencia  dentro  de  tres  dias,  defi- 
riendo ó  no  á  la  demanda.  ("Artículos  trescientos  treinta  y  dos,  tres- 
cientos treinta  y  tres  y  trescientos  treinta  y  cuatro,  de  la  ley  nacio- 
nal de  procedimientos); 

Que  en  dicho  juicio  verbal  se  alej:ó  por  los  demandantes  que  sin 
haber  sido  citados  ni  oidos,  se  había  procedido  á  fijar  mojones  den- 
tro de  su  campo,  constando  al  Gobierno  de  Santa  Fé  ser  de  su  pro- 
piedad, puesto  que  había  mandado  registrar  y  tomar  razón  en  las 
oficinas  correspondientes  de  la  Provincia,  de  las  escrituras  que  ellos 
habían  presentado  de  dicho  campo;  que  era  ademas  para  entregarlo 
al  señor  Casado  que  se  amojonaba,  en  cumplimiento  del  contrato  de 
construcción  del  ferro-carril  á  las  Colonias,  por  el  que  se  obligaba 
dicho  Gobierno  á  hacer  al  señor  Casado  una  cesión  de  tierras,  donde 
éste  las  ubícase; 

Que  el  representante  de  Santa  Fé  no  negó  estos  hechos,  creyendo 
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mejor  oponer  la  excepción  de  no  ser  parle  en  el  juicio  sn  represen- 
tado, y  de  ser  incompetente  la  Corte  para  conocer  del  asunto,  por 
haber  procedido  el  Gobierno  de  Santa  Fé  en  esos  slcíos^  administra- 
tivamente; 

Que  habiéndose  pues  alegado  y  tomado  en  consideración  todos 
estos  hechos,  no  se  puede  ahora  volver  sobre  ellos  reforzándolos 
con  nuevos  razonamientos,  por  no  fundar  el  recurso  de  revisión,  que 
es  el  único  admisible  por  la  ley; 

Que  menos  admisible  es  todavia,  para  fundar  el  recurso  de  revi- 
sión, deducir  nuevas  causas  de  incompetencia  que  no  se  opusieron 
en  la  primera  instancia,  porque  mal  puede  pedirse  revisión  de  lo 
que  antes  no  se  ha  visto,  porque  no  se  alegó; 

Que  por  último,  el  representante  de  la  Provincia  de  Santa  Fó 
alega  que  «se  omitió  proveer  sobre  la  excepción  de  incompetencia, 
desde  que  se  sostuvo  por  el  representante,  en  el  comparendo  verbal, 
que  dicho  Gobierno  procedió  en  virtud  del  derecho  administrativo, 
y  que  el  caso  estaba  fuera  de  las  disposiciones  del  Código  Civil,  y  no 
podía  ser  juzgado  según  esas  disposiciones;  y  que  esta  omisión  da 
lugar  al  recurso  de  revisión,  autorizado  por  el  artículo  doscientos 
cuarenta  y  uno  de  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos)»; 

Que  este  fundamento  carece  también  de  exactitud,  porque  consta 
de  la  resolución  recurrida,  que  la  Corte  se  ocupó  de  dicha  excepción, 
declarando: — que  no  era  tampoco  una  defensa  ó  excepción  lejítima 
opuesta  por  el  representante  de  Santa  Fé,  pretender  que  esta  de- 
manda  ha  debido  dirigirse  contra  el  denunciante  del  campo,  como 
valdio  y  de  propiedad  pública,  y  no  contra  el  Gobierno  de  dicha 
Provincia,  quien  ha  procedido  administrativamente,  ejecutando  un 
decreto  provincial  que  lo  autoriza  á  conocer  de  las  denuncias  hechas, 
y  para  medir,  deslindar  y  amojonar  los  campos  denunciados;  porque, 
en  primer  lugar,  una  demanda  procede  contra  quien  directa  é  in- 
mediatamente viola  el  derecho  ageno,  y  en  segundo  lugar,  porque 
al  hacer  la  Constitución  Nacional  justiciables  á  las  Provincias  ante 


64  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

esta  Corte  por  demanda  de  vecinos  de  otra,  ó  de  ciudadanos  ó  sub* 
ditos  estrangeros,  ha  sido  precisamente  por  sus  actos  de  gobierno 
ó  administración  en  violación  de  derechos  particulares; 

Por  estos  fundamentos,  se  declaran  improcedentes  los  recursos 
interpuestos;  con  costas. — Notifiquese  con  el  original. 

J.    B.    GOROSTIAGA.— J.   DOMÍNGUEZ.— 
ULADISLAO  frías. — S.  M.  LASPIÜR. — 

M.  D.  pizARRO  (en  disidencia). 


DISIDENCIA 


Visto  el  recurso  «de  apelación,  nulidad,  rescisión,  revisión,  ó  cual 
mejor  hubiese  lugar  en  derecho»,  interpuesto  por  el  representante 
del  Gobierno  de  Santa  Fé  contra  la  sentencia  de  esta  Suprema 
Corte,  en  el  juicio  de  posesión  entablada  contra  aquella  Provincia 
por  el  doctor  don  Francisco  Ayerza,  á  nombre  de  los  señores  Geró- 
nimo y  Francisco  Rufino,  con  ocasión  del  deslinde  administrativo  de 
la  tierra  pública  denunciada  á  los  efectos  de  la  ley  provincial  y  del 
contrato  en  virtud  de  ella  celebrado  para  la  construcción  del  ferro- 
carril «Oeste  Santafesino». 

Resulta: — Que  por  aquella  sentencia  «se  declara  á  los  deman- 
dantes en  posesión  del  campo  que  reclaman,  se  les  ampara  en  ella 
y  se  prohibe  al  Gobierno  de  Santa  Fé  perturbarla  en  ninguna 
manera»; 

Que  esta  resolución  se  funda  en  que  «los  demandantes  hanjuMi- 
ftcado  los  dos  estremos  de  la  Ley  sosteniendo  en  cuanto  á  la  posesión 
actual,  tener  fundado  en  el  campo  de  que  se  trata  un  estableci- 
miento con  dos  casas  de  material,  ó  poblaciones,  y  mas  de  tres  mil 
animales  vacunos;  y  en  cuanto  á  la  perturbación  de  la  posemn, 
acusando  la  mensura  y  amojonamiento  dentro  de  dicho  campo, 
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practicada  por  el  Gobierno  do  Santa  Fé;  hechos  que  los  demandan- 
tes ofrecieron  probar  incontinenti,  en  caso  que  el  representante  de 
la  Provincia  de  Santa  Fé,  que  estaba  presente,  los  negase,  pero  que 
fw  se  recibieron  á  prueba  porque  dicho  representante  no  los  negó, 
ni  pidió  se  rindiese  respecto  de  ellos  la  prueba  ofrecida,  lo  que  impor- 
taba el  reconocimiento  por  su  parte,  de  dichos  hechos». 

La  sentencia  agrega:  Que  según  el  articulo  treinta  y  cuatro,  ti- 
tulo «De  la  posesión»,  del  Código  Civil,  es  acto  posesorio  de  un  in- 
mueble, su  deslinde;  y  según  el  artículo  segundo  del  titulo  «De  las 
Acciones  Posesorias»,  del  mismo  Código,  cualquiera  que  sea  la  na- 
turaleza de  la  posesión,  «nadie  puede  turbarla  arbitrariamente»;  y 
concluye  por  establecer  que  la  demanda  procede  contra  el  Go- 
bierno aporque,  en  primer  lugar,  una  demanda  procede  contra 
quien  directa  é  inmediatamente  viole  el  derecho  ageno;  y  en  se- 
gundo lugar,  porque,  al  hacer  la  Constitución  judiciables  á  las  Pro- 
vincias ante  esta  Corte,  por  demandas  de  vecinos  de  obra,  ó  de  ciu- 
dadanos ó  subditos  estrangeros,  ha  sido  precisamente  porsus  actos  de 
gobierno  ó  de  administración  en  violación  de  derechos  particulares». 

Considerando:  Primero.  Que  la  sentencia  de  vista  no  resuelve  la 
competencia  administrativa  promovida  por  el  Gobierno  de  Provin- 
cia á  la  autoridad  judicial  de  esta  Corte,  para  conocer  en  la  causa; 

Segundo.  Que  esta  es  puramente  administrativa  y  no  civil; 

Tercero.  Que  su  conocimiento  corresponde,  por  lo  tanto,  ó  la  au- 
toridad administrativa  de  Provincia  v  no  al  Poder  Judicial  de  la 
Nación ; 

Cuarto.  Que  como  causa  administrativa,  ella  se  rige  por  las  leyes 
del  derecho  público  interno,  y  no  por  las  leyes  civiles; 

Quinto.  Que  esta  Corte  es,  por  lo  tanto,  incompetente  para  co- 
nocer en  la  causa,  y  al  pronunciar  en  ella,  de  hecho,  produce  un 
caso  de  intervención  federal  en  el  régimen  interno  de  una  Provin- 
cia, con  violación  de  la  Constitución  y  de  las  leyes  políticas  de  la 
Nación ; 

T.  XVII.  5. 
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Sesto.  Que  la  sentencia  de  vista  conínnde  la  materia  civil,  con  la 
administrativa  de  la  demanda,  haciendo  aplicación  del  derecho  pri> 
vado  á  personas  y  cosas  del  dereclio  público; 

Sétimo.  Que  pronuncia  en  la  causa  sin  jurisdicción; 

Octavo.  Que  pronuncia  sobre  la  posesión  de  los  demandantes,  sin 
juicio  previo,  ni  justificación  legal  de  los  hechos  en  que  se  funda; 

Noveno.  Que  pronuncia  sobre  cosas  que  no  son  objeto  de  la  de- 
manda, ni  han  sido  pedidas  en  juicio; 

Décimo.  Que  al  pronunciar  en  la  causa  estatuye  con  fuerza  de 
ley,  y  provee  por  via  de  disposición  general  de  derecho;  no  en  forma 
de  resolución  ó  sentencia  judicial,  haciendo  aplicación  al  caso  de 
la  demanda,  del  derecho  precedentemente  establecido  y  [pronun- 
ciando en  ella  con  arreglo  á  la  ley  anterior  al  hecho  del  proceso; 

Undécimo.  Que  al  asumir,  de  esta  suerte,  funciones  legislativas, 
desnaturalizando  las  judiciales  de  que  esta  Corte  está  investida, 
pronuncia,  en  el  fondo  y  en  la  forma,  contra  la  Constitución  y  las 
leyes ; 

Duodécimo.  Que  es,  por  lo  tanto,  procedente  el  recurso  entablado, 
y  esta  Suprema  Corte  se  encuentra  en  la  necesidad  de  rever  aquella 
sentencia,  aún  de  oficio,  y  por  acto  propio,  desde  que  ella  no  está 
ejecutada,  es  un  negocio  pendiente  de  la  jurisdicción  y  del  impe- 
rio de  este  Tribunal,  v  el  Gobierno  de  Provincia  mantiene  su  com- 
potencia  y  desconoce  esta  misma  jurisdicción  é  imperio,  lo  que 
hace  indispensable  un  pronunciamiento  previo  y  especial  en  esta 
materia,  con  arreglo  á  las  leyes  del  procedimiento  judicial,  y  á  los 
principios  de  derecho  público  que  rijen  las  relaciones  de  los  podo- 
res  políticos  de  la  Nación. 

La  sentencia  de  vista  declara  á  los  demandantes  en  posesión  del 
campo  que  reclaman,  sin  juicio  previo,  ni  justificación  legal  de  la 
posesión: — les  ampara  en  ella,  sin  perturbación  de  hecho  ó  de  de- 
recho que  motive  el  mandamiento  de  amparo:  convierte  en  acto 
privado  de  posesión  civil  del  suelo  el  deslinde  administrativo  de  la 
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tierra  fiscal,  que  es  acto  público  de  jurisdicción  y  dominio  eminente 
sobre  el  territorio:  establece  por  vía  de  disposición  lejislativa,  que 
las  Provincias  son  judiciables  de  la  autoridad  de  esta  Corte,  por  sus 
actos  de  administración  y  gobierno  en  las  demandas  de  vecinos  de 
otra  ó  de  ciudadanos  ó  subditos  estrangeros,  invirtiendo  el  derecho 
establecido  en  este  punto  por  la  Constitución  y  las  leyes  de  la  Na- 
ción: pronuncia  contra  la  Provicia  y  Gobierno  de  Santa  Fé  una  in- 
hibición general  de  derecho  para  el  ejercicio  de  la  soberanía  en  el 
campo  de  los  demandantes,  prohibiéndole  perturbar  la  posesión 
civil  de  aquellos  en  ninguna  manara,  por  actos  de  administración  y 
gobierno  local:  niega,  en  el  hecho,  el  gobierno  federativo  nacional, 
y  desconociendo  á  los  Gobiernos  de  Provincia  su  autoridad  y  carác- 
ter público,  reduce  al  de  Santa  Fé  al  rol  de  mera  persona  jurídica, 
suprimiendo  las  atribuciones  constitucionales  que  la  representa. 

La  sentencia  de  vista  produce  asi  un  caso  de  intervención  fede- 
ral por  el  Poder  Judicial  de  la  Nación  en  el  gobierno  propio  de 
aquella  Provincia,  por  actos  de  la  soberanía  no  delegada,  y  con  oca* 
sion  de  un  deslinde  administrativo  que  la  sentencia  iguala  á  un 
acto  de  posesión  civil  que  ella  pretende  rejir  por  las  leyes  del  dere- 
cho privado;  constituye  á  su  Gobierno  responsable  de  estos  hechos 
ante  el  poder  político  de  la  Nación,  haciéndolo  judiciable  de  esta 
Corte  por  sus  actos  oficiales;  y  todo  esto,  sin  establecer  el  derecho 
mismo  de  la  intervención  con  relación  á  una  prescripción  de  la 
Constitución  ó  de  las  leyes  políticas  de  la  Nación;  y  sin  decidir  con 
arreglo  á  estas  mismas  la  competencia  jurisdiccional,  la  cuestión 
politica>  la  cuestión  de  orden  público,  la  cuestión  constitucional  de 
su  intervención  en  el  régimen  interno  de  un  Estado  Federal,  promo- 
vida á  la  autoridad  de  esta  Corte,  por  el  Gobierno  á  poder  político 
de  la  Provincia  de  Santa  Fé. 

De  esta  suerte,  la  sentencia  de  vista  desnaturaliza  la  causa,  in- 
vierte el  derecho  que  la  rije,  conculca  en  general  todos  Ion  princi- 
pios del  derecho  público  aplicables  a  ella,  y  en  especial  las  leyes  de 
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este  orden  que  ríjen  los  juicios  y  las  formas  consagradas  de  sus 
procedimientos. 

Toda  la  excepción  y  defensa  del  Gobierno  provincial  ante  esta 
Corte,  consiste  en  establecer  su  autoridad  constitucional  para  cono- 
cer en  la  causa  administrativa  de  deslinde,  estableciendo  el  carác- 
ter público  que  inviste  para  ordenarlo,  y  su  competencia  jurisdic- 
cional para  resolver  administrativamente  en  las  contestaciones  á 
que  ese  acto  diere  lugar,  pronunciando  en  las  reclamaciones  del 
derecho  ó  del  interés  privado  que  se  suscitaren,  por  ser  el  des- 
linde un  acto  público  de  su  autoridad,  destinado  á  producir  rela- 
ciones de  este  orden,  y  no  meras  relaciones  civiles  ó  de  derecho 
privado  con  los  particulares,  poseedores,  dueños  ó  simples  ocupan- 
tes de  la  tierra. 

A  este  solo  objeto  ha  comparecido  ante  esta  Corte  el  represen- 
tante del  Gobierno  provincial,  manifestando  desde  el  primer  mo- 
mento, y  sin  contestar  la  demanda  ni  reconocer  jurisdicción  en  ella 
á  esta  Corte,  que  «tiene  especial  encargo  de  declarar  que  el  Go- 
bierno está  dispuesto  á  respetar  cualquier  derecho  lejítimo  de  pose- 
sión ó  dominio  que  pudiera  aíegarse  por  particulares,  y  que  no  habia 
podido  tomar  en  considerañon  las  pretensiones  de  los  demandantes 
porque  no  se  habian  presentado  ante  él  deduciendo  ningún  reclamo*. 

Atraída  á  sí  la  causa  á  la  jurisdicción  provincial;  establecida  la 
competencia  administrativa  de  la  autoridad  de  Provincia  para  co- 
nocer y  resolver  en  ella,  con  exclusión  de  la  autoridad  judicial  de 
la  Nación;  contestada  y  discutida  la  autoridad  de  esta  Corte  para 
pronunciar  sobre  el  objeto  de  la  demanda;  el  representante  del  Go- 
bierno agrega,  que  considerada  esta  del  punto  de  vista  del  derecho 
civil,  ó  del  derecho  de  los  bienes  y  de  la  propiedad  privada,  « creía 
que  la  demanda  debía  presentarse  no  contra  el  Gobierno  sino  contra 
el  particular  que  habia  hecho  la  denuncia»;  pues  el  Gobierno  no 
habia  formulado  todavía  pretensión  alguna  civil  á  la  tierra,  ni  dis- 
cutía á  los  demandantes  derecho  alguno  de  propiepad  privada  sobre 
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el  suelo,  siendo  el  deslinde  un  acto  jurisdiccional;  un  acto  adminis- 
trativo ejercido  en  nombre  de  la  autoridad  pública  y  del  dominio 
eminente  del  suelo,  para  la  investigación  de  la  tierra  fiscal  dispo- 
nible á  los  efectos  de  la  ley  provincial  y  del  contrato  en  virtud  de 
ella  celebrado  para  la  construcción  del  camino  de  fierro ;  y  que  espe- 
raba, para  pronunciarse  sobre  el  derecho  civil  la  propiedad  del  terri- 
torio amojonado,  que  presenten  ante  él  las  reclamaciones  de  los  par- 
ttcularesy  las  que  estaba  dispuesto  á  reconocer  y  declarar  si  sus  dere- 
chos fuesen  lejítimos;  no  habiendo  podido  tomar  en  consideración  Idi 
de  los  demandantes  porque  no  se  habían  presetitado  ante  él  hacién- 
doles valer. 

La  causa  posesoria  queda  asi,  nuevamente,  fuera  del  debate  judi- 
cial ante  esta  C!orte;  el  representante  del  Gobierno  atrae  á  la  juris- 
dicción administrativa  el  conocimiento  de  ella,  y  establece  que  esta 
Corte  es  incompetente  para  pronunciar  en  la  causa,  recordando  que 
el  Gobierno  no  procede  en  su  calidad  de  persona  jurídica,  por  un 
derecho  de  los  bienes  ó  de  la  propiedad  privada  sino  en  su  capa- 
cidad de  derecho  público,  por  un  derecho  de  la  soberanía  no  de- 
legada. 

Colocado  el  representante  del  Gobierno  en  la  necesidad  de  con- 
testar á  la  demanda,  en  fuerza  de  la  interpelación  direta  del  sefior 
Presidente  de  esta  Corte  para  que  perentoriamente  dijese  <  si  era 
cierto  que  el  terreno  de  los  señores  Rufino  habia  sido  amojonado,  y 
si  era  cierto  que  ellos  lo  tenían  ocupado  con  mas  de  tres  mil  vacas, 
como  se  decía  en  la  demanda  >,  el  representante  del  Gobierno  rehusa, 
á  pesar  de  todo,  y  no  obstante  la  interpelación  del  Presidente  de 
esta  Corte,  entrar  en  la  materia  de  derecho  civil,  y  sin  contestar  á 
la  demanda  como  se  le  exijia,  dijo  «que  nada  sabia»  sobre  esta  ma- 
teria, «porque  no  tenia  instrucciones  al  respecto». 

La  demanda  quedó  asi  una  vez  mas  incontestada,  y  desconocida 
una  vez  mas  la  autoridad  de  esta  Corte. 

De  esta  suerte,  el  Gobierno  de  Santa  Fé,  que  habia  encargado 
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espresamente  á  su  representante,  establecer  y  defender  ante  esta 
Corte  su  autoridad  constitucional  en  la  causa,  llega  hasta  negarle 
instrucciones  para  contestar  á  la  demanda;  y  el  representante  del 
Gobierno,  desempeñando  su  cometido  en  los  términos  de  su  repre- 
sentación y  según  las  instrucciones  recibidas,  deja  incontestada,  de 
hecho  y  de  derecho,  la  demanda  sobre  posesión,  y  establecida,  en  el 
hecho  y  en  el  derecho,  la  competencia  jurisdiccional  del  Gobierno, 
para  pronunciar  en  la  causa  administrativa  de  Provincia, 

Era  esta,  por  lo  tanto,  la  única  cuestión  propuesta  á  la  conside- 
ración de  esta  Corte,  y  la  única  que  la  sentencia  de  vista  debió  y 
pudo  declarar. 

Toda  cuestión  de  competencia  es  de  carácter  prejudicial,  y  cual- 
quiera que  sea  la  forma  en  que  se  présente,  ella  debe  ser  previa- 
mente resuelta  por  los  tribunales  federales.  (Fallos  de  esta  Corte, 
Serie  una,  tomo  tercero,  página  ciento  treinta  y  nueve). 

Esto  era  tanto  mas  indispensable  cuanto  que,  lo  que  en  esta  oca- 
sión se  presentaba,  era  formulada  en  nombre  y  autoridad  propia 
por  un  Gobierno  de  Provincia,  por  un  poder  político  independiente, 
y  no  por  un  simple  particular  ó  persona  jurídica  que  reclamase  el 
fuero  de  sus  jueces  competentes. 

Esta  Corte  quedaba,  por  lo  tanto,  doblemente  constituida  en  la 
necesidad  de  resolver  por  sí,  y  ante  todo,  si  el  ejercicio  de  su  auto- 
ridad constitucional  era  ó  no  procedente  en  la  causa.  Esta  previa 
declaración  era  tanto  mas  ineludible,  cuanto  que  la  posibilidad  de 
un  juicio  frustáneo  en  razón  de  la  autoridad  y  carácter  político  de 
la  persona  que  promovía  la  competencia,  podía  y  puede  llegar 
hasta  comprometer  el  concepto  propio,  la  autoridad,  el  imperio  de 
la  Corte. 

«El  Gobierno  de  la  Union  no  tiene  sino  poderes  determinados  y 
todos  los  otros  poderes  están  abandonados  á  los  Gobiernos  de  los  Esta- 
dos ó  al  pueblo,  siendo  la  jurisdicción  del  Gobierno  General  limitada  á 
un  corto  número  de  casos  precisos  concernientes  al  bienestar  de  todos. 
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La  Constitución  teniendo  en  vista  la  concesión  de  poderes  determina- 
dos y  su  distrilmcion  entre  los  diferentes  funcionarios,  y  estando  in- 
vestidos los  Gobiernos  de  los  Estados  y  sus  agentes  de  poderes  igual- 
mente determinados  y  subordinados  á  aquellos  que  han  sido  acor- 
dados al  Gobierno  General,  todas  las  veces  que  surge  una  dificultad 
con  motivo  del  ejercicio  de  un  poder  por  alguno  de  los  funcionarios 
de  los  Estados  ó  del  Gobierno  Federal,  se  hace  necesario  que  esos 
funcionarios  decidan  primero  si  tal  ejercicio  es  conforme  á  la  Cons- 
titución.—En  muchos  casos  las  decisiones  de  la  autoridad  ejecutiva  ó 
legislativa  son  definitivas  y  concluyentes,  no  siendo  por  su  naturaleza 
y  carácter  susceptibles  de  revisión  judicial.  Cuando  se  trata  de  una 
medida  exclusivamente  política,  legislativa  ó  ejecutiva,  es  evidente 
que  el  poder  legislativo  ó  ejecutivo  es  juez  supremo  de  su  propia  ca- 
pacidad y  que  la  resolución  no  puede  quedar  sometida  á  mnguna 
revisión. » 

Estas  exactas  observaciones  del  Juez  de  la  Union  Americana,  Story, 
demuestran  la  necesidad  de  una  declaración  esplicita  de  esta  Corte 
sobre  su  competencia  para  conocer  en  una  causa  que  el  Gobierno 
sostiene  ser  de  su  exclusivo  resorte. 

El  Gobierno  provincial  de  Santa  Fé  habia  negado  de  hecho  y  de 
derecho  la  posibilidad  de  ser  arrastrado  á  la  barra  de  esta  Corte; 
en  su  carácter  político,  y  por  acto  de  administración  y  gobierno  que 
sostiene  son  de  su  esclusiva  competencia;  afirmando  que  ni  el  acto 
que  dá  origen  á  la  demanda,  ni  la  persona  que  lo  ejecuta,  son  judi- 
ciables  de  la  autoridad  de  esta  Corte. 

Establecida  asi  la  competencia  cuestionada,  la  autoridad  del 
Poder  Judicial  de  la  Nación  para  pronunciar  en  la  causa,  la  sen- 
tencia de  vista  no  pudo  pronunciar  sobre  el  objeto  de  la  de- 
manda, y  debió  limitarse  á  fallar  sobre  la  excepción  y  defensa  del 
Gobierno  provincial,  que  constituía  una  cuestión  de  carácter  preju- 
dicial, 

Pero  la  sentencia  reclamada,  dando  de  mano  á  la  defensa  y  excep- 
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cion  iNTopuesta,  pronuncia  sobre  el  objeto  de  la  demanda,  sin  qoe 
esta  se  halle  siquiera  contestada. 

Al  fallar  en  la  causa,  á  pesar  de  la  incompetencia  que  se  objeta  á 
la  autoridad  de  esta  Corte,  dá  por  establecido  x  que  los  demandan- 
tes kan  justificado  los  estremos  de  la  ley »  su  pasmón  actual  y  lai  per- 
turbación en  ella  por  el  Gobierno;  pero  llamada  á  establecer  con  los 
autos  esta  prueba,  aquella  sentencia  se  vé  en  la  necesidad  de  decla- 
rar que  la  prueba  no  existe  «porque  aquellos  hechos  no  se  recibie- 
ron á  prueba». 

A  pesar  de  esto,  la  sentencia  de  vista  dá  por  tegalmente  estable- 
cidos los  hechos,  afirmando  que  « los  demandantes  han  justificado 
los  estremos  de  ley  sosteniendo,  en  cuanto  á  la  posesión  actual,  tener 
fundada  en  el  campo  de  que  se  trata  un  estaUecimiento  con  dos 
casas  de  material  ó  poblaciones,  y  mas  de  tres  mil  animales  vacu- 
nos; y  en  cuanto  á  la  perturbación  de  la  posesión,  acusando  la  men- 
sura y  amojonamiento  de  dicho  campo,  practicada  por  el  Gobierno 
de  Santa  Fé». 

De  esta  suerte,  la  prtteba  se  reduce  á  las  simples  afirmaciones  de 
los  demandantes  al  sostener  en  el  libelo  de  demanda  su  posesión 
actual,  y  al  acusar  en  él  la  mensura  y  amojonamiento  del  campo  por 
orden  del  Gobierno. 

La  sentencia  de  vista,  en  tan  excepcional  situación,  cree  encon- 
trar una  justificación  de  las  afirmaciones  de  la  demanda,  en  el  reco- 
nocimiento de  los  hechos  por  el  representante  del  Gobierno  provin- 
cial, y  establece:  «que  los  demandantes  ofrecieron  probarlos  incon- 
tinenti, en  caso  que  el  representante  de  la  Provincia  de  Santa  Fé, 
que  estaba  presente,  los  negase,  pero  que  no  se  recibieron  á  prueba, 
porque  dicho  representante  no  los  negó,  ni  pidió  se  rindiese  respecto 
de  ellos  la  prueba  ofrecida,  lo  que  importa  por  su  parte  el  reconoci- 
miento de  la  existencia  de  dichos  hechos». 

Este  reconocimiento,  que  la  sentencia  de  vista  aduce  como  único 
fundamento  de  sus  conclusiones  sobre  la  posesión  de  los  demandan- 
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tes,  no  existe  ni  puede  servir  de  base  á  una  resolución  judicial.  El 
silencio  del  representante  del  Gobierno  sobre  los  hechos  alegados 
en  la  demanda,  no  puede  constituir  un  reconocimiento  judicial,  de 
ellos,  porque  el  representante  del  Gobierno  no  ha  contestado  aquella 
demanda,  y  no  hay  reconocimiento  judicial  cuando  no  hay  juicio  en 
que  tal  reconocimiento  pueda  hacerse;  y  de  esta  suerte  desaparece 
hasta  la  posibilidad  jurídica  de  un  reconocimiento  semejante. 

El  representante  del  Gobierno  de  Santa  Fé  no  estaba  en  el  deber 
depedir  que  se  rindiese  la  prueba  ofrecida,  porque  ningún  litigante, 
en  causa  alguna,  está  obligado  á  gestionar  la  prueba  del  adversario. 

No  pudo,  tampoco,  gestionar  esa  prueba,  porque  su  excepción  y 
defensa  hizo  imposible  el  ingreso  en  el  juicio,  y  este,  lejos  de  estar 
en  estado  de  que  prueba  alguna  se  produjera  en  él,  no  se  encon- 
traba iniciado  siquiera,  pues  la  demanda  permanecía  incontestada. 

Este  era  precisamente  el  propósito  de  la  defensa  del  Gobierno: 
no  contestar  la  demanda;  no  reconocer  la  autoridad  de  esta  Corte; 
cuestión  prejudicial  que  hizo  imposible  toda  prueba,  y  por  lo  tanto, 
imposible  el  reconocimiento  de  los  hechos  afirmados  en  la  demanda. 

Con  relación  á  estos,  el  representante  del  Gobierno  ni  los  reco- 
noció ni  los  negó,  y  se  limitó  á  decir,  contestando  á  la  interpelación 
del  Presidente  de  esta  Corte,  nó  á  la  demanda,  «que  nada  sabia»; 
dando  por  razón  de  esto  que  «carecia  de  instrucciones  al  respecto»; 
para  mejor  caracterizar  asi  la  situación  del  Gobierno,  y  la  suya  pro- 
pia, ante  la  autoridad  de  esta  Corte  y  el  objeto  mismo  de  la  acción 
entablada. 

La  demanda  quedó,  pues,  incontestada ;  los  hechos  improbados; 
la  jurisdicción  de  esta  Corte  discutida  por  la  jurisdicción  ejecutiva 
de  Provincia. 

En  este  esta(lo,  la  sentencia  reclamada  se  pronuncia  sobre  la  po- 
sesión, sin  juicio  previo,  sin  jurisdicción  en  la  causa,  y  contra  el 
mérito  de  autos  en  cuaTito  á  la  justificación  legal  de  los  hechos  ex- 
presados en  el  libelo  de  demanda;  conculcando  así  las  mas  espresas 

T.  XVII.  ^>. 
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y  trascendentales  prescripciones  que  rijen  el  procedimiento  y  las 
resoluciones  judiciales. 

La  indjvildualízacion  prolija  y  circunstanciada  de  estas  prescrip- 
ciones del  derecho,  carece  de  objetó  práctico.  Basta  recordarlas  en 
general  para  dejar  establecido,  con  la  autoridad  y  en  fuerza  de  las 
mismas,  que  el  recurso  «de  apelación,  nulidad,  revisión,  rescisión  ó 
cual  mejor  hubiere  lugar  en  derecho»  es  procedente  y  debe  ser  de- 
clarado asi. 

La  sentencia  reclamada,  al  pronunciar  sobre  el  objeto  de  la  de- 
manda, en  las  condiciones  y  circunstancias  que  acaban  de  mencio- 
narse, desconoce  la  naturaleza  del  acto  administrativo  y  el  carácter 
esclusivamente  político  del  deslinde  practicado  por  orden  del  Go- 
bierno provincial. 

El  acto  administrativo  no  es  hecho  ó  acto  jurídico,  destinado  á 
producir,  estinguir  ó  modificar  relaciones  civiles  entre  particulares. 
Es  acto  de  orden  superior,  es  acto  de  autoridad,  destinado  á  fijar 
relaciones  de  mando,  de  gobierno,  relaciones  políticas  para  la  ad- 
ministración pública. 

Bajo  el  concepto  personal,  los  actos  administrativos  solo  estable- 
cen, por  su  naturaleza,  relaciones  de  autoridad  y  dependencia  entre 
el  Gobierno  y  sus  subordinados,  empleados.de  la  administración  pú- 
blica ó  simples  particulares  y  no  son^  por  su  naturaleza,  yu4tcea6/é8, 
pues  son  actos  soberanos  de  la  autoridad  ejecutiva,  que,  en  virtud 
de  la  independencia  constitucional  de  los  poderes  públicos,  no  están 
sujetos  á  la  revisión  ó  control  de  la  autoridad  judicial,  por  ser  actos 
propios  y  esclusivos  de  un  poder  independiente  en  su  esfera  de  ac- 
ción constitucional. 

El  deslinde  administrativo  de  la  tierra  no  importa,  por  lo  tanto^ 
un  acto  civil  que  pueda  dar  lugar  á  un  mandamiento  de  amparo  en 
la  posesión,  por  perturbaciones  al  derecho  civil  de  los  particulares, 
poseedores  ó  simples  ocupantes  de  la  tierra. 

t  La  propiedad  se  divide  en  propiedad  soberana  del  Estado  y  en 
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propiedad  del  derecho  civil;  ó  en  otros  términos,  en  dominio  emi- 
nente y  dominio  civil.  —  El  Estado  tiene  el  derecho  de  reglamentar 
las  condiciones  y  Im  cargas  públicas  de  la  propiedad  privada.  El  ser 
colectivo  que  constituye  el  Estado  tiene  respecto  á  los  bienes  que 
están  en  el  territorio,  un  poder  superior,  un  derecho  superior,  de 
legislación,  de  jurisdicción,  de  contribución,  que  aplicado  á  los  in- 
muebles no  es  otra  cosa  que  una  parte  de  la  soberanía  territorial 
interior.  A  este  derecho  del  Estado,  que  no  es  un  verdadero  derecho 
de  propiedad  ó  dominio  corresponde  solo  el  deber  de  los  propietarios 
de  someter  sus  derechos  á  las  restricciones  necesarias  al  interés  ge- 
neral. >  ( Velez  Sarsfield,  nota  al  articulo  dos,  título  <  Del  dominio 
de  las  cosas »  Código  Civil ). 

Es  en  fuerza  de  este  derecho  superior  del  Estado,  « que  no  es  un 
verdadero  derecho  de  propiedad  ó  dominio »,  que  los  demandantes 
están  obligados  á  someter  sus  derechos,  sean  cuales  fueran,  á  estas 
restricciones  nacidas  del  interés  público,  soportando  en  su  propie- 
dad raiz  actos  administrativos  del  Gobierno,  la  mensura  y  amojo- 
namiento de  su  campo,  con  propósitos  ó  fines  de  gobierno  ó  admi- 
nistración pública. 

Este  es  el  derecho  establecido  y  que  la  sentencia  de  vista  estaba 
llamada  á  declarar,  pronunciando  no  sobre  la  posesión,  sino  sobre 
la  competencia  administrativa  del  Gobierno  provincial  para  orde- 
nar aquel  acto  ejecutado  en  conformidad  á  la  ley  (articulo  setenta 
y  ocho,  título  «Del  Condominio»  Código  Civil),  en  que  se  declara 
que  <  compete  al  poder  administrativo  ordenar  el  deslinde  de  los 
fundos  que  dependen  del  dominio  público » ;  y  para  conocer,  en  con- 
secuencia, de  las  protestas,  reclamos,  ó  contestaciones  á  que  el  acto 
diere  lugar. 

Son  estas  « las  limitaciones  ó  restricciones  impuestas  al  dominio 
privado  solo  en  el  interés  público,  y  que  se  rijenpor  el  derecho  ad- 
ministrativo»,  de  que  la  misma  ley  habla,  y  á  las  cuales  espresa- 
mente  somete  la  propiedad  privada  de  posesión  y  dominio  que  ella 
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consagra  y  proteje  (articulo  primero,  título  «De  las  restricciones  y 
limites  del  dominio »  Código  Civil). 

La  sentencia  de  vista  desconoce  estas  restriciones  de  la  propiedad 
privada,  desconoce  aquel  derecho  superior  del  Estado,  que  falla 
contra  espresa  disposiciones  de  la  ley  civil  en  sus  relaciones  con  el 
derecho  público,  cuando  dicha  sentencia  declara  que  el  Gobierno 
turba  arbitrariamente  la  posesión  de  los  demandantes  por  el  amo- 
jonamiento de  su  campo  en  un  deslinde  administrativo. 

No  hay  en  esto  arbitrariedad,  desde  que  es  un  derecho  del  Estado. 
Habrá  y  hay  ciertamente  autoridad  en  el  acto,  y  por  lo  tanto,  deja 
este  de  ser  arbitrario  y  de  constituir  un  atentado  contra  el  derecho 
privado  de  los  demandantes. 

Es  por  esto  precisamente,  que  el  interdicto  no  procede  contra  el 
Gobierno,  y  que  la  sentencia  reclamada  debió  asi  declararlo.  Las 
acciones  posesorias  de  los  interdictos  son  personales  —  interdicta 
omnia  licet  in  rem  videantur  concepta,  vi  tamenipsapersonaliasuní 
—  y  como  tales,  proceden  ex  maleficio,  y  se  fundan  en  una  obliga- 
ción ex  delicio,  que  no  existe  cuando  el  acto  que  motiva  la  acusa- 
ción, como  se  espresa  la  misma  sentencia,  es  autorizado  por  la  ley, 
y  deja  así  de  ser  arbitrario,  por  lo  mismo  que  es  autoritario, —ó  sea 
acto  legitimo  de  autoridad  competente. 

De  aquí  que  los  demandantes,  contra  las  conclusiones  de  la  sen- 
tencia reclamada,  se  encuentran  en  el  deber  de  someter  s:t^  derechos 
á  esta  autoridad,  á  este  poder,  á  este  derecho  superior  del  Estado 
sobre  la  propiedad  inmueble;  sin  que  pueda  decirse  que  semejante 
acto  de  soberanía  territorial  interior,  viola  un  derecho  ageno,  ó  con- 
culca derechos  de  particulares.  Los  particulares  no  tienen  derechos 
de  soberanía  territorial,  y  no  pueden  por  lo  tanto,  decir  que  un  acto 
de  esta  naturaleza  sobre  su  propiedad  inmueble,  viola  ó  conculca 
sus  derechos. 

El  deslinde  administrativo  de  la  tierra  no  ha  podido,  por  lo  tanto, 
dar  origen  á  un  juicio  posesorio  contra  el  Estado,  ni  motivar  un 
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mandamiento  de  amparo  contra  el  Gobierno  de  Santa  Fé;  y  mucho 
menos,  un  mandamiento  de  amparo  sin  juicio  previo,  sin  justifica- 
ción legal  del  derecho  mismo  de  posesión  privada,  contra  un  acto 
de  dominio  eminente,  contra  un  acto  de  gobierno,  contra  un  acto 
de  autoridad  constitucional,  contra  un  acto  perfectamente  legal  de 
la  jurisdicción  provincial. 

De  aquí  la  competencia  de  jurisdicción  en  que  se  funda  la  excep- 
ción y  defensa  del  Gobierno  provincial,  que  la  sentencia  reclamada 
debió  declarar. 

Un  juicio  posesorio  con  ocasión  de  un  deslinde  administrativo, 
solo  puede  existir  entre  personas  del  derecho  público  tratándose  de 
la  propiedad  que  en  el  derecho  de  las  naciones  se  llama  interna- 
cional, y  que  en  las  relaciones  de  nuestro  derecho  constitucronal,  ó 
sea  de  derecho  público  argentino,  se  denomina  propiedad  interpro- 
vincial. 

H  Hay  otro  dominio,  dic^e  el  autor  del  Código  Civil,  que  se  llama 
internacional.  Todo  lo  que  antes  se  ha  dicho  de  los  derechos  abso- 
lutos y  de  los  derechos  reales  es,  agrega,  exactamente  aplicable  al 
dominio  internacional  á  propiedad  de  Estado  á  Estado.  El  no  con- 
siste en  una  relación  especial  de  acreedor  y  de  deudor  entre  una 
nación  y  otra,  sino  en  una  obligación  general  de  todas  las  naciones, 
obligación  pasiva  como  toda  la  que  es  relativa  á  los  derechos  rea- 
les, obligación  de  inercia,  de  respetar  la  acción  de  cada  pueblo  so- 
bre su  territorio,  no  turbarla  ni  imponerle  obstáculo  alguno.  La 
nación  considerada  en  su  conjunto,  tiene  respecto  á  las  otras  na- 
ciones, los  derechos  de  un  propietario.  —  El  pueblo  considerado 
como  poder  soberano,  tiene  sobre  su  territorio  una  acción  aún  mas 
alta,  el  ejercicio  de  un  derecho  de  imperio,  de  legislación,  de  juris- 
dicción, de  mando,  de  administración,  en  una  palabra,  de  soberanía, 
en  toda  la  estension  del  territorio.  —  Se  puede  decir,  así,  que  el 
dominio  internacional  es  el  derecho  que  pertenece  á  una  nación  de 
usar,de  percibir  sus  productos, de  disponer  de  su  territorio  con  exclu- 
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sion  de  las  otras  naciones,  de  mandar  en  él  con  poder  soberano, 
independiente  de  todo  poder  esterior;  derecho  que  crea  para  los 
otros  Estados  la  obligación  correlativa  de  no  poner  obstáculo  al  em- 
pleo que  haga  la  nación  propietaria,  de  su  territorio  y  de  no  abro- 
garse ningún  derecho  de  mando  sobre  este  mismo  territorio» 
(Nota  antes  citada). 

Es  este  dominio  el  que  la  sentencia  de  vista  atribuye  á  los  de- 
mandantes, cuando  establece  que  la  Provincia  de  Santa  Fé  es  judí- 
ciable  por  actos  de  jurisdicción,  de  mando,  de  autoridad,  de  sobera- 
nía en  el  terreno  de  los  demandantes,  declarando  que  estos  son 
actos  contra  el  derecho  ageno  pues  incorpora  asi,  al  dominio  civil  de 
los  demandantes,  el  dominio  internacional,  ó  mejor  dicho,  inter- 
provincial de  la  tierra,  para  admitirlos  á  una  cuestión  de  compe- 
tencia jurisdiccional,  ¿  una  cuestión  de  limites  interprovincialeSy 
prohibiendo  al  Gobierno  de  Santa  Fé  perturbar  este  derecho,  en 
ninguna  manera,  por  actos  de  administración  ó  gobierno  en  el  campo 
que  reclaman  y  de  que  se  les  declara  en  posesión. 

Los  demandantes  quedan  asi  constituidos  en  personas  de  derecho 
público,  capaces  de  entrar  en  contestaciones  de  este  orden  con  la 
autoridad  ó  Gobierno  politice  de  la  Provincia  de  Santa  Fé  á  quien 
se  le  prohiben  tales  actos  de  soberanía  sobre  el  territorio  que  aque-- 
líos  reclaman  como  propio. 

Reconocido  en  favor  de  ellos,  un  derecho  de  soberanía  para  no 
ser  perturbados  por  actos  administrativos  del  Gobierno  provincial, 
se  impone  á  este  la  obligación  pasiva,  la  obligación  de  inercia,  la 
obligación  común  á  todos  los  Estados  ó  Provincias  de  la  Nación,  de 
respetar  entre  sí  la  acción  de  las  otras  sobre  su  territorio,  de  no 
perturbarla  por  actos  de  mando,  de  gobierno,  de  jurisdicción,  de 
imperio, — en  una  palabra — de  no  perturbarla,  en  ninguna  manera, 
por  actos  administrativos  sobre  el  suelo. 

Pero  si  este  derecho  puede  ser  contestado  ante  esta  Corte  por  las 
personas  del  derecho  público  en  nuestra  organización  política,  no 
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puede  serlo  por  simples  parliculares  en  virtud  del  derecho  pura- 
mente civil  de  la  propiedad  privada. 

Se  comprende,  en  efecto,  la  posibilidad  de  un  juicio  posesorio 
ante  esta  Corte  entre  dos  ó  mas  Provincias  por  actos  de  adminis- 
tración y  gobierno  en  el  territorio  de  la  Nación.  Sé  trata  entonces 
del  ejercicio  de  la  jurisdicción  de  esta  ó  aquella  Provincia  sobre 
una  determinada  porción  del  territorio  nacional,  en  que  las  unas  y 
las  otras  ejercen  jurisdicción  constitucional.  El  juicio  envuelve  en- 
tonces una  reivindicación  del  dominio  interprovincial  de  dos  ó  mas 
Estados,  relativamente  soberanos  é  independientes  entre  si,  pero 
judiciables  de  la  autoridad  de  esta  Corte,  por  estar  sujetos  á  la  au- 
toridad común  de  la  Nación,  con  arreglo  á  la  Constitución  y  leyes 
de  la  misma,  en  virtud  del  principio  federativo-nacional  que  sirve 
de  base  á  su  organización  política. 

En  tales  condiciones,  es  posible  y  se  comprende  esle  género  de 
contestaciones  ante  el  Supremo  Poder  Judicial  de  la  Nación,  quien 
deberá  resolver  esta  competencia  de  jurisdicción,  esta  reivindica- 
ción déla  propiedad  interprovincial,  esta  reivindicación  del  mando, 
del  imperio,  del  gobierno  de  cada  Provincia  sobre  su  territorio. 
(Artículos  cien  y  ciento  nueve  de  la  Constitución  Nacional). 

Pero  esta  situación  es  Imposible  tratándose  del  dominio  civil  de 
los  particulares  contra  una  Provincia,  por  actos  del  dominio  emi- 
nente, por  actas  del  dominio  internacional,  en  las  relaciones  de 
Estado  á  Estado. 

Admitir  este  género  de  contestaciones  de  parte  de  los  particula- 
res, es  reconocerles  personería  de  derecho  público,  es  convertirles 
en  autoridad  y  poder  político  vis  á  vis  del  Poder  político  de  la  Pt'o- 
vincia  ó  Estado  contra  quien  se  produce  una  demanda  semejante, 
convirtiendo  por  este  medio  la  propiedad  privada  y  el  dominio  civil, 
en  dominio  eminente  y  propiedad  internacional  del  suelo. 

Solo  á  estas  condiciones  y  en  tal  carácter,  podrían  los  particula- 
res ser  admitidos  á  entrar  en  contestaciones  con  el  Gstado  por  actos 
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administrativos  del  Gobierno  sobre  territorios  de  su  jurisdicción. 

Pero  la  sentencia  de  vista  que  por  un  lado  enaltece  la  condición 
civil  de  los  demandantes  hasta  convertirlos  en  personas  del  dere- 
cho público,  y  elevar  á  dominio  eminente  y  posesión  política  los  de- 
rechos civiles  de  posesión  y  dominio  que  dicen  tener  en  el  campo  ó 
terreno  de  la  demanda,  deprime  por  otro  lado  la  capacidad  política 
de  la  Provincia  v  del  Gobierno  de  Santa  Fé  hasta  convertirlos  en 
meras  personas  jurídicas,  en  meras  personas  de  di^recho  privado, 
sin  autoridad  ni  carácter  público,  y  como  tales  sujetas  á  la  autori- 
dad de  esta  Corte  por  acto  arbitrario,  por  acto  que  la  sentencia 
reputa  meramente  civil,  simple  acto  de  posesión  y  dominio  privado 
sobre  el  suelo,  ejercido  arbitrariamente,  es  decir,  sin  jurisdicción, 
sin  autoridad  pública  alguna. 

De  esta  suerte  desaparece  para  la  Provincia  y  Gobierno  de  Santa 
Fé  el  dominio  eminente  del  suelo,  y  los  actos  de  aquel  Gobierno 
quedan  reducidos  á  los  de  un  particular  ó  mera  persona  jurídica, 
por  cuya  razón  aquella  sentencia  ampara  á  los  demandantes  en  la 
posesión  que  les  atribuye  y  «prohibe  al  Gobierno  de  Santa  Fé  per- 
turbarla de  ninguna  manera»;  lo  que  establecido  con  relación  á  sus 
actos  públicos,  á  sus  actos  jurisdiccionales  sobre  el  suelo,  á  sus  actos 
de  gobierno,  á  sus  actos  administrativos  como  es  el  deslinde  practi- 
cado, y  que  motiva  esta  inhibición  general,  importa  una  interdicción 
al  ejercicio  de  la  soberanía  provincial  en  el  campo  que  los  deman- 
dantes reclaman  como  propio. 

Esto  procede  de  considerar  el  deslinde  como  acto  civil,  y  como 
acto  administrativo  ála  vez,  confundiendo  cosas  de  naturaleza  é  ín- 
dole diversa. 

La  sentencia  de  vista  incurre  de  esta  suerte,  en  contradicciones 
evidentes  consigo  misma,  y  toda  ella  es  una  implicancia  de  concep- 
tos jurídicos  y  legales  que  la  vuelven  insubsistente  y  hacen  inevita- 
ble su  revisión. 

Si  el  deslinde  que  dá  ocasión  á  la  demanda  es  acto  civil,  no  es 
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acto  administrativo,  y  si  es  acto  administrativo,  deja  de  ser  acto 
civil. — Este  doble  carácter  no  puede  conciliarse  en  un  mismo  acto, 
porque  ello  importaria  establecer  que  él  es  acto  de  autoridad  y  que 
no  es  acto  de  autoridad;  que  es  acto  civil,  y  que  no  es  acto  civil: 
que  es  acto  de  autoridad  y  persona  pública,  y  acto,  á  la  vez,  de  per- 
sona privada  y  sin  autoridad  pública:  que  es  y  no  es  acto  de  go- 
bierno: que  es,  á  la  vez,  acto  de  la  persona  jurídica  y  acto  de  la 
persona  política,  ó  del  Estado ;  términos  todos  incompatibles,  con- 
tradictorios, inconciliables  entre  sí. 

De  esta  contradicción  palpable  y  evidente,  se  sigue,  como  se  ob- 
serva en  la  sentencia  reclamada,  que,  según  esta,  las  leyes  que  rijen 
el  acto  y  la  capacidad  personal  de  quien  lo  ejecuta,  son,  conjunta  y 
simultáneamente,  las  leyes  del  derecho  público  y  las  leyes  del  dere- 
cho privado:  las  leyes  políticas  y  las  leyes  civiles:  las  que  determi- 
.nan  la  jurisdicción  sobre  el  territorio,  como  las  que  determinan  los 
derechos  reales  de  posesión  y  dominio  sobre  bienes  inmuebles;  las 
de  la  propiedad  internacional  y  del  dominio  eminente,  como  las  de 
la  propiedad  privada  y  del  dominio  civil;  de  suerte  que  todos  ellos, 
conjunta  y  simultáneamente  determinan  la  naturaleza  civil  y  poli- 
tica  del  acto  y  de  la  materia  que  rijen,  civil  y  política  ala  vez;  como 
la  capacidad  personal  del  sujeto,  capacidad  política  y  jurídica  al 
mismo  tiempo,  y  en  este  doble  concepto  idem  et  símil  colocada  bajo 
el  imperio  de  una  y  otra  legislación,  que  establecen  su  conjunto  y 
simultánea  responsabilidad  civil  y  política  ante  esta  Corte,  como 
persona  jurídica  y  como  entidad  política,  como  persona  del  derecho 
público  y  como  persona  del  derecho  privado,  por  acto  de  soberanía 
como  por  acto  civil,  por  actos  oficiales  como  por  los  que  no  lo  son 
siendo  los  unos  y  los  otros  idénticos,  y  la  causa  administrativa  y  la 
civil  una  misma  cosa,  que  no  se  diferencian  entre  sí  lo  mas  mínimo, 
correspondiendo  bajo  uno  y  otro  concepto  á  esta  Suprema  Corte 
conocer  en  todas  ellas  y  pronunciar  en  la  que  al  presente  se  trata. 

De  esta  inesplicable  confusión  procede,  que  según  aquella  senten- 
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cía,  corresponde  al  Gobierno  provincial  ordenar  el  deslinde  admi- 
nistrativo de  la  tierra  pública,  y  que  no  puede  ejecutarlo  sin  come- 
ter arbitrariedad:  que  tenga  aquel  derecho  por  la  Constitución  y  las 
leyes,  y  que  no  lo  tenga  según  la  sentencia:  que  esta  crea  deber 
amparar  á  los  demandantes  en  la  posesión  y  que  no  llegue  á  orde- 
nar la  remoción  de  ios  mojones,  cuya  colocación  en  el  campo  de  los 
demandantes  constituye  precisamente  la  perturbación  posesoria  de 
que  se  quejan:  que  la  sentencia  declara  en  abstracto  lo  uno  y  no 
resuelve  en  concreto  lo  otro. 

Solo  asi  puede  esplicarse  que  aquella  sentencia  reconozca  implí- 
citamente los  derechos  de  la  soberania  territorial  y  los  niegue  es- 
plícitamente  á  la  Provincia  y  al  Gobierno  de  Santa  Fé:  que  impli- 
citamente  reconoce  que  este  puede  ejercerlos  en  el  territorio  de  la 
Provincia,  y  que  implicitamente  se  los  niegue  por  una  inhibición  ge- 
neral á  su  ejercicio  sobre  el  campo  que  los  demandantes  dicen  per- 
Venecerles. 

Solo  así  se  espiica,  finalmente,  que  aquella  sentencia  haga  á  la 
Provincia  y  Gobierno  de  Santa  Fé  política  y  civilmente  judíciable  de 
la  autoridad  de  esta  Corte. 

Pero  las  Provincias,  aunque  son  personas  jurídicas  y  judiciables, 
como  tales,  de  la  autoridad  de  esta  Corte,  en  cnanto  se  relaciona  con 
el  derecho  de  los  bienes,  son  también  personas  del  derecho  público 
en  cuanto  se  relaciona  con  la  soberania  y  con  la  jurisdicción  que 
por  la  Constitución  y  las  leyes  desempeñan  ó  ejercen,  y  en  este  con- 
cepto son  independientes  del  Gobierno  General  y  se  sustraen  á  la 
autoridad  de  esta  Corte. 

Las  leyes  que  rijen  la  capacidad  artificial  de  las  personas  de  exis- 
tencia ideal,  de  que  se  ocupa  la  ley  civil,  « solo  se  aplican  á  las  re- 
laciones de  derecho  privado  y  no  á  los  de  derecho  público  >. 

Muchas  veces  las  personas  jurídicas  son  creadas  para  otros  fines 
mas  importantes  que  la  capacidad  de  derecho  privado,  y  entonces 
los  órganos  generales  de  las  personas  de  existencia  ideal  las  repre- 
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sentan  también  en  la  materia  de  derecho  privado,  pero  ellas  se  rijen 
entonces  por  leyes  especiales,  en  lo  que  se  relaciona  con  los  fines 
mas  elevados  de  su  institución,  y  son  estas  leyes  las  que  determinan 
su  capacidad  de  derecho  y  las  únicas  que  rijen  estos  objetos  superio- 
res de  su  institución. 

Bajo  este  segundo  aspecto,  las  Provincias  se  rijen  únicamente  por 
las  leyes  políticas  y  constitucionales  que  determinan  su  capacidad 
de  derecho,  las  atribuciones,  poderes  y  facultades  que  les  correspon- 
den como  poder  politice  de  la  Nación,  como  personas  del  derecho 
público,  como  autoridades  constituidas  del  réjimen  federativo-nacio- 
nal,  que  consagra  su  autonomia  propia  y  las  sustrae  á  toda  interven- 
ción del  Gobierno  General  en  las  materias  del  gobierno  propio. 

Su  capacidad  de  derecbo  se  rije  entonces,  no  por  las  leyes  civiles, 
sino  por  el  derecho  político  que  las  declara  independientes  en  el 
ejercicio  de  su  jurisdicción,  quedando  asi  exentas  de  toda  responsa- 
bilidad ante  esta  Corte  por  sus  actos  de  administración  y  gobierno, 
cuando  estos  no  se  discuten  bajo  la  pretensión  de  ser  repugnantes  á 
la  Constitución  nacional,  á  los  tratados  con  las  potencias  estrange- 
ras,  ó  á  las  leyes  del  Congreso. 

« Las  Provincias  conservan  todo  el  poder  no  delegado  por  esta 
Goüstitacion,  se  dan  sus  propias  instituciones  locales  y  se  rijen  por 
ellas  sin  intervención  del  Gobierno  Federal, »  dicen  los  artículos  cien- 
to cuatro  y  ciento  cinco  de  la  Constitución  Nacional. 

c  La  Justicia  Nacional  fw  interviene  en  los  casos  en  que  compitien- 
do SQ  conocimiento  y  decisión  á  la  jorísdiccion  de  Provincia,  no  se 
halle  interesada  la  Constitución  ó  ley  alguna  nacional  >  repite  el  ar- 
ticulo cinco  de  la  ley  de  diez  y  seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  dos,  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales 
Nacionales. 

Ni  la  Constitución,  ni  las  leyes  nacionales,  ha  dicho  esta  Corte, 
atribuyen  á  la  Justicia  Federal  el  conocimiento  de  actos  administra- 
tivos de  empleados  ó  corporaciones  de  Proviucia;  y  solo  pueden  ser 
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traídos  ante  esta  Corte,  sí  se  verifica  el  caso  previsto  por  el  articulo 
catorce,  inciso  segundo  de  la  Ley  de  jurisdicción  y  competencia  de 
los  tribunales  nacionales.  (Fallos:  tomo  noveno,  Serie  primera,  pá- 
gina doscientos  diez  y  nueve J 

Esta  Corte  carece  de  jurisdicción  originaria,  ha  dicho,  en  los  casos 
en  que  una  Provincia  sea  parte  por  perjuicios  que  crean  sufrir  los 
particulares  por  actos  administrativos  ejercidos  dentro  del  círculo 
de  las  atribuciones  provinciales.  (Fallos:  Serie  una,  tomo  noveno, 
página  trescientos  noventa  y  una.) 

Tratándose,  repite,  de  actos  administrativos  de  un  Gobierno  de 
Provincia  que  no  han  sido  puestos  en  cuestión  bajo  la  pretensión  de 
ser  repugnantes  á  la  Constitución  Nacional,  á  los  tratados  ó  leyes 
del  Congreso,  esta  Corte  debe  «n  mas  trámite  declararse  incompe- 
tente para  conocer  y  resolver  en  el  asunto,  (Fallos:  Serie  dos,  tomo 
tercero,  página  ciento  ochenta  y  cinco). 

Contra  estas  terminantes  disposiciones  de  la  Constitución,  de  las 
leyes,  y  de  la  jurisprudencia  establecida,  la  sentencia  apelada  co- 
noce de  hecho  en  la  causa  administrativa  de  Provincia  v  declara 
que: — «Al  hacer  la  Constitución  Nacional  judicíables  á  las  Provin- 
cias ante  esta  Corte,  por  demandas  de  vecinos  de  otra,  ó  de  ciuda- 
danos ó  subditos  estrangeros,  lo  ha  sido  precisamente  por  sus  actos 
de  gobierno  ó  de  administración  en  violación  de  derechos  particu- 
lares. » 

La  sentencia  de  vista  lo  provee  asi  por  via.de  disposición  legis- 
lativa, estableciendo  una  disposición  general  de  derecho  que  no 
emana  de  la  Constitución  ni  de  las  leyes  de  la  República,  y  pronun- 
cia, en  consecuencia,  una  inhibición  general  al  Gobierno  de  Santa 
Fé  para  el  ejercicio  de  actos  administrativos  en  una  determinada 
porción  del  territorio  de  aquella  Provincia. 

Bajo  el  doble  concepto  de  esta  inhibición  general  y  de  aquella 
general  declaración  de  derecho,  la  sentencia  reclamada  provee  por 
vía  de  disposición  legislativa  ultrapasando  las  atribuciones  judicía- 
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les  de  esta  Corte,  y  subvirtiendo  en  todo,  ei  régimen  federati^w)- 
nacional,  no  menos  que  las  leyes  que  rijen  los  juicios. 

La  sentencia  reclamada  establece  que  al  hacer  la  Constitución 
Nacional  judiciables  á  las  Provincias  por  demandas  de  vecinos  de 
otra,  ó  de  ciudadanos  ó  subditos  estrangeros,  lo  ha  sido  precisa- 
mente por  sus  actos  de  gobierno  ó  de  administración  en  violación 
de  derechos  particulares;  pero  es  esto  precisamente  lo  que  se  dis- 
cute; es  esto  lo  que  la  Provincia  y  Gobierno  de  Santa  Fé  niegan, 
cuando  establece  en  su  defensa  que  le  compete  el  conocimiento  de 
la  causa  administrativa  traida  ante  esta  Corte:  que  por  la  Consti- 
tución tiene  aquel  Gobierno  autoridad  y  jurisdicción  bastante  para 
ordenar  el  deslinde:  que  no  ha  violado  derechos  de  particulares  al 
.ordenarlo:  que  no  obra  como  persona  jurídica  en  este  acto,  sino 
como  persona  de  derecho  público:  que  no  es  judiciable  ante  esta 
Corte  en  su  calidad  de  poder  político:  que  ella  no  puede  responsa- 
bilizarla, residenciarla,  juzgarla,  por  sus  actos  de  administración  y 
gobierno;  que  las  Provincias  son,  en  este  carácter,  independientes 
del  Gobierno  General:  que  el  Poder  Judicial  de  la  Nación  no  inter- 
viene en  los  asuntos  de  la  jurisdicción  provincial  fuera  de  los  casos 
espresados  en  la  Constitución  y  en  las  leyes,  etcétera. 

La  sentencia  de  vista  resuelve  asi  la  cuestión  por  la  cuestión, 
ó  mejor  dicho,  no  la  resuelve  en  manera  alguna,  y  sustituyéndose 
á  la  Constitución  y  á  las  leyes,  conoce  de  hecho  en  la  causa, 
y  produce  con  su  desautorizada  intervención  en  el  gobierno  local 
de  aquella  Provincia,  los  efectos  de  derecho  que  quedan  indi- 
cados. 

Al  establecer  la  sentencia  de  vista,  por  vía  de  disposición  gene- 
ral de  derecho,  que  las  Provincias  son  judiciables  de  la  autoridad 
de  esta  Corte  por  sus  actos  de  administración  y  gobierno,  en  todos 
ios  casos  de  demanda  de  vecinos  de  otra,  ó  de  ciudadanos  ó  subdi- 
tos estrangeros,  se  sustituye  á  la  Constitución  Nacional,  no  solo  en 
los  artículos  ciento  cuatro  v  ciento  cinco  anteriormente  citados. 


86  FALLOS  DB  LA  SUPREMA  CORTE 

siiió  también  á  los  artículos  cien  y  ciento  uno  de  la  misma;  como 
se  sustituye  no  solo  á  la  ley  de  Octubre  diez  y  seis  de  mil  ochocien- 
tos sesenta  y  dos,  sino  también  á  la  de  catorce  de  Setiembre  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  tres,  cuyo  artículo  primero  reproduce  la  dis- 
posición de  los  artículos  cien  y  ciento  uno  de  la  Constitución  cuando 
establece  quec  «La  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional  conocerá  en 
primera  instancia  de  las  causas  que  versen  entre  dos  ó  mas  Provin- 
cias, y  de  las  civiles  que  versen  entre  una  Provincia  y  algún  vecino 
d  vecinos  de  otra,  ó  ciudadanos  ó  subditos  estrangeros.» 

La  Constitución  distingue  así  las  cansas  entre  personas  del  dere- 
cho público,  de  las  causas  entre  personas  del  derecho  privado.  Las 
primeras  son  todas  de  jurisdicción  federal,  pero  de  las  segundas, 
únicamente  las  civiles,  nó  las  administrativas,  en^que  la  Provincia 
demandada  obra  como  persona  del  derecho  público. 

De  esta  suerte,  las  Provincias  solo  son  judiciables  déla  autoridad 
de  esta  Corte  en  demanda  de  vecinos  de  otra,  ó  de  ciudadanos  ó 
subditos  estrangeros,  en  cuanto  á  las  relaciones  del  derecho  pri- 
vado, en  las  relaciones,  puramente  civiles,  del  derecho  de  los  bienes 
en  que  la  Provincia  obra  como  persona  jurídica,  como  persona 
civil,  como  persona  privada,  por  acto  civil,  por  acto  privado,  por 
acto  jurídico,  ó  en  ejercicio  de  un  derecho  puramente  civil  y  propio 
de  los  particulares,  ó  personas  sin  autoridad  ni  carácter  público. 

De  esta  suerte  quedan  eliminadas  del  conocimiento  y  descision 
de  esta  Corte  las  causas  contencioso-administraiivas  y  con  mayor 
razón,  las  puramente  administrativas,  como  es  la  del  deslinde  prac- 
ticado por  orden  del  Gobierno  provincial  de  Santa  Fé  para  investi- 
gar la  tierra  pública  disponible  á  los  efectos  de  la  ley  y  contrato 
celebrado  para  la  construcción  de  un  camino  de  fierro  en  su  te- 
rritorio. 

Mientras  el  Gobierno  provincial  no  apruebe  el  deslinde  y  desco- 
nozca el  derecho  de  posesión  ó  de  dominio  que  los  demandantes 
dicen  tener  sobre  el  campo  amojonado  por  autoridad  de  aquel,  no 
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hay  causa  contenciosa,  y  todo  se  reduce  á  una  mera  investigación 
gubernativa  de  la  tierra  perteneciente  al  dominio  público. 

Puede  aquel  Gobierno,  conociendo  eñ  la  causa  administrativa  de 
su  jurisdicción  y  exclusiva  competencia,  desconocer  ó  herir  el  de- 
recho de  los  particulares,  y  aprobar  una  mensura  y  deslinde  por  la 
que  el  Estado  se  atribuya,  en  propiedad  y  dominio  civil,  terrenos 
del  dominio  y  propiedad  de  los  particulares. 

Colocada  entonces  la  cuestión  en  el  terreno  de  la  propiedad  pri- 
vada, en  el  terreno  de  los  bienes,  queda  colocada  en  el  terreno  de 
la  ley  civil,  y  el  Estado  se  presenta  en  su  carácter  de  persona  jurí- 
dica, en  su  capacidad  de  derecho  civil,  para  los  efectos  de  la  adqui- 
sición, conservación  ó  pérdida  de  los  bienes. 

La  causa  se  convierte  entonces  en  causa  civil;  el  derecho  que  se 
disputa  es  el  derecho  de  los  bienes;  —  la  calidad  de  las  personas,  la 
de  simples  personas  del  derecho  privado  —  la  materia  de  la  causa 
viene  á  ser  materia  puramente  civil. 

Por  esto  establece  Dalloz  (Aclion  Possessoire)  que  contra  la  auto- 
ridad pública  no  se  dan  acciones  posesorias:  que  los  actos  de  la 
autoridad  no  constituyen  perturbación  de  la  posesión,  y  que  toda 
cuestión  de  este  género  con  la  autoridad,  se  convierte  en  una  cues- 
tión de  dominio  y  propiedad  privada  que  debe  ser  resuelta  por  los 
tribunales. 

Estos,  en  efecto,  son  una  institución  civil  y  solo  por  excepción 
pueden  conocer  en  materias  del  derecho  público,  pues  su  función 
normal  es  dirimir  las  contiendas  entre  particulares,  en  las  relacio- 
nes del  derecho  privado,  que  es  el  derecho  propio  de  los  privados, 
para  la  administración  de  la  justicia  entre  ellos. 

Esta  Suprema  Corte  no  conoce,  por  lo  tanto,  en  las  materias  del 
derecho  público  entre  una  Provincia  y  vecinos  de  otra,  ó  ciudada- 
nos ó  subditos  estrangeros  por  actos  de  administración  y  gobierno 
propio,  sobre  policia,  higiene,  seguridad,  dominio  eminente  del 
suelo,  contribuciones  y  demás  pertinentes  al  derecho  público  en 
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ellas,  sino  cuando  estos  aclos  se  discuten  como  contrarios  á  la 
Constitución  Nacional,  á  los  tratados  ó  leyes  del  Congreso,  que  son 
las  leyes  supremas  á  que  Jas  Provincias  deben  conformar  el  ejerci- 
cio de  su  soberania. 

Es  por  esto  que  la  Constitución  y  las  leyes  de  la  Nación  solo 
hacen  judiciables  á  las  Provincias  ante  esta  Suprema  Corte,  en  las 
causas  ciiiles  de  una  Provincia  con  vecinos  de  otra,  ó  de  ciudadanos 
ó  subditos  estrangeros. 

La  sentencia  de  vista  no  ha  podido,  por  lo  tanto,  establecer  por 
vía  de  disposición  legislativa  que:  «al  hacer  la  Constitución  Nacio- 
nal judiciables  á  las  Provincias  ante  esta  Corte  por  demanda  de  ve- 
cinos de  otra  ó  de  ciudadanos  ó  subditos  estrangeros,  lo  he  sido 
precisamente  por  sus  actos  de  gobierno  y  administración  en  viola- 
ción de  derechos  particulares». 

Es  esto  precisamente  lo  que  la  sentencia  de  vista  debia  estable- 
cer, nó  de  propia  autoridad  sino  con  relación  á  una  disposición  po- 
sitiva de  la  Constitución  ó  de  las  leyes  de  la  Nación,  para  mante- 
nerse en  el  rol  de  las  funciones  judiciales,  de  aplicar  la.  ley,  no  de 
estatuir  con  fuerza  de  ley:  las  atribuciones  del  poder  judicial  son;i/s 
dicere,  no  jus  condere, 

Pero  la  sentencia  de  vista  estatuye  por  vía  de  disposición  general 
de  derecho,  y  pronuncia  una  inhibición  general  contra  el  Gobierno 
de  Provincia  por  todo  acto  de  administración  y  gobierno  en  el  campo 
de  los  demandantes.  Es  mucho  mas  de  lo  que  estos  habían  solici- 
tado en  el  interdicto  de  afnparo  contra  la  colocación  de  mojones  so- 
bre el  campo. 

De  esta  suerte,  la  sentencia  de  vista  conoce  sin  jurisdicción  en  la 
causa,  resuelve  en  ella  de  hecho,  dando  por  establecida  su  compe- 
tencia cuestionada  por  la  autoridad  administrativa  de  Provincia; 
falla  contra  inauditam  partean  sobre  la  posesión,  libra  un  manda- 
miento de  amparo  sobre  acto  de  soberanía  territorial,  y  pronuncia 
ultra  pelita  prohibiendo,  en  general,  toda  clase  de  actos  de  esta  na- 
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turaleza  á  la  autoridad  local,  con  lo  cual  viola  todas  las  leyes,  que 
rijen  los  procedimientos  y  las  resoluciones  judiciales. 

Hay,  por  lo  tanto,  mas  que  sobrado  motivo  para  reveer  la  senten- 
cia de  esta  vista,  no  solo  en  razón  del  recurso  interpuesto  contra 
ella,  sino  también  como  acto  oficial  de  esta  Corte,  en  causa  que  per- 
manece contestada,  por  el  Gobierno  provincial,  y  que  puede  compro- 
meter, con  las  prerogativas  constitucionales  de  aquel,  el  propio  con- 
cepto y  autoridad  de  este. 

Es  este  un  caso  de  competencia  que  sale  de  las  condiciones  nor- 
males de  un  juicio  de  esta  naturaleza,  por  ser  la  persona  que  disputa 
la  jurisdicción  de  esta  Corte,  Juez  Supremo  también  de  sus  resolu- 
ciones en  las  materias  de  su  competencia. 

Esta  Corte  no  tiene,  ni  por  la  Constitución,  ni  por  las  leyes,  auto- 
ridad bastante  para  pronunciar  con  carácter  judicial  unai  resolución 
que  sea  concluyente  y  definitiva  sobre  su  propia  competencia  en  la 
causa,  y  mucho  menos  sobre  el  objeto  de  la  demanda. 

Una  resolución  semejante,  no  seria  jamas  ejecutable  de  su  propio 
imperio,  como  resolución  en  materia  de  su  esclusíva  competencia. 

Aunque  el  Gobierno  provincial  ha  concurrido  á  la  barra  de  esta 
Corte,  lo  ha  hecho  para  establecer  desde  ella  su  jurisdicción  y  com- 
petencia en  la  causa.  Desde  ella  ha  desconocido  y  disputado  á  esta 
Corte  el  derecho  de  constituirse  Juez  Supremo  de  sus  resoluciones 
administrativas,  de  que  él  se  constituye  á  la  vez  Supremo  Juez,  in- 
vocando su  autoridad  constitucional. 

¿Quién  resuelve  esta  competencia  de  dos  autoridades  supremas  en 
el  ejercicio  de  sus  atribuciones  constitucionales?  ¿Cómo  se  resuelven 
estas  competencias  de  los  altos  poderes  del  Estado,  que  no  tienen  un 
juez  común? 

Por  acto  político  de  los  mismos;  por  acto  oficial;  por  la  discusión 
de  los  principios  del  derecho  público  que  dan  racional  solución  á  la 
competencia. 

De  aquí  la  necesidad  de  que  esta  Suprema  Corte  se  pronuncie  so- 
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bre  su  competencia  y  jurisdicción  en  la  causa,  con  arreglo  á  la 
Constitución  y  á  las  leyes  de  la  Nación,  antes  de  pronunciar  en  ella. 

Con  arreglo  al  artículo  doce  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  compe- 
tencia de  los  Tribunales  Federales,  de  catorce  de  Setiembre  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  tres,  la  Suprema  Corte  « decide  las  competen- 
cias que  se  susciten  á  instancia  de  parte  sobre  jurisdicción  y  compe- 
tencia de  los  jueces  nacionales  > ;  pero  según  esta  ley  la  Corte  no 
resuelve  pro  tribunali  las  que  oficialmente  sean  promovidas  á  su 
autoridad  por  un  poder  político  independiente  en  el  réjimen  fede- 
rativo-nacional,  y  entonces  su  autoridad  y  jurisdicción  en  la  causa 
solo  sabría  ser  establecida  vis  á  n's  de  un  Gobierno  de  Provincia  ó 
de  cualquier  otro  Poder  Público  de  la  Nación,  en  la  forma  oficial  en 
que  se  discuten  y  resuelven  las  contestaciones  de  los  altos  Poderes 
del  Estado,  entre  si. 

No  obsta  á  esta  declaración  oficial  el  pronunciamiento  mismo  de 
esta  Corte  en  la  causa,  porque  mirado  el  caso  del  punto  de  vista  de 
Ips  procedimientos  judiciales  « siempre  que  de  la  demanda  aparezca 
claramente  que  la  causa  no  compete  á  la  justicia  nacional,  el  Juez 
deberá  desecharla  de  plano,  sin  mas  actuaciones»,  pues  «la  juris- 
dicción de  las  tribunales  y  Juzgados  Nacionales  determinada  por  la 
Constitución,  no  es  prorogable  sobre  personas  y  cosas  agenas  áella, 
aunque  las  partes  mismas  consientan  en  la  prorogacion »  (artículos 
uno  y  doce  de  la  Ley  de  Procedimientos  de  catorce  de  Setiembre  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  tres). 

Mientras  la  causa  penda,  de  cualquier  modo,  del  conocimiento  de 
esta  Corte;  mientras  la  sentencia  no  se  ha  ejecutado  y  está  sujeta  á 
su  jurisdicción  é  imperio,  esta  Corte  puede  y  debe,  ex  oficio,  sepa- 
rarse del  conocimiento  del  asunto,  desechando  sin  mas  trámite  la 
causa,  por  cnanto  su  jurisdicción  no  es  prorogable,  ni  de  común  con- 
sentimiento de  parte,  lo  que  es  tanto  mas  procedente  en  esta  oca- 
sión, cuanto  que  la  jurisdicción  de  esta  Corte  ha  sido  desconocida 
desde  el  primer  momento  que  el  Gobierno  Provincial,  y  este  man- 
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tiene  disculida  la  competencia  del  Tribunal,  aún  después  de  pronun- 
ciada la  sentencia  de  vista. 

Esto  funda  precisamente  el  recurso  de  apelación,  nulidad,  revi- 
sión, rescisión  ó  cual  mejor  hubiere  lugar  en  derecho  traído  á  la  con- 
sideración del  Tribunal. 

Este  recurso,  por  otra  parte;  es  en  sí  mismo  procedente  con  arre- 
glo á  los  artículos  siete  de  la  ley  de  diez  y  seis  de  Octubre  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  dos,  y  doscientos  cuarenta  y  uno  de  la  ley  de 
catorce  de  Setiembre  de  rail  ochocientos  sesenta  y  tres,  sobre  pro- 
cedimientos judiciales. 

El  recurso  bajo  todo  concepto,  se  encuentra  comprendido  en  los 
términos  espresos  de  la  ley  que  lo  acuerda  « cuando  la  sentencia  de- 
finitiva de  la  Suprema  Corte  en  primera  instancia,  hubiese  recaído 
sobre  cosas  no  pedidas  por  las  partes  » ;  ó  « cuando  en  ella  se  omitiere 
proveer  sobre  alguno  de  los  capítulos  de  la  demanda  ó  de  la  recon- 
vención ». 

Con  relación  á  la  defensa  y  excepción  propuesta  por  el  Gobierno 
provincial,  esta  omisión  no  solo  es  parcial,  sino  integral;  debiendo 
recordarse  que  al  alegar  su  propia  competencia  en  la  causa,  él  in- 
troduce una  pretensión  en  el  juicio  y  se  convierte  en  actor,  aún  su- 
puesto que  esta  competencia  debe  tomarse  como  una  mera  excep- 
ción dilatoria  ante  esta  Corte — reus  in  e.ripiendo  fit  actor. 

Tanto  por  esta  razón,  como  por  la  inhibición  general  que  aquella 
sentencia  pronuncia  contra  la  Provincia  y  Gobierno  de  Santa  Fé  el 
recurso  queda  comprendido  en  los  términos  literales  de  la  ley,  pues 
esa  sentencia  pronuncia  de  un  lado  « sobre  cosas  no  pedidas  por  las 
partes »,  y  omüe  por  otro  lado  pronunciar  sobre  la  pretensión  revin- 
dicatoria  de  la  jurisdicción  provincial. 

Inútil  parece  recordar  (¡ue  la  sentencia  de  vista  es  definitiva  en 
cuanto  á  la  posesión  interinaría,  y  que  concluye  con  la  acción  dedu- 
cida en  el  juicio. 

En  todo  caso,  y  aunque  el  recurso  no  estuviera  comprendido  como 
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lo  está  en  el  elemento  gramatical  de  la  ley,  el  menos  importante  de 
la  interpretación  judicial,  él  lo  está  principalmente  en  el  sentido  le- 
gal y  jurídico  de  la  misma,  deducido  de  las  leyes  y  principios  gene- 
rales de  derecho  que  quedan  establecidos  y  especialmente  de  los 
articules  uno,  dos,  tres,  cuarenta  y  cinco  á  cincuenta  y  tres,  ochenta 
y  tres,  ochenta  y  cuatro,  doscientos  seis,  doscientos  treinta  y  tres, 
doscientos  treinta  y  siete,  trescientos  treinta  y  cinco  y  demás  relati- 
vos de  la  misma  ley  de  procedimientos. 

El  recurso,  finalmente,  está  ya  admitido  y  sustanciado  por  esta 
€orte,  y  no  hay  medio  de  evitar  una  resolución  al  respecto,  cerrando 
la  puerta  al  recurso. 

Este  ha  sido  admitido  de  hecho  y  de  derecho  por  la  Corte  que  lo 
ha  sustanciado  con  un  traslado  á  los  demandantes,  quienes  lo  han 
evacuado  sin  formar  articulo  de  previo  y  especial  pronunciamiento 
sobre  su  admisión;  antes  al  contrario,  adhiriendo  á  la  apertura  de 
la  instancia,  piden  de  esta  Corte  que  la  sentencia  se  pronuncie  so-^ 
bre  algunos  particulares  de  la  demanda  que  no  tienen  solución  en 
la  sentencia  de  vista. 

Es,  pues,  llegado  el  caso  de  rever  aquella  sentencia  y  de  pronun- 
ciar sobre  la  incompetencia  de  esta  Corte  alegada  en  su  defensa  por 
el  Gobierno  Provincial,  y  en  que  se  funda  el  recurso  entablado  y  le- 
galmente  sustanciado  ya;  y  si  bien  es  cierto  que  para  pronunciar 
sobre  esto  mismo,  seria  necesario  pasar  la  causa  al  Relator  y  seña- 
lar dia  para  la  vista  de  la  causa,  según  las  leyes  del  procedimiento, 
también  es  cierto  que  en  casos  de  esta  naturaleza  la  Corte  debe  siVi 
mas  trámite  separarse  del  conocimiento  de  la  causa. 

Por  lo  tanto,  y  en  mérito  de  cuanto  queda  expuesto,  juzgando  en 
disidencia,  se  resuelve  que  esta  Corte  es  incompetente  para  conocer 
en  la  presente  causa ;  y  dejando  sin  efecto  la  sentencia  de  vista,  se 
declara  que  ella  es  de  la  competencia  administrativa  de  Provinci» 
ante  quien  deben  ocurrir  los  demandantes.  Hágase  saber. 

M.  D.  PlZARRO. 
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CAUSA    CV 


José  Benci  y  C%  contra  D.  Ahrahan  Medina ;  sobre  inconstitucional 

lidad  de  un  impmsto. 


Sumario.  —  La  ley  de  la  Provincia  de  Tucuman  en  la  parte  que 
prescribe,  que  « toda  carga  de  vinos  en  barriles  ó  en  botellas,  de  los 
que  se  fabrican  en  la  República,  que  se  consignan  ó  venden  para  el 
comumo  público,  pagará  doce  reales  fmr tes  por  cada  carga,  y  un  real 
ftierte  por  cada  docena  de  botellas,  de  las  que  vengan  en  cajones »,  es 
inconstitucional. 


Caso.  —  Lo  esplica  el 


Fallo  del  «luez  Federal 


Tucuman,  20  de  Abril  de  1882. 

Y  vistos:  resulta  de  ellos  lo  siguiente:  José  Benci  y  Compañía  se 
presentó  esponiendo  que  habiendo  introducido  á  este  mercado,  pro- 
cedente de  la  ciudad  de  San  Juan,  una  partida  de  bordalesas  de 
vino  se  ha  presentado  don  Abrahan  Medina  exijiéndole  el  pago  de 
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3  pesos  por  cada  casco  que  contiene  dicho  líquido,  fundado  en  que 
es  rematador  del  impuesto  que  la  ley  determina  para  dicho  articulo: 
que  estando  por  la  Constitución  Nacional  equiparados  estos  artí- 
culos de  producción  y  elaboración  Nacional  á  los  de  igual  clase  que 
hayan  venido  del  estrangero  y  pagado  ya  en  las  Aduanas  Naciona- 
les los  derechos  de  importación,  y  tratándose  en  el  caso  de  la  libre 
circulación  en  la  República,  de  articules  de  fabricación  nacional,  el 
impuesto  cobrado  era  inconstitucional:  que  en  este  concepto  pedia 
que  el  Juzgado  declarase  en  el  caso  presente  la  exhoneracion  del 
referido  impuesto,  ordenando  al  señor  Medina  abstenerse  de  su 
cobro. 

Don  Abrahan  Medina,  cuyo  título  de  rematador  del  impuesto  de 
que  se  trata  queda  acreditado,  á  petición  del  señor  Fiscal  por  el 
documento  en  copia  legalizada  que  corre  á  f.  8,  contestó  rechazando 
la  demanda  y  alegando  en  favor  de  su  causa,  para  demostrar  la 
constitucionalidad  del  impuesto  cobrado,  que  éste  era  al  consumo 
y  no  á  la  circulación  en  la  República  del  .artículo  ri/io,  á  que  la  ley 
de  esta  Provincia  habia  fijado  el  impuesto:  que  asi  lo  entendió  y 
resolvió  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  en  la  Causa  XII,  Tomo  1% 
2*  Serie,  en  un  caso  igual  al  presente. 

Corrida  vista  al  señor  Fiscal,  este  se  espidió  en  idénticos  términos 
al  demandado,  sosteniendo  las  mismas  proposiciones  que  éste,  y 
pidiendo  que  el  Juzgado  no  haga  lugar  á  la  demanda. 


Cuestión  de  derecho 


I 


Trátase  en  el  caso  que  se  ventila  de  averiguar  si  la  Provincia  de 
Tucuman  tiene  la  facultad  de  imponer  el  derecho  que  por  la  ley  ha 
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fijado  al  vino  importado  de  la  de  San  Juan,  consignado  ó  vendido 
en  la  misma  condición  en  que  viniera.  La  Constitución  Nacional  ha 
dicho  en  su  articulo  diez:  « En  el  interior  de  la  República  es  libre 
de  derechos  la  circulación  de  los  efectos  de  producción  ó  fabrica- 
ción nacional,  asi  como  la  de  los  géneros  y  mercancías  de  todas 
clases  despachadas  en  las  aduanas  interiores.  * 


II 


Dado  este  punto  de  partida,  que  es  radical  en  el  asunto,  y  esta* 
biecida  en  el  articulo  transcripto  la  igualdad  perfecta  respecto  á  la 
exhoneracion  de  impuestos,  entre  los  productos  nacionales  y  loses- 
trangeros  que  ya  pagaron  el  impuesto,  en  su  circulación  dentro  de 
la  República,  queda  patente  y  sin  el  menor  asidero  á  la  duda,  de 
que  los  vinos  traídos  de  San  Juan  y  elaborados  en  esa  Provincia, 
para  ser  expendidos  en  la  de  Tucuman  en  la  misma  condición  y  en- 
vase en  que  vinieron,  están  exentos  de  impuesto,  como  pudieran 
estar  las  mercaderías  estrangeras  que  pagaron  el  impuesto  á  las 
puertas  de  la  Nación. 


III 


Pero  el  demandado  y  en  seguida  el  señor  Fiscal,  dicen  que  el  im- 
puesto no  es  á  la  circulación  del  artículo,  sino  á  su  consumoy  como 
lo  ha  declarado  la  Suprema  Corte  en  el  fallo  citado. 

Al  entrar  en  esta  nueva  faz  de  la  cuestión,  es  necesario  para  re- 
solverla tener  conocimiento  de  la  ley  de  Tucuman  relativa  al  caso. 
Su  articulo  séptimo  dice:  « Las  casas  que  tuvieren  ventas  de  licores 
al  menudeo  pagarán,  ademas  de  la  patente  que  corresponde  á  las 
de  su  clase,  veinte  y  cinco  pesos  fuertes. »  Y  el  artículo  noveno,  que 
es  el  invocado  por  el  demandante,  dice:  «Toda  carga  de  vino  en 
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barriles  ó  en  botellas  de  las  que  se  fabrican  en  la  República,  que 
se  consignen  ó  vendan  para  el  consumo  público,  pagará  doce  reales 
fuertes  por  cada  carga  y  un  real  fuerte  por  cada  docena  de  botellas 
de  las  que  vengan  en  cajones ...»  f.  8. 


IV 


Del  conteste  de  estos  dos  articules  resulta  con  la  mas  íntima  evi- 
dencia, que  el  impuesto  establecido  por  el  articulo  noveno  no  es  al 
consumo,  aunque  así  lo  esprese,  pues  que  el  consumo  estaba  ya  gra- 
vado por  el  artículo  séptimo,  aunque  no  lo  espresára,  puesto  que 
consumo  no  es  otra  cosa  en  el  sentido  de  la  ley,  que  la  distribución 
al  menudeo  de  un  artículo,  en  sus  cambios,  para  satisfacer  las  nece- 
sidades á  que  está  destinado.  Si  no  fuera  esta  la  correcta  inteligen- 
cia del  articulo  noveno  en  combinación  con  ei  séptimo,  resultaría 
que  el  vino  gravado  por  aquel,  bajo  la  denominación  de  comumo, 
volvería  á  serlo  por  la  misma  causa,  por  este  último,  al  entrar  en  el 
comercio  al  menudeo,  que  es  su  fin  y  propósito.  O  en  otros  térmi- 
nos: que  el  barril  de  vino  habría  pagado  como  barril,  y  luego  vol- 
vería á  pagar  el  impuesto  en  sus  divisiones  y  subdivisiones  hechas 
para  la  venta  al  menudeo,  como  lo  exije  dicho  artículo  séptimo.  Esta 
conclusión  de  doble  pago  por  una  misma  causa  (el  consumo),  es  con- 
traria al  principio  de  legislación  y  jurisprudencia  universal  de  los 
romanos:  non  bis  in  ídem. 


V 


De  estas  últimas  consideraciones  es  forzoso  volver  asacar  la  con- 
dición de  que  el  impuesto  al  barril  de  vino  traído  de  San  Juan,  ela- 
borado en  San  Juan,  y  consignado  ó  vendido  en  Tucuman,  en  la 
misma  condición  y  envase  en  que  viniera,  es  clara  é  íntergiversa- 
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blemente  á  la  circulación,  la  que  no  importa  otra  cosa  que  tiacer  esa 
mercadería  accesible  al  cambio,  que  es  lo  que  la  Constitución  Nacio- 
nal ha  querido  proteger,  quitándole  las  trabas  de  los  impuestos  que 
encontrada  en  su  camino. 


VI 


La  misma  constitución  en  su  articulo  once,  ha  fijado  de  la  manera 
mas  clara  y  esplicita,  la  regla  de  jurisprudencia  del  caso,  cuando  al 

prohibir  los  derechos  de  tránsito  ha  agregado y  ningún  otro 

derecho  podrá  imponérseles  en  adelante  (á  ios  articules  de  produc- 
ción nacional),  cualquiera  qm  sea  su  denominación,  por  el  hecho  de 
transitar  el  territorio.  Luego,  mutatis  mutancU,  puede  decirse  con 
la  misma  Constitución,  que  á  los  artículos  de  producción  nacional, 
por  el  hecho  de  circular  dentro  de  la  República,  ó  por  el  hecho  de 
hacerlos  accesibles  á  las  operaciones  del  cambio,  no  se  le  puede 
gravar  con  derecho  alguno  cualquiera  que  sea  su  denominación.  De 
otro  modo,  una  palabra  (consumo)  seria  bastante  para  desviar  los 
preceptos  claros  y  protectores  de  la  ley  suprema. 


VII 


Esta  inteligencia  que  se  ha  fijado  á  la  ley  de  Tucuman  en  contra- 
posición á  la  Constitución,  está  fundada  como  se  acaba  de  esponer, 
no  tan  solo  en  los  claros  preceptos  de  esta,  sino  también  en  los  an- 
tecedentes de  la  jurisprudencia  norte- americana,  raíz  y  fundamento 
de  la  nuestra.  Según  ella,  solo  se  entiende  por  impuesto  al  consumo 
cuando  aquel  recae  sobre  artículos  importados  que  se  han  incorpo- 
rado á  la  masa  de  mercaderías  que  forman  la  propiedad  de  un  Es- 
tado, y  no  cuando  se  establece  sobre  artículos  introducidos  que  aún 
conservan  la  condición  y  embalaje  de  su  origen  y  de  su  fábrica.  Así 
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lo  entendió  y  resolvió  la  Suprema  Corte  norte-americana,  como  lo 
sienta  Curtis,  citado  por  el  Juez  Ormaechea  en  el  Fallo  XII  citado, 
que  se  presenta  como  modelo  para  el  caso,  transcribiendo  las  pala- 
bras del  Juez  Marshall  que  esponia  la  opinión  de  la  Suprema  Corte 
en  un  caso  idéntico  al  de  que  tratamos,  en  los  siguientes  térmi- 
nos:... «Al  presente  es  suficiente  decir,  en  sentido  general,  que 
cuando  el  importador,  disponiendo  de  la  cosa  importada,  la  ha  in- 
corporado y  mezclado  con  la  masa  de  la  propiedad  del  país,  ella  ha 
perdido,  quizá,  su  carácter  distintivo  de  importación,  pasando  á  que- 
dar sujeta  al  poder  de  imponer  derechos,  del  Estado:  pero  mientras 
permanece  siendo  propiedad  del  importador  en  su  almacén,  en  la 
forma  originaria  de  fardos,  bajo  que  ha  sido  importada,  un  derecho 
sobre  ella  es  demasiado  claramente  un  derecho  sobre  importaciones, 
para  que  pueda  escapar  á  la  prohibición  de  la  Constitución.  Es  con- 
veniente añadir  que  los  principios  sostenidos  en  este  caso,  son  apli- 
cables igualmente  al  de  las  importaciones  de  un  Estado  hermano.  No 
hacemos  distinción  entre  los  impuestos  sobre  los  artículos  estran- 
geros  y  los  sobre  los  nacionales.» 


VIII 


El  caso  contenido  en  la  causa  XII  de  los  Fallos  de  la  Suprema 
Corte,  no  es  análogo  al  presente,  puesto  que  en  la  ley  saltona  allí 
transcrita:  «Las  casas  donde  se  consigne  ó  espendan  por  mayor  y 
de  primera  mano  licores,  pagarán  cuatro  reales  por  barril  de  vino  y 
un  peso  por  el  de  aguardiente:»  no  se  encuentra  una  disposición 
análoga  á  la  del  articulo  séptimo  de  la  ley  tucumana.  Es  decir,  no 
hay  en  la  primera  un  artículo  que  espresamente  imponga  derechos 
al  consumo,  como  en  la  segunda,  el  séptimo  citado.  De  este  sin  duda 
infirió  el  Fallo  de  la  Corte,  que  aquel  impuesto  era  al  consumo,  y  no 
á  la  circulación.  Finalmente,  si  el  impuesto  en  cuestión  noesrepug- 
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naate  á  los  preceptos  de  la  Constitución,  el  Juzgado  no  .aiúerta  ni 
acertaría  á  figurarse  el  caso  en  que  se  contraviniese  á  ellos  impo- 
niendo derechos  á  la*circuIacion,  dentro  de  la  República,  de  los  pro- 
ductos de  su  propia  elaboración. 

Por  estos  fundamentos,  declaro:  que  la  ley  de  esta  Provincia  que 
impone  derechos  á  los  vinos  elaborados  en  la  de  San  Juan  y  de  allí 
importados,  al  ser  consignados  ó  vendidos  en  esta  plaza  en  barriles 
ó  pipas  en  que  vinieren,  es  repugnante  á  la  Constitución  Nacional. 
En  consecuencia,  ordeno  que  Don  Abralian  Medina  se  abstenga  de 
cobrar  el  impuesto  en  cuestión  á  José  Benci  y  C*.  Así  lo  resuelvo,  y 
ordeno  en  Tucuman  en  mi  despacho,  á  veinte  de  Abril  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  dos.  Hágase  saber  con  el  original  y  repóngase 
los  sellos. 

Benigno  Vallejo. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Octubre  2  de  1883. 

Vistos,  y  considerando:  Que  la  ley  en  cuestión  de  la  Provincia  de 
Tucuman,  prescribe  que  «toda  carga  de  vino  en  barriles  ó  en  bote- 
llas, de  los  que  se  fabrican  en  la  República,  que  se  consignen  ó  ven- 
dan para  el  consumo  público,  pagará  doce  reales  fuertes  por  cada 
carga,  y  un  real  fuerte  por  cada  docena  de  botellas,  de  las  que  ven- 
gan en  cajones»; 

Que  este  derecho  importa  un  impuesto  sobre  artículos  de  produc- 
ción nacional  por  el  hecho  de  introducirse  de  una  Provincia  á  otra, 
y  estando  aún  bajo  el  mismo  envase  y  acondicionamiento  en  que 
han  sido  introducidos,  y  sin  que  se  hayan  incorporado  al  capital  de 
la  Provincia ; 

Que  por  el  articulo  diez  de  la  Constitución,  es  libre  de  derechos  en 
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el  territorio  de  la  República,  la  circulación  de  los  efectos  de  produc- 
ción ó  fabricación  nacional,  asi  como  los  estrangeros,  despachados 
en  las  aduanas  esteriores; 

Que  en  el  presente  caso  no  se  trata  de  la  resolución  de  una  cues- 
tión en  general,  ó  en  términos  abstractos,  sino  de  un  juicio  incoado 
por  demanda  y  por  repuesta,  y  que  fallado  en  Primera  Instancia  ha 
venido  en  apelación  ante  esta  Corte; 

Por  estos  fundamentos-y  los  concordantes  de  la  sentencia  apelada 
de  foja  trece  vuelta,  se  confirma  esta,  con  costas.  Satisfechas  las  de 
la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.    B.    G0R0STIA6A. — J.    DOMÍNGUEZ. 

ULADISLAO  frías. 
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CAUSA     CVl 


D.  Constantino  Temes  García,  contra  el  Agente  de  la  ^Mala  Real 
Inglesan*;  sobre  devolución  de  precio  de  transporte. 


Sumario.— 'h?L  empresa  de  transporte  no  está  obligada  á  devolver 
el  precio  de  pasages  estipulado  para  ciertas  personas,  y  de  los  que 
han  usado  otras  con  consentimiento  de  estas. 


Caso. — Lo  espiica  el 


Fallo  del  «Juez  Federal 


Buenos  Aires,  Abril  30  de  1883. 

Vistos  estos  autos  de  los  que  resulta:  Primero:  Que  con  fecha  tres 
de  Mayo  de  1880  D.  Constantino  Temes  Garcia,  de  nacionalidad  es- 
pañol, contrato  con  la  empresa  de  navegación  á  vapor  denominado 
tMala  Real  Inglesa)»  el  transporte  desde  el  puerto  del  Carril,  en  Es- 
paña, hasta  esta  ciudad,  de  ocho  personas  de  su  familia,  abonando 
por  sus  pasages  la  cantidad  de  sesenta  libras  esterlinas,  por  la  que 
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le  olorgó  el  agente  de  dicha  compañía  residente  en  esta  ciudad,  el 
recibo  de  f.  4. 

Segundo:  Que  no  habiendo  conducido  la  compañía  sino  dos  délas 
personas  referidas  según  la  esposicion  del  recurrente  en  el  escrito 
de  f.  5,  se  presentó  deduciendo  demanda  ordinaria  en  forma  contra 
D.  Enrique  L.  Green,  agente  de  la  Mala  Real,  para  que  sé  le  con- 
deno á  la  devolución  inmediata  de  cuarenta  libras  por  la  diferencia 
señalada,  sus  intereses  y  costas. 

Tercero:  Que  corrido  traslado  de  la  demanda  contestó  Green  á 
f.  26  manifestando,  que  efectivamente  en  Mayo  de  1880  Temes  tomó 
pasage  de  3*  clase  para  ocho  personas  de  su  familia,  como  resultaba 
del  boleto  que  con  su  correspondiente  versión  al  español  acompa- 
ñaba; que  seis  de  esas  personas  se  embarcaron  para  esta  en  28  de 
Octubre  del  rpismo  año  en  el  vapor  «Trent»  habiéndose  rehusado  á 
hacerlo  las  otras  dos,  que  como  Temes  insistiera  en  sostener  que  su 
familia  no  habia  venido,  hicieron  averiguaciones,  llegando  á  saber 
que  aquel  habia  negociado  en  España  el  pasage  que  tomara  para  su 
familia,  embarcando  otras  personas  en  sustitución  poniendo  el  nom- 
bre de  los  que  figuraban  en  el  boleto;  que  esto  demuestra  que  se  ha 
hecho  uso  del  boleto  que  la  agencia  le  espidió  á  Temes;  que  si  en 
lugar  de  las  personas  en  él  designadas  hablan  venido  otras,  este 
hecho  proviene  esclusivaraente  de  culpa  del  tenedor  del  boleto  y  no 
de  la  empresa;  y  que  aquel  lo  ha  enagenado  faltando  á  los  derechos 
que  ese  boleto  le  daba,  pues  era  completamente  personal,  por  lo  que 
pedia-no  se  hiciera  lugar  á  las  pretensiones  del  actor. 

Cuarto:  Que  habiéndose  dado  traslado  á  este  de  los  documentos 
presentados  por  el  demandado,  espuso  en  el  escrito  de  f.  41,  que 
era  falso  que  hut^iese  beneficiado  los  pasages  en  España  ó  hubiese 
contribuido  á  ello;  que  tampoco  era  cierto  que  le  hayan  entre- 
gado el  boleto  que  se  pretende  hacer  figurar,  pues  si  asi  fuere,  lo 
habrían  hecho  sellar  con  el  sello  de  la  Agencia  originaria  de  Bue- 
nos Aires. 
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Quinto:  Que  la  causa  fué  recibida  á  prueba  para  que  se  justifique 
la  tacha  de  falsedad  puesta  al  boleto  de  f.  19,  no  habiéndose  pro- 
ducido ninguna  dentro  del  término  legal. 

Y  considerando:  Primero:  Que  tal  documento  agregado  á  f.  14 
resulta  que  con  el  referido  boleto  se  embarcaron  en  el  vapor  «Trent» 
de  la  misma  compañía,  de  que  es  agente  el  demandado,  y  con  des- 
tino á  esta  ciudad  seis  personas  entre  los  cuales  figuran  las  dos 
hermanas  del  demandante  Evarista  y  Fermina  Temes,  que  este  re- 
conoce haber  llegado  efectivamente  sin  que  haya  insinuado  siquiera 
que  hubiesen  tenido  que  servirse  de  otros  billetes  de  pasages,  —  lo 
que  induce  á  establecer  que  han  venido  con  el  boleto  exhibido  por 
la  agencia,  de  donde  se  deduce  en  primer  lugar,  que  este  es  autén- 
tico, y  en  segundo  lugar,  que  ha  estado  en  manos  de  las  personas 
para  quienes  fué  destinado. 

Segundo:  Que  la  única  observación  que  se  ha  hecho  contra  el 
contenido  del  referido  documento  en  cuanto  el  hecho  del  embarque 
de  las  seis  personas  en  él  nombradas,  es  que  algunas  de  las  que 
alli  figuran  llevan  el  apellido  de  Garcia  que  no  es  el  de  Temes  para 
quienes  fueron  tomados  los  pasages,  sin  desconocer  empero,  que  el 
embarque  tuvo  lugar  mediante  el  boleto  de  f.  l^  hecho  que  no  ha 
podido  producirse  sino  por  actos  procedentes  de  los  tenedores  del 
billete,  de  modo  que  solo  á  ellos  les  es  imputable,  si  en  vez  de  unas 
han  venido  otras  personas,  lo  que  exime  de  toda  responsabilidad  á 
la  empresa,  la  cual  en  uso  de  su  derecho,  ha  podido  aceptarla  trans- 
ferencia de  los  pasages  á  los  terceros.  ( Art.  1274,  Código  de  Co- 
mercio). 

Tercero:  Que  el  demandado  reconoce  sin  embargo,  que  dos  de 
las  personas  que  debian  embarcarse  rehusaron  hacerlo,  lo  que  im- 
porta una  rescisión  voluntaria  del  contrato  de  transporte  antes  de 
principiado  el  viage,  en  cuyo  caso  conforme  á  las  estipulaciones 
contenidas  en  el  boleto  de  f.  19  y  lo  dispuesto  en  el  inciso  %  artí- 
culo 1274  del  Código  de  Comercio  han  perdido  la  mitad  del  precio 
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del  pasage,  de  suerte  que  solo  tienen  derecho  á  exigir  la  devolución 
de  la  otra  mitad. 

Por  estos  fundamentos  fallo,  que  D.  Enrique  L.  Green  agente  de 
la  « Mala  Real  Inglesa  >  devuelva  á  D.  Constantino  Temes  Garcia  la 
mitad  del  precio  de  dos  pasages  de  tercera  clase  según  el  valor  que 
tenian  cuando  fueron  contratados,  absolviéndosele  de  la  demanda; 
y  cada  parte  pague  sus  costas.  Notifiquese  original  y  repónganse  los 
sellos  sin  mas  trámite. 

Virgilio  Tedin. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Octubre  (>  de  1B8B. 

Vistos:  Resultando  que  el  boleto  de  pasage  presentado  en  estos 
autos,  ha  sido  otorgado  en  Buenos  Aires  y  entregado  á  la  familia 
del  demandante;  puesto  que  como  este  mismo  lo  reconoce,  han  he- 
cho uso  de  él,  dos  hermanas  suyas  junto  con  otras  personas  anota- 
das al  dorso  de  dicho  boleto;  de  donde  se  deduce  que  estas  no  han 
podido  hacerlo  sin  el  espreso  convenio  y  consentimiento  de  aquella; 

Por  esto  y  los  fundamentos  de  la  sentencia  apelada,  se  confirma 
esta  con  costas. 

J.    DOMINGrCZ.  —  ULADISLAO   FRÍAS.  

S.   M.   LASPIUR. 


DE  JUSTICIA  XACIONAL  IOS 


c:al;sa  civii 


D.  Domingo  Rojas  contra  D.  Francisco  Hilla;  sobre  cumplimiento  de 

un  convenio. 


Sumario, —  1**  Siendo  claro  el  objeto  de  la  demanda,  debe  resol- 
verse sobre  él,  prescindiendo  de  las  palabras  que  se  han  empleado 
en  la  redacción  del  escrito. 

¥  El  que  ha  convenido  en  transferir  á  otro  el  uso  común  de 
la  parte  que  le  corresponde  en  una  acequia,  sin  condiciones,  debe 
darle  y  asegurarle  dicho  uso,  y  pa<.'^arle  los  perjuicios  causados  por 
no  haberlo  hecho. 


Caso.  —  D,  Francisco  Billa  convino  en  dar  á  D.  Domin^^o  Rojas, 
veinte  cuadras  de  terreno,  agregando:  « A  mas  la  acequia  que  hoy 
tienen,  quedará  en  sociedad». 

Rojas  espuso  que  I).  Alfredo  Lanús,  socio  de  Billa,  le  impedia  el 
uso  de  la  acequia  que  él  por  si  y  por  Lanús  habia  convenido  en 
darle  en  sociedad. 

Entretanto  la  acción  pro  socio,  pidió  se  condenara  á  Billa  al  cum- 
plimiento del  convenio,  y  á  pagarle  los  daños  y  perjuicios. 

T.  XVII  8 
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Fallo  del  «Juez  de  Sección 


Santiago  del  Estero,  Junio  26  de  1883. 

Y  vistos:  estos  autos  iniciados  por  el  Dr.  D.  Benjamin  Giménez» 
en  representación  de  D.  Domingo  Rojas,  contra  D.  Francisco  Billa, 
por  falta  de  cumplimiento  de  una  transacción,  é  indemnización  de 
daños  y  perjuicios,  de  cuyo  examen  resulta:  Oue  con  fecha  3  de 
Agosto  de  1882,  los  Sres.  Francisco  Billa  y  Domingo  Rojas  celebra- 
ron una  transacción  que  corre  á  f.  6,  por  la  que  el  primero  cede  al 
segundo  una  área  de  terreno  y  se  declara  que  la  acequia  que  tiene, 
queda  en  sociedad;  Que  en  fecha  15  de  Mayo,  Rojas  se  presenta  por 
medio  de  su  apoderado  Giménez  demandando  á  Billa  por  no  haber 
cumplido  la  transacción  ya  citada  en  su  parte  referente  al  uso  y 
goce  de  la  acequia  y  exigiéndole  le  indemnice  los  daños  y  perjuicios 
que  le  ha  causado  el  hecho  de  no  poder  usar  de  la  acequia;  Que 
Rojas  entabla  la  acción  pro  socio  nacida  de  la  cláusula  en  que  se 
declara  que  la  acequia  quedaba  en  sociedad;  Que  corrido  traslado 
de  la  demanda  á  Billa,  este  manifiesta  que  conceptúa  improcedente 
la  demanda  de  Rojas  por  cuanto  hace  nacer  la  acción  que  contra  él 
deduce  de  la  referida  cláusula  de  la  transacción  que  declara  que  la 
acequia  queda  en  sociedad;  Que  no  existiendo,  en  verdad,  semejante 
contrato  de  sociedad,  por  mas  que  se  use  de  ese  término  en  la  Irán- 
saccion,  no  ha  podido  Rojas  ejercitar  la  acción  pro  socio  que  ha  en- 
tablado en  su  contra;  Que  no  existiendo  los  elementos  jurídicos 
constitutivos  del  contrato  de  sociedad,  según  el  Código  Civil,  no 
existe  aquel,  por  mas  que  las  partes  hayan  hecho  uso  de  osa  pala- 
bra; Que  corrido  nuevo  traslado  á  Rojas,  contestó  que  no  es  del 
todo  exacto  que  no  haya  sociedad  entre  Rojas  y  Billa;  Que  aunque 
no  la  hubiera,  siempre  tendria  derecho  de  exigir  de  Billa  el  cum- 
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plimiento  de  la  transacción  en  todas  sus  partes;  Que  sea  nominado 
ó  innominado  el  contrato,  tiene  siempre  acción  contra  Billa  como 
cesionario  de  sus  derechos  en  la  acequia  en  cuestión  siendo  Billa  el 
cedente;  Que  corrido  nuevo  traslado  á  la  parte  de  Billa,  éste  insiste 
en  los  argumentos  aducidos  en  su  primer  escrito  de  f.  13,  reforzán- 
dolos con  otros  concordantes,  y  pidiendo  por  tanto,  no  se  haga  lu- 
gar a  la  demanda  entablada  por  Rojas;  Que  no  puede  cambiarse 
por  Rojas  la  acción  en  que  funda  su  demanda,  después  de  contes- 
tada esta;  Que  en  consecuencia,  el  Juez  debe  fallar  sobre  la  acción 
pro  socio  deducida  por  Rojas;  Que  esta  es  inadmisible  desde  que  no 
existe  en  realidad  contrato  alguno  de  sociedad.  Y  considerando: 
que  es  cierto  que  en  el  escrito  de  demanda  de  f.  7,  se  intenta  por 
Rojas  la  acción  pro  socio  fundándola  en  la  cláusula  de  la  transac- 
ción que  dice  que  la  acequia  que  tiene,  queda  en  sociedad;  Que  esta 
solo  existe  en  verdad,  cuando  se  reúnen  todos  los  elementos  jurídi- 
cos constitutivos  según  la  ley  civil  (art.  1^  Cap.  1^  Tít.  7^,  Sección 
3%  libro  ^,  Cód.  Civil),  de  aquel  contrato;  Que  como  lo  dice  la  parte 
de  Billa,  en  el  presente  caso,  no  concurren  todos  esos  elementos  in- 
dispensables y  esenciales  para  la  existencia  del  contrato  de  socie- 
dad; Que  no  puede  ser  en  manera  alguna  facultativo  de  las  partes 
el  dar  á  un  acto  jurídico,  un  carácter  que  la  ley  no  le  dá,  no  produ- 
ciendo otros  efectos  que  los  que  esta  le  reconoce  espresamente, 
cuando  se  llenan  sus  requisitos;  Que  Rojas  no  puede  cambiar  su 
acción  una  vez  contestada  la  demanda  (art.  58,  Tít.  VIII,  ley  de 
Procedimiento  Nacional,  de  16  de  Setiembre  de  1863);  Que  basán- 
dose la  demanda  de  Rojas  en  la  existencia  de  una  sociedad  que  no 
existe,  y  deduciéndose  la  acción  pro  socio,  con  arreglo  á  ella  debe 
ser  fallada  la  causa.  (Art.  3^  Tít.  1°,  Ley  de  Procedimiento  Nacio- 
nal de  1863)  es  impertinente  la  que  ha  intentado  contra  Billa. 

Por  estas  consideraciones  v  las  concordantes  aducidas  en  los  es- 
critos  de  f.  13  á  17,  y  f.  24  á  29;  no  se  hace  lugar  con  costas  á  la 
demanda  entablada  por  Rojas  contra  Billa,  fundada  en  la  acción 
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pro  socio.  Repuestos  los  sellos,  archívese  este  espediente.  Hágase 
saber. 

P.  Olaecliea  y  Alcorta, 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Octubre  9  de  1883. 

Vistos:  Considerando  que,  cualesquiera  que  sean  las  palabras 
empleadas  por  la  parte  de  Rojas  en  su  demanda,  resulta  claramente 
que  el  objeto  de  ella  es  obligar  á  Don  Domingo  "Billa  al  cumpli- 
miento de  la  transacción  de  foja  tres,  en  la  parte  que  se  refiere  á 
la  acequia  construida  por  él  y  Don  Alfredo  Lanus;  que  del  tenor  de 
la  cláusula  respectiva  de  dicha  transacción,  se  desprende  con  igual 
claridad  que  Billa  quiso  por  ella  trasferir  y  trasfirió  á  Rojas  la  pro- 
piedad y  uso  común  de  la  parte  que  en  dicha  acequia  le  correspon- 
día; que  Billa  está  por  consiguiente  obligado  á  hacer  efectiva  esa 
transferencia,  dando  y  asegurando  á  Rojas  el  uso  de  la  acequia, 
según  lo  convenido;  y  que  esto,  según  la  transacción,  no  está  sujeto 
á  condiciones  que  deben  ser  previamente  cumplidas  por  Rojas.  Por 
estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada,  y  se  declara  que 
Billa  está  obligado  á  dar  cumplimiento  á  la  cláusula  mencionada  y 
á  satisfacer  á  Rojas  los  daSos  é  intereses  que  justifique  haberle  oca- 
sionado la  demora. 

J.  B.  GOROSTIAGA. —  J.  DOMÍNGUEZ. 
'  — ULADISLAO  FRÍAS. —  S.  M.  LAS- 

PIUR. 
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C.AUSA  CVIII 


Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  de  Primera  Instancia  de  la 
Capital  y  el  de  Primera  Instancia  de  laProiHncia  de  Buenos  Aires, 
en  la  sucesión  de  D,  Benito  Galindez. 


Sumario.— 'i^  En  las  contiendas  de  competencia  entre  un  Juez  de 
la  Capital  de  la  Nación  y  un  Juez  de  Provincia,  y  en  las  relativas  á 
juicios  universales  de  sucesioo,  corresponde  á  la  Suprema  Corte  Fe- 
deral decidir  quién  es  el  Juez  competente. 

2°  El  Juez  competente  para  conocer  en  un  juicio  testamentario, 
es  el  del  último  domicilio  del  difunto,  y  este  es  donde  el  finado  tenia 
el  centro  principal  de  sus  negocios. 


Caso, — D.  Benito  Galindez,  vecino  del  Saladillo  y  Diputado  á  la  Le- 
gislatura de  Buenos  Aires,  hallándose  en  esta  ciudad,  falleció  el  12 
de  Mayo  de  1883. 

Su  albacea  testamentario  pidió  la  apertura  de  la  sucesión  al  Juez 
de  Primera  Instancia  de  la  Capital  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires, 
y  la  viuda  del  finado  la  pidió  ante  el  Juez  de  Primera  Instancia  de 
la  Capital  de  la  Nación. 

Los  dos  Jueces  se  declararon  competentes,  y  la  contienda  fué  ele- 
vada para  su  resolución  á  la  Suprema  Corte  Federal. 
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AUTO  DEL  JUEZ  DE  PRIMERA  INSTANCIA  DE  LA  CAPITAL  DE  LA  NACIÓN 


Buenos  Aires,  Junio  21  de  1883. 

Autos  y  vistos:  Considerando  que  la  presente  cuestión  de  compe- 
tencia se  ha  promovido  ante  este  Juzgado  adoptándose  por  el  que  ia 
propone  el  medio  inhibitorio  en  ejercicio  del  derecho  que  acuerdan 
los  artículos  410  y  412  del  Código  de  Procedimientos,  que  rijen  en  el 
presente  caso  por  la  intervención  de  jueces  que  ejercen  diferentes 
clases  de  jurisdicción;  que  comprobada  por  la  partida  de  defunción 
del  causante,  f.  5,  que  á  la  época  de  su  fallecimiento  tenia  su  domi- 
cilio en  esta  ciudad,  debe  estarse  al  precepto  del  artículo  634  de  di- 
cho Código:  Por  esto  y  los  fundamentos  del  escrito  de  f.  14  y  16  y 
los  de  la  precedente  Vista  del  Agente  Fiscal,  declárase  competente 
el  Juzgado  para  continuar  conociendo  en  el  presente  juicio  testa- 
mentarlo;  al  efecto,  líbrese  oficio  inhibitorio  al  señor  Juez  de  la  Ca- 
pital de  la  Provincia,  acompañándose  testimonio  del  citado  escrito, 
vista  fiscal,  y  del  presente  auto,  en  observancia  de  lo  dispuesto  en 
los  artículos  41o  y  417  del  Códiiro  citado. 

BENJAMÍN   BASÜALDO. 

Ante  mí:  Eduardo  Mansilla. 


AUTO  DEL  JUEZ  DE  PRIMERA  INSTANCIA  DE  LA  CAPITAL  DE  LA  PROVINCIA 

DE  BUENOS  AIRES 


Buenos  Aires,  Agosto  31  de  18S8. 

Autos  y  Vistos,  y  Considerando:  1^  Que  en  los  presentes  autos  se 
trata  de  resolver  quien  es  Juez  competente,  para  entender  en  el  jui- 
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cío  testamentario  de  D.  Benito  J.  Galindez,  muerto  en  la  Capital  de 
la  República  y  que  tenia  su  domicilio  constituido  en  el  Pueblo  del 
Saladillo,  partido  perteneciente  á  la  Provincia  de  Buenos  Aires. 

2°  Que  la  contienda  de  competencia  suscitada,  es  la  que  los  auto- 
res y  el  Códi«ro  de  Procedimientos  vigente  llaman  contienda  de  atri- 
buciones ó  simplemente  contienda  de  compotencia,  y  son  llamadas 
así  las  que  se  suscitan  entre  Jueces  que  tienen  un  mismo  fuero,  y 
solo  se  promueven  por  razón  del  domicilio  de  las  personas  ó  lugar 
de  las  cosas. 

3°  Que  tratar  la  cuestión  bajo  el  punto  de  vista  de  si  debió  serla 
declinatoria  ó  la  inhibitoria  la  que  debió  intentarse,  creo  no  ser  de 
ninguna  importancia  su  resolución,  tanto  mas  que  la  inhibitoria  es 
la  única  que  puede  resolver  el  caso,  desde  el  momento  de  tratarse 
de  Jueces,  que  si  bien  tienen  un  mismo  fuero,  es  decir,  la  compe- 
tencia civil,  la  jurisdicción  territorial  que  es  la  cuestión,  no  es  la 
misma;  uno  es  el  Juez  de  la  Capital  de  la  República  y  otro  de  la  Ca- 
pital de  la  Provincia,  y  la  contienda  de  competencia,  es  decir,  la 
inhibitoria  por  sus  trámites  es  la  que  puede  dirimir  la  cuestión,  por 
intermedio  de  la  Suprema  Corte  Nacional. 

4°  Aceptada  la  cuestión  de  competencia  por  inhibitoria,  como  tra- 
bada, y  considerándose  ambos  Jueces  con  autoridad  para  entender 
en  el  juicio  sucesorio  de  Benito  J.  Galindez,  toca  á  este  Juzgado  fun- 
dar las  razones  que  obran  en  su  espíritu  para  creer  que  es  de  su 
competencia,  y  asi  lo  declara. 

La  cuestión  que  resuelve  por  completo  es  la  siguiente:  ^Cuál  es  el 
domicilio  del  causante,  su  domicilio  permanente,  el  Saladillo;  lugar 
del  testamento,  ó  su  domicilio  temporal,  la  Capital  de  la  República, 
lugar  de  su  fallecimiento? 

5^  Para  resolver  esta  cuestión,  el  Juzgado  entra  al  examen  jurí- 
dico de  nuestras  leyes  Patrias  en  lo  tocante  á  domicilio.  Primera 
cuestión:  ;Cómo  él  se  adquiere?  ¿Cómo  se  conserva?  ¿Cómo  se  pierde? 
Bastará  para  ello  estudiar  el  título  G°,  L.  l^,Sec.  1*  «Del  domicilio», 
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no  solo  por  las  disposiciones  legales  de  nuestro  Código  Civil,  sino 
también  por  los  comentarios  de  los  autores  de  esa  ley,  de  quienes 
copia  el  autor  del  Código  Civil  Argentino,  autores  que  á  su  vez  co- 
piaron, modificando  las  leyes  Romanas  sobre  el  domicilio,  los  au- 
tores franceses  de  la  ley  de  domicilio  en  Francia  ( Monricault  y  M. 
Malherbe). 

El  artículo  1°  de  nuestro  Códiíío  Civil,  sobre  la  cuestión  á  tra- 
tarse, dice  en  su  primera  parte,  terminantemente,  que  el  domicilio 
real  de  las  personas  es  el  lugar  donde  tienen  establecido  el  princi- 
pal establecimiento  de  su  residencia  y  de  sus  negocios.  ¿Cuál  es  el 
domicilio  de  Benito  J.  Galindez?  El  puel)lo  del  Saladillo.  Asi  lo  ase- 
veran los  testigos  libres  de  toda  tacha;  asi  también  lo  determina  el 
testamento  cerrado  que  tiene  como  lugar  de  su  otorgamiento  ese 
pueblo;  y  así  resulta  de  autos  por  ser  esa  localidad  el  asiento  prin- 
cipal de  sus  negocios. 

Pero  el  domicilio  designado  por  ese  artículo  es  el  domicilio  real, 
es  decir  el  domicilio  por  el  uso  y  goce  de  sus  derechos  individuales, 
asiento  de  su  residencia  y  de  sus  negocios,  pudiendo  tener,  por  lo 
tanto,  otro  domicilio,  lugar  de  su  familia;  domicilio  legal,  cuyas  de- 
terminaciones están  en  el  articulo  2^  Henry  Plon,  p.  3,  dice:  que 
esta  definición  (del  domicilio  real)  solo  indica  el  lugar  donde  está 
una  persona,  no  siendo  propiamente  la  definición  del  domicilio; 
consideraciones  que  pueden  haber  suscitado  dudas  en  el  ánimo  del 
Juez  que  pide  la  inhibitoria. 

Si  bien  esa  duda  pudo  existir,  ella  cesa  desde  el  momento  que  se 
concuerda  con  el  artículo  T  el  artículo  o*  que  dice :  « en  el  caso  de 
habitación  alternativa  en  diferentes  lugares,  el  domicilio  es  el  lugar 
donde  se  tenga  la  familia  ó  el  principal  establecimiento)». 

Por  el  estudio  comparado  de  estos  dos  artículos,  se  desprende  que 
el  domicilio  real  es  al  mismo  tiempo  el  domicilio  legal  cuando  la 
persona  no  tenga  familia  y  tenga  su  establecimiento  principal  en  el 
lugar  del  domicilio  real.  Todo  esto  consta  de  autos:  he  dicho  que 
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dos  testigos  asi  lo  declaran,  que  el  testamento  está  otorgado  en  el 
Saladillo;  ahora  digo  con  las  constancias  de  autos,  que  su  estable- 
cimiento principal  era  en  el  Saladillo  (Estancia). 

Por  lo  dicho  se  desprende  que  el  domicilio  real  de  Benito  J.  Ga- 
lindez,  era  el  pueblo  del  Saladillo,  jurisdicción  de  la  Provincia  de 
Buenos  Aires  y  partido  de  la  jurisdicción  territorial  del  Juez  á  quien 
se  pide  se  inhiba. 

Veamos  si  al  no  ser  el  Saladillo  domicilio  real  de  Galindez  ¿cuál 
seria  el  legal?  El  artículo  2°  del  Código  Civil,  título,  libro  y  sección 
citado,  dice:  El  domicilio  legal,  es  el  lugar  donde  la  ley  presume, 
sin  admitir  prueba  en  contra  que  una  persona  reside  de  nna  manera 
permanente  para  el  ejercicio  de  sus  derechos  y  el  cumplimiento  de 
sus  obligaciones;  aunque  de  hecho  no  esté  allí  presente. 

En  el  escrito  de  f.  3,  se  dice  que  el  domicilio  de  D.  Benito  J.  Ga- 
lindez era  el  Saladillo;  que  allí  era  el  asiento  de  sus  negocios  y 
permanencia  con  carácter  permanente,  afirmación  ratificada  á  f.  4, 
por  los  señores  Mariano  Acosta  y  Martin  Berraondo,  firmantes  del 
escrito  de  f.  3;  lugar  del  otorgamiento  del  testamento  cerrado,  y 
partido  perteneciente  ala  sección  por  la  cual  fué  electo  diputado. 

El  cargo  de  diputado  no  puede  hacer  cambiar  ni  cambia  el  ánimo 
y  facto  del  domicilio  elegido,  y  una  vez  determinado  basta  el  ánimo 
para  conservarlo.  Tan  es  así,  que  un  largo  viaje  no  altera  el  domi- 
cilio, mientras  no  se  demuestre  el  hecho  de  no  permanecer  en  su 
anterior  domicilio,  y  el  ánimo  y  facto  de  tener  otro,  de  una  manera 
verdadera  y  con  carácter  de  perpetuidad.  Pothier,  lugar  citado,  ar- 
ticulo 9. 

La  ley  romana  que  tenía  diversos  domicilios,  aceptaba  la  mudan- 
za de  domicilio  por  la  dignidad  del  cargo  de  diputado,  pero  entre 
nosotros  no  tenemos  domicilio  de  dignidad  *  sino  simplemente  do- 
micilio real  y  legal  y  domicilios  especiales^  no  perdiendo  por  lo 
tanto  el  domicilio  por  el  solo  hecho  de  aceptar  el  cargo  de  diputado 
—  cargo  de  carácter  transitorio  y  periódico.  Las  (unciones  de  los 
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senadores  romanos  eran  conlinuas;  y  si  bien  adquirían  un  nuevo 
domicilio,  no  perdian  el  domicilio  de  origen.  (Ley  2*,  Lib.  9,  Tit.  1** 
del  Digesto). 

Los  senadores  y  diputados  al  Congreso  Argentino,  no  pierden  su 
domicilio  real  y  legal  de  las  provincias  que  vienen  representando, 
para  cambiarlo  por  el  luirar  de.  la  capital,  sitio  de  sus  sesiones,  salvo 
el  caso  que  así  lo  determinen  por  hechos  que  no  dejen  duda  alguna 
que  cambia  su  domicilio  animo  fado;  de  lo  contrario  lo  conservan 
en  todo  su  vigor,  de  acuerdo  con  la  ley  civil. 

Estas  opiniones  que  están  conformes  y  de  acuerdo  con  la  ley  civil 
y  su  espíritu,  están  sostenidas  por  Manadis,  lib.  III,  |).  251  y  siguien- 
tes, edición  de  1873,  Paris;  Zacharia»,  Del  domicilio,  p.  118  y  si- 
guientes, edición  de  Paris;  Auírusto  Durand,  185;  y  por  último  los 
sostenedores  del  proyecto  del  domicilio  presentado  á  las  cámaras 
legislativas  francesas  de  1803  para  el  Código  Civil,  Mouri-Camet  y 
M.  Mal  herbé. 

Todos  ellos  esplican  la  razón  y  las  causas  que  dan  el  domicilio; 
razones  sociales  y  civiles  que  han  servido  á  nuestro  codificador  y 
forman  el  cuerpo  de  doctrina  de  nuestro  Código  Civil  actual,  y  todos 
ellos  dan  como  necesidad  absoluta  para  el  domicilio,  ya  el  asiento 
principal  de  sus  negocios,  ya  la  residencia  permanente  para  el  ejer- 
cicio de  sus  derechos  (arts.  1  y  2,  Cód.  Civil,  lugar  citado)  y  cum- 
plimiento de  sus  obligaciones  y  dando  para  conservarla  el  ánimo  y 
el  ¡acto, 

Eu  estas  consideraciones  y  fundamentos  legales  citados  y  princi- 
pios generales  de  derecho,  este  Juzgado  cree  que  están  resueltas  las 
preguntas  hechas  /  Cómo  se  adquiere,  cómo  se  conserva,  cómo  se 
pierde  el  domicilio  i  están  contestadas,  se  adquiere  por  el  ánimo  y 
facto;  se  conserva  por  el  ánimo,  y  se  pierde  por  el  ánimo  y  factode 
cambiarlo  á  otro  lugar  en  carácter  de  permanente. 

Aplicando  estas  conclusiones  al  caso  sab  judice,  tenemos  que  don 
Benito  J.  Galindez  tomó  su  domicilio  real  v  legal  con  ánimo  y  facto 
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en  el  partido  del  Saladillo;  que  lo  conservó  con  el  ánimo  y  no  io 
perdió  porqne  no  tenia  ánimo  y  facto  de  cambiar  á  otro  su  residen- 
cia ni  sus  negocios. 

Esta  última  parte  merece  algunas  consideraciones  mas  por  cuanto 
aceptó  el  cargo  de  diputado  y  citaré  los  mismos  autores  Manadie, 
Pothier,  Zachariae-Maumont,  M.  Malherbe,  que  sostienen  el  principio 
jurídico  de  nuestro  Código  Civil,  inciso  1,  artículo  2,  título  citado, 
diciendo  que  los  empleos  y  cargos  públicos  cambian  el  domicilio, 
cuando  ellos  son  á  perpetuidad  ó  irrevocables,  pero  que  no  lo  cam- 
bian cuando  son  temporales,  fijando  el  domicilio,  de  los  primeros  en 
en  el  lugar  en  que  desempeñan  sus  funciones,  desde  el  momento  de 
su  aceptación,  por  cuanto  presupone  el  ánimo  y  el  facto  de  trasla- 
ción al  lugar  de  su  destino,  y  no  siendo  necesaria  manifestación  ul- 
terior para  asi  determinarlo,  queda  determinado  por  el  solo  hecho 
de  aceptación  del  cargo. 

No  sucede  así  en  el  segundo  caso;  en  las  funciones  temporales  se 
supone  que  guarda  su  anterior  domicilio  y  necesitan  hacer  una  ma- 
nifestación de  ánimo  y  facto  para  determinar  que  ha  cambiado  de 
domicilio;  en  caso  de  no  existir  manifestación  alguna,  el  domicilio 
es  el  que  ha  tenido  antes  de  aceptar  y  prestar  juramento  del  cargo 
para  el  cual  ha  sidoelejido. 

Con  referencia  á  este  punto,  el  señor  Manad,  página  259,  edición 
citada,  dice:  he  llamado  temporal  un  cargo  que  es  conferido  por  un 
cierto  lapso  de  tiempo,  en  oposición  á  los  que  su  duración  es  ilimi- 
tada. Un  cargo  revocable  es  aquel  que  puede  ser  retirado  por  la 
sola  voluntad  de  la  autoridad  que  le  ha  conferido,  á  diferencia  de 
los  cargos  inamovibles  de  que  no  pueden  ser  despojados  una  vez  que 
lo  ha  revestido,  sino  por  la  autoridad  que  lo  nombró.  Un  cargo  puede 
ser  temporal  ó  irrevocal)le;  tal  es  el  cargo  de  diputado,  cuya  dura- 
ción está  determinada  por  la  Constitución  y  que  no  puede  ser  decla- 
rado cesante  en  sus  funciones  sino  por  las  leyes  reglamentarias  de 
los  cuerpos  legislativos,  ó  por  perder  su  capacidad  civil.  Malherbe, 
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refiriéndose  al  mismo  punto,  dice:  Las  funciones  públicas  ó  son  tem- 
porales ó  son  de  toda  la  vida;  y  no  es  natural  que  todas  tengan  un 
mismo  efecto  con  respecto  al  establecimiento  del  domicilio.  El  fun- 
cionario público  por  cierto  tiempo,  conserva  casi  siempre  la  espe- 
ranza de  volver  al  lugar  de  su  morada  al  tiempo  del  nombramiento. 
Concluida  su  misión  se  apresura  á  restituirse  á  sus  lugares,  mayor- 
mente cuando  espera  allí  la  recompensa  de  sus  servicios,  el  aprecio 
de  sus  conciudadanos  y  la  consideración  pública.  Se  ha  creido,  pues 
justo  darle  la  facultad  de  conservar  su  domicilio,  ni  que  se  cambie 
de  otro  modo  que  por  la  manifestación  de  su  voluntad  misma.  La 
residencia  de  un  empleado  perpetua  es  siempre  necesaria  en  el  lugar 
en  que  desempeña  su  destino.  Ninguna  duda,  pues,  puede  haber  que 
este  lugar  sea  su  domicilio  verdadero.  Su  principal  morada  es  allí; 
y  esto  no  puede  ser  contradicho  tampoco  por  la  declaración  de  una 
voluntad  contraria.  La  ley  no  puede  admitir  una  suposición  tan 
abiertamente  opuesta  á  la  utilidad  común. 

Aun  cuando  las  disposiciones  de  nuestro  Código  no  son  las  mismas 
que  las  del  Código  francés,  los  principios  generales  del  Derecho  que 
los  autores  citados  tratan  son  los  mismos  que  deben  tenerse  en  vista 
para  la  aplicación  y  el  estudio  interpretativo  y  concordante  de  todo 
el  título  Del  Domicilio  de  nuestro  Código  Civil. 

Nuestro  Código  también  hace  diferencias,  en  el  inciso  1^,  artículo 
2,  referentes  á  los  funcionarios  de  carácter  temporal  periódicos  ó 
de  simple  comisión:  excepción  al  principio  general  que  el  domicilio 
de  un  empleado  es  el  del  lui^^ar  de  sus  funciones,  empleos  que  deben 
suponerse  vitalicios  en  todo  buen  gobierno,  salvo  que  los  nombra- 
dos desmerezcan  por  su  mala  conducta  ó  por  falta  al  cumplimiento 
de  los  deberes  que  su  puesto  les  impone. 

Los  fundamentos  aducidos,  principios  í/enerales  del  derecho  ci- 
tado, y  las  disposiciones  del  título  estudiadas,  inclinan  mi  espíritu  á 
pensar  y  resolver  que  el  juicio  sucesorio  de  Benito  J.  Galindez,  es  de 
mi  jurisdicción  y  competencia,  y  de  acuerdo  con  el  inciso  7  del  artí- 
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culo  2,  y  vista  fiscal  de  f.  50,  decláralo  asi  este  Juzgado  y  debe  pro- 
ceder á  su  apertura. 

En  consecuencia:  comuniqúese  esta  resolución  al  Juez  Dr.  Ba- 
sualdo  y  elévense  los  autos  á  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacio- 
nal, en  la. forma  de  estilo.  Repónganse  las  fojas. 

Valentín  M.  Curutchet, 


VISTA  DEL  SENOR  PROCl'RADOR  GENERAL 


Suprema  Corte: 

«El  centro  principal  de  los  negocios  es  el  elemento  principal  para 
determinar  el  domicilio  de  las  personas  jurídicas  ó  individuales». 
Serie  1%  Tomo  9,  página  36o. 

Esta  declaración  de  V.  E.,  perfectamente  de  acuerdo  con  la  regla 
primera  y  fundamental  del  Código  Civil  sobre  la  materia,  resuelve, 
á  mi  juicio,  sin  vacilación,  el  presente  caso. 

Consta  que  el  finado  Galindez  tenia  su  residencia  principal  y  el 
centro  de  sus  negocios  en  el  Saladillo.  Así  lo  declaran  testigos  que 
merecen  toda  fé,  y  lo  afirma  el  mismo  finado  al  otorgar  su  testa- 
mento; su  permanencia  en  esta  capital,  como  Diputado,  era  acci- 
dental y  transitoria.  Lo  era,  bajo  el  doble  punto  de  la  residencia 
de  la  misma  Legislatura,  que  ha  determinado  su  traslación  para  una 
época  no  muy  remota,  y  de  la  naturaleza  del  cargo,  notoriamente 
temporario  y  periódico.  —  Artículo  2^  capítulo  fi^,  libro  1,  Código 
Civil. 

Sírvase  V.  E.  declarar  esta  competencia  en  favor  del  Juzgado  de 
la  Provincia. 

Eduardo  Costa, 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Octubre  11  de  1888. 

Vistos:  Correspondiendo  á  esta  Suprema  Corte  la  decisión  de  la 
presente  contienda  de  competencia,  atento  lo  dispuesto  por  el  arti- 
culo noventa  y  cuatro  de  la  ley  de  organización  de  los  Tribunales 
de  Justicia  de  la  Capital  y  por  el  artículo  tercero  de  la  ley  nacional 
de  tres  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  ocho,  la  Corte 
resuelve,  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  señor  Pro- 
curador General  en  su  precedente  vista,  y  por  los  fundamentos  del 
auto  de  foja  cincuenta  y  dos  del  Juez  de  la  Capital  de  la  Provincia 
de  Buenos  Aires,  que  este  es  el  competente  para  conocer  en  esta 
causa. 

Remítansele  en  consecuencia  estas  actuaciones,  y  avísese  al  Juez 
de  Primera  Instancia  de  esta  Capital.  Repónganse  los  sellos. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
ULADISLAO    FRÍAS.  —  S.   xM.  LASPIUR 

M.  D.  piZARRt)  (en  disidencia ). 


DISIDENCIA 


No  teniendo  esta  Corte  jurisdicción,  ni  i)or  la  Constitución,  ni  por 
las  leyes  del  Congreso,  para  resolver  las  competencias  que  se  susci- 
ten entre  los  Jueces  ordinarios  de  las  Provincias  y  de  la  Capital: 
siendo  la  jurisdicción  de  esta  Corte  determinada  por  la  Constitución, 
improrogable  sobre  personas  y  cosas  agenas  á  ellas,  aún  cuando  las 
partes  litigantes  convengan  en  la  prorogacion,  sogun  el  artículo 
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primero  de  la  ley  de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  tres;  y  debiendo  con  arrej^do  al  artículo  tercero  de  la 
misma,  declararse,  sin  mas  actuaciones,  la  incompetencia  cuando 
claramente  aparezca  que  la  causa  no  compete  á  la  Justicia  nacio- 
nal; se  declara  sin  mas  trámite  que  esta  Corte  es  incompetente 
para  conocer  en  la  presente  causa.  Hágase  saber  y  devuélvanse  los 
autos. 

M.  D.  PIZARRO. 


c:ausa  c: 


D,  Germán  Durmetster  contra  doña  Petrona  C.  de  Iriondo,  por  con- 
tienda de  competencia;  sobre  remisión  de  autos 


Sumario.  —  Al  ju^'  inferior  que  obstruye  el  curso  regular  de  la 
administración  de  }Tisticia  nacional,  negándose  á  remitir  los  autos, 
para  que  la  Suprema  Corte  dirima  una  contienda  de  competencia, 
debe  obligársele  con  apremio  al  cumplimiento  de  ese  trámite,  pa- 
sándose ademas  los  autos  al  Procurador  General. 
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Caso. — Espedidas  las  órdenes  indicadas  por  el  fallo  de  la  Suprema 
Corte  de  20  de  Setiembre  de  1883,  el  Juez  Provincial  de  Santa  Fé 
contestó  que  no  podia  mandar  los  autos  por  tener  que  resolver  un 
incidente,  y  que  no  reconocía  en  la  Suprema  Corte  el  derecho  de  pe- 
dirle dichos  autos. 


Fallo  de  la  Suprema  Corle 


Buenos  Aires,  Octubre  13  de  1883. 

Resultando  de  la  nota  precedente  que  el  Juez  de  Primera  Instan- 
cia de  la  ciudad  de  Santa  Fé,  doctor  don  Eudoro  Rosas,  rehusa,  bajo 
infundados  motivos  y  en  términos  irrespetuosos  y  depresivos  de  la 
autoridad  de  esta  Suprema  Corte,  dar  cumplimiento  á  su  resolución 
de  fecha  veinte  de  Setiembre,  por  la  cual  se  dispuso  que  remitiera 
los  autos  pendientes  en  ese  Juzgado,  sobre  mensura  de  un  campo  de 
propiedad  del  doctor  don  Germán  Burmeister,  y  protesta  deducida 
por  doria  Petrona  Candioti  de  Iriondo:  Y  considerando  que  esa  pro- 
videncia fué  dictada  con  el  objeto  de  decidir  la  competencia  promo- 
vida al  espresado  Juez  por  el  de  Sección  de  la  Provincia  de  Santa 
Fé,  habiéndole  dirii^ido  con  este  motivo  diversos  oficios,  sin  que  en 
diez  V  ocho  meses  transcurridos  hava  recibido  contestación  á  nin- 
pruno  de  ellos,  faltando  así  el  Juez  de  Primera  Instancia  al  deber  que 
para  tales  casos  le  impone  la  ley:  —  que  este  tribunal  es  el  único 
competente  para  decidir  esa  clase  de  contiendas,  y  no  debe  permitir 
que  un  juez  inferior  de  Provincia,  procediendo  arbitrariamente,  obs- 
truya el  curso  regular  de  la  administración  de  justicia  nacional;  por 
estas  razones,  pídase  al  Poder  Ejecutivo  el  poder  de  la  fuerza  pú- 
blica para  que  por  medio  de  ella,  se  saquen  del  dicho  Juzgado  de 
Primera  Instancia  de  la  ciudad  de  Santa  Fé,  los  referidos  autos  v 
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se  trai^^an  ante  esta  Corte,  dirigiéndole  al  efecto  el  oficio  corres- 
pondiente, con  testimonio  de  la  nota  y  anto  del  Juez  de  Sección, 
fecha  diez  y  ocho  de  Agosto  último,  de  la  vista  del  señor  Procurador 
General,  del  auto  dictado  por  este  tribunal  en  veinte  de  Setiembre 
último  y  de  la  nota  precedente  del  Juez  de  Primera  Instancia.  Y  á 
los  demás  fines  á  que  haya  lugar;  atentos  los  términos  de  la  contes- 
tación de  dicho  Juez  de  Primera  Instancia  pase  el  espediente  en 
vista  al  señor  Procurador  General. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  frías. — S.  M.  LASPIUR. 


CAUSA  c:x 


Echesortu  y  Casas,  contra  Mallmann  y  C*,  por  daños  y  perjuicios; 

sobre  nombramiento  de  arbitros 


Sumario.  — En  los  casos  que  no  son  de  abitraje  forzozo,  para  fi- 
jar el  importe  de  los  perjuicios,  no  puede  obligarse  á  las  partes  á 
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nombrar  arbitros,  sino  tan  solo  peritos  para  ilustrar  con  su  dicta- 
men  al  Juez  que  debe  resolver. 


Caso,  —  En  los  autos  seguidos  por  Mallmann  y  C*,  contra  Eche- 
sortu  y  Casas,  para  no  espender  la  cerveza  marca  caballo  con  gi- 
nete,  de  la  fábrica  Deettmann  y  Sauerlander(Aachen),  quedó  ejecu- 
toriada la  sentencia  por  la  que  no  se  hizo  lugar  á  la  demanda,  y  se 
mandó  nombrar  peritos  para  apreciar  los  perjuicios  causados  á  Eche- 
sortu  y  Casas  por  habérseles  impedido  el  espendio  de  la  cerveza. 

Las  partes  nombraron  peritos,  que  tramitaron  el  asunto  como 
una  causa  ordinaria,  llegando  al  punto  de  hacer  alegar  de  bien  pro- 
bado. 

Presentados  los  alegatos,  los  peritos  pidieron  próroga,  por  no 
poder  laudar  dentro  del  poco  término  que  les  quedaba. 

Echesortu  y  Casas  se  negaron,  y  los  peritos  presentaron  su  re- 
nuncia. 

Llamados  á  juicio  verbal,  Echesortu  y  Casas  dijeron  que  se  nega- 
ron á  conceder  mas  termino,  porque  el  procedimiento  de  los  peritos 
era  irregular,  y  obraban  como  arbitros  para  resolver,  cuando  no 
podían  ser  sino  peritos  para  ilustrar  el  Juzgado;  y  que  ellos  no  es- 
taban  dispuestos  á  nombrar  arbitros. 

El  Juez  declaró  que  los  peritos^  sea  que  se  les  llamase  así  ó  ar- 
bitros, debían  resolver  el  quantum  de  los  perjuicios;  y  resolvió  que 
las  partes  prorogáran  el  término  á  los  nombrados,  ó  nombrasen  á 
otros,  que  resuelvan. 

Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Octubre  13  de  1883. 

Vistos  y  considerando:  Que  no  es  este  un  caso  de  forzoso  arbitraje, 
en  virtud  de  disposición  legal  que  haga  necesario  este  procedí- 
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miento  ante  jueces  especiales  para  la  fijación  del  quantum  de  las 
indemnizaciones  que  deban  abonarse  por  daños  y  perjuicios;  Que  la 
sentencia  ejecutoriada  de  foja  ciento  veinte  y  ocho,  ordena  el  nom- 
bramiento de  peritos  y  no  de  arbitros;  Que  no  se  puede  confundir 
el  dictamen  pericial  para  mayor  ilustración  del  Tribunal  que  ha  de 
pronunciar  en  la  causa,  con  el  laudo  ó  sentencia  de  los  jueces  ar- 
bitros, que  ejercen  en  ella  jurisdicción;  Que  aunque  los  nombrados 
lo  hayan  sido  en  este  carácter,  no  existe  compromiso  formal  de  su- 
jetar la  causa  á  la  decisión  de  jueces  arbitros;  Que  nadie  puede  ser 
sacado  contra  su  voluntad  de  la  jurisdicción  desús  jueces  naturales, 
Que,  en  todo  caso,  el  término  señalado  por  el  acta  de  foja  ciento 
cincuenta  y  cuatro  á  los  nombrados  en  ella,  ha  espirado  sin  que 
estos  hayan  llegado  á  pronunciarse  ó  laudar  en  la  causa;  Que  ven- 
cido el  término  que  les  fué  acordado,  no  hay  obligación  de  acordarlo 
de  nuevo,  cuando  no  se  ha  contraído  voluntariamente  esta  obliga- 
ción, ni  se  encuentre  el  caso  comprendido  en  los  de  arbitramento 
forzoso.  —  Por  estas  consideraciones,  se  revoca  el  auto  apelado  de 
foja  ochenta  y  siete  vuelta,  segundo  espediente,  y  se  declara  que 
las  partes  deben  nombrar  peritos  y  no  arbitros,  como  está  ordenado 
en  la  sentencia  de  cuya  ejecución  se  trata;  debiendo  continuarse  la 
causa  ante  la  jurisdicción  ordinaria,  con  arreglo  á  las  leyes  de  pro- 
cedimientos.—  Hágase  saber  original,  y  repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvanse. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS.  — 
S.  M.  LASPIUR.  —  M.  D.  PIZARRO. 
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CAUSA    CXI 


Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  de  Primera  Instancia  de  Co- 
rrientes y  el  de  Primera  Instancia  de  la  Capital  de  la  Nación,  en 
la  causa  de  la  Testamentaria  de  Don  Robustiano  Lagraña,  contra 
la  Testamentaria  de  Don  Manuel  L  Lagraña, 


Sumario.  —  1^  Suscitada  contienda  con  un  Juez  Nacional,  y  remi- 
tidos los  autos  por  ambos  jueces  para  que  la  Corle  la  dirima,  sin 
hacer  cuestión  sobre  la  jurisdicción  de  la  misma  para  dirimirla,  la 
Corte  debe  proceder  á  resolver. 

2^  El  Juez  de  la  Testamentaría  demandada,  es*el  que  debe  cono- 
cer de  la  acción  personal  deducida  contra  ella  por  la  Testamentaría 
demandante. 


Caso, — Lo  esplica  la  siguiente 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Suprema  Corte: 

Buenos  Aires,  Julio  26  de  1882. 

En  Febrero  de  1881,  Dona  Flora  Lagrafia  de  Labougle  y  su  hijo 
el  Dr.  Labougle,  se  presentaron  ante  el  Juez  Civil  de  la  Provincia 
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de  Corrientes,  pidiendo  que  D.  Manuel  I.  Lagraña  les  hiciese  entrega 
de  los  bienes  quedados  por  muerte  de  D.  Robustiano  Lagraña,  de 
cuya  sucesión  decian  eran  ellos  herederos,  y  había  sido  albacea  ad- 
ministrador, y  debia  rendir  cuentas,  1).  Manuel  Ignacio. 

Citado  dicho  D.  Manuel  Ignacio,  qne  residía  en  esta  ciudad,  com- 
pareció ante  el  Juzgado  de  Corrientes,  y  dijo:  que  no  tenia  inconve- 
niente en  que  se  hiciera  la  entrega  de  los  bienes  que  constaran  de 
inventario;  y  que,  en  cuanto  á  la  rendición  de  cuentas,  ninguna  te- 
nia que  rendir,  por  cuanto  nunca  habia  sido  administrador. 

En  vista  de  esta  contestación,  la  señora  Lagraña  y  el  Dr.  Labou- 
gle  entablaron  formal  demanda,  siempre  ante  el  Juzgado  de  Cor- 
rientes, contra  el  espresado  D.  Manuel  Ignacio,  por  rendición  de 
cuentas  y  entrega  de  gran  número  de  ganados  correspondientes  á 
la  sucesión  de  D.  Robustiano,  de  la  que  insistían  en  afirmar  habia 
sido  albacea  administrador. 

Antes  de  contestar  la  demanda,  falleció  en  esta  ciudad  D.  Manuel 
Ignacio. 

Citados  sus  herederos,  en  Mayo  de  1882,  pidieron  se  les  diera 
vista  para  contestarla. 

En  este  estado,  los  herederos  de  D.  Robustiano,  dos  años  después 
de  iniciada  su  primer  gestión,  cambian  de  dirección,  y  se  presentan 
ante  el  Juzgado  de  la  sucesión  de  D.  Manuel  Ignacio,  abierto  en 
esta  Capital,  pidiendo  se  librara  exhorto  al  de  Corrientes,  para  que 
remitiera  los  antecedentes. 

Con  este  motivo  háse  suscitado  esta  competencia. 

Basta  la  simple  esposicion  que  dejo  hecha,  para  demostrar  que 
debe  ella  ser  resuelta  en  favor  del  Juzgado  de  Corrientes. 

La  demanda  contra  D.  Manuel  Ignacio,  es  un  incidente  de  la  su- 
cesión de  D.  Robustiano.  El  juicio  testamentario  de  este  finado,  no 
es  menos  universal  que  el  de  D.  Manuel  Ignacio  y  no  hay  razón 
para  que  no  ejerza  la  misma  atracción  universal. 

La  rendición  de  cuentas  afecta,  ó  puede  afectar,  todo  el  juicio  tes- 
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tamentario.  El  Juez  que  de  ella  conozca,  debe  tomar  conocimiento 
del  nombramiento  de  albacea;  de  la  facción  de  inventarios;  de  la 
declaración  de  herederos,  y  demás  incidentes  que  con  la  solución 
se  relacionan.  Esta  rendición  puede  afectar  la  misma  cuenta  parti- 
ciouaria,  y  no  es  difícil  interese  á  los  legatarios  y  acreedores,  que 
en  tal  caso  debieran  ser  citados.  No  es,  pues,  posible,  atribuir  su  co- 
nocimiento á  otro  Juez  que  al  de  la  sucesión.  De  otra  manera,  resul- 
taría en  el  presente  caso,  por  ejemplo,  que  á  título  de  juicio  univei- 
sal,  el  de  I).  Manuel  Ignacio,  radicado  en  esta  Capital,  vendría  á 
atraer  á  sí  el  conocimiento  de  toda  la  sucesión  de  D.  Rol)ustiano 
radicada  en  Corrientes.  Es  fácil  calcular  los  inconvenientes  sin  nú- 
mero que  un  procedimiento  semejante  inferiría  á  todos  los  intere- 
sados, herederos,  acreedores,  legatarios,  etc. 

Háse  suscitado  esta  competencia  entre  un  Juez  de  Provincia  y  un 
Juez  de  la  Capital  ¿Corresponde  su  conocimiento  á  V.  E.,  ó  á  la  Cá- 
mara de  Apelaciones  en  lo  Civil  de  la  misma  Capital^  podria  pre- 
guntarse; 

La  ley  que  organizó  los  Tribunales  de  la  Capital,  solo  se  refiere  á 
la  competencia  entre  las  Cámaras  que  creaba,  dejándola  á  la  deci- 
sión de  esta  Corte. 

La  ley  de  14  de  Setiembre  confiere  á  V.  E.  la  facultad  de  dirimir 
las  competencias  sobre  jurisdicción  de  los  Jueces  Nacionales. 

La  misma  ley  usa  indistintamente  el  calificativo  de  Nacional  ó 
Federal,  en  relación  á  los  Tribunales  de  la  Nación;  y  en  estricto  ri- 
gor, podria  decirse  que  el  articulo  citado  se  referia  á  los  Jueces  de 
Sección,  tanto  mas  que  cuanto  los  de  la  Capital,  no  estaban  crea- 
dos, ni  aún  se  pensaba  crearlos. 

No  obstante  esto,  pienso  que  subsiste  la  regla  general,  que  rija 
también  con  respecto  á  la  jurisdicción  militar. 

Los  Juzgados  de  la  Capital  han  reemplazado  en  la  Capital  á  la  jus- 
ticia ordinaria;  y  ocupan,  puede  decirse,  el  lugar  de  los  de  Provin- 
cia— Además,  en  la  competencia  entre  la  jurisdicción  de  un  juzgado 
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de  la  Capital  y  la  de  otro  Provincial,  está  interesada  la  soberanía 
de  una  Provincia,  y  es  entonces  natural  sea  V.  E.  la  autoridad  lla- 
mada á  decidir. 

Es,  por  tanto,  mi  parecer  que  vuelva  V.  E.  los  antecedentes  remi- 
tidos al  Juzgado  de  Corrientes,  para  que  continúe  los  procedimien- 
tos á  que  haya  lugar. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Octubre  18  de  1883. 

Vistos  estos  autos  formados  con  los  espedientes  remitidos  por  el 
Juez  de  Primera  Instancia  en  lo  Civil  de  esta  Capital  y  por  el  de 
igual  clase  de  la  ciudad  de  Corrientes,  en  los  que  el  primero  pro- 
mueve al  segundo  contienda  de  competencia  por  inhibitoria,  para 
conocer  en  la  demanda  interpuesta  por  los  herederos  de  don  Robus- 
tiano  Lagraña,  contra  la  testamentaría  de  Don  Manuel  Ignacio  La- 
grana  por  cobro  de  ganados  ó  de  su  importe,  autos  en  que  ambos 
Jueces  se  han  declarado  competentes,  y  que  han  venido  ante  esta 
Suprema  Corte,  para  que  sea  por  ella  decidida  la  cuestión. 

Considerando  en  cuanto  á  la  jurisdicción  de  esta  Corte,  para  la 
resolución  de  la  presente  contienda  de  competencia: 

Primero:  Que  este  punto  no  ha  sido  puesto  en  cuestión  ni  perlas 
partes  ni  por  los  Jueces,  quienes  han  remitido  sus  respectivos  espe- 
dientes, sometiendo  á  la  Corte  su  resolución; 

Segundo:  Que  las  autoridades  judiciarias  de  la  Nación  nunca 
proceden  de  oficio  y  espontáneamente,  ni  deciden  por  vía  de  medida 
general,  según  lo  dispuesto  por  el  artículo  segundo  de  la  ley  de  diez 
y  seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  dos; 
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Tercero:  Que  para  que  uu  Juez  Nacional  pueda  desechar  de  plano 
una  demanda,  es  preciso  que  de  ella  aparezca  claramente  que  la 
causa  no  compete  á  la  justicia  nacional  (Articulo  tercero  de  la  ley 
de  catorce  de  Setiembre  de  rail  ocliocientos  sesenta  y  tres,  sobre 
jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales); 

Cuarto:  Que  por  el  articulo  diez  y  siete  de  la  misma  ley,  se  atri- 
buye á  la  Corte  Suprema  la  decisión  de  las  competencias  que  se  sus- 
citen á  instancia  de  parte,  sobre  jurisdicción  de  los  Jueces  Nacio- 
nales ; 

Forestas  consideraciones,  la  Corte  declara  que  tiene  jurisdicción 
para  resolver  la  presente  contienda  de  competencia. 

Considerando,  respecto  al  fondo  de  la  cuestión,  que  esta  Capital 
es  el  lugar  del  domicilio  que  el  finado  don  Manuel  Ignacio  Lagraña 
tenia  á  su  muerte,  y  que  la  demanda  entablada  contra  su  testamen- 
taría por  los  herederos  de  don  Robustiano  Lagraña  es  por  acción 
personal,  la  Corte  resuelve,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  ar- 
ticulo sesto,  título  De  la  sucesión.  Código  Civil,  que  el  Juez  de  Pri- 
mera Instancia  en  lo  Civil  de  esta  Capital  es  el  competente  para  co- 
nocer y  decidir  dicho  asunto.  Remítasele  en  consecuencia  estos 
autos  y  avísese  al  Juez  de  Primera  Instancia  de  la  ciudad  de  Cor- 
rientes. Repónganse  los  sellos,  notifíquese  con  el  original. 

J.   B.    GOROSTIAGA.—  J.    DOMÍNGUEZ. 
— ÜLADISLAO  frías.  —  S.  M.  LAS- 

piuR.  —  M.  D.  piZARRO  (ou  disi- 
dencia ). 


DISIDENCIA 


Un  doble  motivo  determina  mi  disidencia  de  la  resolución  de  esta 
Suprema  Corte  en  el  incidente  de  competencia  suscitado  entre  el 
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Tribunal  de  Primera  Instancia  en  lo  Civil,  de  esta  Capital,  y  el  de 
igual  clase  de  la  Provincia  de  Corrientes,  para  conocer  en  la  de- 
manda entablada  por  los  sucesores  de  don  Robustiano  Lagraña, 
contra  el  albacea  de  su  testamentaria,  don  Manuel  Ignacio  Lagraña, 
y  por  fallecimiento  de  éste  contra  sus  herederos  y  sucesores,  sobre 
pendicion  de  cuentas  y  responsabilidad  civil  del  albaceazgo  y  admi- 
nistración de  bienes  de  aquella  primera  sucesión  á  cargo  del  cau- 
sante de  esta  última. 

Juzíío,  en  primer  lugar,  que  esta  Suprema  Corte  carece  de  juris- 
dicción para  resolver  la  competencia  suscitada  entre  los  señores 
Jueces  de  una  y  de  otra  sucesión:  en  segundo  lugar,  que  dada  la 
jurisdicción  de  la  Corte  para  pronunciar  en  el  incidente,  la  compe- 
tencia debe  resolverse  en  favor  de  la  autoridad  judicial  de  Cor- 
rientes. 

•  La  ley  sobre  jurisdicción  y  compeíencidí  de  los  tribunales  federales, 
acuerda  en  su  articulo  diez  y  siete,  autoridad  á  esta  Corte  para  re- 
solver las  competencias  que  á  instancia  de  pjirte  se  susciten  sobre 
jurisdicción  de  los  tribunales  federales;  pero  esta  disposición  es  de 
todo  punto  inaplicable  al  caso  actual  sobre  jurisdicción  de  un  tribu- 
nal ordinario  del  distrito  de  la  Capital  de  la  Nación.  Aunque  en  un 
sentido  general  todos  estos  tribunales  pueden  comprenderse,  y  se 
comprenden,  en  la  denominación  de  tribunales  nacionales  que  usa 
indistintamente  aquella  ley,  no  puede  en  manera  alguna  decirse 
que  ella  se  refiere  á  estos  últimos,  de  creación  reciente  en  la  orga- 
nización judicial  de  la  Capital,  y  que  fundamentalmente  se  distin- 
guen de  los  que  propia  y  especificamente  se  denominan  tribunales 
federales.  La  ley  solare  jurisdicción  y  competencia  de  estos,  no  puede 
aplicarse  á  las  cuestiones  de  competencia  y  jurisdicción  de  aquellos, 
que  se  rijen  por  la  reciente  ley  de  su  creación;  tienen  diverso  orí- 
gen,  desempeñan  sus  funciones  sobre  materia  diversa,  y  sustancial- 
ménte  difieren  de  los  primeros.  Son  los  tribunales  de  excepción,  y 
los  otros  tribunales  ordinarios;  tribunales  constitucionales  aquellos, 
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y  legislativos  estos;  de  pr¡vile<?io  los  primeros,  de  derecho  común 
los  últimos. 

La  ley  de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres, 
que  confiere  á  esta  Corte  autoridad  suficiente  para  dirimir  las  com- 
petencias de  jurisdicción  suscitada  á  los  primeros,  no  puede,  por  lo 
tanto,  aplicarse  á  las  cuestiones  de  competencia  sobre  jurisdicción 
de  los  últimos.  La  jurisdicción  que  esta  Suprema  Corte  ejerce  en 
virtud  de  la  ley  es  una  jurisdicción  de  excepción,  que  no  puede  es- 
tenderse mas  allá  de  los  términos  espresos  de  la  ley,  y  de  la  mate- 
ria que  esta  rije  y  gobierna:  la  materia  federal  de  que  toma  la  de- 
nominación y  atribuciones  constitucionales. 

En  la  presente  causa  se  trata,  precisamente,  de  la  competencia 
del  tribunal  ordinario  de  la  Capital  para  conocer,  por  razón  del  jui- 
cio testamentario  pendiente  ante  él,  de  una  demanda  que  el  tribu- 
nal provincial  de  Corrientes  pretende  ser  de  su  competencia  pof 
.  razón  de  otro  juicio  universal  de  testamentaria,  abierto  anterior- 
mente en  su  jurisdicción. 

Este  caso  de  competencia,  no  podria  jamas  presentarse  con  arre- 
glo á  la  citada  ley  de  jurisdicción  y  competencia  de  los  tribunales 
federales,  quienes,  con  sujeción  al  artículo  doce  de  la  misma,  no  co- 
nocen en  este  género  de  causas,  y  por  lo  tanto,  no  puede  decirse 
este  caso  comprendido  en  el  artículo  diez  y  siete  de  la  citada  ley,  á 
los  efectos  del  fuero  federal  para  la  solución  de  esta  competencia 
por  la  autoridad  judicial  de  la  Suprema  Corte  Federal. 

La  ley  de  mil  ochocientos  setenta  y  ocho,  atribuye  jurisdicción  á 
esta  Corte  para  resolver  las  competencias  entre  los  jueces  ordina- 
rios de  Provincia,  en  los  juicios  universales  de  testamentaría  y  con- 
curso general  de  acreedores;  pero  no  siendo  una  Provincia  el  dis- 
trito de  la  Capital  en  el  sentido  de  la  Constitución,  la  ley  del  setenta 
y  ocho  no  puede  aplicarse  á  fas  competencias  de  los  jueces  ordina- 
rios del  Distrito  de  la  Capital.  El  gobierno  de  este  es  bien  diverso 
del  gobierno  de  aquellas,  y  su  capacidad  política  de  muy  distinta 
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naturaleza,  sujeto  como  se  encuentra  bajo  la  lejislacion  esclusiva 
de  la  Nación  por  la  Legislatura  nacional.  Basta  indicar  esta  dife- 
rencia, omitiendo  individualizar  otras,  para  dejar  establecido  que 
el  Distrito  de  la  Capital  forma  una  entidad  política  especial  de  na- 
turaleza ó  índole  diversa  á  la  que  forman  las  Provincias  autonómi- 
cas y  regidas  por  sus  propias  instituciones. 

No  es  posible,  por  lo  tanto,  que  esta  Corte,  sin  disposición  legal 
al  respecto,  se  constituya  Juez  de  las  competencias  de  los  Jueces 
ordinarios  de  las  Provincias  con  los  de  igual  clase  del  Distrito  de 
la  Capital.  La  ley  del  setenta  y  ocho  no  habla  de  este  género  de 
competencias,  y  basta  tener  en  cuenta  la  fecha  de  aquella  ley,  para 
comprender  que  ella  no  se  refiere  al  Distrito  de  la  Capital  que  ni 
pudo  preveer  aquella  ley,  en  la  forma  que  hoy  se  presenta. 

La  Ley  Orgánica  de  los  Tribunales  de  Justicia  de  la  Capital,  seria 
la  llamada  á  determinar  cuál  seria  el  tribunal  que  hubiese'de  resol- 
ver este  género  de  competencia,  y  no  parece  aventurado  decir  que 
esta  atribución,  por  la  naturaleza  de  la  materia,  correspondería  á 
las  Cortes  del  Distrito  de  la  Capital.  La  ley,  sin  embargo,  nada  es- 
tablece sobre  el  particular,  y  aunque  confiere  á  esta  Suprema  Corte 
la  Superintendencia  de  la  Administración  de  Justicia  Nacional,  del 
Distrito  de  la  Capital  y  de  las  Provincias  ó  Secciones  Federales, 
nada  ha  establecido  al  respeto. 

Juzgo,  por  lo  tanto,  que  dado  el  carácter  y  atribuciones  normales 
de  esta  Suprema  Corte,  ella  carece  de  jurisdicción  para  resolver  la 
competencia  indicada. 

En  segundo  lugar,  y  dado  que  esta  Corte  fuera  competente  para 
resolverla,  creo  que  es  procedente  la  jurisdicción  del  Tribunal  ordi- 
nario de  Corrientes.  Son  mis  conclusiones  las  del  señor  Procurador 
General  de  la  Nación  y  del  señor  Juez  de  Provincia.  Se  trata  de  un 
incidente  de  la  sucesión  abierta  en  Corrientes,  y  es  el  Juez  de  Pro- 
vincia llamado  á  conocer  en  ella  y  sus  incidencias  sobre  inventario 
de  los  bienes,  formación  del  avervo  común,  división  de  la  herencia, 
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pago  de  legados,  obligaciones  y  responsabilidades  del  albacea,  etc., 
quien  está  llamado  á  conocer  y  resolver,  con  arreglo  al  artículo 
seis,  título  primero  y  artículos  veinte  y  cinco,  veinte  y  seis,  treinta 
y  treinta  y  uno;  titulo  veinte,  libro  cuatro.  Código  Civil  en  la  cues- 
tión presente. 

Por  estas  consideraciones,  y  teniendo  en  cuenta  que  los  Tribuna- 
les Federales  deben  declarar  de  oficio  su  incompetencia,  como  es  de 
ley  espresa,  y  de  práctica  inconcusa,  á  tal  punto  que  la  demanda 
debe  repelerse  de  oficio  sino  se  prueba  sea  un  caso  federal,  el  que 
ella  envuelve,  pudiendo  esto  declararse  así  en  cualquier  estado  de 
la  causa  y  siempre  que  se  demuestre  no  ser  procedente  esta  juris- 
dicción; por  todo  esto^  disiento  de  la  resolución  de  esta  Corte  en  la 
causa  indicada. 

M.  D.  PIZARRO. 


-•*••' 
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CAUSA  CXII 


D.  A  ntonio  Santa  Marta  contra  la  Provincia  de  Santa  Fé  por 
expropiación  de  un  terreno;  sobre  competencia 


Sumario.  —  El  conocimiento  y  decisión  de  las  causas  entre  una 
Provincia  y  los  vecinos  de  otra,  corresponde  originaria  y  esclusiva- 
menle  á  la  Suprema  Corte. 


Caso,  — D.  Antonio  Santa  María,  vecino  de  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  espuso  ante  la  Suprema  Corte  que  se  le  liabia  entablado  por 
el  Gobierno  de  la  Provincia  de  Santa  Fé,  un  juicio  de  expropiación 
ante  el  Juez  de  Primera  Instancia  de  la  ciudad  del  Rosario,  y  pidió 
que,  declarándose  competente  la  Suprema  Corte  para  conocer  en  la 
causa,  se  mandara  inhibir  al  citado  Juez,  y  se  le  pidieran  los  autos. 


Fallo  de  la  Suprema  Corle 

Buenos  Aires,  Octubre  18  de  1883. 

Correspondiendo  á  esta  Suprema  Corte,  con  jurisdicción  origina- 
ria y  esclusiva,  el  conocimiento  y  decisión  de  las  causas  que  se  sus- 
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De  aquí  procede  que  el  nacional  y  el  estrangero,  el  vecino  de  la 
Provincia  como  el  que  no  lo  es,  se  encuentra  sujeto  á  las  leyes  de 
cada  Provincia  y  por  consiguiente  á  \sí  jurisdicción  de  sos  autorida- 
des en  lo  relativo  á  los  bienes  situados  en  ella  y  en  general,  por 
todo  cuanto  importa  un  acto  legítimo  de  autoridad,  un  acto  legitimo 
de  soberanía,  en  la  persona  ó  en  los  bienes  de  los  mismos. 

Es  con  arreglo  á  estos  principios  que  el  nacional  como  el  estran- 
gero, el  vecino  de  estraña  Provincia  como  el  que  no  lo  es,  queda 
sometido  á  las  leyes  especiales  de  policía,  seguridad,  higiene,  im- 
puestos y  contribuciones,  desapropio  y  demás  actos  de  autoridad  y 
gobierno  propio  en  cada  Provincia  y  por  lo  tanto,  sujeto  á  la  juris- 
dicción y  al  imperio  de  las  autoridades  locales,  coextensivos  de  esas 
mismas  leyes. 

Ni  el  estrangero,  ni  el  vecino  de  estraña  provincia  pueden  sus- 
traerse á  este  imperio  y  jurisdicción,  por  lo  mismo  que  se  encuentran 
sometidos  á  tales  leyes;  y  así  como  ni  el  uno  ni  el  otro  pueden  pre- 
tender que  el  justiprecio  de  sus  bienes,  para  el  pago  de  impuestos  y 
contribuciones,  se  haga  ante  la  jurisdicción  nacional,  tampoco  puede 
pretender  que  el  justiprecio  de  esos  bienes,  para  la  desposesion  ó 
desapropio  ordenado  por  leyes  locales,  se  haga  ante  la  autoridad 
nacional. 

En  todo  esto,  la  jurisdicción  de  Provincia  es  privativa  y  coexten- 
siva  de  las  propias  leyes,  cuya  ejecución  y  cumplimiento  son  á  cargo 
de  las  autoridades  provinciales,  no  á  cargo  del  Gobierno  General; 
pues  aquellas  autoridades  se  rigen  por  sus  instituciones  y  las  pro- 
vincias se  gobiernan  por  ellas,  sin  intervención  del  Gobierno  Gene- 
ral, según  lo  ha  establecido  el  régimen  federativo  que  la  Nación  ha 
adoptado  para  su  gobierno,  y  que  esta  Corte  no  puede  modificar  ó 
alterar. 

Solo  cuando  la  espropiacion  misma  se  discute  como  repugnante  á 
las  garantías  constitucionales  que  rodean  este  acto  de  soberanía, 
solo  entonces  puede  invocarse  la  autoridad  y  jurisdicción  de  la  Nación 
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para  que  resuelva  acerca  de  la  legitimidad  del  acto  mismo  con  re- 
lación á  las  prescripciones  constitucionales  que  lo  rigen.  Fuera  de 
este  caso,  la  expropiación  es  acto  legítimo  de  autoridad  competente, 
y  se  realiza  por  las  respectivas  autoridades  locales,  según  las  propias 
leyes  é  instituciones,  que  resultan  asi  en  armonía  con  la  Constitución 
y  leves  de  la  Nación. 

No  se  puede,  por  lo  tanto,  pretender  que  esta  Corle  atraiga  á  su 
jurisdicción  el  conocimiento  áalá  causa  administrativa  de  Proiincta 
para  la  expropiación  de  las  tierras  destinadas  á  la  construcción  del 
camino  de  hierro  que  se  menciona  en  la  precedente  solicitud,  mien- 
tras no  se  discuta  la  constitucionalidad  de  la  ley  misma  que  ordena 
la  expropiación,  mientras  no  se  discuta  esta  ley,  como  atentatoria  á 
las  garantías  constitucionales  de  la  propiedad  privada^  á  fin  de  que 
esta  Corte  declare  la  insubsistencia  de  la  ley  misma  en  virtud  de  la 
cual  se  realiza  la  expropiación. 

La  naturaleza  ó  distinta  vecindad  de  las  personas,  produce  fuero 
federal  para  esta  declaración  judicial,  de  un  caso  civil  contencioso 
contra  la  Provincia  y  Gobierno  de  Santa  Vé.por  acto  ilegitimo  ó  in- 
constitucional de  aquel  Gobierno  contra  la  propiedad  privada,  cuyo 
desapropio  solo  puede  realizarse  en  forma  constitucional. 

En  este  sentido  seria  procedente  la  inhibitoria  que  se  solicita, 
ínterin  se  resuelve  y  falla  por  esta  Corte  la  cuestión  de  constitucio- 
nalidad ó  inconstitucionalidad  de  la  ley. — El  acto  administrativo  se 
discute  entonces  como  repugnante  á  la  Constitución,  y  esta  Corte 
es  asi  perfectamente  competente  para  resolver  en  la  causa  civil  de 
vecinos  de  estraila  provincia  ó  nacionalidad  por  atentado  á  la  pro- 
piedad privada,  por  acto  ilegitimo  contra  la  propiedad  particular, 
por  el  derecho  civil  de  los  bienes  en  su  situación  jurídica  normal  y 
fuera  del  caso  de  uso  legítimo  de  la  soberanía  en  los  bienes  privados. 

Pero  no  es  esta  la  situación  jurídica  creada  por  la  solicitud  del 
señor  Santa  María.  El  no  demanda  á  la  Provincia  ó  Gobierno  de  Santa 
Fé  por  uso  ilegitimo  de  la  soberanía  en  la  expropiación  de  la  tierra. 
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Aunque  ataca  la  ley  de  expropiación,  no  concluye  que  ella  es  insub- 
sistente, ni  pide  que  esta  Corte  lo  declare  asi.  AI  contrario,  acep- 
tando la  validez  de  esa  ley,  consiente  en  que  la  expropiación  se  rea- 
lice, pero  bajo  los  auspicios  de  la  Nación,  y  por  sus  autoridades,  con 
inhibición  de  las  autoridades  provinciales  que  representan  la  sobe- 
ranía en  cuvo  nombre  se  realiza  el  acto. 

Esto  es  improcedente.  La  Corte  no  es  funcionario  déla  sobera- 
nía provincial  para  la  realización  de  un  acto  de  esta  naturaleza.  La 
Provincia  ni  puede  hacer  intervenir  en  este  carácter  á  la  Corte,  ni 
puede  dejar  dependiente  de  su  autoridad  el  ejercicio  legítimo  de 
su  soberanía,  porque  esto  sería  ne^^ar  en  el  hecho  su  soberanía 
misma. 

La  expropiación,  considerada  en  sí  misma,  no  se  resuelve  por  la 
autoridad  judicial.  Se  resuelve  por  el  poder  le^i^islatívo.  No  es  asunto 
civil,  es  negocio  político.  No  es  acto  de  derecho  privado,  es  acto  de 
derecho  público,  y  es  acto  político  y  deja  así  de  ser  acto  judiciable 
en  si  mismo. 

El  justiprecio  de  los  bienes  es  solo  un  medio  de  realizar  el  des- 
apropio. El  poder  político  á  quien  corresponde  producir  este  acto,  es 
el  único  competente  de  poner  los  medios  legales  que  conducen  á  él 
Las  cuestiones  sobre  justiprecio  de  los  bienes  son  así,  cuestiones  cow- 
tenciosas  administrativas  que  se  tratan  y  resuelven  ante  la  propia 
jurisdicción  provincial  en  el  modo  y  forma  que  las  leyes  de  cada 
Provincia  determinan  para  la  resolución  de  este  género  de  causas. 

La  Corte  no  conoce  en  lo  contencioso-administrativo  de  Provin- 
cia, á  protesto  de  la  nacionalidad  ó  vecindad  de  las  personas.  La 
Constitución  no  crea  fuero  federal  por  razón  de  las  personas,  para 
las  causas  administrativas  ó  contencioso-adminístrativas,  sino  sim- 
plemente para  las  civiles  de  una  Provincia  con  vecinos  de  otra,  ó 
ciudadanos  ó  subditos  estrangeros.  (Artículos  cien  y  ciento  uno  de 
la  Constitución:  artículo  de  la  lev  de  catorce  de  Setiembre  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  tres). 
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La  inhibitoria  solicitada  y  el  llamamiento  de  autos  administrati- 
vos que  giran  ante  la  autoridad  competente  de  Provincia,  resulta 
así  en  todo  sentido  improcedente.  Jamas  pudiera  esta  Corte  avocar 
á  si  los  autos,  ni  declarar  su  competencia  en  la  materia  que  ellos 
tratan,  aunque  lo  sea  para  conocer  de  otra  muy  diversa,  como  es  la 
¿ncomtUmionalidad  de  la  expropiación  de  que  aquellos  no  se  ocupan. 

Por  estas  consideraciones,  juzgando  en  disidencia,  se  declara  que 
esta  Corte  es  incompetente  para  avocarse  el  conocimiento  de  la 
causa,  y  ordenar  la  inhibición  que  se  solicita,  no  haciéndose  lugar  á 
la  presente  solicitud. 

M.  D.  PIZARRO. 
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CAUSEA  c:xiii 


Don  Manuel  Rosas  YiUamieva  contra  Don  Toribio  Barrionuevo,  por 
redención  de  una  capellanía;  en, recurso  contra  sentencia  del  Tri- 
bunal Superior  de  Mendoza, 


Sumario, — Xo  hay  lugar  al  recurso  que  acuerda  el  artículo  14  de 
la  ley  de  1863,  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Trilninales 
Nacionales,  cuando  los  Tribunales  de  Provincia  interpretan  ó  apli- 
can los  códigos  civil,  penal,  comercial  ó  de  minería. 


Caso, — Lo  esplícan  las  siguientes  resoluciones: 


SEMENCIA  DEL  Jl'EZ  DE  PRIMERA  INSTANCIA 


Mendoza,  Mayo  O  de  1879. 

Vistos: — Don  Manuel  R.  Villanueva  denuncia  como  capellanía  el 
fundo  cuyos  límites  se  espresan  en  el  escrito  de  fs.  13  y  14,  en  virtud 
del  derecho  que  le  acuerda  el  artícuculo  6,  Ley  de  Redención  de 
Capellanías  de  1876.  Don  Toribio  Barrionuevo,  se  opone  al  men- 
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cionado  denuncio  alegando  que  el  fundo  indicado  no  eslá  vinculado, 
y  acompañando  una  sentencia,  en  copia  del  Superior  Tribunal,  que 
así  lo  declara : 

Y  considerando:  1^  Que  toda  Capellanía  constituye  una  especie  de 
vinculación,— Que  toda  vinculación  es  una  excepción  del  estado  de 
propiedad  que  no  se  presume,  sino  que  debe  probarse.  (Gutiérrez, 
Código  Español,  tomo  2',  título  «Mayorazgos  y  Capellanías»). 

V  Que  el  denunciante  ha  debido  probar  que  el  fundo  que  indica, 
está  vinculado  de  conformidad  á  las  leyes  que  rigen  la  materia. 
(Bonnier,  Traite  despreuves,  N°  36  y  siguientes). 

3®  Que  la  ley  de  desvinculacion  de  1876  presume  en  todos  los 
casos  la  escritura  de  fundación  como  necesaria  para  la  existencia 
de  una  Capellanía,  (Artículos  3,  4,  6,  8  y  13). 

4°  Que  el  Sr.  Villanueva  no  ha  justificado  la  existencia  de  la  Ca- 
pellanía que  denuncia,  porque  no  ha  probado  que  exista  ó  haya 
existido  escritura  de  fundación  ni  licencia  de  autoridad  competente 
para  fundarla,  puesto  que  la  definición  misma  de  la  palabra  Cape- 
llanía, supone  el  acto  de  la  fundación.  (Véase  Gutiérrez  Fernandez, 
Códigos,  tomo  i2^,  título  «Capellanía»)  y  según  la  ley  6,  título  12,  li- 
bro 1,  Novísima  Recopilación,  es  indispensable  licencia  del  rey 
para  fundarse  esta  vinculación  desde  1702. 

5^  Que  el  denunciante  confiesa  á  f haber  sabido  que  ya  se 

había  declarado  por  Tribunal  competente  la  no  existencia  de  esta 
vinculación,  y,  sin  embargo,  la  ha  denunciado  como  tal,  sin  añadir 
prueba  alguna. 

Por  estos  fundamentos,  no  se  hace  lugar  el  denuncio  hecho  por 
el  Sr.  Villanueva  de  la  Capellanía  mencionada,  con  especial  conde- 
nación en  costas.  Repónganse  los  sellos. 

Af.  Lucero, 
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SENTENCIA    DEL   TRIBUNAL   SUPERIOR 


Mendoza,  Setiembre  30  de  1879. 

Vistos  y  considerando:— Oue  I).  Manuel  R.  Villanueva  ha  solici- 
tado la  redención  del  fundo  sobre  que  versa  este  juicio,  como  es- 

traño  y  para  sí,  y  no  en  nombre  de  otro,  según  su  confesión  de  f 

Que  la  ley  vigente  sobre  redención  de  fundos  gravados  con  vincu- 
laciones capellánicas  solo  acuerda  este  derecho  á  los  patrones  y 
poseedores  de  los  dichos  fundos.  (Artículo  2^). 

Que  siendo  esta  ley  de  orden  público,  nadie  puede  tener  derechos 
adquiridos  contra  ella. 

Que  la  inconstitucionalidad  de  esta  ley  alegada  por  el  Sr.  Rosas 
V'illanucva  en  cuanto  da  efecto  retroactivo  á  sus  disposiciones,  no 
existe  por  cuanto  no  se  hieren  derechos  adquiridos,  sino  simples 
especlativas  en  que  las  leyes  pueden  estatuir  eficazmente,  estando 
en  esto  conformes  Duvergier,  Morell  v  otros  tratadistas,  cuvas  doc- 
trinas  han  servido  de  fundamento  al  artículo  5^  del  titulo  «De  las 
leyes»  del  Código  Civil. 

Que  aun  cuando  la  ley  de  Diciembre  de  1878,  acuerda  á  terceros 
que  hubiesen  hecho  denuncias  de  conformidad  á  la  de  Julio  de  1876, 
y  que  están  en  tramitación,  el  derecho  á  ser  reembolsadas  por  los 
patronos  ó  poseedores  de  los  gastos  que  ^lubiesen  hecho  con  ocasión 
del  denuncio,  artículo  10;  esta  resolución  solo  tendría  lugar  res- 
pecto de  patronos  ó  poseedores  omisos  en  el  ejercicio  de  este  de- 
recho. Que  el  poseedor  en  el  presente  caso  no  se  encuentra  en  estas 
condiciones  por  haber  sido  declarados  por  Juez  competente  libres 
de  toda  vinculación  los  bienes  poseídos.  Y  considerando  en  cuanto 
á  la  especial  condenación  en  costas  al  apelante,  que  este  ha  becho 
uso  de  un  derecho  que  le  acordaba  la  ley  de  Julio  de  1876,  ai 
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practicar  esle  denuncio,  no  siendo  por  lo  tanto,  temeraria  su  de- 
manda. 

Por  estas  consideraciones,  y  concordantes  de  la  sentencia  apelada 
se  confirma  esta  sin  costas  de  ambas  instancias,  quedando  en  esta 
parte  modificada  la  recurrida.  Satisfechas  las  costas  y  repuestos  los 

sellos,  devuélvanse. 

Federico  Corvalan. 


Fallo  de  la  Siiprcuia  C^orte 

Buenos  Aires,  Octubre  2  de  1883 

Vistos  estos  autos,  seguidos  entre  Don  Manuel  Rosas  Villanueva 
y  Don  Ignacio  Rodríguez  sobre  la  redención  de  una  capellanía  en 
la  Provincia  de  Mendoza,  que  han  venido  al  conocimiento  y  deci- 
sión de  la  Corte,  en  virtud  del  recurso  que  acuerda  el  artículo  ca- 
torce de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales 
Nacionales,  interpuesto  por  dicho  Rosas  Villanueva,  de  sentencia 
del  Superior  Tribunal  de  aquella  Provincia. 

Resultando  de  ellos: 

Que  el  espresado  Rosas,  en  uso  del  derecho  que  acordaba  el  ar- 
tículo sexto  de  la  ley  de  veinte  y  tres  de  Julio  de  mil  ochocientos 
setenta  y  seis,  de  la  misma  Provincia,  previo  el  depósito  de  la  can- 
tidad correspondiente,  denunció  ante  el  Gobierno  de  ella,  el  nueve 
de  Diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete,  un  fundo  capellá- 
nico,  situado  en  el  Departamento  de  Maipú,  esponiendo  que  había 
pertenecido  al  presbítero  Don  Miguel  Gutiérrez,  quien  lo  había  vin- 
culado por  varios  instrumentos  públicos  desde  mil  ochocientos 
veinte  y  siete,  y  solicitaba  que  tramitado  el  asunto,  se  le  otorgase 
escritura  de  propiedad  del  mismo  fundo; 

Que  publicados  los  edictos  de  ley,  se  presentó  Don  Toribio  Barrio- 
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nuevo,  poseedDr  del  fundo,  y  pidió  se  desechase  la  denuncia,  acom- 
pañando testimonio  de  una  sentencia  de  dicho  Tribunal,  de  doce 
de  Mayo  de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco,  en  pleito  entre  Don 
Julio  Gutiérrez  y  Barrionuevo,  sobre  mejor  derecho  al  patronato  de 
una  fundación  piadosa,  que  el  referido  presbítero  ordenó  en  su  tes- 
tamento se  hiciese  del  remanente  de  sus  bienes,  entre  los  que  es- 
taba comprendido  el  fundo  denunciado,  y  por  cuya  sentencia  se 
declararon  libres  ios  bienes  sobre  cuyo  patronato  se  alegaba  mejor 
derecho ; 

Que  en  vista  de  esta  oposición,  el  Gobierno  de  Mendoza,  decla- 
rando no  tener  jurisdicción  para  entender  en  la  causa,  la  pasó  para 
su  resolución  á  la  justicia  ordinaria; 

Que  sustanciada  en  1^  instancia,  el  juez,  fundándose  en  que  el 
demandante  no  había  justificado  la  existencia  de  la  capellanía,  por 
no  haber  acreditado  la  de  la  escritura  de  fundación,  ni  la  licencia 
de  la  autoridad  competente  para  establecerla,  no  hizo  lu^^ar  á  la 
denuncia  por  sentencia  de  seis  de  Mayo  de  mil  ochocientos  setenta 
V  nueve; 

Que  el  denunciante  apeló  para  ante  el  Superior  Tribunal  de  Jus- 
ticia, y  espresando  a^rravios,  entre  otras  razones  que  no  es  del  caso 
enumerar,  por  no  ser  necesario,  espuso  que  una  ley  jamás  puede 
tener  efecto  retroactivo,  ni  menos  paralizar  los  juicios  existentes,  y 
que  la  última  ley  provincial  de  redención  de  capellanías,  si  bien 
podía  impedir  que  en  adelante  las  redimiesen  los  estranos,  ó  los 
que  no  son  patronos,  derecho  que  acordaba  la  ley  anterior,  la  ley 
posterior  no  puede  arrancárselo,  ni  romper  el  proceso,  formado  en 
ejercicio  de  un  derecho;  y  si  lo  hiciese,  seria  una  ley  atentatoria, 
repu^manto  á  los  principios,  y  por  consi/iruiente,  nula  en  esa  parte; 
aííregando  que  la  Leirislatura  no  puede  dictar  leyes  de  orden  pú- 
blico, que  de  aliruna  manera  puedan  paralizar  espedientes  en  trá- 
mite, sobre  cual([niera  materia,  cuestión  ó  derecho,  porque  seria 
contrario  al  artículo  veinte  y  seis  de  la  Constitución  provincial; 
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Que  habiéndose  declarado  decaído  el  derecho  del  apelado  para 
contestar  la  espresion  de  agravios,  el  Superior  Tribunal  de  Men- 
doza, confirmó  la  sentencia  de  primera  instancia,  por  los  siguientes 
fundamentos  y  los  concordantes  de  aquella,  á  saber:  Primero,  que 
el  denunciante  confesó  que  solicitaba  la  redención  del  fundo  como 
estraño  y  para  sí,  y  no  á  nombre  de  otro;  Segundo,  que  la  ley  vi- 
gente sobre  redención  de  fundos  gravados  con  fundaciones  capellá- 
nicas,  solo  acuerda  este  derecho  á  los  patronos  y  poseedores  de  di- 
chos fundos;  Tercero,  que  esta  ley  es  de  orden  público,  y  nadie 
puede  tener  derechos  adquiridos  contra  ella;  Cuarto,  que  la  incons- 
titucionalidad  de  esta  ley,  alegada  por  el  denunciante,  en  cuanto  da 
efecto  retroactivo  á  sus  disposiciones,  no  existe,  por  cuanto  no  hay 
derechos  adquiridos,  sino  simples  espectativas,  en  que  las  leyes  pue- 
den estatuir  eficazmente,  estando  en  esto  conformes  los  tratadistas 
cuyas  doctrinas  han  servido  de  fundamento  al  artículo  quinto,  título 
«De  las  leyes»  del  Código  Civil;  Quinto,  que  aun  cuando  la  ley  de 
Diciembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  ocho  acuerda  á  los  terceros 
que  hubiesen  hecho  denuncias  de  conformidad  á  la  ley  de  Junio  de 
mil  ochocientos  setenta  y  seis,  y  estén  en  tramitación,  el  derecho  de 
ser  reembolsados  por  los  patrones  ó  poseedores,  de  los  gastos  que 
hubiesen  hecho  con  ocasión  de  denuncia,  esta  disposición  tiene  lu- 
gar respecto  de  patrones  ó  poseedores  omisos  en  el  ejercicio  de  sus 
derechos,  no  encontrándose  el  poseedor  en  el  presente  caso  en  tales 
condiciones;  por  haber  sido  declarados  por  juez  competente  libres 
de  toda  vinculación  los  bienes  poseídos;  y  Sexto,  que  no  hay  lugar 
á  la  condenación  en  costas,  porque  el  apelante  hizo  uso  de  un  dere-. 
cho  que  le  acordaba  la  ley  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y  seis, 
y  su  demanda  no  era  por  tanto  temeraria. 

Y  considerando: 

Que  el  demandante  Don  Manuel  Rosas  Villanueva  reconoce  en  la 
Legislatura  de  la  Provincia  de  Mendoza  la  facultad  de  dictar  las 
leyes  de  veinte  y  tres  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y  seis,  y 
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de  Diciembre  de  rail  ochocientos  setenta  y  ocho,  sobre  redención  de 
capellanías; 

Que  lo  único  que  alega  como  repugnante  á  la  Constitución,  es 
que  se  dé  efecto  retroactivo  á  la  última  ley,  alterando  asi  derechos 
que  sostiene  haber  adquirido  en  virtud  de  la  ley  anterior  de  mil 
ochocientos  setenta  y  seis; 

Que  según  resulta  de  la  sentencia  recurrida,  este  punto  ha  sido 
resuelto  por  el  Superior  Tribunal  de  Justicia  de  la  Provincia  de 
Mendoza,  interpretando  y  aplicando  diversas  disposiciones  del  pri- 
mer título  preliminar  y  del  complementario  del  Código  Civil; 

Que  con  arreglo  al  articulo  quince  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y 
competencia  de  los  Tribunales  Nacionales,  no  hay  lugar  al  recurso 
que  acuerda  el  artículo  catorce,  cuando  los  Tribunales  de  Provin- 
cia interpretan  ó  aplican  los  Códigos  civil,  penal,  comercial  y  de 
minería,  según  lo  dispuesto  por  el  inciso  once  del  artículo  sesenta  y 
siete  de  la  Constitución; 

Y,  finalmente,  que  ni  la  Constitución  ni  las  leyes  nacionales  au- 
torizan á  la  Corte  para  conocer  de  las  causas  que  se  susciten  sobre 
si  las  leyes  provinciales  son  contrarias  á  las  respectivas  constitucio- 
nes locales. 

Por  estos  fundamentos,  y  de  acuerdo  con  lo  pedido  por  el  señor 
Procurador  General,  declárase  no  haber  lugar  al  recurso  interpuesto 
por  dicho  Don  Manuel  Rosas  V'illanueva,  de  la  referida  sentencia 
del  Superior  Tribunal  de  Mendoza;  y  en  su  consecuencia,  devuél- 
vanse, previo  pago  de  costas  y  reposición  de  sellos.  Notifíquese  con 
el  original. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  frías. — S.  M.  LASPIUR. 
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üAusA  í:xiv 


n,  Bartolomé  Bozzo,  contra  D.  Pascual  Sirazzera,  por  daños  y  per- 
juicios; sobre  defecto  legal  en  la  demanda  y  falta  de  personería. 


Sumario,— V^  No  constituye  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer 
la  demanda,  la  falta  de  documento  que  acredite  el  carácter  que  in- 
voca el  actor. 

?*  La  falta  de  acción  es  una  excepción  perentoria,  y  no  puede 
fundar  la  dilatoria  de  falta  de  personería. 


Coso.— D.  Bartolomé  Bozzo,  espuso  que  por  impericia  del  prác- 
tico D.  Pascual  Strazzera,  tuvo  que  cambiar  de  fondeadero  á  la 
barca  «Gilda»  de  la  que  era  capitán,  lo  que  la  hizo  chocar  con  la 
barca  inglesa  «Luisa  Malcolm»,  cuyos  perjuicios  tuvo  que  pagar;  y 
demandó  á  Strazzera  para  que  le  reembolsara  lo  pagado  por  tal 
causa. 

El  demandado  espuso  las  excepciones  de  falta  de  personería,  de- 
fecto en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  y  de  arraigo  del  juicio; 
cuya  última  excepción  aceptó  Bozzo. 
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Fallo  del  «Iiiez  Federal 


Buenos  Aires,  Agosto  7  de  1888. 

Vistos:  para  resolver  sobre  las  excepciones  opuestas  en  el  escrito 
de  f.  15. 

Y  considerando:  1®  Que  la  primera  falta  es  de  personería  en 
el  actor  y  se  funda  en  que  la  indemnización  que  pretende,  solo 
puede  ser  demandada  por  el  capitán  del  bu(]ue  que  sufrió  el  dato, 
no  siéndolo  el  demandante  á  la  época  en  que  tuvo  lugar  el  cho- 
que, origen  de  esta  cuestión. 

2^  Que  desde  luego  este  heclio  está  contradicho  por  el  informe 
de  la  Prefectura  Marítima  corriente  á  f.  30,  del  cual  resulta  que 
quien  se  presentó  á  dar  entrada  en  esa  repartición  á  la  barca  «Gilda» 
en  calidad  decapitan,  cuando  arribó  á  este  puerto  procedente  de 
Cardiff,  fué  el  demandante  D.  Bartolomé  Bozzo,  lo  que  demuestra 
que  lo  era  á  la  época  en  que  tuvo  lugar  el  choque,  sin  que  el  Juz- 
gado pueda  atribuir  mayor  fé  al  informe  del  Cónsul  de  Italia  al  res- 
pecto, que  al  emanado  de  una  oficina  de  la  Nación. 

3*^  Que  de  ambos  informes  resulta  además  que  el  recurrente  era 
el  capitán  de  la  expresada  Barca  á  la  época  en  que  se  inició  el  jui- 
cio, siendo  esto  bastante  para  que  tenga  suficiente  personería  para 
demandar  los  daños  sufridos  por  el  buque,  porque  ella  implica  asu- 
mir la  responsabilidad  que  puede  corresponderle  con  respecto  á  los 
dueños  armadores. 

4®  Que  la  segunda  excepción  de  defecto  legal  en  el  modo  de  pro- 
poner  la  demanda,  fundada  en  que  el  capitán  Bozzo  no  ha  acom- 
pañado el  titulo  que  le  acredite  en  tal  carácter,  es  improcedente; 
1®,  porque  la  falta  de  personería  se  refiere  á  la  capacidad  civil  para 
comparecer  en  juicio  y  no  á  la  calidad  de  las  personas;  y  2**,  por- 
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que  el  capitán  Bozzo  se  presenta  á  nombre  propio,  y  de  consi- 
guiente no  está  obligado  á  exhibir  ningún  titulo  habilitante. 

Por  estos  fundamentos  y  concordantes  del  escrito  de  f.  18,  declá- 
ranse  improcedentes  las  referidas  excepciones,  y  en  cuanto  á  la  de 
arraigo  del  juicio,  reconociéndose  el  demandante  en  la  obligación 
de  hacerlo,  fijase  la  fianza  de  arraigo,  en  la  cantidad  de  250  $  m/n. 
Notifíquese  original. 

Virgilio  M,  Tedin, 


Fallo  de  la  Suprema  Clorte 

Buenos  Aires,  Octubre  23  de  1888. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  en  cuanto  á  la  excepción  sobre  de- 
fecto legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  se  confirma  el  auto 
apelado  de  foja  cuarenta  y  dos;  y  considerando  en  cuanto  á  la  excep- 
ción de  personería  que  fundándose  esta  en  la  falta  de  acción,  que 
es  una  excepción  perentoria,  y  debe  proponerse  con  la  contestación 
á  la  demanda,  como  razón  general  de  oposición,  se  confirma  tam- 
bién, por  esta  razón,  el  auto  apelado,  y  devuélvanse  al  Juez  de 
Sección  para  que  mande  contestar  la  demanda.  Repónganse  los 
sellos. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  ÜLADISLAO  FRÍAS.  — 
S.  M.  LASPIÜR.  —  M.  D.  PIZARRO. 
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CAUSA  CXV 


El  Dr,  D,  José  Gregorio  López,  contra  la  sucesión  de  don  Pedro 
Galleteaux,  por  cobro  ejecutivo  de  honorarios 


Sumario,  —  La  obligación  de  pagar  al  abogado,  asumida  por  el 
apoderado  en  convenio  hecho  con  el  mandante,  de  no  cobrar  nada 
en  caso  de  pérdida  y  recibir  la  mitad  de  lo  que  se  ganase,  debe 
entenderse  que  es  para  el  caso  de  ganar  el  pleito,  si  el  apoderado 
es  un  subalterno  del  abogado,  y  ha  sido  indicado  por  él  como  pro- 
curador, y  si  el  convenio  se  ha  hecho  con  conocimiento  del  abogado 
y  después  de  perdido  el  pleito  en  1*  Instancia. 


Caso,  —  El  Dr.  López  (D.  José  Gregorio)  era  abogado  de  D.  Fran- 
cisco Bibolini  en  autos  con  Storni  hermanos.  Indicó  á  Bibolíni  á  don 
Pedro  Galleteaux  que  trabajaba  en  su  estudio,  para  procurador  en 
segunda  instancia  ante  la  Corte  Suprema. 

Bibolini  hizo  un  convenio  con  Galleteaux  de  que  no  debia  cobrar 
nada  en  caso  de  pérdida,  y  de  darle  la  mitad  de  lo  que  se  ganase, 
siendo  su  obligación  el  pago  del  abogado. 

Este  convenio  lo  conocia  el  Dr.  López. 

El  pleito  se  perdió. 
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El  Dr.  López  hizo  regular  sus  honorarios,  y  en  virtud  de  ese  con- 
venio ejecutó  á  la  sucesión  de  D.  Pedro  Galleleaux  (fallecido),  la 
que  le  opuso  la  inhabilidad  del  titulo,  fundado  en  que  si  el  mandante 
no  debia  pagar  nada  en  caso  de  pérdida,  tampoco  debía  pagar  el 
mandatario. 


Fallo  del  «luez  Federal 


Buenos  Aires,  Junio  80  de  1883. 

Vistos  estos  autos  para  dictar  sentencia  en  el  incidente  ejecutivo 
por  cobro  de  honorarios  promovido  por  el  doctor  don  José  Gregorio 
López,  contra  la  sucesión  de  don  Pedro  Galleteaux 

Considerando:  1^  Que  citada  de  remate  la  sucesión  ejecutada, 
opuso  en  el  escrito  de  foja  211  la  excepción  de  inhalidad  del  titulo, 
fundándose  en  que  el  Dr  López  no  tendría  derecho  á  cobrar  sus  ho- 
norarios á  Galleteaux  si  viviese,  pues  antes  de  iniciarse  la  demanda 
que  este  entabló  en  nombre  de  don  Francisco  Bibolini,  bajo  la  direc- 
ción profesional  del  ejecutante,  se  firmó  entre  Bibolini,  López  y  Ga- 
lleteaux un  documento  por  el  cual  López  se  obligaba  á  no  cobrar 
honorarios  en  caso  de  pérdida  del  pleito  en  cambio  de  otras  con- 
cesiones que  para  el  caso  contrario,  le  acordaba  Bibolini. 

T  Que  López  sostiene  contestando  el  traslado  que  le  fué  confe- 
rido, que  la  excepción  opuesta  es  improcedente,  porque  existe  un 
contrato  entre  Bibolini  y  Galleteaux  por  el  cual  se  estipuló  que  este 
pagaría  sus  honorarios,  en  cuyo  convenio  funda  su  derecho  para 
ejecutar  á  la  sucesión. 

3^  Que  en  el  término  de  prueba  ha  presentado  el  documento  de 
f.  22o  cuya  autenticidad  ademas  de  no  haber  sido  contestada  por  la 
sucesión  ejecutada,  ha  sido  espresamente  comprobada  en  la  con- 
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frontacíon  pericial  practicada  por  el  Juzgado  con  asistencia  del  ca- 
lígrafo don  Clodomiro  Gallardo,  del  que  resalta  que  Galleteanx  se 
comprometió  á  abonar  los  honorarios  que  devengase  el  Dr.  López 
en  el  juicio  promovido  por  Bibolini,  sin  que  en  ningún  caso  tuviera 
éste  que  pagarlos. 

4^  Que  en  presencia  de  ese  documento  y  de  la  ausencia  de  prueba 
contraria  que  lo  destruya  ó  induzca  á  darle  otro  alcance  ó  signifi- 
cado del  que  clara  y  literalmente  está  espresado  en  él,  son  ociosos 
é  impertinentes  todos  los  demás  argumentos  aducidos  en  apoyo  de 
de  la  excepción  opuesta,  siendo  también  inútil  decidir  si  el  abogado 
tiene  ó  no  acción  directa  contra  el  Procurador  á  quien  ha  patro- 
cinado en  una  causa,  para  cobrarle  los  trabajos  que  le  mandó  hacer. 
Por  estos  fundamentos:  fallo  no  haciendo  lugar  á  la  excepción  de 
inhabilidad  del  título,  mandando  en  consecuencia  se  lleve  adelante 
la  ejecución  hasta  hacerse  pago  el  acreedor  ejecutante  del  capital, 
intereses  y  costas. 

Virgilio  M,  Tedin. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Octubre  80  de  1883. 

Vistos:  Resultando  de  la  carta  de  foja  primera  del  espediente  agre- 
gado, reconocida  por  el  demandante,  que  este  se  dice  superior  del 
demandado  y  por  lo  tanto,  con  derecho  á  reprenderlo,  como  aparece 
de  la  misma  carta  haberlo  verificado.  Y  considerando: 

Que  dada  esta  relación  desuperioré  inferior  entre  el  demandante 
y  el  demandado,  qne  no  puede  existir  entre  abogado  y  procurador, 
forzoso  es  reconocer  que  el  demandado  no  pudo  celebrar  el  conve- 
nio de  foja  doscientos  veinte  y  cinco  de  esos  autos,  sino  por  dispo- 
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sicíon  Ó  por  lo  menos  con  el  asentimiento  y  conocimiento  del  de- 
mandante, desde  que  se  trataba  de  un  asunto  que  este  tenia  ya  á  su 
cargo  y  dirección  como  abogado,  y  en  que  el  demandado  era  cons- 
tituido procurador. 

Que  ademas,  la  carta  del  demandante  antes  citada,  no  solo  fué 
escrita  después  de  fallado  de  una  manera  adversa  en  primera  ins- 
tancia el  asunto^  cuyo  pago  de  honorarios  motiva  este  pleito,  sino 
que  en  ella  se  leen  estos  conceptos:  « Como  amigo  lo  he  tratado  (al 
reprenderlo)  porque  el  trabajo  y  la  labor  nos  hace  responsables  del 
beneficio  ó  pérdida. 

«Al  fin  del  ano  que  se  aproxima  (la  carta  es  de  diez  y  nueve  de 
Noviembre  de  i878),  se  fijarán  los  derechos  mutuos  >• ;  lo  que  viene 
á  poner  de  manifiesto  que  el  demandado  no  era  mas  que  un  subal- 
terno en  el  estudio  del  demandante,  á  quien  este  reconoce  y  promete 
fijar  emolumentos  por  sus  servicios,  para  fin  de  año». 

Que  sentados  estos  antecedentes,  al  establecer  el  convenio  de  foja 
doscientos  veinte  y  cinco  que  « I).  Francisco  Bibolini  encar/ía  á  Don 
Pedro  Galleteaux  la  prosecución  del  pleito  seguido  con  Storni  her- 
manos y  Compañía,  bajo  la  dirección  del  doctor  don  José  Gregorio 
López,  con  la  condición  de  no  responder  el  señor  Bibolini  de  un  solo 
peso  en  caso  de  un  éxito  desfavorable,  siendo  de  la  obligación  de 
Galleteaux  pagar  al  doctor  López,  recibiendo  en  compensación  de 
esas  responsabilidades,  la  mitad  de  lo  que  se  obtuviese  en  dicho 
pleito;  se  desprende  claramente  que  Galleteaux  abonarla  al  doctor 
López  sus  honorarios  si  se  ganaba  el  pleito  dirigido  por  él,  y  con  lo 
que  de  él  se  obtuviese.  Que  esta  inteligencia  es  tanto  mas  natural, 
si  se  tiene  en  cuenta  que  el  triunfo  del  pleito  depende  principalmente 
del  derecho  que  haga  prevalecer  el  abogado  y  no  el  procurador  y 
que  ademas,  era  este  un  hombre  pobre  que  no  tenia  otro  medio  de 
vivir  á  quien  ocupaba  por  protección  el  demandante,  como  este  lo 
declara. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja  dos- 
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cientos  sesenia  y  nueve,  absolviéndose  de  la  demanda  á  la  sucesión 
de  Galleteaux.  Repuestos  los  sellos  devuélvanse.  Notifíquese  con  el 
original. 

J.    DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO   FRÍAS. — 
S.    M.    LASPIUR. 


€:ausa  cxvi 


D.  Gregorio  Zenarrum,  contra  D.  Bonifacio  Zabala  y  D.  Benigno 

Garda;  sobre  servidumbre. 


Sumario,  —  Los  contratos  no  obligan  á  terceros. 


Caso. — D.  Benigno  García  demandó  á  D.  Gregorio  Zenarrusa  para 
que  fuera  condenado  á  levantar  un  acueducto  que  este  hacia  pasar 
por  su  terreno,  y  á  pagarle  daños  y  perjuicios. 

Este  negó  la  existencia  de  todo  daño  y  perjuicio,  y  reconvino  á 
García  para  que  le  escriturase  la  servidumbre  del  acueducto,  que 
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alegó  haber  convenido  por  contrato  verbal  con  el  causante  de  dicho 
Garcia,  D.  Bonifacio  Zabala,  á  quien  incluyó  en  la  reconvención. 


Fallo  del  «luez  Federal 


Jujuy,  Junio  19  de  1883. 

Y  Vistos:  la  reconvención  deducida  por  Don  Gregorio  Zenarrusa, 
contra  el  demandante  Don  Benigno  García,  á  la  vez  que  contra  Don 
Bonifacio  Zabala,  en  la  que  espuso:  Que  no  tiencr  titulo  del  estable- 
cimiento de  la  servidumbre,  pero  que  Don  Bonifacio  Zabala  se  lo 
concedió  gratuitamente,  en  contrato  verbal,  cuando  aun  era  propie- 
tario del  terreno  por  donde  pasa  su  acueducto,.)'  que  conforme  á  los 
articlos  49  á  52  que  invoca  del  título  De  los  Contratos,  Código  Civil, 
el  uno  y  el  otro  están  en  la  obligación  de  estenderle  la  correspon- 
diente escritura  pública  de  constitución  de  la  servidumbre,  ó  en  su 
defecto,  pagarle  las  costas,  daños  y  perjuicios  que  espresa,  por  lo  que, 
los  demanda  para  que  asi  lo  cumplan. 

Vista  también  la  contestación  del  reconvenido  Garcia  que  espone: 
Que  aún  cuando  fuera  cierto  que  Zabala  hubiese  concedido  gratuita 
y  verbalmente  la  servidumbre  sobre  el  terreno  que  es  suyo,  ese  con- 
trato seria  nulo  desde  que  no  fué  estendido  en  escritura  pública, 
requisito  indispensable  para  su  validez,  según  los  articules  que  cita 
del  Título  de  los  contratos,  y  de  las  donaciones  de  bienes  raices, 
agregando  que  tampoco  está  él  obligado  á  perfeccionar  un  contrato 
en  que  no  ha  tenido  parte. 

Y  considerando:  i^  Que  según  el  artículo  59,  Cap.  4^  Titulo  <  De 
los  contratos»,  los  efectos  de  estos  solo  se  estienden  á  los  herede- 
ros y  sucesores  universales  con  las 'restricciones  que  el  mismo  artí- 
culo establece;  2°  Que  Don  Benigno  García  no  es  sucesor  universal  de 
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Don  Bonifacio  Zabala,  sino  sucesor  particular  á  título  oneroso,  y  en 
la  escritura  de  transferencia  de  dominio  del  terreno  por  donde  pasa 
la  acequia,  ni  está  consignada  la  servidumbre,  ni  establecida  la  obli- 
gación de  otorgar  la  escritura  de  su  constitución,  para  que  García 
esté  obligado  ha  hacerlo;  3^  Que  aún  acreditada  la  existencia  del 
contrato  verbal  y  gratuito  entre  Zabala  y  Zenarrusa,  él  no  puede 
oponerse  á  García,  conforme  el  artículo  63  del  mismo  título  de  los 
Contratos,  para  que  lo  obligue  á  soportar  el  gravamen  de  una  ser- 
vidumbre real. 

Por  estas  consideraciones  se  resuelve:  que  Don  Benigno  García 
no  está  obligado  á  estender  la  escritura  pública  de  constitución  de 
la  servidumbre  y  á  pagar  las  costas,  danos  y  perjuicios  que  demanda 
Don  Gregorio  Zenarrusa,  salvando  á  este  los  derechos  que  tenga 
contra  el  referido  señor  Zabala. 

Y  en  cuanto  á  la  demanda  por  danos  y  perjuicios  de  García  contra 
Zenarrusa,  y  pago  de  un  precio  por  el  establecimiento  de  la  servi- 
dumbre, negándose  por  Zenarrusa  la  existencia  de  tales  daños  y 
perjuicios,  recíbase  esta  causa  á  prueba  por  el  término  de  veinte  dias 
hábiles  debiendo  ella  recaer:  1^  Sobre  la  existencia  de  las  semente- 
ras que  se  dicen  destruidas  por  la  acequia;  2°  sobre  su  valor;  3^  so- 
bre el  hecho  de  hal>erlos  destruido  la  referida  acequia;  y,  4°  sobre  el 
valor  del  terreno  que  ésta  ocupa  en  la  propiedad  de  García,  con  mas 
un  metro  de  ancho  á  cada  costado,  debiendo  hacerse  este  justipre- 
cio, por  medio  de  peritos  que  nombrarán  las  partes  en  el  término 
de  ley.* 

Plácida)  S,  de  Bmtamante, 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Noviembre  6  de  1883. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas  el  auto  de 
foja  treinta  y  una  vuelta  en  la  parte  apelada.  Repónganse  los  sellos 
y  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  frías. — S.  M.  LASPIÜR. 


CAUSEA    CXVIl 


D,  Rosario  Olguin,  contra  D.  Mauricio  Orellano,  por  cobro  de  pesos; 

sobre  competencia 


Sumario, — 1**  Para  establecer  el  fuero  Federal,  por  razón  de  las 
personas,  en  caso  de  un  crédito  cedido,  no  basta  acreditar  la  dis- 
tinta vecindad  del  cedente  y  del  deudor. 
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¥  Demandado  el  deudor  ante  su  propio  juez,  se  entiende  proro- 
gada  la  jurisdicción  provincial,  cualquiera  que  sea  la  vecindad  del 
cesionario. 


C4aso. — D.  Mauricio  Orellano  cesionario  de  un  crédito  de  los  seño- 
res Daniel  González  y  C%  de  Mendoza,  demandó  á  don  Rosario  01- 
guin,  vecino  de  San  Luis,  ante  el  Juez  de  1"^  Instancia  de  dicha 
punto. 

Oliruin  suscitó  contienda  de  competencia  ante  el  Juez  Federal 
por  ser  González  y  C*  de  distinta  vecindad. 


Fallo  del  •! uez  Federal 


San  Luis,  Julio  21  de  1883. 

Vistos  y  considerando:  que  al  recurrir  D.  Rosario  Olguin  á  este 
Juzgado  invocando  el  fuero  federal  como  único  competente  para 
conocer  del  juicio  ejecutivo  que  le  ha  promovido  D.  Mauricio  Ore- 
llano  ante  el  señor  Juez  de  1^  Instancia  de  lo  Civil  de  esta  Capital, 
lo  hace  fundado  en  el  articulo  2°,  inciso' 2^  de  la  ley  sobre  jurisdic- 
ción y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales,  por  ser  él  vecino 
de  esta  Provincia  y  aquel  acreedor  sustituto  de  los  señores  Daniel 
González  y  C^  que  lo  son  de  la  de  Mendoza.  Que  si  bien  es  verdad 
que  para  que  surta  el  fuero  federal  por  razón  de  la  distinta  vecin- 
dad de  las  personas,  es  indispensable  que  el  derecho  que  se  dispute 
pertenezca  originariamente,  y  no  por  cesión  ó  mandato,  á  ciudada- 
nos estrangeros  ó  vecinos  de  otras  Provincias  respectivamente,  se- 
gún lo  dispono  el  articulo  8^  de  la  ley  citada,  es  un  principio  de 
jurisprudencia  establecido  por  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacio- 
nal, que  en  los  pleitos  en  que  un  estrangero  es  demandado  por  un 
ciudadano  de  la  República,  la  competencia  de  la  jurisdicción  Fede- 
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ral,  depende  de  la  contestación  de  la  demanda  de  modo  que  la  re- 
sistencia del  Juez  de  Sección  á  inhibirse  del  con'ocimiento  de  la 
causa  después  de  la  ne;jfatíva  del  demandado  á  contestársela,  es  in- 
fundada (Fallo  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional,  de  fecha 
16  de  Febrero  de  1869.  Serie  1*.  Tomo  7^  páginas  74  y  7o).  Que 
por  una  razón  de  analo^^ia,  este  principio  debe  aplicarse  también  al 
caso  sub-judice,  pues  limita  para  ella  la  misma  razón  indicada  por 
el  señor  Juez  de  lo  Civil  en  su  fallo  de  fecha  t31  de  Mayo  del  cor- 
riente año  transcrito  en  la  nota  de  foja  4,  cual  es  la  de  que  el  fuero 
federal  es  concedido  en  l)eneficio  del  estrangero  ó  vecinos  de  dis- 
tintas Provincias.  Que  I).  Mauricio  Orellano  al  presentarse  al  Juez 
de  1^  Instancia  gestionando  el  cobro,  materia  del  juicio  iniciado,  no 
obstante  el  derecho  que  le  dá  la  ley  de  ocurrir  á  la  jurisdicción  fe- 
deral de  esta  Sección,  por  la  naturaleza  del  documento  en  que  se 
funda,  ha  renunciado  con  perfecto  derecho  el  fuero  federal,  que- 
dando por  este  solo  hecho  el  juicio  de  la  competencia  del  espresado 
Juez. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  definitivamente  declarando  no  ser 
de  colhpetencía  de  este  Juzgado  el  conocimiento  del  presente  juicio. 
A  sus  efectos,  y  de  conformidad  á  lo  dispuesto  por  el  artículo  ^iáe 
la  ley  Nacional  de  Procedimientos,  remítase  lo  actuado  con  el  oficio 
correspondiente  al  señor  Juez  de  P  Instancia  de  lo  Civil,  con  noti- 
cia de  las  partes,  previa  reposición  de  sellos. 

Juan  del  Campillo. 

Fallo  de  la  í^uprenia  (lorie 

Buenos  Aires,  Noviembre  8  de  lHh3. 

Vistos:  No  habiéndose  justificado  que  el  demandante  y  el  deman- 
dado sean  vecinos  de  diferentes  Provincias;  y  considerando  que  en 
tal  caso,  es  inconducente  establecer  cual  sea  la  vecindad  del  ce- 
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dente,  según  la  doctrina  establecida  por  este  Tribunal  en  casos  an- 
teriores; y  que  por  otra  parte,  aún  siendo  los  litigantes  de  diferente 
vecindad,  el  caso  estaria  rejido  por  la  disposición  del  articulo  doce, 
inciso  cuatro  de  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia;  se  confirma 
con  costas  el  auto  apelado  de  foja  9  vuelta  y  devuélvanse  previa  re- 
posición de  sellos. 

j.  B.  GORosTiAGA  Qu  dosacuerdo  COD 

los  dos  primeros  considerandos. — 

J.    DOMÍNGUEZ. — ULADISLAO  FRÍAS. 
— S.  M.  LASPIUR. 


(:AU!SA   CXVIII 


D.  Carlos  A,  Jones^  dueño  del  pailebot  *  Patriota»,  contra  el  capitán 
y  cargadores  del  huqiie  *Providenza*  por  salvataje;  sobre  pruebas. 


Sumario. — La  prueba  de  testigos,  por  la  que  no  se  ha  pedido  el 
término  extraordinario,  puede  diligenciarse  dentro  del  ordinario, 
sin  las  formalidades  exijidas  para  aquel. 

Caso. — El  dueño  del  pailebot  ^Patriota^  demandó  al  capitán  y 
cargadores  del  buque  *Proiidenza»  por  salario  de  asistencia  y  sal- 
va taje. 
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Abierta  la  causa  á  prueba,  el  actor  acompañó  algunas  declara- 
ciones tomadas  por  la  Capitanía  del  puerto  de  Montevideo  y  pidió 
se  librara  exhorto  para  su  ratificación,  si  los  demandados  no  las 
aceptaban  en  la  forma  en  que  estaban. 

El  Juez  proveyó  de  conformidad. 

Los  demandados  reclamaron  por  no  haberse  llenado  los  requisi- 
tos exijidos,  por  los  artículos  94  y  95  de  la  ley  de  Procedimientos. 


Fallo  del  Juez  Federal 


Rosario,  Agosto  14  de  188a 

Visto  el  incidente,  y  considerando:  1°  Que  la  parte  demandante 
no  ha  solicitado,  como  lo  espresa  en  su  precedente  escrito,  el  tér- 
mino estraordinario  de  prueba  á  que  se  refiere  el  artículo  94  de  la 
ley  nacional  de  Procedimientos;  no  siendo  por  tanto,  aplicables  las 
disposiciones  de  los  artículos  9o  y  96  procedentes  y  basadas  solo 
para  el  caso  en  que  se  solicite  ese  término  estraordinario:  2**  Que 
las  disposiciones  de  estos  artículos  cuya  mente  filosófica  es  dema- 
siado perceptible  y  no  es  otra  que  la  de  impedir  demoras  malicio- 
sas y  prorogaciones  innecesarias  del  término  probatorio,  lo  que  no 
sucede  cuando  solo  haya  de  usarse  el  término  ordinario  de  prueba, 
como  en  esta  vez:  3^  Que  es  de  derecho  espreso  y  está  resuelto  por 
la  Suprema  Corte,  que  debe  facilitarse  en  cuanto  sea  posible  la  pro- 
ducción de  pruebas  antes  que  restringirla,  por  ser  el  punto  cardi- 
nal y  mas  esencial  en  las  causas  para  el  descubrimiento  de  la  ver- 
dad que  ante  todo  debe  buscar  el  Juez.  Por  estos  fundamentos,  es- 
tése á  lo  prevenido  á  foja  55  vuelta,  siguiendo  desde  la  notificación 
de  este  decreto,  el  término  probatorio  suspenso.  Repóngase. 

Fenelon  Zniiria, 

T.   XVII.  12 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Noviembre  1**  de  1883. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  el  auto  ape- 
lado de  foja  sesenta  y  nueve.  Repuestos  los  sellos,  devuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. 
—  ULADISLAO  frías.  —  S.  M.  LAS- 
PIUR.  —  M.  D.  PIZARRO. 


C.AUSA   CXIX 


Criminaly  contra  Carlos  Hadley^  por  muerte  dada  á  Guillermo 

Ross,  en  el  lugre  inglés  ^Princess* 


Sumario. — 1°  El  homicidio  cometido  sin  el  designio  formado  de 
antemano  de  dar  una}ínuerte  segura,  de  improviso  y  con  cautela,  es 
homicidio  simple. 

2^  Su  castigo,  según  el  articulo  196  del  Código  Penal,  que  forma 
el  derecho  común  de  las  Provincias  y  rige  en  la  Capital,  es  de  seis 
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ailos  de  Penitenciaria  con  disminución  del   tiempo  de  prisión  su- 
frida después  de  los  primeros  seis  meses, 

3°  Deben  ser  apercibidos  seriamente  el  Juez,  Secretario,  Defen- 
sor, Fiscal  y  Capitán  del  Puerto  por  sus  faltas  en  la  formación  y 
prosecución  de  la  causa. 


Caso.— Lo  esplican  laa  piezas  si'jfuientes: 


Fallo  del  •! uez  de  Heeeion 

Buenos  Aire»,  Setiembre  80  de  1880. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  á  Carlos  Hadley,  cocinero  del  lugre 
inglés  Princess,  por  homicidio  perpetrado  á  bordo  de.  dicho  buque, 
en  la  persona  del  piloto  de  la  barca  inglesa  Magie  de  los  que  resul- 
ta: Que  el  dia  veinte  y  cuatro  de  Enero  del  año  mil  ochocientos  se- 
tenta  y  ocho,  estaba  el  piloto  á  bordo  del  Princess,  conversando  con 
el  cocinero  en  la  puerta  de  la  cocina,  y  de  repente  este  último,  sin 
que  hubiese  podido  notarse  disputa  antes,  le  dio  de  golpes  con  el 
puño  volteándolo  entre  algunos  cajones.  Que  el  piloto  trató  de  le- 
vantarse y  antes  de  que  lo  pudiera  hacer,  echándosele  encima  si- 
guió dándole  golpes  en  la  cara  y  la  cabeza  con  los  píes  y  una  escoba 
de  á  bordo.  Que  cuando  el  segundo  piloto  del  Princess  acudió  des- 
pués de  prestarle  los  primeros  auxilios  al  herido,  mandó  al  marine- 
ro Federico  Werner,  al  pontón,  en  busca  de  un  facultativo,  y  al  re- 
gresar aquel  sin  este,  porque  no  lo  habia  en-  el  pontón,  ya  el  piloto 
había  fallecido  (declaraciones  de  los  testigos  presenciales  del  hecho, 
Federico  Werner,  Shwington  Wance,  John  Breingan,  fojas  seis  á 
doce  inclusive).  Que  la  muerte  del  piloto,  acaecida  el  mismo  dia  del 
suceso  fué  causada  por  la  compresión,  en  la  base  de  los  sesos,  pro- 
ducida por  la  hemorragia  que  resultó  de  las  heridas  recibidas  (in- 
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forme  médico,  foja  cincuenta  y  una).  Y  considerando:  que  este  hecho 
lo  declara  el  procesado  confeso  y  convicto  del  delito  de  homicidio 
perpetrado  con  premeditación  y  alevosía  en  la  persona  del  piloto 
del  buque  inglés  Maggie.  Que  lo  alegado  en  su  defensa  de  no  tener 
conciencia  de  haberlo  cometido,  por  no  haber  estado  ese  dia'en  el 
goce  de  sus  facultades  á  causa  del  abuso  qué  habia  hecho  de  bebi- 
das espirituosas,  no  puede  tenerse  en  cuenta,  porque  en  esta  se  ha 
contradicho,  diciendo  en  su  declaración  Indagatoria,  foja  cuatro, 
que  habia  bebido,  pero  no  lo  suficiente  para  perder  la  razón,  y  en 
la  confesión  de  foja  cincuenta  y  dos  vuelta,  que  habia  bebido  mucho 

á  punto  de  no  darse  cuenta  de  nada.  Que  sobre  este  punto,  ademas 
de  no  haberse  producido  prueba  alguna,  están  las  declaraciones  de 

los  testigos,  quienes  dicen  que  si  bien  él  procesado  habia  bebido  no 
estaba  del  todo  ebrio,  pues  que  hacia  su  servicio  con  regularidad. 
Por  estos  fundamentos  fallo  declarando  á  Carlos  Hadlev,  confeso 
y  convicto  del  delito  de  homicidio  voluntario,  cometido  con  preme- 
ditación yalevosiaen  la  persona  del  piloto  de  la  barca  inglesa  il/ag'- 
^iV?,  Guillermo  Ross;  y  haciendo  uso  de  la  facultad  concedida  por 
el  artículo  noventa  y  tres  de  la  Lev  de  Procedimientos,  lo  condeno 
á  la  pena  de  veinte  años  de  trabajos  forzados,  que  deberá  cumplir 
donde  el  Poder  Ejecutivo  lo  designe,  y  costas  del  proceso,  debién- 
dosele descontar  el  tiempo  que  lleva  de  prisión  sufrida.  Hágase  sa- 
ber y  comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo.  Notifíquese  con  el  original. 

Andrés  Ugarriza. 


VISTA  DEL  SENOR  PROCIRADOR  GENERAL 

Suprema  Corte: 

Buenos  Aires,  Julio  23  de  1883. 

Esta  causa  es  un  descrédito  para  la  justicia  de  la  Nación;  lo  digo 
con  conciencia  y  con  pesar. 
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Todos  los  que  en  ella  han  intervenido  en  Primera  Instancia,  han 
dado  una  prueba  de  la  incuria  mas  incalificable.  No  se  concibe  ta- 
maña indiferencia  por  los  sufrimientos  de  nuestros  semejantes.  Va 
á  palparlo  V.  E. 

El  24  de  Enero  de  1878,  Carlos  Hadley,  cocinero  del  lugre  inurlés 
Princess,  dio  muerte  á  Guillermo  Ross,  piloto  de  la  barca  Maggie, 
que  accidentalmente  se  encontraba  de  visita  á  bordo  del  Princess, 
surto  en  la  rada  de  esta  Capital. 

El  Capitán  del  Puerto,  entonces  el  Dr.  I).  Diego  de  la  Fuente,  nin- 
guna disposición  tomó  para  el  esclarecimiento  de  los  hechos;  nin- 
guna absolutamente.  No  mandó  levantar  el  sumario  correspondien- 
te, ni  que  se  practicara  siquiera  el  reconocimiento  del  cadáver.  Y 
lo  que  es  mas  incomprensible  todavia,  dejó  se  hiciera  á  la  vela,  el 
27  del  mismo  mes  de  Enero,  el  buque  en  que  había  tenido  lugar  el 
homicidio,  y  recien  el  29,  se  dirigió  al  Juzgado  de  Sección. 

El  Juzgado  pidió  con  repetición  los  antecedentes,  y  ningunos  tes 
fueron  remitidos;  ni  siquiera  la  partida  de  entierro,  porque  nada 
absolutamente  se  habia  hecho! 

Pá  señor  Juez,  que  debió  esforzarse  para  suplir  tan  grande  defi- 
ciencia, se  limitó  á  tomar  superficialmente  la  indagatoria  al  proce- 
sado, y  á  examinar,  siempre  de  carrera,  los  pocos  testigos,  que  por 
casualidad  no  se  habian  ausentado,  de  los  que  habían  presenciado 
el  hecho. 

Después  de  dos  años  y  ocho  meses  de  una  escasa  tramitación  que 
se  resiente  toda  del  mismo  abandono,  el  señor  Juez  pronunció  su 
sentencia,  condenando  al  procesado  á  veinte  años  de  presidio.  Y 
esta  sentencia  tres  años  después  no  habia  sido  notificada...! 

Cómo  ha  podido  tener  lugar  este  hecho  incalificable  y  único  en 
nuestros  anales,  no  lo  comprendo. 

No  alcanzo  cómo  han  podido  perdej-  hasta  el  recuerdo  de  esta 
causa:  el  Defensor,  el  Procurador  Fiscal,  el  Escribano  y  sobre  todo 
el  Juez.  Admiro  olvido  semejante,  cuando  habia  de  por  medio  un 
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ser  liumano  que  sufría,  y  que  esperaba  ansioso  la  decisión  de  que 
dependia  su  suerte,  y  su  misma  vida.  No  me  esplico,  tampoco,  cómo 
en  las  visitas  sucesivas  de  cárcel  ha  podido  pasar  todo  esto  desaper- 
cibido. Es  esto  desesperante,  y  acusa  un  vicio  radical  en  la  organi- 
zación de  nuestra  justicia  criminal,  sobre  lo  que  no  puedo  menos  de 
llamar  muy  seriamente  la  atención  de  V.  E. 

Reservándome  proponer  mas  adelante,  y  por  cuerda  separada,  lo 
que,  á  mi  juicio,  considero  más  conducente,  si  estos  ejemplos  de  in- 
calificable incuria  se  repitiesen,  me  limitaré  á  pedir  á  V.  E.  por 
ahora,  aperciba  de  la  manera  mas  formal  al  Juez,  al  Capitán  del 
Puerto,  Defensor,  Procurador  Fiscal  y  Escribano  que  han  interveni- 
do en  esta  causa  en  el  Juzgado  Inferior. 

Pasando  ahora  al  estudio  del  proceso,  diré  á  V.  E.  que  encuentro 
probado  el  homicidio,  pero  escesiva  la  pena.         • 

No  obstante  la  falla  de  todas  las  piezas  esenciales  en  todo  pro- 
ceso, la  partida  de  defunción  y  el  reconocimiento  médico  legal,  el  su- 
mario arroja  datos  bastantes  para  formar  la  convicción  de  que  Ross 
falleció  á  consecuencia  de  los  golpes  que  le  infirió  Hadley. 

Tres  testigos  presenciaron  el  hecho,  y  sus  declaraciones  están  con- 
formes sobre  los  puntos  capitales. 

Dicen:  que  estando  conversando,  y  sin  que  mediara  disputa  al- 
guna, de  repente  dio  Hadley  un  golpe  con  el  puño  á  Ross,  echándolo 
por  tierra;  que  cuando  este  quiso  levantarse,  le  dio  otro  golpe;  que 
tomó  en  seguida  una  escoba  de  i  torio,  con  la  que  le  dio  de  nuevo 
en  la  cabeza.  Agregan,  por  iiUtiao,  qoe  Ross  falleció  pocas  horas  des- 
pués. 

Cierto  es  que  se  advierte  alguna  discrepancia  en  estas  tres  de- 
claraciones, pero  es  sobre  puntos  de  detalle  que  no  afectan  el 
fondo. 

La  identidad  de  Ross  está  perfectamente  comprobada  por  el  tes- 
timonio de  los  dos  marineros  de  su  mismo  buque,  que  lo  trajeron 
á  bordo  del  Ptinress.  Lo  está  además,  por  el  testimonio  del  mismo 
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procesado,  y  por  el  del  otro  testigo,  el  estibador  Breingan,  foja  10 
vuelta. 

Está  también  probado  y  fuera  de  toda  duda,  que  Iladley  dio  de 
golpes  al  piloto  muerto,  primero  con  el  puño  y  después  con  una  es- 
coba. Los  dos  marinos  del  Moggie  lo  afirman  con  perfecta  unifor- 
midad. Lo  afirma  también  el  estibador,  con  una  diferencia  en  cuanto 
al  lugar,  que  no  es  sustancial.  Los  marineros  dicen  que  el  hecho  tuvo 
lugar  en  la  puerta  de  la  cocina  y  el  estibador  que  en  la  proa.  No 
constando  donde  estaba  la  cocina,  que  bijBn  pudo  estar  en  la  proa, 
esta  discrepancia  nada  significa. 

No  hay,  por  último,  posibilidad  de  poner  en  duda  la  muerte  de 
Ross.  Los  tres  testigos  están  perfectamente  acordes  en  que  falleció 
pocas  horas  después  de  recibidos  los  golpes.  Que  haya  fallecido  en 
el  bote  viniendo  á  tierra,  como  dice  el  estibador,  ó  que  estuviese  ya 
muerto,  cuando  vinieron  los  marineros  de  buscar  médico,  como  afir- 
man estos,  son  detalles  que  nada  prueban  contra  la  realidad  de  la 
muerte  y  que  fácilmente  se  esplican.  Bien  pudo  Ross  aparecer  muerto 
cuando  llegaron  los  marineros,  y  no  morir  sino  algunas  horas  des- 
pués. 

Tenemos^  pues,  no  obstante  las  deficiencias  del  sumario,  y  cierta 
falta  de  uniformidad  en  las  declaraciones,  á  que  el  Defensor  llama 
contradicciones^  la  prueba  acabada  que  la  ley  exige,  tanto  sobre  el 
agresor  y  la  víctima,  como  sobre  la  causa  que  produjo  la  muerte. 

Pero  aquí  principia  la  dificultad:  ¿qué  móvil  pudo  inducir  á  Had- 
ley  á  dar  golpes  á  Ross?  ¿La  muerte  fué  originada  por  los  golpes 
mismos  ó  por  la  caida?  ¿Tuvo  Hadley  el  propósito  de  dar  muerte  á 
Ross?  ¿Estaba  ó  nó  en  estado  de  embriaguez? 

Es  precisamente  sobre  estas  dudas  que  asaltan  al  espíritu  menos 
avisado,  que  la  imperfección  y  negligencias  del  sumario  hacen  difí- 
cil sino  imposible,  dar  una  solución  satisfactoria.  Echase  de  menos, 
sobre  lodo,  el  reconocimiento  médico  legal.  La  contestación  del  doc- 
tor Ayer  al  informe  que  el  Juzgado  le  pidió,  á  que  el  Defensor  llama 
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carta,  fué  espedida  en  Mayo,  S  meses  después,  y  recien  en  Febrero 
del  año  siguiente  aparece  á  los  autos,  presentada  no  se  sabe  por 
quien! 

El  doctor  Ayer  habia  sido  llamado  á  altas  horas  de  la  noche  á 
asistir  á  un  hombre  herido,  y  encontró  un  cadáver.  Su  misión  habia 
concluido;  y  solo  un  sentimiento  de  curiosidad  y  de  interés  profe- 
sional pudo  inducirle  á  practicar  un  examen  que  es  de  presumir  fuera 
ligero  y  superficial.  Eran  pasadas  las  doce  de  la  noche,  y  el  herido, 
si  no  habia  fallecido  á  bordo,  como  dicen  los  marineros,  habia  de- 
jado esta  vida  en  el  bote  que  lo  traia  á  tierra  á  las  10,  según  afirma 
el  estibador. 

¿Qué  misión  tenía  ya  el  médico? 

Asimismo,  el  informe  del  doctor  Ayer  es  de  grande  importan- 
cia, siquiera  sea  como  un  testimonio  de  persona  competente  y  auto- 
rizada. 

« La  herida,  dice,  presentaba  una  fractura  compuesta  y  desmenu- 
zada, faltando  los  tegumentos  que  cubrían  el  cráneo  del  mismo  lado 
en  el  local  de  la  fractura,  habiendo  también  estraiasacion  de  la  sus- 
tancia cerebral*. 

Una  herida  semejante  no  puede  ser  originada  por  un  golpe  de 
pufio,  ni  tampoco  por  el  mango  de  una  escoba.  Es  mas  posible  que 
al  caer  diese  Ross  con  la  cabeza  en  el  filo  de  alguno  de  los  cajones, 
sobre  que  dice  uno  de  los  testigos,  Shwington,  que  cayó.  El  cuero 
cabelludo  es  resistente,  y  no  puede  ser  rasgado  sino  por^un  objeto 
que  presente  alguna  punta  ó  filo.  Es  también  posible  que  Hadley 
tuviera  en  la  mano  al  dar  el  golpe  algún  instrumento  cortante,  ó 
algún  fierro.  Sin  embargo,  el  hecho  de  estar  la  herida  en  la  parte 
posterior,  hace  mas  presumible  que  fuera  causada  al  caer  sobre  un 
objeto  duro  y  filoso.  «  Una  fractura  lineal,  agrega  el  mismo  doctor 
Aver,  se  estendia  hacia  atrás  hasta  la  base  misma  del  cráneo. »  El  es- 
tibador  hace  también  mención  de  una  gran  herida  en  la  cabeza  que 
vertia  mucha  sangre^  foja  12. 
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Parliendo  de  estos  antecedentes,  y  procediendo  en  la  apreciación 
con  el  espíritu  de  benevolencia  que  caracteriza  á  la  legislación  de 
nuestros  dias,  el  ánimo  se  inclina  á  creer  que  no  hubo  de  parte 
de  Hadley,  ni  premeditación,  ni  la  voluntad  de  dar  la  muerte,  que 
fué,  sin  embargo,  el  resultado  inmediato  de  su  agresión.  Las  riñas 
á  golpes  de  puno  son  frecuentes  entre  las  gentes  de  mar.  Solo  por 
accidente  y  rarísima  vez,  producen  la  muerte  que  no  se  proponen 
dar,  ni  temen  los  combatientes. 

Agrégase  á  esto  que  no  se  alcanza  qué  móvil  pudo  llevar  á  Had- 
ley á  dar  muerte  á  Ross.  Las  declaraciones  de  las  tripulaciones  del 
Ptincess  y  de  la  Moggie  hubieran  acaso  arrojado  alguna  luz  acerca 
de  las  relaciones  que  entre  uno  y  otro  pudieran  existir,  y  su  falta 
no  puede  hoy  ser  suplida. 

De  las  declaraciones  de  Breingan  y  del  mismo  Hadley,  podría  de- 
ducirse que  algunos  puntos  de  contacto  existían  entre  Hadley  y  Ross. 
Dice  el  primero  que  había  servido  en  Haliíax  bajo  las  órdenes  del 
padre  del  segundo,  y  según  Breingan,  momentos  antes  de  la  agre- 
sión, Hadley  decía  á  Ross,  acompañando  la  frase  con  palabras  alta- 
mente ofensivas  ^yo  te  conozco  bien  á  vos»  foja  11  vuelta.  Acaso  un 
rencor  antiguo  y  profundo  moviera  el  brazo  de  Hadley.  Las  refe- 
rencias son,  sin  embargo,  tan  incompletas  que  no  alcanzan  á  auto- 
rizar siquiera  una  presunción  fundada. 

Rl  estado  de  embriaguez  podría  conducirnos  á  una  esplicacion 
más  ó  menos  racional.  Sobre  esto  mismo  el  sumario  es  deficiente. 

Hadley  recuerda  perfectamente  la  conversación  que  tuvo  con  el 
piloto;  se  dá  cuenta  de  todo  antes  de  la  agresión,  hasta  de  haber 
dejado  caer  una  fuente  de  las  manos:  después,  pierde  por  completo 
la  memoria,  á  término  de  sorprenderse  al  día  siguiente  de  encon- 
trarse con  grillos  y  de  tener  que  preguntar  la  causa.  Todo  esto  no  es 
sincero,  ni  natural;  y  si  algo  prueba,  es  que  el  estado  de  embria- 
guez, ó  no  existia,  ó  en  todo  caso,  no  era  completo. 

F^to  mismo  se  desprende  del  testimonio  de  Shwington  Wance  y 
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de  Breingan;  el  primero  cree  que  Hadley  no  estaba  ebrio,  porque 
hacia  regularmente  su  servicio;  el  segundo  dice,  que  había  tomado 
todo  el  dia,  pero  que  podia  mantenerse  de  pió. 

El  otro  testigo  nada  dice,  porque  no  se  le  preguntó  una  palabra 
acerca  de  una  circunstancia  que  desde  el  primer  momento  debi<i 
comprender  el  señor  Juez  había  de  constituir  uno  de  los  elementos 
principales  del  proceso. 

Después  de  este  examen  de  los  hechos,  corresponde  pasar  á  estu- 
diar el  grado  de  culpabilidad  del  procesado  y  la  pena  con  que  haya 
de  ser  castigado. 

El  hecho  está  probado:  la  conciencia  más  meticulosa,  no  obstante 
la  falta  de  las  piezas  principales,  no  puede  menos  de  aceptar  con 
tranquilidad  completa  que  Ross  falleció  muy  pocas  horas  después  de 
los  golpes  que  recibió  de  Hadley. 

Solo  hay  una  remota  presunción,  de  que  Hadley  pudo  ser  movido 
por  un  espíritu  de  venganza.  La  ebriedad  no  está  probada;  Hadley 
había  tomado  algo,  pero  no  lo  bastante  para  no  poder  atender  á  su 
obligación  y  perder  el  sentimiento  de  su  responsabilidad. 

¿Cómo  osplicar  entonces  este  hecho? 

Me  inclino  á  creer  que,  obedeciendo  á  recuerdos  de  alguna  ofensa 
antigua  y  algo  escitado  por  la  bebida,  Hadley  acometió  á  Ross  á 
golpes  de  puño,  sin  intención  de  darle  muerte.  No  se  ha  dicho  por 
ninguno  de  los  testigos  que  hubiese  hecho  uso  de  arma  que  pudiera 
dar  muerte.  Debe  esta,  entonces,  atribuirse  mas  bien  al  golpe  que 
recibió  Ross  al  caer  sobre  algún  objeto  con  filo  ó  punta,  capaz  de 
rasgar  el  cuero  cabelludo  y  fracturar  el  mismo  cráneo. 

Hadley,  es  sin  embargo,  responsable  de  esta  muerte,  porque  fué 
la  consecuencia  inmediata  de  su  agresión  violenta  y  de  todo  punto 
injusta  é  inmotivada. 

No  ha  procedido  con  premeditación,  ni  alevosía,  y  está  lejos  de 
merecer  los  veinte  años  de  presidio  á  que  lo  condena  el  señor  Juez, 
y  mucho  menos,  la  muerte,  que  pide  el  Procurador  Fiscal. 
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La  disposición  del  articnlo  196  del  Código  Penal  paréceme  la  mas 
direclameule  aplicable. 

Es  este  un  homicidio  simple,  sí  w  reflexión  ni  premeditación,  Hadley 
ejecutó  contra  Ross  actos  capaces  de  poner  en  peligro  su  vida,  y  que 
en  realidad  lo  produjeran. 

Teniendo  en  cuenta  el  estado,  aunque  imperfecto,  de  embriaguez; 
la  prisión  sufrida  y  las  incalificables  deficiencias  del  sumario,  pienso 
que  de  la  pena  de  seis  años  de  penitenciaria  que  corresponden  al 
artículo  citado^  debe  serle  descontado  al  procesado  el  tiempo  de  la 
prisión  que  ha  sufrido,  con  excepción  de  los  seis  meses  á  que  se  re- 
fiere el  articulo  171. 

Pido  en  este  sentido  la  modificación  de  la  sentencia  apelada. 

Eduardo  Costa, 


Pallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Noviembre  13  de  1888. 

Vista  esta  causa  criminal,  seguida  contra  Carlos  Hadley,  cocinero 
del  lugre  inglés  Princess,  por  haber  dado  mnerte  á  Guillermo  Ross, 
piloto  de  la  barca  de  la  misma  nacionalidad  .lía^^í^,  estando  surtos 
ambos  buques  en  este  puerto  —  causa  que  pende  ante  esta  Suprema 
Corte,  por  apelación  de  la  sentencia  del  Juzgado  Federal  de  esta 
Capital,  que  condena  al  procesado  á  veinte  años  de  trabajos  forza- 
dos—y de  la  cual  resulta : 

Que  tres  testigos  presenciales,  Shwington  Wance,  Federico  Wer- 
ner  y  Juan  Breigan,  han  declarado  en  esta  causa  á  fojas  seis,  ocho 
y  once,  que  encontrándose  de  visita  el  piloto  Guillermo  Ross,  el  dia 
veinte  y  ocho  de  Enero  de  mil  ochocientos  setenta  y  ocho,  á  bordo 
del  Princess,  y  estando  conversando  sobre  cul)ierta  con  el  cocinero 
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Carlos  Hadley,  este  dio  á  Ross  un  golpe  con  el  puño,  echándolo  por 
tierra;  que  cuando  quiso  levantarse  le  dio  olro  golpe,  y  tomó  en  se- 
guida una  escoba  de  á  bordo  y  le  descargó  con  ella  golpes  en  la  ca- 
beza, de  cuyas  resultas  murió  ese  mismo  dia. 

Que  entre  estas  declaraciones  hay  algunas  divergencias.  Que  se- 
gún los  dos  primeros  testigos,  Wance  y  Werner,  el  acto  homicida 
tuvo  lugar  en  la  puerta  de  la  cocina  del  buque,  y  según  el  otro,  en 
la  proa;  que  los  primeros  dicen  que  no  notaron  que  hubiese  me- 
diado disputa,  y  el  tercero  afirma  que  precedieron  palabras  alta- 
mente ofensivas  que  Hadley  dirigió  á  Ross;  que  los  primeros  nada 
deponen  sol)re  la  gravedad  de  las  heridas  inferidas  á  éste,  y  el  ter- 
cero asegura  «que  el  piloto  tenia  una  gran  herida  en  la  cabeza  que 
echaba  mucha  sangre » ;  que  según  los  primeros,  Ross  falleció  á  las 
pocas  horas  á  bordo  del  Princess  y  según  el  olro  en  el  bote  que  lo 
conducía  á  tierra;  que  el  primer  testigo,  por  último,  declara  que  le 
parece  que  Hadley  no  estaba  ebrio,  porque  vio  que  hacia  regular- 
mente su  trabajo;  y  el  tercero  afirma  que  estaba  ebrio,  pues  había 
bebido  todo  el  dia,  pero  que  podia  mantenerse  bien  de  pié. 

Que  sobre  la  naturaleza  y  gravedad  de  las  heridas  causadas  al 
muerto  Guillermo  Ross,  el  médico  doctor  Ayer  informa  á  foja  cin- 
cuenta y  uno,  en  los  términos  siguientes:  «el  cráneo  presentaba 
una  fractura  compuesta  y  desmenuzada  del  lado  derecho,  faltando 
los  tegumentos  que  cubrían  el  cráneo  del  mismo  lado  en  el  local  de 
la  fractura,  habiendo  también  extravasación  de  sustancia  cerebral. 
Una  fractura  lineal  se  estendia  hacia  atrás,  hasta  la  base  del  crá- 

■ 

neo.  Rabia  también  hemorragia  del  meatus  externo  de  ambos  oídos. 
La  muerte  fué  causada  indudablemente  por  la  compresión  en  la 
base  de  los  sesos,  producida  por  la  hemorragia  que  resultó  de  las 
heridas  descriptas  >. 

Que  por  las  referidas  declaraciones  de  los  testigos  presenciales, 
consta  también  la  identidad  del  muerto  Guillermo  Ross,  y  la  del  de- 
lincuente Carlos  Hadlev. 
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Que  este  mismo  no  niega  ser  el  autor  del  acto  homicida,  y  sola- 
mente alega,  en  su  declaración  indagatoria  de  foja  cuatro  y  confe- 
sión de  foja  cincuenta  y  dos  vuelta,  no  tener  conciencia  de  haberlo 
•cometido. 

Que  en  la  instrucción  y  sustanciacion  de  este  proceso,  resaltan 
las  siguientes  faltas,  sobre  las  que  llama  la  atención  de  la  Corte  el 
señor  Procurador  General: 

El  Capitán  del  Puerto,  encargado  de  la  Policia  Maritima,  que  en 
la  fecha  del  homicidio  cometido,  era  el  doctor  don  Diego  de  la 
Fuente,  ninguna  disposición  tomó  para  la  primera  averiguación  de 
los  hechos.  No  mandó  levantar  información  alguna,  ni  practicar  el 
reconocimiento  facultativo  del  cadáver.  Sin  recibir  declaración  á 
los  tripulanles  del  Prineess,  á  cuyo  bordo  tuvo  lugar  el  homicidio 
del  piloto  Ross,  permitió  que  saliera  del  puerto  para  el  estrangero, 
en  27  de  Enero  de  i878,  y  recien  en  29  del  mismo  se  dirigió  al  Juez 
de  Sección,  poniendo  á  su  disposición  al  reo. 

Que  el  cargo  de  Defensor  del  procesado  no  fué  aceptado  en  forma; 
que  los  testigos  del  sumario  no  fueron  examinados  nuevamente 
dentro  del  término  de  prueba,  sin  que  conste  que  no  pudieron  ser 
habidos,  y  que  la  nota  del  Escribano  sobre  el  vencimiento  de  dicho 
lérmino  y  de  ponerse  los  autos  al  despacho,  no  tiene  fecha. 

Que  sentenciada  esta  causa  por  el  Juez  de  Sección  en  treinta  de 
Setiembre  de  mil  ochocientos  ochenta,  es  decir,  después  de  dos  años 
y  ocho  meses  de  iniciada,  fué  recien  notificada  al  reo  en  cuatro  de 
Junio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres,  sin  que  ni  el  Defensor  doc- 
tor don  Antonio  Luna,  ni  el  Procurador  Fiscal,  doctor  Viale,  hubie- 
sen reclamado  el  cumplimiento  de  esta  diligencia,  ni  el  Juez  la  hu- 
biese ordenado  de  oficio. 

Y  considerando:  Que  por  las  declaraciones  délos  testigos  presen- 
ciales, de  fojas  seis,  ocho  y  once,  y  por  el  informe  facultativo  del 
I)r.  Ayer,  á  foja  cincuenta  y  una  vuelta,  resulta  plenamente  probado 
que  el  procesado  Carlos  Hadley  es  el  autor  de  las  heridas  inferidas 
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en  veinte  y  ocho  de  Enero  de  mil  ochocientos  setenta  y  ocho,  á  bordo 
del  In^re  inglés  Princess  al  piloto  de  la  barca  Maggiey  don  Guillermo 
Ross,  heridas  que  fueron  la  causa  eficiente  de  su  muerte  en  ese 
mismo  día; 

Que  por  esas  mismas  declaraciones  é  informe^  consta  también  el 
cuerpo  del  delito,  y  la  identidad  del  delincuente  y  de  la  victima; 

Que  aun  cuando  en  esas  declaraciones  hubiese  varias  divergen- 
cias, ellas  se  refieren  á  algunos  accidentes,  y  no  á  los  elementos  que 
constituyen  la  sustancia  del  crimen  cometido: 

Que  no  se  ha  justificado  que  el  homicidio  cometido  por  Hadley 
haya  sido  con  premeditación  y  alevosía,  esto  es  con  el  designio  for- 
mado de  antemano  de  atentar  contra  la  persona  de  Ross,  y  de  darle 
una  muerte  segura,  de  improviso  y  con  cautela; 

Por  estos  fundamentos,  la  Corte  declara  al  procesado  Carlos  Had- 
ley, culpable  de  homicidio  simple  cometido  en  la  persona  de  don 
Guillermo  Ross;  y  reformando  la  sentencia  apelada  de  foja  sesenta 
y  tres  vuelta,  y  de  conformidad  con  lo  pedido  por  el  seBor  Procu- 
rador General,  le  condena,  con  arreglo  á  lo  proscripto  por  el  artí- 
culo ciento  noventa  y  seis  del  Código  Penal,  que  rige  en  esta  Capital 
y  forma  el  derecho  común  de  las  Provincias,  á  la  pena  de  seis  años 
de  penitenciaria,  con  disminución  del  tiempo,  que  excediendo  de  seis 
meses,  ha  sufrido  de  prisión,  y  á  las  costas  del  proceso. 

Ordena  que  se  comunique  por  oficio  esta  sentencia  al  Poder  Eje- 
cutivo; y  que  atentas  las  graves  faltas  á  los  deberes  de  su  cargo  en 
que  han  incurrido  en  esta  causa  el  Juez  de  Sección  y  su  secretario 
don  N.  Munita,  el  defensor  del  reo  doctor  don  Antonio  Luna,  el 
Procurador  Fiscal  doctor  don  J.  Víale,  y  el  ex-Capitan  del  puerto, 
doctor  don  Diego  de  la  Fuente,  sean  apercibidos  seriamente. 

Notif  iquese  con  el  original  y  devuélvase  los  autos. 

J.  B.  GOnOSTIAGA.  —  ULADISLAO 
frías.— S  M.  LASPIUR. — M.  D.  PI- 
ZARRO. 
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CAUSA  €:xx 


D.  Eduardo  Passo,  contra  el  Dr.  D.  Marcelino  Freiré,  por  cobro 

ejecutivo  de  arriendos. 


Sumario. — El  arrendatario  de  un  campo  que,  sin  conocimiento  del 
locador,  compra  el  campo  ai  Fisco,  no  cambia  la  causa  de  su  pose- 
sión, y  no  puede  oponer  la  excepción  de  inhabilidad  del  titulo  á  la 
acción  ejecutiva  del  locador  por  cobro  de  arrendamientos. 


Caso. — Lo  esplican  las  siguientes  resoluciones: 


Fallo  del  Juez  Federal 


Bosario,  Marzo  81  de  1883. 

Vista  la  excepción  de  inhabilidad  de  título,  deducida  por  el  Dr.  don 
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Marcelino  Freiré,  con  lo  alegado  y  probado  y  espuesto  por  su  parte 
en  la  audiencia  verbal  y 

Considerando:  1°  Que  citado  de  eviccion  el  vendedor  del  campo 
por  el  que  se  pide  arrendamiento,  D.  Tomás  S.  G.  Armstrong  y  ha- 
biendo aceptado  salir  á  ella,  no  solo  no  se  ha  opuesto  á  la  excep- 
ción del  ejecutado,  sino  que  ni  aun  la  ha  aceptado  como  deducidos 
por  si  los  fundamentos  dados  por  el  comprador  y  ejecutante  Passo; 
renunciando  también  su  concurrencia  al  informe  in  roce  solicitado 
de  contrario;  lo  que  manifiesta  la  convicción  de  su  falta  de  derecho 
para  sostener  la  ejecución  intentada,  y  dejar  en  pié  en  todosu  vi¿ror 
las  razones  de  la  excepción; 

^  Que  ese  proceder  se  esplica  porque  no  hay  ley  ni  facultad  que 
autorice  á  nadie  á  vender  lo  ageno  y  cobrar  arrendamiento  por 
ello,  máxime  al  mismo  dueño  legitimo  de  la  cosa  locada; 

3^  Que  la  presunción  de  dominio  que  puede  asistir  al  arrendador 
que  posee  ó  haya  poseido  al  menos  el  fundo  arrendado,  cede  ante 
la  prueba  de  ser  la  cosa  agena  y  de  aun  haberlo  poseido  quien  de 
derecho  lo  arrendó;  y  pues  en  el  caso  actual  ni  aun  se  ha  probado 
cómo  se  ordenó  por  el  Juez,  la  posesión  en  que  el  locador  se  fundó; 

4^  Que  además,  según  el  plano  presentado  por  el  Dr.  Freiré  á 
í.  ai,  y  sin  oposición  contraria,  como  también  por  la  escritura  de 
venta  de  f.  1*^  hecha  por  I).  Tomás  S.  G.  Armstrong  y  I).  Enrique 
Amelong,  como  asimismo  por  la  de  este  otorgada  á  I).  Eduardo 
Passo,  f.  5,  y  como  igualmente  por  el  informe  del  Departamento  To- 
pográfico de  f.  3  vuelta,  el  terreno  de  dos  leguas  vendido  á  Passo  y 
mal  arrendado  á  Freiré,  se  vé  que  jamás  perteneció  á  dichos  ven- 
dedores; pues  el  que  fué  de  propiedad  de  la  sucesión  Amelong,  es 
el  que  correspondió  á  Mosqueda,  que  contiene  en  su  centro  la  ine- 
quívoca distinción  do  la  isleta  de  Martínez;  hallándose  el  vendido 
y  arrendado  del  Dr.  Freiré  al  Sud,  con  mu\  distinta  ulucacion;  v 
siendo  además  de  propiedad  fiscal,  como  después  fué  denunciado  y 
adjudicado  legaluiente  á  dicho  Dr.  Freiré. 
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Por  estos  lundamentos  y  otros  muchos  que  es  innecesario  aducir, 
no  ha  higar  á  la  ejecución,  con  costas  al  ejecutante.  Notifiquese  con 
el  original  y  repóngase  los  sellos. 

Fenelon  Zuviria, 


Fallo  de  la  Suprema  <^orte 


Buenos  Aires,  Noviembre  13  de  1883. 

Vistos  estos  autos,  seguidos  por  Don  Eduardo  Passo,  contra  el 
Doctor  Don  Marcelino  Freiré,  sobre  cobro  ejecutivo  de  pesos,  por 
arrendamiento  de  un  campo. 

Resulta:  Que  el  Doctor  Freiré  arrendó  por  dos  años,  á  contar 
desde  el  primer  dia  de  Abril  de  mil  ochocientos  ochenta  y  uno,  al 
señor  Y.  H.  Amelong,  un  campo  que  este  poseia  como  de  su  propie- 
dad en  la  Provincia  de  Santa  Fé,  lindero  por  el  Sud  y  Naciente  con 
el  espresado  señor  Freiré,  por  el  Norte  con  la  sucesión  de  Don  To- 
más Armstrong,  y  por  el  Poniente  con  Don  Eduardo  Passo,  pagando 
por  arrendamiento  trescientos  pesos  bolivianos  al  año,  siendo  de 
cuenta  del  arrendatario  el  pago  de  la  contribución  directa,  y  que- 
dando á  su  cargo,  para  sn  ejecución  y  cumplimiento,  un  contrato 
anterior  de  arrendamiento  de  media  legua  de  este  mismo  campo, 
celebrado  con  Don  Domingo  Gallam.  (Contrato  de  foja  diez,  y  escri- 
tura de  fojas  una  á  cuatro). 

Que  en  Noviembre  de  aquel  año,  el  arrendador  señor  Amelong, 
vende  este  campo  á  Don  Eduardo  Passo  (cinco  á  ocho),  mantenién- 

T.  XVII  13 
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dose  el  arrendamiento  de  Freiré,  á  quien  se  dá  aviso  de  la  venta 
para  el  pa^^o  de  las  anualidades  al  nuevo  propietario; 

Que  en  Diciembre  del  mismo  año  el  arrendatario  señor  Freiré, 
compra  este  campo  al  Gobierno  Provincial  de  Santa  Fé,  denuncián- 
dolo como  de  propiedad  fiscal  (foja  veinte,  fojas  treinta  y  una  á 
treinta  y  cuatro,  etc.); 

Que  demandado  Freiré  para  el  pa^^o  ejecutivo  de  la  primera  anua- 
lidad, se  opone  á  la  ejecución  alegando  inhabilidad  del  título  con 
que  se  le  demanda,  en  razón  de  poseer  el  campo  á  nombre  propio, 
y  como  dueño  mediante  su  compra  al  Fisco  de  la  Provincia,  y  no 
como  arrendatario  de  Passo  ó  su  causante  Amelong;  pues  sostiene 
que  dicho  campo  no  perteneció  jamás  á  estos  sino  al  Fisco,  su  ven- 
dedor; quedando  el  campo  de  aquellos  en  distinta  ubicación,  según 
informes  del  Departamento  Topográfico  y  Plano  que  al  efecto  acom- 
paña; de  lo  que  resulta,  no  haber  ocupado  jamás  el  campo  del  com- 
prador Passo  ó  su  causante  Amelong,  etc. 

Y  Considerando:  Primero.  Que  en  estos  autos  no  se  trata  denna 
acción  de  deslinde,  ni  de  un  juicio  petitorio  de  propiedad  del  campo 
en  cuestión,  sino  simplemente  de  un  juicio  ejecutivo  por  cobro  de 
arrendamientos  vencidos; 

Segundo,  Que  para  la  existencia  del  contrato  de  locación,  y  para 
la  efectividad  de  las  obligaciones  que  él  impone  al  arrendatario  y  al 
arrendador,  no  se  necesita  que  la  cosa  arrendada  sea  de  propiedad 
de  éste,  ni  que  se  encuentre  siquiera  en  posesión  de  ella.  El  contrato 
de  locación  consiste,  únicamente,  en  aseguar  al  locatario  el  uso  y 
goce  de  una  cosa  mediante  cierto  precio  (articulo  uno,  titulo  De  la 
locación);  y  Freiré  ha  estado  y  se  encuentra  en  el  uso  y  goce  del 
campo,  sin  que  haya  sido  privado  de  él,  ni  haya  solicitado  rescisión 
del  contrato  de  arrendamiento  por  reclamos  sobre  la  propiedad  ó 
posesión  del  campo  que  le  interrumpan  en  el  uso  y  goce  del  mismo, 
para  escusar  su  obligación  de  pagar  los  arrendamientos  vencidos, 
como  es  necesario  en  derecho  para  eximirse  de  esta  obligación  (ar- 
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tículos  veinte  y  tres,  treinta  y  tres,  treinta  y  cuatro,  treinta  y  cinco 
y  demás  relativos,  título  De  la  locación):  pero  ni  siquiera  ha  cum- 
plido por  su  parte  la  obligación  que  al  efecto  le  incumbe  como  arren- 
datario (articulo  treinta  y  ocho,  titulo  citado)  de  dar  conocimiento 
al  locador,  en  el  mas  breve  término  posible,  de  toda  acción  que  se 
dirija  contra  la  propiedad,  uso  ó  goce  de  la  cosa  arrendada;  siendo 
contrario  á  derecho,  como  opuesto  á  la  fé  de  los  contratos,  que  el 
mismo  arrendatario,  sin  denuncia  previa  al  locador,  sea  en  tales 
condiciones  admitido  á  producir  una  acción  que  obsto  á  la  ejecución 
del  contrato  celebrado,  y  á  las  obligaciones  que  él  le  impone,  creán- 
dose sin  conocimiento  de  aquel,  un  obstáculo  á  sí  mismo  en  el  uso 
y  goce  de  la  cosa  arrendada,  para  eludir  el  pago  de  los  arrenda- 
mientos. 

Tercero.  Que  el  arrendatario  Seílor  Freiré,  entró  á  poseer  este 
campo  como  de  propiedad  de  Amelong,  en  Abril  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  uno,  según  el  contrato  de  locación  reconocido  y  confesado 
en  este  juicio,  bajo  límites  fijos,  y  como  lindero  del  terreno  de  su 
propiedad  por  el  Sud  y  Naciente,  en  cuya  ubicación  lo  posee  Ame- 
long, y  lo  tenía  en  parte  arrendado  á  Gallan,  todo  lo  que  consta  del 
mencionado  contrato  de  arrendamiento,  y  de  los  títulos  que  el  eje- 
cutante ha  producido  en  el  juicio;  en  cuyo  concepto  Freiré  ocupó  el 
campo  como  arrendatario  de  Amelong  desde  el  primer  día  de  Abril 
liasta  el  mes  de  Noviembre  de  aquel  ario,  y  después,  como  arrenda- 
tario de  Paso,  hasta  el  momento  da  la  compra  que  hizo  al  Fisco  en 
Diciembre;  sin  que  pueda  pretender  que  lo  haya  poseído  como 
dueño  durante  este  tiempo,  siendo,  como  es,  anterior  a  su  compra 
misma; 

Cuarto,  Que  esta  compra  ulterior  no  ha  podido  darle  la  posesión 
jure  dominiy  como  lo  pretende,  estando  como  estaba  aquel  campo 
poseído  por  Passo  y  su  causante  Amelong,  en  cuyo  nombre  lo  tenía 
el  mismo  Freiré  á  título  de  arrendamiento,  conservando  de  esta 
suerte  el  locador  su  posesión  civil,  pues  esta  se  conserva  y  retiene 
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por  la  sola  voluntad  de  continuar  en  ella,  y  no  solo  por  el  poseedor 
mismo,  mediante  ocupación  de  la  cosa,  sino  por  medio  de  tercera 
persona  que  lo  ocupe  en  su  nombre,  ó  representación,  subsistiendo 
la  posesión  del  primero  aunque  aquel  que  poseia  á  nombre  del 
poseedor  manifesté  la  voluntad  de  poseer  á  nombre  propio  (artí- 
culos noventa  y  cinco,  noventa  y  siete,  noventa  y  ocho;  título  De 
¡a  Posrsiotu)  Un  título  hábil  parala  posesión  solo  da  el  derecho 
de  poseer  pero  no  la  posesión  misma  (artículo  uno,  título  De  las  ac- 
ciones Posesorias.)  Freiré,  como  arrendatario  no  ha  podido  por  sí 
mismo  cambiar  aquella  posesión  y  tomarla  á  titulo  de  propietario 
sin  tradición  efectiva  de  parte  de  su  vendedor,  el  Gobierno  ó  Fisco 
Provincial,  tradición  en  si  misma  jurídicamente  imposible  en  razón 
de  la  posesión  en  que  del  campo  estaban  los  Seiiores  Amelong  y 
Passo  (artículos  uno,  dos,  tres,  veinte  y  nueve,  treinta,  treinta  y 
tres,  noventa  y  siete  y  demás  correlativos,  titulo  De  la  Posesión;  ar- 
título  ochenta  y  ocho,  título  De  la  Compraventa  etc.)  En  todo  caso, 
la  compra  de  Freiré  solo  pudo  y  puede  darle  una  acción  real  de  po- 
sesión ó  dominio  para  la  reivindicación  del  campo,  ó  la  demanda  de 
la  posesión  misma  á  título  de  propietario  (artículos  uno,  dos,  tres, 
título  De  las  Acciones  Reales;  artículos  uno  y  demás  relativos,  título 
De  las  Acciones  Posesorias)  siendo  en  esta  ocasión  inútil  y  extempo- 
ránea la  discusión  de  su  titulo  de  propiedad  ó  dominio,  tratándose 
como  se  trata  de  un  juicio  ejecutivo  por  col)ro  de  arrendamiento, 
que  no  es  posible  convertir  en  principio  de  deslinde,  de  reivindica- 
ción, ó  posesorio,  desnaturalizando  la  acción  entablada  y  con  arre- 
glo á  la  cual  debe  pronunciarse  la  sentencia; 

Quinto.  Que  independientemente  del  derecho  de  Freiré  para  rei- 
vindicar el  campo,  ó  discutir  la  posesión  del  mismo,  en  juicio  plena- 
rio,  de  deslinde  ú  otro  semejante,  se;:un  el  uso  que  mejor  creyere 
conveniente  del  derecho  que  por  aquella  compra  crea  correspon- 
derle,  dicho  señor,  como  arrendatario,  está  obliírado  á  pagar  los 
arrendamientos  vencidos,  mientras  subsiste  el  contrato  de  locación 
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que  tiene  celebrado,  teniendo  el  arrendador  acción  ejecutiva  para 
el  cobro  de  los  arrendamientos,  que  en  consecuencia  délo  dicho 
debe  aquel  satisfacer  (artículos  sesenta  y  cuatro  y  ochenta  y  seis, 
titulo  De  la  locación,) 

Por  estas  consideraciones,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  cua- 
renta y  siete,  y  se  declara  que  la  ejecución  debe  llevarse  adelante 
hata  el  efectivo  pago  del  crédito,  con  sus  inereses  y  costas. — Hágase 
saber  con  el  original  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
ULaDISLAO  frías.  —  S.  M.  LASPIUR. 
—  M.    D.   PIZARRO. 
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CAUSA  c:xxi 


D.  Pablo  Paredes,  en  tercena  de  dmninio  sobre  una  finca  embargada, 
en  la  ejecución  del  Doctor  D.  Pedro  L,  Funes  contra  D.  Pedro 
Labeque. 


Sumario,— V^  El  adquirenle  de  una  propiedad  hipotecada  no  puede 
oponerse  al  embargo  y  venta  de  la  misma,  en  la  ejecución  del  cré- 
dito hipotecario  seguida  contra  el  deudor. 

^  Lá  propiedad  hipotecada,  aun  vendida  en  remate  judicial, 
pasa  con  el  gravamen,  si  la  venta  se  ha  hecho  sin  citación  del  acree- 
dor hipotecario. 

3^  La  prescripción  de  las  acciones  anteriores  al  nuevo  Código, 
es  regida  por  el  artículo  8,  titulo  complementario  del  Código  Civil. 


Caso.,  —  Lo  explica  el 


Fallo  del  «luez  de  Sección 


Paraná,  Febrero  16  de  1882. 

Vistos:  de  los  presentes  autos  resulta  interpuesta  por  D.  Pablo 
Paredes  « tercería  de  dominio  escluyente »  en  la  ejecución  seguida 
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por  el  Doctor  D.  Pedro  Lucas  Funes  contra  D.  Pedro  Labeque  (per- 
seguido en  rebeldía ),  por  deuda  hipotecaria  de  cantidad  de  pesos; 
y  que  se  hace  oposición  á  que  se  lleve  adelante  la  demanda  ejecu- 
tiva, alebrándose: 

i**  Dominio  pleno  y  perfecto  sobre  la  finca  embargada,  por  lo  que 
demuestran  los  documentos  de  fojas  2  á  5  y  á  foja  8;  2^  Que  el  eje- 
cutante Dr.  Funes,  no  ha  presentado  titulo  que  acredite  debidamente 
derecho  hipotecario  sobre  la  casa  embargada,  pues  que  ese  titulo  fué 
constituido  en  favor  de  D.  Felipe  Nuñez  y  la  trasmisión  hecha  por 
éste  á  Funes  no  ha  sido  registrada  como  correspondía  legalmente, 
ni  menos  fué  citado  el  deudor  Labeque  para  la  trasferencia ;  3^  Que 
se  halla  además,  estinguido  el  derecho  sobre  la  hipoteca  por  haber 
transcurrido  el  término  legal  sin  haberse  renovado  ni  hecho  re- 
clamo alguno;  y  4°  Que  la  ejecución  fué  ya  iniciada  antes  por  ante  el 
Juzgado  de  P  Instancia  provincial,  y  que  no  habiéndosele  hecho 
lugar  por  no  considerarse  el  documento  con  fuerza  ejecutiva  se  dejó 
pasar  esa  resolución  en  autoridad  de  cosa  juzgada. 

Siendo  estos  los  sustanciales  fundamentos  de  la  opuesta  tercería, 
la  demanda  fué  aceptada,  autos  de  foja  13,  y  corrida  traslado  se 
contestó  á  foja  14:  1^  Que  los  títulos  presentados  por  el  tercerista 
escluyente,  son  realmente  referentes  á  la  finca  ejecutada  y  á  su  com- 
pra; pero  que  como  ella  se  hallaba  afectada  por  hipoteca  anterior 
que  no  había  perecido,  ni  por  renuncia,  ni  por  prescripción,  ni  por 
ningún  otro  título,  el  dominio  alegado  por  el  señor  Paredes  no  era 
completo;  desde  que  la  tal  finca  tenía  una  carga,  cual  es  la  de  la 
hipoteca,  por  la  que  se  le  persigue  ejecutivamente,  sin  importar 
que  haya  sido  adjudicada,  ó  vendida  judicialmente,  ó  en  otra 
forma. 

V  Que  tampoco  se  halla  extinguido  el  término  hábil  para  recla- 
mar contra  el  bien  hipotecado,  estándose  como  debe  estarse  á  lo  que 
dispone  el  Código  Civil  sobre  prescripción  de  hipotecas;  lo  mismo 
que  á  los  términos  que  por  él  se  seilalan  sobre  el  modo  de  contar  el 
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tiempo  para  la  prescripción  de  las  hipotecas  que  se  hallasen  cons- 
tituidas con  anterioridad  á  la  vi^^encia  de  dicho  Código;  y  3<*  Que 
no  es  exacto  que  haya  ocurrido  resolución  de  cosa  juzgada  por  in- 
tervención que  el  ejecutante  Doctor  Funes  hubiese  dado  al  Juez 
ordinario  de  provincia;  pues  que  no  ha  habido  juicio  alguno  ante- 
rior al  de  la  ejecución  interpuesta  ante  este  Juzgado  de  Sección. 

Recibida  la  causa  á  prueba  por  autos  de  foja  18,  durante  el  tér- 
mino de  ella  no  se  ha  producido  sino  la  de  foja  20,  que  consiste  en 
un  certificado  ó  informe  estendido  por  el  escribano  de  hipotecas, 
D.  Pedro  Calderón,  haciendo  constar:  Que  entre  las  hipotecas  otor- 
gadas por  el  ejecutante  D.  Pedro  Labeque  sobre  la  casa  embargada 
aparece  anotada  en  el  Registro,  la  que  en  nueve  de  Mayo  de  mil 
ochocientos  cincuenta  y  nueve,  constituyó  en  favor  de  D.  Felipe 
Nuñez  por  la  cantidad  de  ochocientos  pesos  bolivianos  y  que.  esta 
hipoteca  aun  no  habia  sido  chancelada.  Que  de  igual  modo  se  en- 
cuentra anotada  y  sin  chancelación  otra  hipoteca  sobre  la  misma 
cosa,  constituida  también  por  dicho  Labeque  en  favor  de  D.  Nicolás 
Puig  por  la  suma  de  seiscientos  pesos  bolivianos,  según  escritura 
otorgada  en  el  Rosario,  Provincia  de  Santa  Fé,  fecha  catorce  de 
febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  dos. 

También  aparece  otro  certificado  ó  informe,  foja  21,  espedido  por 
el  escribano  de  número  D.  José  González  del  Solar,  haciendo  cons- 
tar igualmente  que  por  un  espediente  que  corre  á  su  cargo  « ya  ter- 
minado y  archivado  >  se  siguió  juicio  ejecutivo,  á  instancia  de  don 
Nicolás  Puig,  contra  D.  Pedro  Labeque  por  deuda  hipotecarla  de 
seiscientos  pesos  bolivianos;  y  que  en  ausencia  de  éste,  pero  con 
acuerdo  del  Defensor  que  le  fué  nombrado,  se  adjudicó  al  pago  de  la 
deuda  la  casa  hipotecada,  extendiéndose  la  escritura  de  adjudica- 
ción con  fecha  15  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos  por  el 
escribano  público  y  de  número  D.  Pedro  Coronado. 

Puestos  los  autos  al  despacho  por  hallarse  cumplido  el  término 
de  prueba,  y  en  vista  de  no  hallarse  citado  el  ejecutado,  se  expidió 
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el  auto  de  foja  45,  librándose  el  exhorto  de  foja  47,  que  diligenciado 
hace  conocer  lo  expuesto  por  Laheque  al  ser  citado  y  notificado. 

Siendo  esto,  todo  lo  que  demuestra  el  expediente,  y  examinado 
los  alegatos  que  los  contendientes  han  presentado  en  los  escritos 
que  corren  de  foja  27  á  foja  33  y  foja  34  á  foja  42. 

Considerando: 

1°  Que  los  títulos  con  que  fué  iniciada  la  ejecución,  contradicha 
por  la  presente  tercería  de  dominio  excluyente,  no  han  podido  de- 
jar de  ser  legalraente  ejecutivos,  pues  que  el  carácter  que  reviste  la 
escritura  que  á  foja  2  corre  en  el  espediente  de  ejecución,  es  el  de 
una  solemne  declaración  hecha  por  D.  Felipe  Nuñez  en  que  asegura 
que  el  verdadero  acreedor  de  D.  Pedro  Laheque  es  el  Doctor  D.  Pe- 
dro Lucas  Funes,  por  ser  el  dueño  de  los  ochocientos  pesos  bolivia- 
nos entregados  á  dicho  Laheque,  otorgante  de  la  escritura  hipote- 
caria que  igualmente  corre  á  foja  1  en  el  espediente  mismo  ejecutivo; 
viniendo  á  ser  esto  confirmado  con  lo  expuesto  por  el  enunciado 
Labeque  al  ser  citado  por  la  diligencia  de  foja  48  vuelta  para  inter- 
venir en  la  presente  tercería. 

¥  Que  no  siendo,  por  lo  tanto,  la  escritura  otorgada  por  Nuñez 
haciendo  la  declaración  referida,  una  escritura  de  novación  por 
transferencia  del  crédito  hipotecario  para  considerársele  inhábil  por 
no  haber  sido  registrada  en  esta  provincia,  ni  menos  por  no  haber 
sido  citado  Labeque  para  entenderla  (como  también  se  alega  por 
el  tercerista)  puesto  que  por  ella  no  se  ha  hecho  transferencia  del 
crédito,  pues  no  hay  constancia  de -que  Nuñez  haya  sido  deudor  de 
Funes  por  haber  tratado  de  saldar  su  crédito,  constituyendo  en  fa- 
vor de  éste  la  hipoteca  otorgada  por  Labeque  quien  confiesa  «se 
repiten»  en  la  diligencia  indicada  foja  48  citada  que  su  verdadero 
acreedor  es  el  Doctor  Funes  y  que  por  tanto  le  tiene  abandonado  y 
cedido  su  derecho  sobre  la  finca  embargada,  que  hipotecó  á  ese 
crédito. 

3^  Que  además  de  esta  confesión  que  releva  de  prueba,  se  pre- 
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senta  el  certificado  ó  informe  de  foja  20,  por  el  que  consta  que  la 
escritura  hipotecaria  con  la  que  se  persigue  ejecutivamente  la  refe- 
rida finca  embargada  por  deuda  de  Labeque  (que  este  mismo  de- 
clara, como  se  deja  dicho,  ser  al  Doctor  Funes),  fué  otorgada  y  aun 
se  encuentra  sin  chancelar,  el  nueve  de  Marzo  de  mil  ochocientos 
cincuenta  y  nueve;  siéndola  otra  constituida  sobre  la  misma  finca 
en  favor  de  Puig  (y  que  aun  aparece  también  sin  chancelación  en 
el  registro)  de  catorce  de  Febrero  del  sesenta  y  dos,  es  decir,  dos 
años  y  meses  después  de  hallarse  constituida  aquella,  sin  que  haya 
dato  ni  prueba  alguna  que  justifique  ó  acredite  hallarse  extinguida, 
para  no  poder  perseguirla  con  el  derecho  que  dá  su  antelación. 

4**  0"e  aun  cuando  por  lo  informado  por  el  Escribano  público 
D.  José  González  del  Solar,  á  foja  21,  aparece  que  la  casa  hipotecada 
por  Labeque  el  catorce  de  Febrero  del  sesenta  y  dos,  fué  adjudicada 
en  pago  judicialmente  al  acreedor  D.  Nicolás  Puig  en  virtud  de  jui- 
cio seguido;  no  hay  constancia  de  que  en  tal  juicio,  que  se  siguió  en 
ausencia  del  deudor,  nombrándosele  defensor,  hayan  sido  cita- 
dos, ni  llamados  los  acreedores  que  existiesen  igualmente  hipoteca- 
rios; como  lo  requiere  la  ley  para  adquirir  derecho,  aun  en  caso  de 
haberse  comprado  en  remate  público  una  finca  hipotecada,  Código 
Civil,  Libro  3^  título  14,  articulo  89,  que  está  anotado  con  lo  que  al 
respecto  dispone  el  Código  de  Chile,  en  el  artículo  2428,  copiado  á 

la  letra  en  el  escrito  que  corre  á  foja y  con  lo  que  también  se 

determina  en  el  Código  Español  por  Goyena,  artículo  1808,  asi- 
mismo copiado  en  el  citado  escrito. 

5°  Que  atentas  las  consideraciones  y  las  reglas  legales  que  se  de- 
jan significadas,  los  títulos  presentados  por  el  tercerista  opositor 
escluyente  á  la  ejecución,  no  le  dan  el  dominio  pleno  y  perfecto  que 
alega  sobre  la  finca  embargada,  según  lo  que  también  dispone  la 
ley  14,  del  título  13  de  la  Partida  5%  que  con  fundamento  ha  sido 
citada  en  el  escrito  de  foja  14. 

6°  Que  lo  alegado  como  causa  también  en  favor  de  la  tercería  in- 
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terpuesta,  asegurando  hallarse  prescripta  la  acción  hipotecaria  so- 
bre la  finca  embargada,  está  completamente  desvanecido  por  loque 
dispone  el  artículo  8  del  titulo  complementario  del  Código  Civil; 
puesto  que  la  hipoteca  constituida  sobre  dicha  finca,  de  nueve  de 
Mayo  del  cincuenta  y  nueve,  lo  fué  antes  de  que  se  hallase  en  vi- 
gencia el  Código;  y  quedó  por  lo  tanto,  según  disposición  de  este 
mismo,  sujeta  á  las  leyes  anteriores,  que  señalaban  mayor  tiempo 
para  la  prescripción,  haciéndose  su  cómputo  en  la  forma  que  expone 
el  mismo  articulo  8^  se  determina. 

De  manera  que  habiéndose  interpuesto  la  demanda  ejecutiva  que 
ha  motivado  la  tercería,  el  veinte  y  cinco  de  Setiembre  del  ano  se- 
tenta y  nueve,  quedó  interrumpido  en  tiempo  el  término  déla  pres- 
cripción, según  lo  dispuesto  por  el  referido  articulo  8^  y  determi- 
nado igualmente  por  el  artículo  10,  Libro  4^  Sección  3%  título  1**, 
Capitulo  2*^  del  mismo  Código.  , 

T  Que  en  cuanto  á  la  caducidad  de  la  acción,  por  sentencia  ó  re- 
solución pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada,  para  motivar  la  ter- 
cena, nada  se  ha  presentado  en  justificación  ó  prueba  comprobato- 
ria de  ese  alegato,  en  todo  lo  que  los  autos  hacen  conocer. 

Por  tales  fundamentos  y  lo  que  el  ejecutante  Doctor  Funes  ha  ex- 
puesto en  oposición  á  la  tercería  escluyente  interpuesta  por  el  citado 
señor  Paredes,  definitivamente  juzgando,  fallo:  no  haciendo  lugar 
á  la  tercería  escluyente  interpuesta  por  el  citado  señor  Paredes, 
quedando  á  salvo  su  derecho,  como  poseedor  actual  de  la  cosa,  para 
reclamar  contra  quien  y  como  le  corresponda;  y  ordenando  se  lleve 
adelante  la  ejecución  en  caso  de  no  apelarse;  y  que  en  el  de  hacer- 
lo, se  agregue  á  estos  autos  copia  testimoniada  de  las  dos  escritu- 
ras que  corren  en  los  ejecutivos  pendientes;  sin  especial  condena- 
ción en  costas.  Repóngase  los  sellos  y  timbres  que  faltasen. 

Antonio  Zarco. 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Bueno»  Aires,  Noviembre  17  de  1888. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  la  senten- 
cia apelada  de  foja  cincuenta  y  dos.  Satisfechas  las  costas  y  repues- 
tos los  sellos  devuélvase. 

J.  B.  GOROSTÍAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. 
—  ULADISLAO  FRÍAS. — S.  M.  LAS- 
PIUR. 


CAt;SA  CXXII 


Cfiminal,  contra  Marcos  López,  por  estafa;  sobre  estradición 


Sumario. — El  delito  de  estafa  está  comprendido  en  el  tratado  de 
estradición  con  el  Gobierno  del  Paraguay;  y  solicitada  la  estradición 
en  la  forma  establecida  por  el  tratado,  debe  hacerse  lugar  á  ello. 
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Ca$o. — Lo  esplica  el 


Fallo  del  Juez  Federal 


Corrientes,  Agosto  6  de  1883. 

Y  vistos:  resulla  de  estos  antecedentes  lo  que  sigue:  1^  Que  el 
Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  la  Nación,  se  dirijió  al  Juez  de 
Sección  del  Rosario  de  Santa  Fé,  acompañándole  los  documentos 
por  los  cuales  el  Gobierno  del  Paraguay  solícita  la  estradicion  de 
Marcos  López,  acusado  del  delito  de  estafa,  en  vista  de  los  cuales 
aquel  Juzgado  libró  orden  de  prisión  contra  dicho  López;  pero  se- 
gún aparece  de  la  nota  del  Gefe  Político  á  foja  6,  el  espresado  indi- 
viduo fué  preso  y  remitido  á  esta  ciudad,  por  pedido  del  Ministro  de 
Gobierno  Dr.  Derqui,  por  cuyo  motivo  el  seilor  Juez  de  Sección  del 
Rosario,  remitió  el  espediente  á  este  Juzgado. 

?^  Que  se  pidió  informe  al  Ministro  de  Gobierno  sobre  si  solicitó  la 
prisión  de  López,  y  en  caso  de  hallarse  preso  en  esta,  cuál  es  la  au- 
toridad que  conoce  de  su  causa,  y  de  su  contestación  se  mandó  dar 
vista  al  Procurador  Fiscal,  quien  aparece  notificado  con  fecha  7  de 
Diciembre  del  año  pasado,  según  la  diligencia  de  foja  9  vuelta,  y  se 
espide  con  fecha  2  de  Junio  del  presente  año,  dando  por  razón  que 
hacían  tres  ó  cuatro  días  á  que  recién  había  pasado  el  espediente 
al  ex-Secretario;  y  habiéndose  pedido  al  Ministro  de  Gobierno  pu- 
siese al  preso  á  disposición  de  este  Juzgado,  para  entender  en  la 
causa  de  estradicion  pendiente,  lo  hizo  inmediatamente,  como  cons- 
ta de  las  notas  de  fs.  13  y  li,  y  se  siguió  la  causa  por  sus  trámi- 
tes; V 

Considerando:  I*',  Que  el  pedido  de  estradicion  está  hecho  con 
arreglo  al  articulo  5°  del  Tratado  vigente  entre  esta  República  y  la 
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del  Paraguay,  acompañándose  el  auto  motivado  de  prisión  y  demás 
documentos  de  qué  habla  el  articulo  citado,  siendo  el  delito  de  que 
está  acusado  López  de  los  designados  en  el  artículo  4**,  inciso  9^. 
del  mismo: 

2^  Que  no  es  atendible  lo  que  se  haga  por  el  Defensor  de  López, 
de  no  haberse  señalado  la  autoridad  á  quien  debe  hacerse  la  entre- 
ga cuando  se  pidió  la  estradicion,  como  lo  prescribe  el  artículo  ff^, 
inciso  3^  del  Tratado,  pues  el  mismo  articulo  señala  el  plazo  de  seis 
días  contados  desde  que  el  encar:i:ado  de  hacer  la  entrega,  notifica  á 
la  autoridad  que  deba  recibirlo,  la  presencia  del  acusado  ó  condena- 
do en  el  punteen  que  deba  hacerse  la  entrega;  y  no  habiéndose  re- 
suelto aún  por  el  Juez  competente  la  entrega,  mal  podrían  correr 
los  Odias  á  que  se  refiere  ese  artículo;  por  otra  parte,  el  inciso  3^  del 
artículo  6^  habla  del  caso  en  que  el  acusado  deba  ser  conducido  por 
cuenta  délos  Gobiernos  en  los  límites  de  sus  respectivos  territorios, 
pero  en  este  caso  debe  serlo  por  cuenta  esclusiva  del  Gobierno  re- 
clamante, con  arreglo  al  articulo  13,  porque  la  conducción  debe 
hacerse  por  la  vía  fluvial ; 

3^  Que  si  bien  la  causa  ha  sufrido  demoras,  como  se  ha  "hecho  no- 
tar, esto  no  puede  obstar  al  cumplimiento  del  tratado,  desde  que  se 
ha  solicitado  la  estradicion  en  debida  forma,  no  pudiendo  tampoco 
invocarse  la  prescripción  del  artículo  7,  porque  el  plazo  de  noventa 
días  que  se  señala  para  la  detención  provisoria  hasta  que  se  haga 
el  pedido  en  debida  forma,  no  ha  podido  correr,  pues  no  se  solicitó 
la  detención  provisoria  sino  la  estradicion,  llenando  los  requisitos 
legales.  Por  estos  fundamentos,  se  declara  que  el  preso  D.  Marcos 
López,  debe  ser  entregado  al  Gobierno  del  Paraguay,  con  arreglo 
al  tratado  de  estradicion  vigente  entre  esta  República  y  la  del  Pa- 
raguay; en  su  consecuencia,  póngase  al  espresado  López  á  disposi- 
ción del  Exmo.  Gobierno  de  la  Nación,  á  fin  de  que  se  verifique  su 
entrega  al  Gobierno  del  Paraguay.  Hágase  saber  con  el  original. 

Carlos  Luna. 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCIRADOR  GENERAL. 


Buenos  Aires,  Octubre  lí)  de  lh88. 

Suprema  Corte: 

Lo  que  ha  pasado  en  esta  cansa  es  orí<>:inal. 

En  Julio  del  año  próximo  pasado,  el  Gobierno  del  Paraguay  so- 
licitó la  estradicion  del  subdito  espaílol  ^hircos  López,  acusado  de 
estafa.  Fué  este,  en  consecuencia,  reducido  á  prisión  el  mes  si- 
guiente. 

Después  de  numerosas  actuaciones,  recien  en  Agosto  de  este  año 
el  Juez  Federal  de  Corrientes  encuentra  que  está  comprendido  en 
les  términos  del  tratado  de  17  de  Mayo  de  1877,  y  pone  á  disposi- 
ción del  P.  E.,  para  qne  lo  entregue  al  Gobierno  del  Paraguay,  al 
detenido. 

Ocurre  este  á  V.  E.  pidiendo  su  libertad,  y  á  mi  juicio,  con  so- 
brada razón. 

Según  se  ha  visto,  lleva  ya  un  año  y  dos  meses  de  prisión  ó  de- 
tención, si  se  quiere,  que  tanto  vale. 

Mientras  tanto,  el  delito  de  que  se  le  acusaba  solo  era  castigado 
con  la  pena  de  un  año  de  prisión  por  las  leyes  del  Paraguay,  según 
asi  resulta  del  auto  del  mismo  Juez  que  lo  requería,!.  1. 

Tenemos  entonces,  que  el  recurrente  lleva  ya  sufrido  una  pena 
mayor  que  la  que  se  le  hubiera  impuesto,  si  hubiera  sido  entregado 
y  condenado!  Podria  decirse  que  es  este  el  caso  de  esclamar:  non 
vis  in  Ídem, 

El  tratado  de  estradicion  con  el  Parguay,  como  todos  en  general, 
presuponen  que  la  prisión  ó  solicitud  de  una  de  las  partes,  no  puede 
ser  de  larga  duración,  mucho  menos  indefinida. 

«Sí  transcurridos  quince  dias,  dice  el  artículo  6°,  contados  desde 
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aquel  en  que  el  acusado  fué  puesto  á  disposición  del  Agente  Diplomá- 
tico ó  Consular,  no  hubiese  sido  remitido  al  Estado  reclamante,  será 
puesto  en  libertad*. 

« La  detención  provisoria,  dice  el  arlíoulo  7°,  no  podrá  exceder  de 
noventa  dias*. 

El  Juzgado  del  Paraguay,  al  pedir  la  estradicion  de  foja  1  vuelta, 
ordenó  la  detención  preventiva  de  Marcos  López,  y  lleva  esta  mas  de 
un  año! 

La  demora  del  Juzgado  de  Corrientes  es  injustificable;  pero  es  de 
creerse  también  que  el  del  Paraguay  ha  hecho  abandono  de  esta 
causa,  y  es  muy  posible  que  si  le  fuera  entregado  el  acusado,  no  sa- 
bría que  hacer  con  él. 

En  mi  dictamen  que  ordene  V.  E.  sea  puesto  inmediatamente  en 
libertad,  y  haga  saber  al  señor  Juez  de  Sección  el  serio  desagrado 
con  que  ha  visto  la  lentitud  de  sus  procedimientos  en  esta  causa. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  (lela  Niiprc'^iiia  0>r&e 


Buenos  Aires,  Noviembre  17  de  1883. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja 
treinta  y  dos,  manifestándose  al  Juez  de  Sección  el  desagrado  con 
que  esta  Corte  se  ha  instruido  de  la  indisculpable  demora  que  ha 
sufrido  esta  causa  sumaria  por  su  naturaleza  y  devuélvase. 

j.  B.  üOiiosTiAUA.  —  J.  doml\(íi:ez.— 

L'LADISLAO    FRÍAS.  —  S.  M.    LASPH  R. — 

M.  ü.  piZARRO.  (en  disidencia). 
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DISIDENCIA 


La  Justicia  Nacional  carece  de  jurisdicción  para  ordenar  la  estra- 
dicion  del  procesado  Marcos  López,  requerida  en  vía  diplomática 
por  el  Gobierno  del  Paraguay,  á  mérito  del  tratado  de  1877. 

La  pesquisa  y  captura  de  procesados  ó  sentenciados  en  país  es- 
trangero,  es  medida  de  alta  policía  que  corresponde  á  la  autoridad 
ejecutiva.  La  entrega  de  los  refugiados,  al  Gobierno,  ó  al  Agente  di- 
plomático que  los  reclama,  invocando  los  principios  generales  del 
derecho  de  gentes,  ó  las  estipulaciones  de  una  convención  ó  tratado 
internacional,  es  acto  de  política  exterior,  que  corresponde  también 
á  la  rama  ejecutiva  del  Gobierno.  La  estradicion,  aunque  acordada 
en  el  interés  de  la  justicia  represiva  de  una  nación  amiga,  no  es, 
por  su  naturaleza,  acto  judicial:  es  acto  diplomático;  es  acto  de  go- 
bierno; es  acto  administrativo,  que  nodepende, simplemente, délos 
principios  generales  del  derecho  de  gentes  en  la  materia,  ni  de  las 
disposiciones  convencionales  de  un  tratado  internacional,  sino  tam- 
bién del  estado  de  las  relaciones  de  ambos  países,  y  del  modo  en 
que  el  gobierno  de  aquella  nación  cumple,  á  este  y  otros  respectos, 
los  deberes  que  le  imponen  los  tratados  celebrados  con  ella,  ó  la 
ley  común  de  las  naciones. 

Todo  esto  es  estraño  á  las  funciones  judiciales. 

El  poder  judicial  no  tiene  á  su  cargo  la  representación  exterior 
de  la  Nación;  no  conduce  sus  relaciones  diplomáticas,  ni  dirije  su 
política  estrangera. 

No  está  encargado  de  cumplir  á  nombre  de  la  Nación  los  deberes 
que  el  derecho  de  gentes  impone  á  las  naciones  entre  si;  ni  de  eje- 
cutar sus  tratados. 

En  una  demanda  de  estradicion,  el  poder  judicial  no  sabría, 
sin  desnaturalizar  sus  funciones,  decidirse  por  consideraciones  de 
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política,  ni  fundar  sus  resoluciones  en  otros  motivos  que  los  que  ema- 
nan de  ia  doctrina  ó  de  la  ley  escrita. 

El  poder  judicial  es,  de  esta  suerte,  incompetente  en  esta  materia, 
y  su  incompetencia  procede  de  la  índole  de  sus  atribuciones,  no  me- 
nos que  de  la  naturaleza  ejecutiva  del  acto. 

«La  incompetencia  de  los  tribunales,  dice  Billot,  resulta  del  prin- 
cipio de  la  separación  de  los  poderes.  Las  convenciones  generales 
ó  particulares,  relativas  á  la  estradicion,  son  actos  administrativos. 
Estos  actos  practicados  por  la  autoridad  ejecutiva  en  ejercicio  del 
derecho  de  soberanía  nacional,  crean  entre  los  dos  gobiernos  con- 
tratantes, derechos  y  obligaciones  que  están  fuera  del  alcance  del  po- 
der judicial,  y  que  se  sustraen  á  su  apreciación  y  á  sus  críticas » 

Es  el  principio  que  la  Constitución  establece,  al  crear  la  indepen- 
dencia de  los  poderes  públicos,  según  la  naturaleza  de  sus  funcio- 
nes, declarando,  al  propio  tiempo,  que  los  tratados  celebrados  con 
las  potencias  estrangeras,  son  ley  suprema  en  la  Nación. 

El  poder  judicial,  no  puede  por  lo  tanto,  en  el  ejercicio  normal  de 
su  autoridad,  acordar  ó  negar  la  estradicion  de  asilados  en  el  ter- 
ritorio nacional.  Este  es  acto  de  soberanía  que  corresponde  al  Po- 
der Ejecutivo  de  la  Nación;  y  los  Juzgados  de  Sección,  como  esta 
Suprema  Corte,  en  su  caso,  solo  puede  conocer  indirectamente  de  la 
extradición,  cuando  el  acto  se  discute  como  repugnante  á  la  Consti- 
tución, á  los  Tratados  ó  Leyes  del  Congreso,  amerito  de  un  inter- 
dicto de  habeas  corpm. 

Fuera  de  este  caso,  en  que  el  poder  judicial  conoce  directamente 
del  interdicto,  é  indirectamente  de  la  estradicion,  es  incompetente 
para  pronunciar  en  la  causa  administrativa;  y  al  hacerlo  en  aque- 
lla, no  tanto  pronuncia  sobre  la  estradicion  misma,  como  sobre  la 
libertad  individual  que  es  el  objeto  directo  de  la  acción. 

Esta  observación,  como  lo  demuestra  el  caso  actual,  no  es  ni 
puede  ser  indiferente  para  la  libertad  individual,  y  mucho  menos 
para  las  atribuciones  del  Poder  Ejecutivo,  é  intereses  públicos  que 
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con  estas  se  relacionan.  El  poder  judicial,  pronunciando,  á  requisi- 
ción de  parte,  en  el  interdicto  de  haheas  rorpns,  resuelve  indirecta- 
mente sobre  la  estradicion,  cuando  hace  lujzar  al  interdicto;  pero 
no  puede  ordenar  aquella,  cuando  declara  ser  este  improcedente. 

Su  jurisdicción  normal,  cuando  la  ley  no  le  ha  conferido  una  espe- 
cial en  la  materia,  se  limita  á  lo  primero  y  no  alcanza  á  lo  seirundo; 
siendo  consecuencia  de  esto,  que  si  el  poder  judicial  declara  no  ha- 
ber lugar  á  un  mandamiento  de  habeas  corpas,  el  Poder  Ejecutivo 
queda  en  libertad  de  acordar  ó  ne^ar  por  sí  la  estradicion,  se;?un 
los  motivos  de  política  exterior  y  demás  circunstancias  que  quedan 
ya  indicadas. 

Sucede  en  el  presente  caso  que  el  procesado  Marcos  López  ha  per- 
manecido en  prisión  ante  las  autoridades  de  la  Nación,  mayor 
tiempo  que  el  que  la  ley  del  Paraguay  señala  al  delito  mismo  porque 
se  le  procesa.  Tal  vez  el  procedimiento  criminal  instaurado  contra 
él  en  aquella  República,  ha  sido  abandonado.  Los  motivos  que  el 
Señor  Procurador  General  aduce  para  aconsejar  á  esta  Corle  que 
declare  no  haber  lugar  á  la  estradicion,  ordenando  la  inmediata 
libertad  del  procesado,  bastarían  tal  vez,  en  una  conferencia  diplo- 
mática para  obtener  este  resultado;  pero  el  poder  judicial,  que  pro- 
cede en  los  estrechos  limites  de  la  ley  de  enjuiciamiento,  y  que  se 
decide  por  motivos  diversos  de  los  que  pueden  determinar  la  acción 
del  Poder  Ejecutivo,  se  vé,  á  pesar  de  todo,  conducido  á  ordenar  la 
estradicion,  en  perjuicio  de  la  libertad  individual  y  en  detrimento,  á 
mi  juicio,  de  las  atribuciones  constitucionales  del  Poder  Ejecutivo, 
único  competente  para  pronunciar  directamente  sobre  la  estradi- 
cion. 

No  se  me  oculta  que  el  procedimiento  judicial,  de  origen  britá- 
nico, en  contraposición  al  procedimiento  administrativo,  de  origen 
francés,  tiene  en  su  apoyo  la  práctica  de  naciones  muy  adelantadas 
que  lo  han  consagrado  en  su  legislación;  pero  esta  es  una  conside- 
ración mas  que  determina  mi  disidencia  del  voto  de  la  mayoría  en 
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esta  causa:  la  República  no  tiene,  hasta  este  momento,  una  ley  que 
determine  el  procedimiento  interno  en  la  estradicion  de  refugiados 
que  establezca  la  jurisdicción  y  el  procedimiento  judicial  en  ella. 

En  1881  se  inició  ante  la  Cámara  de  Diputados  la  sanción  de  un 
proyecto  en  que  se  adoptaba  el  procedimiento  judicial,  encomen- 
dando al  Juez  de  Sección  en  que  el  refugiado  hubiese  sido  aprehen- 
dido, resolver,  con  apelación  ante  esta  Corte,  si  debia  ó  no  acor- 
darse la  estradicion;  pero  este  proyecto  aunque  sancionado  en 
aquella  Cámara,  no  ha  sido  hasta  hoy  convertido  en  ley. 

El  poder  judicial  no  puede,  por  lo  tanto,  deducir  su  jurisdicción 
en  esta  materia,  ni  de  la  Constitución,  ni  de  la  iQy,  ni  del  tratado 
mismo  con  el  Paraguay,  que  precisamente  consagra  el  procedi- 
miento administrativo  para  la  estradicion. 

Sin  embargo,  reclamada  por  el  Gobierno  del  Paraguay  la  estra- 
dicion del  procesado,  Marcos  López,  el  Ministro  de  Relaciones  Ex- 
teriores pasó  los  antecedentes  de  la  reclamación  al  Juez  Federal  de 
la  Sección  de  Santa  Fé,  para  su  resolución,  y  este  los  pasó  á  su  vez 
al  Juez  Seccional  de  Corrientes,  por  haber  sido  remitido  á  esta  Pro- 
vincia el  refugiado,  que  fué  aprehendido  en  la  ciudad  del  Rosario. 

Todo  esto  hace,  á  mi  juicio,  doblemente  insubsistente  la  senten- 
cia de  primera  instancia  que  ordena  la  estradicion;  por  incompe- 
tencia notoria  del  Tribunal  que  la  ha  pronunciado. 

En  primer  lugar,  el  proyecto  sancionado  en  la  Cámara  de  Diputa- 
dos en  1881,  y  al  que  acabo  de  referirme,  establecía  la  competencia 
del  Juzgado  en  cuya  jurisdicción  fuese  aprehendido  el  refugiado;  y 
en  segundo  lugar,  la  resolución  del  Ministerio  de  Relaciones  Exte- 
riores fué  encomendar  al  Juez  Seccional  de  Santa  Fé  la  decisión  de 
este  asunto.  Cualquiera  que  sea  la  importancia  de  estos  anteceden- 
tes, si  ellos  han  de  fundar  el  procedimiento  judicial  que  se  ha  se- 
guido, y  han  de  determinar  la  jurisdicción  del  poder  judicial  en  la 
causa,  resulta,  que  ésta,  bajo  ningún  concepto,  ha  podido  ser  re- 
suelta por  el  Juez  Seccional  de  Corrientes,  quien,  por  los  motivos 
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espuestos,  era  doblemente  incompetente  para  pronunciar  en  ella. 

Juzgo,  así,  que  esta  Corte,  incompetente  como  es  para  pronun- 
ciar directamente  sobre  la  estradícion  del  procesado,  mucho  menos 
puede  confirmar  la  sentencia  del  Juzgado,  aun  mas  incompetente, 
de  la  Sección  de  Corrientes,  en  que  aquella  se  ordena. 

Es,  por  lo  tanto,  mi  opinión,  que  esta  Corte  declarándolo  asi,  deje 
sin  efecto  la  mencionada  sentencia,  en  cuanto  ordena  la  estradicion 
del  procesado,  y  devuelva  al  Poder  Ejecutivo  la  causa  para  su  reso- 
lución, con  informe  en  que  se  manifieste  estar  el  caso  comprendido 
en  los  términos  del  tratado  de  1877;  haciéndose  presente  en  ese  in- 
forme, á  los  efectos  que  hubiere  lugar,  las  conclusiones  del  Sr.  Pro- 
curador General. 

Este  procedimiento  que  armoniza  los  hechos  producidos  con  la 
doctrina  y  principios  que  dejo  indicados,  no  es  una  novedad:  es  el 
procedimiento  de  origen  belga,  en  que  se  fundan  el  procedimiento 
administrativo  del  sistema  francés,  y  el  procedimiento  judicial  de 
procedencia  británica. 

M.  D.  PIZARRO. 
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CAUSA  CXXIII 


Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  Provincial  y  el  Federal,  de 
la  Sección  de  Santa  Fé,  en  la  caiisa  de  los  Doctores  don  Jesús  M^ 
del  Campo,  y  don  Luis  S.  Rueda,  contra  don  Antonio  Gorbea. 


Sumario,  —  1**  Suscitada  una  contienda  de  competencia,  y  comu- 
nicada por  el  Juez  exhortado  su  resolución  de  no  acceder  á  la  inhi- 
bición, el  Juez  exhortante  está  en  el  deber  de  avisar  si  insiste  ó  no 
en  la  contienda  promovida. 

2°  El  juez  exhortado  que  no  reciba  este  aviso,  debe  oficiar  al  ex- 
hortante, le  dé  la  respuesta  pendiente  dentro  de  un  término  pru- 
dencial, en  la  inteligencia  de  que  si  no  lo  hiciere,  seguirá  conociendo 
de  la  causa. 


Caso.  — Lo  esplica  la  siguiente  nota  del  Juez  Federal. 

Rosario,  Octubre  5  de  1883. 

Al  Señor  Secretario  déla  Suprema  Corte  de  Justicia  Nacional  doctor 
don  Antonio  Tarnassi, 

Buenos  Aires. 

Tramitándose  por  este  Juzgado  una  ejecución  iniciada  por  los 
doctores  don  Jesús  M*  del  Campo,  y  don  Luis  S.  Rueda,  contra  don 
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Antonio  Gorbea,  con  intervención  y  asentimiento  del  Defensor  de 
éste,  hasta  dos  ó  tres  dias  de  practicarse  ei  remate,  el  Señor  Juez 
de  1*  Instancia  de  Santa  Fé,  le  dirigió  el  exhorto  corriente  á  foja 
86.  Este  Tribunal  sostuvo  su  competencia  por  las  razones  del  auto 
de  foja  62  vuelta,  sin  más  demora  que  la  absolutamente  necesaria 
rogando  al  Señor  Juez  exhortante  desistiese  de  la  cuestión  que  ha- 
bla promovido  y  que  interrumpía  la  terminación  de  este  juicio.  Mas 
que,  en  el  caso  de  insistir  en  creerse  competente,  procediese  como 
era  de  ley,  avisando  á  este  Tribunal  y  remitiendo  sus  autos  á  la 
Suprema  Corte,  para  que  el  proveyente  hiciera  igual  cosa.  El  Señor 
Juez  hasta  hoy  y  después  de  una  nueva  instancia,  no  se  ha  dignado 
contestar  siquiera  cosa  alguna  á  este  Tribunal,  habiendo  trans- 
currido el  largo  tiempo  de  38  dias  desde  que  se  le  dirigió  el  primer 
oficio,  y  9  desde  que  se  le  pasó  el  segundo. 

Y  no  siendo  posible  que  se  continúe  este  inmotivado  perjuicio  que 
recibe  la  Administración  de  Justicia  por  la  inacción  del  Señor  Juez 
de  Santa  Fé,  á  justa  solicitud  de  la  parte,  me  veo  en  el  caso  de  ele- 
var mis  autos  á  la  Suprema  Corte,  para  que  si  lo  tiene  á  bien,  or- 
dene á  dicho  Señor  Juez  le  remita  los  suyos  y  resuelva  la  cuestión 
promovida  y  aplazada  indefinidamente,  ó  lo  que  mejor  en  su  criterio 
estime. 

Dios  guarde  al  Señor  Secretario. 

Fenelon  Zuviria, 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires.  Octubre  26  de  1883. 

Suprema  Corte : 

La  demora  del  Juzgado  de  1**  Instancia  en  lo  Civil  y  Comercial, 
de  la  ciudad  de  Santa  Fé,  á  cargo  del  Doctor  Quiroga,  es  excesiva 
en  este  caso. 
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Para  decidir  sí  debía  ó  no  insistir  en  su  competencia,  no  ha  ne- 
cesitado, por  cierto,  mes  y  medio;  mucho  más,  cuando  la  cuestión 
no  era  nueva,  y  le  había  preocupado  ai  dictar  el  auto  que  motivó  el 
oficio  de  foja  50. 

Los  fines  de  la  justicia  serian  burlados  de  la  manera  mas  comple- 
ta y  lastimosa,  si  los  Jueces  pudieran  demorar  indefinidamente  el 
despacho  de  los  asuntos  cometidos  á  su  decisión.  Por  esto,  todas  las 
legislaciones  del  mundo,  les  determinan  términos,  y  algunas  muy 
estrechos,  dentro  délos  que  deben  espedirse.  La  ley  vigente  en  esta 
Capital,  fija  el  de  30  días  para  la  sentencia  definitiva.  Al  mismo 
tiempo,  acuerda  á  los  interesados  el  derecho  de  ocurrir  al  Superior, 
por  el  recurso  de  retardada  justicia. 

Es  V.  E.  este  Superior  en  los  casos  de  competencia,  con  respecto 
á  los  Jueces  de  Provincia  y  cumple  á  su  elevada  misión  impedir  que 
sea  torcido  con  dilaciones  indebidas  el  curso  ordinario  de  la  jus- 
ticia. 

Sírvase  V.  E.  ordenar  al  Juzgado  de  Santa  Fe,  antes  mencionado, 
si  insistióla  en  sostener  su  jurisdicción,  remita  los  autos  á  Secreta- 
ría en  el  término  de  diezdias;  ó  bien  en  el  caso  de  no  insistir,  den- 
tro del  mismo,  comunique  á  V.  E.  su  desistimiento. 

Eduardo  Costa, 


Fallo  de  la  Huprenia  Corte 


Buenos  Aires,  Noviembre  20  de  1888. 

Habiendo  el  Juez  de  Sección  comunicado  al  Juez  de  Provincia  de 
Santa  Fé  su  resolución  de  no  acceder  á  la  inhibición  que  le  pidió 
en  esta  causa,  y  estando  en  el  deber  en  tal  caso,  el  Juez  exhortante 
de  contestar,  si  insiste  ó  no  en  la  contienda  promovida,  sea  para  que 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  201 

se  remitan  los  autos  á  la  Suprema  Corte,  sea  para  que  el  Juez  exhor- 
tado continúe  actuando  si  se  le  dejase  en  libertad,  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  por  los  artículos  cincuenta  y  cincuenta  y  uno  do  la  ley  de 
Procedimientos;  devuélvanse  estos  autos  al  Juez  de  Sección  para 
que  se  dirija  al  Juez  de  la  Provincia  de  Santa  Fé,  y  exija  por  última 
vez,  la  respuesta  pendiente  en  un  término  prudencial,  en  la  inteli- 
gencia que  si  no  lo  hiciere,  dejará  sin  efecto  la  suspensión  decreta- 
da y  continuará  en  el  conocimiento  de  la  causa  según  su  estado. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  frías.  —  S.    M.  LASPIUR. 


<:ausa  cxxiv 


Don  Tomás  Darigo,  contra  el  Fisco  Nacional,  por  cobro  de  pesos; 

sobre  incompetencia 


Sumario. — La  Nación  no  puede  ser  demandada  sin  su  consenti- 
miento. 


Caso.— -Don  Tomás  Darigo,  demando  al  Fisco  Nacional,  por  la  suma 
de  11,600  pesos  fuertes,  en  que  estimaba  los  perjuicios  procedentes 
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de  haber  sido  apresado  en  la  revolución  de  Enlre  Ríos  de  1873  el 
buque  « Flor  de  María »,  que  después  de  haber  servido  á  las  fuerzas 
nacionales,  fué  incendiado  por  los  revolucionarios. 

Conferido  traslado  al  Procurador  Fiscal,  éste  opuso  que  la  Nación 
no  podia  ser  demandada  sin  su  consentimiento. 


Fallo  del  Juez  de  Sección 


Buenos  Aires,  Agosto  25  de  1883. 

Por  lo  espueslo  por  el  Procurador  Fiscal  en  su  precedente  vista, 
declárase  este  Juzgado  incompetente  para  conocer  de  la  acción  en- 
tablada por  D.  Federico  Joñas  á  nombre  de  D.  Tomás  Darigo,  y  en 
consecuencia  ocurra  donde  corresponda. — Repóngase  el  sello. 

Ugarriza, 


FalL>  de  la  Suprema  C'^orte 

Buenos  Aires,  Noviembre  20  de  1888. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  doscientos  veinte  y  uno.  Repuestos  los  sellos,  devuél- 
vase. 

J.  B.  GOROSTIAGA. —  J.  DOMÍNGUEZ. 
—I  LADISLAO  frías. —  S.  M.  LAS- 
PltR. 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  203 


CAUSA    CXXV 


Don  Pedro  N.  Acevedo,  contra  Drabble  liermanos;  sobre  interdicto 


Sumario.  —  Las  demandas  deben  ser  sustanciadas  y  resueltas, 
con  arreglo  á  la  acción  deducida. 


Caso.  —  D.  Pedro  N.  Acevedo,  alegando  que  una  mensura  he- 
cha á  instancia  de  Drabble  hermanos  le  tomaba  campo  de  su  pro- 
piedad, dedujo  contra  estos  el  interdicto  de  retener,  pidiendo  se 
declarara  sin  valor  la  mensura,  y  se  le  ampararan  en  la  posesión. 


Fallo  del  Juez  de  Sección 


Rosario,  Setiembre  19  de  1883. 

No  procediendo  la  deducción  del  interdicto  que  se  promueve,  sino 
la  simple  demanda  de  oposición  á  la  mensura  por  la  via  ordinaria, 
según  el  artículo  600  de  la  Ley  provincial  de  Procedimientos,  desde 
que  ella  ha  sido  ordenada  por  autoridad  competente,  y  de  cuyo  juicio 
resulará  si  esa  mensura  ha  sido  bien  ó  mal  practicada,  y  si  el  ocu* 
rrente  es  ó  no  propietario  de  la  parte  en  que  se  dice  invadido,  lo 
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que  desde  luego  no  puede  resolverse  ni  debe  resolverse  por  la  vía 
de  interdicto;  y  puesto  que  si  del  juicio  ordinario  resultase  que  la 
operación  ha  sido  bien  efectuada,  no  podria  alegarse  en  ninuain  sen- 
tido que  habia  habido  turbación  ni  á  la  Posesión  ni  á  la  propiedad 
del  terreno  (artículo  598,  de  aquella  ley)  que  es  la  base  del  inter- 
dicto que  se  deduce;  no  siendo  aplicable  por  tanto,  el  fallo  de  la  Su- 
prema Corte  que  se  invoca,  por  cuanto  él  se  refiere  á  límites  deter- 
minados que  debían  respetarse  y  no,  como  en  este  caso,  á  límites  que 
deben  fijarse  por  indeterminados;  objeto  al  cual  responde  precisa- 
mente la  mensura,  á  la  que  puede  oponerse  el  ocurrente  con  las 
mismas  razones,  que  aduce  para  el  interdicto;  el  cual  procedería 
solo  antes  de  la  resolución  por  vía  ordinaria,  si  acaso  hubiese  sido 
privado  ó  invadido  arbitrariamente  por  acción  privada,  lo  que  no 
ha  sucedido;  no  siendo  tampoco  procedente  respecto  á  la  vía  del 
juicio  que  haya  de  seguirse,  los  artículos  del  Código  Civil  á  que  se 
refiere.  Y  habiéndose  ya  aducido  las  consideraciones  que  deben 
basar  la  demanda  y  siendo  de  resorte  esclusivo  del  Juez  fijar  el  trá- 
mite de  las  causas,  córrase  traslado  por  la  vía  ordinaria,  dándose 
por  interpuesta  la  demanda  de  oposición.  Repóngase. 

Zuviria. 


Fallo  de  la  Suprema  CI«»rte 

Buenos  Aires,  Noviembre  20  de  1883. 

Vistos:  No  habiéndose  sustanciado  la  demanda  interpuesta  á  foja 
novenca  y  dos,  ni  falládose  sobre  ella  con  arreglo  á  la  acción  de- 
ducida; se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  noventa  y  nueve  vuelta,  y 
previa  reposición  de  sellos,  devuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ  — 
I'LADISLAO  frías. — S.  M.  LASPlüR. 
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CAUSA    ex XVI 


Aberastury  hermanm  y  Esquivel,  contra  D.   Julio   Figueroa,  por 
desembargo  de  bienes  y  daños  y  perjuicios;  sobre  competencia. 


Sumario.  —  Mientras  no  se  hallen  en  posesión  legal  de  su  cargo 
los  Jueces  de  Paz  de  las  Colonias  Nacionales  del  Chaco,  el  Juez  Fe- 
deral de  Corrientes  sigue  ejerciendo  en  ellas  la  jurisdicción  que  tenia 
antes  de  organizarse  el  Gobierno  de  ese  territorio. 


Caso.  — D.  Emilio  Esquivel,  de  la  razón  Aberastury  H"*'«  y  Esqui- 
ve!, espuso  al  Juez  Federal  de  Corrientes,  que  habia  demandado 
ante  el  Juez  de  Paz  de  la  Colonia  Resistencia,  Coronel  I).  José 
M.  Avales,  al  Comandante  del  9  de  línea  1).  Julio  Figueroa,  por  des- 
embargo de  bienes  y  danos  y  perjuicios,  y  que  el  Juez  de  Paz  se 
habia  escusado  de  entender  en  la  demanda  por  no  tener  jurisdic- 
ción; y  pidió  que  el  Juez  Federal  avocara  á  sí  el  conocimiento  de  la 
causa. 

Del  informe  pedido  por  el  Juez  Federal,  resultó  que  el  Coronel 
Avalos  habia  sido  nombrado  como  Juez  de  Paz  interino  por  el  Go- 
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bernador  de!  Cliaco;  que  su  elección  no  había  sido  aprobada  aún 
por  el  Gobierno  Nacional,  y  que  no  habia  presiado  juramento. 


Fallo  del  Juez  de  Seeciou 


Corriei.ttts,  Junio  8  de  1883. 

Y  vistos:  i°  Resultando  de  la  Memoria  del  señor  Ministro  del  In- 
terior, pág.  22  n^  o,  que  el  Gobierno  Nacional  se  está  ocupando  de 
la  or^^^anizacion  administrativa  de  las  Colonias  del  Chaco;  y  fun- 
cionan ya  en  Formosa  y  Toscas,  Jueces  de  Paz  y  Municipalidades 
nombradas  por  los  vecinos;  en  Resistencia  se  ha  practicado  la  elec- 
ción; en  Avellaneda  y  Ocampo  se  está  formando  el  padrón  electo- 
ral. De  esto  y  de  lo  que  la  misma  Memoria  dice  en  la  página  18  en 
el  párrafo  transcrito  por  el  fiscal  en  su  vista,  resulta  que  la  mayor 
parte  de  las  Colonias  están  en  completa  acefalia,  sin  que  hayan  sido 
organizadas  las  autoridades  que  las  leyes  respectivas  prescriben. 

2^  Que  en  tal  caso,  debe  este  Jusi^ado  ejercer  la  jurisdicción  que 
tenia  antes  de  que  se  organizara  el  Gobierno  del  Chaco,  conforme  á 
lo  resuelto  por  la  Suprema  Corte  en  el  fallo  43,  tomo  6^,  2^  serie, 
página  80,  pues  la  jurisdicción  de  apelación  que  la  ley  le  ha  confe- 
rido, no  puede  ejercerse  desde  que  la  Colonia  Resistencia  está  en 
completa  acefalia,  y  no  ha  sido  puesto  en  posesión  de  su  cargo  el 
Juez  de  Paz  nombrado. 

3**  Que  según  el  informe  del  Coronel  Avales  a  foja  16  vuelta,  ha 
sido  nombrado  Juez  de  Paz  por  la  Colonia,  pero  no  ha  sido  aún 
aprobada  su  elección  por  el  Gobierno,  ni  se  le  ha  puesteen  posesión 
de  su  cargo  prestando  el  juramento  de  ley;  y  también  ha  sido  nom- 
brado por  el  señor  Gobernador  del  Chaco  para  ejercer  interinamente 
las  funciones  de  Juez  de  Paz,  pero  á  pesar  de  esto,  no  se  considera 
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facultado  para  ejercer  la  jurisdicción  que  la  ley  acuerda  á  los  Jueces 
de  Paz,  mientras  no  sea  aprobado  su  nombramiento  y  puesto  en  po- 
sesión de  su  carero,  cuyo  informe  está  de  acuerdo  con  el  (jue  lia  pa- 
sado el  señor  Gobernador  del  Chaco,  en  nota  de  fecha  primero  del 
corriente  mes,  diciendo  que  el  Coronel  Avales  ha  sido  nombrado 
interinamente  para  ejercer  el  puesto  de  Juez  de  Paz  hasta  que  su 
nombramiento  sea  aprobado. 

4**  Que  en  vista  de  la  declaración  que  hace  el  señor  Ministro 
del  Interior  en  su  Memoria,  á  saber:  Que  el  Gobierno  ordenó  el  re- 
tiro de  cuatro  Jueces  de  Paz,  que  habia  nombrado  interinamente, 
de  conformidad  al  acuerdo  que  habia  dictado  en  receso  del  Congreso, 
por  haber  desaprobado  la  Cámara  de  Diputados  dicho  nombramiento, 
no  es  posibla  aceptar  que  el  señor  Gobernador  del  Chaco  tenga  fa- 
cultad legal  para  nombrar  interinamente  Jueces  de  Paz  en  el  Chaco 
con  la  jurisdicción  que  la  ley  les  atribuye  para  conocer  de  toda  causa 
civil  y  criminal;  y  el  nombramiento  que  ha  hecho  en  la  persona  del 
Coronel  Avales,  solo  puede  tener  el  alcance  de  darle  aquellas  facul- 
tades indispensables  para  hacer  guardar  el  orden  en  la  Colonia,  y 
adoptar  aquellas  medidas  de  carácter  transitorio  que  exija  la  nece- 
sidad por  no  haber  Juez  de  Paz  legal  que  ejerza  la  jurisdicción  que 
la  ley  le  acuerda.  Por  estos  fundamentos  y  lo  espuesto  por  el  fiscal, 
se  declara  que  este  Juzgado  es  competente  para  entender  en  esta 
causa  hasta  que  sea  puesto  en  posesión  de  su  cargo  y  pueda  funcio- 
nar legalmente,  el  Juez  de  Paz  que  prescribe  la  ley  de  la  materia. 
En  su  consecuencia  deduzca  el  demandante  su  acción  en  forma  le- 
gal, llágase  saber  con  el  original  y  repóngase. 

Carlos  Luna. 

Presentada  la  demanda,  y  pedido  por  el  Juez  Federal  informe  al 
encargado  del  Juzgado  de  Paz  sobre  varios  puntos,  D.  José  M.  Ava- 
los  le  hizo  cuestión  de  competencia. 

Se  elevaron  los  espedientes  á  la  Suprema  Corte. 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Suprema  Corte: 

La  formación  de  una  sociedad  ó  agrupación  de  hombres,  á  que 
se  llama  Colonia,  ofrece,  por  su  misma  pequenez,  dificultades  no  pe- 
queñas para  su  gobierno. 

Decidida  su  formación,  la  primera  autoridad  que  surge  es  el  Co- 
misario que  nombra  el  Poder  Ejecutivo,  artículo  117  de  la  Ley  Ge- 
neral de  Inmigración. 

Pero  este  Comisario  solo  ejerce  la  autoridad  superior  militar  y 
política,  artículo  117  citado. 

Cuando  hay  ya  establecidas  80  familias,  procederán  á  nombrar 
un  Juez  de  Paz,  artículo  119;  y  es  esta  la  primera  manifestación  de 
la  vida  civil. 

Una  ley  anterior  había  investido  á  estos  Jueces  de  Paz  con  la  ju- 
risdicción civil,  comercial  y  criminal,  Ley  de  11  de  Octubre  1872. 

Puede  suceder,  empero,  que  no  se  encuentren  por  algún  tiempo 
50  familias  reunidas.  Ha  sucedido  con  frecuencia  también,  que  mu- 
cho después  de  establecidas,  no  se  ha  hecho  el  nombramiento  de 
Juez  de  Paz.  ¿Quién  ejercerá  en  uno  y  otro  caso  la  triple  jurisdic- 
ción ( 

Ni  la  del  74  ni  la  del  76  lo  dicen.  Mientras  tanto,  en  toda  reunión 
de  hombres,  grande  ó  pequeña,  la  civilización  exije  que  una  autori- 
dad, cualquiera  que  sea,  tenga  la  misión  de  resolver  por  el  derecho 
las  diferencias,  que  de  otra  manera  resolvería  la  fuerza. 

En  un  caso  análogo  muy  acertadamente  aceptó  V.  E.  las  con- 
clusiones del  Procurador  General  Doctor  Pico.  ^No  se  puede  ad- 
mitir, decía  en  la  causa  XLIII,  título  6°,  serie  2%  página  80,  que 
mientras  no   se    nombren   jueces   para    un    territorio    hayan   de 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  209 

estar  privados  sus  habitantes  de  la  protección  de  la  justicia  y  obliga- 
dos á  defender  por  la  violencia  sus  bienes  y  sus  vidas ». 

Es  este  el  caso  de  los  señores  Esquivel  y  Aberastury. 

En  la  Colonia  «Resistencia»  no  se  ha  nombrado  aún  Juez  de  Paz, 
ó  si  se  ha  nombrado,  no  está  en  ejercicio,  según  de  estos  antece- 
dentes se  desprende. 

El  mismo  D.  José  M.  Avales,  que  pretende  asumir  á  última  hora 
tal  carácter,  después  de  haber  declarado  que  no  lo  investía  al  decli- 
nar el  conocimiento  de  la  demanda,  se  dice  Juez  de  Paz  Interino 
nombrado  por  el  Gobierno  del  Chaco;  y  agrega  no  estar  en  pose- 
sión, por  no  haber  sido  confirmado  su  nombramiento. 

Cualquiera  que  sea  la  autoridad  que  ejerza,  no  es  el  funcionario  al 
que  la  ley  confiere  la  plenitud  de  tres  jurisdicciones;  teniendo,  sin 
duda,  en  cuenta  la  confianza,  que  mereció  de  los  que  le  eligieron. 

Consecuente  con  la  jurisprudencia  establecida,  pienso  que  debe 
V.  E.  confirmar  la  competencia  del  Juzgado  de  Sección. 

Eduardo  Costa, 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Noviembre  22  de  1883. 

Vistos:  de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  señor 
Procurador  General,  y  por  los  fundamentos  del  auto  de  fojas  veinte 
y  cuatro,  se  declara  que  el  Juez  de  la  Sección  de  Corrientes  es  com- 
petente para  entender  en  la  demanda  iniciada  por  Aberastury  her- 
manos y  Esquivel,  mientras  dure  la  acefalía  del  Juzgado  de  Paz  de 
Ja  Colonia  Resistencia,  y  remítansele  los  autos,  avisándose  á  Don 
José  M.  Avales,  que  se  dice  encargado  provisoriamente  de  dicho 
Juzgado. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
ULADISLAO  frías. —  S.  M.  LASPIUR. 

T.  XVII.  15. 
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CAUSA    CXXVII 


D.  Raimundo  F.  Reguera  contra  D,  Juan  B.  Tavella,  por  enagena- 

don  fraudulenta;  sobre  competencia. 


Sumario, — 1^  La  acción  para  recuperar  bienes  mandados  entre- 
gar en  juicio  reivindicatorío,  es  incidente  de  este,  y  su  conocimiento 
corresponde  al  Juez  mismo. 

V  Es  privativo  del  Juez  corregir  las  faltas  de  respeto  contra  su 
dignidad. 


Ca^o, — El  apoderado  de  D.  Raimundo  F.  Reguera  expuso  que, 
fallecido  D.  David  Tavella,  el  padre  de  él,  D.  Juan  B.  Tavella,  sabe- 
dor del  fallo  de  la  Suprema  Corte  que  habia  ordenado  la  restitución 
de  los  ganados  de  la  marca  de  Reguera,  y  condenado  en  costas  á 
Tavella,  había  enagenado  dolosamente  todos  los  bienes  de  D.  David, 
para  burlar  la  ejecución  de  la  cosa  juzgada. 

El  Juez  de  Sección  primeramente  mandó  levantar  un  sumario  so- 
bre el  hecho,  y  peñeren  arresto  á  D.  Juan  B.  Tavella. 

En  seguida  dictó  el 
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Fallo  del  Juez  Federal 

Paraná,  Abril  9  de  188a 

Considerando  que  en  la  querella  de  fojas  y  antecedentes  acumula- 
dos, se  trata  de  una  ocultación  de  bienes  hecha  por  Juan  B.  Tavella 
en  fraude  de  sus  acreedores;  que  este  delito  habiéndose  cometido 
en  territorio  en  que  tienen  jurisdicción  las  autoridades  de  esta  Pro- 
vincia y  no  siendo  de  los  enumerados  en  el  artículo  30  de  la  ley 
Nacional  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Fede- 
rales de  14  de  Setiembre,  su  juzgamiento  no  es  de  competencia  de 
este  Tribunal:  que  la  instrucción  de  la  sumaria  y  acumulación  de 
antecedentes,  que  se  habia  propuesto  el  proveyente  á  fin  de  dar  luz 
al  Juez  de  la  causa,  por  cuanto  este  hecho  tiende  á  frustrar  los  efec- 
tos de  las  resoluciones  del  Poder  Judicial  de  la  Nación,  se  hace  di- 
fícil por  encontrarse  los  elementos  de  investigación  en  la  ciudad  y 
departamento  del  Uruguay. 

Por  tales  consideraciones,  este  Juzgado  se  declara  incompetente 
para  entender  en  el  presente  juicio;  y  remítanse  los  antecedentes 
con  el  presunto  culpable  á  disposición  del  señor  Juez  del  Crimen  del 
Uruguay,  en  donde  han  tenido  lugar  las  operaciones  fraudulentas. 

Oficíese  á  fin  de  que  la  diligencia  ordenada  á  foja se  entienda 

con  el  Juez  competente,  y  líbrense  los  demás  despachos  ordenados. 

A/,  de  T.  Pinto, 

VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Supreína  Corte  : 

Buenos  Aires,  Julio  18  de  1683. 

La  acción  iniciada  por  D.  Santos  Domínguez  en  nombre  del  Co- 
ronel Reguera,  se  dirijo  á  reivindicar  los  ganados  de  que  dicho  Co- 
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rouel  había  sido  despojado,  y  que  debían  serle  devueltos,  con  mas 
las  cosías  del  juicio,  por  sentencia  de  los  Tribunales  de  la  Nación. 

El  objeto  directo  y  principal  que  se  persigue  es,  pues,  el  cumpli- 
miento de  las  resoluciones  de  la  Justicia  Nacional.  El  castigo  á  que 
se  haya  hecho  acreedor  el  que  hubiese  pretendido  burlarlas,  enage- 
nando  los  ganados  y  ocultando  bienes,  es  solo  un  incidente  de  la 
causa  principal. 

La  materia  es,  por  lo  tanto,  esencialmente^ nacional;  yelJuzgado 
no  ha  debido  declararse  inhibido  para  hacer  cumplir  sus  propias 
resoluciones,  que  es  el  primer  deber  de  todo  Juez.  La  mayor  ó  me- 
nor diferencia  que  ofrezca  el  esclarecimiento  de  los  hechos  que 
deba  tenerse  en  cuenta,  no  ha  sido  nunca  causa  para  surtir  fuero. 

Sírvase  V.  E.  ordenar  al  señor  Juez  continúe  sus  procedimientos, 
hasta  dejar  cumplida  y  desagraviada  la  justicia  de  la  Nación. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  C^orie 

Buenos  Aires,  Noviembre  24  de  188S. 

Vistos;  V  considerando: 

Que  estando  pendiente  la  ejecución  de  la  sentencia  pronunciada 
á  favor  de  D.  Raimundo  Reguera,  en  el  juicio  entre  él  y  Don  David 
Tavella,  finado,  sobre  reivindicación  de  ganados,  robados  á  aquel 
de  sus  establecimientos  en  la  Provincia  de  Corrientes,  el  padre  de 
dicho  Tavella  ha  vendido  dos  casas  y  el  ganado  que  pertenecía  á  su 
hijo: 

Que  la  parte  de  Reguera  espone  que  Tavella  ha  procedido  frau- 
dulentamente, y  que  entre  el  ganado  vendido  están  comprendidas 
quinientas  treinta  y  ocho  cabezas  de  ganado  vacuno,  de  su  marca. 
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que  se  le  mandaron  devolver  por  dicha  sentencia,  y  de  las  cuales  se 
hallaban  embargadas  judicialmente  cuatrocientas  cabezas; 

Que  según  lo  espuesto  y  de  las  referencias  mismas  que  se  hacen 
en  el  auto  de  foja  cuatro  vuelta  al  juicio  de  reivindicación,  resulta 
que  es  un  incidente  en  este  juicio  la  acción  deducida  por  Reguera 
en  el  escrito  de  foja  primera,  del  cual  debe  conocer  el  juez  de  la 
causa  principal,  tanto  mas,  cuanto  que  es  el  que  dictó  la  sentencia 
ejecutoriada  y  debe,  según  la  ley,  hacerla  ejecutar; 

Por  estos  fundamentos,  y  de  acuerdo  con  lo  expuesto  y  pedido 
por  el  señor  Procurador  General,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja 
treinta  y  cinco,  y  se  declara  que  es  competente  para  conocer  de  esta 
causa  el  Juez  de  Sección  de  Entre-Rios.  Y  en  cuanto  á  la  apelación 
interpuesta  por  el  Doctor  Don  Gerónimo  del  Barro  y  Don  Santos 
Dominguez:  siendo  privativa  del  Juez  de  Sección  la  facultad  de  co- 
rregir las  faltas  de  respeto  contra  su  dignidad,  cometidas  en  los  es- 
critos que  se  le  presenten;  declárase  improcedente  dicho  recurso.  En 
su  consecuencia,  previa  reposición  de  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
ULADISLAO  frías. — S.  M.  LASPIÜR, — 
M.  D.  PIZARRO. 
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<:Ar$$A  cxxviii 


Z).  Elíseo  y  D.  Manuel  Rodríguez,  contra  D.  Esteban  Peirano,  por 
cumplimiento  de  un  contrato;  sobre  competencia. 


Sumario. — El  cumplimiento  de  una  obli;2^acion  puede  demandarse 
ante  el  Juez  del  lugar  donde  debe  cumplirse,  si  allí  se  encuentra  el 
deudor  al  tiempo  de  la  demanda. 


Caso. — Lo  esplica  el 


Fallo  del  «luez  de  $!!)ec*eÍoii 

Córdoba,  Junio  14  de  1883. 

Vistos  y  Considerando:  1^  que  la  demanda  versa  sobre  cumpli- 
miento de  un  contrato  de  arrendamiento  de  la  estancia  de  <  Sinsa- 
cate»,  ubicada  en  esta  Provincia,  que  se  dice  celebrado  con  don 
Esteban  Peirano  y  aún  redactado  ya  en  el  rejistro  de  escrituras  pú- 
blicas, pero  no  firmado  por  las  razones  que  enuncian  los  demandan- 
tes: ¥  que  ne<rando  el  demandado  los  hecbos  que  se  afirman  en  la 
demanda,  lia  promovido  esta  declinatoria  de  jurisdicción;  3**  que  en 
caso  de  existir  la  convención  á  que  se  alude,  resultaria  que  por  la 
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naturaleza  misma  de  la  obligación,  se  halla  indicado  el  lugar  de  su 
cumplimiento,  y  de  una  manera  tan  precisa  é  inevitable  que  no  ad- 
mitirla duda  sobre  el  propósito  de  los  contratantes. —  Articulo  74 
«De  los  contratos  en  general-— 24,  titulo  «Del  pago  »,  Código  Civil. 
Caravantes  «Ley  de  Enjuiciamiento  Civil»  tomo  1^  números  253  y 
254.  Marcado  sobre  el  articulo  1247.  Goyena  1031.  — 4''  Que  en  esta 
misma  hipótesis^  seria  también  competente  este  Juzgado  por  razón 
del  contrato  celebrado  y  la  circunstancia  de  encontrarse  accidental- 
mente el  demandado  en  esta  ciudad.  Serie  1%  Tomo  3^  página  271 
— Serie  2%  tomo  5^,  página  83.  Causa  seguida  por  la  testamentaria 
de  Gaspar  Navarro  contra  Rosario  Orguin.  Caravantes,  tomo  1^, 
desde  el  número  249,  Maurosa,  tomo  1^  desde  la  página  12,  ley  32, 
título  2,  parte  3*.  Goyena  en  su  comentario  al  artículo  1097.-5*^ 
Que  la  competencia  que  procede  por  la  designación  espresa  ó  tácita 
del  lugar  en  que  debe  cumplirse  la  obligación,  es  esclusiva  y  prefe- 
rente, por  la  razón  bien  obvia  de  estar  patente  la  voluntad  de  los 
contrayentes,  de  exijirlo  asi  la  continencia  de  la  causa,  y  cesar  la 
presunción  en  que  se  fundan  las  reglas  sancionadas  por  el  legisla- 
dor para  señalar  otro  Juez  competente.  —  Caravantes,  tomo  citado 
número  27;  Maurosa,  tomo  1^  páginas  12 y  13;  L.  32,  título  2.  P.  3*, 
y  glosas  166  y  167  á  dicho  ley.  —  Artículo  24  <  Del  Pago » ;  76  y  77 
« De  los  contratos  en  general »  Código  Civil.  —  Serie  1*,  tomo  9°, 
página  280;  Serie  2*,  tomo  10,  página  296;  y  tomo  4^  página  359.— 
6°  Que  si  se  exijiese  al  demandante  la  comprobación  previa  de  su 
acción,  esta  tomaría  el  procedimiento  y  orden  del  juicio,  y  se  exiji- 
ria  algo  imposible:  que  se  le  colocaría  por  otra  parte,  en  la  necesi- 
dad de  renunciar  al  fuero  preferente  del  lugar  del  cumplimiento  del 
contrato,  teniendo  que  entablar  su  demanda  en  otro  fuero  que  no 
fuese  el  competente  y  escluido  por  aquel.  Que  un  caso  enteramente 
análogo  está  resuelto  por  la  Suprema  Corte:  pues  que  se  reclamaba 
también  el  cumplimiento  de  un  contrato  de  arriendo  de  un  inmueble 
ubicado  en  esta  Provincia  prometiéndose  justificar  la  existencia  del 
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contrato,  mientras  que  el  demandado,  negando  los  hechos  como 
ahora,  deducia  artículo  de  declinatoria.— Serie  1%  tomo  3**,  página 
271;  Fallos  de  la  Suprema  Corte.  —  Que  los  Fallos  de  la  Suprema 
Corte  hacen  jurisprudencia,  y  los  Jueces  Seccionales  no  pueden  apar- 
tarse de  sus  decisiones.  —  Serie  1*,  tomo  5^  página  53;  Tomo  5% 
página  2S7.  Tomo  8°,  página  453,  Fallos  de  la  Suprema  Corte.  —  Y 
omitiendo  otras  consideraciones,  se  declara:  que  no  ha  lugar  á  la 
declinatoria  de  jurisdicción  que  se  ha  deducido,  sin  especial  conde- 
nación. Hágase  saber  reponiéndose  los  sellos. 

Rafael  Garda. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Noviembre  21  de  188S. 

Suprema  Corte  : 

La  demanda  de  don  Eliseo  y  don  Manuel  Rodríguez  se  dirijo  á  que 
don  Esteban  Peirano,  cumpla  la  obligación  que  dicen  contrajo  para 
con  ellos  de  darles  en  arrendamiento  una  finca  situada  en  la  Pro- 
vincia de  Córdoba.  Esta  obligación  debia  cumplirse  en  la  misma 
Provincia  de  Córdoba;  en  ella  fué  ó  se  presume  estipulada;  y  en  ella 
se  encontraba,  aunque  accidentalmente  el  demandado,  vecino  del 
Rosario,  al  ser  interpuesta  la  demanda. 

Esta  reunión  de  circunstancias,  determina  la  jurisdicción  en  favor 
del  lugar  en  que  ha  de  cumplirse  la  oblifíacion,  con  preferencia  al 
domicilio  según  lo  ha  declarado  V.  E.  en  repetidas  ocasiones. 

Pido  en  consecuencia  la  confirmación  de  la  sentencia  recurrida. 

Eduardo  Costa. 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Noviembre  24  de  1888. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  y  de  conformidad  con  lo  espuesto  y 
pedido  por  el  señor  Procurador  General,  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  doce;  y,  repuestos  los  sellos,  devuélvase. 

J.   B.    GOROSTIAGA.  —  ULADISLAO    FRÍAS 
.  —  S.  M.  LASPIUR.  —  M.    D.    PIZARRO. 


CAUSA  CXXIX 


Juan  Posse  y  C*  contra  D,  León  Duran^  por  falsificación  de  marca 
de  fábrica;  sobre  defecto  en  la  demanda  é  impedimento  de  viaje. 


Sumario,  —  1**  Siendo  espresamente  declarada  la  persona  del  de- 
mandado, no  puede  haber,  por  esta  parle,  defecto  en  el  modo  de 
proponer  la  demanda. 

2^  Denunciado  el  propósito  de  ausentarse  en  el  demandado  por 
causa  criminal,  puede  impedírsele  bajo  la  responsabilidad  del  actor. 
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Caso.  —  Juan  Posse  y  C*  dueños  de  la  cigarrería  *  Popular  i^  espu- 
sieron  que  D.  León  Duran  y  otros  de  la  cigarrería  ^La  Proveedora» 
hurtaban  el  tabaco  de  los  cigarrillos  de  la  « Popular »,  y  lo  susti- 
tuían con  tabaco  inferior  para  desacreditar  aquellos;  y  demandaron 
á  D.  León  Duran,  dueño,  gerente  ó  socio  de  ^iLa  Proveedoras  para 
que  fuera  condenado  al  máximum  de  la  pena  de  la  ley  de  marcas, 
al  pago  de  daños  y  perjuicios,  y  costas. 

D.  León  Duran  alegando  que  el  dueño  de  la  Cigarrería  era  D.  Ma- 
nuel Duran  su  hermano,  y  que  se  le  confundía  con  él,  opuso  la  ex- 
cepción de  defecto  legal  en  la  demanda. 

Los  demandantes  contestaron  que  habían  señalado  claramente  á 
Don  León  Duran  como  demandado. 


Fallo  del  «luez  de  S^eecion 

Buenos  Aires,  Octubre  1**  de  1883. 

Y  vistos:  Resultando  del  escrito  de  foja  33,  que  la  designación 
de  la  persona  del  demandado  es  espresa,  desde  que  en  él  se  con- 
signa que  la  demanda  es  instaurada  contra  D.  León  Duran ;  por 
esto,  y  de  acuerdo  con  las  consideraciones  aducidas  en  el  escrito 
de  f.  59,  que  el  Juzgado  conceptúa  arregladas  no  se  hace  lugar  con 
costas,  á  la  excepción  deducida,  y  se  declara  que  D.  León  Duran 
debe  contestar  derechamente  la  demanda  en  el  término  de  la  ley. 

Repóngase  el  sello. 

Andrés  Ugarriza. 

Al  mismo  tiempo  los  actores  denunciaron  que  D.  León  Duran  tenia 
el  propósito  de  ausentarse,  y  pidieron  se  le  impidiese  la  salida  del 
país,  oficiándose  á  la  Prefectura  Marítima. 

El  Juez,  por  auto  de  f,  57  vta.,  accedió,  bajo  la  responsabilidad  de 
los  solicitantes. 
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Fallo  de  la  Suprema  Clorle 

Buenos  Aires,  Diciembre  V  de  1888. 

Vistos:  atenta  la  naturaleza  de  la  causa,  y  lo  alegado  por  el  do- 
mandante,  la  Corte  resuelve  confirmar  el  auto  de  foja  cincuenta  y 
siete  vuelta;  y  por  sus  fundamentos  el  de  foja  sesenta  y  una  vuelta, 
con  costas,  y  previa  reposición  de  sellos,  devuélvase. 

.    J.    B.    GOROSTIAGA. —  J.    DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  frías.  —  S.   M.  LASPIUR. 


CAUSA  c:xxx 


LcLssalle  y  Secrestat  contra  D.  Pedro  Inchampe,  por  falsificación  de 

marcas  de  fábrica;  sobre  personería. 

Sumario  —  El  Juez  debe  resolver  sobre  la  personería  del  actor  no 
solo  por  los  poderes  acompañados  á  la  demanda,  sino  también  por 
los  presentados  posteriormente,  y  antes  de  dictar  resolución. 
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Caso,  —  D.  Adolfo  Richard,  por  Pedro  Lassalle  y  H.  Secrestat  de- 
mandó por  falsificación  del  *Bitter  Secrestat))  y  su  marca  á  D.  Pedro 
Inchauspe. 

Inchauspe  opuso  falta  de  personería^  incompetencia,  defecto  legal 
en  la  demanda,  y  arraigo  del  juicio. 

Sustanciadas  las  excepciones,  Richard  presentó  un  poder  otorgado 
en  Europa  por  el  fabricante  H.  Secrestat. 


Fallo  del  «luez  de  S^eceion 


Buenos  Aires,  Agosto  7  de  1888. 

Vistos  y  considerando  sobre  la  excepción  de  falta  de  personería 
del  demandante  D.  Juan  Lassalle  hijo;  que  esta  se  funda  en  que  el 
poder  sustituido  á  D.  Adolfo  Richard,  no  contiene  cláusula  alguna  que 
habilite  á  su  instituyente  D.  Silvestre  Desviat,  para  que  en  represen- 
tación de  D.  Pedro  Lassalle  y  H.  Secrestat,  se  promueve  el  presente 
juicio:  que  ese  poder  únicamente  tiene  por  objeto,  conferir  al  ins- 
tituido las  facultades  necesarias  para  la  administración  de  los  ne- 
gocios que  constituyen  el  movimiento  comercial  de  la  casa  P.  Las- 
salle;  que  la  presentación,  con  posterioridad  al  llamamiento  de  autos, 
del  poder  corriente  á  foja  62,  no  influye  en  el  sentido  de  modificar 
la  situación  respectiva  de  los  litigantes  antes  de  aquella  estación  del 
juicio,  por  cuya  razón  esta  excepción  debe  fallarse  teniendo  pre- 
sente tan  solo,  los  elementos  de  decisión  que  antes  de  entonces, 
respectivamente  presentaran  las  partes:  que  siendo  esto  asi,  y  por 
las  razones  precedentemente  expuestas,  se  ve  que  Desvíat  no  ha  te- 
nido personería  para  promover  el  presente  juicio.  Por  estos  funda- 
mentos, asi  se  declara,  con  costas. 
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Ea  consecuencia  levántese  el  embargo  decretado  á  foja  19,  hacién- 
dose saber  al  depositario.  Notif iquese  con  el  original  y  repóngase 
el  sello. 

Andrés  Ugarriza, 


Falli>  de  la  ^^upreiua  Corte 


Buenos  Aires,  Diciembre  V  de  1888. 

Vistos:  atento  el  nuevo  poder  presentado  á  foja  sesenta  y  dos, 
por  el  demandante,  devuélvanse  estos  autos  al  Juzgado  de  su  proce- 
dencia para  que  en  su  mérito,  y  por  las  cláusulas  que  contiene,  se 
resuélvela  falta  de  personería  del  demandante  y  demás  excepciones 
dilatorias  opuestas  por  el  demandado.  Repónganse  los  sellos. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  FRÍAS.  —  S.  M.  LASPIUR. 
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CAISA    CXXXI 


El  Fisco  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  contra  Don  José  C,  Rosa^ 

por  cobro  de  pesos;  sobre  competencia 


Sumario. — Las  causas  radicadas  ante  la  justicia  local  de  la  ciudad 
de  Buenos  Aires,  deben  proseguirse  ante  la  nacional  ordinaria,  sus- 
tituida á  aquella. 


Caso.— En  1881  el  Fisco  do  la  Provincia  de  Buenos  Aires  deman- 
dó al  comerciante  Don  José  C.  Rosa  por  cobro  de  impuestos,  ante  el 
Juez  de  Comercio  de  Buenos  Aires. 

Llegada  la  causa  al  estado  de  sentencia,  el  Juez  de  Comercio  de 
la  capital  federal  se  declaró  incompetente  y  remitió  los  autos  al  de 
la  capital  de  la  Provincia. 

Este,  fundado  en  que  Rosa  era  vecino  de  Buenos  Aires  pasó  los 
autos  al  Juez  Federal  de  la  capital. 

Fallo  del  «Iiiez  Federal 

Buenos  Aires,  Setiembre  21  de  1883. 

Autos  y  vistos.  Considerando:  1^  Que  la  competencia  del  Juzgado 
Federal  resulta  de  la  contestación  á  la  demanda,  pues,  si  el  deman- 
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dado  00  se  acoje  á  ella  antes  de  contestarla,  no  hay  ya  fuero  fe- 
deral. 

¥  Que  el  juicio  se  encuentra  radicado  ante  los  Tribunales  ordi- 
narios y  debe  seguirse  y  fenecerse  en  ellos,  cualquiera  que  sea  la 
calidad  personal  de  las  partes,  quedando  á  salvo  el  recurso  para 
ante  la  Suprema  Corte  Federal,  si  se  hallare  en  alguno  de  los  casos 
que  espresa  el  articulo  14  de  la  ley  nacional  sobre  jurisdicción  y 
competencia. 

3**  Que  los  únicos  casos  en  que  debe  ocurrirse  á  este  Juzgado,  son 
ios  que  determina  la  citada  ley,  y  el  articulo  104  de  la  ley  del  Con- 
greso de  13  de  Diciembre  de  1881,  entre  los  cuales  no  está  compren- 
dido el  presente,  y  aun  cuando  lo  estuviera,  no  ha  debido  olvidarse 
la  terminante  disposición  del  citado  articulo  14  de  la  ley  sobre  ju- 
risdicción y  competencia. 

Por  estas  consideraciones,  el  Juzgado  resuelve  mantener  su  auto 
de  foja...  y  que  el  espediente  se  eleve  á  la  Suprema  Corte,  con  ofi- 
cio á  fin  de  que  se  sirva  resolver  sobre  la  contienda  de  competen- 
cia. Repónganse  previamente  las  fojas  y  nolifiquese  original. 

Andrés  ligar  riza. 

VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Octubre  13  de  1883. 

Suprema  Corte: 

Que  el  cobro  de  los  impuestos  corresponde  á  las  autoridades  que 
los  han  establecido,  es  fuera  de  toda  discusión.  Esto  se  entiende,  en 
los  casos  ordinarios,  siendo  natural  suponer  que  las  personas  y  las 
cosas  que  deben  pagar  tales  impuestos  están  todas  sujetas  á  la  mis- 
ma autoridad  territorial. 

En  casos  estraordinarios,  empero,  bien  se  concibe  que  la  regla 
general  admita  sus  excepciones. 
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Separada  esta  ciudad  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  por  ejem- 
plo ¿cómo  hará  la  autoridad  de  esta  última  para  cobrar  los  impues- 
tos pendientes  á  la  separación? 

Es  claro  que  no  puede  ser  de  otra  manera  que  ocurriendo  á  la 
autoridad,  bajo  cuya  jurisdicción  han  quedado  sus  deudores. 

¿La  íederalizacion  del  municipio  no  ha  colocado  bajo  la  jurisdic- 
ción federal  todas  las  personas  y  las  cosas  existentes  en  él?  Esta 
causa  fué  iniciada  ante  la  justicia  ordinaria,  en  ella  fué  radicada^ 
y  debe  en  ella  continuar. 

Sírvase  V.  E.  volver  estos  autos  al  Juzgado  de  la  Capital,  que  ha 
venido  á  sustituir  en  el  municipio  á  las  jurisdicciones  locales. 

• 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  l^orte 

Buenos  Aires,  Diciembre  1**  de  1888. 

Vistos:  atento  lo  dispuesto  por  el  artículo  trescientos  nueve  de 
la  ley  de  organización  de  los  Tribunales  de  Justicia  de  la  Capital,  y 
de  conformidad  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  Seilor  Procurador 
General,  se  declara  que  el  Juez  competente  para  conocer  en  esta 
causa,  es  el  de  Comercio  de  la  Capital  de  la  Nación;  en  su  conse- 
cuencia remítasele  estos  autos,  avisándose  por  oficio  al  Juez  de  la 
Capital  de  la  Provincia  y  al  Juez  Federal. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ 

ULADISLAO  frías. — S.  M.  LASPIUR. 
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i:auiií^a  4. XXXI 1 


Dow  Antonio  Urraco,  contra  la  Proiuncia  de  Santa  Fé;  sobre  reivin- 
dicación de  terrenos 


Sumario,— Lsi  información  sumaria  aprobada  como  título  suple- 
torio del  dominio,  en  tanto  tiene  valor  en  cuanto  resulte  conforme 
con  la  verdad  de  los  títulos  auténticos,  y  no  envuelva  una  adquisi- 
ción indebida. 


Caso. — Lo  explica  el 


Fallo  de  la  ^^iipretna  Corte 


Buenos  Aires,  Diciembre  4  de  1883. 

Vistos:  Don  Antonino  Urraco  entabló  demanda  de  reivindicación 
contra  don  Pedro  Correa  ante  el  Juez  Nacional  de  la  Sección  de 
Santa  Fé,  de  un  campo  situado  en  el  Carcarana,  Departamento  del 

T.  ÍVII,  16, 
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Rosario  de  la  misma  Provincia,  compuesto  de  treinta  y  dos  cuerdas 
ó  sean  tres  mil  doscientas  varas  de  frente  v  cuatro  v  media  letruas 
de  fondo. 

Dijo  que  ese  campo  habla  sido  comprado  en  mil  setecientos  se- 
tenta y  cinco  á  la  Junta  Municipal  de  Temporalidades  de  la  ciudad 
de  Santa  Fé  por  don  Pedro  Martinez,  don  José  Solelo,  don  José  Sal- 
guero y  don  Javier  Pérez,  habiendo  poco  tiempo  después  Martínez 
comprado  á  los  otros  noml)rados,  sus  respectivas  partes.  (Jue  por 
muerte  de  Martínez  lo  heredó  su  única  hija  doña  Bernarda  Martí- 
nez, la  que  por  habérselo  extraviado  las  escrituras  de  propiedad, 
tuvo  que  proporcionarse  títulos  supletorios  por  medio  de  una  infor- 
mación de  testi^^os,  con  los  que  solicitó  se  le  diera  la  posesión  judi- 
cial en  mil  ochocientos  cincuenta  y  siete.  Que  la  señora  Martínez 
hizo  donación  de  dicho  campo  en  mil  ochocientos  cincuenta  y  nueve 
á  don  Antoníno  Urraco,  quien  continuó  la  gestión  sobre  misión  en 
posesión,  teniendo  para  ello  que  seguir  un  juicio  por  todas  instan- 
cias ante  los  Tribunales  de  la  Provincia  de  Santa  Fé,  hasta  que  en 
Abril  de  mil  ochocientos  sesenta  y  uno  vino  á  pronunciarse  por  el 
Tribunal  Superior  de  dicha  Provincia  la  última  resolución  favorable 
cá  su  derecho. 

Que  por  esa  época  sobrevinieron  disturbios  políticos,  que  lo  obli- 
garon á  ausentarse  de  Santa  Fé,  á  donde  regresó  recien  siete  años 
después,  en  mil  ochocientos  sesenta  y  ocho,  consiguiendo  al  fin  que 
se  le  pusiese  en  posesión  del  campo  en  Diciembre  de  ese  mismo  año. 

Que  al  tomar  la  posesión,  encontró  que  don  Pedro  Correa  y  don 
Juan  Manuel  Perdriel  lo  estaban  ocupando^  «quienes  se  habían 
puesto  de  acuerdo,  sin  duda,  para  solicitarlo  en  compra  al  Gobierno, 
por  mitad  mas  ó  menos,  denunciándolo  como  baldío,  el  primero  á 
noml)re  de  los  herederos  de  Roldan  y  el  segundo  como  representante 
del  (lobierno  Nacional,  pues  juntos  obtuvieron  la  escrituración  co- 
rrespondiente: Correa  el  diez  y  Perdriel  el  once  de  Abril  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  siete. » 
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Oue  pidió  y  obtuvo  la  correspondiente  orden  de  desalojo  sin  po- 
der conseguir  su  cumplimiento  por  parte  de  Correa,  que  ocupaba  las 
dos  fracciones,  una  á  su  propio  noml)re  y  la  otra  al  de  Perdriel,  no 
obstante  haber  sido  varias  veces  reiterada,  en  razón  de  que  la  au- 
toridad inmediata  encargada  de  hacerla  efectiva  estaba  intima- 
mente ligada  por  amistad  y  otros  vínculos  con  Correa. 

Que  persuadido  de  que  nada  podia  conseguir  por  entonces,  sus- 
pendió su  gestión  para  mejor  oportunidad,  ausentándose  en  mil 
ochocientos  setenta  y  tres  con  destino  á  la  República  de  Chile,  desde 
donde  nombró  un  apoderado  encargándole  procediese  al  arrenda- 
miento del  campo  como  en  efecto  lo  verificó  en  mil  ochocientos  se- 
tenta y  ocho. 

Que  tres  ailos  babian  trascurrido  desde  que  se  encontraba  arren- 
dado el  campo,  cuando  se  presentó  Correa  solicitando  el  desalojo, 
lo  que  consiguió  fácilmente  del  Juez  de  Provincia,  quien  no  hizo 
lugar  á  la  declinatoria  de  jurisdicción  que  interpusieron  los  estran- 
geros  arrendatarios  del  campo. 

Qne  en  este  estado  encontró  su  asunto  á  su  regreso  de  Chile,  y 
con  el  esclusivo  objeto  de  ponerse  al  amparo  de  la  justicia  nacional 
estableció  en  esta  Capital  su  domicilio  comenzando  en  seguida  el 
juicio  actual. 

Que  en  mérito  de  los  antecedentes  qne  deja  espuestos  y  cuyo  con- 
tenido está  justificado  por  los  documentos  que  acompaña  desde  foja 
una  á  veinte  y  dos,  venia  á  entablar  la  mas  formal  demanda  de  rei- 
vindicación contra  don  Pedro  Correa  detentador  de  su  campo,  pi- 
diendo al  Juzgado  lo  condene  á  su  desalojo  en  un  término  breve  y 
perentorio,  á  abonar  los  frutos  civiles  ó  arrendamientos,  y  á  la  in- 
demnización de  daños  é  intereses  con  especial  coi^enacion  en  costas. 

Conferido  traslado  de  esta  demanda.  Correa  sin  evacuarla  pidió 
se  citase  de  eviccion  al  Gobierno  de  Santa  Fé,  su  vendedor,  y  ad- 
juntó al  mismo  tiempo,  los  títulos  y  demás  documentos  que  se  re- 
gistran desde  foja  cuarenta  y  tres  á  sesenta  y  cuatro. 
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El  Gobierno  de  Santa  Fé  saliendo  á  la  eviccion,  pidió  que  los  au- 
tos se  elevasen  á  esta  Corte  á  quien  correspondía  conocer  en  ellos 
originariamente  por  ser  la  Provincia  parte  formal  y  directa  en  el 
juicio. 

Traídos  los  autos,  Urraco  reprodujo  su  demanda  contra  el  Go- 
bierno de  Santa  Fé  reduciéndola  al  reclamo  de  solo  mil  cuatrocien- 
tas varas  de  frente  por  cuatro  leguas  y  media  de  fondo,  pues  decía 
que  había  recuperado  la  parte  de  campo  comprada  por  Perdriel  en 
virtud  de  sentencias  de  los  Tribunales  Nacionales,  v  las  otras  dos- 
cientas  varas  de  frente  que  faltaban  para  el  completo  de  las  tres  mil 
doscientos  varas,  las  ocupan  indebidamente  los  herederos  de  la  fa- 
milia Gallegos;  agregando  que  habiendo  el  Gobierno  de  Santa  Fé 
vendido  una  cosa  ajena  á  sabiendas,  pues  su  derecho  de  dominio  y 
propiedad  estaba  reconocido  y  declarado  por  sentencias  de  los  mis- 
mos Tribunales  de  la  Provincia,  pedia  se  le  condenase  además,  al 
pago  de  la  cantidad  de  treinta  y  un  mil  cuatrocientos  cincuenta  y 
siete  pesos  fuertes  en  que  estima  los  arrendamientos  y  perjuicios  re- 
cibidos, deduciendo  mil  cuatrocientos  pesos  bolivianos  por  los  arren- 
damientos que  percibió  su  apoderado,  lo  mismo  que  al  pago  de  los 
arrendamientos  que  se  devenguen  desde  la  demanda  hasta  la  ter- 
minación del  juicio,  á  razón  de  doce  pesos  fuertes  anuales  por  cada 
concesión  de  las  ciento  cinco  comprendidas  en  su  campo. 

Contestando  esta  demanda  el  apoderado  del  Gobierno  de  la  Pro- 
vincia de  Santa  Fé  espuso:  Que  el  demandante  pretendía  confundir 
el  campo  que  el  Gobierno  de  Santa  Fé  vendió  hace  pocos  afios  á  don 
Juan  M.  Perdriel,  y  los  terrenos  que  donó  á  los  antecesores  de  don 
Pedro  Correa  desde  hace  mas  de  cincuenta  años. 

Que  lo  único  que  resulta  de  los  documentos  presentados  por 
Urraco,  es  que  un  señor  Martínez  compró  una  porción  de  terreno 
próxima  á  la  que  ocupa  hoy  Correa,  y  que  no  pagó  el  precio  esti- 
pulado. 

Que  el  terreno  que  se  pretende  reivindicar,  era  en  mil  ochocien- 
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tos  veinte  y  ocho  de  propiedad  fiscal  según  consta  del  titulo  pre- 
sentado, de  foja  cuarenta  y  tres  á  sesenta  y  cuatro. 

Que  el  cuatro  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  veinte  y  ocho  el 
Gobierno  de  Santa  Fé  hacia  donación  á  don  Felipe  Roldan,  antece- 
sor de  Correa,  del  terreno  que  éste  ocupa  frente  al  rio  Carcarauá, 
lindando  por  el  Sud  con  don  Nicolás  Gallegos  y  por  el  Norte  con 
don  Agustín  Negrotte,  nombrándose  al  agrimensor  López  para  su 
mensura. 

Que  en  la  información  producida  por  Urraco  en  mjl  ochocientos 
cincuenta  y  siete  con  declaraciones  generales  de  tres  testigos,  y 
aprobada  por  el  Juez  sin  perjuicios  de  derechos  de  tercero,  nada  se 
dice  de  la  posesión  de  los  antecesores  del  demandante  ni  si  lo  po- 
seian  en  toda  su  estension,  siendo  notorio  que  en  la  fecha  de  esa 
información  hacia  muchísimos  años  que  no  poseían  el  campo,  ni 
menos  la  parte  que  fué  donada  á  Correa  en  mil  ochocientos  veinte 
y  ocho.  Que  también  det>e  hacerse  notar  que  las  declaraciones  de 
esa  información,  se  recibieron  sin  intervención  de  Correa,  que  po- 
seía la  parte  de  campo  que  hoy  se  le  demanda. 

Que  no  es  exacto  que  Correa  obtuviera  el  campo  por  denuncia 
hecha  al  Gobierno  de  estar  baldío,  sino  porque  teniendo  algunas 
deficiencias  los  títulos  del  campo  que  poseia  á  titulo  de  merced  he- 
cha á  su  antecesor  don  Felipe  Roldan,  Correa  en  virtud  del  decreto 
de  diez  y  ocho  de  Enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete  que  es- 
tablece una  moderada  compensación  para  revalidar  títulos^  solicitó 
la  revalidación  de  los  suyos,  lo  cual  se  le  concedió  según  resulta  de 
los  documentos  agregados  por  Correa  á  foja  cuarenta  y  tres. 

Que  la  Provincia  de  Santa  Fé  siempre  ha  considerado  como  per- 
tenecientes al  Fisco  los  terrenos  que  ocupa  el  demandado,  y  ya  sea 
que  se  resuelva  que  Correa  además  del  titulo  tuvo  la  posesión  ani- 
mo dominii  durante  el  tiempo  requerido  para  la  prescripción  ton tra 
el  Fisco  por  nuestras  antiguas  leyes,  ó  ya  sea  que  se  decida  que  el 
mismo  Correa  ha  sido  un  simple  detentador  de  terrenos  que  poseia 
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á  nombre  del  Fisco,  el  resultado  será  el  mismo  para  la  cuestión  que 
actualmente  se  promueve. 

Y  considerando:  Que  los  testi^iros  de  la  información  presentada 
como  título  supletorio  por  el  demandante  para  justificar  la  reivin- 
dicación que  pretende,  se  limitan  uniformemente  á  declarar  que 
han  conocido  á  don  Pedro  Martinez,  cuyos  dereclios  representa  el 
demandante,  viviendo  en  el  campo  que  está  entre  el  de  don  Ma- 
riano Grandoli  y  el  de  los  Galle;íos,  pero  que  ignoran  cómo  lo  huho 
ni  saben  cuál  sea  su  extensión  y  verdadera  ubicación. 

Que,  por  lo  tanto,  esa  información  no  es  una  prueba  ni  titulo 
bastante  para  fundar  derechos  á  un  campo  de  tres  mil  doscientas 
varas  de  frente  por  cuatro  y  media  le<ruas  de  fondo. 

(Jue  además,  y  contra  la  afirmación  del  demandante  que  decía 
haberse  visto  en  la  necesidad  de  proporcionarse  títulos  supletorios 
por  haberse  perdido  los  originales  hasta  de  los  archivos  públicos  á 
consecuencia  de  los  saqueos  y  disturbios  políticos  pasados,  esos  tí- 
tulos auténticos  y  originales  se  encuentran  en  los  archivos  públicos 
y  se  ha  presentado  de  ellos  copia  testimoniada  en  estos  autos,  á 
fojas  diez  y  seis  y  diez  y  siete. 

Que  de  estos  títulos  resulta  que  don  Pedro  Martinez  compró  á  la 
Junta  Municipal  de  la  ciudad  de  Santa  Fé  en  remate  público  ocho 
cuerdas  de  terreno  en  la  costa  del  rio  Carcarañá,  y  José  Sotelo, 
José  Salguero,  y  Javier  Pérez  remataron  al  mismo  tiempo  otras  ocho 
cuerdas  cada  uno,  todas  seguidas,  con  frente  de  Sud-Este  á  Nord- 
Este  y  fondo  de  cuatro  leguas  al  rumbo  correspondiente.  Que  al  po- 
nerlos en  posesión  don  Pedro  Mihura  juez  comisionado  para  el 
efecto,  después  de  medir  y  amojonar  los  respectivos  lotes,  don  Pe- 
dro Martinez  propuso  comprar  ocho  cuerdas  mas  por  el  tanto  y  con 
calidad  de  conservar  el  precio  en  su  poder  acenso  redimible  del  cinco 
por  ciento  con  que  le  fueron  vendidas  en  dicha  forma.  De  manera 
que  don  Pedro  Martinez  fué  comprador  de  diez  y  seis  cuerdas  do. 
cien  varas  castellanas  cada  una,  y  los  otros  de  ocho  cuerdas  cada  uno. 
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Que  el  demandante  no  ha  comprobado  que  don  Pedro  Martínez 
comprase  poco  tiempo  después  á  Sal^^uero,  Sotelo  y  Pérez  los  lotes 
de  tierra  que  ellos  remataron,  como  lo  decía  en  su  escrito  de  de- 
manda, careciendo  por  consi^^uiente  de  derecho  para  pretender 
treinta  y  dos  cuerdas  de  frente  por  cuatro  y  media  leguas  de  fondo. 

Que  no  puede  fundar  tampoco  esta  pretensión  en  el  reconoci- 
miento que  las  sentencias  de  los  Tribunales  de  la  Provincia  le  han 
hecho  del  derecho  de  propiedad  al  campo  situado  entre  el  de  Gran- 
doli  y  el  de  los  Galleuros:  Primero,  porque  ese  reconocimiento  se 
basa  en  la  sumaria  información  presentada  como  título  supletorio, 
y  un  título  supletorio  carece  de  valor  y  eficacia  cuando  se  presenta 
el  título  auténtico  y  verdadero;  Segundo,  porque  esa  información 
además  solo  fué  admitida  sin  perjuicio  de  tercero  que  mejor  derecho 
tuviere:  y  Tercero^  porque  sobre  todo,  el  reconocimiento  y  aproba- 
ción que  de  una  información  se  hace,  así  como  de  los  derechos  que 
de  ella  se  desprenden,  siempre  se  entiende  y  debe  entenderse  que 
surte  efectos  lep^ales  solo  cuando  la  información  resulta  conforme 
con  la  verdad  y  los  títulos  auténticos,  y  no  envuelve  una  adquisi- 
ción subrepticia  é  indebida  de  tierra  pública  ó  particular. 

Que  el  demandante  no  ha  probado  por  último,  la  prescripción 
que  ha  alegado  subsidariamente,  para  sostener  su  derecho  de  do- 
minio á  la  extensión  de  compra  que  reclama,  mientras  que  de  los 
antecedentes  y  títulos  presentados  por  don  Pedro  Correa  en  estos 
autos,  aparece  que  en  mil  ochocientos  veinte  y  ocho  ese  campo  es- 
taba vacante,  y  que  desde  esa  fecha  lo  ha  ocupado  hasta  el  presente 
él  y  su  causante  don  Felipe  Roldan  en  una  eslensíon  de  catorce 
(uierdas  de  frente.  Siendo  también  de  notar,  que  los  mismos  testi- 
gos de  la  información  del  demandante^  testigos  ancianos  de  setenta 
y  seis  á  ochenta  años,  declaran  que  siendo  muy  niños  conocieron  á 
don  Pedro  Martínez  viviendo  en  el  campo  que  se  cuestiona,  pero  no 
dicen  una  palabra  de  si  después  de  él,  hubiesen  seguido  ocupándole 
sus  sucesores. 
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Que  de  lo  espuesto  resulta  que  don  Pedro  Martínez,  ó  su  sucesor 
actual  don  Antonio  Urraco,  solo  tiene  derecho  á  diez  y  seis  cuerdas 
de  frente  por  cuatro  leguas  de  fondo,  de  las  cuales  se  encuentra  ya 
en  posesión  por  haber  recuperado  según  el  mismo  lo  confiesa,  la 
parte  comprada  por  don  Juan  Manuel  Perdriel,  que  era  la  mitad  de 
las  treinta  y  dos  cuerdas  reclamadas;  teniéndole  además  dos  cuer- 
das detentadas  los  Gallegos.. 

Por  estos  fundamentos,  la  Corte  absuelve  de  la  presente  demanda 
al  Gobierno  de  la  Provincia  de  Santa  Fé.  con  especial  condenación 
en  costas  al  demandante.  Satisfechas  estas  y  repuestos  los  sellos, 
archívese.  Notifíquese  con  el  original. 

J.   DOMÍNGUEZ.  -  ULADISLAO    FRÍAS. 
S.  M.  LASPIUR. 


AÑO   1884 


CAUSA    1 


Doña  Claudia  Batalla  por  D.  Teodosio  Barrosa,  sobre  detención  ilegaL 

Sumario.  —  No  corresponde  á  la  Justica  Nacional  conocer  en  los 
casos  de  detención  ¡legal  ó  servicio  obligatorio  de  Guardia  Nacio- 
nal ó  de  Policía,  impuesto  por  las  autoridades  locales  y  en  servicio 
de  la  localidad. 


Caso.  —  El  caso  se  halla  espresado  en  el  siguiente: 


Fallo  del  «Iiiez  Federal 


Mendoza,  Abril  28  de  1880. 

Vistos  las  precedentes  diligencias  iniciadas  por  Doña  Claudia  Ba- 
talla, en  solicitud  de  que  se  mande  dar  de  baja  á  su  hijo  Teodosio  Ba- 
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rrasa,  actualmente  en  servicio  en  el  cuerpo  de  Policia  y  guarnición 
de  esta  ciudad,  espresando  haber  vencido  con  exceso  el  término  de 
un  año  porque  aquél  se  obligó  á  servir  en  clase  de  personero,  y  ser 
ademas  acreedor  él  á  las  excepciones  que  acuerda  el  inciso  6^  del 
articulo  3^  de  la  ley  Nacional  de  Enrolamiento,  en  favor  del  hijo 
único  de  madre  viuda^  ó  de  aquel  de  los  hijos  de  ésta  que  atienda  á 
su  subsistencia,  en  razón  de  encontrarse  ella  (la  postulante)  sepa- 
rada de  su  marido  y  de  sus  demás  hijos,  por  hallarse  todos  en  ser- 
vicio en  el  ejército  de  línea  de  la  Nación,  y  carecer  así  de  los  recur- 
sos que  ellos  pudieran  proporcionarle.  Con  el  mérito  de  lo  informado 
por  el  Jefe  de  Policia  á  f ...  el  cual  espresa  que  el  citado  Barrasa 
entró  á  servir  efectivamente  en  el  Departamento  á  su  cargo,  como 
personero,  en  18  de  Junio  de  1878,  y  que  vencido  el  tiempo  de  su 
empeño  en  igual  mes  del  año  79,  ha  continuado  sin  embargo  incor- 
porado en  el  cuerpo  por  un  año  mas,  cumpliendo  con  el  servicio  que 
á  él  personalmente  le  tocaba  prestar.  Con  lo  espuesto  asimismo  por 
el  Procurador  Fiscal,  quien  sin  aceptar  la  circunstancia  alegada  por 
la  postulante  de  estar  su  marido  y  demás  hijos  prestando  servicio 
militar,  por  no  considerarla  comprendida  en  los  términos  de  la 
ley,  se  ha  manifestado,  sin  embargo,  conforme  con  que  se  mande 
poner  en  libertad  al  individuo  á  que  se  refiere  la  reclamación,  fun- 
dándose en  que  es  ilegal  el  servicio  que  se  obliga  á  prestar  á  aquel. 

Y  considerando:  1^  Que  con  arreglo  al  artículo  primero  de  la  ley 
sobre  Procedimientos  de  14  de  Setiembre  de  1863,  el  ejercicio  de  la 
jurisdicción  nacional  es  improcedente  fuera  de  los  casos  sometidos 
á  ella  por  la  Constitución  ó  por  las  leyes  nacionales. 

2^  Que  ni  en  aquella  ni  en  estas  ^se  encuentra  disposición  alguna 
que  faculte  á  los  Jueces  de  Sección  para  conocer  de  causas  originadas 
de  prisiones  ilegales  ó  detenciones  arbitrarias  que  sin  conexión  á 
institución  ni  prescripción  alguna  de  carácter  nacional,  practiquen 
las  autoridades  locales  por  razón  ó  á  fines  de  un  servicio  local 
también. 
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y*  Que  no  obsta  que  en  aquellos  hechos  pueden  envolverse  á  veces 
la  violación  de  un  derecho  ó  una  garantía  reconocida  en  la  Consti- 
tución, si  aquel  derecho  ó  esa  garantía  no  derivan  esclusivamente 
de  esta,  pues  es  en  el  caso  solo  de  que  tal  conexión  intima  exista  ó 
sea  de  que  la  causa  emane  ó  sea  especialmente  regida  por  la  Cons- 
titución, leyes  ó  tratados  nacionales  que  la  jurisdicción  surje,  según 
la  disposición  del  artículo  ^  inciso  i^  de  la  ley  sobre  competencia  de 
14  de  Setiembre  de  1863,  reglamentaria  de  los  artículos  100  y  101 
de  la  Constitución. 

4^  Que  esta  es  también  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  Na- 
cionales, según  la  cual  es  en  las  instituciones  locales  y  ante  las  auto- 
ridades que  ellas  crean,  que  debe  buscarse  la  reparación  de  los  abu- 
sos que  puedan  cometer  las  autoridades  de  aquel  orden  en  violación 
de  derechos  ó  garantías  que  aunque  reconocidas  en  la  Constitución, 
no  nazcan  sin  embargo  de  ella,  sino  que  preexistan  á  la  misma  como 
inherentes  á  la  calidad  natural  del  hombre. 

3°  Que  el  servicio  forzoso  impuesto  al  hijo  de  la  querellante,  ad- 
mitiendo que  no  existiera  ley  en  la  Provincia  que  se  lo  hiciera  obli- 
gatorio y  que  la  de  \?  de  Octubre  de  1873  que  se  rejistra  en  las 
páginas  190  y  219  del  Registro  Oficial  de  aquel  año,  fuera  insufi- 
ciente al  respecto,  seria  siempre  una  violación  de  garantías  del  gé- 
nero de  las  que  se  espresan  en  el  considerando  anterior. 

6°  Que  háyale  ó  no  sido  impuesto  tal  servicio  á  aquel  individuo 
en  su  calidad  de  Guardia  Nacional,  ello  no  puede  alterar  ni  modifi- 
car en  manera  alguna  las  fuerzas  de  las  consideraciones  anteriores, 
como  lo  piensa  el  Fiscal,  porque  la  Guardia  Nacional,  mientras  no 
sea  llamada  al  servicio  de  la  Nación  en  algunos  de  los  casos  espe- 
cialmente determinados  por  inciso  24  del  artículo  67  de  la  Consti- 
tución, está  según  el  mismo  artículo  y  la  disposición  de  los  que  lle- 
van los  números  104  y  103,  como  según  también  la  jurisprudencia 
establecida  ya  en  la  Nación.  (Véanse  los  casos  que  se  rejistran  en 
los  tomos  6^  r  Serie,  página  179,  y  9,  1^  Serie,  página  474  de  los 
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Fallos  de  la  Suprema  Corte,  como  el  de  don  Salvador  García,  re- 
suelto por  este  Juzgado  y  confirmado  por  aquella  en  29  de  Marzo 
de  1879)  esencialmente  sujeto  al  gobierno  y  jurisdicción  de  las  pro- 
vincias, y  porque  ademas,  el  servicio  de  que  se  trata  es  un  servicio 
puramente  de  policía  y  orden  público,  que  por  el  citado  articulo  105 
de  la  Constitución  está  en  su  organización  y  distribución  clara  y  es- 
clnsivamente  reservado  á  la  acción  ó  soberanía  de  las  mismas  Pro- 
vincias, no  pudiendo  por  tal  razón  decirse  incluido  en  la  prohibicioa 
del  artículo  108  á  que  parece  referirse  el  Fiscal  y  que  alude  solo  á 
movilizaciones  de  carácter  militar  tendentes  á  levantar  ó  formar 
ejércitos. 

T  Finalmente,  que  por  lo  que  respecta  á  la  ley  de  5  de  Junio  de 
1865,  que  la  solicitante  invoca,  como  el  Fiscal  lo  espresa,  no  es  apli- 
cable al  caso. — Primero,  porque  la  escepcion  que  ella  acuerda  es 
relativa  solo  al  hijo  único  de  madre  viuda  ó  á  aquel  de  los  hijos  que 
atienda  á  la  subsistencia  de  esta,  y  la  solicitante  no  se  encuentra  ea 
tal  caso,  por  cuanto  el  hecho  de  la  ausencia  de  su  marido  no  la 
constituye  en  estado  de  viudez.  —  Segundo,  porque  por  razonable  y 
justo  que  sea  moralmenle  acordar  al  hijo  cuyo  padre  y  hermanos  se 
hallen  en  actividad  de  servicio  las  mismas  exenciones  que  al  de 
madre  viuda,  á  los  jueces  no  les  es  dado  sin  embargo  hacerlo,  mien- 
tras el  legislador  no  lo  declare,  siendo  deber  de  ellos  aplicar  la  ley 
sin  otras  restricciones  ni  otras  excepciones  que  las  marcadas  en 
ellas  mismas. — Tercero,  porque  no  resulta  tampoco  que  el  individuo 
en  cuestión  atienda  actualmente  ó  haya  atendido  antes  á  la  subsis- 
tencia de  la  madre,  que  es  otro  estremo  indispensable  de  la  ley. — 
Cuarto,  porque  la  exención  es  acordada  solo  en  relación  al  servicio 
que  haya  de  prestarse  fuera  del  distrito  ó  residencia  del  enrolado,  y 
no  se  ha  afirmado  tampoco  que  no  sea  en  este  municipio  el  del  hijo 
de  la  postulante.  —  Y  quinto,  finalmente,  porque  dicha  exención, 
siendo  relativa  solo  al  servicio  militar  activo,  no  puede  enten- 
derse  válidamente   aplicable   al  caso   de  una  carga  vecinal   ó 
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de  un  servicio  puramente  civil  ó  policial,  como  el  de  que  se 
trata. 

Por  todos  estos  fundamentos,  y  lo  resuelto  ademas  por  la  Su- 
prema Corte,  entre  otros  casos  análogos  al  presente,  en  el  que  se 
registra  en  el  Tomo  13,  página  73  de  sus  fallos:  declaro  no  haber 
lugar  á  la  petición  de  foja. . .  y  que  repuesto  el  papel  de  todo  lo  ac- 
tuado, satisfechos  los  costos  y  regulados  los  honorarios  del  Procu- 
rador Fiscal  se  archiven  estas  diligencias;  pudiendo  notificarse  á  las 
partes  con  el  original. 

S.  de  la  Torre, 


VISTA  DEL  SEÑOR   PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Airees  Marzo  14  de  1881. 

Suprema  Corte : 

Doña  Claudia  Batalla  se  queja  de  que  su  hijo  Teodosio  Barrasa 
está  detenido  en  el  servicio  de  Policía  de  la  Ciudad  de  Mendoza  con- 
tra su  voluntad;  después  de  haber  cumplido  con  exceso  el  tiempo 
porque  como  Guardia  Nacional  entró  de  personero  por  otro  Guar- 
dia Nacional.  Pide  que  el  Juzgado  de  Sección  ordene  sea  puesto  en 
libertad. 

Barrasa  no  ha  sido  preso  por  autoridad  nacional,  ó  á  disposición 
de  una  autoridad  nacional  ó  so  color  de  una  orden  emitida  por  auto- 
ridad nacional.  No  se  encuentra  por  consiguiente,  en  ninguno  de  los 
casos  previstos  por  el  artículo  20  de  la  Ley  de  14  de  Setiembre. 

Propiamente  hablando,  Barrasa  no  se  encuentra  preso.  Está  sim- 
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plemente  obligado  á  prestar  un  servicio  que  él  cree  haber  cumplido, 
y  en  el  que  contra  su  voluntad  se  le  retiene. 

Si  tal  fuera  el  caso,  es  indudable  que  el  Gefe  de  Policía  procede 
con  notoria  arbitrariedad  compeliendo  á  un  ciudadano á  prestaron 
servicio  á  que  no  está  obligado. 

V.  E.  empero,  ha  declarado  en  mas  de  una  ocasión  que  la  Justicia 
Federal  no  es  competente  para  traer  á  juicio  los  procedimientos  de 
las  autoridades  locales  cuando  obran  dentro  en  la  esfera  de  acción 
que  la  Constitución  les  ha  reservado. 

Por  otra  parte  V.  E.  ha  declarado  también  en  repetidas  ocasiones 
que  la  facultad  de  movilizar  la  Guardia  Nacional  no  es  esclusíva  en 
los  Poderes  Nacionales.  Los  Gobiernos  de  Provincia  se  encontrarían 
impotentes  en  presencia  del  desorden  y  de  la  anarquía  si  no  pudie- 
ran llamar  en  su  defensa  á  los  ciudadanos  cuyos  intereses  les  están 
inmediatamente  encomendados. 

El  Gobierno  de  Mendoza  ha  estado  asi  perfectamente  habilitado 
para  requerir  de  los  vecinos  de  su  Capital  el  servicio  de  Policía  ne- 
cesario á  la  conservación  del  orden.  Si  el  Gefe  encargado  de  esa 
misión  ha  ultrapasado  sus  atribuciones  reteniendo  indebidamente  en 
el  servicio  á  los  que  lo  prestaron  ya,  ó  exigiéndolo  de  los  hijos  de 
viudas  pobres  etc.  etc.,  no  es  á  la  justicia  de  la  Nación,  sino  á  las 
autoridades  mismas  de  la  Provincia  á  quienes  incumbe  decirlo.  Es 
á  ellas  á  las  que  ha  debido  ocurrir  la  interesada. 

Sírvase  V.  E.  así  declararlo,  confirmando  la  sentencia  apelada. 

Eduardo  Costa, 
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Fallo  de  la  Suprema  Clorte 

Buenos  Aires,  Enero  12  de  1884. 

V'istos:  adóptanse  los  fundamentos  del  Juez  de  Sección,  y  de  con- 
formidad con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  Señor  Procurador  General 
en  su  procedente  vista,  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja  doce  y 
devuélvanse. 

J.   B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
ULADISLAO  FRÍAS.  — -  S.  M.  LASPIUR. 


C^AUSA  11 


El  Doctor  Don  Salvador  Socas,  contra  Don  Saturnino  Soage,  por 
cumplimiento  de  contrato  y  daños  y  perjuicios;  sobre  competencia 


Sumario,  —  1°  Cuando  se  ejercitan  acciones  personales,  el  Juez 
competente  para  conocer  en  ellas,  es  el  del  lugar  donde  del)e  cum- 
plirse el  contrato,  máxime  si  lo  es  también  del  domicilio  del  de- 
mandado. 
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2^  Un  contrato  sobre  invernada  y  cria  de  haciendas  en  un  esta- 
blecimiento de  campo,  tiene  por  su  naturaleza  que  cumplirse  en  el 
lugar  donde  se  halla  el  campo. 


Caso, — El  Doctor  Don  Salvador  Socas,  vecino  de  Buenos  Aires, 
esponiendo  que  habia  celebrado  con  un  Señor  Olivera,  estrangero^ 
un  contrato  de  cria  é  invernada  de  haciendas  en  una  estancia  sita 
en  Concordia,  Departamento  de  la  Provincia  de  Entre-Rios,  y  que 
Don  Saturnino  Soage  también  estranjero  con  escritorio  en  la  ciudad 
de  Buenos  Aires,  calle  del  Perú  núm.  135  72,  cesionario  de  Olivera 
le  habia  causado  en  el  cumplimiento  del  contrato  graves  perjuicios, 
que  estimaba  en  15.000  pesos  fuertes,  demandó  á  dicho  Soage  ante 
el  Juzgado  Federal  de  Buenos  Aires  para  que  fuera  condenada  al 
pago  de  la  mencionada  suma. 

El  demandado  opuso  la  excepción  de  incompetencia  sosteniendo 
que  su  domicilio  real  y  permanente  y  el  lugar  donde  se  habia  cele- 
brado y  debia  cumplirse  el  contrato,  era  en  Entre-Ríos. 


Fallo  del  Juez  Federal 


Buenos  Aires,  Octubre  12  de  1882. 

Y  vistos:  para  resolver  la  declaratoria  de  jurisdicción  opuesta  en 
el  escrito  de  foja  14. 

Considerando:  1°  Que  el  demandado  ha  afirmado  en  el  escrito 
citado  que  es  vecino  de  la  ciudad  de  Concordia,  Provincia  de  Entre- 
Rios;  que  alli  tiene  su  domicilio  real  permanente,  su  casa  de  fami- 
lia, sus  intereses  raices^  muebles  y  semovientes,  mientras  que  aquí 
solo  tiene  un  pequeño  escritorio  en  sociedad  con  otras  personas* 
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V  Que  ninguno  de  estos  hechos  ha  sido  negado  categóricamente 
por  el  actor  en  su  escrito  de  foja  18,  de  modo  que  deben  estimarse 
como  confesados,  atento  lo  dispuesto  en  el  artículo  86  de  la  Ley  Na- 
cional de  Enjuiciamiento. 

3^  Que  además,  el  hecho  capital  para  la  solución  de  este  inci- 
dente, de  la  vecindad  del  demandado  en  la  ciudad  de  Concordia, 
está  confirmado  por  la  certificación  del  Oficial  público  autorizante 
del  poder  que  obra  á  foja  i^  del  espediente  agregado,  á  cuyas  cons- 
tancias se  ha  sometido  el  actor,  todo  lo  cual  hace  innecesaria  la 
prueba  sobre  ese  punto. 

4^  Considerando  también:  que  el  contrato  del  cual  derivan  las  ac- 
ciones que  pretende  ejercitar  el  Doctor  Socas,  ha  sido  otorgado  en 
la  Provincia  de  Entre-Rios  y  en  el  mismo  Departamento  de  Con- 
cordia. 

5**  Que  según  el  artículo  76,  título  De  los  contratos  en  general  del 
Códiüfo  Civil,  el  lugar  del  cumplimiento  de  ellos  que  no  estuviese  de- 
signado ó  no  lo  indicare  la  naturaleza  de  la  obligación,  es  aquel  en 
que  el  contrato  fué  hecho,  si  fuere  el  domicilio  del  deudor  aunque 
después  mudare  de  domicilio  ó  falleciere. 

6^  Que  tanto  por  esta  circunstancia,  cuanto  porque  la  naturaleza 
de  las  obligaciones  creadas  en  el  citado  contrato  especialmente  para 
el  demandado,  indica  que  no  pueden  cumplirse  en  otra  parte,  es 
fuera  de  duda  que  no  puede  deducirse  acciones  que  estén  subordi- 
nadas á  él  ante  otros  Jueces  que  los  de  ese  lugar^  atento  lo  que 
dispone  el  articulo  12,  titulo  Del  domicilio.  Código  Civil. 

7**  Que  en  la  discusión  habida  entre  el  Juez  Provincial  de  Entre- 
Rios  acerca  de  su  competencia  de  que  instruye  el  espediente  agre- 
gado, ni  en  su  fallo  se  ha  establecido  nada  que  importe  atribuir  el 
conocimiento  de  la  causa  al  Juzgado  Federal  de  la  Capital,  lo  que 
por  otra  parte  ninguna  influencia  tendría  en  la  solución  de  la  que 
aquí  se  ha  promovido,  pues  son  juicios  y  Tribunales  distintos  y  aun 
diferentes  las  partes  y  el  rol  que  asumen. 
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8^  Que  aquella  decisión  se  limita  únicamente  á  establecer  que  el 
Juez  Provincial  no  era  competente  por  razón  de  la  distinta  vecin- 
dad de  las  partes,  quedando  pendiente  la  cuestión  de  si  el  doctor 
Socas,  domiciliado  en  Buenos  Aires,  puede  ó  no  ser  demandado  en 
Entre-Rios  por  obligaciones  ;j^rso«a/^s  contraidas  allí;  cuestión  que 
aquel  Juzgado  no  podia  decidir,  porque  ante  todo  estaba  la  incom- 
petencia por  razón  de  las  personas^  lo  que  le  quitaba  el  carácter  de 
Juez  natural  de  ellos  para  decidir  sobre  las  demás  excepciones. 

Por  estos  fundamentos,  los  concordantes  del  escrito  de  foja  14  y 
teniendo  además  presente  que  la  doctrina  establecida  en  los  consi- 
derandos 5**  y  6°,  ha  sido  considerada  por  la  Suprema  Corte  en  la 
causa  LV,  serie  2,  tomo  3^  pág.  H  de  sus  Fallos,  el  Juzgado  se  de- 
clara incompetente  para  conocer  en  esta  causa,  con  costas  al  actor. 
Notifíquese  con  el  original  y  repónganse  las  fojas. 

Virgilio  M.  Tedin, 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Febrero  1°  de  1883. 

Suprema  Corte  : 

La  jurisdicción  del  Juzgado  Federal  de  Entre-Rios  está  clara  y 
netamente  determinada  en  este  caso,  tanto  por  la  diversa  vecindad, 
como  por  el  lugar  de  la  ejecución  del  contrato. 

El  demandante  ha  reconocido  en  el  expediente  agregado  á  f.  17 
vuelta,  que  Olivera,  causante  del  derecho,  es  Oriental  y  vecino  de  la 
Provincia  de  Entre-Rios;  siéndolo  él.  Socas,  de  la  de  Buenos  Aires. 
Y  si  hubiera  de  atenderse  al  carácter  del  cesionario  Soage,  también 
resulta  que  es  este  eslrangero  y  vecino  de  la  misma  Provincia  de 
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EDtre-Rios.  El  demandante  no  lo  ha  negado,  observa  oportuna- 
mente el  Señor  Juez,  y  hay  además  suficiente  prueba  en  autos.  En 
dos  documentos  públicos,  en  el  poder  otorgado  en  la  Concordia,  y 
en  su  sustitución  en  la  Concepción  del  Uruguay,  Soage  ha  invocado 
su  calidad  de  vecino  de  la  espresada  ciudad  de  Concordia  y  ha  sido 
reconocido  como  tal. 

Agregúese  á  esto  el  lugar  del  cumplimiento  del  contrato,  otra  po- 
derosísima causa  para  surtir  fuero.  Por  su  naturaleza,  el  contrato 
sobre  invernada  que  dá  origen,  á  esta  cuestión,  debia  cumplirse  en 
Entre-Rios,  y  no  podia  cumplirse  sino  alli. 

Estoy  por  lo  espuesto,  decididamente  por  la  confirmación  de  la 
sentencia  apelada. 

Eduardo  Costa, 


Fallo  de  la  Suprema  Cüorte 

Buenos  Aires,  Enero  22  de  1884. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  y  de  acuerdo  con  lo  espuesto  y  pe- 
dido por  el  Señor  Procurador  General,  se  confirma  el  auto  apelado 
de  foja  veinte  y  tres;  y  previa  reposición  de  sellos  y  pago  de  costas, 
devuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. 
— ULADISLAO  frías. — S.  M.  LAS- 
PIÜR. 
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€:ausa  111 


Don  Emilio  Bunge  contra  don  Juan  Murray,  por  libertad  de  una 
servidumbre  de  tránüto;  sobre  competencia. 


Sumario.  —  La  cuestión  sobre  libertad  de  una  servidumbre  de 
tránsito,  entre  un  argentino  y  un  estrangero,  corresponde  á  la  Jus- 
ticia Federal,  aunque  el  tránsito  se  verifique  sobre  un  ramal  de 
ferro-carril. 


Caso. — Después  de  resuelto  el  interdicto  deducido  por  don  Juan 
Murray  contra  D.  Emilio  Bunge;  sobre  el  uso  de  un  ramal  del  fer- 
ro-carril de  la  Ensenada  por  el  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  16  de 
Junio  de*  1883,  por  el  cual  se  dejaron  á  salvo  las  acciones  de  las  par- 
tes para  ti  juicio  ordinario;  don  Emilio  Bunge  entabló  demanda 
contra  don  Juan  Murray  para  que  se  declarara  libre  el  terreno  de 
su  propiedad,  de  la  servidumbre  de  tránsito  que  pretendia  Murray. 

El  demandado  opuso  la  excepción  de  incompetencia,  fundándose 
en  que  los  ferro-carriles  son  cosas  agenas  á  la  jurisdicción  federal 
en  cuanto  á  la  traza  que  deben  llevar,  perteneciendo  esta  al  resorte 
administrativo,  según  la  ley  de  18  de  Setiembre  de  1872  sobre  fer- 
ro-carriles; y  en  que,  so  protesto  de  discutir  una  servidumbre  se  pre- 
tendia destruir  un  ramal  de  ferro-carril. 
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Fallo  del  Juez  Federal 

Buenos  Aires,  Noviembre  8  de  1883. 

Vistos:  Para  resolver  sobre  la  excepción  de  incompetencia  pro- 
puesta en  el  escrito  de  foja  19,  fundada  en  que  los  ferro-carriles  son 
cosas  agenas  á  la  jurisdicción  de  los  Tribunales  Nacionales  en 
cuanto  á  la  traza  que  deben  llevar  ó  á  las  modificaciones  que  en 
ella  quisiera  operarse,  siendo  el  objeto  de  la  demanda  destruir  una 
vía  férrea  que  presta  servicios  de  toda  consideración  al  gremio  co- 
mercial. 

Y  considerando:  1^  Que  la  acción  deducida  se  propone  obtener 
en  juicio  ordinario  la  libertad  de  un  terreno  de  propiedad  del  de- 
mandante, sometido  actualmente  á  la  necesidad  de  sufrir  el  paso 
por  él,  de  un  ramal  del  ferro-carril  de  la  Ensenada,  sin  que  exista 
un  vinculo  jurídico  que  obligue  á  ello  á  su  propietario. 

2®  Que  bajo  este  punto  de  vista,  nada  tiene  que  ver  la  cuestión 
propuesta  con  el  trazado  que  convenga  mas  ó  menos  adoptar  para 
un  ferro-carril,  que  seria  sin  duda  el  punto  ajeno  á  la  jurisdicción 
de  los  Tribunales  Nacionales,  pues  si  bien  puede  dar  por  resultado 
que  se  levanten  los  rieles  del  terreno  del  demandante  en  caso  de 
reconocérsele  derecbo  para  ello,  esta  no  alterarla  la  traza  del  ferro- 
carril, sino  someterla  á  la  empresa  á  la  obligación  de  allanar  toda 
dificultad  con  el  dueño  de  él  para  que  pueda  llevarse  á  efecto  una 
vez  que  estuviera  competentemente  autorizada. 

3^  Que  la  competencia  atribuida  al  Juzgado  nace  de  la  condición 
de  estranjero  de  uno  de  los  interesados  y  argentino  el  otro,  con 
sujeción  á  lo  dispuesto  en  el  articulo  104  de  la  Ley  Orgánica  de  los 
Tribunales,  alegada  y  acreditada  por  la  misma  parte  que  hoy  de- 
clina de  jurisdicción  en  el  interdicto  posesorio  que  ella  inició  para 
que  se  repongan  las  cosas  al  estado  que  tenian  antes  de  los  actos 
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practicados  de  propia  autoridad  por  la  parte  de  Bunge,  del  cual  el 
presente  juicio  no  es  sino  una  consecuencia  prevista  en  las  senten- 
cias que  dieran  fin  al  primero,  lo  que  bastaría  para  rechazar  la  ex- 
cepción opuesta. 

Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  del  escrito  de  foja  25, 
no  ha  lugar  á  la  declinatoria  de  jurisdicción  con  costas  y  contés- 
tese la  demanda  en  el  término  de  ley.  Notif íquese  original  y  repón- 
gase la  foja. 

Virgilio  M,  Tedin, 


Fallo  de  la  Suprema  C'orte 

Bm»nos  Aires,  Enero  26  de  18S4. 

Vistos:  Por  los  fundamentos  del  auto  apelado  de  foja  treinta  y 
siete  se  confirma  este,  con  costas;  repuestos  los  sellos  devuélvase. 

J.   B.  GOROSTIAGA  —  J.    DOMÍNGUEZ. 

ULADISLAO  FRÍAS.  —  S.  M.    LASPIUR. 
—  M.  D.  PIZARRO. 
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CAUSA   IV 


El  Brigadier  General  Don  Juan  E.  Pedernera  contra  Don  Rufino 

Barreiro;  sobre  propiedad  de  un  terreno. 


Sumario, — Donada  por  ley,  una  área  de  terreno  fiscal  en  el  lugar 
que  al  donatario  conviniese,  la  ubicación  del  terreno  donado  es  la 
que  determinó  el  donatario  con  aprobación  del  Poder  Ejecutivo,  sin 
que  pueda  haberla  variado  la  mensura  por  el  hecho  de  haberse  me- 
dido mayor  ostensión  del  terreno  donado. 


Caso, — Se  halla  referido  en  el  siguiente: 


Fallo  del  «luez  Federal 

San  Luis,  Julio  25  de  1883. 

Vistos  estos  autos  iniciados  por  don  Agustín  Adaro  en  represen- 
tación del  Brigadier  General  Don  Juan  E.  Pedernera  contra  Don 
Rufino  Barreiro,  sobre  propiedad  de  un  terreno  ubicado  á  la  margen 
dereciía  del  Rio  5^,  en  esta  Provincia,  resulta: 

1°  Que  en  fecha  29  de  Abril  del  ano  1838  la  Honorable  Cámara 
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« 

Lejislativa  de  esta  Provincia  hizo  donación  al  espresado  General 
Pedernera,  mediante  la  ley  dictada  al  efecto  en  la  misma  fecha,  de 
una  área  de  terreno  fiscal,  con  superficie  de  tres  leguas  de  frente 
por  tres  de  fondo  en  una  de  las  márgenes  del  Rio  5*^  y  en  el  lugar 
que  á  dicho  General  conviniese;  autorizándose  por  ella  al  Poder 
Ejecutivo  para  disponer  lo  conveniente  hasta  dejar  al  agraciado  en 
quieta  y  pacifica  posesión  de  la  mencionada  área  de  terreno  que  se 
le  cedía  libre  de  todo  gravamen. 

T  Que  en  virtud  de  la  concesión  hecha  por  la  citada  ley,  el  Poder 
Ejecutivo  de  la  Provincia,  en  vista  también  de  la  solicitud  del  agra- 
ciado, que  determinaba  la  ubicación  del  terreno  pedido^  en  la  mar- 
gen Sud  del  Rio  5^  contiguo  á  la  propiedad  particular  que  hubiese 
inmediata  al  lugar  denominado  «El  Torero»  y  de  este  punto  á  la 
parte  de  abajo,  mandó  por  decreto  de  fecha  4  de  Mayo  del  mismo 
año  se  publicasen  edictos  por  el  término  de  cuarenta  dias,  á  fin  de 
que  cualquier  individuo  que  se  considerase  con  mejor  derecho  ai 
terreno  espresado  ocurriese  con  sus  competentes  documentos. 

3^  Que  llenados  estos  requisitos  y  no  habiéndose  deducido  oposi- 
ción alguna  á  la  enagenacion  del  terreno  espresado,  el  Poder  Eje- 
cutivo en  vista  de  ello,  mandó  por  decreto  de  fecha  6  de  Agosto  del 
mismo  año,  se  tuviese  al  agraciado  por  propio  y  legítimo  dueño  de 
aquel  con  la  ubicación  indicada;  ordenando  á  la  vez,  pasase  el  es- 
pediente respectivo  al  Agrimensor  Público  Don  José  Rufino  Alvarez, 
para  que  bajo  las  formalidades  de  estilo  practicase  la  mensura  del 
mismo,  poniendo  en  posesión  de  él  al  interesado,  ó  á  quien  hubiese 
su  personería. 

4*^  Que  practicada  la  mensura  ordenada  en  fecha  15  de  Octubre 
del  citado  año  y  presentado  al  Gobierno  para  su  examen  el  plano 
respectivo,  ella  fué  aprobada  por  decreto  de  fecha  21  de  Octubre, 
no  obstante  el  exceso  de  terreno  que  resaltaba  según  dicho  plano, 
en  la  estension  donada;  y  se  mandó  á  la  vez,  archivar  el  espediente 
y  dar  copia  del  mismo  al  interesado  para  su  seguridad,  adjuntan- 
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dosele  al  efecto  como  titulo,  la  enunciada  copia  de  mensura  y 
demás  antecedentes  por  nota  de  fecha  21  de  Febrero  del  año  1859; 
todo  lo  cual  consta  de  los  documentos  presentados  de  fojas  23 
á26. 

5°  Que  en  el  mes  de  Mayo  del  ano  1878  Don  Amaro  Galán  soli- 
citó en  compra  al  Gobierno  de  esta  Provincia  un  terreno  fiscal  en 
el  luíJ^ar  llamado  «El  Molle»,  costa  sud  del  Río  5°  entre  este  rio  y  los 
campos  del  General  Pedernera,  cediendo  posteriormente  el  denun- 
ciante, en  fecha  20  de  Abril  de  1879  sus  derechos  como  tal  á  Don 
Joaquín  Caries. 

(T  Que  practicada  la  mensura  correspondiente  del  terreno  denun- 
ciado V  resultando  de  ella  la  existencia  de  un  terreno  fiscal,  com- 
puesto  de  4649  cuadras  cuadradas  se,¡?un  informe  del  Airrimensor 
don  Felipe  Velazquez  encargado  de  efectuar  dicha  operación,  se 
otorgó  por  el  Gobierno  la  venta  de  este  terreno  á  Caries  en  fecha  G  de 
Abril  de  1880,  mediante  el  remate  efectuado  por  el  mismo  en  l°del 
citado  mes  y  año,  llenados  que  fueron  los  requisitos  de  ley,  quien  á 
su  vez  lo  transfirió  por  igual  titulo  y  en  la  misma  fecha  á  D.  Rufino 
Barreiro,  según  todo  ello  consta  de  los  documentos  presentados  por 
el  demandado  de  fojas  73  á  81. 

7°  Que  con  motivo  de  esta  venta,  el  señor  Pedernera  se  presentó 
al  Gobierno  de  la  Provincia  en  Febrero  de  1881  manifestando  (fue 
el  terreno  vendido  se  hallaba  comprendido  dentro  de  los  de  su  pro- 
piedad que  le  hablan  sido  cedidos  por  la  enunciada  ley;  pidiendo 
en  consecuencia,  se  le  hicieran  respetar  sus  derechos  de  propiedad 
en  ellos,  con  cuyo  motivo  se  dictó  la  resolución  que  se  contiene  en 
el  documento  de  fojas  11  á  14,  que  declara  sin  efecto  la  citada  men- 
sura de  lo  de  Octubre  de  1858,  en  cuanto  abraza  mavor  cantidad 
de  terreno  que  el  donado  por  dicha  ley,  ordenándose  que  las  nueve 
leguas  cedidas  á  Pedernera  le  fuesen  entregadas  sobre  la  margen 
Sud  y  contiguas  al  Río  5°,  para  cuyo  efecto  se  practicaría  por  el 
Agrimensor  de  Gobierno  la  mensura  correspondiente,  con  sujeción 
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á  dicha  ley;  como  asimismo  se  declara  sin  efecto  ni  valor  alguno  la 
venta  hecha  al  espresado  señor  Caries,  en  la  parte  que  ella  toma  te- 
rrenos del  señor  Pedernera. 

8°  Que  con  estos  antecedentes,  y  fundado  á  la  vez  en  la  predicha 
ley  de  donación,  la  parte  de  Pedernera  se  presentó  á  este  Juzgado 
en  el  mes  de  Octubre  del  año  1881,  entablando  acción  reivindica- 
toria  por  el  terreno  espresado  contra  D.  Kufino  Barreiro  solicitando 
también  pago  de  costas,  daños  y  perjuicios  y  restitución  de  los  frutos 
percibidos. 

d°  Comunicada  en  traslado  la  enunciada  demanda  á  Don  Rufino 
Barreiro,  éste  por  medio  de  su  apoderado  Don  Simeón  Lucero  sos- 
tiene sus  lejítimos  derechos  de  propiedad  al  terreno  demandado, 
fundando  estos  en  el  título  legal  de  la  compra  hecha  á  Caries  según 
el  documento  público  de  foja...  quien  á  su  vez  lo  obtuvo  en  la  forma 
y  por  el  título  antes  indicado;  y  alega  en  defensa  de  sus  derechos: 
1^  La  nulidad  de  la  citada  resolución  del  Gobierno  de  la  Provincia, 
en  que  se  declara  sin  efecto  la  venta  otorgada  á  su  causante  señor 
Caries  por  carecer  de  facultades  para  ello;  ^  Que  los  terrenos  men- 
surados por  el  agrimensor  Alvarez  y  que  se  describen  en  el  plano 
de  foja  26,  no  pertenecían  en  su  totalidad  al  general  Pedernera,  sino 
solamente  la  superficie  do  tres  leguas  de  frente  por  igual  fondo;  que 
en  consecuencia  el  terreno  recibido  por  este  fué  el  cuadro  principal 
descrito  bajo  el  número  i  en  dicho  plano,  que  mide  las  tres  leguas 
de  frente  por  tres  de  fondo,  y  que  encierra  una  área  de  9  leguas 
cuadradas;  3°  Que  el  triángulo  misto  número  1  que  mide  el  exce- 
dente del  terreno  donado  quedó  sin  enajenarse  por  la  Provincia,  y 
de  consiguiente  de  propiedad  fiscal,  siendo  en  ese  triángulo  donde 
se  encuentra  ubicado  el  campo  que  el  Gobierno  vendió  en  remate 
público  al  señor  Caries,  de  quien  el  demandado  lo  obtuvo;  4°  Que  el 
hecho  mismo  de  haber  el  donatario  recibido  la  cosa  donada  sin 
pedir  rectificación  del  error,  demuestra,  por  sí  solo,  que  se  con- 
formó con  el  área  de  las  nueve  leguas  en  el  punto  que  determina  el 
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plano;  3^  Que  anulados,  la  mensura  practicada  por  el  Agrimensor 
Alvarez  y  decreto  de  aprobación  de  la  misma  por  la  espresada  re- 
solución del  Gobierno,  ellos  no  pueden  tener  la  importancia  que  su 
propio  titulo,  pues  que  entonces,  el  único  liábil  seria  la  ley  de  la 
Le^nslatura  que  recien  vá  á  cumplimentarse  por  el  encargado  de  su 
ejecución,  no  confiriendo  entonces  al  General  Pedernera  el  título 
fundado  en  ella  sino  un  derecho  ad  rem  ó  á  la  cosa,  para  cuya  ad- 
quisición es  indispensable  se  llenen  las  formalidades  de  la  escritu- 
ración y  tradición  de  la  cosa  donada;  (P  One  estos  requisitos  se 
han  llenado  recien  en  1881,  mientras  que  su  citado  título  fué  otor- 
gado en  31  de  Julio  de  1880,  como  consta  de  su  escritura  de  compra 
á  Caries;  resultando  entonces  que  al  cumplimentarse  la  ley  de  la 
Letrislatura  después  de  anulada  la  mensura  de  Alvarez,  una  parte 
del  terreno  donado  no  era  ya  propiedad  fiscal  á  la  fecha  de  hacerse 
esta  efectiva,  sino  de  su  representado  por  haberla  obtenido  de  su 
propietario  el  señor  Caries;  y  en  consecuencia,  que  la  entreira  en 
esta  parte  no  puede  hacerse  por  haber  salido  del  dominio  de  la  Pro- 
vincia donante;  7°  Que  el  derecho  que  la  citada  ley  dá  al  General 
Pedernera  no  importa  un  título  traslativo  de  dominio,  sino  un  de- 
recho personal  mientras  que  el  que  su  representado  le  opone  es  un 
derecho  real  y  perfecto. 

Atento  lo  relacionado  v  considerando: 

1°  Que  respecto  á  la  citada  resolución  del  Gobierno  de  esta  Pro- 
vincia, presentada  por  el  demandante  como  prueba  de  sus  lejitimos 
derechos,  y  alegada  de  nulidad  por  el  demandado,  es  de  observarse 
que  interviniendo  el  Poder  Ejecutivo  en  el  contrato  de  venta  con 
Garles  en  su  carácter  de  persona  jurídica,  y  no  de  otra  manera,  no 
podría  en  ningún  caso,  ni  aun  invocando  una  facultad  administra- 
tiva, anular  dicho  contrato  de  su  propia  autoridad;  mucho  menos 
habiendo  precedido  á  esa  declaración  la  entrega  del  terreno  ven- 
dido al  comprador,  y  recibídose  de  este  el  precio  estipulado  en  el 
mismo,  con  cuyas  circunstancias  quedaba  él,  de  todo  punto  perfecto, 
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llenándose  por  otra  parte  las  demás  formalidades  qiie,so'^nin  la  ley,  de- 
ben proceder  á  su  celebración,  como  lia  sucedido  en  el  presente  caso. 

2°  Outí  Bste  principio  se  encuentra  en  armonía  con  lo  dispuesto 
por  el  articulo  7^  título  S"",  Sección  3*,  Libro  2^ del  Códi-ro  ('ivil  que 
estable(;e,  que  el  vendedor  después  que  hubiese  enlre^^ado  la  cosa, 
no  puede  demandar  la  nulidad  de  la  venta  ni  la  restitución  de  la 
cosa,  cuya  disposición,  no  solo  escluye  completamente  el  derecho 
del  vendedor  para  resolver  por  sí  mismo  el  contrato,  sino  que  hasta 
le  niei/a  toda  acción  para  demandar  su  nulidad. 

3°  Que  aceptar  una  doctrina  contraria  al  principio  anteriormente 
sentado,  importaría  reconocer  la  facultad,  en  cualesquiera  de  los 
contratantes  para  resolver,  por  si  mismo,  los  contratos  celebrados, 
aun  á  pesar  de  haherse  llenado  en  ellos,  como  en  el  caso  presente, 
las  formalidades  prescritas  por  la  ley  para  su  celebración,  lo  cual 
seria  de  todo  punto  inadmisible. 

4^  Que  en  consecuencia,  la  declaración  de  nulidad  ó  validez  del 
contrato  referido,  en  cuanto  á  sus  efectos. corresponde  esclusivamen- 
le  á  este  Juzurado  en  virtud  de  haberse  deducido  ante  (U  una  reivindi- 
catoría de  la  cosa  vendida  y  materia  del  mi^mo  invo^.fuidose  su  cora- 
potencia  por  razón  de  la  distinta  nacionaliila  I  y  ve  íin  lad  de  las  per- 
sonas cuyos  derechos  pueden  nvsultar  afeiUado-;  por  dicho  contrato ; 
y  por  lo  tanto,  aquella  no  puede  tenerse  en  cuenta  como  fundamento 
legal  para  la  resolución  del  presente  juicio  que  debe  darseciu  armonía 
á  las  disposiciones  de  la  ley  ó  de  conformidad  á  los  principios  de  de- 
recho. 

o^  Que  respecto  al  mejor  derecho  ale-j^ado  por  las  partes  á  la  frac- 
ción de  terreno,  comprendido  dentro  de  la  mensura  practicada  por 
el  Agrimensor  Don  José  Rufino  Alvarez,  se  han  invocado,  según 
queda  dicho,  los  títulos  respectivos  de  propiedad,  fundados,  los  del 
autor,  en  la  citada  lev  de  29  de  Abril  de  1858  v  mensura  referida, 
y  por  el  demandado  la  escritura  de  venta  otorgada  por  I).  Joaquín 

Caries  corriente  á  foja según  las  cuales  debe  aquel  declararse 

en  la  presente  resolución. 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  253 

6°  Quede  los  citados  documentos  presentados  por  el  demandado 
y  plano  de  la  mensura  practicada  por  el  espresado  Agrimensor  Don 
Felipe  Velasquez,  por  mandato  del  Gobierno  de  la  Provincia  en  vir- 
tud de  la  denuncia  hecha  por  Galán,  resulta  claramente  constatado 
que  el  terreno  demandado  por  Pedernera,  como  comprendido  den- 
tro de  las  9  leguas  que  le  fueron  cedidas  por  la  citada  ley,  es  el  mis- 
mo vendido  á  Barreiro  por  el  Gobierno  de  la  Provincia  en  fecha  6 
de  Abril  de  1880. 

T  Que  la  citada  ley  de  donación  determina,  como  punto  en  que 
debia  ubicarse  el  terreno  donado,  una  de  las  márgenes  del  Rio  6^ 
y  en  el  lugar  que  al  agraciado  conviniese. 

8®  Que  el  Sr.  General  Pedernera  al  solicitar  la  compra  del  terreno 
enunciado,  espresaba  claramente,  en  su  solicitud,  que  queria  su  ubi- 
cación á  la  margen  Sud  del  espresado  rio,  y  que  él  fuese  contiguo  á 
la  propiedad  particular  que  hubiese  inmediata  al  lugar  denominado 
« Torero »  y  de  este  punto  á  la  parte  de  abajo. 

9°  Que  en  vista  de  los  términos  de  dicha  solicitud  y  los  de  la 
enunciada  ley,  el  Gobierno  de  la  Provincia  dictó  el  decreto  respec- 
tivo, cuyo  testo  literal  es  el  siguiente:  «San  Luis,  Mayo  4  de  !858. 
El  Gobierno  de  la  Provincia  de  acuerdo  con  su  concejo,  Decreta: 
1^  Cúmplase  la  presente  honorable  resolución.  2^  Para  dar  la  po- 
sesión al  Brigadier  General  D.  Juan  E.  Pedernera,  de  la  área  de  te- 
rreno que  se  le  concede  gratis  se  publicarán  edictos  previamente 
por  el  Escribano  de  Gobierno,  á  fin  de  que  cualquier  individuo  que 
se  considere  con  mejor  derecho  al  Lerreno  solicitado  en  compra  por 
el  espresado  General,  en  la  margen  del  Sud  del  Rio  5" contiguo  ala 
propiedad  particular  que  hubiese  inmediata  al  lugar  denominado 
«  El  Torero  »,  ocurra  al  Gobierno  con  los  competentes  documentos 
que  lo  acredita,  en  el  término  de  40  días,  contados  desde  la  publi- 
cación de  los  Edictos.  .T  En  el  caso  que  el  terreno  solicitado  por  el 
General  Pedernera  resultase  no  pertenecer  al  Estado,  se  le  pondrá 
en  posesión  del  área  que  le  designa  la  ley,  en  cualquiera  de  las  mar- 
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genes  del  Rio  o°  donde  él  elijiere.  4^  Airré^uense  á  la  presente  lej- 
ía solicitud  del  General  I).  Juan  E.  Pedernera  y  la  nota  de  su  refe- 
rencia diiMLnda  por  el  Gobierno  á  la  II.  8.  de  Representantes,  y  en- 
tréiTuese  al  Escribano  de  Gobierno  para  los  efectos  consi'ruienles- 
Dauact.  —  HuenareiHura  Sarmiento.  y> 

10°  Que  seirun  se  deduce  de  los  términos  del  decreto  preinserto, 
espedido  de  conformidad  á  la  mente  de  la  ley  la  ubicación  de!  te- 
rreno donado  al  General  Pedernera,  debía  hacerse  á  la  margen  Sud 
del  Rio  5°,  cont¡i,^ua  á  la  propiedad  particular  que  hubiese  inme- 
diata al  citado  Iuí4ar  de  «  El  Torero»,  y  así  también,  se  espresa  cla- 
ramente en  el  decreto  posterior  del  mismo  Gobierno,  de  fecha  tí  de 
Agosto  del  citado  aíio,  en  que  se  declara  al  agraciado  como  propio 
y  legítimo  dueño  del  espresado  terreno,  y  se  ordena  á  la  vez,  que 
nadie  le  inquiete  ni  perturbe  su  derecho,  mandándose  igualmente 
pasar  el  espediente  al  A'/rimensor  Púl)lico  ¡).  José  Rufino  Alvarez, 
para  que,  bajo  las  formalidades  de  estilo  practicase  la  mensura  del 
terreno  mencionado  y  pusiese  en  posesión  de  él  al  agraciado  ó  á 
quienes  huíiiese  su  personería. 

ir  Que  practicada  la  mensura  ordenada,  en  la  forma  que  se  de- 
termina en  el  plano  de  foja  2(5,  ella  fué  aprobada,  según  queda  di- 
cho, por  decreto  de  fecha  21  de  Octubre  del  mismo  ano,  mandán- 
dose dar  copia  de  la  misma  al  agraciado  parasuseiruridad,  lo  cual 
se  efectuó  en  fecha  21  de  Octubre  del  citado aílo  seu:un  consta  déla 
nota  de  foja  19. 

12°  Que  de  la  mensura  practicada  resulta  en  verdad,  según  el 
plano  de  la  misma,  que  el  terreno  medido  abarca  una  superficie  de 
terreno  mayor  que  la  cedida  por  la  enunciada  ley,  habiéndose  ella 
subdividido  en  dos  fracciones dcMiominadas,  launa  «cuadrado  prin- 
cipal N°  2»  que  contiene  nueve  leguas  en  área,  y  la  otra  «  Trián- 
gulo misto  N°  1°)^  de  una  legua  y  140  cuadras  área,  que  forman  un 
total  de  10  leguas  140  cuadras. 

13°  Que  por  la  sola  circunstancia  de  haberse  medido  una  super- 
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ficie  mayor  de  terreno  de  la  que  determina  la  ley  de  donación  y  se- 
ñalándose en  el  plano  respeclivo  en  dos  fracciones,  no  puede  dedu- 
cirse racionalmente  que  el  terreno  adjudicado  al  General  Pedernera 
sea,  precisamente,  el  comprendido  dentro  del  denominado  «cuadra- 
do principal»,  pues  que,  esto  ni  se  espresa  en  dicha  operación,  ni 
por  parte  del  agraciado  ha  sido  aceptado  y  por  cuanto,  ademas,  di- 
cho cuadrado,  no  se  encuentra  ubicado  en  el  punto  que  determinan 
los  citados  decretos  dictados  en  virtud  de  la  enunciada  donación, 
que  establecen  como  ubicación  del  mismo  desde  el  lugar  del  <  To- 
rero» á  la  parte  de  abajo;  determinándose  así,  claramenle,  como 
límite  ó  lindero  al  rumbo  Norte  el  Rio  5*';  siendo  mas  liien  de  pre- 
sumir que  al  proceder  así  el  perito  encargado  de  la  operación  de 
mensura,  lo  hiciera  en  el  propósito  de  dar  á  dicho  terreno  la  mayor 
regularidad  posible,  pues  de  lo  contrario  resultaría  que  el  error,  im- 
pericia ó  capricho  de  éste  vendría  á  perjudicar  los  derechos  del  do- 
natario, ubicando  los  terrenos  cedidos  en  un  punto  distinto,  y  en 
peores  condiciones  al  que,  según  la  donación  debía  establecer,  vio- 
lentando, á  la  vez  que  los  términos  de  la  ley  y  decretos  referidos, 
los  derechos  que  los  mismos  creaban  en  favor  del  agraciado. 

14**  Que  ademas  de  los  términos  de  la  esplicacion  con  que  el 
Agrimensor  Alvarez  acompaña  el  plano  de  la  mensura  practicada, 
no  se  deduce,  ni  puede  remotamente  deducirse  que  haya  querido 
deslindar  la  propiedad  donada  por  dicha  ley  con  el  cuadrado  des- 
crito en  la  misma,  bajo  la  denominación  de  «  principal » ;  pues  que, 
por  el  contrario,  de  los  términos  de  esa  esplicacion  se  deduce,  que 
dicha  mensura  ha  sido  practicada,  tomándose  como  punto  de  par- 
tida en  ella,  el  citado  lugar  de  <  El  Torero  >»,  finalizando  por  el  Este 
con  campos  que  se  hallan^al  frente  del  conocido  por  «Los  Césares»; 
deduciéndose  también  por  consiguiente,  que  la  línea  recta  dirigida 
desde  ese  punto  al  Oeste,  y  que  divide  las  dos  enunciadas  fracciones, 
no  ha  sido  establecida  al  objeto  de  determinar  la  primera,  como 
propiedad  del  General  Pedernera,  según  lo  asevera  el  demandado. 
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15^  Que  tampoco  puede  citarse  antecedente  alguno  que  demues- 
tre que  al  aceptar  el  demandante  los  documentos  remitidos  por  el 
Sr.  Ministro  General  de  Gobierno  D.  Buenaventura  Sarmiento  como 
títulos  de  la  propiedad  donada,  los  aceptase  en  el  concepto  de  que 
este  era  esclusivamente  el  titulado  *  cuadrado  principal » ;  pues  que, 
según  se  ha  dicho,  aquella  le  fué  hecha  según  la  citada  ley  y  decre- 
tos referidos  á  la  margen  Sud  del  Rio  o^  y  desde  el  punto  denomi- 
nado x  El  Torero  ^  á  la  parto  de  abajo,  como  límite  de  su  propiedad, 
por  la  parte  del  Norte. 

16^  0»e  por  lo  que  hace  á  la  objeción  hecha  por  el  demandado, 
de  que  en  virtud  de  la  resolución  últimamente  espedida  por  el  Go- 
bierno de  esta  Provincia,  anulando  la  citada  mensura  de  Alvarez, 
el  título  en  que  se  funda  el  General  Pedernera  solo  le  confiere  un 
derecho  al  terreno  donado,  para  cuya  adquisición  es  indispensable 
la  escritura  y  tradición  del  mismo,  que  han  venido  á  efectuarse  re- 
cien en  1881,  mientras  que  el  título  en  que  fimda  sus  derechos  fué 
otorgado  en  1880,  deduciendo  de  esta  circuntancia  su  preferente 
derecho  al  terreno  demandado;  ella  es  de  todo  punto  inadmisible, 
pues  que  de  los  documentos  citados  consta  la  transferencia  del  te- 
rreno donado  al  demandante  y  posesión  adquirida  por  el  mismo  en 
el  enunciado  campo. 

17^  (Jue  por  lo  (jue  hace  al  cobro  de  costas,  costos,  daños  y  per- 
juicios, y  restitución  de  frutos  percil)idos,  que  el  demandante  cobra 
á  I).  Rufino  Barreiro,  no  puede  declararse  su  procedencia  en  vir- 
tud de  la  buena  fé  en  la  posesión  de  c^ste,  que  resulta  legal 
mente  comprobada  por  su  citado  título  presentado  de  fojas  73 
á74. 

Por  estos  fundamentos  y  otros  que  se  omiten  resultantes  de 
autos,  fallo  definitivamente  y  declaro  de  legítima  propiedad  del 
Brigadier  General  I).  Juan  E.  Pedernera  el  terreno  demandado  á 
D.  Rufino  Barreiro,  quien  deberá  hacer  entrega  á  éste  del  mismo, 
salvo  sus  derechos  por  los  reclamos  que  le  correspondan  contra  su 
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causante,  sin  especial  condenación  en  costas.  Há^rase  saber  original 
y  repóngase  los  sellos. 

Juan  del  Campillo. 


Fallo  de  la  Suprema  C^orie 

Buenos  Aires,  Enero  26  de  1884. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirnia  la  sentencia  de  foja  no- 
venta y  cinco  con  las  costas  déla  presente  instancia.  —  Repuestos 
los  sellos,  devuélvase. 

J.  B.  (JOROSTIAGA.— J.  DOMÍNGUEZ. 
—  TLADISLAO  FRÍAS.  — S.  M.  LAS- 
PU'R.  —  M.  D.  PIZARRO. 
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€:aitsa  V 


Don  Salvador  López,  contra  don  Blas  RepeUo;  sobre  cobro  de  pesos 

Sumario. — 1®  Habiéndose  estipulado  la  compra  de  la  cuarta  parte 
de  un  buque  por  el  importe  do  la  cuarta  parte  de  lo  que  resultare 
de  la  cuenta  í/eneral  de  lo  jrastado  en  el  buque  aprobada  por  el 
comprador,  debe  presumirse  que  el  comprador  aprobó  dicha  cuenta 
desde  que  firmó  la  escritura  de  compra  por  el  precio  que  corres- 
ponde al  importe  de  la  mencionada  cuarta  parte  de  la  cuenta  ge- 
neral. 

2°  El  comprador  no  puede  pretender  que  se  le  devuelva  parte  de 
ese  precio  por  no  ser  exacta  la  cuenta  general,  á  menos  que  pruebe 
que  su  aprobación  tuvo  por  causa  el  dolo  del  vendedor. 


Caso. — El  caso  se  comprende  al  leer  el 


Fallo  del  «luez  de  Seeeion 


Buenos  Aires,  Diciembre  6  de  1882. 


Y  vistos  estos  autos  seguidos  por  don  Salvador  López  contra  don 
Blas  Repetto,  por  cobro  de  la  cantidad  de  dos  mil  doscientos  nueve 
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pesos  con  cuarenta  centavos  fuertes,  de  los  cuales  resulta,  qne  el 
actor  funda  su  acción  en  los  siiruientes  hecfios: 

Que  compró  al  demandado  una  cuarta  parte  del  vapor  «Cisne», 
estipulándose  como  precio  de  esta  adquisición,  la  cuarta  parte  del 
costo  del  buque,  cuando  fué  comprado  por  Repetto  á  don  Pedro 
Deodati.  Que  para  apreciar  su  monto  Repetto  le  habia  presentado 
la  liquidación  de  las  partes  de  propiedad  del  buque,  cuyo  documento 
corre  á  foja  dos,  viniendo  por  ella  á  corresponderle  la  suma  de 
ciento  sesenta  y  un  mil  pesos  moneda  corriente.  Que  habiéndose 
ne^^^ado  Repetto  á  darle  todo  comprobante  que  le  permitiese  apre- 
ciar la  exactitud  de  dicha  cuenta  tuvo  que  aceptar  la  escritura  en 
esos  términos,  es  decir,  estableciéndose  como  precio  de  su  cuarta 
parte,  la  suma  citada  de  ciento  sesenta  y  un  mil  trescientos  noventa 
y  cinco  pesos.  Que  mas  tarde  ha  venido  en  conocimiento  haber  sido 
víctima  de  un  verdadero  abuso,  pues  el  buque  no  habia  costado 
quinientos  mil  pesos,  como  íi;i:ura  en  la  liquidación,  sino  cuatrocien- 
tos mil  y  que  de  las  partidas  que  esta  misma  comprende,  no  le  co- 
rresponden sino  dos,  las  que  sumadas  con  el  precio,  forman  la  can- 
tidad de  cuatrocientos  treinta  y  cuatro  mil  seiscientos  treinta  y 
ocho  pesos  moneda  corriente,  cuya  cuarta  parte  á  su  eargo,  as- 
ciende á  ciento  seis  mil  ciento  sesenta  pesos  moneda  corriente  ó 
sean  cuatro  mil  doscientos  cuarenta  y  seis  pesos  con  cuaronta  cen- 
tavos fuertes.  One  entre  esta  última  cantidad  y  la  de  seis  mil  cua- 
trocientos cincuenta  y  cinco  pesos  con  ochenta  centavos  fuertes 
que  Repetto  le  hizo  pairar  existe  la  diferencia  de  los  dos  mil  dos- 
cientos nueve  pesos  con  cuarenta  centavos  por  la  que  lo  demanda. 

Se  corrió  traslado  de  la  demanda  y  Repetto  contentó  que  ella 
debia  ser  rechazada  con  costas,  porque  lo  que  habia  pactado  con 
López  era  que  le  pairara  por  el  precio  de  la  cuarta  parte  del  buque 
la  cuarta  parte  del  importe  tolal  de  lo  que  él  hubiese  gastado  por 
el  buque,  desde  el  dia  cinco  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y 
ocho  en  que  lo  compró,  y  que  su  verdadero  costo,  incluyendo  los 
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gastos,  era  el  de  seiscientos  cuarenta  y  cinco  mil  quinientos  setenta 

y  nueve  pesos  moneda  corriente  en  la  forma  que  detalla  la  liquida- 
ción de  foja  dos.  Que  si  bien  en  la  escritura  de  venta  á  su  favor  se 
dá  como  precio  del  buque  la  cantidad  de  diez  y  seis  rail  fuertes;  la 
verdad  es  que  se  le  dieron  á  don  José  Fol^uera,  como  comisión, 
cuatro  mil  posos  de, la  misma  moneda  y  este  hecho  lo  conocía  per- 
fectamente bien  López,  cuando  se  determinó  á  comprar  su  parte, 
y  con  su  consentimiento  fué  que  se  estipuló  el  verdadero  precio  de 
quinientos  mil  pesos.  Concluye  contrademandándolo  por  la  suma 
de  mil  doscientos  cinco  pesos  con  tres  centavos  fuertes  que  le  debe, 
dice,  según  el  balance  íi:eneral  de  la  sociedad  que  acompaña,  mas 
habiendo  convenido  en  juicio  verbal, — acta  corriente  á  foja  primera 
del  incidente  de  esta  causa,  en  (pie  este  punto  sea  resuelto  por  ar- 
bitros, no  se  toma  en  consideración  en  esta  resolución. 

En  este  estado,  .se  recibió  la  causa  á  prueba  para  jiisliíicar  si  el 
boleto  de  venta  de  foja  primera  es  copia  exacta  de  la  que  se  hizo 
para  la  compra-venta  del  vapor  «Cisne»  y  contiene  una  relación 
exacta  de  las  obli«raciones  contraidas  por  ambas  partes  y  si  el 
costo  efectivo  de  compra  fueron  diez  y  seis  ó  veinte  mil  pesos  fuer- 
tes: v 

Considerando:  l^  Que  según  confesión  de  las  mismas  partes,  el 
boleto  de  compra- venta,  corriente  á  foja  primera,  es  copia  exacta 
del  que  se  hizo  para  la  compra-venta  de  la  cuarta  parte  del  vapor 
«Cisne»  á  favor  de  don  Salvador  López. 

2*^  Oue  en  él  claramente  está  estipulado  que  el  valor  de  la  cuarta 
parte  del  buipie  se  justipreciará  según  el  monto  de  la  cuenta  gene- 
ral, siempre  que  sea  aprobada  por  el  comprador. 

3°  (jue  debe  entenderse  que  la  aprobación  de  la  cuenta  presen- 
tada á  foja  dos  tuvo  lugar  desde  que  López  aceptaba  y  firmaba  la 
escritura  de  compra-venta  á  su  favor  por  valor  de  seis  mil  cuatro- 
cientos cincuenta  v  cinco  fuertes. 

4°  Que  contra  esta  suposición  que  se  desprende  naturalmente  de 
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los  hechos  enunciados,  era  necesario  que  huhiera  intervenido  dolo 
por  parle  del  vendedor  Uepello  para  invalidar  el  contrato. 

o"  (Jne  no  solamente  no  se  ha  justificado  por  López  la  existencia 
del  dolo  sino  ((U(i  lo  contrario  se  deduce  del  hecho  de  (pie  conocia 
que  el  precio  estipulado  en  la  escritura  á  favor  de  Repello  \  Deo- 
dati,  era  de  diez  y  seis  rail  fuertes,  seijrnn  lo  ha  confesado  ahsol- 
viendo  la  quinta  posición  del  pliei^^o  de  foja  ciento  ocho. 

0°  (jue  estas  consideraciones  se  hallan  confirmadas  por  el  certi- 
ficado del  Kscrihanode  Marina,  corriente  á  foja  setenta  y  ocho  vuelta 
en  virtud  del  cual  resulta  que  con  motivo  de  haher  sohrevenido  un 
desacuerdo  entre  los  interesados  resp(»cto  del  precio  de  la  venta, 
la  escritura  fué  firmada  por  López  unos  dias  después  de  estar  es- 
tendida, lo  que  quiere  decir  que  huho  conformidad  por  parte  de  este 
al  aceptarla. 

7^  (Jue  aún  suponiendo  que  López  huhiese  efectivamente  iirnorado 
al  suscrihir  la  escritura  el  verdadero  precio  en  que  fué  vendido  el 
vapor  «  Cisne  >•  no  hahiéndose  justificado  que  este  error  proceda  de 
los  manejos  de  Repetto,  sino  de  nei^l  i  urente  descuido  por  parte  del 
comprador  desde  que  tenia  en  su  poder  lodos  los  documentos  rela- 
tivos al  negocio  con  Foliruera,  no  puede  fundarse  en  tal  error  la  nu- 
lidad de  un  contrato  dehidamente  celehrado  en  escritura  pública; 
articulo  03,  titulo  !)p  los  hechos  í^ódiiro  (livil,  y 

8^  Que  respecto  á  la  conlrademanda  de  Repello  por  la  (%intidad 
de  mil  doscientos  cinco  pesos  con.lres  centavos  fuerl<ís,  la  primera 
partida  que  la  compone,  la  suma  de  seiscientos  cuanMila  y  cinco 
pesos  con  veinte  y  tres  centavos,  ha  sido  sometida  y  resuella  en  el 
juicio  arbitral,  y  la  sevninda  de  quinientos  ciniMienta  pesos  con 
ochenta  centavos,  forma  parte  del  prer'io  de  venta  á  López,  (pie- 
dando  por  lo  tanto  comprendida  en  esta  resolución  sobre  lo  prin- 
cipal. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  absolviendo  á  don  Blas  Repetto  de 
la  demanda  entablada  por  don  Salvador  López  siendo  á  car^^o  de 
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este  último  las  costas  del  juicio.  Hágase  saber,  repónganse  los  sellos 
y  notifíquese  con  el  original. 

Andrés  Ugarriza. 


Fallo  de  la  Suprema  C^orte 


Buenos  Aires,  Enero  26  de  1884. 

Vistos;  por  sus  fundamentos  y  atento  el  documento  de  foja  veinte 
y  cinco  por  el  cual  el  demandante  confiesa  adeudar  á  su  entera  sa- 
tisfacción la  cantidad  de  quinientos  cincuenta  pesos  y  ochenta  cen- 
tavos por  saldo  de  la  cuarta  parte  de  la  propiedad  que  le  ha  vendido 
el  demandado  don  Rías  Repetto,  se  confirma  con  costas  la  sentencia 
de  foja  ciento  treinta  y  siete  vuelta;  satisfechas  aquellas  y  repuestos 
los  sellos  devuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. 

ULADISLAO  frías.  —  S.  M.  LASPIÚR. 
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c:ausa  vi 


Don  Jacinto  Basavilbaso  y  otros,  contra  el  Gobierno  de  la  Provincia 
de  Buenos  Aires,  por  venta  de  la  Escribanía  Mayor  de  Gobierno; 
sobre  un  informe  previo. 

Sumario,  —  Antes  de  entablarse  demanda,  no  puede  pedirse  un 
informe  previo. 


Caso,  —  Don  Jacinto  Basavilbaso  y  otros,  diciéndose  dueños  déla 
Escribanía  mayor  de  Gobierno  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  es- 
pusieron que  mientras  estaban  tratando  con  el  Excelentísimo  Go- 
bierno Nacional  sobre  la  venta  de  dicha  Escribanía,  el  Gobierno  de 
la  Provincia  de  Buenos  Aires  había  dispuesto  que  se  trasladase  á  La 
Plata  el  archivo  de  la  citada  Escribanía. 

Y  pidieron  que  al  efecto  de  solicitar  de  que  se  prohibiese  la  tras- 
lación indicada,  se  mandara  pedir  informe  al  Sr.  Ministro  de  Justicia 
sobre  el  hecho  de  estarse  tramitando  la  venta  de  la  Escribanía. 


Fallo  de  la  Suprema  Clorte 


Buenos  Aires,  Enero  20  de  1884. 

No  siendo  la  petición  contenida  en  este  escrito  de  las  que  pueden 
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hacerse  antes  de  entablarse  una  demanda  ordinaria,  segiin  lo 
dispuesto  por  el  articulo  cincuenta  y  cinco  de  la  ley  de  Procedi- 
mientos, no  ha  lugar  y  archívese. 

J.  B.  (lOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. 

— I  LADISLAO  frías. S.  M    LAS- 

PH'R.  —  M.  D.  PIZARRO. 


CAUSA   Vil 


Don  Lorenzo  Buhar t  contra  ¡).  (¡ustavo  Jummel;  sobre  deserción  de 

apelación. 


Sutnario.  —  El  término  para  espresar  agravios  no  se  suspende  por 
los  pedidos  y  decretos  ([uc  se  dicten  durante  su  curso,  si  estos  no 
modifican  espresamente  el  auto  que  los  mandó  espresar. 


Caso,  —  En  la  causa  de  Duhart  contra  Jummel,  el  apelante  pidió, 
y  la  Suprema  Corte  mandó  expresar  agravios. 
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Durante  los  nueve  días  del  término  legal,  el  apelante  pidió  una 
diligencia,  ;  recayó  decreto  sobre  ella,  sin  referencia  alguna  al  auto 
que  mandó  expresar  agravios. 

Vencidos  los  nueve  dias,  y  no  habiéndose  presentado  la  espresion 
de  agravios,  el  apelado  acusó  rebeldía,  y  la  Suprema  Corte  declaró 
desierto  el  recurso. 

El  apelante  pidió  revocatoria  del  auto  de  deserción,  fundándose 
en  que  el  pedido  hecho  y  el  decreto  recaído  en  él  durante  el  lér- 
mino  citado,  había  suspendido  su  curso. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Enero  20  de  1884. 

Vistos  en  el  acuerdo.  Considerando:  que  el  decreto  que  mandó  es- 
presar agravios  fué  notificado  al  apelante  el  día  veinte  y  seis  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres ;  que  dicho  decreto  no 
fué  modificado,  ni  dejado  sin  efecto  por  el  auto  de  seis  de  Diciembre 
siguiente;  que  sin  halierse  presentado  la  expresión  de  agravios  fué 
acusada  rebeldía  en  doce  de  Enero  corriente,  después  de  vencido  el 
término  que  prescribe  el  articulo  doscientos  quince  de  la  ley  Nacional 
de  Procedimientos;  y  que  con  arreglo  á  la  disposición  expresa  del 
artículo  doscientos  diez  y  siete  de  la  citada  ley  ha  sido  bien  decla- 
rada la  deserción  del  recurso;  no  ha  lugar  con  costas  á  la  revoca- 
toria del  auto  de  foja  ochenta  y  tres;  y  devuélvanse  los  autos,  como 
está  ordenado,  previa  reposición  de  sellos. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
IILADISLAOFRIAS.— S.  M.  LASPIUR 


T.   XVII 


19. 
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CAUSA   VIII 


Don  Francisco  Fernandez,  contra  D.  Antonio  Rodríguez,  por  cobro 
de  pesos;  sobre  nulidad  de  una  escritum  de  poder. 


Sumario. — La  escritura  de  sustitución  de  poder  que  no  contiene 
la  transcripción  del  poder  que  se  sustituye  y  no  se  halla  otorgada 
ante  el  escribano  que  autorizó  la  del  poder,  es  nula. 


Caso. — En  la  causa  de  Fernandez  contra  Rodriguez,  el  procura- 
dor D.  Francisco  de  Paula  Alen,  pidió  ser  tenido  por  parte  en  virtud 
de  una  escritura  de  sustitución  de  poder,  en  la  que  no  se  hallaba 
transcrita  la  de  poder,  que  fué  otortrada  ante  un  escribano  distinto 
del  que  otorgó  la  sustitución. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Enero  2(3  de  1884. 

Vistos,  en  el  acuerdo;  resultando  que  el  poder  que  se  indica  en  la 
escriturado  sustitución  de  foja  treinta  y  cinco  no  ha  sido  otorgado 
en  el  registro  del  escribano  autorizante,  ni  se  haíla  transcrito  en  la 
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misma,  como  lo  manda  el  articulo  mil  tres  del  Código  Civil;  y  siendo, 
por  disposición  expresa  del  artículo  mil  cuatro  del  mismo  Código 
nula  la  escritura  que  no  contiene  las  procuraciones  ó  documentos  ha- 
bilitantes; no  ha  luíxar  á  la  petición  de  foja  treinta  y  seis  por  la  que 
el  procurador  I).  Francisco  de  Paula  Aleu  solicita  ser  tenido  por 
parte  en  esta  causa. 

J.  B.  ftOROSTIAGA. — J.  DOMINCUKZ. — 
ILADISLAO  FlUAS.— S.  M.  LASPIÜR. 
—  M.  ü.  PIZARRO. 


CAU$9A    IX 


El  Fisco  Nacional  contra  los  Señores  Jorge  y  Juan  Bell;  sobre  dere- 
chos de  Aduana, 


Sumario, —  Corresponde  á  la  Dirección  General  de  Rentas  la  de- 
cisión de  todas  las  dudas  que  se  susciten  sobre  la  clase,  calidad  ó 
estado  de  algún  género,  ó  el  artículo  aplicahle  de  la  tarifa. 
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Caso. — Los  Señores  Jorge  y  Juan  Bell  maniíestaron  uaas  harinas 
de  maíz,  valor  jurado,  160  milésimos  el  kilo. 

El  Vista  las  estimó  ser  chuño  con  el  aforo  de  2S0  mils.  el  kilo. 

Bell  sostuvo  ser  maiz  molido,  y  haber  declarado  valor,  por  no  es- 
tar el  articulo  en  la  tarifa  de  avalúos. 

El  Tribunal  de  Vistas  informó  que  la  mercancía  debia  ser  clasifi- 
cada como  chuño,  con  el  aforo  de  250  mils.  el  kilo. 

La  Üireccion  General  de  Rentas  confirmó  la  clasificación. 


RESOLUCIÓN  DEL  ADMINISTRADOR  DE  ADUANA 

Bueuüs  Aires,  Jalio  31  de  1888. 

De  acuerdo  con  lo  resuelto  por  la  Dirección  General  de  Rentas  y 
con  arreglo  al  artículo  930  de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  se  declara 
caido  en  comiso  el  exceso  de  valor  que  resulta. 

Hágase  saber  y  fecho  pase  á  Contaduría  para  la  liquidación  y  eje- 
cución de  lo  dispuesto  en  el  artículo  1030  de  las  Ordenanzas,  repo- 
niéndose los  sellos  por  el  denunciante. 

Luis  Amadeo. 


Los  señores  Bell  apelaron  y  se  les  concedió  el  recurso: 
El  Procurador  Fiscal  sostuvo  que  las  Ordenanzas  de  Aduana  atri- 
buyen á  la  Dirección  General  de  Rentas  la  decisión  de  todas  las 
dudas  que  se  susciten  entre  el  comerciante  y  el  Vista  sobre  la  par- 
tida de  la  tarifa  que  corresponda  algún  a'rtículo,  y  la  clase,  calidad 
ó  estado  de  algún  género,  siendo  inapelable  su  decisión;  que  la  Di- 
rección había  resuelto  que  la  mercancía  manifestada  era  chuño, 
y  no  harina  de  maiz,  y  por  lo  tanto,  era  justa  la  resolución  recla- 
mada. 
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Fallo  del  «luez  Federal 


Buenos  Aires,  Setiembre  28  de  1888. 

Autos  y  vistos:  por  las  consideraciones  espuestas  por  el  Procura- 
dor Fiscal  en  su  precedente  vista,  se  confirma  la  resolución  de 
Aduana  corriente  á  foja  3,  debiendo  en  su  consecuencia,  repuestos 
que  sean  los  sellos,  devolverse  los  autos  con  él  oficio  correspon- 
diente. 

Andrés  Ugarriza. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Octubre  18  de  1883. 

Suprema  Corte  : 

Las  disposiciones  de  las  Ordenanzas  que  recuerda  el  Procurador 
Fiscal,  y  que  sirven  de  fundamento  á  la  sentencia  recurrida,  no  ad- 
miten duda  ni  tergiversación  de  ningún  género.  La  ley  ha  juzgado 
con  razón,  que  el  juicio  de  Vista,  del  Tribunal  de  Vistas,  y  de  la  Di- 
rección General,  ofrecían  suficientes  garantías  de  acierto,  y  que  no 
era  posible  hacer  un  pleito  á  cada  paso,  por  diferencias  de  poca 
monta. 

Sírvase  V.  E.  confirmar  la  sentencia  apelada. 

Eduardo  Costa, 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Enero  29  de  1884. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  y  de  acuerdo  con  lo  espuesto  y  pe- 
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dido  por  el  Señor  Procurador  General,  se  confirma  la  sentencia 
apelada  de  foja  trece  vuelta,  y  repuestos  los  sellos,  devuélvase. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO    FRIAS- 
S.   M.   LASPIUR.  — M.    D.    PIZARRO- 


€:ausa  X 


D,  Antonino  Urraca,  contra  la  Provincia  de  Santa  Fé,  por  recurso 

de  revisión;  sobre  el  número  de  Jueces, 


Sumario. — Los  mismos  Jueces  que  lian  conocido  de  la  causa  en 
vista,  deben  conocer  del  recurso  de  revisión. 


Caso. — Contra  el  fallo  de  la  Suprema  Corte,  de  4  de  Diciembre  de 
1883,  1).  Antonino  Urraco  interpuso  re(*urso  de  revisión.  En  otrosí 
pidió  se  aumentase  á  cinco,  el  número  de  los  Jueces  que  debian 
conocer  en  é\. 

El  representante  de  la  Provincia  de  Santa  Fé,  contestando  el 
traslado  que  se  le  confirió  en  lo  principal  y  otrosí,  pidió  el  rechazo 
del  recurso,  y  de  lo  solicitado  en  el  otrosí. 
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La  Suprema  Corte  pasó  los  autos  al  Relator, 
ürraco  pidió  se  resolviera  previamente  respecto  al  número  de 
Jueces  que  debian  conocer  del  recurso. 


Fallo  de  la  Suprema  Clorte 

Buenos  Aires,  Enero  29  de  1884. 

Habiendo  sido  vista  esta  causa  por  tres  Ministros  de  la  Corte,  sin 
que  la  parte  usara  entonces  del  derecho  que  concede  el  artículo 
veinte  y  dos  déla  Ley  de  Procedimientos;  y  no  debiendo  conocer 
del  recurso  de  revisión  sino  los  mismos  Jueces  que  han  conocido 
de  ella  en  vista,  no  ha  lugar  á  lo  que  se  solicita  por  el  otrosi  de 
foja  ciento  setenta  vuelta,  y  al  Relator  como  está  mandado. 

J.  DOMÍNGUEZ. — ULADISLAO  FRÍAS. — 
S.  M.  LASPIUR. 
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CAUSA  XI 


D.  Salvador  A,  López  contra  D.  Blas  Repetto,  sobre  cobro  de  pesos. 


Sumario, — 1^  El  laudo  consentido  y  ejecutoriado,  no  puede  ser 
observado. 

2^  La  oposición  á  la  ejecución  del  laudo,  fundada  en  la  compen- 
sación de  una  partida  que  ha  debido  ser  tomada  en  consideración 
al  dictarse  el  laudo,  importa  observarlo,  y  no  puede  ser  admitida. 


Caso, — Los  Señores  Deodati  y  López  y  D.  Blas  Repetto,  sometie- 
ron á  arbitros  las  cuentas  pendientes  entre  ellos  sobre  los  viajes  del 
vapor  «Cisne*. 

Se  dictó  el  laudo,  y  se  liquidó  la  parte  que  correspondia  ser 
pagada  á  López  por  D.  Blas  Repetto,  que  ascendia  á  383  pesos 
12  V¿  cents,  fuertes  oro,  y  589  pesos  fuertes  31  cents,  de  curso  legal. 

López  demandó  ejecutivamente  á  Repetto  por  el  pago  de  esas 
sumas. 

Repetto  opuso  que  en  las  cuentas  del  viaje  n^  17  quehabia  tenido 
presente  el  arbitro,  figuraba  en  las  entradas  de  la  Agencia  de  Bue- 
nos Aires,  á  cargo  de  Deodati  y  López,  una  partida  por  617  pesos 
83  centavos  fuertes,  que  nunca  le  habia  sido  entregada,  y  pidió  se 
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dedujera  esa  suma  que  López,  como  socio  solidario  de  Deodati  y 
López  le  debia,  fundando  en  dicha  cuenta  aprobada  y  reconocida, 
la  excepción  de  compensación. 


Fallo  del  «luez  Federal 

Buenos  Aires,  Agosto  24  de  1888. 

Y  vistos  estos  autos  en  lo  relativo  á  la  excepción  de  compensación 
promovida  por  el  ejecutado,  y  considerando:  que  según  el  acta  de 
foja  1^  vta.,  fueron  sometidas  á  la  resolución  arbitral  todas  las  di- 
sidencias entre  Repetto  y  López  concernientes  á  la  liquidación  de 
la  sociedad;  que  la  disminución  de  la  cantidad  de  618  pesos  con  83 
centavos  fuertes,  sobre  la  cantidad  total  de  la  ejecución,  importa 
observar  el  laudo  dictado  á  foja  6,  y  esto  no  procede  porque  se  halla 
consentido  y  pasado  en  autoridad  de  cosa  juzgada;  que  ademas 
dicha  cantidad  ha  debido  ser  tomada  en  consideración  al  dictarse 
el  laudo  como  aparece  haberlo  sido  del  tenor  de  este  documento  y 
de  la  misma  exposición  de  Repetto  de  foja  93. 

Por  estas  razones  fallo  no  haciendo  lugar  con  costas  á  la  escep- 
cion  deducida,  debiendo,  en  consecuencia,  llevarse  adelante  la  eje- 
cución basta  hacerse  trance  y  remate  del  bien  embargado.  Repón- 
gase el  sello. 

Andrés  Vgarriza. 


Fall<>  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Febrero  5  de  1884. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  auto  ape- 
lado de  foja  ciento  y  una. 

J.  DOMÍNGUEZ.  — ULADISLAO  FRÍAS. — 
S.  M.  LASPIUR.  —  M.  D.  PIZARRO. 


■ 

1 


274  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


c:ausa 


Los  marineros  de  la  barca  «  Rosa  Genova  *,  contra  su  capitán   Don 
Antonio  Galate,  por  rescisión  de  contrato;  sobre  competencia. 

Sumario.  --  El  Juzgado  Federal  del  lujj^ar  donde  se  encuentra  un 
buque  es  competente  para  conocer  en  la  cuestión  que  sobre  resci- 
sión de  contrato  de  locación  de  servicios,  promueven  los  marineros 
por  razón  de  innavegabilidad  del  buque,  aunque  sea  otro  el  puerto 
de  la  matrícula  y  de  la  terminación  del  viaje. 


Caso,,  —  Se  comprende  leyendo  los  fallos  recaídos  en  él. 


Fallo  <lel  Juez  Federal 


Buenos  Airea,  Junio  12  de  1883. 

Vistos  estos  autos  iniciados  por  el  Procarador  Don  Rafael  Pe- 
trucci,  en  roprosontacion  de  varios  marineros  de  la  barca  «Rosa 
Genova»  contra  el  capitán  de  la  misma  1).  Antonio  Galate  por  cobro 
de  salarios,  entrega  de  sus  efectos  é  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios, para  resolver  sobre  la  deriinatoria  de  jurisdicción  opuesta 
como  artículo  previo  por  el  demandado. 
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Y  considerando:  1^  Que  los  actores  reconocen  en  su  escrito  de 
demanda  que  fueron  contratados  en  el  puerto  de  Marsella  para  pres- 
tar sus  servicios  á  bordo  de  la  referida  barca  por  el  término  de  lo 
meses,  de  los  cuales  solo  han  transcurrido  diez,  mas  alirunos  dias, 
de  suerte  que  ni  ha  espirado  el  contrato,  ni  está  concluido  el  viaje, 
puesto  que  no  ha  regresado  aun  el  buque  al  lugar  donde  se  efectuó 
la  matrícula. 

2^  Que  reconocen  igualmente  haber  abandonado  el  buque  sin 
alegar  otra  causa  para  dar  por  rescindidos  sus  contratos,  que  el 
mal  estado  en  que  á  su  juicio  se  encuentra  este  para  continuar  na- 
vegando. 

3^  Que  seinin  el  articulo  1180  del  Código  de  Comercio  ningún  in- 
dividuo de  la  tripulación  puede  deducir  demanda  contra  el  buque 
ó  capitán  antes  de  terminado  el  viaje,  so  pena  de  perdimiento  de 
los  sueldos  vencidos,  disposición  que  concorda  con  la  del  artículo 
1149  que  determina  lo  que  se  entiende  por  viaje  redondo,  implica 
necesariamente  que  las  demandas  de  la  tripulación^  cualquiera  que 
sea  su  naturaleza,  contra  el  buque  ó  capitán,  solo  son  ascequibíes 
ante  los  tribunales  del  puerto  donde  se  matriculó,  lo  que  escluye  la 
jurisdicción  de  los  de  cualquier  otro  país  donde  haya  tocado  volun- 
taria ó  necesariamente;  disposición  perfectamente  justa,  é  induda- 
blemente establecida  en  favor  de  la  navegación  y  de  la  rapidez  de 
las  operaciones  del  comercio  marítimo,  al  que  las  leyes  de  todas  las 
naciones  prestan  especial  protección,  para  evitar  que  los  buques  ó 
sus  patrones  ó  capitanes  sean  molestados  y  retenidos  en  otros  pun- 
tos que  los  de  su  destino  con  cuestiones  judiciales  siempre  morosas, 
en  perjuicio  del  comercio  y  de  los  valiosos  interesas  que  se  les  con- 
fian, como  lo  deninestran  las  disposiciones  de  los  artículos  1030  y 
siguientes  del  Código  de  Comercio;  y  para  impedir  al  mismo  tiempo 
de  ese  modo,  que  la  gente  de  mar  al)andone  el  buque  antes  del  tér- 
mino de  su  contrato  ó  conclusión  del  viaje. 

4^  Que  además,  del  mismo  artículo  1180  antes  citado  en  su  se- 
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gunda  parte,  se  desprende  que  la  rescisión  del  céntralo  solo  puede 
ser  pedida  por  los  individuos  de  la  tripulación,  cuando  fueren  mal 
tratados  ó  no  se  les  hubiera  suministrado  el  alimento  correspon- 
diente, hechos  que  no  han  sido  alegados  por  los  demandados. 

5**  Que  las  consideraciones  precedentes,  excusan  al  Juzgado 
entrar  á  discutir  la  jurisdicción  consular  para  excluir  la  de  los  Tri- 
bunales del  pais,  en  cuestiones  de  la  naturaleza  de  la  que  se  ha  pro- 
movido, aparte  de  que  aquellos  han  decidido  ya  en  mas  de  un  caso 
que  los  Cónsules  extrangeros  no  tienen  mas  jurisdicción  que  la  que 
se  ha  convenido  otorgarles  por  t?*atados  especiales,  y  que  en  general 
se  reduce  á  servir  de  arbitros  entre  sus  nacionales  cuando  estos  se 
someten  á  su  decisión,  á  arreglar  las  diferencias  que  se  suscitan 
entre  los  tripulantes  de  los  buques  de  su  nación  sobre  cumplimiento 
de  sus  contratos  y  á  los  casos  de  disciplina  interior  do  dichos  buques, 
siempre  que  no  se  haya  perturbado  el  orden  del  puerto. 

6^  Que  por  ahora  el  Juzgado  debe  limitarse  á  resolver  el  punto 
sobre  su  competencia  para  conocer  en  la  demanda  promovida  contra 
el  capitán,  dejando  la  cuestión  referente  á  la  inhabilidad  del  buque 
para  navegar,  para  cuando  sea  promovida  por  via  de  acción  ó  ale- 
gada como  excepción  por  los  tripulantes  si  se  les  exigiera  que  se  cons- 
tituyan á  bordo  hasta  la  espiración  de  sus  contratos. 

Por  estos  fundamentos,  y  atento  lo  dispuesto  en  el  artículo  43  del 
Código  de  Comercio  el  Juzgado  se  declara  incompetente  para  en- 
tender en  la  demanda  de  foja  3,  debiendo  los  interesados  ocurrir 
donde  corresponda.  En  consecuencia  líbrese  oficio  á  la  Prefectura 
Marítima  haciéndole  saber  que  queda  levantada  la  inhibición  decre- 
tada contra  el  capitán  de  la  « Rosa  Genova  k  Repónganse  los  sellos. 

Virgilio  M,  Tedin. 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Octubre  1**  de  1883. 

Suprema  Corte: 

Pienso  que  el  Señor  Juez  tiene  perfecta  jurisdicción  para  conocer 
de  esta  demanda. 

No  ocuparé  la  atención  de  V.  E.  tomando  parte  en  la  discusión 
suscitada  relativamente  á  la  jurisdicción  que  se  pretende  atribuir 
á  los  Cónsules.  Numerosas  decisiones  de  esta  Corte  han  resuelto  esta 
cuestión,  que  no  lo  es,  ni  ante  la  ley  de  las  naciones,  ni  nuestra  pro- 
pia ley.  Sin  renunciar  ásu  soberanía,  no  podría  una  nación  consen- 
tir en  que  hiciera  un  poder  extraño,  la  policía  de  su  propio  terri- 
torio. 

El  Señor  Juez  funda  su  incompetencia  en  consideraciones  de  otro 
género. 

Dice  que  los  demandantes  fueron  contratados  en  Marsella  por  el 
término  de  lo  meses,  y  que,  según  nuestra  legislación,  ningún  indi- 
viduo de  la  tripulación  de  un  buque  puede  deducir  demanda  contra 
el  buque  ó  capitán,  antes  de  terminar  el  viaje,  so  pena  de  perdi- 
miento de  los  sueldos  vencidos. 

Pero  esta  es  precisamente  la  cuestión.  Si  los  marineros  no  pueden 
demandar  al  capitán,  pendiente  el  viaje,  el  Juzgado  es  perfectamente 
competente  para  obligarles  á  volver  á  bordo. 

Supóngase  que  fuera  el  capitán  el  que  pudiera  el  cumplimiento 
del  contrato,  ¿habría  de  ocurrir  al  Juez  de  Marsella,  haciendo  mien- 
tras tanto  el  viaje  con  nueva  tripulación?  ¿De  qué  le  habría  servido 
entonces  su  contrato? 

Los  marineros  dicen,  á  su  vez,  que  el  buque  corre  riesgo  de  irse 
á  pique,  y  piden  no  se  les  condene  á  una  muerte  segura.  ¿Habrán  de 
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ocurrir  al  Juez  de  Marsella  desde  el  fondo  del  mar,  si  sus  temores 
llegaran  á  realizarse? 

El  lugar  en  que  ha  de  cumplirse,  ó  en  que  aún  accidentalmente 
se  ejecuta  un  contrato,  atribuye  jurisdicción  al  Juez  de  la  localidad 
para  entender  en  las  diferencias  que  su  ejecución  pudiera  suscitar. 
Si  solo  hubiera  de  reconocerse  como  Juez  único  el  del  lugar  en  que 
se  estipuló  la  obligación,  las  relaciones  de  comercio  entre  diversos 
pueblos,  serian  imposibles. 

El  Juzgado  es,  pues,  perfectamenie  competente  para  decidir  si  los 
marineros  demandantes  han  de  volver  á  bordo;  si  han  perdido  el 
derecho  á  los  sueldos  que  cobran;  ó  si  está  justificada  la  rescisión 
de  su  contralo,  por  el  mal  estado  del  buque. 

Sírvase  V.  E.  así  declararlo. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  < lorie 


Buenos  Aires,  Febrero  7  de  1884. 

Vistos  y  considerando:  Que  los  demandantes  fundan  la  acción  que 
han  deducido  en  que  la  barca  «Rosa  (Jt^nova»,  no  se  encuentra  en 
estado  de  navegar; 

Oue  según  el  artículo  doscientos  nueve  del  Código  de  Comercio, 
debiendo  ejecutarse  siempre  de  buena  fé  todas  las  convenciones,  y 
obligando  no  solo  á  lo  que  en  ella  se  expresa,  sino  á  todas  las  con- 
secuencias que  la  equidad,  el  uso,  ó  la  ley  atribuyen  á  la  obligación, 
según  su  naturaleza;  es  una  condición  implícita  en  los  contratos 
entre  el  capitán  y  la  tripulación,  para  poder  compelerá  ésta  á  em- 
prender el  viaje  convenido,  ó  para  continuarlo,  hallándose  la  em- 
barcación en  un  puerto,  que  ella  pueda  liacer  la  navegación  á  que 
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está  destinada;  bajo  cuyo  supuesto  solamente,  puede  concebirse  la 
celebración  de  tales  contratos,  entre  personas  capaces; 

Que  la  innavegabilidad  del  buque,  comprobada  que  sea,  produce 
naturalmente  la  terminación  del  viage,  y  se^^un  la  ley  (articulo  mil 
ciento  ochenta  y  uno  de  dicho  Código)  y  la  jurisprudencia,  la  tripu- 
lación entonces  tiene  derecho  á  ser  pagada  de  sus  salarios  y  á  dejar 
el  servicio  del  buque; 

Y  que  en  conformidad  al  artículo  ciento  cuatro,  inciso  noveno, 
de  la  ley  sobre  organización  de  los  tribunales  de  la  capital  de  la  Re- 
pública, el  juez  federal  de  ella  debe  conocer  en  primera  instancia 
de  las  causas  que  versan  sobre  salarios  de  oficiales  y  marineros, 
cumplimiento  de  las  obligaciones  del  capitán  y  tripulantes,  y  en  ge- 
neral, sobre  todo  liecho  ó  contrato  concerniente  á  la  navegación  y 
comercio  marítimo. 

Por  estos  fundamentos,  y  do  acuerdo  con  lo  espuesto  y  pedido  por 
el  Sefíor  Procurador  General,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja 
treinta  y  siete,  se  declara  ser  competente  para  conocer  de  la  pre- 
sente causa  el  juez  federal  de  esta  capital.  Devuélvanse,  previa  re- 
posición de  los  sellos.  Notifíquese  con  el  original. 

J.   B.  GOUOSTIAGA.— J.  DOMÍNGUEZ  (en 

disidencia). —  üladislao  fkías.— 

S.  M.  LASPIUR.  —  M.  D.  PIZARRO. 


••-^- 
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CAl  SA    XIII 


Criminal,  contra  Juan  Giordano  por  muerte  dada  á  Lázaro  Lan- 
guaseo,  á  bordo  del  pailebot  « Gerverllian  >. 


Sumario, — 1°  La  confesión  del  procesado,  solo  puede  considerarse 
indivisible  cuando  ella  conslituye  el  único  elemento  de  prueba  de 
un  hecho  que.sin  ella,  habría  quedado  desconocido. 

^  Cuando  el  hecho  es  conocido  de  otro  modo  que  por  la  confe- 
sión, ésta  puede  dividirse;  y  la  excepción  alegada  por  el  autor  de  él, 
tiene  que  probarse. 

3°  No  probándose  que  la  muerte  cometida  lo  ha  sido  en  propia 
defensa,  el  hecho  debe  considerarse  como  homicidio  simple,  y  su 
pena  es  la  de  seis  años  de  penitenciaria,  descontándose  el  tiempo  de 
prisión  sufrida,  con  excepción  de  los  seis  primeros  meses. 


Caso, — Se  halla  referido  en  los  fallos  en  él  recaídos. 


Fallo  del  «luez  Federal 


Buenos  Aires,  Setiembre  4  de  1883^ 

Vista  esta  causa  criminal  seguida  contra  Juan  Giordano,  por  ho- 
micidio perpetrado  en  la  persona  de  Lázaro  Languasco,  á  bordo  del 
Pailebot  «Gerverllian*,  de  la  que  resulta: 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  281 

1°  Que  con  fecha  31  de  Mayo  de  1882,  el  teniente  segundo  y  Co- 
mandante de  campo,  en  ese  dia,  de  la  guarnición  de  Martin  García, 
se  dirigió  al  Gefe  interino  del  Detall,  manifestando  que  hat)iéndose 
trasladado  á  bordo  del  Pailebot  «Gerverllian»  é  interrogado  el  ca- 
pitán acerca  de  la  procedencia  del  buque,  y  sobre  si  habia  ocurrido 
alguna  novedad  en  el  mismo,  se  le  contestó  que  se  encontraba 
muerto  el  marinero  Languasco  y  que  el  malhechor  era  el  de  igual 
clase  llamado  Juan  Giordano;  que  inmediatamente  se  practicó  el 
reconocimiento  médico  del  cadáver,  por  el  Cirujano  de  la  Guarni- 
ción Dr.  Nelli,  siendo  reducido  á  prisión  el  heridor. 

2*^  Que  de  la  indagatoria  corriente  de  foja  2  vta.  á  foja  6,  levan- 
tada por  la  Sub-Prefectura  de  Marina  de  Martin  Garcia,  consta  la 
declaración  del  Patrón  dol  Pailebot,  y  la  de  los  marineros  Benito 
Zeno,  Andrés  Amoretti  y  de  otro  cuyo  nombre  no  se  espresa,  y  la 
prestada  por  el  heridor  Juan  Giordano;  y  ademas,  el  informe  mé- 
dico legal  en  el  que,  dando  cuenta  del  reconocimiento  del  cadáver 
del  marinero  Languasco,  se  dice  que  la  herida  ha  sido  inferida  por 
arma  cortante  de  5  á  6  centímetros,  estando  localizada  en  la  rejion 
superior  anterior  lateral  del  costado  derecho  y  profundizada  hasta 
la  pared  interior  del  tórax. 

8^  Que  remitidos  estos  antecedentes  al  Juzgado,  y  habiendo  sido 
puesto  el  preso  á  su  disposición,  se  instruyó  el  correspondiente  su- 
mario, el  cual  está  formada  por  la  declaración  indagatoria  de  Gior- 
dano (foja  9  vía.)  y  las  de  Agustín  Giordano  (foja  13  vta.),  Domingo 
Zeno  (foja  14),  Andrés  Amoretti  (foja  16  vta.),  Victorío  Giordano 
(foja  26)  y  por  la  confesión  con  cargos  del  procesado  (foja  32). 

4^  Que  este,  contestando  la  pregunta  del  Juzgado  (foja  9),  acerca 
de  cómo  acaeció  el  hecho,  dice:  que  como  de  7  á  8  de  la  mañana 
del  31  de  Mayo  se  dirigió  á  la  cocina  á  tomar  café,  y  que  al  poner 
el  pié  en  la  puerta,  sin  que  hubiera  tenido  tiempo  de  hablar  una 
palabra,  fué  atacado  por  el  cocinero,  armado  de  un  gran  cuchillo, 
quien,  sin  decirle  nada,  y  sin  que  hubieran  mediado  disgustos,  ni 
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resentimientos  anteriores  le  tiró  una  puííalada  que  pudo  evitar 
dando  un  salto  hacia  un  lado,  y  que,  entonces,  él  tomó  un  cuchillo 
de  marinero  que  llevaba  consigo  y  le  tiró  una  puñalada  que,  scííun 
cree,  lo  tocó  en  el  pecho  hacia  el  lado  derecho;  que  en  seguida  se 
retiró  a  cubierta,  y  que  le  parece  que  nadie  ha  presenciado  el  hecho, 
porque  el  -equipaje  estal)a  á  proa  y  aquel  ocurrió  á  popa.  Los  testi- 
gos Agustín  Giordano,  Andrés  Araoretti,  Victorio  Giordano  y  Do- 
mingo Zeno,  declaran  contestemente  acerca  de  que  no  presenciaron 
el  suceso  y  sobre  las  relaciones  anteriores  á  él  entre  el  heridor  y 
Languasco,  diciendo  todos  que  no  se  liabian  apercibido  de  manifes- 
taciones de  odio  ó  resentimientos  entre  los  actores  en  el  suceso  v 
que,  por  el  contrario,  siempre  se  trataron  en  los  mejores  términos. 
El  testigo  Zeno  tan  solo  agrega  que  vio  salir  de  la  cocina  casi  jun- 
tos á  los  dos  individuos  Giordano  y  Languasco,  dando  este  último 
gritos  diciendo  «me  ha  dado  una  puñalada,  sin  decirle  nada  y  sin 
hacerle  nada»  y  que  dijo  durante  los  25  minutos  que  sobrevivió 
«¡Ay  mis  hijos  ya  no  los  veré  mas!»  En  la  confesión  con  cargos 
prestada  por  Giordano,  contestando  el  que  le  formó  el  Juzgado  de 
haber  dado  muerte  voluntariamente  y  sin  que  hubiera  mediado 
provocación  á  Languasco,  dice:  que  es  cierto  que  le  dio  muerte, 
pero  porque  Languasco  le  tiró  primero  una  puñalada  y  que  lo  hizo 
en  defensa  de  su  vida.  Niega  también  la  exactitud  de  las  referen- 
cias que  hace  Zeno  acerca  de  las  palabras  pronunciadas  por  Lan- 
guasco al  salir  de  la  cocina. 

5^  (Jue  en  el  plenario,  ademas  de  la  acusación  y  la  defensa,  figu- 
ran las  declaraciones  de  los  testigos  presentados  por  esta  y  que 
corren  de  foja  54  vta.  á  foja  56. 

Y  considerando:  P  Que  del  estudio  de  los  antecedentes  consigna- 
dos en  esta  causa  resulta  que  el  único  medio  de  prueba  que  existe 
para  acreditar  el  homicidio  del  marinero  del  Pailebot  «Gerverllian» 
Lázaro  Languasco,  es  la  confesión  del  heridor  Juan  Giordano,  puesto 
que  los  demás  testigos  tripulantes  del  mismo  buque  declaran  cate- 
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íróricamenle  que  no  presenciaron  el  suceso  por  estar  en  los  mo- 
mentos en  qne  él  ocurrió  (listantes  del  paraje  en  que  se  pro- 
dujo. 

^  Que  la  declaración  del  marinero  Zeno,  en  la  parte  que  espresa 
que  oyó  decir  á  Lan^'^uasco:  «Giordano  me  ha  dado  una  puñalada 
sin  decirme  nada  y  sin  hacerle  nada»,  no  puede  ser  reputada  como 
un  medio  probatorio,  ni  mucho  menos  de  la  fuerza  que  le  atribuye 
el  Procurador  Fiscal,  1"  por  la  siu'jularidad  de  tal  testimonio,  2® 
porque  él  no  consi'/na  hechos  de  que  haya  sido  testi-ro  pn^sencial  ó 
de  vista,  sino  tan  solo  referencias  de  palabras  pronunciadas  por  la 
víctima,  que  no  pueden  tener  para  la  apreciaíMon  de  los  hechos 
mayor  valor  que  el  que  la  ley  atribuiría  al  dicho  de  Laniruasco. 

3^  Que  la  confesión  es  una  prueba  suficienti*  cuando,  como  en  el 
caso  actual,  resulta  justificado  el  homicidio  de  Languasco  y  cuando 
de  las  demás  circunstancias  del  proceso  aparece  verosímil  tal  con- 
fesión. 

4^  (Jue  la  situación  y  dirección  de  la  herida  de  arriba  abajo, 
como  se  espresa  en  el  informe  médico  le;.'al,  se  esplica  verosímil- 
mente, teniendo  presente  lo  que  dice  Giordano  en  su  confesión, 
esto  es,  que  dio  un  salto  hacia  un  costado  para  evitar  la  puñalada 
que  le  tiró  Languasco,  siendo,  en  tal  caso,  racional  suponer  que  el 
golpe  que  le  dirigió  Giordano  en  contestación,  fuera  á  dar  al  cos- 
tado que  le  dejó  libre  el  herido  y  que  la  dirección  fuese  de  arriba 
abajo,  por  la  circunstancia  eminciada  en  la  defensa  de  llevar  los 
marineros  el  cuchillo  en  la  parte  delantera  de  la  cintura. 

5^  Que  la  confesión  de  Giordano  aparece  calificada  con  las  cir- 
cunstancias que  espone  el  confesante  de  haber  dado  muerte  á  Lan- 
guasco, obligado  á  ello  para  defender  su  vida  comprometida  por  la 
naturaleza  del  ataque  que  este  le  dirigió. 

0°  Que  la  confesión  no  puede  dividirse;  y  aceptada  como  medio  de 
prueba,  deben  por  consiguiente  ser  un  hecho  averiguado  para  el 
Juez,  las  circunstancias  que  ella  contenga,  tanto  enprócomo-en 
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contra  del  confesante,  pues  como  lo  dice  el  Dr.  Obarrio  en  la  nota 
que  precede  su  proyecto  de  Código  de  Procedimientos  en  materia 
penal,  no  es  posible  trasladar  al  proceso  criminal  el  sistema  de 
excepciones  del  procedimiento  civil.  La  confesión  tiene  que  acep- 
tarse en  la  forma  que  se  presta.  Las  circunstancias  que  la  califican 
forman  con  ella  un  solo  todo,  y  no  es  justo,  ni  equitativo,  ni  bu- 
mano  aceptar  la  parte  que  daña  al  que  la  hace  y  rechazar  la  que  le 
es  favorable.  En  i^ual  sentido  opina  Heards  en  su  tratado  sobre  de- 
recUo  penal  de  Massachusset,  Capitulo  de  la  Confesión;  y  ha  sido 
también  la  doctrina  aceptada  por  la  práctica  de  los  Tribunales. 

T  Que  los  hechos  que  para  su  descargo  y  que  califican  su  con- 
fesión, espone  en  ella  Giordano,  autorizan  la  legitima  defensa  ale- 
gada, puesto  que  el  ataque  de  Languasco  fué  efectuado  con  armas 
que  ponian  en  peligro  la  vida  del  heridor.  Ley  2%  Título  8**,  Par- 
tida 7*. 

8°  Que  las  declaraciones  de  los  testigos  Nicolás  Benasso  y  Pietro 
Bruno,  en  las  que,  dando  razón  de  sus  dichos,  establecen  que  el 
pailebot  estaba  cargado  de  maderas,  y  que  ellas  formaban  una  troja 
al  frente  y  al  lado  do  la  puerta  de  la  cocina,  que  bastaba  á  impedir, 
á  un  individuo  que  fuese  allí  asaltado,  á  mano  armada,  el  que  se 
retirara  sin  peligro  de  perder  la  vida,  circunstancia  que  colocaba 
al  procesado  en  la  necesidad  de  tomar  una  determinación  rápida, 
sin  que  pueda  imputársele  por  ello  que  no  optase,  por  el  tempera- 
mento mas  prudente  de  fugar. 

Por  estos  fundamentos,  los  concordantes  del  escrito  de  foja  40 
y  en  conformidad  á  lo  establecido  en  la  Ley  12,  Título  i6,  Par- 
tida 3*^:  Fallo  declarando  que  el  homicidio  cometido  por  el  proce- 
sado Giordano  en  la  persona  del  marinero  Languasco,  está  justifi- 
cado por  haber  sido  ejecutado  en  uso  del  derecho  de  legítima 
defensa.  En  su  consecuencia,  se  le  absuelve  de  los  cargos  que  contra 
él  formula  la  acusación  fiscal,  quedando  exento  de  toda  pena.  Lí- 
brese oficio  al  Director  de  la  Penitenciaria  para  que  ponga  en 
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libertad  á  dicho  procesado  y  hágase  saber,  notificándose  con  el 
oriirinal. 


■e 


Andrés  Vgarriza, 


El  Procurador  Fiscal  apeló  de  la  sentencia  anterior  y  se  concedió- 
el  recurso. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Bueno»  Aires,  Octubre  20  de  1883. 

Suprema  Corte: 

El  hecho  de  que  se  hace  cargo  á  Giordano,  está  perfeclament& 
comprobado  con  prescindencia  absoluta  de  su  confesión.  No  necesi- 
taba él  confesar  que  había  dado  muerte  á  Languasco,  pues  no  podia 
negarlo,  y  la  evidencia  se  imponía  de  por  sí.  Las  opiniones  y  la  doc- 
trina acerca  de  la  indivisibilidad  de  la  confesión  que  hace  valer  la 
defensa,  y  sirven  de  fundamento  á  la  sentencia,  por  exactas  que 
sean,  no  tienen,  por  consiguiente,  aplicación  en  este  caso. 

Estando  en  el  estrecho  recinto  de  la  cocina  de  un  buque  de  cabo- 
tage,  Giordano  y  Languasco,  solos  y  sin  que  nadie  los  viera,  se  pre- 
sentan ambos  de  repente  á  la  vista  de  los  demás  tripulantes:  Lan- 
guasco con  una  feroz  puñalada,  dando  ayes  lastimeros;  Gíordana 
con  un  cuchillo  ensangrentado  en  la  mano. 

No  hay  término  medio:  ó  Languasco  se  habia  dado  la  puñalada  á 
sí  mismo;  ó  se  la  dio  Giordano. 
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La  idea  del  suicidio  no  ocurrió  á  nadie,  ni  puede  aceptarse  por 
un  ni  ornen  Lo. 

La  tripulación  entera  presenció  la  terrible  escena:  toda  declara 
con  la  mayor  uniformidad.  Todos  aceptaron  desde  el  primer  mo- 
mento como  un  lieclio  que  no  admitia  discordancia,  que  Lenguasco 
falleció  pocos  minutos  después,  de  la  herida  que  le  infirió  Gior- 
dano. 

La  confesión  de  éste  nada  adelanta,  ni  era  necesaria,  para  esta- 
blecer la  existencia  del  cuerpo  del  delito,  y  la  responsabilidad  del 
homicidio. 

No  ha,  pues,  la  confesión  calificada  que  se  pretende,  ni  cosa  al- 
guna que  dividir.  Oiií^íla  30I0  en  pié  la  escepcion  do  la  propia  de- 
fensa, que  del)e  ser  considerada  con  absoluta  prescindencia  de  la 
confesión,  y  por  lo  que  valga  en  sí. 

•  No  se  presume,  dice  el  articulo  159  del  Código  Penal,  que  el  acu- 
sado obra  en  estado  de  irresponsabilidad  ó  legitima  defensa^  y  es  de  su 
obligación,  por  consiguiente,  establecer  con  pruebas  bastantes  la  certi- 
dumbre ó  probabilidad  de  las  circunstancias  que  lo  justiftcan.r^ 

¿üué  pruebas  bastantes  ha  presentado  Giordano? 

Ninguna,  ni  escasa,  ni  bastante,  si  no  es  su  propia  confesión  y  las 
declaraciones  de  fojas  54  á  50,  limitadas  á  establecer  que  el  buque 
tenía  una  gran  troja  de  maderas  que  hacia  difícil  escapar  á  la  su- 
puesta agresión  de  Languasco.  Mas  adelante  se  verá  que  esta  cir- 
cunstancia, lejos  de  mejorar  empeora  la  causa. 

Cuando  la  confesión  es  el  único  elemento  de  prueba  acerca  de  un 
hecho  que  sin  ella  hubiera  quedado  en  el  misterio,  justo  es  se  tenga 
en  cuenta,  su  espontaneidad  al  acusado,  pues,  parecería  contrario 
á  todo  principio  de  equidad,  se  le  crea  en  cuanto  le  perjudica,  y  no 
en  lo  que  le  favorece. 

Se  ha  visto,  empero,  que  no  es  este  el  caso,  y  todos  los  esfuerzos 
que  hace  la  defensa  para  demostrarnos  la  indivisibilidad  de  la  con- 
fesión, que  nadie  niega,  son  fuera  de  lugar. 
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Partiendo  de  esta  base,  veamos  quá  es  lo  que  arroja  el  sumario. 

Desde  luei^o,  anticipo  á  V.  E.  que  la  presunción  que  va  la  ley,  á 
falla  de  prueba,  establece  en  contra  del  procesado,  se  corrobora 
con  su  examen  poderosamente. 

Dice  Giordano  que,  « yendo  á  tomar  café,  al  poner  el  pié  en  la 
puerta  de  la  cocina,  sin  que  iiubiera  mediado  antecedente  al^íuno,  y 
sin  decirle  una  palabra,  Len^^uasco  le  tiró  una  puñalada  con  un  gran 
cucliiilo». 

Ocurre  desde  luego  que  es  poco  probable  que  sin  haber  mediado 
enemistad,  ni  provocación  de  ningún  género,  Lenguasco  que  estaba 
en  su  trabajo,  reciba  aun  compañero  á  puílaladas.  Pero  esta  obser- 
vación, justo  es  reconocerlo,  tiene  igual  aplicación  con  respecto  á 
Giordano.  No  es  menos  inverosímil  que,  sin  antecedente  alguno, 
fuera  él  á  dar  muerte  á  su  vez  al  cocinero. 

1  Pude  evitar  el  golpe,  continúa  Giordano^  dando  un  salto  hacia 
un  lado,  y  entonces,  con  el  cuchillo  que  llevaba  conmigo  di  una  pu- 
ñalada á  Languasco».  En  su  justificación,  agrega,  que  la  estrechez 
del  lugar  no  le  permitió  salvar  de  otra  manera,  y  ha  probado  á  este 
objeto,  que  el  buque  tenia  la  cubierta  ocupada  con  una  gran  troja 
de  madera. 

Aqui  está  á  mi  juicio  la  gravedad  del  caso. 

Si  el  lugar  era  tan  reducido  que  no  era  posible  salvar  de  otra 
manera  ¿cómo  es  que  yendo  Giordano  desprevenido  no  le  tocó  la 
ropa  siquiera  Languasco  con  su  gran  cuchillo^  Si  la  cubierta  estaba 
toda  ocupada  ¿cómo  pudo  dar  un  salto  que  le  diera  tiempo  para  sa- 
car su  cuchillo  y  herir  á  su  agresor?  La  presunción  mas  verosímil 
es  que,  si  en  realidad  Languasco  hubiese  acometido  á  Giordano  de 
improviso,  en  un  lugar  en  que  no  había  posibilidad  de  huir,  no  hu- 
biera dejado  de  inferirle  siquiera  algún  rasguño,  antes  que  Giordano 
se  colocara  en  condición  de  volver  la  agresión.  La  facilidad  con  que 
Giordano  dio  muerte  á  Languasco,  cuando  éste  debió  esperar  que 
su  agresión  fuere  contestada,  hace  muy  dudoso  que,  en  condiciones 
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mucho  mas  desventajosas,  Giordano  resultara  ileso,  á  haber  sido 
Languasco  el  agresor. 

Ya  partiese  la  agresión  de  Languasco,  ya  de  Giordano,  el  hecho 
brutal  de  acometerse  á  puñaladas,  sin  que  hubiera  precedido  alguna 
provocación  ó  enemistad,  no  tiene  esplicacion  posible.  Es  de  temerse 
que  los  testigos,  companeros  y  compatriotas,  no  digan  toda  la  ver- 
dad, y  callen  algo.  Hay  otros  testigos,  empero,  que  si  no  hablan,  no 
pueden  callar,  aunque  quisieran,  y  entre  ellos  está  en  primera  linea 
la  conciencia  del  que  ha  cometido  un  delito,  y  el  instinto  de  la  pro- 
pia conservación. 

Examinemos  ahora  cual  fué  la  actitud  de  Giordano  después  del 
hecho.  Si  bien  deficientes  é  incompletas  las  declaraciones  del  su- 
mario, algo  nos  dirán. 

Si  hubiese  obrado  Giordano  en  su  legítima  defensa,  su  primera 
impresión  habria  sido  presentarse  sin  embozo  á  declarar  el  hecho. 
Su  instinto,  teniéndola  conciencia  tranquila,  debió  decirle  que  nada 
tenia  que  temer.  Su  deber  era  presentarse  en  el  acto  á  su  superior, 
á  dar  cuenta  de  lo  que  había  sucedido.  Artículo  161,  Código  Penal. 

Lejos  de  esto,  su  primer  impulso  es  tirar  el  cuchillo  ensangren- 
tado al  agua.  Lo  primero  que  ocurre  á  todo  criminal,  es  ocultar  el 
instrumento  del  delito.  Este  movimiento  instintivo  de  la  propia  con- 
servación, como  dije  antes,  es  el  testigo  mudo,  que  dice  mas  con  el 
silencio,  que  pudiera  decir  con  la  palabra. 

Preguntado  uno  de  los  marineros,  Zeno,  foja  15  vuelta,  qué  expli- 
cación dio  en  ese  momento  el  autor  del  hecho  declara  que  «no  dijo 
una  palabra;  que  al  principio,  como  media  hora,  estuvo  pagándose 
como  loco  sin  que  el  declarante  lo  viera  hablar  con  nadie,  que  despides 
se  calmó  como  un  muchachito*. 

No  es  esta  la  actitud  de  un  hombre  que  ha  procedido  en  defensa 
de  su  vida,  sino  la  de  aquel  que,  bajo  el  imperio  de  una  gran  pasión, 
ha  sido  conducido  á  cometer  un  hecho,  cuyas  fatales  consecuencias 
principió  á  percibir. 
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Agregúese  á  esto  la  declaración  del  mismo  Zeno  sobre  las  pala- 
bras que  oyó  á  Lenguasco,  « me  ha  dado  una  puñalada  sin  decirme 
nada  y  sin  hacerle  nada.  ¡Ay  mis  hijos,  ya  no  los  veré  mas! » 

Aunque  singular,  no  deja  de  pesar  y  mucho  esta  declaración,  por 
su  naturalidad  difícil  de  imitar,  así  como  por  el  contraste  que  pre- 
senta con  la  actitud  de  Giordano. 

Agregúese,  por  último,  la  circunstancia  de  ser  el  procesado  her- 
mano del  patrón  del  buque  en  que  tuvo  lugar  el  hecho.  Fácilmente 
se  esplican  las  deficiencias  de  las  declaraciones,  por  los  respetos 
del  inferior  al  superior,  y  por  las  relaciones  de  compafiierismo,  que 
establece  la  vida  común  en  un  pequeño  buque. 

De  lo  espuesto  deduzco  que,  lejos  de  haber  destruido  la  defensa  la 
presunción  natural  de  la  ley,  la  reunión  de  circunstancias  y  de  an- 
tecedentes de  que  he  hecho  mérito,  la  robustecen,  llegando  á  formar 
la  convicción  de  que,  aún  en  el  caso  de  que  la  agresión  hubiese 
partido  de  Languasca,  lo  que  es  dudoso,  Giordano  excedió  en  mucho 
los  límites  de  una  justa  y  lejítima  defensa. 

Adhiriéndome  á  la  apelación  interpuesta  por  el  Procurador  Fis- 
cal, cumplo  el  penoso  deber  de  pedir  la  revocación  de  la  senten- 
cia apelada,  y  en  su  lugar,  la  pena  de  6  años  de  penitenciaria,  con 
mas  los  daños  y  las  costas  del  proceso. 

Eduardo  Costa. 
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Fallo  de  la  Suprema  C<orte 


Buenos  Aires,  Febrero  7  de  1884. 

Vista  esta  causa  criminal  seguida  contra  Juan  Giordano,  mari- 
nero del  pailebot  nacional  *  Gerverllian  »,  por  muerte  dada  al  cocí- 
ñero  del  mismo,  Lázaro  Languasco. 

Resultando  que  el  patrón  del  pailebot  Don  Agustin  Giordano, 
hermano  del  procesado,  declara  en  el  sumario  instruido  por  el  Sud- 
Prefecto  de  la  Isla  de  Martin  Garcia,  que  el  dia  treinta  y  uno  de 
Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  dos,  á  las  ocho  de  la  mañana,  á 
la  altura  de  la  Isla  de  Polonia,  hallándose  Languesca  preparando  el 
cafó  para  la  tripulación,  el  marinero  Juan  Giordano  fué  á  la  cocina 
V  de  un  momento  á  otro  salió  de  allí  Languasco  dando  voces  «( me 
muero,  me  muero »,  y  cayó  en  la  cubierta,  y  que  oyó  á  Giordano  que 
decia  que  Languasco  le  había  querido  matar  y  por  esto  le  dio 
muerte;  sin  que  constase  haber  mediado  enemistad  entre  ambos. 

Que  el  timonel  Domingo  Zeno  y  el  marinero  Andrés  Amoretti  de- 
clararon que  no  habían  visto,  ni  oido  nada;  y  el  homicida  declaró, 
por  su  parte,  que  Languasco  lo  había  acometido  con  el  cuchillo  que 
exhibió  y  él  lo  mató  en  su  defensa  con  una  navaja  de  marinero,  que 
al  instante  arrojó  al  agua;  agregando  también, que  éntrelos  dos  no 
mediaba  enemistad  alguna. 

Resultando  que  en  el  sumario  levantado  por  el  juez  de  la  causa, 
si  bien  el  patrón  y  el  procesado  repiten  y  se  confirman  en  lo  decla- 
rado ante  la  Sub-Prefectura  de  Martin  Garcia,  el  timonel  Domingo 
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Zeno  ya  declara  de  otro  modo  á  foja  catorce,  diciendo,  que  mientras 
estaba  en  el  timón  con  el  patrón  haciendo  virar  de  i)ordo,  vio  salir 
de  la  cocina  casi  juntos  á  Giordano  y  Languasco,  dando  éste  gritos, 
diciendo:  «  me  ha  dado  una  puñalada  sin  decirme  nada,  y  sin  ha- 
cerle nada»;  que  al  oir  «sto  el  declarante  dejó  el  timón  y  fué  á  proa 
á  ver  al  herido,  y  lo  levantó  con  otros  llevándolo  al  camarón  donde 
duermen:  que  durante  los  veinte  ó  veinticinco  minutos  que  sobrevi- 
vió, lo  único  que  dijo  fué:  *  ay !  mis  hijos,  ya  no  los  veré  mas » ;  que 
nadie  le  preguntó,  por  la  confusión,  por  qué  habia  sido  herido.  Que 
Giordano  no  dijo  ni  una  palabra;  que  al  principio  se  estuvo  paseando 
como  loco,  por  una  media  hora,  y  después  se  calmó  como  un  mucha- 
chito; que  cuando  Giordano  salió  por  encima  de  la  troja  de  los  pos- 
tes tenia  en  la  mano  un  cuchillo  de  marinero,  y  piensa  que  lo  tiró 
al  agua  porque  nunca  se  encontró:  que  no  sabe  haya  mediado,  en- 
tre Languasco  y  Giordano,  resentimiento  alguno. 

Andrés  Amoretti  declaró  a  foja  diez  y  seis,  que  estando  en  la  proa 
vio  venir  al  cocinero  Languasco  herido  quejándose  que  se  iba  á  mo- 
rir; que  no  le  oyó  decir  nada,  fuera  de  los  quejidos;  que  después  del 
suceso  vio  á  Giordano  con  un  cuchillo  en  la  mano  diciendo  que  lo 
habían  querido  matar,  é  ignora  qué  se  hizo  el  cuchillo. 

Dona  Victoria  Giordano,  esposa  del  patrón  Don  Agustin  Giordano 
y  cuñada  del  procesado,  quien  se  hallaba  á  bordo,  declaró  á  foja 
veintiséis,  que  ella  estaba  durmiendo  por  la  mañana  cuando  fué 
despertada  por  un  barullo  de  gritos:  que  se  levantó,  y  le  dijeron 
que  eran  dos  marineros  que  se  habian  peleado,  que  ignora  el  mo- 
tivo de  la  cuestión;  y  que  los  marineros  aludidos  eran  Giordano  y 
Languasco. 

Y  considerando:  que  á  pesar  de  las  deficiencias  del  proceso  y  de 
la  oscuridad  con  que  intencionalmente  parece  haberse  querido  en- 
volver el  homicidio  de  Languasco,  sin  duda  por  la  circunstancia  de 
ser  el  patrón  hermano  del  procesado  y  las  demás  personas  de  la 
tripulación  parientes  de  éste  ó  sus  subordinados,  el  hecho  de  que  se 
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hace  cargo  á  Giordano  resulta  plenamente  comprobado,  con  pres- 
cindencía  absoluta  de  su  confesión,  pues  no  era  necesario  que  él  con- 
fesase haber  dado  muerte  á  Lanu^uasco  desde  que  no  podía  negarlo, 
porque  la  evidencia  se  impone  por  sí  misma. 

Considerando :  que  la  confesión  del  procesado  solo  puede  consi- 
derarse indivisible  cuando  ella  constituye  el  único  elemento  de 
prueba  de  la  existencia  de  un  hecho  que  sin  ella  habria  quedado 
desconocido,  pues  sería  injusto  y  contrario  á  la  razón  admitir  dicha 
confesión  como  la  espresion  de  la  verdad  en  cuanto  justificase  al 
confesante  y  no  en  lo  que  le  favoreciese. 

Que  por  el  contrario,  cuando  el  hecho  es  notorio  ó  conocido  de 
otro  modo  que  por  la  confesión  de  su  autor,  escusándose  éste  de  ha- 
berlo cometido  por  la  necesidad  de  la  propia  defensa,  entonces  la 
confesión  puede  dividirse  y  la  excepción  alegada  tiene  que  probarse^ 
de  conformidad  con  el  artículo  ciento  cincuenta  y  nueve  del  Código 
Penal,  que  establece  que:  «No  se  presume  que  el  acusado  obra  en 
estado  de  irresponsabilidad  ó  legítima  defensa,  y  es  de  su  obliga- 
ción, por  consiguiente,  establecer  con  pruebas  bastantes  la  certidum- 
bre ó  probabilidad  de  las  circunstancias  que  la  justifican.» 

Que  en  este  caso  se  encuentra  el  procesado,  el  cual  no  ha  presen- 
tado prueba  alguna  que  justifique  la  certidumbre  ó  siquiera  la  pro- 
babilidad de  las  circunstancias  que  hayan  podido  colocarlo  en  la 
precisión  de  matar  que  alega,  ni  ha  destruido  ninguno  de  los  cargos 
que  la  acusación  le  ha  hecho,  ni  desvanecido  ninguna  de  las  vehe- 
mentes presunciones  que  del  proceso  resultan  contra  la  excepción 
que  alega. 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja  se- 
senta y  se  declara  al  procesado  Juan  Giordano  culpable  de  homici- 
dio simple,  condenándosele,  en  consecuencia,  á  la  pena  de  seis  años 
de  penitenciaria  que  establece  el  artículo  ciento  noventa  y  seis  del 
Código  Penal,  con  los  daños  y  las  costas  del  proceso;  debiendo  des- 
contarse el  tiempo  de  prisión  sufrida,  con  excepción  de  los  seis  pri- 
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meros  meses  de  que  habla  el  articulo  ciento  sesenta  y  seis  del  mismo 
código.  Notifiquese  con  el  original. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  frías.  —  S.  M.  LASPIUR. 
M.  D.  PIZARRO. 


c:ausa  XIV 


/).  Felipe  Correas  contra  D.  Claudio  Maníerola,  sobre  nulidad  de  un 

convenio  y  cobro  de  pesos. 


Sumario, — T  El  convenio  por  el  cual  el  abogado  se  subroga  en 
las  responsabilidades  de  un  pleito  perdido  por  su  cliente,  obligán- 
dose á  seguirlo  de  su  cuenta  en  nombre  de  este,  y  recibiendo  por  su 
parte,  lo  que  se  sacase  de  la  prosecución  del  pleito,  la  cesión  de  de- 
rechos correspondientes  al  cliente  en  otro  juicio  y  una  suma  de  di- 
nero, no  puede  ser  atacado  de  nulidad  por  el  propio  abogado  que  lo 
celebró,  so  pretesto  de  contenerse  en  él  la  cesión  de  una  acción  li- 
tigiosa ó  un  pacto  de  cuota  litis,  máxime  después  de  haberlo  confir- 
mado y  ejecutado. 
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^  Tampoco  puede  ser  atacado  de  nulidad  por  falta  de  causa,  por 
haber  apreciado  erróneamente  que  de  un  pleito  perdido  podían  nacer 
derechos,  ó  por  ser  las  prestaciones  del  cliente,  sujetas  á  la  condi- 
ción imposible  de  ganar  el  pleito  que  fué  perdido,  porque  es  cansa 
jurídica  la  mera  esperanza  á  un  derecho  fundado  en  ía  simple  apre- 
ciación y  porque  el  convenio  no  es  condicional. 

3^  El  cliente  que,  sin  embar^^^o  de  la  obliju^acion  asumida  por  el 
abogado,  ha  desembolsado  algo  por  razón  de  los  pleitos  perdidos 
después  del  convenio,  tiene  derecho  para  pedir  el  reembolso  de  lo 
que  en  definitiva  haya  tenido  que  pagar,  con  los  intereses  legales. 


Caso. — Se  halla  referido  en  el  siguiente 


Fallo  del  «luez  l^^t^tleral 


Mendoza,  Julio  30  de  1888. 

Vistos  estos  autos  seguidos  entre  D.  Felipe  Correas,  de  una  parte, 
y  D.  Claudio  Manterola  de  la  otra,  sobre  nulidad  de  un  contrato  y 
cobro  de  pesos. 

Aparece  de  su  examen:  1^  Que  resuello  por  el  fallo  de  la  Suprema 
Corte  de  8  de  Febrero  de  18G6,  que  se  registra  en  el  Tomo  2^,  Se- 
rie 1^  pág.  492  de  la  colección  impresa  de  las  decisiones  de  aquel 
Tribunal,  el  juicio  de  daños  y  perjuicios  que  en  dicho  fallo  se  men- 


i>nJ»*nado  est»*  üh'iiio  al  iv>aroiiui»*ino  lio  aquoíKv;  d.^u^w  ,\*u  s«- 
jtH'iMiiauna  pnnia  liquíiiaoion  y  a  oieria  i^^ion  do  aoo.t^í»o>  qm^ 
del'ia  l.a«vr.M*lo  por  Bustos,  U^s  St»non^>  t\^m*as  y  MaiUon^la  arri- 
baron al  convenio  quo  en  copia  >«*  n\M>lra  á  f.  I\  tvlolirado  ou 
l''^  de  Agosto  de  l8iU;  p.irelcnaleJ  primero,  que  liaría  SfT>ido\ 
conlinualka  sirviendo  de  al»o-rado  al  sej^nndo  en  s«>  enesliones  con 
Bastos.  esMpnIa!>a  tomar  sohn*  si  las  rt\<ponsalul¡dade<  nacidas  del 
juicio  antes  ci*ado«  oh!i.\indose  a  M*-:uir  esie  de  su  cuenta  \  car.^\> 
y  depositar  en  poder  de  un  lenvro  con  el  oUjelo  de  hacer  fronte  á 
esas  n^sponsahilidades  y  irarantir,  sol»n*  li>*lo,  de  ellas  a  Manlerola, 
á  cuyo  nomhre  dehia  siempre  continuar  el  pleito,  las  cantidades  en 
dinero,  créditos  y  fondos  públicos  que  en  dicho  contratóse  enuncia; 
V  Manterola  a  su  vez  le  cedia  todos  sus  denvhos  v  acciones  conH*a 
Bustos  en  un  juicio  ejecutivo  que  por  cuerda  separada  habia  promo- 
vido á  este,  y  se  oblitraba  á  entreirarle  ademas.  ln\s  mil  pesos  en 
efectivo. 

2°  Que  ^n  ejecución  de  este  contrato  y  haciendo  uso  de  los  dere- 
chos y  acciones  que  le  habian  sido  cedidos  por  Manterola,  Conreas 
continuó  la  via  ejecutiva  iniciada  por  aquel  contra  Bustos,  siendo 
ella  resuelta  por  la  Suprema  Corte  en  Ül  de  Xo>iembre  de  18(58 
(tomo  6®,  1*  Serie,  pájr.  427  de  sus  Fallos),  declarando  pa^Nulo  (W»s- 
tinguido  por  compensación  el  crédito  4,857.(>l  pf.  <pie  servia  do 
base  á  la  ejecución  con  parte  de  lo  que  Manterola  adeudaba  á  dicho 
Bustos,  en  virtud  de  la  sentencia  citada  de  (>  de  Febrero  de  1800. 

3**  Que  asimismo  y  en  ejecución  del  propio  contrato,  ("orreas  in- 
terpuso sucesivamente  contra  el  resultado  de  la  misma  sentencia 
los  recursos  ó  acciones  que  se  relacionan  con  los  tomos  8^  T*  Se- 
rie, pág.  86,  y  í)*',  1^  Serie,  pág.  105  do  los  Fallos  de  la  Suprema 
Corte,  siendo  rechazados  por  resoluciones  do  aquel  Tribunal  de  28 
de  Setiembre  de  1809  y  de  14  do  Mayo  de  1870. 

4°  Que  veinte  y  cinco  dias  antes  solamente  de  la  primera  de  estas 
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resoluciones  y  aun  con  posterioridad  á  la  de  primera  Instancia 
que  por  ella  se  confirmó  ó  sea  en  3  de  Setiembre  de  1869,  deman- 
dante y  demandado  de  su  propia  voluntad^  ratificaron  y  confirma- 
ron el  contrato  de  1^  de  Agosto,  declarando  haber  hecho  efectivo  el 
depósito  por  él  estipulado  en  la  persona  de  D.  Gabriel  Fonres,  quien 
en  señal  de  aceptación  de  aquel,  suscribió  también  este  nuevo  con- 
trato (documento  citado  de  foja  2). 

5^  Que  en  este  estado  las  cosas  y  para  cubrir  las  responsabilida- 
des declaradas  contra  Manterola,  Correas  ó  Fornes,  por  el  año  de 
1869,  remitieron  á  aquel,  que  se  hallaba  en  Chile,  de  los  fondos  de 
dicho  depósito,  una  letra  por  valor  de  seis  mil  diez  y  ocho  pesos, 
moneda  chilena,  con  la  cual  Manterola  compró  en  aquel  país  un 
crédito  contra  Bustos  por  mayor  suma  que  envió  en  seguida  á  Cor- 
reas y  con  el  cual  este  pudo  compensar  ó  disminuir  en  cantidad  de 
$  17.000  mas  ó  menos,  la  acreencia  de  dicho  Bustos  (documento  de 
foja  10  y  siguiente). 

6**  Que  después  de  esto  y  hecha  ante  la  Suprema  Corte  la  liquida- 
ción final  de  los  créditos  recíprocos  de  Bustos  y  Manterola,  en  la 
cual  por  error  de  cuenta  se  omitió  cargar  al  primero  el  crédito  del 
último  á  que  se  refiere  la  sentencia  antes  citada  de  21  de  Noviem- 
bre de  1868,  que  no  pudo  dejar  de  acreditarse  á  Manterola,  si  se 
cargaba  á  su  débito  la  suma  igual  con  que  habia  sido  declarado 
compensado  dicho  crédito,  fué  aquel  declarado,  por  sentencia  defi- 
nitiva de  la  Suprema  Corle  de  10  de  Junio  de  1873  (tomo  4^,  2* 
Serie,  pág.  332  de  sus  Fallos),  deudor  á  Bustos  deja  suma  de 
5,930,  $  82  centavos  moneda  de  Chile  que  con  sus  intereses,  con  los 
cuales  ascendió  á  la  cantidad  de  12,517  $  30  centavos,  abonó  Man- 
terola á  su  fiador  D.  Gabriel  Fornes,  y  este  á  la  sucesión  de  aquel, 
en  28  de  Octubre  de  1873. 

T  Que  con  estos  antecedentes,  Correas  ha  ocurrido  al  presente 
solicitando  se  declare  nulo  el  contrato  citado  de  foja  1,  y  se  le  mande 
devolver  por  Manterola  la  suma  espresada  de  17,000  $  oro  Chile- 
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nos  á  que  se  refiere  el  resultando  3^  con  el  interés  del  uno  y  medio 
por  ciento  mensual  desde  el  treinta  y  uno  de  Agosto  de  18G7  hasta 
su  efectivo  pa-ro;  los  gastos  todos  con  sus  intereses  hechos  por  él 
desde  la  fecha  de  la  celebración  de  aquel  contrato,  con  ocasión  de 
los  pleitos  de  Manterola,  y  las  costas  finalmente  del  presente  juicio, 
alegando  para  ello:  primero,  que  por  ía  legislación  vijento  á  la  fecha 
de  la  celebración  del  contrato  en  cuestión,  era  prohibida  toda  ce- 
sión de  acción  litigiosa;  y  fué  nula  por  consiguiente,  la  que  se  hizo 
de  los  derechos  de  iManterola;  s^^ííwrfo,  que  ese  contrato,  que  solo 
por  una  falsa  apreciación  de  su  parle  llevó  á  cabo  pensando  erró- 
neamente que  de  la  sentencia  citada  de  8  de  Febrero  de  1806,  po- 
dían nacer  acciones  que  dieran  por  resultado  el  triunfo  del  pleito 
en  que  habia  recaido,  tuvo  por  causa  y  objeto  un  juicio  terminado 
ya  y  bajo  este  aspecto  fué  tami)ien  nulo;  tercero,  que  la  entrega  de 
los  tres  mil  pesos  y  demás  prestaciones  relacionadas  en  el  instru- 
mento del  propio  convenio,  fué  sometida  por  este  al  buen  éxito  ó 
ganancia  del  juicio  citado  de  danos  y  perjuicios,  y  que  esta  condi- 
ción como  imposible  por  referirse  á  un  hecho  del  todo  irrealiza- 
ble, por  estar  fallado  ya  el  juicio  sobre  que  recaia,  anuló  también 
el  convenio;  y  r//a/ío,  finalmente  que  la  cesión  á  su  favor  de  los 
derechos  de  Manterola  en  el  juicio  ejecutivo  contra  Bustos,  fué 
también  otro  hecho  imposible  porque  la  Suprema  Corle  declaró  pos- 
teriormente estinguido  ó  compensado  el  crédito  cedido. 

8P  Que  contestando  el  deniandado,  ha  solicitado  se  rechace  la  de- 
manda, sosteniendo  ser  insubsistentes  é  infundadas  todas  y  cada 
una  de  las  objeciones  y  estar  prescrito  además  el  derecho  del  de- 
mandante, si  alguno  tuviere,  contrademandándolo  simultáneamente 
por  el  reembolso  de  la  suma  que  fué  obligado  á  abonar  y  abonó  de 
su  parte  á  la  sucesión  de  Bustos  en  virtud  de  la  liquidación  y  reso- 
lución citadas  en  el  resultando  tí*^,  con  sus  intereses  al  uno  y  medio 
por  ciento  desde  la  fecha  del  pago. 

Y  considerando,  por  lo  que  respecta  á  la  demanda  y  sus  funda- 

T.  XVII  21 
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raen  tos:  i^  Que  la  prohibición  de  contratar  sobre  cosas  ó  acciones 
lili^^nosas  contenida  en  las  leyes  13  á  17  del  título  7°,  partida  3", 
teniendo  por  motivo  y  razón,  se;íun  se  espresa  en  ellas,  evitar  todo 
eíuíj^^io  de  parte  de  los  demandados  tendente  á  escusar  los  efectos 
de  la  demanda  por  el  traspaso  de  la  cosa  demandada  á  otras  manos 
como  toda  otra  tentativa  de  engaño  de  parte  de  los  demandantes, 
rije  y  es  aplicable  solo  en  lo  que  respecta  á  las  relaciones  de  derecho 
y  á  la  posición  de  las  partes  interesadas  en  el  juicio  en  que  se  con- 
trata, á  las  cuales  y  en  cuyo  favor  únicamente,  dichas  leyes  acuer- 
.dan  oponerla  nulidad  resultante  de  tales  actos,  dándoles  asi  respec- 
tivamente el  medio  de  obtener  restitución  de  cualquier  innovación 
fraudulenta  en  el  pleito. 

¥  Que  tal  prohibición  no  puede  por  consiguiente  sin  error,  pre- 
tenderse aplicable  al  caso,  en  que  el  cedente  deba  nominalmente 
continuar  en  los  autos,  en  que  las  personas  litigantes  y  su  responsa- 
bilidad como  las  relaciones  de  derecho  entre  ambas,  no  deban  ni 
puedan  sufrir  por  el  contrato  alteración  alguna,yen  qué  finalmente, 
la  cesión  ó  venta,  si  algún  efecto  tienen,  es  solo  en  relación  y  con 
respecto  á  terceros  completamente  estraños  á  la  causa  y  á  su  pro- 
secución. 

3*^  Que  tal  ha  sido  completamente  el  caso  en  cuestión  en  que  el 
contrato  contra  cuya  validez  arguye  el  demandante,  ha  sido  llevada 
á  cabo  y  recibido  plena  ejecución  sin  innovación  ni  oposición  alguna 
en  el  pleito  ó  pleitos  de  su  referencia,  los  cuales  han  sido  prosegui- 
dos nominalmente  por  el  cedente  y  obtenido  ejecución  en  la  persona 
del  mismo  solamente,  con  prescindencia  de  la  del  cesionario  ó  de- 
mandante. 

4^  Que  á  parte  de  esto  y  aun  admitiendo  en  hipótesis  la  nulidad 
de  tal  contrato,  ella  no  podría  en  manera  alguna  ser  opuesta  ó  ha- 
cerse valer  por  el  demandante  que  lo  llevo  á  cabo,  sabiendo  y  de- 
biendo saber  el  vicio  que  lo  anulaba,  según  la  regla  de  derecha 
ímno  ex  ddicto  sao  actionem  comequi  debet,  adoptada  y  sancionada 
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en  la  legislación  civil  vi^'^ente  (lít.  ^^De  la  Nulitlad  de  Ion  Actas  Jurí- 
dicos^ del  Códi«(o  Civil). 

5^  Que  en  el  carácter  de  una  nulidad  temporaria  y  relativa;  como 
establecida  puramente  en  protección  de  intereses  individuales,  y 
susceptible  por  lo  mismo  de  confirmación,  ella  deheria  entenderse 
además  plena  y  le^^almente  cubierta  por  los  hechos  del  propio  de- 
mandante, que,  renunciando  tácitamente  á  toda  acción  al  respecto, 
recibió  del  demandado  las  prestaciones  á  que  por  el  contrato  estaba 
obligado,  y  dio  además  de  su  parte  plena  ejecución  á  aquel  desdo 
el  momento  de  su  celebración,  cumpliéndolo  y  ejecutando  las  pres- 
taciones necesarias  por  más  de  dos  años  aun.  después  de  la  vigen- 
cia del  actual  Códii,^o  Civil  que  suprimió  la  prohibición  de  contratar 
sobre  cosas  litiiíiosas  (artículo  41  «/)^  la  Compra-venta^;  artículo  12 
o^Dela  nulidad  de  los  actos  jurídicos  t^  y  3*^  ^l)e  la  conformación  delos^ 
actos  nulos  del  Código  Civil  con  sus  coirelativos*). 

C^  Que  bajo  el  aspecto  de  un  pacto  de  quota  litis,  del  cual  sin  em- 
bargo difiere  en  rasaos  esenciales,  no  podría  tampoco  con  mas  su- 
ceso, tacharse  como  nulo  dicho  contrato,  tanto  porque  los  principios 
sentados  en  los  dos  anteriores  considerandos,  se  opondrían  siempre 
á  ello  en  relación  al  demandante  al  menos,  cuanto  porque  la  prohi- 
bición del  pacto  de  quota  litis,  contenida  en  la  ley  14,  título  6;  Par- 
tida 3*,  que  no  es  del  caso  considerar  si  debe  hoy  ó  no  entenderse 
como  subsistente,  á  la  época  del  contrato,  es  indudable  que  se  ha- 
llaba derogada  por  la  disposición  del  artículo  2^  de  la  ley  nacional 
de  20  de  Agosto  de  18G2,  que  autorizó  el  libre  ajuste  de  los  honora- 
rios de  los  abogados  sin  sujeción  á  otras  trabas  que  las  de  las  leyes 
generales  que  reglan  las  convenciones  entre  partes. 

7^  Que  es  igualmente  inadmisible  la  segunda  tacha  de  nulidad 
que  el  demandante  opone  al  contrato  en  cuestión,  fundada  en  la  cir- 
cunstancia de  que  á  la  fecha  de  la  celebración  de  aquel,  estaba  ya 
resuelto  por  la  Suprema  Corte  el  juicio  de  daños  y  perjuicios  que  le 
servia  de  objeto  y  de  que  ello  por  consiguiente  le  impidió  formarse 
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válidamente,  porque  como  claramente  resulta  de  los  antecedentes 
relacionados  en  el  resultando  primero,  el  fallo  de  la  Suprema  Corle 
lejos  de  quitar,  dio  causa  precisamente  al  contrato  y  creó  el  objeto 
de  él,  caracterizado  perfectamente  de  una  parte  por  el  traspaso  de 
las  responsabilidades  establecidas  en  ese  fallo  contra  Manterola, 
responsabilidades  que  tomó  sobre  si  el  demandante,  y  de  la  otra 
por  las  prestaciones  á  que  á  su  vez  y  en  cambio  se  obligó  á  aquel, 
consistentes  en  la  cesión  de  sus  derechos  y  acciones  en  el  juicio 
ejecutivo  iniciado  contra  Bustos,  en  la  suma  de  tres  mil  pesos  en 
efectivo  que  se  oblipró  á  entre;rar  al  demandante,  y  en  el  traspaso, 
finalmente,  se.^^un  fluye  de  los  autos,  de  todos  los  demás  derechos  y 
acciones  que  el  propio  demandante  afirma  que  por  un  error  de  su 
parte  se  supuso  que  nacian  ó  podian  nacer  contra  Bustos  del  fallo 
citado  de  la  Suprema  Corte,  derechos  ó  acciones  que  dedujo  en  se- 
guida y  fueron  respectivamente  rechazados  por  aquel  Tribunal. 

8^  Que  en  estos  términos  y  aun  cuando  se  admitiera  arbitrariamente 
que  estas  últimas  acciones,  que  no  se  hallan  sin  embargo  especifica- 
das en  el  contrato,  hayan  sido  el  único  precio  y  causa  determinante 
de  aquel,  debería  sin  embargo  reputarse  él  como  válido  y  perfecta- 
mente eficaz,  porque  no  existe  disposición  alguna  que  lo  prohiba 
bajp  este  aspecto,  y  es  regla  de  derecho,  que  puede  hacerse  lodo  lo 
que  no  se  halla  prohibido  por  un  precepto  legal,  y  porque  además, 
en  todo  caso,  debería  tenerse  como  aleatorio  en  virtud  de  recaer 
sobre  una  mera  esperanza  á  un  derecho  fundado  en  una  simple 
apreciación,  sujeta  á  un  litigio  y  espuesto  naturalmente  al  riesgo  de 
un  mal  éxito  en  el  pleito. 

9^  Qwe  es  no  menos  infundada  que  la  anterior  la  objeción  relativa 
á  que  las  prestaciones  del  demandado  quedaron  sujetas  á  una  con- 
dición imposible,  cual  era  la  de  la  ganancia  del  pleito  ya  terminado, 
objeción  que  el  demandante  funda  al  parecer,  en  la  cláusula  y  s¿  lo 
ganase  contenida  en  el  artículo  3^  del  contrato:  primero,  porque  tal 
cláusula  de  ningún  modo  puede  referirse  á  la  cuestión  ya  debatida 
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y  resuelta,  cuyo  mal  éxito  precisamente  servia  de  base  y  daba  causa 
y  materia  á  aquel,  sino  solo  á  las  í^estiones  que  debía  el  demandante 
continuar  y  á  las  acciones  ó  juicios  que  se  proponia  deducir  ó  ini- 
ciar para  enervar  los  efectos  de  la  condena  contra  Manterola  y  que 
continuó  y  dedujo  en  realidad  lue:jro;  y  s^^í/m/o,  porque  del  contesto 
del  documento  todo,  fluye  que  la  dicha  cláusula  tuvo  solo  por  objeto 
declararlo  que  estaba  on  la  intención  y  mente  de  las  partes  estable- 
cer, á  saber,  que  todo  lo  que  en  caso  de  buen  éxito  de  aquellos  plei- 
tos ó  gestiones  se  obtuviese,  y  tres  mil  pesos  mas,  seria  de  la  pro- 
piedad de  Correas,  en  contraposición  y  como  para  completar  k  la 
vez  el  sentido  de  la  cláusula  anterior  que  declaraba  de  su  esclusivo 
car',^0  y  cuenta  todas  las  responsabilidades  que  en  caso  de  un  mal 
éxito  pudieran  tocar  á  Manterola,  resultando  asi  estraíia  á  todo 
esto,  la  idea  de  una  condición  que  no  pudo  tampoco  tener  cabida  en 
las  circunstancias  del  caso,  en  que  no  se  hacia  sino  un  traspaso  liso 
y  llano  del  activo,  y  tres  mil  pesos  mas  por  el  pasivo,  ó  sea  de  los 
derechos  por  las  obliu:aciones  del  citado  Manterola. 

10  Que  esta  conclusión  está  corroborada  entre  otras  circunstan- 
cias de  los  autos,  por  las  afirmativas  del  demandado  contenidas  en 
la  declaración  que  en  copia  corre  á  foja  12,  producida  en  apoyo  de 
su  derecho  por  el  propio  demandante  y  pertinente  á  una  causa  an- 
terior á  la  presente;  y  resulta  ademas  del  conjunto  y  comparación 
de  las  diversas  piezas  á  que  se  refiere  la  sentencia  de  foja  3,  como 
del  desprendimiento  y  abandono  efectivo  que  hizo  desde  luego  el 
demandado  á  favor  del  demandante  de  todos  sus  derechos  contra 
Bustos. 

M.  Que  es  igualmente  inadmisible  y  contraproducente  la  obje- 
ción última  del  demandante  relativa  á  la  inexistencia  del  crédito 
contra  Bustos,  relacionada  en  el  resultando  1*^,  fundada  en  que  di- 
cho crédito  fué  posteriormente  declarado  extinguido  por  compensa- 
ción por  el  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  21  de  Noviembre  de  1868, 
porque  precisamente  esa  declaración  de  la  Suprema  Corté,  demues^ 
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tra  que  aquel  crédito  existia  real  y  positivamente  y  que  el  deman- 
dante debió  aprovechar  de  él  por  el  descargo  consiguiente  en  las 
cuentas  con  Bustos,  que  habia  tomado  sobre  si. 

l±  Finalmente,  que  todas  estas  consideraciones  se  hallan  robus- 
tecidas por  la  confirmación  y  ratificación  del  contrato  llevado  á  cabo 
por  el  demandante,  mas  de  tres  anos  después  de  la  fecha  de  su  ce- 
lebración, como  por  la  excepción  de  la  prescripción  opuesta  por  el 
demandado,  bastante  á  destruir  todo  reclamo  por  causa  de  error  en 
el  contrato  en  cuestión. 

Por  tanto,  definitivamente  juzgando,  declaro  no  haber  lugar  á  la 
acción  deducida. 

Y  considerando  por  loque  respecta  á  la  reconvención: 

i®  Que  pronunciada  la  validez  del  contrato  á  foja  i*  y  constando 
ademas,  según  se  ha  sentado  en  el  resultando  6^,  queManterola  en 
ejecución  de  la  sentencia  de  la  Suprema  Corte  de  10  de  Junio  de 
1873,  abonó  por  intermedio  de  su  fiador  á  la  sucesión  de  Bustos,  la 
suma  de  doce  mil  quinientos  cuarenta  y  siete  pesos  treinta  centa- 
vos moneda  de  Chile,  de  qíie  resultó  deudor  por  aquella  sentencia, 
debe  reputarse  sin  lugar  á  dudas,  que  Correas  está  obligado  á  in- 
demnizar ese  desembolso  en  cuanto  por  él  haya  sido  aquel  gra- 
vado. 

2^  Que  la  circunstancia  del  error  cometido  en  la  liquidación, 
que  dio  por  resultado  este  crédito,  no  exonera  ni  puede  exonerar  á 
aquel  de  su  responsabilidad,  porque  si  hubo  error  en  el  pago  ó  pudo 
evitarse  este  por  una  acción  ó  recurso  contra  la  sentencia  que  lo 
hizo  obligatorio,  debe  él  serle  imputable,  desde  que  teniendo  la 
dirección  y  responsabilidad  de  los  juicios  hasta  el  momento  en  que 
se  verificó  judicialmente  aquel,  pudo  y  debió  para  evitarlo,  oponer 
dicha  acción  ó  recurso,  y  no  lo  hizo  sin  embargo,  como  no  lo  ha  he- 
cho hasta  el  presente. 

3^  Que  esta  consideración,  corroborada  por  la  ninguna  oposición 
deducida  respecto  a  la  reconvención  por  el  contrademandado  con- 
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tra  el  derecho  del  demandante,  lo  está  también  por  los  motivos  de 
la  sentencia  definitiva  que  se  registra  á  foja  40  del  tomo  13  de  los 
Fallos  de  la  Suprema  Corte,  pronunciada  en  el  espediente  N°  1030 
mandado  traer  á  la  vista,  seguido  entre  el  propio  demandante,  y  D. 
Gabriel  Fornes,  por  devolución  de  los  fondos  del  depósito  hecho  en 
su  persona, que  en  lo  pertinente  son  como  sigue: 

<  7°  Que  la  afirmación  del  demandante  en  su  alegato  de  bien  pro- 
j»  bado  de  que  el  pago  hecho  por  Forne.s  fué  indebido,  por  cuanto  los 
p  autos  del  juicio  de  Monterola  con  Bustos  denotaban  la  existencia 
»  de  su  crédito  á  favor  del  primero  de$  4857,  que  opuesto  al  último 
»  habria  servido  á  extinguir  la  deuda  que  la  sentencia  final  declaró 
»  sobre  aquel  y  de  que  él  (el  demandante),  oportunamente  se  lo  hizo 

>  asi  notar  á  Fornes,  no  puede  desvirtuar  los  efectos  del  desembolso 
»  hecho  por  éste,  contra  el  cual  según  resulta  de  los  espedientes  trai- 
»  dos  á  la  vista,  juntamente  que  contra  Manterola  pendia  una  eje- 
*  cucion  de  Bustos:  T  porque  cierta  ó  no  la  existencia  del  crédito  á 
»  Correas  se  refiere,  la  sentencia  que  puso  fin  á  aquel  juicio  declaró 
»  en  definitiva  obligado  á  Manterola  hacia  Bustos,  fijando  el  saldo 
K  deudor  en  una  cantidad  correspondiente  á  la  abonada  por  Fornes, 
ü  no  obstante  el  reclamo  que  se  hizo  por  razón  de  aquel  crédito  y 
»  porque  si  algún  recurso  ó  alguna  acción  en  derecho  procedian 
»  aun  contra  el  resultado  de  dicha  sentencia,  fué  Correas  que  tenia 
» la  dirección  moral  y  material  de  los  pleitos,  obrando  en  ellos  como 
»  dueño  y  apoderado  al  mismo  tiempo  de  Manterola,  en  virtud  del 
»  contrato  de  1^  de  Agosto,  quien  estaba  obligado  y  debió  hacerlo 
»  valer  y  no  lo  hizo  sin  embargo,  como  no  lo  ha  hecho  hasta  la  fe- 
»  cha,  asintiendo  por  el  contrario  llanamente  con  su  silencio  á  aque- 
» lia  sentencia,  cuya  eficacia  ha  venido  solo  cinco  años  después  por 

>  la  acción  directa  de  Manterola,  á  ser  puesta  en  duda  ante  los  Tri- 

j»  bu  nales y  2°  porque  la  advertencia  que  espresa  Gorjea 

»  hizo  á  Fornes  antes  del  pago,  es  inverosímil  dado  el  hecho  que  se 
»  acaba  de  relatar  y  no  ha  sido  ademas  probada  en  manera  alguna 
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»  por  aquel,  quien  ni  siquiera  hizo  mención  de  ella,  como  tampoco 
»  de  la  improcedencia  del  pago  en  su  escrito  de  demanda,  donde 
j»  por  el  contrario  expresa  lisa  y  llanamente,  que  Manterola  fué  con- 
»  denado  en  sus  pleitos  con  Bustos ». 

4^  Que  en  cuanto  á  los  intereses  de  aquel  adelanto,  ya  se  consi- 
dere este  como  el  resultado  de  una  gestión  oficiosa,  ya  como  el  de 
un  mandato,  que  es  el  carcícter  que  más  le  cuadra  en  las  circuns- 
tancias del  caso,  en  que  aparece  haber  obrado  Manterola  como  un 
procurador  ¿m  rem  suam,  puede  afirmarse  que  ellos  le  son  debidos 
desde  la  fecha  del  pa^^o,  con  arrearlo  á  los  artículos  H  ^Üe  la  gestión 
de  negociosy^  y  82  <il)el  mandato*  del  Código  Civil. 

5'  Que  su  tasa  no  puede  determinarse  sin  embargo  por  la  de  los 
abonados  á  Bustos,  pues  en  virtud  de  los  principios  do  la  subroga- 
ción legal  verificada  en  el  caso,  Manterola  no  puede  demandar  sino 
lo  que  realmente  desembolsó  para  la  liberación  del  deudor,  ó  sea  lo 
que  él  pagó  y  los  intereses  ó  renta  que  habría  podido  obtener  con 
el  capital  adelantado. 

fi^  Que  sentadas  las  precedentes  generales  consideraciones  y  es- 
tablecido asi  en  principio  el  derecho  do  Manterola  en  cuanto  al  ca- 
pital é  intereses  materia  de  reconvención,  resta  observar  que  aun- 
que el  contrademandado  nada  haya  opuesto  contra  el  alcance  de 
aquel  crédito  partiendo  de  la  base  de  la  nulidad  del  contrato,  consta 
sin  embargo  del  espediente  N"  1050,  traído  á  la  vista,  y  de  la  propia 
exposición  del  contrademandante  en  la  declaración  de  foja  12,  co- 
rroborada por  la  de  D.  Gabriel  Fornes  ;i  foja  27  de  aquel  espe- 
diente, que  después  de  sacados  los  seis  mil  diez  y  ocho  pesos  con  que 
se  compró  ú  obtuvo  la  acreencia  contra  Bustos,  á  que  se  refiere  el 
resultando  5",  quedó  aun  en  poder  del  depositario,  de  las  cantida- 
des entregadas  por  Correas,  la  suma  de  tres  mil  pesos  en  un  docu- 
mento de  crédito  que  aquel  cobró  y  cuyo  valor,  fluye  de  las  afir- 
maciones de  Manterola,  descontó  éste  en  su  abono  ó  arreglo  de 
cuentas  á  Fornes. 
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7^  Que  esta  circunstancia  de  que  el  Juzgado  no  puede  prescindir 
porque  se  refiere  á  la  existencia  misma  del  crédito  en  su  origen,  re- 
vela que  debe  reputarse  este  improbado  en  mayor  suma  que  la  que 
resulte  de  la  liquidación  de  aquel  valor,  y  el  abonado  por  el  contra- 
demandante, é  impide  decretar  lisa  y  llanamente  su  pago  en  todo  el 
alcance  porque  se  demanda. 

8*^  Que  del  espediente  N°  972,  traído  como  el  anterior  á  la  vista  en 
virtud  de  las  referencias  de  los  autos,  resulta  igualmente  que  Man  te- 
rola  para  cubrirse  del  crédido  en  cuestión  de  que  se  hallaba  inso- 
luto,  dedujo  directamente  demanda  por  el  año  de  1877  contra  la 
sucesión  de  Bustos  por  el  valor  de  la  suma  que  se  ha  espresado  en 
el  resultando  G^  quedó  por  un  error  de  cuenta  sin  acreditársela  en 
sus  cuentas  con  Bustos  y  que  en  virtud  de  sentencia  recaída  en  tal 
demanda,  ha  sido  recientemente  cubierto  de  aquel  valor,  recibiendo 
por  chancelación,  la  suma  de  catorce  mil  pesos  fuertes. 

Por  tanto:  y  dejando  á  salvo  al  contrademandado  las  acciones 
que  puedan  por  la  ley  nacer  en  su  favor  de  este  último  hecho  que  no 
ha  sido  discutido  ni  ventilado  enformaalguna,  definitivamente  juz- 
gando respecto  á  la  reconvención  declaro:  que  el  espresado  I).  Fe- 
lipe Correas  está  obligado  á  abonar  al  contrademandante  Sr.  Man- 
terola,  la  suma  de  doce  mil  quinientos  cuarenta  y  siete  pesos  30 
centavos  moneda  de  Chile,  ó  su  equivalente  en  moneda  nacional, 
con  el  interés  simple  que  cobra  el  Banco  Nacional  en  esta  ciudad, 
por  adelantos  en  cuenta  corriente,  á  contar  desde  la  fecha  del  pago 
á  la  sucesión  de  Bustos,  previa  liquidación  y  deducción  de  la  canti- 
dad á  que  se  refiere  el  considerando  T  de  esta  segunda  parte  de 
esta  sentencia. 

En  cuanto  á  la  petición  de  embargo  reproducida  á  foja. . .  por  lo 
que  resulta  de  esta  sentencia:  no  ha  lugar.  Notifiquese  con  el  ori- 
ginal y  repóngase  el  papel. 

C.  de  la  Torre. 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Febrero  9  de  1884. 


Vistos:  Por  sus  fundamentos  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja 
noventa  y  seis.  Repónganse  los  sellos  y  devuélvanse. 


J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. — 

ULADISLAO  FRÍAS. S.  M.  LASPIUR. 

M.  D.  PIZARRO. 
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CAUSA  XV 


Contienda  de  competencia  entre  el  Jaez  de  /*  Instancia  del  Departa- 
mento del  Norte  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  y  el  de  /*  Itis- 
tanda  de  la  Ciudad  del  Rosario,  para  entender  en  el  juicio  de 
sucesión  del  Coronel  ]).  Polonio  Goitia, 


Sumario,  —  Cuando  una  persona  tiene  establecida  su  familia  y 
unos  ne^^ocios  en  un  lu;^ar,  y  otros  negocios  en  otro,  y  muere  en  el 
primer  punto,  el  Juez  competente  para  conocer  de  la  sucesión,  es  el 
de  este  último  punto. 


Caso,  —  El  7  de  Enero  de  1882  murió  en  San  Nicolás,  donde  te 
nia  casa  amueblada,  familia  y  negocios,  el  Coronel  D.  Polonio  Goitia. 

Se  inició  su  testamentaría  el  12  de  Marzo  de  1882  ante  el  Juez  de 
1*  Instancia  de  San  Nicolás,  y  como  el  finado  tuviera  varias  propie- 
dades en  el  Departamento  del  Rosario  de  Santa  Fé,  á  pedido  délos 
interesados  el  Juez  de  la  testamentaria  libró  exhorto  al  del  Rosario 
para  que  mandara  inventariar  y  tasar  aquellas. 

Con  tal  motivo,  sosteniendo  el  agente  fiscal  del  Departamento  del 
Rosario,  que  Goitia  había  fallecido  en  esta  última  ciudad,  y  había 
sido  siempre  vecino  de  dicho  Departamento  donde  había  ejercido  el 
cargo  de  comandante,  el  Juez  exhortado  se  declaró  competente 
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para  conocer  en  la  sucesión,  y  pidió  se  le  remilieran  los  anteceden- 
tes relativos  á  ella. 


Al'TO   DEL  JUEZ  DE  1"^  INSTANCIA    DEL  DEPARTAMENTO  DEL  NORTE    DE 

LA  PROVINCIA  DE  BUENOS  AIRES. 


San  Nicolás,  Abril  12  de  IShS. 

Autos  y  vistos:  Considerando  P  One  el  fundamento  invocado  por 
el  Agente  Fiscal  de  la  Ciudad  del  Rosario  y  reproducido  por  el  Señor 
Juez  de  lo  Civil  de  la  misma,  para  aconsejar  el  uno  y  ordenar  el  otro, 
que  no  se  dé  cumplimiento  al  exhorto  de  este  Juzuado,  es  inexacto, 
pues  está  probado  que  el  causante  de  esta  sucesión,  1).  Polonio 
Goitia,  murió  en  esta  Ciudad,  prueha  que  resulta  de  la  partida  de 
defunción  de  foja  II  y  de  la  esposicion  jurada  del  Dr.  Sola,  médico 
que  asistió  á  aquel  en  su  última  enfermedad,  desde  el  23  de  Di- 
ciembre de  1881  hasta  el  8  de  Enero  si;.Miiente,  en  que  falleció. 

2^  Que  debe  presumirse,  por  consiguiente  que  dicho  Goitia  tuvo 
su  domicilio  en  esta  Provincia,  y  nó  en  la  de  Santa  Fé,  mientras  no 
se  pruebe  lo  contrario. 

3*^  Que  tampoco  es  exacto  que  todos  los  bienes  del  causante  estén 
situados  en  aquella  Provincia,  como  parece  afirmarlo  el  Juez  refe- 
rido, sin  otro  fundamento  que  el  de  encontrarse  allí  los  bienes  cuyo 
inventario  y  tasación  pidió  este  Juzgado  al  del  Rosario,  pues  consta 
de  la  manifestación  de  bienes  hecha  por  los  herederos  á  foja  27, 
que  una  porción  mayor  tiene  su  situación  en  esta  ciudad,  lo  que 
concurre  igualmente  á  demostrar,  el  último  domicilio  del  causante. 

í^  üue  el  artículo  6,  Tít.  k  De  las  sucesiones »,  Código  Civil,  esta- 
blece que  la  jurisdicción  sobre  la  sucesión  corresponde  el  Juez  del 
último  domicilio  del  difunto. 
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Por  estos  fundamt^atos,  y  los  conconlaiues  de  los  esorilos  de  fo- 
jas 72  y  83,  el  Juzírado  resuelve  declararse  coinpeleiUe  para  el  oo- 
aocimieiUo  de  esle  juicio.  En  consecuencia,  requiérase  al  Sr,  Juez  de 
lo  Civil  de  la  Ciudad  del  Rosario  por  el  corres|Huidiente  oficio  en 
que  se  trascribirá  este  auto,  los  dos  escritos  referidos,  la  manifesta- 
ción de  bienes  citada,  la  partida  de  defunción  de  foja  II,  el  certifi- 
cado de  foja  70  y  su  ratificación  de  foja  71  vuelta,  la  vista  Fiscal  de 
foja  tM),  á  fin  de  (|ue  se  sirva  dar  cumplimiento  á  lo  ¡nnlído  en  el 
exhorto  de  foja  4o,  que  se  remitirá  con  lasdiliirenciasproveidaspor 
dicho  Señor  Juez  v  su  nota  de  remisión:  v  en  caso  de  insistir  en 
sostener  su  jurisdicción  pídasele  iirualmente,  se  sirva  elevar  los  an- 
tecedentes en  que  se  funde  á  la  Corte  Finieral  para  la  resolución  de 
la  contienda,  sirviéndose  avisar  al  infrascrito  para  hacer  lo  mismo 
por  su  parte. 

F.  M.  Igarzabal. 

Ante  mi:  /.  F.  fíernardo. 


Recibido  el  exhorto,  después  de  levantada  una  información  de 
teslijros,  para  acreditar  que  I).  Polonio  Coitia  ha!)ia  sido  sieniprt* 
vecino  del  distrito  Arroyo  del  Medio  (ahajo),  donde  tenia  su  casa  y 
negocio  de  estancia,  y  pidiendo  al  agente  fiscal  que  se  devolviera  el 
exhorto  con  lo  actuado,  y  se  declarara  la  apertura  de  la  sucesión  de 
Goitia,  se  dictó  el 


AUTO  DEL  JTEZ  DE  1*  INSTANCIA  DEL  DEPARTAMENTO  DEL  ROSARIO 


Rosario,  Mavo  lo  dt»  18SS. 

Hágase  como  lo  dice  el  Señor  Agente  Fiscal,  devolviéndose  el 
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exhorto  con  testimonio  de  las  diligencias  practicadas;  en  cuanto  á 
la  apertura  del  juicio  sucesorio,  pídase  por  separado  y  se  proveerá. 

Díaz. 
Ante  mi :  Ártemio  Sánchez. 

Secrotario. 


El  Juez  de  San  Nicolás  devolvió  á  su  vez  el  exhorto,  observando 
que  lo  que  correspondía  era  elevar  los  autos  á  la  Suprema  Corte,  y 
asi  se  hizo. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  >íoviembre  17  de  1S83. 

Suprema  Corte: 

La  dificultad  consiste  en  este  caso,  en  determinar  cuál  era  el  do- 
micilio del  Coronel  Goitia  á  su  fallecimiento. 

Que  era  61  vecino  de  la  Provincia  de  Santa  Fé;  que  tenia  en  ella 
su  negocio  principal,  consta  de  estos  autos,  y  es  de  pública  notorie- 
dad, por  los  mismos  puestos  públicos  que  desempeñó  por  mucho 
tiempo  en  el  Departamento  del  Rosario. 

Pero,  consta  también  que,  al  tiempo  de  fallecer,  residía  en  la  Ciu- 
dad de  San  Nicolás;  que  tenia  allí  su  casa  propia,  donde,  por  lo 
menos,  pasaba  algunas  temporadas  con  su  familia,  y  donde  en  de- 
finitiva falleció.  Consta  también  que  tenia  en  la  misma  Ciudad  de 
San  Nicolás,  otras  propiedades  y  negocios  relativamente  impor- 
tantes, tanto  ó  mas,  que  el  Establecimiento  de  campo  en  el  Depar- 
tamento del  Rosario. 

¿Cuál  era  entonces  el  domicilio  real  al  tiempo  de  fallecer? 
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La  suposición  mas  racional  es  que  la  hahitacron  era  alternaliva; 
parte  del  año  pasaba  el  finado  Coronel  en  su  establecimiento  de 
campo,  y  parte  en  San  Nicolás,  en  su  casa  propia  y  amueblada,  lo 
que  quita  á  la  residencia  el  carácter  de  accidental. 

En  este  caso,  el  artículo  6^,  del  titulo  G^,  sec.  1*,  lib.  1^  del  Có- 
di¿ro  Civil,  decidiría  la  cuestión.  « Si  una  persona,  dice,  tiene  estable- 
cida su  familia  en  un  lu<(ar  y  sus  negocios  en  otro,  el  primero  es  el 
lugar  de  su  domicilio. » 

Esta  disposición  me  decide  por  el  Juzgado  de  San  Nicolás;  muy 
especialmente,  cuando  concurren  además  en  su  favor,  las  circuns- 
tancias de  tener  allí  también  el  finado  Coronel,  negocios  de  impor- 
tancia, de  estar  allí  domiciliados  los  interesados  en  la  sucesión:  y 
por  último,  de  haber  presidido  la  apertura  del  juicio  testamentario, 
con  el  asentimiento  de  todos,  el  mismo  Juzírado  de  San  Nicolás. 

Pido,  en  consecuencia,  á  V.  E.  se  sirva  confirmar  á  dicho  Juzgado 
en  su  jurisdicción,  para  que  continúe  sus  procedimientos,  ya  adelan- 
tados, hasta  la  mas  pronta  liquidación  de  la  sucesión,  tan  demorada 
por  estos  incidentes. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  Clorte 


Buenos  Aires,  Febrero  9  de  1884. 

Vistos:  de  conformidad  con  lo  expuesto  y  pedido  por  el  Sefior  Pro- 
curador General  en  su  precedente  vista,  y  adoptándose  los  funda- 
mentos del  Juez  de  Primera  Instancia  de  San  Nicolás  de  los  Arroyos, 
en  su  auto  de  foja  noventa  y  seis,  se  declara  que  dicho  Juez  es  el 
competente  para  conocer  de  esta  causa.  Remítasele  en  consecuen- 
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cía  estos  autos  y  dése  aviso  de  esta  resolución  al  Juez  de  Primera 
Instancia  del  Rosario.  Repónganse  los  sellos. 

■ 

J.  B.  GOROSTIAGA  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
ULADISLAO  FRÍAS. — S.  M.  LASPIÜR. 
—  M.  D.  PIZARRO. 


í:ac;sa  xvi 


Los  marineros  de  la  barca  « Rosa  Genova »  contra  el  capitán  I),  An- 
tonio Galate.,  por  rescisión  de  contrato;  sobre  inhibición  de  viaje. 


Sumario,  —  La  inhibición  de  viaje  de  un  buque,  pedida  por  los 
marineros  en  cuestión  con  el  Capitán,  sobre  rescisión  de  contrato 
y  competencia  del  Juzgado  Federal  para  conocer  en  ella,  es  una  de- 
pendencia de  dicha  cuestión,  y  corresponde  al  Juez  Federal  resol- 
verla. 


Caso,  —  En  la  causa  que  los  marineros  de  la  barca  «Rosa 
Genova  y  promovieron  contra  el  capitán,  sobre  rescisión  del 
contrato   de    locación    de    servicios  celebrado  en   Marsella,   se 
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pidió  y  obtuvo  inhibición  de  viaje  de  la  mencionada  barca  hasta 
tanto  el  capitán  no  constituyera  procurador. 

El  capitán  constituyó  procurador  y  pidió  se  levantara  la  inhi- 
bición. 

El  Juez  asi  lo  ordenó. 

Los  marineros  pidieron  revocatoria  y  apelaron  in  mb$idium. 


Fallo  del  «fnez  Federal 


Buenos  Aires,  Junio  18  de  1888. 

Habiendo  desaparecido  la  causa  por  la  cual  se  decretó  la  inhibi- 
ción de  salida  del  buque  y  su  capitán  con  el  apoderado  presentado 
y  admitido  en  juicio,  y  atento  lo  dispuesto  en  el  articulo  1031  del 
Código  de  Ck>mercío,  no  ha  lugar  á  ninguno  de  los  recursos  que  se 

deducen. 

Tedin. 

Los  marineros  ocurrieron  en  queja  á  la  Suprema  Corte. 


Falto  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Febrero  12  de  1884. 

Siendo  el  recurso  de  apelación  directo  á  que  se  refiere  este  es- 
crito, una  dependencia  de  la  cuestión  sobre  competencia  resuelta 
por  esta  Suprema  Corte,  no  ha  lugar  á  lo  solicitado,  y  ocurra  ante 

el  Juez  de  Sección. 

j.  B.  gorostiaga:  —  j.  Domínguez. 

—  ULADISLAO  frías.  — S.  M.  LAS- 
PIL'R. 


T.  JLVII  15 
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CAUSA   XVH 


D,  Pedro  Risso  por  la  empresa  de  las  mensagerias  fluviales,  contra 

D.  José  Folgmras;  sobre  cobro  de  pesos. 


Sumario,— i^  La  concesión  hecha  por  la  sanción  legislativa  de 
19  de  Setiembre  de  1878  á  los  propietarios  del  vapor  «Porteña» 
con  motivo  de  su  apresamiento  y  pérdida  durante  la  rebelión  de 
López  Jordán  en  Entre-Rios,  fué  un  acto  de  gracia,  y  no  pago  de 
una  deuda. 

2*^  Actos  como  el  citado,  no  tienen  otra  ostensión  que  la  que  de- 
riva de  sus  términos;  y,  espresando  la  concesión,  que  es  á  favor  de 
los  propietarios  del  «Porteñaj»,  no  pueden  estos  ser  obligados  á  dar 
participación  en  ella,  á  otros,  por  razones  de  auxilio  ó  servicios 
que  estos  hayan  prestado  al  citado  vapor. 


Caso, — D.  Pedro  Risso  espuso  que  en  Octubre  de  1873,  D.  Esteban 
Risso  pidió  á  la  Agencia  de  las  Mensagerias  Fluviales  el  vapor 
«Silex»  para  ir  en  busca  del  vapor  «Portefía»  que  se  sospechaba 
haber  caido  en  poder  de  los  revolucionarios  de  Entre-Rios; 

Que  cedido  el  «Silex*,  á  las  pocas  horas  avistó  al  «Porteña»  cu- 
yos tripulantes  buscaban  varias  lanchas  cargadas  con  armas; 
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Que  el  «Porteña»  huyó  perseguido  por  el  «Sílex»,  y  pudieron  asi 
caer  en  manos  del  Gobierno  los  elementos  de  guerra  existentes  en 
las  lanchas; 

Que  por  esto  los  propietarios  del  «Porteña»  obtuvieron  del  Con- 
greso una  remuneración  de  25,000  pesos  en  billetes  de  tesorería; 

Y  que  habiendo  sido  el  vapor  «Silex»  el  que  prestó  realmente 
el  servicio,  cuya  remuneración  habian  obtenido  los  propietarios 
del  «Porteña»,  era  justo  que  se  le  diese  á  aquel  parte  de  dicha  re- 
muneración. 

Apreciando  esta  parte  en  4000  fuertes,  demandó  á  D.  José  Fol- 
gueras  para  que  fuese  condenado  á  pagársela  de  la  parte  que  á  él 
le  correspondía. 


Fallo  del  «f  uez  Federal 


Buenos  Aires,  Setiembre  20  de  1883. 

Y  vistos,  estos  autos  iniciados  por  demanda  de  D.  Pedro  Risso, 
en  representación  de  la  empresa  «Mensagerías  Fluviales»,  contra 
D.  José  Folgueras,  reclamando  participación  proporcional  á  la  im- 
portancia de  los  servicios  prestados,  en  el  importe  de  la  cantidad 
acordada,  á  los  propietarios  del  vapor  «Porteña»  D.  Estevan 
D.  Risso  y  D.  José  Folgueras,  por  sanción  legislativa  de  Setieml)re  19 
de  1878,  en  compensación  de  los  servicios  prestados  con  motivo  del 
apresamiento  y  subsiguiente  pérdida  del  espresado  vapor,  durante 
la  rebelión  de  López  Jordán. 

Y  considerando: 

1°  Que  de  los  antecedentes  que  contiene  el  folleto  impreso,  que 
se  ha  acompañado  á  los  autos,  resulta  que  los  Señores  Estevan 
D.  Risso  y  Folgueras  elevaron  una  solicitud  al  Soberano  Congreso, 
en  la  que,  sin  invocar  derechos  perfectos  á  ser  indemnizados,  por 
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las  pérdidas  que  habian  sufrido,  como  propietarios  del  vapor  «Por- 
teila»  con  su  apresamiento  por  los  agentes  de  la  rebelión  de  Entre 
Ríos  y  subsiguiente  pérdida,  se  acojian  á  la  benevolencia  del  Go- 
bierno Argentino,  presentando  como  títulos  para  obtenerla,  las 
pérdidas  sufridas,  las  ventajas  obtenidas  por  la'Nacionen  la  facili- 
tación de  los  medios  de  suprimir  la  rebelión,  por  las  noticias  opor- 
tunas que  ie  trasmitieron  al  Gobierno  en  aquella  ocasión  los  peti- 
cionantes, y  por  la  toma  de  las  armas  destinadas  á  la  rebelión, 
añadiendo  consideraciones  de  buena  política  que  se  alegaron 
para  fomentar  la  competencia  en  ios  ríos,  de  la  bandera  de  la 
Nación. 

2^  Que  la  concesión  del  Congreso,  ya  sea  que  se  tome  en  cuenta 
los  precedentes  que  la  motivaron,  la  discusión  que  provocó  en  su 
seno,  6  los  términos  mismos  en  que  fué  concedida,  manifiesta  clara- 
mente que  ella  no  importa  el  pago  de  una  deuda  de  la  Nación,  sino 
un  acto  de  gracia  en  favor  de  los  solicitantes,  en  el  que  ni  aun  se 
tomó  en  cuenta  el  quantum  de  las  pérdidas  sufridas  ni  el  de  las 
ventajas  obtenidas  por  la  Nación,  lo  que  se  desprende  del  hecho  de 
haberse  fijado  en  la  cantidad  de  veinte  y  cinco  mil  pesos  en  billetes 
de  Tesorería,  la  indemnización  que  la  solicitud  hacía  subir  á  cua- 
renta mil  pesos  fuertes,  sin  que  esta  fijación  hubiese  sido  precedida 
de  ningún  acto  pericial. 

3^  Que  en  la  solicitud  ya  referida  se  menciona,  con  especialidad 
y  en  los  mismos  términos  alegados  por  la  demanda,  los  servicios 
prestados  con  ocasión  de  la  captura  del  «Porteñai  por  el  vapor 
«Sílex»  sin  que  el  Congreso  haya  tomado  en  cuenta,  ni  acordado 
indemnización  á  sus  propietarios,  como  pudo  hacerlo  si  hubiera 
querido  estender  á  ellos  el  beneficio  acordado  espresa  é  individual- 
mente á  los  propietarios  del  «Porteña»,  Señores  Estovan  D.  Risso  y 
Folgueras. 

4^  Que  los  actos  de  esta  clase  no  tienen  otra  ostensión  que  la 
que  deriva  de  sus  mismos  términos,  ni  puede  aplicarse  á  otros  ob- 
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jetos  que  los  mencionados  en  el  acto  mismo  como  se  espresa  Blacks- 
tone  al  tratar  de  las  concesiones  reales,  las  que  se  distinguen  de 
las  de  los  particulares  en  que  «una  concesión  del  Rey  no  es  válida 
sino  por  lo  que  está  precisamente  consignado  en  ella;»  y  en  el  caso 
8u6  yii(¿i6*^  lo  único  espresado  en  la  concesión  son  los  propietarios 
del  vapor  «Portena»  y  no  la  empresa  «Mensagerias  Fluviales»  pro- 
pietaria del  «Silex». 

5^  Que  la  acción  dedncida  por  la  demanda,  tal  cual  se  desprende 
de  sus  esposiciones  de  foja  8  y  foja  68  y  de  los  hechos  comprobados 
por  los  antecedentes  referidos  y  por  la  conformidad  de  las  partes, 
no  presentan  analogía  ni  encuentran  fundamento  en  las  disposicio- 
nes del  Código  de  Comercio,  relativas  al  comercio  marítimo,  como 
parece  que  lo  insinúa  aunque  vagamente  al  deducir  como  funda- 
mento de  su  petición  el  flete  no  pagado  aun  del  Vapor  « Silex »  sobre 
lo  qne  ha  versado  principalmente  la  contestación  de  foja  175,  por 
cuanto  la  suma  acordada  por  el  Congreso,  no  derivando  de  ningún 
servicio  á  pagarse,  prestado  por  el  «Portena»,  no  importa  ni  aun 
para  sus  propietarios  un  acto  de  comercio  ni  tiene  relación  con  el 
buque  en  cuestión. 

6^  Que  una  acción  por  fletes  no  autorizaría  en  ningún  caso  una 
participación  proporcional  á  la  oportunidad  é  importancia  del  Sf?r- 
vicio  prestado  con  relación  á  los  beneficios  obtenidos,  como  lo  pre- 
tende la  empresa  demandante,  artículos  1184  y  1186  del  Código  de 
Comercio,  y 

T  Que  aun  considerando  como  un  caso  de  salvamento  ó  asisten- 
cia prestado  por  el  «Silex»  al  «Porteila»  no  podría  entrarse  á  apre- 
ciar la  importancia  ó  riesgo  de  la  operación  para  fijar  los  salarios 
correspondientes,  pues  en  este  caso  resulta  comprobado,  que  no 
solamente  no  contribuyeron  los  auxilios  del  «Silex»  á  salvar  á  el 
«Portena»,  sino  que  este  último  continuó  á  pesar  de  ellos  en  poder 
de  los  sublevados,  perdiéndose  definitivamente  en  las  costas  de 
Arazatí,  desapareciendo  lodo  motivo  de  salvamento. 
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Por  estos  íundamentos  fallo:  declarando  que  el  demandante  Don 
Pedro  Rísso,  en  representación  déla  empresa  «Mensagerlas  Flu- 
viales», no  ha  justificado  su  demanda,  contra  D.  José  Folgueras, 
reclamando  la  participación  de  dos  mil  fuertes,  sobre  la  mitad  de 
la  concesión  del  Congreso,  que  correspondía  á  este  último;  en  sa 
consecuenoia  se  le  declara  libre  de  ella  y  á  cargo  del  demandante 
las  costas  del  juicio, — hágase  saber,  notificándose  con  el  original  y 
repónganse  los  sellos. 

Andrés  Vgarriza. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Febrero  12  de  188á. 

Vistos:  Por  SUS  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  el  auto 
apelado  de  foja  ciento  noventa  y  tres;  y  repuestos  los  sellos  de- 
vuélvanse. 

J.  B.  GOROSTLVGA. — J.  DOMÍNGUEZ. 

ULADISLAO  frías.  —  S.  M.   LASPIUR. 
— M.  D.  PIZARRO. 
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CAUSA  VXIll 


D.  Jaime  Brothers  contra  el  Dr.  I).  Aniceto  Latorre,  sobre  indemni- 
zación de  perjmcios. 


Sumario. — 1^  La  escliislon  de  un  socio  de  la  sociedad  por  las 
causas  que  la  ley  señala,  debe  ser  pedida  al  Juez  competente,  y  no 
ser  verificada  por  si  mismos,  por  los  otros  socios. 

2^  La  espulsion  de  hecho  y  con  violencia  de  un  socio,  sujeta  al 
que  la  verificó,  á  las  responsabilidades  é  indemnizaciones  consi- 
guientes. 

3°  Dichas  responsabilidades  ó  indemnización  deben  ser  fijadas 
por  peritos. 


Caso,  —  El  Dr.  D.  Aniceto  Latorre,  dueño  de  un  aserradero,  hizo 
en  3  de  Julio  de  1880  un  contrato  de  sociedad  por  tres  años  con 
D.  E.  Reyes  y  D.  Ricardo  Abarra  como  socios  industriales,  obligán- 
dose estos  refaccionar  la  maquinaria  que  se  encontraba  deteriorada 
y  ponerla  en  condiciones  de  aserrar  una  gran  cantidad  de  piezas, 
dando  abasto  á  la  elaboración  de  tablas,  cuartones  etc.,  á  trabajar 
como  carpinteros  en  las  obras,  á  construir  dos  carretas  para  el  ser- 
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vicio  de  la  empresa,  y  reparar  las  descomposturas  de  las  máquinas, 
recibiendo  en  compensación  la  cuarta  parte  de  las  utilidades. 

Abarra  se  separó  de  la  sociedad  de  común  acuerdo,  y  á  Reyes  se 
le  sustituyó,  con  consentimiento  del  Dr.  Latorre,  D.  Jaime  Brothers, 
quien  abonó  á  Reyes  treinta  pesos  en  dinero,  y  tomó  sobre  si  una 
deuda  de  aquel  á  favor  de  Latorre  por  veinte  pesos. 

Brothers,  esponiendo  que  después  de  haber  cumplido  con  sus  obli- 
gaciones había  sido  espulsado  violentamente  del  establecimiento 
por  el  socio  Latorre,  aceptando  la  disolución  de  la  sociedad,  de- 
mandó á  este  para  que  fuera  condenado  á  indemnizarle,  pagándole 
cuatro  pesos  diarios  por  los  diez  meses  que  habia  trabajado  y  los 
treinta  pesos  que  habia  pagado  á  Reyes. 

Latorre  contestó  que  lo  habia  espulsado  por  haberse  verificado 
las  causas  que  la  ley  señala  como  justas  para  escluir  al  socio  indus- 
trial de  la  sociedad. 


Fallo  del  «luez  Federal  (ad-hoc) 


Salta,  Mayo  10  de  1888. 

Y  vistos:  La  demanda  interpuesta  por  D.  Jaime  Brothers  contra 
el  Dr.  D.  Aniceto  Latorre,  reclamando  indemnización  de  daños  y 
perjuicios  por  inejecución  de  un  contrato  de  sociedad.  El  deman- 
dante sostiene :  que  habiendo  cumplido  con  las  obligaciones  que  le 
imponía  el  contrato  de  foja base  visto  violentamente  sepa- 
rado de  la  sociedad  y  escluido  por  el  Dr.  Latorre,  de  los  beneficios 
que  de  ella  debia  reportar;  por  lo  cual  estima  justo  se  le  indemnice, 
por  lo  menos,  de  su  trabajo  perdido,  apreciándolo  á  razón  de  cuatro 
pesos  diarios,  durante  el  tiempo  invertido  en  la  refacción  del  ase- 
rradero del  Sr.  Latorre,  con  mas  los  treinta  pesos  que  abonara  ai 
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señor  Reyes,  por  la  cesión  del  contrato,  y  las  costas  del  juicio.  En 
apoyo  de  su  demanda  invoca  las  disposiciones  de  los  artículos  \i 
inciso  3^  y  17  del  Libro  T,  y  1^  y  2^  del  Título  3^  Sección  T,  Libro 
2^  del  Código  Civil. 

El  demandado,  contestando  á  foja  9  la  demanda,  niega  los  hechos 
en  que  se  funda,  afirmando:  que  el  demandante  no  solo  no  podia 
con  derecho  demandarlo  por  indemnización  de  daíios,  alegando  el 
cumplimiento  de  sus  obligaciones,  sino  que,  por  el  contrario,  podría 
ser  obligado  á  indemnizarle  los  que  le  produjera,  por  haber  puesto 
la  máquina  de  aserrar  que  se  obligó  á  componer,  en  peores  condi- 
ciones de  las  en  que  la  recibió,  dando  lugar  por  este  hecfto  y  por 
haber  dispuesto  sin  autorización  de  valores  del  establecimiento,  á 
que,  de  propia  autoridad,  y  en  seguridad  de  sus  intereses,  los  esclu- 
yera  de  la  sociedad,  en  lo  cual  había  procedido  de  conformidad  á  lo 
dispuesto  por  el  articulo  88  del  Titulo  « De  la  Sociedad »  en  sus  úl- 
timos incisos. 

Abierta  á  prueba  la  causa,  correspondía  al  demandante  probar: 
1^  haber  cumplido  las  obligaciones  que  le  imponía  el  contrato  de 
foja ;  2^  la  causa  inmediata  de  los  perjuicios  sufridos,  imputa- 
bles al  demandado;  3^  el  monto  de  estos,  como  lo  establecen  los  ar- 
tículos 2^  y  3°  antes  citados  del  Título  3^,  Sección  1*  del  Código  Ci- 
vil, y  conforme  á  lo  ordenado  por  el  Señor  Juez  en  su  auto  de  foja 
12  vuelta. 

El  demandado,  á  su  vez,  debía  probar:  hallarse  comprendido  en 
alguno  de  los  casos  del  artículo  88  del  título  citado,  y  los  demás 
hechos  pertinentes  alegados  en  su  contestación,  relativos  á  la  falta 
de  cumplimiento  de. las  obligaciones  del  demandante  y  su  mala  con- 
ducta. 

Y  considerando:  1°  Que  por  el  contrato  de  sociedad,  corriente  á 
foja  4  vuelta,  el  Sr.  Brothers  se  comprometió  « á  refaccionar  y  for- 
mar la  máquina  en  cuanto  fuera  posible,  de  manera  que  pudiera 
aserrarse  en  gran  cantidad  de  piezas,  dando  asi  abasto  á  la  elabo- 
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ración  de  tablas,  cuartones  ó  madera  de  distintas  dimensiones  que 
pudiera  pedirse  al  establecimiento ».  (Art.  2^  del  contrato).  De  donde 
se  deduce,  que  la  prueba  por  este  producida,  debe  ser  apreciada  de 
conformidad  á  los  términos  de  esta  cláusula  espresa  del  contrato, 
que  es  la  ley  que  rige  á  las  partes,  para  determinar  su  alcance  ju- 
rídico (Art.  Gl,  Tit.  1^  Sec.  3%  Cód.  Civil);  2^  Que  estudiada  esa 
prueba  bajo  este  concepto,  resulta  deficiente,  por  cuanto  si  bien  el 
demandante  ha  probado  con  sus  testigos,  haber  trabajado  mas  de 
diez  meses  en  la  reparación  de  la  máquina,  las  reparaciones  que  le 
hiciera  no  la  pusieron  en  estado  de  aserraren  gran  cantidad  de  pie- 
zas, dando  abasto  á  la  elaboración  de  tablas,  cuartones^  ó  madera  de 
distintas  dimensiones  como  era  su  obligación;  3°  Que  este  hecho  re- 
sulta averiguado  por  su  propia  confesión,  al  esplicar  por  qué  razón 
las  tablas  que  aserraba  eran  de  mala  clase,  diciendo:  que  la  má- 
quina no  funcionaba  con  regularidad^  por  la  falta  de  unas  chapas  y 
tornillos  de  ajuste  que  debian  ser  esenciales  en  el  mecanismo,  puesto 
que  de  ellos  dependía  su  funcionamiento;  lo  que  demuestra  que  el 
demandante  no  la  puso,  como  lo  afirma  en  su  demanda,  en  las  con- 
diciones requeridas  en  el  contrato;  por  cuya  razón  no  podía  invo- 
car como  fundamento  de  su  acción  el  cumplimiento  de  sus  obli- 
gaciones; 4°  Que  siendo  esto  así,  y  resultando  el  mismo  hecho 
plenamente  probado  por  las  declaraciones  de  fojas que  de- 
muestran ademas,  que:  el  demandante  no  construyó  las  dos  ca- 
rretas, que  se  obligó  á  construir,  por  la  cláusula  citada  del  contrato, 
para  el  servicio  de  la  empresa;  lo  que  importa  un  nuevo  faltamiento 
de  sus  obligaciones,  que  agregado  al  de  haber  dejado  sin  terminarse 
la  refacción  del  aserradero,  destruye  por  su  base  la  demanda; 
puesto  que  tratándose  de  un  contrato  bilateral  y  de  una  acción  de 
daños  y  perjuicios,  el  fundamento  esencial  de  toda  reclamación, 
debe  ser  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  correlativas  de  la  parte 
reclamante,  siendo  los  daños  y  perjuicios,  solo  el  resultado  de  una 
convención  tácita  accesoria  del  contrato,  sujeto  á  la  misma  regla  de 
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reciprocidad  de  responsabilidades,  como  lo  establecen  los  artículos  2°, 
62  y  65  del  título  T,  sección  3*  y  2°  titulo  3^  sección  1%  del  Código 
Civil  y  Marcadé  y  Pont,  sobre  el  artículo  1151  del  Código  Napoleón. 
5^  Que  de  la  prueba  producida  por  el  demandado  resulta,  por  otra 
parte,  que  el  Sr.  Brothers  dispuso,  sin  autorización  del  socio  gerente 
Sr.  Latorre,  de  maderas  cuyo  valor  no  devolvió,  ni  dio  cuenta  de  su 
inversión,  evidenciando  con  su  silencio  el  hecho  de  haber  inspirado 
temores  fundados  á  su  consocio,  de  una  mala  administración  de  los 
intereses  sociales  que  le  confiara;  lo  cual  basta  para  lejitimar  su 
suspensión,  en  la  forma  producida,  según  lo  dispuesto  por  el  inciso 
4*^  del  articulo  88  del  Código  que  señala  como  justa  causa  de  la  es- 
clusion  de  un  socio  por  los  otros  socios,  la  mala  conducta  de  este, 
comprendiéndose  como  tal,  la  que  importa  la  distracción  de  fondos 
sociales  en  provecho  propio,  que  es  el  hecho  imputado  al  deman- 
dante, y  comprobado  por  los  testigos  de  foja....  y  su  silencio  abso- 
luto al  respecto;  6°  Que  aparte  de  estos  hechos,  y  consideraciones 
legales,  que  demuestran  que  el  demandante  no  ha  justificado  los 
estremos  de  su  demanda,  y  sí  el  demandado  las  de  su  defensa;  con- 
siderando la  cuestión  del  punto  de  vista  del  contrato  de  sociedad  y 
de  los  deberes  en  él  impuestos  á  los  socios,  asi  como  de  las  reglas 
jurídicas  que  les  son  aplicables,  se  comprende  y  justifica  el  pro- 
ceder del  señor  Latorre  por  el  hecho  de  no  haber  el  demandante 
cumplido  con  su  obligación  de  poner  el  aserradero  en  condiciones 
de  funcionar  en  gran  cantidad  de  maderas  en  un  tiempo  suficiente 
para  hacerlo;  por  cuanto  es  también  causa  legal  de  esclusion  de  un 
socio,  la  «falta  de  cumplimiento  de  alguna  de  sus  obligaciones,  ten- 
ga ó  no  culpa »  (Inciso  2°,  art.  88).  A  lo  que  se  agrega  que  siendo  el 
señor  Brothers  socio  industrial,  obligado  á  colocar  en  las  condicio- 
nes espresadas,  con  su  industria,  la  máquina  de  aserrar  del  señor 
Latorre,  y  no  habiéndolo  hecho,  le  son  aplicables  las  disposiciones 
de  los  artículos  61  del  título  7*^  sección  3*  y  las  del  título  « De  las 
obligaciones*  de  hacer»  del  Código  Civil,  que  resuelven  en  indemni- 
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D.  Raimundo  Reguera  y  !).  Toribio  Jara,  contra  los  Señores  Campos 
y  Medina;  sobre  reivindicación  de  ganados. 


Sumario. — 1^  Comprobada  la  propiedad  de  ganados  por  la  marca 
y  por  declaraciones  de  testigos,  procede  la  acción  reivindicatoría 
de  ellos. 

2^  Las  guías  no  espedidas  en  forma,  no  prueban  la  transferencia 
legítima  de  la  propiedad  de  las  mismas. 

3*^  No  comprobándose  que  el  que  vendió  los  ganados  acostum- 
braba venderlos,  no  corresponde  al  comprador  la  acción  de  devo- 
lución de  precio  contra  el  reivindicante. 


Caso,— Se  halla  referido  en  el  siguiente 


Fallo  del  «luez  Federal 

Paraná,  Febrero  24  de  1883. 

Vistos:  Los  autos  seguidos  por  Don  Santos  Domínguez,  en  repre- 
sentación de  D.  Raimundo  F.  Reguera  y  D.  Toribio  Jara,  vecinos  de 
Corrientes,  sobre  reivindicación  de  ganados  de  propiedad  de  estos,. 
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contra  la  Sociedad  «Campos  y  Medina»  de  esta  Provincia,  en  cuyo 
poder  dicen  encontrarse. 

Los  demandantes  esponen:  Que  durante  la  intervención  del  Go- 
bierno Nacional  en  la  Provincia  de  Corrientes,  en  1880,  les  robaron 
de  sus  establecimientos  de  campo  en  aquella  Provincia,  un  crecido 
número  de  baciendas,  parte  de  las  cuales  fueron  traidas  á  esta,  en- 
contrándose de  propiedad  de  Jara,  800  animales  en  poder  de  don 
David  Tavella,  300  novillos  mas  ó  menos,  en  el  de  Campos  y  Me- 
dina y  50  bueyes  en  el  de  D.  Pedro  Calventos;  y  de  propiedad  de 
Re^j^uera,  2000,  mas  ó  menos,  en  el  do  la  Sociedad  Campos  y  Medina, 
en  la  de  Tavella,  1497,  y  1750  que  acaban  de  robarle  y  que  venían 
en  camino,  conducidos  por  Don  Sebastian  Raffo,  y  piden  en  conse- 
cuencia, que  estando  comprobado  su  derecho  de  dominio  por  las 
marcas  cuyos  boletos  acompañan,  se  ordene  les  sean  devueltas  por 
los  actuales  poseedores,  reservándose  el  derecho  de  ampliar  ó  limi- 
tar la  demanda,  solicitando  ademas  el  secuestro  de  los  animales 
reivindicados. 

Decretado  el  embargo  y  corrido  traslado  de  la  demanda,  antes 
de  evacuarse  esta,  dá  cuenta  el  Juez  de  1*  Instancia  del  Uruguay 
de  haberse  embargado  208  cabezas  de  ganado  de  marca  de  Jara  y 
Reguera,  encontradas  en  poder  de  D.  Juan  Medina.  Este,  declarán- 
dose comprador  y  único  poseedor  del  ganado  que  bajo  las  marcas 
de  Reguera  y  Jara  existían  en  «Caseros»,  estancia  de  la  Sociedad 
aíCampos  y  Medina»,  contesta  la  demanda  por  medio  de  su  apode- 
rado en  esta  D.  Manuel  M.  de  Fontes,  diciendo: 

Que  Reguera  y  Jara  hablan  sido  rebeldes  contra  la  autoridad 
nacional  y  tomado  las  armas  en  los  movimientos  de  1880,  y  por  lo 
tanto  no  debian  ser  oidos  en  juicio; 

Que  los  boletos  de  marca  presentados  por  el  primero,  acreditaban 
que  solo  habian  tenido  5000  cabezas  de  ganado  y  que  sin  embargo 
reivindicaban  5917; 

Que  Don  Juan  Vila  y  D.  Juan  Acosta  habian  comprado  en  Cor- 
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rienles  las  haciendas  que  poseía  Medina,  de  las  cuales  200  cabezas 
de  la  marca  de  Reguera  fueron  compradas  por  el  primero,  y  800 
señaladas  con  seis  marcas  distintas,  entre  las  que  figuran  tres  de 
propiedad  de  los  demandantes,  por  Acosta; 

Que  esta  tropa  fué  vendida  por  Vila  y  Acosta  á  Don  Pedro  Cal- 
ventos,  vecino  de  esta  Provincia,  á  quien  la  compró  el  demandado, 
como  consta  del  recibo  que  en  copia  acompaña; 

Que  por  ley  de  la  Provincia  de  Corrientes  los  Gefes  Políticos  están 
autorizados  para  espedir  guias  de  las  haciendas  que  se  estraen  de 
sus  departamentos;  y  que  según  la  misma  ley,  ellas  no  pueden  es- 
pedirse sin  que  previamente  acompañe  el  interesado  un  certificado 
por  duplicado  que  acredite  la  propiedad  de  la  hacienda;  Que  por 
consiguiente  la  guía  y' certificado  que  acompaña,  dados  por  el  Gefe 
Político  de  «Curuzú-Cuatía»,  en  conformidad  á  la  ley,  son  instru- 
mentos públicos  que  hacen  plena  prueba,  según  el  Código  Civil,  no 
solo  sobre  los  hechos  que  el  Gefe  Político  declara  cumplidos,  sino 
sobre  la  enunciación  que  en  ella  hace  de  haber  justificado  el  tro- 
pero ó  interesado  la  legitima  procedencia  de  las  haciendas,  siendo 
este  título  de  mejor  calidad  que  el  de  la  marca  presentada  por  los 
demandantes,  desde  que  no  ha  sido  argüido  de  falso; 

Que  rechaza  también  la  demanda  porque  hay  plus  petition,  pues 
solo  Reguera  reclama  2000  animales  y  Jara  300,  siendo  asi  que  del 
aparte  hecho  en  los  rodeos  de  Medina,  con  intervención  de  los  de- 
mandantes, solo  se  encontraron  280  de  marca  de  estos; 

Que  la  reivindicación  de  cosas  muebles  solo  se  concede  cuando 
el  propietario  ha  sido  desposeído  de  ellas  por  medio  de  una  sus- 
tracción fraudulenta  y  que  no  puede  haber  sustracción  fraudulenta 
cuando  hay  abandono  voluntario  de  parte  del  propietario,  como  ea 
el  presente  caso,  en  que  Reguera  y  Jara  habían  abandonado  sus 
establecimientos;  Que  para  hacer  lugar  á  la  reivindicación  era  ne- 
cesario discutir  y  declarar  antes  la  falsedad  del  título,  siendo  este 
Tribunal  incompetente  para  ello; 
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Que  supletoriamente  deducía  la  acción  de  devolución  de  precio 
por  haber  comprado  Medina  las  haciendas  con  otras  iguales  á  quien 
acostumbraba  vender  objetos  semejantes,  concluyendo  por  pedir  que 
se  cite  de  eviccion  á  D.  Pedro  Cálvenlos;  se  siga  por  cuerda  sepa- 
rada el  juicio  contra  cada  uno  de  los  demandados  y  se  rechace  con 
costas  la  demanda. 

Dando  por  contestada  la  demanda,  se  manda  seguir  por  cuerda 
separada  el  juicio  contra  cada  uno  de  los  demandados,  y  se  recibe 
á  prueba  sobre  los  hechos  relativos  á  la  autenticación  de  los  docu- 
mentos presentados  y  demás  alegados  por  las  partes,  proveyéndose 
de  conformidad  contra  la  citación  de  eviccion. 

Don  Pedro  Calventos,  saliendo  á  la  eviccion,  dice  que  él  compró 
las  haciendas  en  cuestión  á  Don  Gregorio  Vila,  quien  las  adquirió 
legalmente  en  Corrientes,  como  acredita  la  guía  presentada  y  ade- 
mas el  certificado  del  Gefe  Político  de  «Curuzú-Guatiá»  que  acom- 
paña y  pide  á  su  vez  se  cite  de  eviccion  al  espresado  Vila. 

Este  comparece  al  juicio  y  por  medio  de  su  apoderado  Fontes,  con- 
testa reproduciendo  lo  alegado  por  Medina  y  Calventos,  y  corrijiendo 
el  error  en  que  había  incurrido  el  primero,  al  decir  que  D.  Juan  Vila 
y  D.  Juan  Acosta  habían  sido  los  vendedores  de  la  hacienda  á  Cal- 
ventos,  siendo  así  que  el  único  vendedor  era  el  exponente  y  no  Don 
Juan,  y  que  Acosta  había  sido  un  tropero  simplemente  que  proce- 
día por  cuenta  de  él. 

La  parte  demandada  presenta  como  prueba  de  8,977  $  fts.  oro 
entregados  por  Medina  á  Calventos  á  cuenta  de  ganados  y  recono- 
cido por  este,  foja  134;  el  certificado  auténtico  del  Gefe  Político  de 
«Curuzú-Cuatiá»  Don  Raimundo  Godoy,  en  que  afirma  (foja  63),  que 
el  comprobante  de  venta  se  encuentra  en  esa  Gefatura;  la  guía  de 
foja  167  espedida  por  el  mismo  Gefe  Político  Godoy,  en  que  se  hace 
constar  que  D.  Gregorio  Vila  ha  comprobado  la  legítima  proceden- 
cia de  200  cabezas  de  ganado  de  cria  que  llevan  una  marca  que  no 
pertenece  á  Reguera  ni  á  Jara,  según  los  boletos  presentados  por 
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estos,  destinado  á  comprobar  que  Vila  acostumbra  comerciar  en 
ganados;  al  certificado  de  foja  169  del  mismo  Gefe  Político,  que  dice 
constar  en  la  Gefatura  de  ^Curuzá-Cuatiái»,  un  certificado  de  com- 
pra que  hizo  Vila,  en  Setiembre  de  1880,  de  200,  con  dos  marcas 
pertenecientes  á  Reguera  y  que  por  un  olvido  no  fueron  incluidas 
en  la  guia  correspondiente  y  por  fin,  otra  guia  dada  también  por 
Godoy  el  16  de  Setiembre  del  mismo  año  1880,  foja  170,  en  que  dice 
que  Don  Juan  Acosta  ha  comprobado  la  legítima  procedencia  de  800 
cabezas  de  ganado  que  conduce  á  Entre-Ríos,  con  6  marcas  diferen- 
tes que  allí  se  diseñan,  una  de  las  cuáles  es  de  Don  Toribio  Jara, 
según  boleto. 

La  parte  demandante  presenta  (foja  174)  un  boleto  de  marcas 
autenticado,  por  el  que  se  acredita  que  Reguera  es  propietario  de  6 
marcas  distintas,  el  boleto  de  foja  26  que  constata  el  derecho  de 
Jara  á  dos  marcas  diferentes,  y  la  prueba  testimonial  corriente  de 
foja. . .  á  foja. . .  y  de  la  que  resultan  comprobados  los  hechos  si- 
guientes: 

I*'  Que  en  el  mes  de  Setiembre  de  1880  el  Gefe  Político  de  «Cu- 
ruzú-Cuatiá»  se  negó  á  espedir  guía  á  D.  Luciano  Leiva,  de  un  ga- 
nado que  compró  legítimamente  á  Reguera; 

2^  Que  por  orden  del  mismo  Gefe  Político  se  había  estraido  de 
los  establecimientos  de  Reguera,  con  intervención  de  fuerza  ar- 
mada, una  tropa  de  mas  de  2000  cabezas  de  ganado  que  pasó  á  esta 
Provincia; 

3^  Que  antes  y  después  de  esto  les  habían  sacado  tanto  á  Re- 
guera como  á  Jara,  un  crecido  número  de  hacienda,  en  tropas  dis- 
tintas, ejecutándose  estos  robos  unas  veces  por  orden  de  las  auto- 
ridades de  San  Roque,  Oratorio,  etc.,  otros  por  partidas  armadas 
sin  que  se  supiese  por  orden  de  quién  procedían. 

Y  considerando:  1^  Que  Reguera  y  Jara  han  comprobado  legal- 
mente,  con  los  boletos  de  marca  autenticados  de  fojas  174  y  26  ser 
propietarios  de  208  cabezas  de  ganado  vacuno  encontradas  en  los 
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rodeos  de  D.  Juan  Medina,  en  la  estancia  «Caseros»,  y  embargadas 
por  orden  de  este  Juzgado,  según  consta  de  las  diligencias  de 
foja  12  vta.  á  foja  77. 

2^  Que  la  guía  y  certificados  de  fojas  165,  169  y  170  presentados 
por  Medina  y  Calventos,  no  bastan  para  probar  la  legal  adquisición 
de  ese  ganado:  porque,  según  la  ley  de  la  Provincia  de  Corrientes, 
que  dá  orijen  á  las  guias  y  se  encuentrd  impresa  á  su  reverso,  estas 
tienen  por  principal  objeto  asegurar  el  pago  de  impuestos  sobre  es- 
traccion  de  haciendas,  y  no  son,  como  se  pretende,  instrumentos 
públicos  que  hagan  plena  fé  sobre  el  hecho  de  la  compra  de  las  ha- 
ciendas á  que  ellas  se  refieren:  pues  la  ley  citada  solo  establece 
como  único  requisito  para  la  espedicion  de  guías,  que  el  tropero  ó 
interesado  presente  un  certificado  de  venta  (artículo  155);  que- 
dando así  reducido  el  mérito  probatorio  de  aquellas,  respecto  del 
contrato,  el  que  puede  tener  un  certificado  simple,  cuya  autentici- 
dad no  consta,  desde  que  no  se  exije  la  presencia  de  los  contratan- 
tes, del  vendedor  por  lo  menos  ante  el  Gefe  Político  ó  empleado 
que  los  espide. 

3^  Que  aun  considerándolos  como  instrumentos  públicos,  serian 
completamente  nulos;  1°,  porque  les  falta  el  conforme  del  Presi- 
dente de  la  Municipalidad  ó  de  la  Comisión  Departamental,  formali- 
dad que  según  el  artículo  151  de  la  ley  citada  deben  llevar,  y  el  ar- 
tículo 8  del  título  3^,  Libro  y  Sección  2*,  Código  Civil,  declara  nulos 
los  instrumentos  públicos  en  que  no  se  hayan  llenado  las  formas 
prescriptas  por  la  ley;  2^,  porque  no  figura  en  ellos  las  firmas  de 
los  interesados  en  la  venta,  requisito  también  sustancial  para  la 
validez  de  esa  clase  de  instrumentos,  artículo  10  del  Titulo  y  Libro 
citados;  3^,  finalmente,  porque  en  ninguno  de  esos  documentos  se 
espresa  el  número  de  animales  legalmente  adquirido  de  cada  una 
de  las  distintas  marcas  que  en  ellos  se  registran. 

4*^  Que  la  afirmación  del  Gefe  Político  Godoy  contenida  en  la  guía 
y  certificados  no  tiene  ni  siquiera  la  importancia  de  la  declaración 
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de  un  testigo,  desde  que  ella  solo  se  refiere  según  la  ley  á  la  en- 
trega de  un  certificado  de  venta  y  no  al  acto  de  la  enajenación  que 
no  pasó  ante  él; 

5^  Que  respecto  á  la  existencia  misma  del  certificado,  su  testimo- 
nio no  merece  íé,  pues  que  debiendo  entregarse  este  por  duplicado 
para  enviarse  un  ejemplar  á  la  Contaduría,  como  lo  dispone  el  ar- 
tículo 138  de  la  ley,  entre  los  presentados  por  esta  oficina,  en  su  in- 
forme de  fojas  383  á  391,  comprendiendo  todas  las  ventas  de  gana- 
dos realizadas  en  Curuzú-Cuatiá  de  Abril  á  Diciembre  de  1880,  no 
se  encuentra  el  correspondiente  á  la  guía  en  cuestión,  de  16  de  Se- 
tiembre del  mismo  año,  siendo  de  presumirse  que  tal  certificado 
nunca  existió;  presunción  confirmada  con  la  negativa  del  Gefe  Po- 
lítico á  presentar  el  ejemplar  que  asegura  tener  en  su  archivo,  á 
pesar  de  habérselo  ordenado  con  reiteración  el  Ministro  de  Gobierno 
de  Corrientes,  á  pedido  del  Juez  de  Sección,  fojas  377  y  378;  y  prin- 
cipalmente, porque  está  probado  con  las  declaraciones  no  objetadas 
de  Anastasio  Nuilez,  fojas  265  y  260,  Hilario  Alvarez,  fojas  160  á 
162,  que  con  una  partida  armada  sacó  por  orden  del  mismo  Gefe 
Político  Godoy  una  tropa  de  2000  y  tantas  cabezas  del  estableci- 
miento de  Reguera,  la  que  fué  conducida  á  esta  Provincia,  en  la 
misma  época  en  que  este  autorizaba  la  guía  de  foja ,  esto  es  du- 
rante la  intervención  de  1880,  siendo  por  lo  tanto  probable,  que  el 
ganado  que  reivindica  formase  parte  de  esa  tropa  en  cuyo  robo  apa- 
rece él  complicado. 

6^  Que  por  lo  demás,  y  aun  suponiendo  la  buena  fé  del  actual 
poseedor,  la  acción  deducida  procede  contra  él,  desde  que  por  el 
testimonio  de  Dionisio  Beron,  f.  237,  Cristino  Arrióla,  f.  239,  Eladio 
Alvarez  y  Anastasio  Nuñez,  ya  citados,  Bartolo  Gómez,  f.  227,  Al- 
berto Banin,  Felipe  Rojei,  f.  273,  y  otros  testigos,  se  comprueba  que 
durante  la  intervención  de  1880  en  Corrientes  sacaron  violenta- 
mente de  los  establecimientos  de  Reguera  y  Jara  varias  tropas  de 
ganado,  cuyo  número  total  pasa  de  6000  cabezas;  y  por  los  de  Lu- 
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ciano  Leiva,  f,  15,  y  Eladio  Alvarez,  f.  260,  que  el  Gefe  Político  de 
Curuzú-Cuatiá  se  negó  á  espedir  guías  para  la  estraccion  de  gana- 
dos de  Reguera,  vendidos  legalmente,  lo  que  demuestra  que  los  ani- 
males reivindicados  fueron  robados,  evidenciándose  esto  con  el 
informe  de  la  Contaduría  de  Corrientes  en  el  que,  como  se  ha  dicho, 
no  aparece  constancia  de  la  enagenacion  legal  de  la  tropa  en  cues- 
tión. 

7^  Que  respecto  de  la  plus  petUion  alegada  por  los  demandados, 
no  se  ha  demostrado  que  el  error,  en  cuanto  al  número  reivindicado, 
haya  sido  doloso  como  seria  necesario  para  que  los  demandantes 
incurriesen  en  las  penas  establecidas  por  la  ley,  apareciendo  al  con- 
trario esplicable  el  error,  puesto  que,  según  las  declaraciones  de 
Eladio  Alvarez  y  Anastasio  Nunez,  la  tropa  sacada  por  orden  del 
Gefe  Político  Godoy,que  se  supone  fué  la  traída  á  la  estancia  de  Me- 
dina^ constaba  de  mas  de  2()00  animales. 

8°  Que  tampoco  procede  la  acción  de  devolución  de  precio,  subsi- 
diariamente deducida  por  el  poseedor,  por  no  haber  probado  éste, 
como  debió,  según  el  artículo  13,  título  íy*,  libro  3°,  Código  Civil, 
que  D.  Pedro  Calventos,  á  quien  él  compró,  ni  D.  Gregorio  Vila,  á 
quien  compró  Calventos,  acostumbran  vender  haciendas;  no  siendo 
bastante  prueba  la  guia  presentada  á  foja  . . .  que  solo  demuestra 
la  realización  de  una  compra  hecha  por  Vila,  no  de  una  serie  de 
operaciones  de  este  género,  como  seria  necesario  para  constituir 
costumbre. 

Por  estas  consideraciones  y  de  acuerdo  con  el  artículo  27  del  Có- 
digo Rural,  y  al  10,  título  9^,  libro  3^  Código  Civil,  y  demás  disposi- 
ciones citadas,  declaro:  que  D.  Raymundo  F.  Reguera  y  I).  Toribio 
Jara  han  probado  su  dominio  sobre  las  208  cabezas  de  ganado  va- 
cuno que  se  encuentran  señaladas  con  las  marcas  de  estos  en  la  es- 
tancia « Caseros»,  Departamento  del  Uruguay,  en  poder  de  í).  Juan 
Medina,  condenando  á  éste  á  que  las  devuelva  con  los  aumentos 
que  hubiesen  tenido  desde  la  fecha  de  la  demanda;  siendo  las  eos- 
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tas  del  juicio  á  cargo  de  la  parte  demandada,  con  excepción  de  las 
causadas  en  las  diligencias  de  fojas  31  á  41,  de  48  á  53  vía.,  de  87 
á  88  vta.,  de  61  á  62  vta.,  de  73  á  83,  de  120  á  120  vta.,  que  serán 
pagadas  por  los  demandantes:  quedando  al  desposeído  sus  acciones 
á  salvo  contra  quien  corresponda.  Hágase  saber  con  el  original,  re- 
pónganse y  archívense. 

Manuel  de  T.  Pinto, 


Fallo  de  la  Suprema  C^orte 

Buenos  Aires,  Febrero  21  de  1884. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  y  atento  lo  dispuesto  por  el  arti- 
culo dos  mil  cuatrocientos  treinta  y  tres  del  Código  Civil  se  confir- 
ma con  costas,  la  sentencia  apelada  de  foja  quinientos  ochenta  y 
siete;  y  repuestos  los  sellos,  devuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
ULADISLAO  frías. — S.  M.  LASPIUR. 
—  M.  D.  PIZARRO. 
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€:ausa  XX 


Don  Framisco  Edgar,  contra  Rocha  hermanos  y  compañía,  por  cobro 

de  estadías;  sobre  fianza  de  arraigo 


Sumario,  —  1^  El  arraigo  que  el  demandado  puede  exigir  al  de- 
mandante extrangero,  no  domiciliado,  consiste  en  garantir  lo  juz- 
gado y  sentenciado. 

2^  Para  ello,  no  basta  la  constitución  de  un  procurador  instruido 
y  expensado. 


Caso,  —  D.  Francisco  Edgar,  capitán  de  la  barca  inglesa  «Excel- 
sior»  demandó  por  estadías  á  los  señores  Rocha  Hermanos,  y  com- 
pañía. 

Estos,  alegando  que  el  demandante  era  extrangero  no  domici- 
liado, opusieron  la  excepción  previa  de  arraigo  del  juicio,  y  pidie- 
ron se  le  mandase  afianzar  su  resultado. 

D.  Julio  Vonwiller,  con  poder  del  capitán,  contestó,  que  habiendo 
este  constituido  apoderado  domiciliado,  se  hallaba  exonerado  de 
dar  la  fianza,  por  no  poder  ser  responsable  sino  de  las  costas,  por 
las  que  respondía  el  apoderado. 
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Fallo  del  «luez  Federal 

Buenos  Aires,  Setiembre  18  d^  1883. 

Vistos  para  resolver  sobre  la  excepción  dilatoria  de  arraigo  del 
juicio  opuesto  á  foja  15. 

Considerando:  l^  Que  el  artículo  74  de  la  Ley  Nacional  de  Enjui- 
ciamiento impone  la  obligación  al  demandante  extrangero  no  domi- 
ciliado en  la  República,  de  arraigar  el  juicio. 

2^  Que  la  fianza  de  arraigo  comprende  todas  las  condenaciones 
pecuniarias  que  por  la  sentencia  pueda  hacerse  al  que  está  obligado 
á  prestarla  y  por  consiguiente,  las  que  puedan  ser  consecuencia  de 
la  reconvención,  que  si  bien  es  cierto  que  en  el  caso  actual  no  se  ha 
deducido,  puede  esto  verificarse  desde  que  el  demandado  esté  en 
tieínpo  de  hacerlo. 

3^  Que  al  prescribir  el  artículo  74  la  fianza  de  que  se  trata,  debe 
suponerse  racionalmente  que  los  legisladores  se  propusieron  garan- 
tir á  los  habitantes  de  la  República,  de  que  los  extrangeros  tran- 
seúntes no  radicados  en  ella  por  los  vínculos  que  establecen  la  fa- 
milia, los  bienes,  etc.,  no  pudieran  molestarlos  y  perjudicarlos  con 
demandas  irresponsables. 

4^  Que  el  hecho  de  estar  el  demandante  representado  por  Procu- 
rador, no  lo  exime  de  la  obligación  de  arraigar  el  juicio,  pues  la  ley 
no  hace  excepción  al  respecto  y  porque,  si  bien  el  mandatario  es 
responsable  personalmente  por  las  costas  del  juicio,  no  está  ni 
puede  ser  obligado  á  justificar  su  solvencia,  á  fin  de  que  su  respon- 
sabilidad no  sea  ilusoria. 

5^  Que  si  se  aceptase  el  precedente  del  no  arraigo  del  juicio  por 
estar  el  demandante,  extrangero  no  domiciliado,  representado  por 
Procurador,  y  resultase  este  insolvente  al  tiempo  de  hacerse  efecti- 
vas las  responsabilidades  pecuniarias  que  le  impone  la  sentencia, 
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tendríamos  una  violación  del  recordado  artículo  74,  con  la  irrespon- 
sabilidad del  juicio,  puesto  que  en  la  ley  no  se  considera  la  condena- 
ción en  costas  como  una  pena  que  pueda  compurgarse  con  prisión, 
en  caso  de  no  cumplirse  aquella. 

ff*  Qne  si  el  Procurador  quiere  constituirse  en  fiador  de  su  man- 
dante, debe  espresarlo  claramente,  á  fin  de  que  sea  aceptado  como 
tal,  previas  las  formalidades  de  ley,  que  del)en  ser  y  son  la  garantía 
real  y  verdadera  que  debe  darse  al  demandado  á  fin  de  ponerlo  á 
cubierto  de  los  perjuicios  que  el  pleito  le  cause. 

Por  estos  fundamentos,  fallo:  admitiendo  la  excepción  dilatoria 
opuesta  á  foja  15,  y  declarando  en  consecuencia  que  los  demanda- 
dos no  están  obligados  á  contestar  la  demanda,  hasta  tanto  el  actor 
no  arraigue  el  juicio.  Notifíquese  original  y  téngasele  por  parte  al 
recurrente,  en  mérito  del  poder  exhibido. 

Atidrés  Ugarriza, 


Fallf»  de  la  Suprema  C^orte 

Buenos  Aires,  Febrero  21  de  1884. 

Vistos:  considerando  que  el  arraigo  que  en  virtud  del  artículo  se- 
senta y  cuatro  de  la  ley  de  procedimientos  puede  exigir  el  deman- 
dado, cuando  el  demandante  es  un  estrangero  no  domiciliado,  con- 
siste en  garantir  el  cumplimiento  de  lo  juzgado  y  sentenciado,  para 
lo  qne  no  basta  la  constitución  de  un  apoderado  instruido  y  espen- 
sado; por  estos  motivos,  y  los  concordantes  de  la  sentencia  apelada 
de  foja  treinta  vuelta,  se  confirma  esta  con  costas;  y  repuestos  los 
sellos  devuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMINGIEZ. — 
ULADISLAO  frías. — S,  M.  LASPIUR. — 

M.  D.  PIZARRO. 
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C.AUÍ^A  XXl 


D.  Felipe  Bozzo  contra  D,  Mariano  Molla,  por  cobro  de  pesos;  sobre 

competencia. 


Sumario.  —  El  conocimiento  de  la  demanda  por  cobro  de  sumi- 
nistros para  la  provisión  de  un  buque,  corresponde  á  la  Justicia 
Federal, 


Caso.  —  D.  Felipe  Bozzo  demandó  á  D.  Mariano  Molla,  patrón  de 
la  lancha  « Angela  Rocca »,  por  cobro  de  artículos  de  consumo  que 
dijo  haber  sido  para  la  tripulación  de  la  lancha. 


Fallo  del  «luez  Federal 

Buenos  Aires,  Octubre  4  de  1883. 

Teniendo  en  consideración  que  la  suma  porque  se  demanda  á 
D.  Mariano  Molla,  procede  de  suministros  de  artículos  de  almacén  y 
no  de  contratos  concernientes  á  la  construcción  y  reparos  de  buques, 
ni  ningún  otro  referente  á  la  navegación  y  comercio  marítimo;  que 
la  cuenta  de  foja  2  demuestra  que  los  artículos  á  que  ella  se  refiere  y 
según  se  desprende  de  la  demanda  misma  no  han  sido  suministra- 
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dos  para  viaje  de  buque,  y  entonces  no  es  procedente  la  averigua- 
ción de  si  el  deudor  es  ó  no  patrón  de  tal  ó  cual  buque;  con  arreglo 
al  artículo  3^  de  la  ley  nacional  de  enjuiciamiento,  se  declara  el  Juz- 
gado incompetente  para  conocer  de  esta  demanda,  y  el  demandante 
ocurra  á  donde  corresponda. 

Ugarriza 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Marzo  8  de  1884. 

Vistos:  espresándose  en  la  demanda  que  los  artículos  cnyo  im- 
porte se  cobra,  han  sido  suministrados  para  la  provisión  de  la  lan- 
cha «Angela  Rocca» ;  y  no  habiéndose  oído  al  demandado,  se  revoca 
el  auto  apelado  de  foja  doce  vuelta,  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
vase. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ.— 
CLADISLAO  frías.  —  S.  M.  LASPIUR. 
—  M.  D.  PIZARRO. 
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<:ai;sa  XXII 


D.  Eduardo  Hopkim  contra  el  Juez  de  Paz  de  San  Fernando,  D.  Fe- 
lipe Vela;  sobre  amparo  en  la  posesión  y  daños  y  perjuicios. 


Sumario,  —  1°  La  acción  que  se  deduce  es  la  que  resulta  de  lo  que 
se  pide  en  la  demanda,  y  no  de  la  calificación  que  le  dan  las  partes. 

2**  Las  excepciones  de  no  ser  el  demandado  el  responsable  de  lo 
que  se  demanda,  y  de  no  tener  derecho  de  pedir  el  demandante, 
son  contra  el  fondo  de  la  demanda,  y  no  dilatorias  por  falta  de  per- 
soneria. 

3^  La  excepción  de  litis  pendencia  no  puede  fundarse  en  la  exis- 
tencia de  juicios  que  no  son  entre  las  mismas  partes^  por  la  misma 
causa,  y  por  la  misma  acción. 

4**  En  el  amparo  de  posesión  en  que  se  ha  pedido  indemnización 
de  perjuicios,  y  habiéndose  abierto  la  causa  á  prueba  sobre  ellos  no 
se  ha  probado  su  existencia,  no  debe  dejarse  al  demandante  su  de- 
recho á  salvo  para  pedirla. 


Caso.  —  Se  comprende  al  leer  el  siguiente 
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Fallo  del  «luez  Federal 

Buenos  Aires,  Aí^osto  20  de  1888. 

Vistos:  D.  Eduardo  Hopkins,  á  foja  9,  interpone  demanda  contra 
el  Juez  de  Paz  de  San  Fernando,  porque  le  deja  invadir  su  propiedad, 
dando  licencia  á  los  lancheros  y  demás  para  que  saquen  sus  embar- 
caciones y  le  ocupen  su  terreno  en  los  trabajos  de  reparación,  para 
cuyos  actos  han  amarrado  sobre  los  fierros  de  sus  máquinas  de  ase- 
rrar y  han  hecho  fuego  debajo  de  sus  galpones;  y  pídese  le  condene 
á  cesar  en  esos  procedimientos  ó  invasiones  de  su  propiedad  y  á  pa- 
garle los  daños  y  perjuicios  ocasionados  y  que  se  ocasionaren. 

El  demandado.  Juez  de  Paz,  D.  Felipe  Vela,  contestando  á  foja  43 
opone:  1^  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda;  2°  litis 
pendencia;  y  S""  falta  de  personería  en  el  demandado. 

Funda  la  primera  excepción,  en  que  no  se  comprende  qué  acción 
se  deduce,  si  es  posesoria  ó  reivindicatoría  y  en  que  no  se  enuncian 
los  perjuicios  ó  en  qué  consisten. 

La  segunda  la  funda  en  que  hay  otros  dos  juicios,  fuera  do  éste 
sobre  la  misma  cosa:  uno  sobre  mensura  del  terreno  en  que  la  Muni- 
cipalidad protesta  y  se  trabó  juicio  entre  Hopkins,  la  esposa  de  éste 
y  la  Municipalidad;  y  el  2"  una  especie  de  tercería  de  esta  en  la  eje- 
cución de  los  señores  Folmar  y  G^ 

La  tercera  la  funda  en  que  no  fué  él  quien  dio  las  autoriza- 
ciones que  motivan  este  juicio,  afirmando  que  fué  la  Municipalidad 
la  que  dio  esas  autorizaciones,  y  que  el  demandado  no  dio  cumpli- 
miento ni  ha  ejecutado  orden  alguna  al  respecto. 

También  alegó  el  demandado  falta  de  personería  en  el  deman- 
dante, fundado  en  que  le  hablan  hecho  rematar  sus  máquinas  y  gal- 
pones, suspendiéndose  el  remate  del  terreno  por  protesta  de  la  Mu- 
nicipalidad, y  que  quedó  embargado  por  una  hipoteca. 
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potecado  ni  embargado,  sobre  lo  que  tampoco  existe  prueba;  y  en 
cuanto  al  certificado  de  foja  97,  respecto  al  galpón  y  máquinas, 
aunque  resulte  que  se  lo  remataron,  no  hay  prueba  de  que  se  haya 
producido  ia  tradición,  absolutamente  dispensable  para  haberse  es- 
tinguido  el  dominio  de  Hopkíns,  articulo  104,  título  «Del  Dominio», 
Código  Civil. 

11*"  Que  la  litis-pendencia  no  se  ha  probado  de  manera  alguna, 
pues  los  espedientes  invocados  por  Vela,  demandado,  ninguno  es 
entre  las  mismas  partes,  por  la  misma  acción  y  mismas  causas  sino 
que  son  entre  otras  personas  que  no  son  el  demandado  Vela,  y  por 
otra  especie  de  acciones  muy  distintas. 

IT  Que  sin  embargo  de  todo  lo  dicho,  el  actor  Hopkins  no  ha 
probado  la  existencia  del  perjuicio  y  su  monto,  si  bien  son  de  pre- 
sumirse á  pesar  de  haberlos  demandado  conjuntamente  con  su  ac- 
ción posesoria;  lo  que  escusa  la  resistencia  del  demandado  en  estos 
autos. 

Por  estas  consideraciones,  fallo:  declarando  que  debo  amparar  en 
su  posesión  al  demandante  Hopkins  y  que  se  intime  al  Juez  de  Paz 
demandado,  se  abstenga  de  turbarlo  en  adelante,  ejecutando  ni  re- 
cibiendo órdenes,  para  dar  licencia  á  ocupar  dichos  terrenos,  ni  que 
dicte  él  tales  órdenes,  bajo  los  apercibimientos  á  que  hubiese  lugar 
por  derecho  y  dejando  á  salvo  el  derecho  de  Hopkins  por  los  daños  y 
perjuicios  á  que  diera  lugar  este  fallo,  sin  especial  condenación  en 
costas. 

Hágase  saber  original  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin. 
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Fallo  de  la  Suprema  C4orte 

Buenos  Aire^,  Marzo  8  de  1884. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  la  sentencia  apelada 
de  foja  ciento  veinte  y  seis,  menos  en  la  parte  en  que  deja  á  salvo 
los  derechos  por  los  dañgs  y  perjuicios,  por  cuanto  habiéndose 
abierto  la  causa  á  prueba  sobre  su  existencia  no  se  ha  producido 
ninguna,  y  repuestos  los  sellos  devuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  — J.  DOMÍNGUEZ. 
—  ULADISLAO  frías.  —  S.  M.  LAS- 
PIUR.  — M.  D.  PIZARRO. 


c:ausa  xxiii 


Don  Eduardo  Hopkim  y  su  esposa,  contra  la  Muíiicipalidad  de  San 

Fernando;  sobre  aprobación  de  mensura. 


Sumario,  —  1^  La  mensura  de  un  terreno  contiguo  al  rio  en  que 
se  han  dejado  40  varas  ó  sea  34  metros  64  centímetros  de  ribera 

T.  XVII  17 
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con  arreglo  al  título,  debe  ser  aprobada,  no  siendo  apreciable  la 
diferencia  de  36  centímetros  que  faltan  para  los  35  metros  que  es- 
tablece el  Código  Civil. 

2^  La  oposición  á  la  mensura,  fundada  en  la  nulidad  no  probada 
del  título,  y  en  que  han  debido  dejarse  para  ribera  150  varas,  ó  50 
metros,  sin  haberse  dado  razón  justificada,  debe  considerarse  como 
temeraria. 


Caso. — Se  comprende  leyendo  el  siguiente 


Fallo  del  «I ucz  Federal 

Buenos  Aires,  Agosto  20  de  1883. 

Vistos:  Don  Eduardo  A.  Hopkins  y  su  esposa  üoíía  Jeanne  Elvira 
de  ílopkins,  promueven  juicio  de  mensura  de  sus  terrenos  ubicados 
en  el  municipio  de  San  Fernando;  á  foja  15  vuelta  se  decreta  la 
mensura  por  el  perito  propuesto  Don  Carlos  Campbell;  á  foja  17  el 
perito  cita  á  los  vecinos  y  á  la  Municipalidad  de  San  Fernando, 
para  practicar  la  operación.  De  foja  19  á  foja  28,  se  espide  el  agri- 
mensor detalladamente  en  su  operación;  y  de  ese  acto  protesta  la 
Municipalidad,  porque  en  vez  de  dejar  como  camino  de  ribera, 
ciento  cinenenta  varas,  solo  dejaba  el  perito  cuarenta  varas  ó  sean 
34.00  c.  do  metro  y  protesta  también  Don  Santiago  Pérez  Millan  y 
Don  Santiago  Noceti,  porque  les  tomaba  parte  de  sus  fincas,  con  la 
operación  practicada.  Desde  foja  30  hasta  foja  200,  se  producen  ar- 
ticulaciones que  quedaron  definitivamente  resueltas.  A  foja  260,  el 
representante  de  la  Municipalidad  formaliza  recien  su  oposición  á 
la  mensura,  y  ya  no  pide  rieNto  cincuenta  raras  de  camino  de  ri- 
bera, sino  cincuenta  metros;  y  por  esta  razón  pide  se  desapruebe  la 
operación  de  mensura  de  foja  19  á  foja  28;  y  además,  alega  que 
Hopkíns  no  es  (lueuo  del  terreno,  porque  no  cumplió  con  los  requi- 
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sitos  bajo  los  cuales  se  le  hizo  esa  cesión.  Noceti  no  formuló  nin- 
guna oposición,  desistiendo  asi  de  hecho  da  su  protesta:  Pérez  Millan 
formula  su  oposición  á  foja  272,  reproduciendo  únicamente  los  ar- 
gumentos del  representante  de  la  Municipalidad,  de  foja  2(i0,  en  la 
parte  que  nie¿ra  á  Hopkins  ser  dueño  del  terreno,  sin  a^Te^^ar  otro 
fundamento. 

Hopkins  y  su  esposa  contestan  las  demandas  de  desaprobación 
de  la  mensura,  ale^^ando  á  foja  320  su  derecho  de  propiedad,  y  ma- 
nifiestan que  esa  no  es  la  cuestión  y  sostienen,  en  todas  sus  partes, 
la  operación  del  perito  Campbell. 

Y  considerando:  1^  0"e  no  hay  cuestión  ni  demanda  sobre  revo- 
cación de  cesiones  ó  rescisión  de  venta  á  Iloplvins,  y  por  tanto,  es 
impertinente  cuanto  se  ale.irue  á  este  respecto. 

2^  Que  aun  cuando  hubiese  tal  cuestión,  resulta  del  espediente 
agregado  «La  Municipalidad  contra  D.  Eduardo  Hopkins  pidiendo 
nulidad  de  títulos  contra  este»,  que  ya  hay  cosa  juzgada  sobre  que 
las  compras  de  Hopkins  de  los  terrenos  medidos  soii  válidas  é  irre- 
vocables; sentencia  de  1^  de  Agosto  de  1872  confirmada  por  el 
Superior  en  8  de  Noviembre  del  mismo  año,  se:íun  consta  de  ese 
espediente. 

3°  Que  la  parte  de  Pérez  Millan,  representada  por  D.  Adolfo 
Sauce,  como  cesionario  (escrito  de  foja  338),  desistió  de  su  demanda 
ú  oposición  á  la  mensura  por  la  transacción  de  foja  347,  y  entonces 
solo  quedó  la  Municipalidad,  que.  no  tenía  derecho  á  dí.scutir  las 
concesiones  del  Gobierno  Nacional  á  Hopkins. 

4^  Oiie  por  consiij^uiente,  solo  queda  en  pié  la  cuestión  de  si  el 
perito  debió  dejar  cincuenta  metros,  ó  cuarenta  varas  de  camino 
de  ribera. 

5^  Que  cuarenta  varas  es  el  camino  de  ribera  que  debía  respetar 
el  perito,  y  de  niniruna  manera  oO  metros,  estando  como  debía  es- 
tar á  la  escritura  de  foja  4  á  foja  12  y  á  lo  que  preceptúa  el  artículo 
29,  Libro  3^  Código  Civil,  que  fija  3o  metros  como  camino  de  rí- 
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bera;  y  precisamente  esto  es  lo  que  ha  hecho  el  perito  en  su  opera- 
ción de  fojas  i9  á  28. 

6°  Que  el  Departamento  de  Ingenieros,  espidiéndose  de  fojas  375 
á  377,  sobre  el  mérito'de  la  mensura  de  fojas  19  á  28,  la  encuentra 
arreglada,  observando  únicamente  que  en  vez  de  35  metros  de  ca- 
mino de  ribera,  solo  se  dejan  34  metros  64  centímetros  (igual  á  40 
varas),  siendo  este  el  único  defecto  de  la  operación,  según  dicho 
Departamento  de  Ingenieros. 

7^  Que  el  error,  si  lo  hubiera,  de  64  centímetros  en  33  metros, 
no  es  apreoiable  en  las  mensuras,  según  las  disposiciones  que  rigen 
al  referido  Departamento  de  Ingenieros  que  autorizan  una  toleran- 
cia mayor;  y  tanto  menos  debe  apreciarse,  si  se  tiene  en  cuenta 
que  la  escritura  de  fojas  4  á  12,  en  que  el  Gobierno  al  vender  el 
terreno  solo  ordena  dejar  40  varas  (34.64  centímetros)  de  camino 
de  ribera,  y  á  mas  la  circunstancia  del  flujo  y  reflujo  de  las  aguas 
en  los  rios,  han  podido  alterar  el  punto  de  arranque  de  la  conce- 
sión. De  todo  lo  cual  resulta,  que  aún  prescindiendo  de  la  escritura 
de  fojas  4  á  12,  en  la  operación  de  mensura  está  cumplido  lo  dis- 
puesto en  el  citado  artículo  29,  título  6,  Libro  3**,  Código  Civil. 

8^  (iue.resulta  manifiesta  de  autos  la  completa  falta  de  razón  y 
temeridad  con  que  ha  litigado  la  Municipalidad  al  oponerse  á  la 
mensura  de  fojas  19  á  28,  que  al  principio  se  fundó  en  que  no  de- 
jaba ciento  cincuenta  varas  de  camino  do  ribera,  y  después  limi- 
tándolas, redujo  á  cincuenta  metros  y  alegó,  lo  que  no  era  un  de- 
reclio  de  ella,  la  caducidad  del  derecho  de  propietario  bajo  una 
forma  de  rescisión  é  hizo  las  articulaciones  y  pidió  prórrogas  in- 
conducentes. 

Por  estas  consideraciones,  fallo:  que  debo  aprobar,  como  apruebo, 
la  operación  de  mensura  de  fojas  19  á  28  practicada  por  el  perito 
Don  Carlos  Campbell,  con  costas  á  la  Municipalidad  de  San  Fer- 
nando. Xotiííquese  original  y  repónganse  los  sellos. 

Isidoro  Albarracin. 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Marzo  8  de  1884. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas,  la  sentencia 
apelada  de  foja  trescientos  cincuenta  y  siete;  y  respuestos  los  sellos, 
devuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  frías.  — S.  M.  LASPIUR. 
— M.  D.  PIZARRO. 


í:ausa  XXIV 


Los  acreedores  del  buque  inglés  « Drusas »  contra  su  capitán,  Don  Da- 
vid  Carlos  Doniels,  por  cobro  de  pesos ;  sobre  el  mérito  de  una  pe- 
ricia. 

Sumario.  — E\  reconocimiento  pericial  ordenado  para  informar 
sobre  los  antecedentes  de  los  créditos  que  se  pretenden  por  los  di- 
versos interesados  en  el  producido  de  un  huque,  no  importa  sino  un 
medio  probatorio,  y  no  una  resolución  judicial. 


J 
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Caso. — Varios  acreedores  del  buque  «Drusus*,  lo  ejecutaron. 

Reunidos  todos  ellos,  convinieron  en  que  vendiera  el  buque,  y 
después  de  vendido,  habiendo  disconformidad  respecto  de  algunos 
de  los  créditos  presentados,  se  convino  y  ordenó  que  dos  peritos,  en 
vista  de  los  autos,  de  los  libros  del  capitán,  y  demás  comprobantes, 
informasen  sobre  el  mérito  de  los  antecedentes,  para  poder  estable- 
cer la  importancia  jurídica  de  cada  uno  de  los  créditos. 

Los  peritos  informaron  estableciendo  cuánto,  según  los  antece- 
dentes estudiados  importaba  cada  crédito. 

El  Juez  de  Sección  aprobó,  sin  perjuicio,  el  informe  y  citó  á  los 
interesados  á  comparendo. 

En  el  comparendo  no  se  arribó  á  arreglo  alguno,  y  habiendo  el 
representante  de  unos  acreedores  presentado  escrito  de  oposición 
al  informe,  se  suscitó  la  cuestión  previa  de  si  debia  aprobarse  ó  no  el 
¡nforme,  diciendo  algunos  que  estaba  ejecutoriado,  y  otros  que  no 
cabia  ejecutoria  á  su  respecto. 


Fallo  del  «luez  Federal 

Kosario,  Octubre  5  de  1883. 

Visto  el  incidente  y  considerando:  1°  Que  la  cuestión  previa  sur- 
gida sobre  la  ejecutoria  ó  nó  del  informe  de  los  peritos,  es  de  poca 
importancia  para  el  caso  de  esta  cuestión,  por  cuanto  es  simple- 
mente un  dictamen  que  no  importa  en  ningún  sentido  una  resolu- 
ción judicial,  desde  que  no  han  sido  ellos  nombrados  en  calidad 
de  arbitros,  sino  simplemente  á  los  objetos  de  la  acta  de  foja  57 
vuelta. 

2^  Qwe  cualquiera  que  sea  el  mérito  de  ese  informe  según  lo  di  - 
cho,  y  para  el  efecto  legal  que  pueda  tener,  debe  darse  por  ejecuto- 
riado, desde  que  no  ha  sido  observado  en  tiempo  y  forma,  pues 
consta  por  el  informe  del  Secretario  y  confesión  de  las  partes  en  la 
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audiencia,  que  el  escrito  de  oposición  que  se  presentó,  no  fué  acom- 
pañado con  los  documentos  á  que  él  mismo  se  referia,  como  debió 
ser  para  que  el  Secretario  lo  presentase,  como  correspondía,  ai  des- 
pacho; á  que  se  agrega  el  hecho  abusivo  é  indebido  de  haber  el  pro- 
curador Haynes,  no  solo  no  asistir  á  la  audiencia  á  que  estaba  cita- 
do, sino  el  haber  retenido  el  espediente  en  su  poder  y,  ausentándose, 
privando  asi  á  las  demás  partes  de  usar  del  derecho  que  tenian  para 
deducir  las  observaciones  que  estimasen  conveniente,  sobra  ese  mis- 
mo informe. 

Por  estos  motivos  y  en  el  sentido  espresado,  téngase  por  ejecuto- 
riado ese  informe,  apercibiéndose  al  Procurador  ü,  Eduardo  Haynes 
para  que  en  lo  sucesivo  no  retenga  en  su  poder  los  autos,  como  esta 
vez  lo  ha  hecho. 

Fenelon  Zuviria. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Marzo  8  de  1884. 

Vistos:  no  importando  el  reconocimiento  y  dictamen  pericial 
practicado  en  esta  causa,  resolución  judicial  alguna,  como  dice  el 
Juez  de  Sección  en  su  primer  considerando,  sino  un  medio  de  prue- 
ba ordenado  para  mayor  ilustración  del  Juzgado,  la  Corte  revoca 
el  auto  apelado  de  foja  setenta  y  cinco  vuelta,  y  ordena  que,  previa 
reposición  de  sellos,  se  devuelvan  losantes  al  Juez  de  Sección,  para 
que  resuelva  lo  que  corresponde  á  derecho,  según  el  estado  de  la 

causa. 

« 

*  J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 

L LADISLAO  FRÍAS.  —  S.  M.  LASPIUR. 
M.  D.  PIZARRO. 
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€:ausa  XXV 


Criminal,  contra  Juan  Carlos  Ferioli  (a)  Juan  Giordanello;  por  cir- 
culación de  moneda  falsa  de  plata,  de  curso  legal  en  la  República. 


Sumario. — Ei  reo  de  circulación  de  moneda  falsa  de  plata,  de 
curso  legal,  con  la  circunstancia  atenuante  de  la  poca  cantidad  cir- 
culado, es  castigado  con  la  pena  de  cuatro  años  de  trabajos  forza- 
dos y  multa  de  seiscientos  pesos. 


Caso.— Se  halla  referido  en  el  siguiente 


Fallo  del  «laez  Federal 


Buenos  Aires,  Octubre  26  de  1883. 

Y  vistos  estos  autos  seguidos  á  Juan  Carlos  Ferioli.  por  circula- 
ción de  moneda  falsa,  de  los  cuales  resulta  Jo  siguiente: 

1^  Que  á  las  ocho  de  la  noche  del  dia  22  de  Abril  último,  el  acu- 
sado Ferioli  se  presentó  en  el  almacén  de  D.  Agustín  Viale,  calle  de 
Chile  esquina  á  la  de  Sarandi,  y  pagó  un  atado  de  cigarrillos,  que 
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compró,  con  una  moneda  de 50  cení,  nacionales;  (parte  dei  Comisa- 
rio de  la  Sección  8*,  foja  3  y  declaración  de  Viale,  foja  11). 

2**  Que  el  17  del  mismo,  acompañado  de  Domingo  Falsoli,  estuvo 
en  la  fonda  de  Doña  Luisa  Monti,  calle  de  Corrientes  N°  624,  y  en 
varias  otras  casas  de  ne<(ocio,  en  todas  las  cuales,  pagaba  el  gasto 
con  la  misma  clase  de  monedas;  declaración  de  la  citada  Doña  Luisa 
foja  9  vuelta  y  de  Falsoli  foja  28  vuelta. 

3^  Que  en  poder  del  acusado  se  ha  encontrado  la  cantidad  de  594 
pesos  me.  compuesta  de  la  manera  que  espresa  la  relación  de  foja 
1,  y  H  atados  de  cigarrillos. 

4**  Que  interrogado  sobre  la  procedencia  de  las  monedas  y  del  di- 
nero encontrado  en  su  poder,  contestó,  respecto  á  aquellos,  que  se 
las  liabia  encontrado  en  la  fonda  de  Doña  Luisa  Monti^  dentro  del 
colchón  de  la  cama  en  que  durmió  esa  noche,  y  que  el  dinero  lo  hubo 
de  su  patrón  D.  Rafael  Banini,  en  pago  de  sus  salarios,  como  peón 
del  horno  de  ladrillo  que  aquel  espióla. 

5^  Que  estos  hechos  no  son  ciertos,  pues,  de  las  declaraciones  ci- 
tadas, de  Doña  Luisa  Monti  y  de  Domingo  Falsoli,  resulta,  que  antes 
de  dormir  en  la  fonda  el  acusado  hacia  pagos  con  dichas  monedas; 
y  de  la  de  Banini,  foja  16,  resulta,  que  no  le  habia  dado  sino  100 
pesos  m/c,  con  lo  cual  convino  Ferioli  en  el  careo  de  foja  17. 

Y  considerando:  1**  Que  de  lo  relacionado  resulta  que  Ferioli  ha 
hecho  circular  moneda  falsa  de  plata,  de  curso  legal  en  la  República, 
lo  que  constituye  el  delito  previslo  y  penado  por  el  artículo  60  de 
la  ley  Penal. 

2^  Que  la  moneda  de  plata  circulada  por  el  acusado,  es  falsa,  como 
resulta  del  informe  de  la  Casa  de  Moneda  que  corre  á  foja  24. 

3^  Que  siendo  pequeña  la  cantidad  circulada,  y  la  que  se  encon- 
tró en  su  poder,  constituye  este  hecho  una  circunstancia  atenuante. 

Por  estas  razones,  fallo;  declarando  á  Carlos  Ferioli  convicto  del 
delito  de  circulación  de  monedas  de  plata  falsa  con  curso  le^ral  en 
la  República,  con  la  circunstancia  atenuante  de  la  poca  importancia 


356  FALLOS  DR  LA  SUPREMA  CORTE 


Í'.AUSA    XXVI 


Cnminal,  contra  Juan  B.  De  la  Casa,  Nicolás  RruzzOy  Pedro  Car- 
pentino,  Juan  Olivieriy  Gerónimo  Garavento^  Antonio  Saccone, 
Alejandro  Scotto  y  José  Casalini;  por  robo  en  la  Aduana  losprime- 
meros  y  complicidad  en  él  los  demás. 


Sumario.  —  1^  Son  autores  principales  del  crimen  el  que  lo  co- 
mete directamente  y  los  que  prestan  la  cooperación,  sin  la  cual  no 
habría  podido  consumarse. 

2^  Es  cómplice  en  segundo  ^rado,  el  que  antes  de  la  consumación 
del  crimen,  ha  prometido  ocultar  el  hecho,  y  darle  cualquiera  otra 
ayuda  después  de  consumado. 

3^  Son  meros  auxiliadores,  los  que  cooperan  á  ocultarlo,  después 
de  consumado. 

4°  Tratándose  de  un  robo  en  los  depósitos  de  Aduana,  con  frac- 
tura y  escalamiento,  es  justa  la  pena  de  cuatro  anos  de  trabajos  for- 
zados, para  los  primeros,  y  dos  años  para  el  se^jrundo,  siendo  de 
arresto  la  de  los  últimos. 


Caso.  —  Se  halla  referido  en  el  sii^uiente 
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Fallo  del  «I uez  Fc^dcral 


Buenos  Aires,  Setiembre  17  de  188í5. 

Vista  esta  causa  seguida  contra  Juan  Bautista  De  la  Casa,  Nico- 
lás Bruzzo  y  Pedro  Carpentino,  por  robo  de  mercancías  en  los  de- 
pósitos de  la  Aduana,  y  contra  Juan  Olivieri,  Gerónimo  Garavenlo, 
Antonio  Saccone,  Alejandro  Scottoy  José  Casalini  acusados  de  com- 
plicidad en  ese  heí^lio,  de  lo  que  resulta: 

1^  Que  con  feclia  21  de  Noviembre  de  i88I  se  dirigió  al  Jefe  de 
Policía  el  Comisario  de  la  Sección  2*  manifestando:  que  en  los  de- 
pósitos de  la  Aduana  nueva,  á  cargo  de  los  Guardas  D.  Elias  Reguera 
y  D.  Manuel  J.  Sarmiento,  se  había  efectuado  un  robo  de  mercade- 
rías, para  cuya  verificación  sus  autores  habían  violentado  las  puer- 
tas exteriores  de  los  depósitos,  teniendo  que  valerse  de  cuerdas  para 
ascender  á  ellos,  pues  los  depósitos  robados  están  situados  en  la 
parte  alta  del  edificio.  Ordenada  la  averiguación  del  hecho  y  el  se- 
cuestro del  robo,  fué  comisionado  el  Comisario  de  la  Sección  2*  para 
levantar  la  indagación  correspondiente,  y  este  funcionario,' termi- 
nado su  cometido,  se  dirigió  al  Sr.  Jefe  de  Policía  acompafiado  de 
una  indagatoria  constante  de  40  f.  útiles  que  corro  de  f. . .  á  f . . .  y 
dando  cuenta  de  su  desempeño  en  las  siguientes  formas:  que  á  pe- 
sar de  la  obscuridad  de  que  aparece  rodeado  el  robo  cometido  en  la 
Aduana  eldia  20  de  Noviembre  próximo  pasado,  sus  pcri)ctradores 
no  habían  podido  escapar  á  la  acción  de  la  autoridad  policial;  que 
de  la  indagatoria  acompañada  resulta,  que  Antonio  Boazzi  (a)Gian- 
chin  concibió  la  ¡dea  del  robo,  invitándolos  á  V.  Haggio  (a)  Wan; 
Andrés  Canessa  (a)  Genova;  Pedro  Carpentino  (a)  Tuggé;  Nicolás 
Bruzzo  (a)  Pastelin  y  Juan  Bautista  De  la  Casa  (a)  Calchína,  cuyos 
individuos  puestos  de  acuerdo  para  la  realización  del  robo,  llegaron 
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embarcados  en  un  hote  al  muelle  de  la  Aduana  como  á  las  8  ^l¿  de 
la  noche  del  19  de  Noviembre;  Que  una  vez  allí,  Antonio  Roazzi^ 
iniciador  del  robo,  fué  el  primero  que  subió,  valiéndose  para  ello  de 
un  gancho  que  desde  el  muelle  ase^'^uró  en  las  re.inllasde  la  galería. 
Tras  de  él  fueron:  Rair^ño,  Cauessa  y  De  la  Casa,  permaneciendo  en 
el  bote  Carpentino  y  Bruzzo;  Que  una  vez  dentro  del  depósito,  cuya 
cerradura  forzaron,  Antonio  Boazzi,  se  retiró  llevando  consigo  dos 
pequeños  l)ultos  de  mercancías,  permaneciendo  los  otros  tres,  para 
arreirlar  lo  que  debían  llevar,  quienes  no  habiendo  trabajado  du- 
rante esa  noche  por  temor  de  que  encendiendo  luz,  fuesen  descu- 
biertos, emplearon  todo  el  día  Dominico  en  abrir  cajones  y  colocar 
en  bolsas  de  lienzo  los  objetos  que  debían  llevar;  Que  como  á  las 
8  7'  de  la  noche  reirresó  Anionio  Hoazzi,  acompañado  de  Carpen- 
tino  y  Bruzzo,  en  dos  botes,  empezando  lue^o  la  operación  de  car- 
gar los  objetos  robados  y  tomaron  en  se^^uida  la  dirección  de  las 
islas  de  la  Boca,  penetrando  por  el  arroyo  Maciel  y  que  a lh\ traspor- 
taron en  dos  canoas,  preparadas  de  antemano  por  Antonio  íSaccone 
(a)  Julio,  y  Gerónimo  Bcnaveuto  (a)  Gira,  todos  los  efectos  y  los 
desembarcaron  en  la  quinta  de  Juan  Olivieri,  quien  les  aconsejó  que 
para  mayor  seiruridad  los  trasladaran,  como  en  efecto  lo  hicieron,  á 
un  pajonal  que  le  llaman  de  «paja  brava»:  Que  cinco  ó  seis  días 
después  dieron  principio  á  la  introducción  de  los  artículos  como 
contrabando,  y  lo  que  verificaban  ayudados  por  los  changadores 
Alejandro  Scotto  y  José  Casalini. 

2^  Que  remitidos  los  antecedentes  al  Juztrado,  se  ordenó  la  ins- 
trucción del  correspondiente  sumario,  precediéndose  en  consecuen- 
cia á  recibir  declaración  indagatoria  délos  detenidos  Juan  Bautista 
he  la  Casa  f.  í)();  Pedro  Carpentino  f.  01  v.:  Nicolás  Bruzzo  f.  103; 
Antonio  Saccone  f.  10í¿;  Juan  Morchelti  f.  101;  Leopoldo  Zordetto 
f.  78;  Alejandro  Scotto  f.  79;  Juan  Casalini  f.  83;  Juan  Olivieri  f.  84; 
Gerónimo  Garavento  f.  87  y  Josefina  Zordetto  f.  109,  quienes  en  su 
esposicion  se  ratifican  en  lo  declarado  ante  el  ('omisario  de  la  Sec- 
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cion  2*  y  de  que  instruye  el  parte  ese  funcionario,  corriente  á  í. . . 
con  excepción  de  la  parte  en  que  De  la  Casa  esplica  la  manera  cómo 
penetró  á  los  depósitos,  negando  que  fuera  por  medio  de  escala- 
miento y  asegurando  ante  el  Juzgado  que  entró  por  el  portón  de 
hierro  que  comunica  con  el  muelle. 

3^  Que  tomada  confesión  con  cargos  á  Juan  Bautista  de  la  Casa, 
confiesa  haber  robado  en  los  depósitos  de  la  Aduana,  negando  tan 
solo  el  cargo  que  se  le  formuló  de  haber  entrado  á  los  depósitos  por 
medio  de  escalamiento  y  fracturando  las  puertas.  Pedro  Carpentino, 
en  el  mismo  acto,  confiesa  su  participación  en  él,  escusándose  en 
que  fué  llevado  por  engaño,  y  que  una  vez  que  supo  que  se  trataba 
de  robo  continuó  tomando  parte  en  él,  porque  Antonio  Boazzi  lo 
amenazó  con  hacerle  hacer  una  mala  figura  si  no  continuaba.  Ni- 
colás Bruzzo,  contestando  el  cargo  que  se  le  formó  de  haber  robado 
en  los  depósitos  de  la  Aduana  con  escalamiento  y  fractura,  dice 
que  no  fué  á  la  Aduana  con  intención  de  robar,  pues  creía  que  los 
comerciantes  le  entregaban  la  mercancía  para  efectuar  un  contra- 
bando, y  que  él  no  entró  á  los  depósitos,  habiendo  subido  solo  una 
vez  arriba  del  muelle. 

Juan  Olivieri,  procesado  por  complicidad  en  este  robo,  niega  el 
cargo  que  á  este  respecto  le  formó  el  Juzgado  y  asegura  que  no  co- 
noce á  ninguno  de  los  ejecutores  del  mismo,  sino  á  Raggio,  á  quien 
no  ha  visto  desde  la  fiebre  amarilla.  Flabiéndole  formado  cargo  el 
Juzgado  por  lo  que  expresa  con  respecto  á  Raggio,  cuando  de  sus 
declaraciones  consta  que  tanto  éste  como  Boazzi,  Carpentino  y  do 
la  Casa,  estuvieron  pocos  dias  antes  del  robo  conversando  con  él  en 
su  quinta,  contestó  que  es  cierto  que  estuvieron,  diciéndolc  Raggio 
que  Antonio  le  manifestó  que  tenía  que  hacer  pasar  una  ropa  que 
un  tío  le  enviaba  de  Europa  y  que  si  podia  permitirle  un  lugar  para 
ocultarla,  á  lo  (jue  él  accedió.  Agrega  después  que  se  negó  á  que  su 
mujer  tuviera  noticia  de  la  ropa  que  recibia  por  no  estar  de  acuerdo 
con  ella  y  esplica  el  cargo  que  se  le  formó  de  haber  tomado  para  si 
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parle  délos  géneros  sustraídos  á  la  Aduana,  diciendo  que  los  encon- 
tró en  la  quinta  escondidos  entre  las  pajas  y  se  apoderó  de  ellos 
porque  no  sabia  á  quien  pertenecian.  El  procesado  •  cómplice,  Ale- 
jandro Scolto,  contestando  al  cargo  que  se  le  forma  de  haber  tomado 
participación  en  el  robo  auxiliando  á  sus  autores  á  llevar  las  mer- 
caderías a  la  Boca  y  pasarlas  de  allí  á  la  ciudad,  contestó  que  es 
cierto,  que  ha  prestado  la  ayuda  que  espresa  en  sus  declaraciones, 
pero  en  la  inteligencia  de  que  se  trataba  de  un  contrabando  y  no 
de  mercaderías  robadas.  Formado  igual  cargo  al  procesado  José 
Gasalini,  dio  las  mismas  esplicaciones  que  Scotto.  En  el  mismo  sen- 
tido se  produjeron  Gerónimo  Garavento  y  Antonio  Saccone,  á  quie- 
nes se  les  formó  cargo  por  haber  ayudado  á  llevar  las  mercaderías 
A  la  Boca  y  hacerlas  pasar  á  tierra  firme. 

Y  considerando:  l^  que  de  la  esposicion  que  antecede  resulta  ple- 
namente comprobado  que  el  día  20  de  Noviembre  de  1881  se  efec- 
tuó un  robo  de  mercaderías  en  los  depósitos  de  la  Aduana  nueva, 
siendo  sus  autores  principales  los  individuos  Antonio  Boazzi,  Joa- 
quín V.  Ragio  y  Andrés  Ganesa,  prófugos,  por  lo  cual  el  Juzgado 
prescinde  de  tomarlos  en  consideración  en  este  fallo,  articulo  370 
de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  y  Juan  Bautisia  De  la  Gasa, 
Pedro  Garpentino  y  Nicolás  Bruzzo. 

2°  Que  la  culpabilidad  de  estos  tres  últimos  no  ofrece  la  mas  mí- 
nima duda,  pues  aparece  evidentemente  acreditada  por  sus  propias 
confesiones  y  declaraciones,  corrientes  á  f.  90,  91,  103,  126,  128, 
127,  152.  Y  en  conformidad  por  lo  tanto,  con  lo  que  al  respecto  es- 
tablecen las  leyes  1'^  y  siguientes  del  título  13,  partida  3%  aparte 
de  otras  circunstancias  que  surgen  del  proceso  y  robustecen  aque- 
llos medios  probatorios. 

3^  Que  los  tres  individuos  mencionados  han  contribuido  principal 
y  directamente  á  la  perpetración  del  delito,  pues  aunque  del  su- 
mario resulta  que  únicamente  Juan  Bautista  De  la  Gasa  penetró  á 
los  depósitos,  no  es  menos  cierto  que  Garpentino  y  Bruzzo  pernia- 
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necieron  en  los  botes  junto  al  muelle  de  la  Aduana  é  intervinieron 
en  la  carga  y  conducción  de  los  objetos  robados,  hasta  las  islas  de 
la  Boca,  hechos  que  según  la  opinión  de  los  autores  y  de  acuerdo 
con  disposiciones  terminantes  de  la  ley,  bastan  á  constituir  igual 
grado  en  la  culpabilidad.  Asi  Rossi,  por  ejemplo,  no  hace  distinción 
y  reputa  tan  culpable  al  que  guarda  la  escalera  como  al  que  toma  el 
objeto  del  robo,  al  que  penetra  en  la  casa  como  al  que  está  de  cen- 
tinela en  la  puerta.  Y  en  el  caso  actual,  esta  regla  de  criterio  es  de 
estricta  aplicación,  pues  es  evidente  que  aun  cuando  Bruzzo  y  Car- 
pentino  no  entraron  á  los  depósitos,  si  ellos  no  hubieran  tomado  en 
el  robo  la  participación  que  queda  espresada,  la  realización  de  este 
se  hubiese  dificultado  notablemente:  habría  faltado  la  vijilancia  efi- 
caz que  ellos  prestaron  y  la  cooperación  no  menos  importante  á  que 
se  ha  hecho  ya  referencia.  Han  pues,  tomado  la  participación  cons- 
ciente y  libremente  en  la  ejecución  material  del  delito.  (Véase  ade- 
más: Carrara,  Tratado  sobre  la  teoría  de  la  tentativa  y  la  complici- 
dad y  la  ley  20,  título  14,  partida  7*"). 

4^  Que  las  circunstancias  que  concurren  á  agravar  la  situación 
de  De  la  Casa  y  haber  violentado  las  puertas  de  los  depósitos,  re- 
sultan comprobadas  por  el  hecho  declarado  por  él  de  haber  entrado 
á  los  depósitos,  y  por  lo  que  á  este  respecto  consta  en  la  diligencia 
de  inspección  ocular  corriente  á  f.  156. 

5^  El  delito  cometido  por  De  la  Casa,  Carpentino  y  Bruzzo  se  en- 
cuentra previsto  y  penado  por  el  inciso  2^  del  articulo  81  de  la  ley 
de  14  de  Setiembre  de  1863,  que  establece  que  el  que  sustrajere  efec- 
tos de  los  almacenes  de  la  Aduana  será  castigado  con  la  pena  de 
tres  á  seis  años  de  trabajos  forzados. 

6°  Que  por  lo  que  respecta  á  Juan  Olivieri,  Gerónimo  Garavento, 
Antonio  Sacconi,  Alejandro  Scotto  y  José  Casalíni,  existen  en  los  au- 
tos medios  de  convicción  suficientes  para  acreditar  su  complicidad 
6n  la  consumación  del  delito. 

7°  Que  Juan  Olivieri  declara  y  confiesa  que  dias  antes  al  20  de 
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Noviembre  esUivieron  en  la  isla,  Boazzí,  Raggio,  Garpentino  y  De 
la  Casa  y  accedió  entonces  á  que  depositaran  en  la  isla  las  merca- 
derías. 

8°  Que  la  causal  que  él  espresa,  de  que  se  trataba  de  un  contra- 
bando, aunque  no  lo  exoneraría  de  pena,  pues  es  este  igualmente 
un  delito,  no  es  verosímil,  atendiendo  á  las  circunstancias  de  que 
el  hecho  aparece  rodeado:  la  hora  en  que  fueron  desembarcadas  las 
mercancías,  y  demás  precauciones  que  en  ese  sentido  so  tomaron: 
la  diversidad  de  artículos  que  se  conducían,  su  acondicionamiento 
ó  envase,  etc. 

9°  Que  de  autos  resulta  comprobado  que  Olívieri,  valiéndose  déla 
mujer  Giuseppína  Zardetto,  vendió  algunas  piezas  de  las  que  cons- 
tituían el  robo,  no  siendo  admisible  la  espiicacion  que  él  dá,  de  que 
no  sabia  á  quien  pertenecían  las  mercaderías,  dados  los  anteceden- 
tes que  con  respecto  á  ellos  quedan  consignados. 

10^  Que  en  consecuencia,  la  participación  que  Olívieri  tomó  en  el 
delito  es  la  de  cómplice  de  primer  grado,  pues  tuvo  conocimiento  de 
él  antes  de  su  perpetración,  facilitó  su  isla  para  la  ocultación  y 
guarda  de  las  mercaderías  y  aprovechó  también  del  robo  (artículos 
48  y  49  del  Código  Penal;  y  véase  nota  de  los  artículos  correlativos 
en  el  Proyecto  del  Código  Penal,  redactado  por  el  Dr.  Tejedor). 

11°  Que  con  respecto  á  Gerónimo  Garavento,  Antonio  Sacconi, 
Alejandro  Scotto  y  José  Casalini,  deben  aplicarse  las  mismas  consi- 
deraciones aducidas  con  motivo  de  Olívieri,  por  resultar  de  autos 
que  también  tuvieron  noticia  del  delito  con  anterioridad  á  su  eje- 
cución y  prestaron  después  una  ayuda  eficaz  para  la  traslación  de 
las  mercaderías,  por  cuyo  motivo  les  comprenden  las  disposiciones 
legales  recordadas  en  el  anterior  considerando. 

Por  estos  fundamentos,  fallo:  declarando,  á  Juan  Bautista  De  la  Ca- 
sa, Pedro  Carpentino  y  Nicolás  Bruzzo,  autores  principales  del  delito 
de  sustracción  de  mercaderías  de  los  depósitos  de  Aduana,  con  las 
circunstancias  aí?ravantes  de  escalamiouto  v  fractura;  v  á  Juan  Olí- 
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vieri,  Gerónimo  Garavento,  Antonio  Sacconi,  Alejandro  Scotto  y 
José  Casalini,  cómplices  en  primer  ¿rrado. 

En  su  consecuencia  y  en  conformidad  al  artículo  81,  inciso  2^  de 
la  ley  Penal  de  Setiembre  14  de  1863,  y  con  arrearlo  al  articulo  SI, 
inciso  3^  del  Código  Penal,  condeno  á  De  la  Gasa,  Carpenlino  y 
Bruzzo,  á  la  pena  de  cuatro  años  de  trabajos  forzados  y  al  pago  de 
las  costas  procesales;  y  á  dos  años  de  la  misma  pena  y  al  pago  de 
las  costas,  á  los  cómplices  Olivieri,  Garavento,  Sacconi,  Scotto  y  Ca- 
salini; debiendo  empezar  á  contarse  el  término  de  la  pena  prefijada 
para  los  autores  y  cómplices,  después  de  los  primeros  seis  meses  de 
la  prisión  que  llevan  sufrida  (articulo  171  del  Código  Penal). 

Líbrese  oficio  al  Sr.  Jefe  de  Policía  á  fin  de  que  constituya  en  pri- 
sión á  Juan  Olivieri.  Hágase  saber,  notificándose  con  el  original;  co- 
muniqúese al  Poder  Ejecutivo  para  su  cumplimiento  y  repónganse 
los  sellos. 

Andrés  Uganiza. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PKOCURADOK  GENERAL 


Buenos  Aires,  Noviembre  22  de  1883. 

Suprema  Corte: 

El  robo  audaz  perpetrado  en  los  depósitos  de  la  Aduana  que  tanto 
ocupó  la  atención  pública  de  esta  capital  á  fines  de  1881,  fué,  sin 
disputa,  perfectamente  combinado  y  llevado  á  ejecución  con  muy 
grande  babílídad. 

No  era  cosa  sencilla  burlar  la  vijilancia  de  la  autoridad  á  sus 
mismas  barbas,  y  precisamente  en  el  depósito  central,  que  encerraba 
mercaderías  por  millones.  Los  que  meditaban  el  atrevido  golpe  co- 


364  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

nocían  bien  el  momento  y  el  lugar.  Elíjieron  un  día  Sábado  para 
darse  mas  tiempo,  y  la  parle  del  rio  por  donde  menos  podían  ser 
sentidos. 

Y  no  bastaba  hacer  el  robo  ¿cómo  ocultar  objetos  voluminosos,  si 
había  de  valer  la  pena?  Nada  mas  á  propósito  que  los  pajonales  de 
la  Boca;  y  al  efecto,  prepararon  de  antemano  el  terreno,  conquis- 
tando un  cómplice;  y  como  los  botes  no  podían  entrar  á  arroyos  es- 
trechos y  sin  fondo,  buscaron,  y  apostaron  en  el  momento  preciso, 
canoas  para  el  trasbordo.  Todo  salió  como  se  había  calculado.  Por 
muchos  días  las  mas  activas  diligencias  de  la  Policía  no  dieron  el  mas 
lijero  indicio,  y  á  no  haberse  apresurado  la  venta  de  los  objetos 
robados,  acaso  todo  habría  quedado,  hasta  ahora,  en  el  misterio. 
Encontrando  el  primer  hilo  todo  fué  fácil  después.  Los  laudables 
esfuerzos  de  la  Policía  pusieron  luego  de  manifiesto  hasta  los  mas 
pequeños  detalles. 

Todo  hace  creer  que  el  primer  pensamiento  partió  de  Antonio 
Boazzi,  hoy  prófugo. 

Concebido  el  plan,  necesitaba  auxiliares,  y  los  encontró  sin  gran 
dificultad,  en  Juan  B.  De  la  Gasa;  Pedro  Garpentino,  Nicolás  Bruzzo, 
31.  Raggio  y  Andrés  Ganessa.. 

En  dos  boles  fueron  los  seis  al  muelle  de  la  Aduana  el  Sábado, 
al  entrar  la  noche;  y  penetraron,  subiendo  por  una  cuerda,  á  uno 
de  los  depósitos  altos,  forzando  la  puerta.  Boazzi  se  retiró  al  poco 
tiempo  con  algunos  efectos,  y  volvió  á  la  ciudad  con  Bruzzo  y  Gar- 
pentino. Los  otros  tres  quedaron  en  el  depósito  la  noche  del  Sábado 
y  todo  el  día  Domingo,  para  escojer  á  su  satisfacción  lo  que  habían 
de  llevar. 

El  Domingo  al  oscurecer  volvieron  en  los  botes,  Boazzi,  Bruzzo  y 
Garpentino;  cargaron  todos  los  artículos  que  pudieron,  y  se  encami- 
naron todos  al  lugar  que  tenían  elejido  para  ocultarlos.  Al  llegar  á  la 
Boca,  encontraron  á  Gasalino,  Garavento,  Sacconi  y  Scotto,  que  los 
esperaban  con  dos  canoas. 
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Hecho  el  trasborde,  se  encaminaron  á  la  quinta  de  Olivieri,  que, 
prevenido  tres  dias  antes,  también  los  esperaba. 

Todos  estos  detalles  pueden  seguirse  paso  á  paso  en  las  declara- 
ciones del  sumario.  Los  procesados  están  todos  convictos  y  confesos, 
y  la  única  dificultad  consiste  en  aplicar  á  cada  uno  su  pena  en  pro- 
porción á  su  participación  en  el  delito. 

El  Sr.  Juez,  con  sobrada  ra^on,  considera  á  De  la  Casa,  Carpen- 
tino  y  Bruzzo  en  la  categoría  de  autores  principales.  Con  respecto 
á  De  la  Casa,  no  hay  duda  posible,  puesto  que  fué  de  los  que  entra- 
ron al  depósito. 

Se  dice  en  favor  de  Carpentino  y  Bruzzo,  que  solo  estuvieron  en 
los  botes,  y  que  ereian  se  trataba  de  un  contrabando,  no  de  robo. 

Desde  luego,  la  idea  de  contrabando  en  este  caso  es  simplemente 
absurda,  permítaseme  la  espresion.  Es  no  tener  otra  cosa  que  decir, 
pretender  por  un  momento  que  sea  acto  de  contrabando  entrar  vio- 
lentamente á  los  depósitos  fiscales,  apoderarse  de  las  mercaderías 
á  diestra  y  siniestra,  y  apropiárseles.  El  contrabando  supone  siem- 
pre la  existencia  del  dueño,  que  solo  tiene  en  vista  evitar  el  pago 
de  derechos. 

El  robo,  por  otra  parte,  no  consiste  en  el  acto  material  de  entrar 
y  salir  del  lugar  en  que  se  comete. 

Bruzzo  y  Carpentino  fueron  con  los  otros  en  los  botes,  ayudaron 
á  cargar  y  descargar  las  mercaderías,  y  si  no  entraron  á  los  depó- 
sitos, es  porque  alguno  debia  quedar  fuera  para  la  vijilancia  indis- 
pensable y  para  recii)ir  los  mismos  artículos,  que  los  que  habían 
entrado  les  alcanzaron.  Tuvieron  conocimiento  perfecto  de  lo  que 
se  tramaba;  presenciaron  la  ejecución;  y  lo  que  es  digno  de  notarse, 
tuvieron  un  día  entero  para  meditar  sobre  la  gravedad  del  crimen 
en  que  estaban  empellados.  Persistieron  en  él  á  sabiendas,  y  justo 
es  sufran  sus  consecuencias. 

Si  algo  pudiera  objetarse  en  esta  parte  á  la  sentencia,  es  que  no 
haya  aplicado  el  máximum  de  la  pena. 
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La  sentencia  considera  cómplices  en  primer  ¿^^ado  á  Olivieri,  Ga- 
ravento,  Sacconi,  Scotto  y  Gasalini. 

Con  respecto  á  Olivieri,  la  clasificación  me  parece  exacta.  El 
tuvo  conocimiento  del  hecho  tres  ó  cuatro  dias  antes.  Su  participa- 
ción era  de  la  mayor  importancia,  por  cuanto  facilitaba  un  elemento 
¡nd¡spensai)le,  y  sin  el  que  no  podia  realizarse.  En  rigor,  bien  pu- 
diera considerarse  al  nivel  de  los  autores  principales,  y  la  simple 
clasificación  de  cómplice,  es  benévola. 

Se  dice  también  en  su  descargo,  que  entendia  que  solo  se  trataba 
de  un  contrabando.  Repetiré  sobre  este  particular,  lo  que  decia  con 
respecto  á  Bruzzo.  Todo,  todo  concurria  á  persuadir  que  se  trataba 
de  un  robo,  no  de  evitar  el  pago  de  derechos.  ¿Dónde  estaba  el  co- 
merciante dueño  de  los  efectos?  ^Górao  es  que  todos,  incluso  el 
mismo  Olivieri,  se  los  apropiaban? 

Si  alguna  modificación  admite  la  sentencia,  es  con  respecto  á  los 
boteros  y  changadores  que  fueron  con  las  canoas. 

Fueron  llamados  sin  tener  previo  conocimiento  del  robo,  y  cuando 
ya  estaba  cometido.  Bien  pudieron  creer,  ellos  sí,  que  se  trataba  de 
un  contrabando,  cosa  que  no  debia  serles  nueva,  ni  causarles  mucha 
alarma.  Su  cooperación  ha  sido  menos  directa  que  la  de  Olivieri;  y 
menor  también,  y  casi  insignificante,  el  lucro  que  recibieron.  No  es 
justo  igualarlos  en  la  pena.  Con  mas  propiedad  y  á  lo  sumo,  pueden 
ser  considerados  cómplices  en  segundo  grado. 

Pienso  por  todo  esto,  que  debe  V.  E.  confirmar  la  sentencia 
apelada,  reduciendo  á  quince  meses  la  pena  con  respecto  á  Ge- 
rónimo Garavento,  Antonio  Sacconi,  Alejandro  Scotto  y  José  Ga- 
salini. 

Eduardo  Costa, 
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Fallo  de  la  Suprema  <Jorle 

Buenos  Aires,  Marzo  11  de  1884. 

> 

Vistos  y  considerando:  que  de  autos  resulta  probado,  que  los  pro- 
cesados Juan  B.  De  la  Casa,  Nicolás  Bruzzo  y  Pedro  Carpen  tino, 
han  tenido  participación  directa  y  á  sabiendas,  en  el  robo  de  mer- 
caderías en  los  depósitos  de  Aduana,  cometido  de  concierto  y  con- 
juntamente con  los  otros  individuos  prófugos,  el  dia  veinte  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  uno; 

Que  no  puede  establecerse  diferencia  alguna  en  los  grados  de 
culpabilidad  de  cada  uno  de  ellos;  por  la  circunstancia  de  que  unos 
penetraron  á  la  Aduana,  y  otros  quedaron  en  observación  en  los 
botes,  concurriendo  después  todos  á  la  carga  y  conducción  de  los 
objetos  robados;  porque  sin  esta  distribución  de  roles  de  los  crimi- 
nales ó  distinta  manera  de  obrar  en  la  ejecución  del  delito,  no  ha- 
bría podido  asegurarse  su  consumación; 

Que  debe  considerárseles,  en  consecuencia,  y  atento  lo  dispuesto 
por  el  artículo  treinta  y  uno  del  Código  Penal,  como  autores  prin- 
cipales del  delito; 

Considerando:  respecto  á  Juan  Olivieri,  que  está  probado  tam- 
bién, por  las  declaraciones  de  autos  y  por  su  propia  confesión,  que 
facilitó  su  isla  en  la  Boca  del  Riachuelo,  para  la  ocultación  de  las 
mercaderías  robadas,  cuyo  auxilio  habla  prometido  antes  de  la  per- 
petración del  delito,  y  que  aprovechó  del  robo,  apropiándose  y  ven- 
diendo algunas  mercaderías; 

Que  aun  cuando  la  complicidad  que  estos  hechos  importan,  no  se 
encuentre  comprendida  en  ninguno  de  los  casos  que  determinan 
los  artículos  cuarenta  y  ocho  y  cuarenta  y  nueve  del  Código  Penal, 
se  halla  sin  embargo  regida  por  la  disposición  del  inciso  quinto 
del  articulo  cincuenta  y  uno,  que  declara  cómplices  en  segundo 
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grado  «á  todos  los  que  antes  ó  durante  la  consumación,  hayan 
prometido  á  los  criminales  ocultar  el  hecho,  ó  darles  cualquier  otra 
ayuda  después  de  consumado  el  crimen*; 

Que  este  delito  es  castigado  con  la  mitad,  cuando  mas,  ó  con  la 
cuarta  parte,  cuando  menos,  de  la  pena  de  prisión  que  merezca  el 
autor  principal,  con  arreglo  á  lo  prescrito  por  el  inciso  tercero  del 
articulo  cincuenta  y  dos  del  mismo  Código; 

Considerando,  por  último,  respecto  á  Antonio  Sacconi,  José  Casa- 
lini,  Gerónimo  Garavento  y  Alejandro  Scotto,  que  la  cooperación 
que  ellos  prestaron  con  las  canoas,  para  la  internación  y  ocultación 
en  la  isla  de  las  mercaderías  robadas,  después  de  consumado  el 
delito,  y  sin  que  conste  que  hubiesen  tenido  conocimiento  del  hecho 
antes  de  su  ejecución,  los  responsabiliza  solamente  como  meros 
auxiliares  ó  autores  del  delito,  y  deben  ser  castigados,  según  lo 
dispuesto  por  el  artículo  sesenta  y  cuatro  del  Código  Penal,  con  la 
pena  de  arresto  por  un  tiempo  muchísimo  menor,  que  el  de  prisión, 
que  llevan  sufrido; 

Por  estos  fundamentos,  y  los  concordantes  del  Juez  de  Sección, 
se  confirma  la  sentencia  apelada  de  foja  ciento  ochenta  y  cinco, 
escepto  en  la  parte  que  condena  á  dos  años  de  prisión  á  Antonio 
Sacconi,  Juan  Casalini,  Gerónimo  Garavento  y  Alejandro  Scotto, 
los  cuales  serán  puestos  en  libertad,  como  lo  pide  el  señor  Procu- 
rador General,  dándose  por  compnrgad-o  su  delito,  con  el  largo 
tiempo  de  prisión  que  han  sufrido.  Notifíquese  esta  sentencia  con  el 
original,  comuniqúese  al  Poder  Ejecutivo,' y  devuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  ÜLADISLAO 
frías. — S.  M.  LASPIUR. — M.  D. 
PIZARRO. 
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CAUSA  XXVII 


D.  Agmtin  B,  Miguens  contra  D.  Pedro  Elizalde  y  C*;  sobre 

despojo  y  daños  y  perjuicios. 


Sumario. — Es  inadmisible  la  calificación  de  despojo,  atribuida  á 
la  entrega  de  mercaderías,  hecha  con  consentimiento  de  su  dueño. 


Caso,— Se  halla  referido  en  el  siguiente. 


Fallo  del  «lucz  Federal 


Buenos  Aires,  Octubre  15  de  1888. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Agustín  Benito  Miguens  contra 
los  señores  Pedro  de  Elizalde  y  C^ 

Resultando:  Que  en  el  mes  de  Octubre  del  año  próximo  pasado  se 
presentó  al  Juzgado  el  primero  manifestando  que  habia  tenido  esta- 
blecida una  casa  de  Sastrería  y  Ropería  por  mayor  y  menor  en  la 
calle  de  Rivadavia  N^  464  y  468,  con  un  capital  que  excedía  de 
16,000  $  f ;  que  entre  los  acreedores  de  la  casa  figuraban  aquellos 
señores  por  pagaré  no  vencido;  y  el  Banco  Nacional  por  2,520  $  t: 
que  inciada  la  ejecución  por  el  Banco  se  procedió  al  embargo  de  las 
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mercaderías  y  estando  en  esa  operación  se  presentó  Elizalde  con 
una  orden  de  aquel  establecimiento  para  3uspender  dicho  embargo, 
haciéndose  él  mismo  depositario  de  todas  las  existencias,  levan- 
tando al  efecto  un  inventario  de  ellas:  que  Elizalde  se  habia  apode- 
rado de  todas  esas  existencias  de  la  casa,  las  que  representan  el 
valor  que  habia  manifestado,  cuando  el  crédito  del  Banco  solo  era 
de  2,S20  $  f ;  que  la  casa  de  Elizalde  y  G*,  ni  en  su  carácter  de 
acreedora  ni  en  el  de  depositarla  nombrada  por  el  Banco,  habia 
podido  por  su  sola  autoridad  sacar  las  existencias;  y  que  en  vista 
de  esto,  venia  á  entablar  demanda  contra  dicha  casa  para  que  le 
entregue  las  mercaderías  estraidas  por  valor  de  16,000  $  f  y  para 
que  le  abone  los  danos  y  perjuicios  que  estimaba  en  8,000  $  f. 

^  Que  la  casa  demandada  contestó  á  f.  7  negando  terminante- 
mente que  hubiesen  cometido  el  despojo  que  les  imputaba  la  de- 
manda, pues  las  mercaderías  á  que  se  refería  Miguens  estaban  en 
su  poder  entregadas  por  él  mismo. 

3^  Que  la  causa  fué  recibida  á  prueba  para  que  se  justifique  que 
Elizalde  y  C^  se  habían  apoderado,  sin  título  alguno,  de  las  merca- 
derías de  propiedad  de  Miguens,  por  valor  de  16,000  $  f.  y  que  ese 
hecho  le  había  causado  perjuicios,  ascendiendo  estos  á  la  suma  de 
8,000  $  f ;  habiéndose  producido  en  el  término  legal  la  que  espresa 
el  certificado  de  f.  90  vuelta  y  posteriormente,  el  documento  de  í.  66, 
cuya  autenticidad  ha  sido  comprobada  por  el  dictamen  uniforme  y 
acertivo  de  peritos  calígrafos,  espresando  en  el  acta  de  f.  25,  en  el 
cual  se  establece  que  la  firma  qne  lo  suscribe  pertenece  al  mismo 
demandante,  D.  Agustín  Benito  Miguens. 

Y  considerando:  1*^  Que  el  actor  atribuye  á  la  casa  de  Elizalde 
y  C^  para  motivar  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  que  soli- 
cita, un  verdadero  acto  de  despojo,  que  no  ha  podido  existir  sin  el 
empleo  de  medios  violentos  ó  clandestinos  de  parte  de  los  supues- 
tos despojantes,  conforme  á  los  términos  de  la  ley  10,  título  10,  par- 
tida 3%  de  manera  que  para  que  sea  procedente  la  acción  ínstau- 
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rada  como  consecuencia  dei  hecho  ilícito  producido,  el  actor  ha 
debido  justificar  la  concurrencia  de  cualquiera  de  las  circunstancias 
enunciadas,  pues  por  su  naturaleza  no  se  presumen. 

2^  Que  entre  tanto,  del  mismo  escrito  de  demanda  se  infiere  que 
no  solamente  no  ha  habido  tal  despojo,  en  el  sentido  jurídico  de  la 
espresion,  sino  que  Elizalde  y  C*  procedieron  á  ocupar  las  existen- 
cias de  la  casa  del  demandante,  en  virtud  de  facultades  inherentes 
al  cargo  de  depositarios,  de  que  fueron  investidos  por  quien  podía 
legalmente  hacerlo,  pues  en  el  párrafo  4^  dice  el  actor  «que  iniciada 
ejecución  por  el  Banco  Nacional  por  el  crédito  de  2,520  $  f,  que  á 
diclio  establecimiento  adeudaba,  se  procedió  al  embargo  de  las  mer- 
caderías, y  estando  en  esta  operación,  se  presentó  Elizalde  con  una 
orden  de  aquel  para  suspender  el  embargo,  haciéndose  aquel  depo- 
sitario de  todas  las  existencias,  levantando  al  efecto  un  estado  de 
las  mercaderías  que  obra  en  su  poder. 

3**  Que  teniendo  el  Banco  Nacional  estendido  á  su  favor  el  man- 
damiento de  embargo  contra  los  bienes  de  Miguens  y  en  principio 
de  ejecución,  como  consta  en  la  diligencia  corriente  de  f.  30  á  33, 
del  espediente  agregado,  ha  podido  licitamente  designar  como  de- 
positario á  la  casa  de  Elizalde  ó  hacer  cualquier  arreglo  con  ella, 
por  el  cual  pasarán  á  su  poder,  en  la  misma  calidad,  con  completa 
prescindencia  del  ejecutado,  una  vez  que  como  este  lo  confiesa  se 
levantó  con  su  concurso  un  inventario  ó  estado  de  todas  las  merca- 
derías, pues  la  ley  de  Enjuiciamiento  (art.  284)  no  exije  otros  trá- 
mites para  que  se  proceda  inmediatamente  á  la  venta  en  remate  de 
los  bienes  embargados;  y  si  de  tales  procedimientos  ha  podido  re- 
sultar algún  perjuicio  para  Miguens,  como  lo  sostiene  en  su  de- 
manda, ninguna  acción  tiene  para  reclamar  indemnizaciones,  por- 
que el  que  ejerce  un  derecho  conforme  á  la  ley,  no  responde  del 
perjuicio  que  resulte  de  ese  ejercicio.  (Artículo  2^,  título. . ., libro?*. 
Sección  2%  Código  Civil  y  ley  50,  D,  De  regulis  juris). 

4^  Que  ademas  del  documento  corriente  á  f.  66,  declarado  auten- 
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tico  en  el  reconocimiento  pericial  decretado  á  f. . .,  es  decir,  ema- 
nado del  mismo  demandante,  resulta,  que  tres  dias  después  de  li- 
brado el  segundo  mandamiento  de  embargo  contra  Miguens,  celebró 
este  un  arreglo  con  la  casa  de  Elizalde  y  C*,  acreedora  también  de 
él,  por  el  cual  se  comprometió  á  entregarle  todas  las  existencias  de 
su  casa  de  negocio,  previo  inventario,  para  que  procedieran  á  su 
liquidación  en  venta  privada  ó  en  remate  público,  lo  que  constituye 
titulo  suficiente  para  justificar  los  procedimientos  de  la  referida  casa. 

8°  Que  aun  cuando  no  hubiera  existido  ese  título  ni  las  circuns- 
tancias precedentemente  enunciadas,  Míguens  no  ha  probado  que 
kaya  sufrido  perjuicios  á  causa  de  los  actos  practicados  por  la  casa 
demandada  y  menos  aun,  que  estos  ascienden  á  8,000  $  f;  debiendo 
estimarse  como  puramente  imaginarios  los  cálculos  del  deman- 
dante, fundados  en  que  el  negocio  le  producia  una  utilidad  diaria 
de  3,000  $  m/c,  cuando  consta  que  estaba  insolvente  é  impago  hasta 
del  alquiler  de  la  casa  que  ocupa  aquel. 

Por  estos  fundamentos,  fallo,  absolviendo  á  los  señores  Elizalde 
y  C*  de  la  demanda  corriente  á  f.  2;  imponiendo  á  su  respecto  per- 
petuo silencio  al  actor,  á  quien  condeno  al  pago  de  las  costas  y 
costos  del  juicio.  Notifíquese  oriífinal. 

Virgilio  M.  Tedin. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Marzo  15  de  1884. 


Vistos:  constando  de  autos,  aun  con  prescindencia  del  documento 
de  foja  sesenta  y  seis,  presentado  por  los  demandados,  que  estos 
trasportaron  las  mercaderías  á  su  casa  de  remate  con  conocimiento 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  373 

y  consentimiento  del  demandante,  se  confirma,  por  sus  fundamen- 
tos, la  sentencia  apelada  de  foja  ciento  cuarenta  y  nueve,  con  cos- 
tas. Satisfechas  las  de  la  instancia  y  repuestos  los  sellos,  dev  uélvase. 

J.   DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS. — 
S.  M.  LASPIÜR.  —  M.    D.  PIZARRO. 


<:au9a  XXVIII 


D,  Eulogio  Martínez,  contra  la  Administración  de  Adimna;  sqbre 

apelación  y  desembargo. 


Sumario.  —  1°  Ordenado  por  el  Administrador  de  Aduana  el  em- 
bargo verbal  de  unas  lanchas  como  pertenecientes  al  deudor  de  de- 
rechos fiscales,  y  pedido  el  desembargo  por  un  tercero,  alegando 
dominio  sobre  ellas,  la  remisión  del  espediente  en  consulta  al  Mi- 
nisterio de  Hacienda,  sin  conocimiento  del  tercero,  y  la  aprobación 
de  dicho  Ministerio,  no  priva  á  este  de  la  via  contenciosa,  y  es  pro- 
cedente la  apelación  que  interpone  para  ante  el  Juez  Federal. 
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2°  Alegándose  fraude  y  simulación  en  la  transferencia  de  las 
lanchas^  estas  deben  mantenerse  embargadas  hasta  la  decisión  de 
aquellas  acciones. 


Caso.  —  Se  comprende  al  leer  el  siguiente 


Fallo  del  «Iitez  Federal 


Buenos  Aires,  ííoviembre  6  de  1883. 

Vistos  y  considerando:  1°  Que  I).  Ireneo  Lima  se  ha  presentado 
al  Juzgado  á  nombre  de  Don  Eulogio  Martinez,  recurriendo  de  una 
resolución  del  Administrador  de  la  Aduana  de  esta  ciudad,  en  vir- 
tud de  la  cual  se  han  embargado  tres  lanchas,  que  dice  ser  de  pro- 
piedad del  espresado  Martinez  para  responder  á  obligaciones  con- 
traidas para  con  el  Fisco  por  la  firma  E.  Oclioa  y  Compañia. 

^  Que  este  incidente  ha  dado  orillen  á  una  cuestión  previa  que  el 
Juzgado  debe  roiolver  ante  omnía,  á  saber,  si  el  demandante  ha 
perdido  el  derecho,  como  lo  sostiene  la  Aduana  en  su  informe  de 
foja. . .  y  el  Procurador  Fiscal,  en  su  precedente  vista,  para  promo- 
ver el  juicio  contencioso  ante  los  Tribunales  Nacionales,  después  de 
haber  optado  por  la  via  administrativa  y  terminado  alli  su  jestion, 
con  resultado  desfavorable  para  sus  pretensiones. 

3°  Que  los  antecedentes  remitidos  por  el  Administrador  de  la 
Aduana,  resulta  que  lo  único  que  ha  hahido  es,  que  al  tener  conoci- 
miento Martinez  del  embargo  practicado  por  la  Aduana,  se  presentó 
á  su  Administrador  (foja  19),  haciendo  presente  que  los  tres  Paile- 
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bots  embargados  eran  de  su  propiedad,  se.i^^un  los  títulos  que  exhibía, 
por  lo  que  le  pedia  ordenara  se  levante  el  secuestro;  y  aquel,  fal- 
tando abiertamente  á  su  deber,  cual  era  resolver  sobre  lo  pedido 
por  el  interesado  según  su  leal  saber  y  entender,  manda  por  decreto 
de  foja  20,  elevar  el  espediente  al  Señor  Ministro  de  Hacienda  y  si 
bien  no  dice  con  qué  objeto,  lo  espresa  en  la  nota  de  remisión  ma- 
nifestando, que  lo  envia  en  consulta,  trámite  no  previsto  en  las  Or- 
denanzas, y  que  en  manera  alaguna  oblíj^a  al  interesado  á  quedar 
sometido  al  juicio  administrativo,  ni  puede  privarle  del  derecho  que 
le  acuerda  el  articulo  1063  de  las  mismas,  para  entablar  la  via 
contenciosa,  tanto  mas  cuanto  que  ningún  conocimiento  se  le  dio 
de  semejante  procedimiento,  de  modo  que  ni  aun  puede  decirse  que 
le  prestó  su  asentimiento  tácito. 

4^  Que  por  la  misma  razón,  la  resolución  del  Ministerio  corriente 
á  foja  26,  que  aparece  confirmando  una  del  Administrador  que  no 
figura  en  autos,  pero  que  después  de  repetidas  investigaciones  re- 
sulta ser  una  orden  verbal,  para  embargar  las  lanchas  en  cuestión, 
no  constituye  sentencia  definitiva  ni  tiene  fuerza  de  cosa  juzirada^ 
con  respecto  al  recurrente,  que  ni  provocó  ni  consintió  el  juicio  ad- 
ministrativo, no  pudiendo  estimarse  dicha  resolución  de  otro  modo 
que  como  una  aprobación  extrajudicial  del  proceder  del  administra- 
dor sobre  el  punto  consultado. 

5°  Que  seüfun  el  articulo  1003  de  las  Orden azas,  solo  después  de 
resuelto  el  punto  por  el  Administrador  y  notificado  el  interesado, 
está  en  aptitud  de  optar  por  la  vía  contenciosa,  y  aunque  en  el  caso 
actual,  aquel  funcionario  no  se  ha  pronunciado  esplícitamente  sobre 
el  pedido  de  desembargo,  implícitamente  ha  hecho  suya  la  opinión 
del  Seílor  Ministro  de  Hacienda,  al  mandar  reservar  el  espediente 
y  notificarlo  al  demandante;  de  modo  pues,  que  no  puede  caber 
duda  que  este  ha  estado  en  su  perfecto  derecho  para  iniciar  la  vía 
contenciosa,  después  de  dicha  notificación,  como  también  que  lo  ha 
efectuado  dentro  del  término  que  señala  el  artículo  antes  citado. 
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pues  aparece  notificado  el  6  de  Judío  (foja  27  vuelta  del  espediente 
agre/^^ado),  habiendo  ocurrido  á  este  Juzgado  el  dia  7,  y  héchosele 
saber  al  Administrador  el  recurso  el  dia  9,  según  consta  á  fojas  2 
y  5  ( autos  corrientes ). 

Considerando,  en  cuanto  al  fondo  del  recurso: 

6^  Que  la  doctrina  que  fluye  de  los  artículos  169, 171  y  172  de  las 
Ordenanzas  vigentes,  limita  las  facultades  de  los  Administradores 
de  Aduana,  respecto  al  embargo  y  venta  de  mercaderías  para  cubrir 
deudas  fiscales,  á  aquellos  que  se  encuentran  en  sus  depósitos  al 
tiempo  de  ser  exigibles  los  créditos,  sin  que  en  ningún  caso  les  s-ea 
lícito  estenderlas  á  las  que  están  fuera  de  la  jurisdicción  adminis- 
trativa de  la  Aduana,  ni  aún  á  los  que  hubiesen  entrado  después  de 
haberse  desprendido  del  conocimiento  de  la  causa,  sometiéndola  al 
Juez  competente,  doctrina  sancionada  por  la  Suprema  Corte  en  di- 
versos fallos  y  cuya  justicia  no  es  posible  desconocer,  pues  la  juris- 
dicción administrativa  no  puede  salir  del  recinto  de  sus  dependen- 
cias, sin  menoscabo  de  la  que  la  Constitución  y  las  leyes  confieren 
á  los  Tribunales  esclusivamente  para  decir  las  controversias  que 
afecten  intereses  particulares. 

7°  Que  el  embargo  ordenado  por  el  Administrador  Amadeo  es  in- 
subsistente y  de  ningún  valor,  tanto  por  haber  recaído  sobre  objetos 
no  existentes  en  los  depósitos  de  la  Aduana,  ni  sometidos  á  la  juris- 
dicción administrativa  bajo  cualquier  otro  punto  de  vista,  respecto 
de  los  cuales  la  ley  no  ha  podido  contar  como  garantía  de  los  cré- 
ditos fiscales  ni  establecer  la  presunción  juris  de  pertenecer  á  sus 
deudores,  cuanto  por  que  según  se  desprende  de  sus  mismos  infor- 
mes, foja  5  vuelta,  el  caso  había  sido  someter  al  Señor  Juez  de  Sec- 
ción, única  autoridad,  que  desde  ese  momento  tenia  jurisdicción 
para  decretar  embargos. 

8^  Que  el  procedimiento  correcto,  en  el  caso  ocurrente,  habría 
sido  dar  conocimiento  al  Procurador  Fiscal  de  los  motivos  que  tu- 
viera el  Administrador  para  suponer  que  las  lanchas  pertenecían  á 
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los  deudores  Ochoa  y  Compañía,  y  que  la  enajenación  que  estos  ha- 
bían hecho  era  simulada,  para  que  aquel  ejercitase  las  acciones  fis- 
cales en  la  forma  y  ante  quien  corresponda;  pero  como  éstas  no  es- 
tán aun  deducidas,  el  Juzgado  debe  abstenerse  de  entrar  á  apreciar 
esos  motivos,  limitándose  á  resolver  sobre  la  petición  formulada  á 
foja  . . . 

Por  estos  fundamentos,  déjase  sin  efecto  el  embargo  de  las  lan- 
chas decretado  verbalmente  por  el  Administrador  de  Aduana  de  la 
Capital  y  á  que  se  refiere  la  nota  de  foja  ...  sin  perjuicio  de  las  ac- 
ciones que  el  Fisco  quiera  ejercitar  ante  quien  corresponda. 

Devuélvase  este  espediente,  con  el  agregado,  á  la  administración 
de  Aduana,  para  su  cumplimiento;  notifiquese  original. 

Virgilio  Jtf .  Tedin. 


Falli»  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Marzo  18  de  1884. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja 
treinta  y  una,  en  cuanto  por  él  se  declara  la  procedencia  del  re- 
curso de  apelación  interpuesto  porD.  Eulogio  Martínez  de  la  resolu- 
ción administrativa  de  la  Aduana;  debiendo  no  obstante,  mantenerse 
embargadas  las  lanchas  hasta  la  decisión  de  las  acciones  del  fraude 
y  simulación  que  alega  la  Aduana  para  justificar  su  proceder. 

Devuélvanse  los  autos  prívia  reposición  de  sellos. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  frías. —  S.  M.  LASPIUR. 
M.  D.  PIZARRO. 
T.  XVII  .  19 
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ÜAUSA    XXIX 


Don  Carlos  M.  Escalada,  contra  la  Municipalidad  de  Buenos  Aires, 
por  indemnización  de  perjuicios;  sobre  competencia 


Sumario, — 1°  La  Municipalidad  de  Buenos  Aires,  puede  ser  de- 
mandada por  un  estrangero  ante  los  Tribunales  Federales,  por  ra- 
zón de  perjuicios  que  le  causa  la  prohibición  de  espender  billetes  de 
lotería  estraña. 

2®  Si  la  Municipalidad  ha  obrado  con  arreglo  á  las  leyes  y  orde- 
nanzas, será  razón  para  rechazar  la  demanda,  no  para  sustraerla 
al  conocimiento  de  dichos  Tribunales,  sosteniendo  que  lo  hecho  es 
un  acto  administrativo. 

3^  Rl  acto  administrativo,  en  este  caso,  quedó  consumado  con  la 
prohibición  del  espendio,  y  la  imposición  y  percibo  de  la  multa. 


Caso. — La  Municipalidad  de  Buenos  Aires  prohibió  á  D.  Carlos  M. 
Escalada,  estrangero,  empresario  de  la  lotería  de  la  Provincia  de 
San  Luis,  el  espendio  de  los  billetes,  y  le  impuso  una  multa  de  4000 
pesos  m/c. 

Escalada,  alegando  ser  injusta  y  contraria  á  las  leyes  y  á  la  Cons- 
titución la  resolución  municipal,  demandó  á  la  Municipalidad  por  la 
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devolución  de  la  multa,  é  indemnización  de  perjuicios,  que  hasta  la 
fecha  de  la  demanda  decia  ascender  á  14.041  ps.  44  cts.  m/c. 

La  Municipalidad  opuso  declinatoria  dcjnrisdícrion,  diciendo  que 
si  podia  ser  este  un  caso  contencioso  administrativo,  para  ser  juz- 
gado, previa  denegación  de  ella,  por  la  Cámara  de  Apelaciones  en  lo 
Civil,  según  la  ley  orgánica  de  los  Trihunales  de  la  Capital,  no  lo  era 
de  jurisdicción  ordinaria,  por  cuanto  hahia  obrado  como  autoridad 
administrativa,  y  cumpliendo  leyes  y  ordenanzas  anteriores  á  la  fe- 
deralizacion  del  Municipio,  que  prohihian  las  loterías,  y  no  habian 
sido  derogadas  por  el  Congreso  respecto  de  las  loterías  estrañas. 


Fallo  del  «luez  Federal 


Buenos  Aires,  Marzo  7  de  1883. 

Y  Vistos  estos  autos,  en  lo  relativo  á  la  escepcionde  incompeten- 
cia deducida  por  la  Municipalidad,  y  considerando:  que  según  el  in- 
ciso iP  del  articulo  2°  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  do 
los  Tribunales,  los  Jueces  de  Sección  conocerán  entre  otras  causas 
de  las  en  que  sea  parte  un  ciudadano  estrangero  y  un  argentino;  que 
en  el  presente  caso  se  trata  de  una  demanda  entre  un  estranjero, 
que  es  el  actor,  y  un  argentino,  como  es  considerada  la  Municipali- 
dad por  la  ley,  para  los  efectos  de  la  demanda;  que  además,  siendo 
la  base  de  la  demanda  la  falta  de  derecho  de  la  Corporación  Muni- 
cipal para  prohibir  la  venta  de  billetes  de  la  Lotería  de  San  Luis,  por 
cuya  causa  se  han  irrogado  los  perjuicios  que  cobra,  la  argumenta- 
ción contraria,  sosteniendo  tal  derecho,  será  en  tal  caso,  el  punto  á 
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resolver  — fallo  no  haciendo  higar,  con  costas,  á  la  excepción  dedu- 
cida, debiendo,  en  su  consecuencia,  contestarse  directamente  la  de- 
manda, dentro  del  término  le^ral.  Repóní^anse  los  sellos. 

Andrés  Ugarriza, 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Suprema  Corte: 

Buenos  Aires,  Mayo  1°  de  1883. 

Me  inclino,  en  este  caso,  en  favor  del  fuero  federal. 

La  Municipalidad  funda  su  derecho  á  prohibir  la  venta  de  billetes 
de  lüterias  no  autorizadas  por  ella,  en  su  reglamento,  y  en  disposi- 
ciones anteriores  á  la  federalizacion  del  Municipio,  que  dice  están 
en  todo  su  vigor. 

El  empresario  de  la  Lotería  de  San  Luis  invoca  en  su  defensa,  la 
prescripción  constitucional  que  garante  la  libertad  de  industria, — 
lo  que,  observaré  de  paso,  es  demasiado  general.  Dice  además,  que 
una  ley  del  Congreso  autoriza  espresamente  la  venta  de  billetes  de 
loterías  aun  no  autorizadas  por  la  Municipalidad. 

Es  esta  ley,  la  de  Patentes,  que  se  expresa  en  estos  términos:  das 
Empresas  de  loterías  pagarán  una  patente  de  dos  mil  pesos;  las  casas 
donde  se  expenden  sus  billetes  abonarán  una  patente  de  quinientos,  y 
los  vendedores  ambulantes,  cienpesos,^ 

Apoyado  en  esta  disposición,  que  es  general  para  toda  la  Repú- 
blica, y  no  para  el  Municipio  solamente,  el  empresario  de  San  Luis 
sostiene  que  el  Congreso,  al  derogar  la  prescripción  de  la  Constitu- 
ción de  la  Provincia  de  Buenos  Aires  que  prohibía  las  loterías,  au- 
torizó esta  que  llama  industria,  no  solo  para  la  Municipalidad,  sino 
para  todo  habitante  de  la  República. 
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Dice  además^  que  esta  autorización  está  implícita  en  la  misma 
ley  orgánica  de  la  Municipalidad,  que  incluye  entre  sus  recursos  el 
30  por  100  de  los  billetes  de-lolerias  estranjeras  que  se  vendan  en 
el  Municipio.  Articulo  63,  inciso  18. 

Vése  así,  que  no  se  trata  en  el  presente  caso  de  la  manera  cómo 
la  Municipalidad  ejercita  la  autorización  que  la  ley  le  confirió  para 
el  establecimiento  de  la  lotería  del  Municipio,  sino  de  la  inteligen- 
cia y  aplicación  de  las  leyes  del  Congreso.  No  se  trata  de  la  manera 
cómo  la  Municipalidad,  administrando,  haya  aplicado  las  multas, 
sino  de  si  tiene  ó  no  la  facultad  de  aplicarlas. 

No  hay  en  esto  nada  de  administrativo,  ni  de  contencioso  admi- 
nistrativo. 

Hay  simplemente  una  cuestión,  que  si  no  está  rejida  por  las  de- 
claraciones generales  de  la  Constitución,  lo  está,  al  menos,  por  leyes 
espresas  del  Congreso. 

Es  esta  materia  esencialmente  federal,  según  el  inciso  1°  del  ar- 
ticulo de  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia. 

Corresponde,  además,  esta  causa  á  la  jurisdicción  federal,  por  ra- 
zón de  las  personas. 

Sírvase  V.  E.  confirmar  la  sentencia  apelada. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  Clorle 


Buenos  Airea,  Marzo  18  de  1884. 


Vistos:  por  los  fundamentos  del  auto  apelado;  de  conformidad  con 
el  señor  Procurador  General,  y  considerando  especialmente,  que  el 
acto  puramente  administrativo  de  la  Municipalidad  quedó  consu- 
mado con  la  prohibición  de  espender  billetes  de  la  lotería  de  San 
Luis  y  con  el  percibo  de  la  multa  impuesta  á  la  empresa  de  dicha 
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lotería,  por  haber  violado  la  ordenanza  respectiva:  que  la  demanda 
actual  de  dicha  empresa  contra  la  Municipalidad,  fundada  en  haber 
obrado  esta  Corporación  contra  derecho;  no  es  otra  cosa  que  el  ejer- 
cicio de  una  acción  civil,  y  que,  si  bien  las  razones  alegadas  por  la 
parte  demandada  pueden  constituir  una  defensa  contra  el  fondo  de 
la  demanda,  son  insuficientes  para  justificar  el  articulo  de  incom- 
petencia deducido;  se  confirma  el  dicho  auto  apelado  corriente  á 
foja  40,  y  devuélvanse  previa  reposición  de  sellos. 

J.  I).  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  frías.  —  S.  M.  LASPIÜR. 

M.  D.  pizARRO.  (En  disidencia). 


DISIDENCIA 


En  esta  causa  no  procede  el  fuero  federal  por  razón  de  las  perso- 
nas, ni  tiene  en  ella  aplicación  alguna  la  disposición  del  artículo  2^ 
de  la  Lev  de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  v  tres, 
que  encomienda  á  los  Jueces  de  Sección  «el  conocimiento  de  las 
causas  civiles  en  que  sean  parle  un  ciudadano  argentino  y  un  ex- 
trangero, » 

Esta  no  es  causa  civil:  es  causa  administrativa. 

La  demanda  se  produce  por  acto  de  la  Autoridad  Municipal  de  la 
Capital,  contra  pretendidos  derechos  del  actor.  —  Toda  autoridad 
representa  la  soberanía  del  Estado,  no  la  personalidad  privada  del 
ciudadano.  —  Por  consiguiente,  no  puede  decirse  que  la  causa  verse 
entre  un  ciudadano  argentino  y  un  extranjero. 

Los  actos  de  la  autoridad  son  actos  de  soberanía  y  se  rijen  por 
los  principios  y  leyes  del  derecho  público  que  determinan  su  capaci- 
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dad  política.  Son  estas  leyes  las  que  determinan  y  fijan  las  atribu- 
ciones del  poder  municipal,  en  este  caso.  Actos  de  esta  naturaleza 
no  pueden  confundirse  con  los  del  ciudadano,  como  persona  pri- 
vada, en  las  relaciones  del  derecho  civil. 

Rn  esta  causa  no  se  trata  de  relaciones  jurídicas  de  un  ciudadano 
con  un  estranjero  en  el  orden  civil:  se  trata  de  relaciones  políticas 
de  la  autoridad  con  el  estranjero  en  el  golnerno  municipal. 

El  fuero  no  se  determina  entonces  por  razón  de  las  personas:  el 
estranjero,  como  el  nacional,  se  encuentran  i<^ualmente  sometidos 
á  las  leyes  de  Policía  y  Municipalidad,  y  sujeto  á  los  propios  Tribu- 
nales en  sus  controversias  con  la  autoridad  municipal.  El  fuero  se 
determina  entonces  ratione  materiae,  no  ratione  penonae. 

Los  actos  do  la  Municipalidad  que  producen  la  demanda,  son  de 
derecho  público,  no  de  derecho  privado:  se  discuten  bajo  el  imperio 
de  las  leyes  que  fijan  su  capacidad  política,  no  bajo  la  autoridad  de 
las  leyes  que  determinan  su  capacidad  jurídica.  La  causa  es,  por  lo 
tanto,  administrativa,  no  civil,  ratione  materiae. 

En  competencia  y  discusión  los  pretendidos  derechos  del  actor 
con  las  atribuciones  que  el  poder  municipal  se  atribuye  para  impe- 
dir el  espendio  y  circulación  de  billetes  de  lotería  en  el  municipio, 
la  causa  seria  contencioso-adminislrativa,  y  su  conocimiento  cor- 
respondería á  los  respectivos  tribunales  de  lo  contencioso-admfnis- 
trativo. 

Pero,  ni  contencioso-administrativa  es  esta  causa:  ella  es,  me- 
ramente administrativa. 

En  esta  causa,  no  se  discute  siquiera  un  derecho  individual  del 
actor,  bajo  el  imperio  de  la  Constitución  ó  de  las  Leyes  del  Con- 
greso, como  se  pretende  para  producir  el  fuero  federal  ratione  ma- 
teriae.  No  se  discute  un  derecho  civil  en  oposición  con  los  actos  del 
poder  administrativo  de  la  Municipalidad;  se  discute,  simplemente, 
la  autoridad  de  esta  en  oposición  con  un  interés  pecuniario  del 
actor  y  nada  mas. 
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La  causa  es,  de  esta  suerte,  meramente  administrativa,  y  no  al- 
canza á  ser  contenciosa. 

El  derecho  de  trabajar  y  ejercer  toda  industria  lícita,  garantido 
por  la  Constitución,  no  ampara  las  especulaciones  aleatorias  del 
juego.  —  El  de  loteria  pública,  como  contrario  á  la  moral  y  buenas 
costumbres,  y  opuesto  á  los  verdaderos  intereses  económicos  de  los 
pueblos,  está  prohibido  por  las  leyes  generales  de  la  República,  y 
queda  sujeto  á  las  ordenanzas  municipales  y  reglamentos  de  policía 
cuando  por  causas  especiales  y  en  determinadas  localidades  se  per- 
mite (artículo  dos  mil  sesenta  y  nueve,  Código  Civil). 

Las  leyes  del  Congreso  que  gravan  con  impuesto  esta  especula- 
ción y  sus  provechos,  en  los  casos  de  ser  permitida,  no  son  leyes  de 
libertad  y  franquicia  industrial  en  esta  materia.  Son,  por  el  con- 
trario, leyes  restrictivas  y  prohibitivas  en  si  mismas,  que  lejos  de 
derogar  en  este  punto  las  disposiciones  del  derecho  común,  las  ro- 
bustecen v  confirman. 

Nadie  tiene  derecho,  en  el  ejercicio  de  una  industria  licita,  para 
establecer  de  propia  autoridad  loteria  pública  y  circular  indistinta- 
mente sus  billetes.  Jamás  se  ha  creído,  ni  se  concibe,  que  esto  sea 
un  derecho  individual,  bajo  el  imperio  de  la  Constitución  ó  de  las 
Leyes  del  Congreso.  La  misma  parte  actora  en  esta  causa,  se  acoje, 
en  el  caso  ocurrente,  á  la  autorización  que  á  la  empresa  ha  sido 
conferida  por  las  autoridades  locales  de  la  Provincia  de  San  Luis. 
— Esta  autorización,  que  se  pretende  hacer  efectiva  en  el  territorio 
de  la  Capital,  extralimitando  la  jurisdicción  de  aquellas  autorida- 
des; que  no  pasa  del  propio  territorio;  esta  autorización  que  es, 
efectivamente,  y  en  el  hecho  se  reconoce  indispensable,  establece 
una  flagrante  contradicción  en  los  términos  de  la  demanda,  y  aleja 
la  posibilidad,  hasta  la  idea,  de  un  derecho  propio,  de  un  derecho 
individual,  de  parte  de  los  que  han  menester  semejante  autoriza- 
ción para  el  ejercicio  de  una  tal  industria. 

No  puede,  por  lo  tanto,  decirse  que  esta  especulación,  tan  ruinosa 
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á  la  moral  y  buenas  costumbres,  como  al  verdadero  progreso  eco- 
nómico de  la  nación,  constituya  un  derecho  individual,  bajo  el  im- 
perio de  la  Constitución  Nacional  ó  de  las  Leyes  del  Congreso. 

Es,  por  lo  tanto,  evidente,  que  en  este  caso,  si  bien  se  trata  de  un 
interés  pecuniario  del  actor,  herido  por  actos  de  la  autoridad  ad- 
ministrativa del  municipio,  no  se  trata  de  un  derecho,  propio  des- 
conocido por  esta  y  que  el  actor  puede  invocar  como  emanado  del 
ejercicio  do  industria  ó  trabajo  lícito. 

La  causa  es,  por  lo  tanto,  de  carácter  meramente  administrativo,  y 
no  llega  á  ser  contenciosa,  á  los  efectos  de  surtir  fuero  federal  en  ella. 

En  todo  caso,  se  ha  dicho  ya  que  la  causa  correspondería  á  los 
tribunales  de  lo  contencioso-administrativo,  y  nó  al  fuero  federal; 
lo  que  es  una  consecuencia  de  la  separación  é  independencia  rela- 
tiva de  los  poderes  públicos,  establecida  por  la  misma  Constitución 
Nacional  y  por  las  leyes  que  organizan  la  Municipalidad  y  el  Poder 
Judicial  de  la  Capital. 

No  es  posible,  en  mi  opinión,  traer  esta  causa  á  la  jurisdicción 
federal,  ni  ratione  materiae,  á  pretexto  deque  en  ella  se  discute  un 
punto  regido  por  la  Constitución  ó  las  leyes  del  Congreso;  pues,  en 
todo  caso,  apenas  si  se  concibe  que  en  semejante  hipótesis  ella  pu- 
diera venir  ante  esta  Suprema  Corte,  por  el  recurso  del  artículo  ca- 
torce, de  la  Ley  de  catorce  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  tres,  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Federales, 
en  apelación  de  la  sentencia  en  última  instancia  pronunciada  por 
el  respectivo  Tribunal  de  lo  contencioso-administrativo. 

Por  estas  consideraciones  y  de  conformidad  á  lo  dispuesto  en  el 
articulo  setenta  y  uno  de  la  Ley  Orgánica  de  la  Municipalidad,  y 
en  el  articulo...  de  la  Ley  Orgánica  délos  Tribunales  de  Justicia 
de  la  Capital,  juzgando  en  disidencia  declaro  que  el  Juzgado  Fede- 
ral es  incompetente  para  conocer  en  esta  causa,  y  se  revoca,  en 
consecuencia,  el  auto  apelado  de  fojas...  Devuélvanse. 

M.  I).  PlZARRO. 

T.  XVII  20 
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<:ausa  XXX 


Varios  vecinos  del  Baradero,  contra  la  Provincia  de  Buenos  Aires, 
por  cumplimiento  de  un  contrato;  sobre  defecto  legal  en  el  modo  de 
proponer  la  demanda. 


Sumario.  —  La  falta  de  presentación  de  los  documentos  que  de- 
ben instruir  la  demanda,  no  constituye  el  defecto  legal  en  el  modo 
de  proponerla,  que  autoriza  á  oponer  la  relativa  escepcion  dila- 
toria. 


Caso. — Varios  vecinos  del  Baradero,  de  nacionalidad  estrangera, 
fundándose  en  que  hablan  poblado  desde  1865,  en  calidad  de  enfi- 
len tas,  una  ostensión  de  terreno  que  forma  la  que  hoy  se  llama 
«Colonia  del  Baradero»,  y  que  el  Gobierno  de  la  Provincia  de  Bue- 
nos Aires  les  habia  prometido  escriturarles  la  propiedad  de  las  po- 
sesiones, á  un  precio  inferior  al  fijado  por  las  leyes  vigentes,  dic- 
tándose en  12  de  Octubre  de  1870  la  ley  que  lo  estableció  en  300 
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pesos  m/c.  por  cuadra,  demandaron  al  Gobierno  de  dicha  Provincia 
para  que  se  le  obligara  á  escriturarles  la  propiedad  á  ese  precio^ 
ó  á  indemnizarles  los  darlos  y  perjuicios  por  falta  de  cumpli- 
miento. 

La  ley  de  1870  imponía  á  los  colonos  el  deber  de  manifestar  la 
aceptación  de  la  oferta  de  venta,  dentro  de  cuatro  meses. 

El  representante  de  la  Provincia  demandada  opuso  excepción 
dilatoria  de  defecto  en  el  modo  de  proponer  la  demanda,  por  no 
haberse  acompañado  los  documentos  relativos  á  la  manifestación 
mencionada. 

El  apoderado  de  los  demandantes  acompañó  los  documentos  re- 
lativos á  cuatro  de  ellos,  diciendo  que  no  tenia  los  de  los  demás  en 
su  poder,  y  que  el  hecho  de  no  acompañarlos  no  constituía  defecto 
legal  en  la  demanda. 


Fallo  de  la  Suprema  Clorte 


Buenos  Aires,  Marzo  22  de  1884. 

Vistos:  Habiéndose  presentado  por  el  actor  los  documentos  rela- 
tivos á  la  demanda,  que  dice  existen  en  su  poder,  y  no  siendo  tam- 
poco defecto  legal  en  el  modo  de  proponerla  su  falta  de  presenta- 
ción, no  ha  lugar  á  la  excepción  propuesta,  y  el  representante  del 
Gobierno  de  Buenos *Aires  conteste  derechamente  el  traslado  confe- 
rido á  foja  veinte. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  ULADISLAO 
frías. — S.  M.  LASPIUR. — M.  D. 
PIZARRO. 


»>< 
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c:ausa  XXXI 


Bunge  y  C^  contra  los  herederos  de  D.  Manuel  A.  Linera,  por  mejor 

derecho  á  un  campo;  sobre  pruebas. 


Sumario.  —  La  producción  de  pruebas  fuera  del  municipio  del 
asiento  del  Juzgado,  no  debe  admitirse,  si  no  se  ha  pedido  con  arre- 
glo al  artículo  95  de  U  l^y  nacional  de  Procedimientos. 


Caso.— En  la  causa  de  Bunge  y  C*  con  Linera,  seguida  ante  el 
Juzgado  Federal  del  Paraná,  esta  parle  pidió,  dentro  del  término, 
la  producción  de  pruebas  en  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  acordándo- 
sele para  ello  diez  y  ocho  dias  más  de  término. 

Estando  por  vencer  el  término  ordinario  de  los  treinta  dias,  pidió 
producir  pruebas  en  Gualeguaychú,  y  el  Juez  accedió. 

Bunge  y  C*  pidieron  revocatoria. 


Fallo  del  Juez  Federal 


Paraná,  Enero  28  de  1S84. 


Los  Jueces  no  pueden  hacer  restricciones  al  derecho  de  los  liti- 
gantes, que  la  ley  no  ha  establecido.  El  artículo  92  de  la  ley  judí- 
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ciaría,  declara  ordinario  el  término  para  producir  prueba  íuera  del 
municipio  y  dentro  de  la  República,  y  no  establece  la  necesidad  de 
articular  esta  prueba  y  determinar  lodos  los  lugares  en  que  ella  ha 
de  producirse  dentro  de  los  primeros  30  dias;  por  consiguiente,  so- 
licitado el  término  para  rendirse  prueba  en  un  lugar  dado,  nada 
obsta  á  que  dentro  de  él  y  después  de  los  primeros  30  dias,  se  arti- 
cule prueba  para  varios  otros  puntos  fuera  del  municipio,  siempre 
que  toda  ella  se  evacué  también  dentro  del  término  concedido.  En 
el  presente  caso,  la  parte  de  Linera  Mellan  pidió  en  tiempo  se  con- 
cediese el  término  legal  para  producir  prueba  en  Buenos  Aires. 
Concedido  este  en  relación  á  la  distancia,  presenta  un  interrogato- 
rio para  dilíjenciarse  en  Gualeguaychií,  distancia  que  queda  dentro 
de  la  de  Buenos  Aires,  por  ser  menor.  Esta  solicitud  y  el  auto  que 
lo  acepta,  son  arreglados  á  derecho,  siendo  inaplicables  al  presente 
los  casos  juzgados  por  la  Suprema  Corte,  y  citados  por  el  abogado 
de  Bunge. 

Por  estas  consideraciones,  no  se  hace  lugar  á  la  revocatoria  pe- 
dida y  estése  á  las  providencias  de  fechas  21  y  28  del  corriente. 
Repóngase. 

J.  Pintos, 


Fallo  de  la  $$iipreiua  Corte 

Buenos  Aires,  Marzo  27  de  1884. 

Vistos:  No  habiéndose  pedido  la  producción  de  la  prueba  en  Gua- 
leguaychú  con  los  requisitos  que  exije  el  artículo  noventa  y  cinco  de 
la  ley  nacional  de  Procedimientos,  para  la  rendición  de  la  prueba 
fuera  del  municipio,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  cinco;  y  previa 
reposición  de  sellos,  devuélvanse. 

J.  B.    GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ.  — 
I  LADISLAO  frías.  —  S.  M.  LASPIÜR. 
— M.  D.  PIZARRO. 
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CAUSA  XXXII 


D.  Manuel  S.  Cavia,  contra  D.  Ángel  Briísso  y  D,  Juan  B,  Parodiy 
sobre  reivindicación  y  retención;  por  mejoras  y  pago  de  estas 


Sumario.  —  El  poseedor  de  buena  fe  tiene  derecho  de  retener  la 
cosa  reivindicada,  hasta  ser  indemnizado  del  valor,  que  tasen  los  pe- 
ritos, de  las  mejoras  necesarias  y  útiles. 


Caso.  —  Lo  esplica  el 


Fallo  del  •! uez  Federal 


Corrientes,  Julio  26  de  1883. 

Y  vistos:  D.  Carlos  N.  Roselli,  apoderado  de  D.  Manuel  Cavia, 
se  presentó  entablando  formal  demanda  de  reivindicación  de  una 
suerte  de  chacra,  situada  en  los  ejidos  del  pueblo  de  Bella  Vista,  que 
lleva  el  numero  378,  contra  sus  actuales  ocupantes  D.  Ángel  Brusso 
y  D.  Juan  B.  Parodi  que  indebidamente  lo  ocupan;  dijo  que  esa 
suerte  de  chacra  le  corresponde  á  su  representado,  por  donación 
que  le  hizo  la  viuda  de  D.  Francisco  Escobar,  habiéndola  obtenido 
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este,  por  compra  que  hizo  al  Gobierno  de  la  Provincia,  como  todo 
consta  de  los  títulos  que  en  debida  forma  presenta.  Los  demandados 
por  medio  de  su  apoderado,  D.  Vicente  A.  Barrios,  contestando  la 
demanda  dicen:  que  reconocen  que  la  propiedad  del  terreno  perte- 
nece al  demandante  en  vista  de  los  títulos  que  presenta,  los  cuales 
son  mas  antiguos  que  los  de  ellos;  y  que  están  dispuestos  á  entregar 
el  terreno  en  cuestión;  pero  habiendo  sido  este  mejorado  considera- 
blemente, puesto  que  siendo  un  terreno  inculto  y  de  un  valor  insig- 
nificante, lo  habían  convertido  en  una  hermosa  quinta,  se  les  debía 
abonar  previamente  las  mejoras  que  habían  hecho,  por  poseedores 
de  buena  fé;  que  Brusso  denunció  y  compró  de  la  Municipalidad  de 
Bella  Vista  ese  terreno,  como  valdio,  y  lo  cedió  después  á  Parodi, 
según  consta  de  los  documentos  que  presenta;  que  tenían  derecho 
de  retener  el  terrreno  hasta  que  no  se  les  abonase  las  mejoras  y  pe- 
dían que  asi  lo  resolviese  el  Juzgado.  Corrido  traslado  de  la  recon- 
vención, Rosselli  sostuvo  que  eran  poseedores  de  mala  fé  y  que  como 
tales,  no  tenían  tal  derecho.  Abierta  á  prueba  la  causa  sobre  sí  los 
demandados  poseían  con  buena  ó  mala  fé,  produjeron  las  pruebas  que 
obran  en  autos;  y  considerando: 

1^  Que  resulta  plenamente  justificado  por  las  escrituras  de  fojas 
16  y  17  que  la  Municipalidad  de  Bella  Vista  vendió  por  la  cantidad 
de  125  $f.  el  terreno  en  cuestión  á  D.  Ángel  Brusso,  y  este  lo  cedió 
á  D.  Juan  B.  Parodi  por  la  cantidad  que  le  había  costado;  y  además 
aparece  que  la  Municipalidad  observó  todos  los  trámites  prescritos 
por  sus  ordenanzas  hasta  otorgar  á  favor  del  denunciante  el  titulo 
correspondiente,  como  consta  del  informe  lomado  de  los  libros  y 
del  espediente  respectivo;  espedido  por  el  Presidente  de  dicha  Cor- 
poración en  presencia  del  comisionado  de  Rosselli  D.  Juan  Andrés 
Grosso  á  fojas  57  hasta  39; 

^  Que  ante  estos  documentos  no  puede  dudarse  de  que  el  actual 
poseedor  es  de  buena  fe;  puesto  que  estando  abandonado  el  terreno 
y  no  habiendo  ocurrido  el  Sr.  Escobar,  dueño  del  mismo,  á  hacer 
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registrar  su  título  como  lo  prevenía  el  aviso  publicado  en  el  perió- 
dico «La  Esperanza»  que  corre  á  foja  61,  y  no  constando  que  lo  hu- 
biese ocupado  alguna  vez  ó  puesto  algún  trabajo,  había  razón  para 
que  fuese  considerado  como  propiedad  municipal; 

3^  Que  el  no  haberse  publicado  la  denuncia  por  los  periódicos,  no 
hace  presumir  que  aquella  Corporación  y  el  comprador  procedieron 
de  mala  fe;  pues  consta  que  se  hizo  la  publicación  por  medio  de  car- 
teles que  se  fijaron  en  los  lugares  públicos,  como  lo  prescribe  la 
ordenanza  respectiva,  no  pudiendo  exigir  otra  cosa  el  propietario 
negligente  que  deja  abandonado  su  fundo  por  un  número  conside- 
rable de  años;  ni  tampoco  induce  mala  fe  el  haber  Brusso  otorgado 
el  título  de  propiedad  á  favor  de  Parodi  ante  el  Juez  de  Paz  y  dos 
testigos  como  lo  permite  la  ley,  y  sí  no  han  sido  aún  reducidos  á 
escritura  pública,  pueden  serlo  cuando  se  quiera,  especialmente  desde 
que  el  vendedor  confiesa  que  vendió  y  hasta  ha  comparecido  al  jui- 
cio á  sostener  sus  derechos  y  los  del  comprador; 

4°  Que  según  lo  dispone  especialmente  el  artículo  78  título  De  ¡a 
posesión,  el  poseedor  de  buena  fe  tiene  derecho  para  retener  la  cosa 
hasta  ser  pagado  de  los  gastos  necesarios  ó  útiles;  y  por  lo  tanto, 
habiendo  espuesto  los  demandados  que  han  hecho  mejoras  necesa- 
rias y  útiles  en  el  terreno  que  poseen,  no  puede  el  dueño  exigir  su 
entrega  hasta  que  no  pague  estos  gastos,  los  cuales  deben  ser  tasa- 
dos por  peritos,  que  los  determinarán,  teniendo  presente  el  estado 
actual  de  la  finca,  pues  habiendo  sido  un  terreno  inculto  cuando  lo 
ocuparon  los  actuales  poseedores,  tienen  derecho  para  cobrar  esas 
mejoras  con  arreglo  á  los  artículos  77  titulo  De  la  Posesión,  y  16, 
titulo  De  las  obligaciones  de  dar  del  Código  Civil.  Por  estos  funda- 
mentos, definitivamente  juzgando  fallo  y  declaro  que  debo  declarar, 
como  declaro,  que  D.  Manuel  S.  Cavia  es  dueño  del  terreno  que  po- 
see con  buena  fe  D.  Juan  B.  Parodi,  y  que  éste  está  obligado  á  en- 
tregarlo á  aquel  en  el  estado  en  qne  se  halla,  previo  pago  del  justo 
valor  de  las  mejoras  necesarias  ó  útiles,  las  que  serán  avaluadas  por 
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peritos  que  nombrarán  las  partes  dentro  de  8  días  desde  que  quede 
ejecutoriada  esta  resolución,  dejando  á  salvo  los  derechos  de  Cavia 
para  cobrar  los  frutos  percibidos  desde  el  dia  de  la  notificación  de 
la  demanda  de  conformidad  al  artículo  83,  titulo  De  laposesiotiy  Có- 
digo Civil.  Hágase  saber  con  el  original  y  repóngase. 

Carlos  Luna, 


Fallo  de  la  Supreiua  l^orle 


Buenos  Aires,  Abril  3  de  1884. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  la  sentencia 
apelada  de  foja  ochenta  y  uno,  y  devuélvase,  debiendo  ordenar  el 
Juez  de  Sección  la  reposición  de  sellos. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  frías.  —  S.  M.  LASPIUR. 
—  M.  D.  PIZARRO. 
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CAISA  XXXIII 


El  Dr.  D.  Anacleto  Socci,  sobre  inscripción  en  la  matricula  de 

abogados  nacionales 


Sumario.  —  Ante  los  Tribunales  Nacionales  no  intervienen  otros 
abogados,  que  los  facultados  para  ejercer  su  profesión  por  los  Tribu- 
nales de  Provincia  y  de  la  Capital. 


Caso,  —  El  Dr.  D.  Anacleto  Socci,  abogado  italiano,  presentando 
sus  diplomas  de  abogado  espedidos  por  la  Corte  de  Apelación  de 
Florencia,  pidió  ser  inscripto  en  la  matricula  de  abogados  naciona- 
les, invocando  el  artículo  20  de  la  Constitución,  según  el  cual  los  es- 
trangeros  pueden  ejercer  su  profesión;  de  lo  que  deducía  que  tenia 
derecho  á  que  se  le  reconocieran  sus  títulos. 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aires,  Marzo  21  de  1884. 

Suprema  Corte: 

Bastaria  esta  solicitud  para  demostrar  la  justicia  con  que  nuestros 
reglamentos  exijen  que  los  abogados  que  hayan  hecho  sus  estudios 
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en  Universidades  estrangeras,  antes  de  ser  admitidos  á  la  práctica 
en  nuestro  foro,  acrediten  que  conocen  la  legislación  por  que  él  se 
rige. 

El  Dr.  Socci  no  se  ha  dado  cuenta  de  las  prescripciones  en  que 
apoya  su  singular  gestión. 

Las  declaraciones  generales  de  la  Constitución  no  son  fuentes  de 
poderes  p^r  se;  ni  pueden  conferir  á  los  Poderes  existentes,  mas 
atribuciones  que  aquellas  que  las  disposiciones  determinadas  les 
hayan  conferido.  De  que  el  Poder  Ejecutivo  deba  velar  por  el  bien 
general,  por  ejemplo,  no  se  desprende  que  pueda  declarar  la  guerra 
al  Gran  Turco,  por  sí  y  ante  sí,  aunque  la  guerra  en  efecto  consul- 
tara la  prosperidad  de  todos.  De  que  cada  uno  pueda  ejercer  su  in- 
dustria libremente,  no  se  deduce  que  puedan  los  abogados  y  los 
médicos  prescindir  de  las  pruebas  de  suficiencia  que  se  han  juzgado 
indispensables  para  evitar  mayores  males. 

Sírvase  V.  E.  volver  al  interesado  los  títulos  que  ha  acompañado 
para  que  ocurra  donde  corresponda. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  C^orte 

Buenos  Aires,  Abril  8  de  1884. 

No  interviniendo  ante  los  Tribunales  Nacionales,  otros  abogados 
que  los  facultados  para  ejercer  esta  profesión,  por  los  Tribunales  de 
Provincia  y  de  la  Capital,  ocurra  el  solicitante,  como  dice  el  señor 
Procurador  General,  ante  quien  corresponda.  Devuélvasele  al  efecto, 
los  títulos  acompañados,  repónganse  los  sellos  y  archívese. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  frías. — S.  M.  LASPIUR. 
M.  D.  PIZARRO. 
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<:ai  SA  XXXIV 


Doña  Ercilia  Zavalia  de  Coret,  contra  D,  Antonio  Fragaeiro,  por  de- 
volución de  documentos  y  cobro  de  pesos;  sobre  defecto  legal  en  la 
demanda. 


Sumario, — La  no  presentación  de  los  documentos  que  instruyen 
la  demanda,  no  constituye  defecto  leioral  en  el  modo  de  proponerla. 


Caso. — Doña  Ercilia  Zavalia  de  Coret  demandó  á  D.  Antonio  Fra- 
gueiro,  por  devolución  de  varios  bonos  ó  títulos  de  Tesorería  que 
le  había  entregado  para  cobrar  su  importe,  y  por  pago  de  cantidad 
de  pesos  correspondiente  á  los  que  haí)ia  cobrado,  con  los  intereses 
y  costas. 

Don  Antonio  Fragueiro,  alegando  que  la  señora  Zavalia  lo  deman- 
daba con  la  acción  de  mandato,  y  que  no  acompañaba,  como  debía, 
el  instrumento  del  mandato,  opuso  la  excepción  dilatoria  de  defecto 
en  el  modo  de  proponer  la  demanda. 


Fallo  del  «luez  Federal 


Buenos  Aires,  Octubre  29  de  1888. 

Vistos;  no  existiendo  otros  defectos  legales  en  el  modo  de  propo- 
ner la  demanda,  que  los  enumerados  en  el  articulo  57  de  la  ley  de 
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Procedimientos  Nacionales,  entre  los  cuales  no  se  encuentra  el  de 
no  presentarse  los  documentos  que  se  invoquen,  no  ha  lugar,  con 
costas,  á  la  excepción  opuesta  y  contéstese  derechamente  el  traslado 
de  la  demanda. 

Isidoro  Albarracin, 


Fallo  de  la  Siiprenia  Corte 

Buenos  Aires,  Abril  5  de  1884. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  treinta  y  dos,  y  repuestos  los  sellos,  devuélvase. 

J.  B.  ÜOROSTIAGA. — J.  DOMINGLEZ. 
— ULADISLAO  frías. — S.  M  LAS- 
PIUR.  —  M.  D.  PIZARRO. 
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CAISA  XXXV 


Don  Fidel  S.  Cada^  sobre  exención  dsl  ser  vicio  de  la  guardia  nacional. 


Sumario,  —  No  es  imposibilidad  física  que  exceptúe  del  servicio 
de  guardia  nacional,  la  lesión  en  un  ojo  que  no  impide  distinguir 
los  objetos,  y  permite  prestar  el  servicio  sin  peligro  de  la  salud. 


Caso. — Se  comprende  por  el 


Fallo  del  Juez  Federal 


Corrientes,  Agosto  14  de  1888. 

Y  vistos:  Considerando:  1°  Que  si  bien  resulta  justificado  por  las 
declaraciones  de  los  testigos  Vasquel,  Rojas  y  el  doctor  Santos,  co- 
rrientes desde  foja  4  vuelta  hasta  9,  y  el  informe  de  los  facultativos 
doctores  Graciano  y  Fainardi  á  foja  13,  que  el  joven  D.  Fidel  Cavia 
tiene  lesionado  el  ojo  izquierdo  á  consecuencia  de  un  golpe  que  re- 
cibió, cuya  lesión  le  impide  en  parte  su  funcionamiento,  principal- 
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mente  para  los  rayos  que  hieren  perpendicularmente  la  córnea,  no 
obstante  puede  leer  y  escribir  y  distinguir  los  objetos; 

¥  Que  el  articulo  2^,  inciso  4^  de  la  ley  Nacional  de  Enrola- 
miento, exceptúa  del  enrolamiento  á  los  que  tienen  imposibilidad 
física  legalmente  probada,  y  la  lesión  que  Cavia  tiene  en  el  ojo  iz- 
quierdo, no  lo  imposibilita  para  el  servicio  militar,  puesto  que,  aun- 
que sea  incurable,  puede  distinguir  los  objetos  y  desempeñar  todos 
los  ejercicios  y  deberes  del  soldado  sin  peligro  ninguno  de  su  salud. 
—  Por  estos  fundamentos  se  declara  que  el  joven  Cavia  no  tiene  im- 
posibilidad física  para  prestar  sus  servicios  como  guardia  nacional, 
y  por  lo  tanto  está  obligado  á  enrolarse  en  ella  como  ciudadano  ar- 
gentino. Hágase  saber  con  el  original  y  repónganse  los  sellos  de 
conformidad  al  artículo  41  de  la  ley  de  papel  sellado. 

Cárlo$  Luna. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Abril  5  de  1884. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  la  senten- 
cia apelada  de  foja  catorce  vuelta;  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
vase. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  FRÍAS.  —  S.  M.  LASPIÜR. 
—  M.  D.  PIZARRO. 
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CAISA  XXXVI 


El  Presbítero  I).  Rizerio  Molina  contra  D.  Afanuel  V.  Salcís  por  cobro 
de  pesos;  sobre  mejora  de  embargo  preventivo. 


Sumario.  —  Ejecutoriada  la  sentencia  que  condena  al  pago  de  la 
cantidad  demandada,  no  tiene  objeto  el  embargo  preventivo  y  su 
mejora. 


Caso.  —  El  presbitero  D.  Rizerio  Molina  dio  encargo  á  D.  Manuel 
A.  Navarro  para  que  aconsejándose  con  D.  Manuel  V.  Salas,  le  com- 
prase en  remate  la  finca  de  la  Merced,  que  se  vendia  por  el  Gobier- 
no de  la  Provincia  de  Catamarca;  y  para  pagar  el  precio,  le  hizo 
abrir  un  crédito  de  20,000  pesos  fuertes  en  el  Banco  Nacional. 

El  Sr.  Salas  se  hizo  endosar  el  crédito,  compró  la  finca  en  su  nom- 
bre, pagando  el  precio  mitad  al  contado  y  mitad  con  obligaciones^ 
á  uno  y  dos  años  de  plazo. 

El  presbitero  Molina  pidió  embargo  preventivo  contra  Salas  por 
la  suma  de  veinte  mil  pesos  fuertes,  por  la  cual,  intereses  y  costas, 
lo  habia  demandado. 
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Fallo  del  «fuez  Seccional 

Catamarcaf  Agosto  14  de  1888. 

Vistos  en  el  precedente  incidente  sobre  embargo  promsional  de 
los  hienes  pertenecientes  al  demandado  D.  Manuel  V.  Salas,  solici- 
tado por  el  apoderado  de  su  demandante  presbítero  D.  Rizerio  Mo- 
lina, por  via  de  arraigo  del  juicio  principal,  que  le  está  siguiendo 
sobre  cobro  de  cantidad  de  pesos,  y  considerando: 

1°  Que  la  obligación  de  arraigar  el  juicio  por  obligaciones  per- 
sonales, solo  puede  tener  lugar  cuando  el  deudor  carece  de  bienes 
bastantes  para  satisfacer  la  deuda  que  se  le  cobra,  siempre  que  ésta 
se  justifique  en  debida  forma,  y  bajo  la  responsabilidad  del  acree- 
dor (Artículo  55,  inciso  3°,  Ley  Nacional  sobro  Procedimientos; 
Leyes  66  de  Toro,  y  41,  Titulo  2°,  Partida  S'^). 

2^  Que  aun  no  está  suficientemente  esclarecido,  si  el  demandado 
dispuso  de  mas  fondos  pertenecientes  á  su  demandante,  que  los  ne- 
cesarios para  la  compra  y  pago  de  la  mitad  del  precio  en  que  tomó 
la  hacienda  de  la  Merced,  según  resulta  del  acta  precedente. 

3*^  Que  en  lo  referente  al  secuestro  de  los  bienes  litigiosos,  tam- 
bién es  de  práctica  limitarlo  al  caso  en  que  á  no  mediar  acuerdo 
de  partes,  fuese  necesario  evitar  al  actor  las  contingencias  perjudi- 
ciales á  que  puede  esponerlo  la  negligencia  ó  mala  fé  de  su  deman- 
dado, conforme  á  la  ley  1*,  título  9^,  partida  3*  y  demás  disposicio- 
nes antes  citadas.  (Malaver,  Curso  de  Procedimientos  judiciales, 
tomo  1°,  número  670  al  575  y  Escriche,  palabras  arraigar  y  se- 
cuestro), 

4°  Que  versando  la  cuestión  principal  sobre  si  debe  restituirse 
al  actor  el  dinero  por  él  desembolsado  para  la  compra  de  la  ante 
dicha  finca,  ó  trasmitírsele  por  Salas  la  propiedad  de  la  misma, 
con  la  especialidad  de  resistirse  ambos  á  tomarla  para  si,  existe 
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realmente  el  peligro  de  que  esla  se  deteriore  en  perjuicio  del  pri- 
mero, por  su  desatención  durante  el  pleito.  Por  tanto,  omitiendo 
otras  consideraciones  y  teniendo  en  vista  lo  manifestado  al  final 
del  primer  punto  del  párrafo  2^  de  la  contestación  que  antecede,  se 
declara:  que  debe  accederse  por  ahora  y  bajo  la  responsabilidad 
del  actor,  tan  solo  al  secuestro  de  la  hacienda  de  la  Merced,  la  que 
será  puesta  bajo  la  administración  de  un  vecino  suficientemente 
abonado  y  competente,  que  designará  el  Juez  partidario  de  la  loca- 
lidad en  que  está  ubicada;  con  prevención  de  que  si  aquella  estu- 
viere arrendada,  el  depositario  deberá  cobrar  y  percibir  de  los  in- 
quilinos  el  importe  de  sus  respectivos  arrendamientos.  Hágase  saber 
con  el  original,  diríjase  la  correspondiente  nota  de  comisión  y  re- 
pónganse los  sellos. 

Joaquín  Quiroga, 

En  Octubre  de  1883,  la  parte  de  Molina  fundándose  en  que  se 
había  dictado  sentencia  condenando  á  Salas  al  pago  de  los  20,000 
pesos  fuertes  con  deducción  délos  valores  devueltos  anteriormente, 
y  en  que  la  finca  embargada  no  cubría  el  valor  de  las  condenacio- 
nes, pidió  ampliación  del  embargo  preventivo  sobre  los  demás  bie- 
nes de  Salas. 


Fallo  del  «fiicz  Federal 

Catamarca,  Octubre  17  de  1883. 

Vista  la  anterior  solicitud  con  los  antecedentes  de  su  referencia 
y  resultando  de  ellos  que  la  sentencia  definitiva  en  que  aquella  se 
funda,  ha  sido  apelada  y  están  para  remitirse  los  autos  á  la  Corte 
Suprema,  sin  que  por  lo  demás  exista  ninguna  otra  causa  legal  que 
pueda  motivar  una  nueva  resolución  sobre  el  particular.  Por  tanto 
y  teniendo  en  consideración  los  fundamentos  aducidos  en  la  resolu- 
ción interlocutoria  aludida  y  muy  especialmente  la  jurisprudencia 
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establecida  en  la  causa  i24,  página  552,  tomo  14,  serie  2*  de  los  Fa- 
llos de  la  misma  Corte,  no  lia  lugar  al  embargo  preventivo  que  por 
segunda  vez  se  solicita. 

Joaquín  Quiroga. 

Molina  apeló,  y  durante  la  apelación,  se  declaró  desierto  el  re- 
curso que  en  los  autos  principales  había  deducido  Salas  de  la  sen- 
tencia condenatoria,  quedando  esta  ejecutoriada. 


Falle»  de  la  íSupreiua  t  lorie 

Buenos  Aii-es,  Abril  o  de  1884. 

Vistos;  estando  ejecutoriada  la  sentencia  definitiva  pronunciada 
en  esta  causa  que  condena  al  reo  al  pago  de  la  cantidad  demandada, 
y  quedando  en  consecuencia  sin  objeto  el  presente  incidente  sobre 
mejora  del  embargo  preventivo,  devuélvase  los  autos  al  Juzgado  de 
su  procedencia,  previa  reposición  de  sellos. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — ULADISLAO  FRÍAS. 
— S.   M.   LASPIUR. —  M.   D.  PIZARRO 

(en  disidencia). 


DISIDENCIA 

Estando  ejecutoriada  la  sentencia  que  condena  al  demandado  al 
pago  de  la  cantidad  demandada;  y  resultando  insuficiente  el  em- 
bargo practicado  para  cubrir  el  crédito  que  se  cobra,  se  revoca  el 
auto  apelado  de  foja  sesenta  y  cuatro  debiendo  mejorarse  el  em- 
bargo á  concurrencia  de  la  deuda  y  demás  responsabilidades  de 
derecho. 

M.  D.  PIZARRO. 
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€:aus(a  XXXVII 


Doña  Carolina  MUburg  de  García^  y  1).  José  M.  Burgos;  sobre 

recurso  de  babeas  corpus. 


Sumario.  —  1°  El  Juez  de  Paz  de  un  territorio  nacional  tiene  fa- 
cultad para  ordenar  la  prisión  de  los  procesados  ante  su  jurisdicción, 
y  requerirla  de  las  autoridades  del  lugar  á  donde  se  hubiesen  tras- 
ladado. 

2°  Habiéndose  declarado  aquel  incompetente  para  proseguir  en 
el  conocimiento  de  la  causa,  y  no  habiéndose  suscitado  cuestión 
sobre  este  punto,  no  correspondo  resolverlo. 


Caso. — Don  Ensebio  Garcia,  acusó  ante  elJuezdePazdeFormosa 
á  su  esposa  doña  Carolina  Milburg,  y  D.  José  M.  Burgos,  por  delito 
de  adulterio,  y  á  este  último  por  estupro  de  su  hija  doña  Filomena 
Garcia. 

El  Juez  de  Paz  levantó  el  sumario,  y  ordenó  la  prisión  de  los  pro- 
cesados, dirijiéndose  al  Gefe  de  la  Policía  de  la  Capital  para  ejecu- 
tarla, y  poner  en  seguida  los  presos  á  disposición  del  Juez  del  Cri- 
men de  la  Capital,  ante  el  cual  se  presentaria  don  Ensebio  Garcia 
con  las  actuaciones  que  hablan  dado  mérito  á  la  orden  de  prisión. 
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El  Gefe  de  Policía  mandó  efectuar  la  prisión;  y  los  presos  inter- 
pusieron ante  el  Juez  Federal  el  recurso  de  habeos  corpus,  por  ha- 
berse ordenado  la  prisión  por  Juez  incompetente,  sosteniendo  que 
en  caso  de  existir  el  adulterio  se  habría  cometido  en  la  Capital;  por 
haberse  ordenado  con  solo  la  acusación  de  García;  y  por  haberse 
efectuado  por  el  Gefe  de  Policía  en  mérito  de  una  simple  nota  del 
Juez  de  Paz  de  Formosa. 


Fallo  del  Juez  Federal 


Buenos  Aires,  Febrero  12  de  1884. 

Y  vistos  estos  autos  en  el  recurso  de  habeas  corpus,  deducido  por 
los  presos  doña  Carolina  Milburg  y  D.  José  M.  Burgos,  con  los  ante- 
cedentes remitidos  en  cumplimiento  del  informe  pedido  al  Departa- 
mento de  Policía,  y  considerando: 

1°  Que  el  recurso  de  habeas  corpus  procede  solamente,  de  acuerdo 
al  artículo  20  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  etc.,  y  fallos 
judiciales  citados  por  los  recurrentes,  cuando  la  prisión  ha  sido  or- 
denada por  autoridad  ó  persona  que  no  esté  faeullada  por  la  ley. 

2*^  Que  de  los  antecedentes  remitidos  por  vía  de  informe  resulta 
que  la  prisión  cumplida  por  la  Policía  ha  sido  ordenada  por  el  Juez 
de  Paz  de  Villa  Formosa,  por  acusación  de  parte  legal,  siendo  dicho 
Juez  competente  para  conocer  de  los  delitos  de  que  se  trata,  de 
acuerdo  al  artículo  6^  de  la  ley  de  Octubre  17  de  1872. 

3°  Que  si  bien  el  Juez  de  Paz  de  Villa  Formosa,  no  ha  podido  im- 
partir orden  de  prisión  á  la  Policía  de  la  Capital,  ni  ésta  ha  debido 
cumplirla,  no  viniendo  por  intermedio  délos  Jueces  de  su  territorio, 
únicos  facultados  por  la  ley,  para  expedir  tales  órdenes,  esta  falta 
de  forma,  que  no  altera  el  fondo  de  la  causa,  ha  sido,  en  cierto 
modo,  subsanada  con  el  conocimiento  que  ha  tomado  este  Juzgado, 
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con  motivo  del  recurso  entablado  y  las  diligencias  practicadas  de 
acuerdo  al  articulo  20  ya  citado. 

Por  estos  fundamentos,  no  ha  lugar  al  recurso  de  habeas  corpus, 
que  se  declara  infundado,  entablado  por  los  detenidos  doña  Caro- 
lina  Milburg  y  D.  José  M.  C.  Burgos.  En  su  consecuencia  devuél- 
vanse á  la  Policía  los  antecedentes  que  ha  remitido,  con  nota,  en  la 
que  se  le  transcribirá  esta  resolución  para  qne  lleve  adelante  sus 
procedimientos,  en  cumplimiento  de  las  órdenes  del  Juez  de  Paz  de 
Villa  Formosa.  Repónganse  los  sellos,  eu  cumplimiento  al  articulo 
41  de  la  ley  de  papel  sellado,  hágase  saber  y  archívese. 

Andrés  Ugarriza. 


VISTA  DEL  SEXOH  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aire»,  Marzo  20  de  1884. 

Suprema  Corte: 

El  presente  recurso  viene  destituido  de  todo  fundamento. 

La  prisión  ha  sido  ordenada  por  autoridad  competente  puesto  que 
lo  es  el  Juez  de  Paz,  en  virtud  de  la  ley  que  organizó  el  Gobierno 
de  los  territorios  nacionales,  recordada  por  el  Juez  de  Sección. 

No  encuentro,  tampoco  irregular,  que  el  Juez  de  Paz  de  Formosa, 
se  haya  dirijido  directamente  al  Prefecto  de  Policía  de  esta  Capital. 

Las  A  utoridades  dependientes  del  Poder  Ejecutivo  Nacional,  dice 
el  artículo  13  de  la  ley  de  14  de  Setiembre,  prestarán,  todo  auxilio 
para  la  ejecución  de  las  sentencias  del  Poder  Judicial, 

El  Juez  de  Paz  de  Formosa  ha  podido,  en  consecuencia,  ocurrir 
al  Prefecto  de  Policía,  sin  necesidad  de  dirijirse  primero  al  Ministe- 
rio de  Justicia,  ó  á  alguno  de  los  Señores  Jueces  de  la  Capital;  ó  á 
V.  E.  mismo. 
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Todo  esto  hubiera  solo  ori¿j^¡nado  mas  pérdida  de  tiempo,  sin  ob- 
jeto práctico  alguno. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Abril  5  de  1884. 

V'isto  el  presente  recurso  de  habeas  corpuSy  traído  en  apelación 
ante  esta  Suprema  Corte: 

Considerando:  Primero:  Que  es  este  un  recurso  extraordinario 
que  no  procede  contra  toda  prisión  ilegal  ó  injusta,  la  que,  en  su 
caso  debe  repararse  por  los  medios  ordinarios  que  la  ley  y  el  de- 
recho común  tienen  establecidos  al  efecto; 

Segundo:  Que  el  habeas  corpus  ante  la  Justicia  Federal  está  limi- 
tado por  el  artículo  veinte  de  la  ley  de  catorce  de  Setiembre  de  mil 
ociiocientos  sesenta  y  tres,  á  los  casos  en  que  un  individuo  se  halle 
detenido  ó  preso  por  una  Autoridad  Nacional  ó  á  disposición  de 
una  Autoridad  Nacional  ó  só  color  de  una  orden  emitida  por  Auto- 
ridad Nacional;  ó  cuando  una  Autoridad  Provincial  haya  puesto 
preso  á  un  miembro  del  Congreso,  ó  á  cualquier  otro  individuo  que 
obre  en  comisión  del  Gobierno  Nacional;  para  investigar  el  orijen 
de  la  prisión  y  poner  el  preso  en  libertad  en  caso  que  la  prisión 
haya  sido  ordenada  por  Autoridad  ó  persona  que  no  esté  facultada 
para  ello  por  la  ley; 

Tercero:  Que  en  el  presente  caso,  la  prisión  de  los  encausados  ha 
sido  solicitada  al  Gefe  de  Policía  de  esta  Capital  por  el  Juez  de  Paz 
de  Villa  Formosa,  ante  quien  se  instruye  el  procso; 

Cuarto:  Que  el  Juez  de  Paz  de  Formosa  está  facultado  por  la  ley, 
para  ordenar  la  prisión  de  los  procesados  ante  su  jurisdicion,  y  aun 
de  requerirla  de  las  autoridades  del  lugar  á  donde  estos  se  hubie- 
sen trasladado; 

Quinto:  Que  no  pudiendo  esta  Corte  conocer  del  delito  que  mo- 
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ti  va  el  proceso,  ni  del  mérito  de  este,  por  pertenecer  uno  y  otro  al 
derecho  común  y  á  la  jurisdicción  ordinaria  del  crimen,  debe  li- 
mitarse á  resolver  sobre  el  fiabeas  corpas  solicitado,  para  la  soltura 
é  inmediata  libertad  de  los  encausados,  á  lo  que  no  hace  lugar  el 
señor  Juez  a  quo; 

Sexto:  Que  este  declara  ademas,  la  competencia  del  Tribunal  que 
ha  de  continuar  conociendo  en  la  causa,  v  ordena  la  remisión  de 
los  detenidos  alJuez  de  Formosa,  para  su  juzgamiento;  lo  que  es 
extraño  á  la  acción  entablada,  y  convierte  el  caso  de  habeos  corptís 
en  un  juicio  de  competencia,  que  no  ha  sido  debidamente  instaurado, 
y  sobre  el  cual  carece  de  jurisdicción  para  pronunciarse  el  Juzgado 
de  Sección; 

Séptimo :  Que  el  Juez  sumariante,  declarándose  incompetente  para 
continuar  conociendo  en  la  causa,  ha  ordenado  que  los  encausados 
y  diligencias  del  sumario  sean  pasados  al  Juzgado  ordinario  del  Cri- 
men en  esta  Capital,  para  la  prosecución  del  juicio; 

Octavo:  Que  no  es  llegado  el  momento  de  que  esta  Corte  se  pro- 
nuncie sobre  la  competencia  del  Juzgado  que  debe  conocer  y  resol- 
ver en  la  causa,  anticipando  su  juicio  sobre  un  incidente  que  puede 
ó  no  presentarse  en  el  decurso  de  la  misma. 

Por  estas  consideraciones,  las  concordantes  del  auto  apelado,  y  lo 
solicitado  y  expuesto  por  el  Señor  Procurador  General,  se  confirma 
el  de  foja  treinta  y  siete  vuelta,  en  cuanto  declara  no  haber  lugar 
al  recurso  de  habeas  rorpí/s- interpuesto,  revocándose  en  todo  lo 
demás.  — En  su  consecuencia,  pasen  los  autos  al  Sr.  Juez  del  Crimen 
de  esta  Capital,  con  los  procesados,  según  lo  dispuesto  por  el  Juez 
de  Paz  de  Formosa,  para  que  proceda  como  en  derecho  corresponde. 
Hágase  saber  con  el  original  y  repónganse  los  sellos. 

J.  B.  (iOROSTiAGA  —  J.  DOMÍNGUEZ.  — 
ULADISLAO  FRL4S. — S.  M.  LASPIUR, 
—  M.  D.  PIZARRO. 
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CAUSA  XXXVIII 


El  Dr,  D.  José  Piñeiro  contra  D,  Gerónimo  Nuñez,  por  rendición 
de  cuentas;  sobre  defecto  en  el  modo  de  proponer  la  demanda. 


Sumario. — La  no  presontacion  de  documentos  no  constituye  de- 
fecto en  el  modo  de  proponer  la  demanda. 


Caso. — El  Dr.  Piñeiro  demandó  á  Nuñez  para  obtener  la  posesión 
de  una  estancia  de  su  propiedad. 

Su  acción  fué  rechazada  por  tratarse  de  la  liquidación  de  una  so- 
ciedad. 

El  Dr.  Piñeiro  dijo  que  la  sociedad,  en  el  supuesto  de  haber  exis- 
tido, era  de  capital  é  industria,  siendo  él  el  dueño  del  capital  y  en- 
tabló demanda  de  rendición  de  cuentas,  obteniendo  la  entrega  de 
las  haciendas,  previo  embargo  del  establecimiento. 

Nuñez  opuso  la  escepcion  de  defecto  legal  en  la  demanda  por  no 
acompañarse  á  ella  la  escritura  de  sociedad,  ó  de  mandato  en  que 
se  fundaba  la  exijencia  de  rendición  de  cuentas,  y  reclamó  de  la  en- 
trega de  las  haciendas,  por  no  hallarse  garantidos  sus  derechos. 
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Fallo  del  Juez  Federal 

Buenos  Aires,  Febrero  6  de  18S4. 

Y  vistos:  articulándose  por  el  demandado  en  su  escrito  de  foja  21, 
que  la  demanda  es  defectuosa  en  la  forma  propuesta  por  no  acompa- 
ñarse la  escritura  de  contrato  social  ó  de  mandato  que  lo  autori- 
zara para  administrar  el  establecimiento  de  donde  se  deriva  esta 
cuestión;  y  no  estando  comprendido  ese  defecto  entre  los  requisitos 
enumerados  en  el  artículo  57  de  la  Ley  de  Procedimientos,  estando 
ademas  previsto  en  el  inciso  segundo  del  artículo  10,  el  efecto  que 
produce  esa  no  presentación;  por  esto,  y  estando  garantido  el  de- 
mandado con  el  embargo  trabado,  no  ha  lugar  á  la  escepcion  opuesta 
ni  á  la  revocatoria  que  se  solicita,  y  contéstese  derechamente  la  de- 
manda dentro  del  término  legal. 

Isidoro  Albarracin. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Abril  17  de  1884. 

Vistos:  Por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  sesenta  y  uno.  Repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

J.  n.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  FRÍAS.  —  S.  M.  LASPIUR. 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  411 


CAISA  XXXIX 


D.  Carlos  Sarmiento  contra  D,  Luis  Amudeo  y  otroSy  por  restitución 
de  efectos  embargados;  sobre  condenación  en  costas. 


Sumario,— ^0  corresponde  la  condenación  en  costas,  cuando  no 
existe  proceder  malicioso. 


Caso. — D.  Carlos  Sarmiento,  como  cesionario  del  Dr.  D.  Ramón 
González  demandó  la  devolución  de  unos  efectos  embargados,  en 
garantía  de  un  crédito  contra  D.  Walter  S.  Keyser,  y  que  se  hablan 
sacado  de  la  Aduana  á  mérito  de  un  desembargo  ordenado  en  los 
autos  seguidos  contra  este  mismo  por  la  Compañía  Telefónica  «Rio 
de  la  Plata»,  en  los  que  habían  sido  embargados  también. 

La  demanda  la  dirigió  in  solidum  contra  el  administrador  de 
Aduana  y  contra  D.  Frank  W.  Jones,  D.  Guillermo  Gesell  socio  y 
dependiente  de  Fels  y  C%  y  Keyser,  que  decía  haber  estado  confa- 
bulados estos  últimos. 

Se  contestó  por  todos  la  demanda  pidiendo  su  rechazo. 

Por  D.  Frank  W.  Jones  se  había  presentado  D.  Fernando  Bour- 
dieu  con  poder  que  le  tenía  conferido  como  gerente  de  la  Compañía 
Union  Telefónica. 
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Sarmiento  observó  que  había  demandado  á  Jones  personalmente 
y  pidió  se  dejara  sin  efecto  el  auto  que  tuvo  por  parte  á  Bourdíeu, 
con  costas. 

Conferido  traslado  Jones  confirmó  y  ratificó  lo  obrado  por  Bour- 
dieu,  y  este  presentó  á  la  vez  un  poder  personal  de  Jones. 


Fallo  del  Juez  Federal 


Buenofl  Aires^  Octubre  16  de  1888. 

Y  vistos:  habiendo  comparecido  personalmente  Jones  y  consti- 
tuido ademas  representante  en  tal  carácter  como  consta  del  ins- 
trumento que  se  presenta  y  en  cuyo  mérito  el  Juzgado  tiene  por 
parte  á  D.  Fernando  Bourdieu  como  lo  pide  en  su  precedente  es- 
crito, declárase  terminado  el  incidente  promovido  á  f.  45,  y  corran 
los  autos  según  su  estado. 

Virgilio  M,  Tedin, 

Sarmiento  reclamó  por  no  haberse  declarado  de  cargo  de  Bour- 
dieu las  costas  del  incidente. 


Fallo  del  Juez  Federal 

Buenos  Airea,  Octubre  24  de  1883. 

V^istos:  Estando  deducida  la  precedente  petición  fuera  del  término 
en  que  según  la  ley  3**,  título  22,  partida  3*,  es  permitido  al  Juez, 
ampliar  ó  modificar  su  sentencia  sobre  costas,  costos  ó  intereses,  no 
ha  lugar  y  se  concede  en  relación  el  recurso  de  apelación  subsidia- 
riamente interpuesto  del  auto  de  foja. . .  en  la  parle  recurrida,  re- 
mitiéndose el  espediente  con  oficio. 

Tedin. 
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Fallo  de  la  Skuprema  Corte 

Buenos  Aires,  Abril  24  de  1884. 

Vistos :  no  siendo  un  proceder  malicioso  el  observado  por  el  Pro- 
curador Bourdieu  al  contestar  la  demanda  en  nombre  de  Don  Frank 
W.  Jones  gerente  de  la  Compañía  Telefónica,  y  habiéndose  ratifi- 
cado lo  obrado  por  él,  por  el  citado  Don  Frank  W.  Jones,  quien  ha 
conferido  poder  en  su  propio  nombre  al  mismo  Procurador  Bour- 
dieu, se  confirma  el  auto  apelado  de  foja  cincuenta  y  tres  vuelta,  en 
cuanto  no  pronuncia  la  condenación  en  costas,  y  repuestos  los  sellos 
devuélvase. 

J.   DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS.  — 
S.  M.  LASPIUR.  —  M.  D.  PIZARRO. 
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corriente  á  foja  9;  mientras  que  el  terreno  de  que  hoy  se  traía,  resul* 
taba  tasado  como  á  razón  de  500  $  f.  la  cuadra  cuadrada,  añadién- 
dose todavía  como  precio  de  fraccionamiento,  la  cantidad  de  600  $  f. 

Lo  parle  de  Marc  sin  negar  ei  precio  de  1,!¿00  $  bolivianos  bille- 
tes de  todo  el  terreno  que  habia  comprado  dias  antes  de  la  deman* 
da,  constante  de  la  escritura,  ni  tampoco  la  venta  en  remate  de  los 
otros  terrenos  hecha  por  la  casa  «Cilveti  y  Rodríguez»,  alega  sin 
embargo,  que  mas  bien  son  bajas  que  alias  las  apreciaciones  del  pe- 
rito Al  varado,  esponiendo  que  las  propiedades  valen  mas  cada  día; 
que  los  vendidos  á  83  $  billetes  la  cuadra,  están  ubicados  al  Sud  de 
la  ciudad  y  que  por  consiguiente,  valen  menos  que  los  del  Norte; 
que  al  día  siguiente  de  esa  venta  en  remate  hubieron  personas  que 
ofreciesen  un  cincuenta  y  cinco  por  ciento  mas;  y  que  era  de  pú- 
blica notoriedad  que  al  Sud  los  terrenos  valian  un  setenta  y  cinco 
por  ciento  menos  que  al  Norte:  que  por  otros  expropiados  para  el 
mismo  Ferro-Carril,  como  los  de  Villanueva  y  Arias  se  había  con- 
venido en  pagar  á  razón  de  600  $  f.  la  cuadra  fuera  de  perjuicios, 
no  obstante  estar  ubicados  á  tres  cuartos  de  legua  mas  afuera;  por 
todo  lo  cual  era  justo  que  se  llenase  la  tasación  hecha,  como  lo  pe- 
dia. Que  el  mismo  Fiscal  habia  ofrecido  hacia  pocos  dias  á  su  parte, 
1,500  S  f.  por  el  terreno  sin  los  perjuicios,  oferta  que  con  estos  so- 
brepasaba la  tasación. 

Para  probar  todos  los  precedentes  hechos,  no  se  han  acompañado 
mas  pruebas  que  la  escritura  de  compra  hecha  por  Marc,  acompa- 
ñada por  él  para  acreditar  su  propiedad,  y  el  aviso  impreso  á  que 
se  ha  hecho  referencia. 

Tampoco  hay  nada  probado  ni  alegado  sobre  el  valor  que  ese  te- 
rreno hubiese  podido  tener  cuando  fué  ocupado  por  la  vía. 

De  la  vista  de  ojos  practicada,  resultó  hallarse  ubicado  á 
poco  mas  de  legua  de  distancia  de  la  Estación  al  Nor-Oeste; 
habiendo  terrenos  cultivados  por  una  parte  de  sus  costados  y 
por  oíros  de  pastoreo;  razón  por  la  cual  no  puede  dársele  pro- 
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píamenle  una  esclusiva  clasificación  de  pastoreo  ó  de  quintas. 

Por  fin,  llamadas  las  partes  á  una  conciliación,  el  Fiscal  ofreció 
como  máximum  á  razón  de  250  $  bolivianos  billetes  por  cuadra  cua- 
drada de  la  superficie  á  expropiarse;  y  la  de  Marc  por  vía  de  tran- 
sacion,  las  tasaciones  hechas  por  el  perito. 

Y  considerando:  l^  Qwe  dados  los  muy  reducidos  comprobantes 
que  se  han  presentado  y  que  no  alcanzan  á  justificar  los  estremos 
que  se  alegan  como  correspondería,  la  resolución  judicial  que  se  dicte 
debe  guiarse,  ya  por  el  mérito  de  aquellos  como  por  consideraciones 
(le  equidad  y  prudencia. 

^  Que  en  tal  concepto,  las  apreciaciones  del  perito  Alvarado,  se 
muestran  muy  claramente  exageradas,  pues  habiendo  comprado 
Marc  todo  el  terreno  mas  de  seis  veces  extenso  que  el  que  trata  de 
expropiarse,  solo  en  1.200  S  bolivianos  billetes,  no  puede  justa  y  ra- 
zonablemente aceptarse  que  tan  pequeña  parte  de  él,  valga  1.223 
$f,  cantidad  muy  superior  todavía  al  precio  total,  aún  suponiéndose 
que  la  compra  hubiese  sido  realizada  á  un  precio  sumamente  bajo; 
y  que  se  añada  aún  todavía  650  Sf  como  precio  de  fraccionamiento 
de  aquel  terreno  obtenido  en  1.200  bolivianos  billetes;  y  pues  que 
si  las  propiedades  pueden  á  veces  adquirirse  por  bajos  precios,  es 
sumamente  raro  que  se  obtengan  por  un  valor  tan  abatido;  sin  que 
pueda  suponerse  tampoco,  lo  que  no  se  vé,  que  de  un  dia  á  otro  se 
eleve  á  tal  grado  el  valor  de  las  propiedades  urbanas,  y  menos  el  de 
las  rústicas. 

3**  Que  no  habiéndose  negado  por  Marc  la  reciente  venta  de  las 
propiedades  á  que  se  refiere  el  aviso  de  foja  3,  á  razón  solo  de  ochenta 
y  tantos  pesos  bolivianos  la  cuadra,  y  no  habiendo  tampoco  justifi- 
cado el  mismo  en  ningún  sentido  que  ellos  fuesen  de  calidad  infe- 
rior, es  este  un  fundamento  que  patentiza  el  muy  alto  aprecio  hecho 
por  el  perito,  del  área  á  expropiarse;  aun  cuando  fuese  efectivo  como 
lo  dice  Marc  que  hubiese  quien  ofrecitíra  después  de  esa  venta  un 
cincuenta  y  cinco  por  ciento  mas  del  precio  á  que  se  realizó,  com- 
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probando  ello  mismo,  aun  á  ser  cierto,  la  exagerada  tasación  de 
500  $í  la  cuadra  cuadrada.  Sin  que  tampoco  haya  una  razón  para 
que  los  terrenos  al  Sud  de  la  Ciudad,  en  las  distancias  á  que  se 
halla  el  de  Marc,  valgan  como  lo  asegura,  mucho  menos  que  los 
del  Norte,  aun  cuando  esa  diferencia  pueda  existir  tocante  á  los 
urbanos. 

4^  Que  dada  la  exageración  respecto  del  valor  asignado  á  la  parte 
á  expropiarse,  se  resiente  de  igual  defecto  la  apreciación  del  per- 
juicio que  se  supone  recibido  por  fraccionamiento  en  dicha  propie- 
dad por  haberse  tomado  por  base  un  incierto  precio. 

5**  Que  no  habiendo  medios  legales  para  apreciar  el  valor  que 
esas  tierras  pudieran  tener  al  empezarse  la  construcción  del  ferro- 
carril, cuya  empresa  ha  estado  en  posesión  de  hecho  sin  haberlas 
pagado,  si  bien  tampoco  sus  dueños  han  jestionado  hasta  hoy  el 
pago,  no  es  posible  prescindir  para  una  prudente  apreciación,  de 
darles  un  valor  con  relación  al  que  hoy  poco  mas  ó  menos  han  al- 
canzado. 

Por  estos  fundamentos  y  teniendo  en  cuenta  precios  análogos 
acordados  á  otras  tierras  aunque  no  en  las  mismas  condiciones  que 
esta,  fallo:  Que  el  terreno  expropiado  sobre  que  versa  esta  cuestión, 
debe  abonarse  á  razón  de  330  $f  la  cuadra  cuadrada,  v  en  tres- 
cientos  pesos  de  la  misma  moneda,  el  perjuicio  sufrido  por  el  frac- 
cionamiento; con  las  costas  á  la  parte  del  Fisco  en  conformidad  al 
artículo  18  de  la  ley  de  expropiación.  Practíquese  la  liquidación  por 
Secretaría,  nolifíquese  con  el  original,  y  devuélvanse  los  títulos  pre- 
sentados dejando  constancia  en  autos. 

Fenelon  Zuriria. 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCrRADOR   GENERAL 


Buenoí»  Aires,  Febrero  8  de  18B4. 

Suprema  Corte : 

•  La  sentencia  del  Juzgado  de  Sección  viene  apelada  por  el  intere- 
sado, y,  á  la  vez,  por  el  Procurador  Fiscal.  Es  ya  esta  una  presun- 
ción de  que  el  Juzgado  se  ha  colocado  en  un  término  medio  equita- 
tivo y  razonable. 

Las  pretensiones  del  propietario  no  pueden  ser  mas  exageradas, 
y  pueden  presentarse  como  una  prueba  clásica  del  abuso  á  que 
estos  negocios  de  expropiación  dan  pábulo.  El  Sr.  Marc  pide  por  la 
sesta  parte  de  su  propiedad,  el  doble  de  lo  que  habia  pagado  veinte 
dias  antes  por  toda  ella! 

La  sentencia  le  acuerda  todavía,  próximamente,  el  precio  del  todo, 
quedando  con  la  propiedad  poco  menos  que  entera!  Y  no  está 
contento! 

Si  algo  puede  objetarse  á  la  sentencia,  es  que  acuerda  demasiado. 
No  insistiré,  sin  embargo,  en  pedir  su  reducción,  en  vista  de  ser 
odiosa  esta  materia  de  expropiación,  y  de  carecer  de  datos  precisos 
acerca  de  los  valores  en  aquella  localidad. 

Eduardo  Costa, 


Fallo  de  la  $9u|>renia  Corte 


Buenos  Aires,  Mayo  1*  de  1884. 

Vistos  estos  autos,  venidos  al  conocimiento  de  la  Corte,  en  virtud 
de  apelación  interpuesta  por  el  representante  del  Fisco. 
Resultando  que  no  hay  constancia  del  valor  del  terreno  de  que 
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se  trata,  antes  de  la  autorización  parala  construcción  del  Ferro-Ca- 
rril Central,  y  que  ei  que  tenia  en  diez  y  ocho  de  Noviembre  de  mil 
ocliocientos  ochenta  y  dos,  pocos  dias  antes  de  entablarse  la  de- 
manda, inclusa  la  parte  que  ocupa  la  vía  de  dicho  Ferro-Carril,  era 
de  rail  doscientos  pesos  bolivianos  billetes,  que  el  actor  pagó  por  éi 
en  esa  fecha,  se*i:un  la  escritura  pública  que  tía  presentado; 

Y  considerando:  (Jue  seirun  el  artículo  quince  de  la  ley  de  trece 
de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  v  seis,  el  valor  de  los  bié- 
nes  expropiados  debe  rc:^ularse  por  el  que  hubiesen  tenido,  si  la 
obra  no  hubiese  sido  ejecutada,  ni  aún  autorizada; 

Que  el  artículo  diez  y  seis  de  la  misma  ley,  prescribe  que  la  in- 
demnización comprende  todos  los  trravámenes  ó  perjuicios  que  sean 
consecuencia  forzosa  de  la  expropiación,  y  que  por  lo  tanto  no  hay 
derecho  para  exi^j^ir  nin/una  en  el  presente  caso,  por  depreciación 
á  causa  del  fraccionamiento  del  terreno,  pues  la  compra  de  él  se 
hizo  en  su  actual  estado,  esto  es,  atravesado  por  el  Ferro-Carril,  sin 
que  por  lo  mismo  haya  sufrido  el  demandante  perjuicio  alguno  por 
aquel  motivo; 

Qfie  en  tales  circunstancias,  no  habiendo  ni  ale>rádose  otros  per- 
juicios, y  siendo  indudable  que  el  valor  del  terreno  es  ahora  mucho 
mayor  que  antes  de  la  autorización  para  la  construcción  del  Ferro- 
Carril,  se  pa^^aria  mas  por  la  parte  que  él  ocupa,  si  su  precio  fuese 
en  proporción  al  de  todo  el  terreno ; 

(Jue  sin  embar^^^o,  la  indemnización  bajo  esta  baso,  no  seria  equi- 
tativa, en  vista  del  mayor  precio  ofrecido  por  el  representante  del 
fisco,  como  es  el  de  doscientos  cincuenta  pesos  bolivianos  billetes, 
por  cuadra  cuadrada ; 

Y  que,  en  virtud  de  lo  espueslo,  no  es  conforme  á  la  ley,  la  in- 
demnización que  fija  la  sentencia  de  primera  Instancia,  según  la 
cual,  se  pagaría  por  una  pequeña  parte  del  terrreno  y  el  fracciona- 
miento, mas  de  lo  que  importa  y  Jia  costado  todo  él: 

Por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja 
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diez  y  ocho  vuelta,  y  se  declara  que  debe  abonarse  al  demandante, 
por  toda  indemnización,  á  razón  de  doscientos  cincuenta  pesos  bo- 
livianos billetes  ó  su  equivalente  en  moneda  nacional,  por  cuadra 
cuadrada  del  terreno  de  su  propiedad,  que  ocupe  la  vía  del  Ferro- 
Carril  Central  Argentino,  debiendo  las  costas  del  juicio  satisfacerlas 
las  partes  por  mitad,  con  arreglo  al  articulo  diez  y  ocho  de  la  ley 
citada.  Hágase  saber  con  el  original  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  FRÍAS. —  S.  M.  LASPIUR. 


<:ausa  xli 


La  viuda  é  hijos  de  D.  Tomás  Manuel  de  Anchor ena,  contra  la 
Municipalidad  de  Buenos  Aires;  sobre  expropiación. 


Sumario. — 1°  El  juicio  de  expropiación  es  verbal  y  sumario,  y 
no  pueden  concederse  sino  en  relación  los  recursos  que  se  inter- 
pongan. 
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2^  La  sentencia  que  ha  tomado  en  cuenta  todas  las  indicaciones 
y  datos  presentados  en  diclio  juicio,  está  exenta  del  vicio  de  nu- 
lidad. 

3°  La  indemnización  de  una  propiedad  expropiadla,  no  puede  ser 
menor  de  lo  que  costó  á  sus  propietarios  varios  años  antes  de  la 
expropiación. 

4°  Las  costas  á  cargo  del  expropiante,  comprenden  sólo  las  de  ac- 
tuación, y  los  honorarios  de  los  peritos. 


Caso.  —  Se  refiere  en  el 


Fallo  del  «luez  Federal 


Buenos  Airea,  Enero  31  de  1884. 

Vistos  los  presentes  autos  para  dictar  sentencia  definitiva  en  el 
juicio  promovido  sobre  expropiación  del  edificio  conocido  con  el 
nombre  de  Recoba  Vieja. 

Resultan  los  sijruientes  antecedentes: 

1^  Por  ley  de  4  de  Agosto  del  año  próximo  pasado,  el  Congreso 
de  la  Nación  declaró  de  utilidad  pública  la  adquisición  de  los  terre- 
nos de  propiedad  particular  que  separan  la  plaza  de  la  Victoria  de 
la  de  25  de  Mayo,  en  el  municipio  de  esta  Ciudad  (Art.  1%  autori- 
zando á  la  Municipalidad  para  proceder  á  su  expropiación,  á  objeto 
de  formar  una  sola  plaza,  uniendo  las  dos  de  que  se  ha  hecho  men- 
ción (Art.  2°  de  la  ley  citada). 

2^  Con  tal  motivo,  el  Intendente  Municipal  de  la  Capital,  celebró 
algunas  conferencias  particulares  con  los  propietarios  de  dichos 
terrenos  y  edificio,  á  fin  de  vo.r  si  se  ponian  de  acuerdo  amigable- 
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mente  sobre  el  importe  de  la  indemnización  que  debia  acordárseles 
por  la  expropiación,  sin  que  bubiesen  podido  llegar  á  un  resultado 
satisfactorio,  pues  aquellos  fijaban  en  veinte  millones  de  pesos  m/c 
el  mínimum  de  sus  exijencias,  y  la  Municipalidad  creia  que  no  debia 
ofrecer  mas  que  siete. 

3^  De  consiguiente,  habiendo  llegado  el  caso  previsto  en  el  ar- 
tículo GP  de  la  ley  del  Congreso  de  13  de  Setiembre  de  i866,  ocurrió 
al  Juzgado  con  fecha  20  de  Octubre  del  año  próximo  pasado,  don 
Manuel  Uribelarrea,  en  representación  de  D*^  Clara  García  Zuniga 
de  Anchorena,  D**  Clara,  D*^  Isabel  y  D"  Carmen  Ancliorena,  á  quie- 
nes pertenece  el  edificio  en  cuestión,  por  adjudicación  que  se  les 
hizo  en  la  Testamentaría  del  Dr.  Don  Tomás  Manuel  Anchorena, 
según  lo  expresa  el  certificado  corriente  á  foja  1S9  vuelta,  expo- 
niendo que  sus  poderdantes  habían  estado  durante  muchos  anos 
bajo  la  amenaza  constante  de  la  expropiación  de  su  valiosa  propie- 
dad y  privados  de  obtener  de  ella  una  cuantiosa  renta,  pues  nego- 
cios que  de  suyo  requieren  alguna  estabilidad,  no  se  situarían  en 
una  finca  que  de  un  momento  á  otro  podía  desaparecer  por  la 
acción  gubernativa;  que  al  fin  el  Congreso  dictó  la  ley  de  que  se  ha 
hecho  mención,  desde  cuyo  momento  había  quedado  restringido  el 
derecho  de  los  propietarios,  para  disponer  del  modo  enunciado  que 
las  leyes  autorizan,  de  la  Recoba  Vieja;  y  los  rumores  de  expropia- 
ción, que  tanto  perjuicio  les  había  causado  antes,  cuando  solo  eran 
tales,  se  convirtieron  en  una  verdad  que  tenia  su  fundamento  en  la 
ley  promulgada,  situación  que  no  podía  prolongarse  por  mas  tiem- 
po; que  entre  tanto,  el  Intendente  de  la  Municipalidad,  recien  en  el 
mes  corriente  (Octubre),  después  de  haber  efectuado  actos  irregu- 
lares que  importan  la  ejecución  en  parte  de  la  expropiación,  por 
cuanto  afectan  derechos  reales  de  sus  representados,  les  propuso  el 
precio  de  siete  millones  de  pesos  m/c,  que  no  había  considerado 
serio,  creyendo  que  al  ofrecerlo  no  se  tenia  otro  propósito  que  alar- 
gar el  procedimiento  é  inferirles  perjuicios  indebidos,  por  cuyo  mo- 
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livo  y  sin  perjuicios  de  los  caraos  á  que  habia  lugar  conlra  la  Mu- 
nicipalidad por  esos  actos,  venia  a  solicitar,  con  sujeción  á  lo 
dispuesto  en  el  articulo  CP  de  la  ley  de  Setiembre  de  1886,  se  citara 
á  las  partes  á  juicio  verbal,  para  nombrar  los  peritos  que  justi- 
precien el  bien  que  aquella  corporación  estaba  autorizada  á  ex- 
propiar. 

4^  Dos  dias  después  de  dictada  la  providencia,  citando  á  las  par- 
les á  los  efectos  indicados,  se  presentó  el  Procurador  Aldao,  á 
nombre  de  la  Municipalidad,  exponiendo:  que  su  letrado  se  ocupaba 
de  recojer  los  antecedentes  necesarios  para  iniciar  el  competente 
juicio  de  estimación  de  la  Recoba,  cuando  llegaba  á  su  noticia  que 
los  propietarios  de  la  misma  habían  ocurrido  al  Juzgado  con  igual 
objeto,  haciéndose  ademas  serios  cargos  á  la  Intendencia  Municipal 
por  sus  procedimientos  en  el  asunto,  y  por  la  mala  intención  que  se 
le  atribuye  en  las  demoras  que  necesariamente  han  debido  ocasio- 
narse; que  no  permitiendo  la  naturaleza  del  procedimiento,  y  la 
convocatoria  decretada  por  el  Juzgado,  hacer  desde  luego  las  recti- 
ficaciones y  defensas  que  exigiria  los  términos  del  escrito  de  los 
propietarios,  se  limitaba  á  exhibir  la  nota  original  que  el  Intendente 
habia  recibido  del  Presidente  del  Consejo  Deliberante,  fechada  el 
20  de  Octubre,  la  que  contenia  la  autorización  requerida  para  en- 
trar al  procedimiento  judicial,  así  como  dos  cartas  dirijidas  por  el 
Sr.  Uribelarrea  al  Asesor  Municipal,  referentes  á  la  personalidad  y 
domicilio  de  los  propietarios  del  edificio  que  se  vá  á  expropiar,  ele- 
mentos indispensables  para  la  iniciación  del  juicio. 

5^  Convocadas  á  juicio  verbal  ambas  partes,  ratificaron  sus  res- 
pectivas pretensiones,  agregando  el  representante  de  la  Municipa- 
lidad, que  después  de  oída  la  opinión  de  las  personas  competentes, 
la  Corporación  solo  estaba  dispuesta  á  llegar  hasta  la  cantidad  de 
7.471,000  $  m/c,  abonando  á  razón  de  5000  $  moneda  corriente  el 
metro  cuadrado,  precediéndose  en  su  consecuencia,  á  nombrar  pe- 
ritos para  que  informen  al  Juzgado  acerca  del  valor  del  bien  á  ex- 
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propiar,  apoyando  las  pretensiones  de  las  partes,  habiéndose  con- 
venido en  el  mismo  acto,  en  vista  de  la  importancia  del  asunto, 
que  previamente  y  en  el  término  de  seis  dias,  presentarían  aquellos 
una  concisa  memoria,  exponiendo  los  fundamentos  de  sus  respecti- 
vas pretensiones,  con  los  comprobantes  y  elementos  que  les  han 
inducido  á  formularlas,  á  fin  de  que  tengan  la  mas  completa  liber- 
tad y  amplitud  en  la  defensa  de  los  intereses  que  han  sido  encar- 
gados de  representar. 

6*^  De  acuerdo  con  lo  convenido,  el  representante  de  la  Municipa- 
lidad presentó  la  que  corre  de  fojas  43  á  57,  en  la  que,  entre  otros 
elementos  acumulados  para  formar  criterio  sobre  el  punto  en  discu- 
sión, se  enuncia  diversas  ventas  de  propiedades  hechas  en  los  dos 
últimos  años  á  inmediaciones  de  la  plaza  de  la  Victoria,  cuyo  precio 
varia  entre  1240$  m/c,  como  mínimum  y  2927  $  como  máximum, 
por  metro  cuadrado,  teniendo  á  su  juicio  una  ubicación  muy  superior 
á  la  del  edificio  de  la  Recoba;  y  por  la  parte  que  representa  Uribe- 
larrea,  la  de  fojas  85  á  94,  en  la  que  sostiene  éste,  que  la  Municipa- 
lidad ha  hecho  tasar  el  terreno  de  la  Recoba  áSOOO  $  m/c  el  metro, 
asegurando  que  esta  tasación  es  justa  y  equitativa  y  con  sujeción  á 
la  misma  propone  7.461.350  $  m/c,  que  entre  tanto,  el  terreno  en 
que  se  halla  construido  ese  edificio,  mide  2562  varas  cuadradas  ó 
sean  1900  metros  próximamente,  lo  que  á  razón  de  5000$  hacen 
nueve  millones  y  medio  de  pesos,  sin  incluir  el  edificio;  que  según 
entiende,  los  ingenieros  municipales  han  considerado  las  galerías 
como  de  propiedad  pública  y  las  Jian  excluido  de  su  tasación,  pues 
solo  así  se  explica  el  error,  siendo  así  que  todo  el  terreno  de  la  Re- 
coba es  de  propiedad  privada,  sobre  cuyo  punto  no  puede  caber  la 
mas  mínima  duda;  pues  D.  Nicolás  Anchorena,  adquirió  dicho  tc~ 
rreno  y  edificio,  sin  mas  obligación  que  conservar  los  corredores  de 
los  dos  frentes  y  cabeceras  que  integran  el  edificio,  como  estaban  y 
en  el  mismo  orden  de  arquitectura,  lo  que  á  él  le  convenia,  porque 
le  daba  un  gran  valor  á  su  propiedad,  reservándole  un  pasaje  pri- 
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vado  que  podría  producirle,  si  queria,  una  renta  tal  vez  mayor  que 
la  de  las  piezas;  que  lo  destinado  al  tránsito  público  no  era  ese  pa- 
saje (las  galerías  laterales),  sino  el  terreno  que  mediaba  entre  los 
dos  cuerpos  del  edificio  cubierto  por  el  arco  de  triunfo,  de  modo  que 
no  se  esplica  la  esclusion  de  la  tasación  de  las  galerías  y  terrenos 
en  que  están  construidas,  sino  por  error;  que  tampoco  existia  servi- 
dumbre de  paso,  por  no  haberse  constituido  en  el  titulo  de  adquisi- 
ción ni  por  otro  alguno,  ni  puede  alegarse  la  prescripción,  porque 
no  es  una  manera  legal  de  constituir  las  servidumbres;  que  el  señor 
D.  Francisco  Chas,  consultado,  entre  otros,  por  la  Municipalidad, 
había  avaluado  la  vara  cuadrada  á  5000  $,  lo  que  daría  un  precio 
de  12.810.000  $,  sin  incluir  el  edificio;  que  la  avaluación  para  la 
contribución  correspondiente  al  año  1883,  estaba  en  proporción  á 
esa  suma,  pues  fué  fijada  en  once  millones  siendo  sabido  que  estas 
avaluaciones  se  hacen  siempre  un  30  %  menos  de  su  valor  justo; 
que  la  renta  que  produce,  no  puede  servir  de  base  al  justiprecio  y 
menos  aun  la  rentas  de  terrenos  de  poco  frente  con  relación  á  su 
fondo,  y  que  tomando  por  base  las  que  se  han  hecho,  en  relación 
proporcional  sus  frentes  y  fondos,  la  vara  cuadrada  del  de  la  Re- 
coba vale,  por  lo  menos  7000  $  m/c,  en  cuyo  cálculo  se  omiten  per- 
juicios con  motivo  de  la  ley  de  expropiación  y  obras  ejecutadas,  las 
que  deberán  iniciarse  por  separado. 

7®  Inmediatamente  de  tener  conocimiento  de  esta  memoria,  el 
Procurador  Municipal  presentó  el  escrito  de  foja  99,  manifestando, 
que  tanto  en  el  juicio  verbal  como  en  su  memoria,  había  padecido 
un  gravísimo  error,  el  cual  se  apresuraba  á  rectificar,  para  que  se 
tuviera  presente  en  oportunidad,  consistente  en  un  cálculo  equivo- 
cado del  Ingeniero  Municipal  respecto  del  número  de  metros  cua- 
drados que  contiene  la  Recoba,  del  cual  resultaba  el  valor  aproxi- 
mado de  5000  S  por  metro,  con  relación  al  valor  total  que  la 
Municipalidad  alribuia  á  la  expropiación,  en  presencia  de  todos  los 
antecedentes  que  se  recojierou  para  determinarlo,  habiéndose  adop- 
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tado  el  precio  por  metro,  aunque  sin  abandonar  el  valor  total  que 
se  atribuía  al  edificio,  solo  con  el  propósito  de  hacer  mas  sensible 
la  equidad  de  esta  estimación;  que  ios  cálculos  á  que  se  referia, 
atribuían  á  la  propiedad  una  superficie  total  de  1492  metros;  pero 
ratificadas  hoy  con  prolijidad  las  medidas  de  la  superficie  ocupada 
por  la  Recoba,  resulta  que  alcanzan  á  1802  metros  y  84  centímetros; 
que  el  precio  de  5000  S  m/c,  por  metro  cuadrado,  habia  sido  hecho 
en  concepto  á  la  relación  en  que  él  aparecía  con  el  valor  total  que 
se  fijaba  á  la  expropiación,  por  lo  que,  rectificando  el  error  pade- 
cido, manifestaba  que  el  precio  fijado  por  la  Municipalidad,  es  el  de 
7.500.000  $  m/c,  que  supera  únicamente  en  t38.650  $  al  que  se  ofre- 
ció antes,  de  cuyo  precio  resulta  siempre  el  metro  cuadrado  á  razón 
de  3962  $  m/c,  que  representa  una  estimación  muy  superior  cí  la  de 
los  mejores  precios  obtenidos  por  las  propiedades  mencionadas  en 
la  memoria. 

8°  El  perito  nombrado  por  la  parte  de  Anchorena,  I).  Trifon  Güi- 
raldez,  en  vista  de  la  tasación  practicada  á  pedido  de  la  misma,  por 
el  ingeniero  D.  Edgardo  Moreno  (fojas  J2ü  á  129)  y  de  los  antece- 
dentes consignados  en  su  informe  corriente  á  foja  133,  avalúa  el 
metro  cuadrado  del  terreno  que  ocupa  la  Recoba  en  11.000$  m/c, 
y  el  edificio  en  1.086.048,  entre  tanto  que  el  ingeniero  D.  Pastor  del 
Valle,  nombrado  por  la  Municipalidad,  solo  le  dá  un  valor  de  3600  $ 
el  metro  cuadrado  de  terreno,  y  de  640.000  $  m/c  al  edificio,  de 
suerte  que,  lejos  de  disminuir,  los  informes  periciales  han  aumen- 
tado la  distancia  que  separa  las  pretensiones  de  ambos  conten- 
dientes. 

Y  considerando:  1^  Que  en  esta  emerjencia  el  Tribunal  está  lla- 
mado á  dirimir  la  dificultad,  como  perito  único,  atento  lo  dispuesto 
en  el  artículo  6"  de  la  Ley  Nacional  sobre  expropiación  de  bienes,  de 
13  de  Setiembre  de  1866,  lo  que  indica  claramente  que  su  misionen 
tales  casos  reviste  un  carácter  arbitral  para  apreciar  según  las  re- 
glas de  la  sana  razón  y  con  equidad  la  legítima  indemnización  que 
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debe  acordarse  al  expropiado,  lo  que  por  otra  parte,  no  es  sino  una 
consecuencia  forzosa  de  la  naturaleza  misma  de  los  hechos  someti- 
dos á  la  apreciación  del  criterio  judicial,  que  no  admiten  solución 
por  reírlas  fijas  preestablecidas; 

2°  Que  lo  primero  que  el  Juz;,^ado  debe  tomar  en  consideración, 
es  las  condiciones  y  extensión  del  derecho  de  que  va  á  ser  privado 
el  expropiado,  como  base  fundamental,  sobre  la  cual  tienen  que  apo- 
yarse los  demás  elementos  de  convicción  acumulados  en  autos,  para 
su  estudio  comparativo  con  loque  constituye  el  caso  subjudicej  pues 
dada  la  gran  distancia  que  separa  las  pretensiones  de  ambas  partes, 
y  aun  sin  esta  circunstancia,  el  procedimiento  que  la  equidad  acon- 
seja como  el  único  y  mas  se^airo  medio  de  conocerlo  mas  aproxima- 
damente posible* el  verdadero  valor  actual  de  un  bien  dado,  es  su 
relación  con  el  valor  corriente  atribuido  en  convenciones  libre- 
mente celebradas  á  otros  bienes  en  iguales  ó  próximas  condiciones 
aparte  de  los  demás  factores  concurrentes  que  deben  tenerse  pre- 
sente al  mismo  objeto; 

3^  Que  según  el  titulo  de  adquisición  de  la  Recoba,  que  ha  exhi- 
bido la  parte  de  Anchorena,  el  gol)ernador  Rosas  vendió  á  su  cau- 
sante, el  edificio  de  la  misma  con  el  terreno  que  comprende,  el  que 
medido  entonces  resultó  ser  de  20  varas  y  tercia  de  frente  al  Sud 
por  62  varas  de  costado,  uno  de  los  cuerpos,  y  de  20  y  media  por  64 
el  otro,  en  el  estado  en  que  se  hallaba,  con  la  obligación  de  conser- 
var los  corredores  de  los  dos  frentes  y  cabeceras  que  integran  el 
edificio  como  están  y  en  el  mismo  orden  de  arquitectura,  pudiendo 
edificar  de  altos,  y  tan  solo  arriba  cerrar  los  intercolumnios; 

4**  Qwe  para  interpretar  esta  condición  y  descubrir  su  verdadero 
alcance  y  la  intención  del  Gobierno  que  la  estableció,  conviene  tener 
presente  que  la  Recoba  fué  construida  y  conservada  como  edificio 
público,  de  modo  que  esos  corredores  estuvieran  destinados  siempre 
á  la  circulación  del  público  y  nunca  á  usos  particulares,  siendo  esto, 
precisamente,  lo  que  parece  haberse  querido  garantir  con  esa  res- 
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Iriccion  al  libre  y  omnímodo  ejercicio  del  derecho  de  propiedad, 
puesto  que  nin.i^un  otro  interés  se  descubre  en  la  conservación  de 
esos  corredores  tal  como  están  y  como  debían  continuar  perpetua- 
mente, y  si  no  se  ha  empleado  el  rigoroso  tecnicismo  del  derecho 
para  hacer  constar  en  todo  tiempo  que  la  mente  del  Gobierno  era 
limitar  el  dominio  de  la  Recoba,  en  esa  parte,  con  una  servidumbre 
de  tránsito  en  interés  del  público,  claramente  se  vé  que  no  puede 
ser  otro  el  propósito,  puesto  que,  conservándose  abiertas  las  gale- 
rias  sin  que  sea  lícito  hacer  innovación  alguna  que  altere  ó  modifi- 
que su  condición  actual,  el  público  continuará  transitando  por  ellas, 
sin  que  los  propietarios  puedan  impedirlo;  de  donde  se  deduce  que 
toda  la  superficie  del  terreno  que  aquellos  ocupan,  está  muy  distante 
de  encontrarse  en  las  mismas  ventajosas  condiciones  para  la  explo- 
tación de  provecho  particular  que  el  resto,  y  que  cualquier  otro  te- 
rreno situado  á  inmediaciones  de  ese  local; 

5^  Que  según  los  artículos  13  y  16  de  la  Ley  Nacional  de  expropia- 
ción, el  valor  de  los  bienes  del)e  regularse  por  el  que  hubiesen  tenido 
antes  de  ejecutarse  las  obras  que  han  hecho  necesaria  la  expropia- 
ción, y  la  indemnización  comprender  todos  los  gravámenes  y  perjui- 
cios que  sean  consecuencia  forzosa  de  la  misma,  no  debiendo,  sin 
embargo,  tomarse  en  consideración  las  ventajas  ó  ganancias  hipo- 
téticas.—  »Es  incontestable  en  Derecho,  dice  Daífoy  de  la  Mannaye, 
en  su  Théorie  el  pratique  de  V e,vpropiation  par  cause  (Vutilité  publi- 
que; tomo  2^,  número  3,  que  el  expropiado  no  piiede  pretender,  á 
titulo  de  expropiación,  sino  el  valor  actual  de  la  propiedad  que  le  es 
tomada  y  que  no  debe  tenerse  absolutamente  en  cuenta  para  la  de- 
terminación de  dicha  indemnización,  el  valor  que  puede  suponér- 
sele resulte  en  un  porvenir  m.is  ó  menos  próximo,  de  la  ejecución 
de  trabajos  anunciados.»  Esta  es  la  teoría  que  prevaleció  en  la  con- 
fección de  nuestra  ley  nacional  de  expropiación,  y  la  que,  en  repetidas 
ocasiones,  han  aplicado  los  Tribunales,  bastando  citar, entreoíros 
casos,  el  de  la  Corte  Suprema  Federal;  tomo  II,  2*  serie,  pág  174; 
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porque  cualquiera  olra  regla  que  haga  entrar  circunstancias  proble- 
máticas ó  eventuales  en  la  estimación  del  quantum  de  la  indemni- 
zación, abre  ancho  campo  al  arbitrario,  alternando  el  pié  de  perfecta 
igualdad,  en  que  deben  ser  colocados,  expropiante  y  expropiado,  y 
la  base  de  equidad  que  debe  rejir,  para  uno  y  otro,  en  nej-ocios  de 
esta  naturaleza; 

G^  Que  fijados»  de  esta  manera,  los  elementos  que  deben  ser 
comprendidos  en  la  expropiación,  resta  solo  determinar  el  valor 
que  según  los  principios  de  la  sana  razón  y  de  la  tquidad  puede 
atribuirse  al  bien  expropia  ble.  Tres  son  los  que,  desde  luego,  se 
ofrecen  como  la  mas  segura  base  do  criterio  para  ese  objeto:  l^,  el 
valor  corriente  atribuido  en  las  transacciones  libremente  celebra- 
das; á  la  unidad  de  medida,  el  metro  cuadrado,  de  propiedades  que 
se  encuentran  en  condiciones  aproximadamente  iguales  á  las  que 
motiva  la  cuestión  sub  judice:  2^,  la  renta  que  esta  haya  producido 
normalmente;  pues  el  barómetro  que  indica  la  demanda  de  una  lo- 
calidad, según  las  ventajas  ó  inconvenientes  que  presenta,  circuns- 
tancia muy  importante  en  el  caso  actual,  pues  se  trata  de  un  bien 
destinado  por  sus  propietarios  á  eso  objeto  desde  su  adqufsicion  y 
que  por  sus  condiciones,  estension  y  ubicación  no  admite  otra  apli- 
cación, siendo  de  suponer  que  dada  la  ventajosa  situación  que  le 
atribuyen  á  ese  objeto,  hayan  sacado  el  máximum  de  lo  que  puede 
producir,  según  el  valor  corriente  de  los  alquileres  en  plaza:  3^,  la 
opinión  de  personas  entendidas  é  ímparciales,  cuyas  informaciones 
está  autorizado  á  recojer  el  Juez  de  la  expropiación; 

7**  One  de  las  certificaciones  expedidas  por  los  Escribanos  de  Re- 
jistro  de  esta  Ciudad,  Salas,  Cabral  y  Resta,  corrientes  de  fojas  116 
á  118,  resulta  que  á  inmediaciones  de  la  Plaza  de  la  Victoria,  se 
han  hecho  las  siguientes  ventas: 

1*^  Finca,  calle  de  Piedad  esquina  á  San  Martin,  edificada  en  altos, 
en  terreno  de  8  metros  (j6  centímetros  de  frente  por  12  metros  12 
centímetros  de  fondo, por  la  suma  de  1. 100,000  S  m/c. — Junio  de  1883. 
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2^  Finca  de  San  Martin  esquina  Piedad,  con  edificio  alto  y  bajo, 
en  terreno  compuesto  de  29  metros  44  centímetros  de  frente  al  Este, 
por  30  metros  31  centímetros  de  fondo,  por  3.200,000  $.  —  Octul)re 
de  1881. 

3*  Finca,  calle  de  la  Victoria  entre  Chacabuco  y  Piedras,  en  ter- 
reno de  10  metros  82*^  milimetros  de  frente  al  Sud,  por  31  metros 
823  milímetros  de  fondo,  por  1.265,000  $  m/c— Abril  de  1883. 

4*  Finca,  calle  de  la  Victoria,  mas  próxima  á  la  Plaza  que  la  an- 
terior, edificada  en  terreno  de  13  metros  i53  milímetros  por  59  me- 
tros 734  milimetros,  en  2.300,000  $.  Estas  ventas  dan  por  resultado, 
como  precio  del  metro  cuadrado,  incluyendo  el  edificio:  Para  la  pri- 
mera, 10,400  S  m/c— Para  la  segunda,  3,386. — Para  la  tercera,  3,674. 
— Para  la  cuarta,  2,340,  ó  sea  un  promedio  de  5,000  S  por  metro 
cuadrado,  incluso  .el  valor  de  las  construcciones. 

8^  Que  por  su  parte,  la  Municipalidad  ha  presentado  el  cuadro 
que  á  continuación  se  espresa,  de  ventas  de  propiedad  que  se  en- 
cuentran en  iguales  condiciones  á  las  anteriores,  cuya  exactitud, 
ademas  de  no  contestada  por  la  parte  contraria,  se  comprueba  por 
los  certificados  espedidos  respectivamente  por  los  Escribanos  que 
han  intervenido  en  ellas; 

1*  Setiembre  de  1878,  Pasaje  Roverano  á  1,240  $  m/c  el  metro. 

2*  Piedad,  n  >-  40  y  42  (Julio  de  1880),  1,496  $  m/c  el  metro. 

3*  Reconquista  y  Piedad  (Setiembre  de  1880),  2,927  $  m/c  el 
metro. 

4*  Reconquista,  n>«  71  y  77  (Julio  de  1882),  2,280  $  el  metro. 

5*  Rivadavia,  frente  á  la  Plaza  23  de  Mayo  (Mayo  de  1883), 
1878  $  el  metro. 

6^  Victoria,  frente  al  Club  del  Progreso  (Octubre  de  1883)  2,374 
pesos  el  metro. 

7*  Bolívar  y  Victoria  ( AiTosto  de  1878),  2,780  $  el  metro,  lo  que 
dá  un  promedio  de  2,168  $  m/c  por  metro  cuadrado,  no  alcanzando 
el  máximum  á  3,000  S. 


1 


Í32  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

0^  Que  el  perito  Güiraldes,  nombrado  por  la  parte  de  Anchorena, 
funda  la  estimación  que  hace  del  valor  de  la  Recoba  á  razón  de 
11,000  $  m/c  el  metro  cuadrado,  sin  incluir  el  edificio,  en  la  circuns- 
tancia especialisima  de  hallarse  ubicado  en  el  centro  de  las  dos  pla- 
zas, y  en  que  sus  frentes  representan  mas  de  300  varas  lineales. 
Es  fuera  de  duda  que  la  ubicación  de  este  edificio  es  especialí- 
sima,  como  que  no  hay  otra  en  idéntica  situación,  pero  esa  especia- 
lidad, si  no  es  una  desventaja,  está  muy  distante  de  constituir  ven- 
lajas  tan  importantes  que  tripliquen  y  cuadrupliquen  su  valor,  con 
relación  al  de  propiedades  vecinas.  Los  hechos  que  revisten  un  ca- 
rácter de  notoriedad  pública  se  imponen. 

Hace  20  años,  en  efecto,  que  los  edificios  públicos  mencionados 
por  este  perito,  pnWimos  á  la  Recoba,  el  (lobierno  Nacional,  el  Con- 
greso, el  Teatro,  la  Bolsa,  el  Banco,  la  Aduana,  etc.,  etc.,  tienen  la 
misma  destinación  que  hoy,  y  sin  embarco,  esta  ha  sido  ocupada 
constantemente  por  ne:roc¡os  muy  secundarios,  casi  siempre  sin 
atinirencia  directa  con  aquellos  establecimientos,  y  en  su  género,  de 
tercero  ó  cuarto  orden,  porque  el  interés  particular,  que  muy  rara 
vez  se  equivoca  acerca  de  sus  conveniencias,  ha  visto  en  la  Recoba 
un  paraje  solo  frecuentado  durante  pocas  horas  del  día  por  agentes 
de  negocios  y  desierta  desde  las  primeras  lloras  de  la  noche;  poco 
aparente  de  consiguiente,  para  el  establecimiento  de  negocios  im- 
portantes que  reqiiieren  para  su  desenvolvimiento  y  prosperidad,  el 
mayor  contacto  posible  con  el  público  consumidor. 

Bajo  esc  punto  de  vista,  puede  afirmarse,  pues,  que  el  Pasaje  Ro- 
verano,  las  propiedades  mencionadas  en  la  calle  de  Victoria,  de  la 
esquina  de  Piedad  y  San  Martin,  de  la  calle  Reconquista,  en  la  de 
Perú,  están  en  mejores  condiciones  que  la  Recoba.  Su  mucho  frente 
es  también  una  ventaja  aparente,  6  por  lo  menos,  no  de  la  magni- 
tud que  le  atribuye  el  perito  Güiraldes,  precisamente  á  causa  de  su 
poco  fondo  que  no  pei'mite  dar  á  sus  cuartos,  única  construcción 
posible,  las  comodidades,  seguridad,  higiene,  etc.,  que  son  elemen- 
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tos  complementarios  indispensables  para  cualquier  establecimiento 
en  condiciones  ventajosas,  siendo  sin  duda  estos  inconvenientes  los 
que  han  alejado,  en  todo  tiempo,  de  ese  paraje  las  lujosas  joyerías, 
tiendas  y  bazares  que  so  vén  en  otras  calles,  representando  fuertes 
capitales  y  de  consiguiente,  elevados  alquileres. 

10^  Que  el  representante  déla  Municipalidad,  ha  afirmado  sin 
contradicción  de  parte  de  Anchorena,  que  la  renta  que  produce  men- 
sualmente  la  recoba,  solo  alcanza  á  la  cantidad  de  42,000  $  m/c 

» 

mensuales,  se^ain  dalos  (dice  en  su  memoria),  cuya  exactitud  han 
reconocido  los  propietarios,  estimación  esplícitamente  confirmada 
por  el  perito  de  aquellos  Sr.  Moreno,  quien  en  sus  conclusiones  es- 
tablece que  la  Recoba  produce  próximamente  500,000  $  m/c  anua- 
les, cuya  renta,  calculada  al  7  *^/o  anual,  no  obstante  que  á  propie- 
dades ventajosamente  situadas  puede  atribuírseles  una  renta  de  10% 
próximamente,  según  informaciones  verbales  recojidas  por  el  Juz- 
gado, correspondería  á  un  capital  de  7.200,000  $  m/c.  Si  aquella 
renta  no  representa  el  máximum  de  lo  que  puede  producir  la  Re- 
coba, no  lo  han  demostrado  los  propietarios.  La  presunción,  sin  em- 
bargo, le  es  desfavorable,  y  mientras  no  sea  destruida  por  pruebas 
ó  motivos  muy  plausibles,  debe  creerse  que  el  edificio  daba  lo  mas 
que  el  podria  producir,  según  las  reglas  de  la  oferta  y  de  la  de- 
manda. Con  estos  antecedentes,  puede  estimarse  fundadamente,  que 
si  los  propietarios  hubiesen  tratado  de  enajenarla  privadamente,  su 
valor  comercial,  no  liabria  pasado  déla  suma  indicada; 

il^  One  la  posibilidad  de  duplicar  ó  triplicar  esa  renta,  haciendo 
nuevas  construcciones,  de  que  hace  mérito  el  perito  Moreno  para 
elevar  su  estimación  á  mas  de  20.000,000  deS,  es  un  elemento  even- 
tual y  problemático,  que  se  aparta  de  la  base  fundamental  de  la  ex- 
propiación, que  es  el  estado  actual  de  las  cosas,  por  cuyo  motivo  no 
puede  ser  tomado  en  consideración,  con  arreglo  al  texto  espreso 
del  articulo  1(1  de  la  ley  de  Setiembre  de  1860.  Es  evidente  que  nue- 
vas construcciones  en  un  edificio,  aumentan  su  valor  venal  y  pue- 

T.  XVII.  30. 
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den  elevar  su  productividad;  pero  mientras  no  estén  hechas,  la  po- 
sibilidad de  ejecutarlas,  no  tiene  mas  valor  que  el  que  la  demanda 
en  plaza  atribuye  al  terreno.  La  presunción  mas  favorable  es  que 
su  rendimiento  estaria  en  la  misma  proporción  con  relación  al  ca- 
pital empleado,  que  la  generalidad  de  las  construcciones,  de  otra 
manera,  no  se  esplica  satisfactoriamente  porqué  los  propietarios  no 
las  han  efectuado  desde  20  ailos  atrás; 

12^  Que  los  informes  recojidos  de  personas  caracterizadas  y  com- 
petentes, entre  ellas  corredores  que  hacen  profesión  de  la  compra  y 
venia  de  propiedades  en  esta  Ciudad,  lo  que  les  permite  apreciar 
con  exactitud  la  relación  entre  la  oferta  y  la  demanda,  que  es  uno 
de  los  elementos  determinantes  del  valor  de  las  cosas,  confirman 
las  conclusiones  establecidas  en  los  considerandos  precedentes.  Los 
señores  Gutiérrez  y  Lavarello  manifiestan  (informe  de  f.  40)  que, 
en  general,  las  propiedades  situadas  al  rededor  de  la  Plaza  de  la 
Victoria  no  han  obtenido  en  plaza  los  precios  mas  elevados,  y  son 
poco  ó  nada  solicitadas  por  los  compradores,  y  recuerdan  que  una 
finca  situada  en  la  Recoba  nueva,  compuesta  de  18  varas  de  frente 
por  70  de  fondo  y  re^rularmente  edificada,  ha  sido  sacada  dos  ó  tres 
veces  á  remate,  y  su  propietario  no  ha  podido  conseguir  mas  de  mil 
pesos  por  vara,  habiendo  fuerte  demanda  por  otras  ubicadas  á  cua- 
dra y  media  ó  dos  cuadras  de  la  Plaza,  en  las  calles  de  Victoria,  Ri- 
vadavia  y  Piedad.  El  Sr.  I).  Félix  Pico  (informe  de  foja  41),  recuer- 
da una  venta  hecha  por  él  mismo  á  I).  Nicolás  Anchorena,  de  una 
finca  en  la  calle  de  Piedad  entre  Reconquista  y  25  de  Mayo,  de  26 
varas  de  frente  por  48  de  fondo,  á  razón  de  1121  $  m  c;  la  vara 
cuadrada;  otra  de  una  casa  situada  frente  al  Club  del  Progreso, 
á  1903  S  me  la  vara  cuadrada  y  la  que  realizó  I).  Carlos  Lumb,  de 
las  tres  propiedades  donde  se  construye  la  nueva  Bolsa  de  Comer- 
cio, á  razón  de  1382  S  la  vara.  El  mismo  perito  de  la  parte  de  An- 
chorena, Sr.  Gniraldez,  en  su  informe  al  Intendente  Municipal,  f.  42, 
manifiesta  que  el  precio  de  propiedades  situadas  en  la  Plaza  de  la 
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Victoria  y  sus  inmediaciones,  habia  variado  entre  tres  y  ocho  rail 
pesos  la  vara  cuadrada; 

13°  Que  á  lo  espuesto  puede  a^^reij^arse,  como  un  dato  conciu- 
yente,  que  este  mismo  edificio  de  la  Recoba  fué  tasado  por  mandato 
judicial,  y  por  perito  nombrado  esclusivamente  por  los  interesados, 
en  los  autos  testamentarios  del  l)r.  F).  Manuel  Tomás  Anchorena, 
en  la  suma  de  7.038,147  $  rae,  en  todos  sus  ramos,  en  aquella 
época,  no  olvidada  todavía,  en  que  la  propiedad  raíz  en  esta  Ciu- 
dad llo^'ó  á  adquirir  precios  fabulosos  é  inverosímiles;  y  si  bien  es 
cierto  que  aparece  adjudicada  por  9.000,000,  el  aumento  procede  de 
un  acto  voluntario  y  arbitrario  de  los  herederos,  y  no  como  resul- 
tado de  una  nueva  apreciación  pericial  por  motivos  que  el  Juz^rado 
no  debe  investi^'^ar; 

14°  Que  la  avaluación  para  la  cuotacion  de  la  Contribución  Di- 
recta, no  os  un  dato  que  pueda  tomarse  en  consideración,  tanto  por- 
que se  hace  comunmente  por  personas  que  no  tienen  conocimientos 
periciales  y  sujeta  sietnpre  á  rectificación  ante  el  Tribunal  de  Ape- 
lación, cuanto  porque,  la  duplicación  del  valor  que  se  le  atribuye  en 
corto  espacio  de  2  años,  precisamente  cuando  los  rumores  de  expro- 
piación que  desde  años  atrás  amenazaban  á  los  propietarios,  se^un 
la  espresion  de  su  representante,  empezaban  á  tomar  las  formas 
claras  de  un  proyecto  de  ley  que  no  tardaría  en  convertirse  en  pre- 
cepto ineludible,  hacen  tan  sospechosa  la  avaluación,  como  la  falta 
P3  de  reclamo  por  parte  de  los  interesados,  pnestoque,  para  la  fijación 

ji¡  y  percibo  de  los  alquileres  y  para  las  ena^^enaciones  en  plaza,  no  de- 

bían temer  una  avaluación  baja; 

13°  Que  el  representante  de  los  propietarios  conceptúa  errónea- 
mente,  apoyándose  en  la  palabra  indemnización  que  la  ley  emplea 
en  varios  articules,  que  toda  expropiación  la  supone  necesariamente 
en  el  sentido  jurídico  de  la  palabra,  deduciendo  de  allí  que  no  es  so- 
lamente el  valor  venal  del  bien  que  se  le  quita,  lo  que  la  autoridad 
\i 

expropiante  está  obli^'^ada  á  satisfacer  en  todo  caso,  sino  una  indom- 
ia 


:*r- 
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mera  serie,  que  las  costas  á  cargo  del  expropiante,  en  esta  clase  de 
juicios,  solo  comprenden  las  de  actuación  y  los  honorarios  de  los 
peritos  interventores,  declárase  que  así  debe  entenderse  en  el  pre- 
sente caso,  y  devuélvanse. 

J.  B.   GOROSTIAGA,  —  J.  DOMÍNGUEZ. 

—  ULADISLAO  frías. S.  M.  LAS- 

PIUR. 


CACJSA  XI.Il 


El  Fisco  Nacional  contra  Nicanor  Bernales  y  C^,  sobre  defraudación 

de  derechos  de  Adnana 


Sumario. — 1*^  Es  improcedente  el  recurso  de  nulidad  que  no  se  ha 
interpuesto  conjuntamente  con  el  de  apelación; 

2^  Toda  falsa  manifestación  y  hecho  que  tienda  á  disminuir  inde- 
bidamente la  renta,  es  declarado  como  fraude,  y  sujeto  á  las  penas 
prescritas  por  las  ordenanzas  de  Aduana; 
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3^  Cuando  las  mercaderías  han  salido  de  la  jnrísdiccion  de  las 
aduanas,  la  imposición  de  penas  corresponde  á  los  Tribunales  de 
Justicia; 

4^  Las  reclamaciones  de  Aduana  procedentes  de  defraudación 
de  derechos,  no  se  prescriben  sino  por  diez  años; 

o**  La  liquidación  del  comiso  por  mercaderías  salidas  de  la  juris- 
dicción de  la  Aduana,  debe  hacerse  calculando  el  precio  de  tarifa 
con  mas  los  derechos. 


Caso, — Lo  refiere  el 


Fallo  <lel  «luez  Federal 


Paraná,  Junio  13  de  1883. 

Y  vistos:  El  Procurador  Fiscal  se  presenta  a  f.  27  interponiendo 
demanda  contra  los  señores  Nicanor  Bernales  y  C%  del  comercio 
del  Uruguay,  por  haber  defraudado  al  Fisco  Nacional,  introduciendo 
en  27  de  Setiembre  de  1879,  mayor  cantidad  de  mercaderías  de  las 
manifestadas  en  la  Aduana  de  aquel  puerto,  y  manifestando  otras 
de  inferior  calidad  que  las  que  realmente  introdujeron:  defrauda- 
ción que,  con  el  comiso  y  multas  estima  en  tres  mil  novecientos  se- 
senta pesos  fuertes  ($  f tes.  39G0).  Funda  esta  demanda  en  los  docu- 
mentos de  fs.  1  á  26  y  liquidación  de  f.  93. 

Y  resultando:  que  el  vapor  «Ónix»  en  su  viaje  N°  181  correspon- 
diente al  25  de  Setiembre  de  1879  salió  del  puerto  de  Montevideo 
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conduciendo  una  cantidad  de  carga  consignada  á  la  casa  Nicanor 
Bernales  de  la  Concepción  del  LYnguay,  de  la  que  forman  parte  las 
siguientes  mercaderías: 

(103)  Ciento  tres  pipas  vino. 

(12)  Doce  medias  pipas  vino. 

(20)  Veinte  cuarterolas  de  vino. 

(100)  Cien  bordalesas  vino. 

(66)  Sesenta  y  seis  cajonea  ajenjo. 

(50)  Cincuenta  cajones  vermouth  francés. 

(30)  Treinta  cajones  aceite  de  5  arrobas. 

Lo  que  se  comprueba  con  el  manifiesto  general  de  dicho  vapor 
presentado  en  detalle  por  la  Dirección  General  de  Vapores,  en 
cumplimiento  del  articulo  838  de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  f.  16, 
y  por  el  informe  del  Cónsul  General  Argentino  en  Montevideo  de 
f.  13,  confirmado  en  forma  auténtica  por  el  de  la  Contaduría  de 
Aduana  de  aquella  ciudad  f... 

Que  llegada  la  carga  á  su  destino  con  fecha  27  de  Setiembre  el 
capitán  del  buque  presentó  el  manifiesto  de  f.  16,  el  que  no  obstante 
ser  deficiente  por  no  espresar  la  cantidad,  calidad  y  especies  de  las 
mercaderías,  como  lo  establece  el  articulo  838  de  las  ordenanzas, 
fué  aceptado  sin  objeción  por  los  empleados  de  la  Aduana;  y  la 
casa  N.  Bernales,  el  manifiesto  particular  de  f.  17  para  obtener  el 
manifiesto  directo  de  la  carga,  en  el  que  relaciona  los  efectos  que 
la  constituyen,  parte  de  los  cuales  son  estos: 

(40)  Cuarenta  pipas  vino. 

(83)  Ochenta  y  cinco  bordalesas  vino. 

(100)  Cien  cuartas  pipas  vino. 

(26)  Veinte  y  seis  cajones  cidra  de  1  docena. 

(50)  Cincuenta  frasqueras  ginebra. 

(40)  Cuarenta  cajones  vino  francés  ordinario  de  una  docena. 

(30)  Treinta  cajones  aceite  Xice  en  botellas  de  una  docena. 

Este  manifiesto  fué  despachado  conforme  por  la  Aduana,  á  pesar 
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de  la  contradicción  de  marcas  y  niimeros  con  el  manifiesto  general 
(planilla  de  f.  96). 

Que  en  consecuencia,  la  carga  conducida  por  el  «Onix«  fué  reci- 
bida é  introducida  á  plaza  por  N.  Ber nales,  sin  que  la  Aduana  ob- 
servase sobre  la  disconformidad  de  los  efectos  manifestados  con  los 
desembarcados;  y  sin  que  la  casa  consignataria  hiciese  tampoco 
reclamo  alguno  por  estas  diferencias  al  agente  de  vapores,  lo  que 
se  comprueba  por  el  informe  de  éste  al  pié  del  manifiesto  de  f.  16^ 
el  que  no  ha  sido  contradicho  por  la  parte  demandada. 

Y  considerando:  i°  Que  por  el  artículo  1023  de  las  ordenanzas 
de  Aduana  es  declarado  como  fraude  sujeto  á  pena,  toda  falsa  ma- 
nifestación y  toda  falta  de  requisito;  y  por  el  artículo  102G,  todo 
hecho  que  tienda  á  disminuir  indebidamente  la  renta; 

2^  Que  en  el  presente  caso  hay  una  falsa  manifestación  probada, 
la  que  ha  dado  lugar  á  que  se  paguen  menos  derechos  que  los  que 
por  ley  corresponden,  manifestando  cuarenta  pipas  de  vino  en  vez 
de  ciento  tres  que  se  introdujeron,  8o  bordalesas  en  vez  de  100, 
veinte  y  seis  cajones  cidra,  cincuenta  frasqueras  ginebra,  cuarenta 
cajones  vino  francés  ordinario  en  vez  de  sesenta  y  seis  cajones 
ajenjo  y  cincuenta  de  vermouth  francés,  y  treinta  cajones  aceite 
Níce  en  botellas  de  una  docena,  por  treinta  de  aceite  de  á  ciento 
cinco  la  arroba,  y  dejando  sin  manifestar  doce  medias  pipas  vino; 

3^  Que  estos  hechos  punibles  son  imputables  al  demandado  Don 
Nicanor  Bernales,  por  ser  él  como  consignatario  el  autor  de  la  falsa 
manifestación  para  despacho;  no  siendo  justificación  ni  escusa  bas- 
tante el  haber  presentado  el  manifiesto  en  conformidad  con  la 
cuenta  de  la  casa  cargadora  en  Montevideo:  1^  porque  dicha  cuenta 
es  evidentemente  falsa  y  formulada  probablemente  al  solo  objeto 
de  facilitar  la  defraudación,  pues  está  en  contradicción  con  el  ma- 
nifiesto original  de  la  misma  casa  existente  en  la  mesa  de  Control 
de  la  Contaduría  de  Montevideo  f.  106,  con  las  constancias  de  los 
libros  de  Aduana  del  mismo  puerto,  informe  de  f...  y  con  el  mani- 
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fiesto  detallado  de  la  carga  presentada  por  la  Dirección  General  f ...; 
y  2^  porque  esta  conformidad  aunque  fuese  verdadera,  no  releva  de 
responsabilidad  al  consignatario,  por  no  haber  hecho  en  el  ma- 
nifiesto la  declaración  á  que  se  refiere  el  articulo  108  de  las  Orde- 
nanzas; 

4°  Que  no  está  probada  la  conformidad  del  manifiesto  de  despa- 
cho, f.  17,  con  el  general  del  buque  presentado  por  su  capitán,  f.  i5, 
alegada  como  descargo  por  la  parte  de  Bernales,  desde  que  aquel 
determina  la  capacidad  de  los  envases,  las  especies  y  calidad  de  los 
efectos  que  constituyen  la  carera,  y  éste  se  limita  á  espresar  el  nú- 
mero de  cascos  ó  cajones  líquido  en  términos  vagos,  contrariando 
lo  dispuesto  por  el  articulo  §38,  y  dentro  de  los  cuales  cabe  una 
gran  variedad  en  la  calidad,  especie  y  capacidad;  y  porque  según 
el  informe  del  Administrador  de  Aduana  del  Uruguay  de  f.  97,  en 
que  corrije  su  anterior  de  f.  62,  es  evidente  que  existe  contradicción 
en  las  marcas  y  números  de  uno  y  otro  manifiesto,  circunstancia 
que  concurre  á  comprobar  el  propósito  de  defraudación  al  Fisco; 

5°  Que  tampoco  se  ha  comprobado  la  conformidad  de  la  carga 
introducida  á  plaza  con  el  manifiesto  del  despacho.  En  efecto,  los 
carreros  Gastanaga  y  M.  Caballero  presentados  como  testigos,  están 
en  contradicción  consigo  mismos,  con  el  manifiesto  citado  y  con  lo 
informado  por  el  Agente  á  f...  declarando  el  primero  que:  las  pipas 
de  vino  descargadas  eran  cuarenta,  y  treinta  las  cuarterolas,  mien- 
tras el  segundo  afirma:  que  las  pipas  eran  cuarenta  y  tantas  y  cien 
las  cuartas  pipas.  El  primero  tampoco  dice  que  ese  número  fuese  el 
de  la  totalidad  de  la  carga  introducida  sino  la  que  él  y  sus  compa- 
ileros  condujeron  en  sus  carros,  ignorando  ambos  el  contenido  de 
los.  cajones; 

6^  Que  en  cuanto  á  la  tramitación  para  el  despacho,  ella  no  ha 
sido  estrictamente  observada,  pues  que  se  aceptó  indebidamente  y 
en  violación  del  artículo  838  de  las  Ordenanzas,  el  manifiesto  gene- 
ral de  f.  15  concebido  en  términos  vagos  que  facilitaban  la  defrau- 
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dación;  y  aunque  esla  falta  no  sea  imputable  ai  consignatario,  loes 
la  de  haber  presentado  su  manifiesto  particular,  sin  hacer  en  él  la 
declaración  de  ignorar  las  especies,  calidad  y  cantidad  de  los  artí- 
culos manifestados,  como  lo  exige  el  articulo  108  ya  citado,  y  sin  lo 
cual  el  consi;ínatario  es  responsable  de  las  diferencias  que  resulta- 
sen, declaración  tanto  mas  necesaria  cuanto  que  el  manifiesto  del 
buque  no  determinaba  estas  condiciones; 

7°  Que  aun  suponiendo  que  se  hubiesen  observado  las  formas  de 
la  tramitación  en  el  despacho,  estando  en  el  presente  caso  probado 
el  hecho  de  la  defraudación;  de  ésto  solo  resultaría  que  los  emplea- 
dos que  intervinieron  en  la  operación  fraudulenta  fueron  cómplices, 
lo  que  de  nini^una  manera  puede  servir  de  justificación,  ni  siquiera 
atenuar  la  culpabilidad  del  consignatario,  siendo  por  el  contrario 
una  circunstancia  que  la  airrava; 

8*^  Que  la  liquidación  de  f.  93  no  es  conforme  á  las  disposiciones 
de  las  Ordenanzas  de  Aduana,  porque  para  calcular  los  derechos 
pairados  de  menos  se  ha  deducido  el  valor  de  las  bordalesas  mani- 
festadas del  de  las  pipas  introducidas,  el  de  las  cuarterolas  del  de 
las  bordalesas,  siendo  así  que  debieron  deducirse  las  cuarenta  pipas 
que  han  pajeado  el  impuesto,  de  las  ciento  treinta  que  se  introduje- 
ron; ochenta  y  cinco  bordalesas  de  cien,  y  liquidarse  el  comiso  de 
dofte  medias  pipas  no  manifestadas,  pues  el  exceso  de  derechos  pa- 
gados sobre  las  cuarterolas  manifestadas  de  mas,  no  puede  repetirse 
por  el  arti<Milo  148  y  sus  correlativos,  siendo  también  contrario  á 
las  orden:inzas,  artículo  1026,  dicha  liquidación,  en  cuanto  solo  (;arga 
dobles  derechos  á  la  diferencia  de  valor  entre  la  cidra,  ginebra,  vino 
francés  embotellado  y  el  ajenjo  y  vermoulit,  considerando  estos  ar- 
tículos tan  solo  como  de  calidad  diferente  de  aquellos,  siendo  así 
que  son  distintas  especies,  y  en  oposición  al  artículo  1029  la  acumu- 
lación de  los  derechos  al  valor  comisado,  pues  que  según  el  artículo 
citado  aquellos  deben  deducirse  del  comiso. 

Por  estas  consideraciones,  declaro  caldas  en  comiso  sesenta  y  tres 
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pipas  vino  tinto  espaíiol,  doce  medias  pipas  del  mismo  vino,  quince 
bordalesas  vino  francés  y  la  diferencia  de  valor  entre  sesenta  y  seis 
cajones  ajenjo,  cincuenta  cajones  vermoutii  francés  introducido  y 
veinte  y  seis  cajones  cidra,  cuarenta  de  vino  francés  ordinario,  cin- 
cuenta de  ginebra  con  cuatrocientos  cincuenta  litros;  y  sujetos  al 
pago  de  dobles  derechos,  la  diferencia  de  valor  entre  treinta  cajones 
aceite  de  cinco  arrobas  é  i^ual  número  de  cajones  de  aceite  Nice 
embotellado,  debiendo  ser  abonadas  estas  diferencias  hasta  la  suma 
demandada,  al  precio  de  tarifa  en  la  época  en  que  tuvo  lugar  el 
fraude,  por  el  demandado  Nicanor  Bernales,  previa  liquidación  por 
la  Administración  de  Rentas  del  Uruguay;  adjudicándose  el  valor 
decomisado  al  empleado  D.  Manuel  Camelino  que  denunció  el  fraude, 
previo  pago  de  los  derechos  fiscales  que  serán  deducidos  del  valor 
comisado,  de  acuerdo  con  el  artículo  1029  de  las  Ordenanzas  citadas, 
dejando  á  salvo  al  Procurador  Fiscal  las  acciones  á  que  diere  lugar 
el  resultado  de  la  liquidación  y  los  que  resulten  de  estos  autos  con- 
tra terceros.  Hágase  saber  con  el  original  y  no  siendo  apelada  ar- 
chívese. 

Manuel  de  T.  Pinto. 
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VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 

Buenos  Aires,  Octubre  16  de  1883. 

Suprema  Corle  : 

El  fraude  en  este  caso  es  á  todas  luces  manifiesto. 
El  vapor  «  Ónix »  salió  de  Montevideo  conduciendo  para  la  Con- 
cepción del  UruíTuay,  entre  otros  artículos  los  siguientes: 
103  pipas  de  vino. 
100  hordalesas  vino. 
20  cuarterolas  vino. 
42  medias  pipas  vino. 
66  cajones  ajenjo. 
56  cajones  vermouth. 
30  cajones  aceite  de  5  arrobas. 

Así  consta  del  manifiesto  de  foja  16,  que  se  pidió  á  la  agencia  del 
vapor,  y  que  debió  ser  formado  en  vista  de  los  conocimientos  y  de  los 
libros  de  á  bordo. 

El  capitán  presentó  el  manifiesto  de  estilo,  usando  la  palabra  ge- 
nérica cíiscos  y  líquidos.  Esta  generalidad  admitía  todo,  y  preparaba 

el  fraude. 

Los  consignatarios  presentaron  el  parcial  en  consecuencia,  pi- 
diendo despacho  directo,  por  40  pipas,  en  vez  de  103;  85  bordalesas, 
en  vez  de  100;  100  cuartas  pipas,  en  vez  de  12  manifestadas. 

Como  se  vé,  63  pipas  y  15  bordalesas  manifestadas  de  menos  en 
el  parcial,  y  veinte  cuarterolas  que  no  se  manifestaban,  se  compen- 
saban con  100  cuartas  pipas,  cuando  solo  venían  veinte  en  el  mani- 
fiesto general. 

Con  respecto  á  los  cajones  de  vermouth  etc.,  el  fraude  no  era  menos 
grosero.  Consistía  en  sustituir  un  liquido  por  otro  que  pagara  menos 
derechos. 
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Por  los  50  cajones  vermouth  francés,  se  pedia  el  despacho  de  50 
frasqueras  ginebra. 

Los  66  cajones  ajenjo  se  dividían  en  26  cajones  cidra  y  40  vino 
francés.  Los  30  cajones  aceite  de  5  arrobas,  eran  reemplazados  por 
cajones  de  una  docena  de  botellas. 

Es  claro  que  todo  esto  no  podía  llevarse  á  cabo  sin  la  negligencia 
mas  incalificable,  ó  mas  bien  sin  la  complicidad  manifiesta  de  los 
empleados.  Haciéndoles  la  debida  justicia  fueron  todos  destituidos. 

La  dificultad  consiste  ahora  en  la  aplicación  de  la  pena. 

La  liquidación  de  foja  93  compensa  las  cuarterolas  con  las  pipas 
y  bordalesas,  y  solo  declara  en  comiso  la  diferencia. 

El  Juzgado  no  admite  tal  compensación.  Si  se  pidió  despacho  de 
cuarterolas  y  se  presentaron  pipas,  el  señor  Juez  declara  en  comiso 
las  pipas,  y  no  la  diferencia  entre  cuarterolas  y  pipas. 

Paréceme  la  sentencia  en  esta  parte  mas  conforme  á  las  Orde- 
nanzas. 

No  se  trata  de  mas  ó  menos  cantidad,  como  si  dijéramos  mas  ó 
menos  libras  que  faltaran  ó  sobraran  en  una  barrica  de  azúcar;  ó 
de  tantas  ó  cuantas  piezas  de  lienzo  en  un  cajón.  Se  trata  simple- 
mente de  la  sustitución  de  una  cosa  por  otra,  de  un  artículo  por  otro. 

Entre  una  pipa  y  una  cuarterola  no  hay  diferencia  en  la  cantidad, 
sino  una  verdadera  sustitución.  No  es  entonces  el  caso  del  artículo 
930,  sino  el  de  960,  ó  si  se  quiere  del  1026. 

Estoy  on  esta  parte  conforme  con  la  sentencia  apelada.  Lo  estoy 
también  en  cuanto  á  no  considerar  como  una  simple  diferencia  de 
calidad,  la  sustitución  del  vermout  y  ajenjo  por  ginebra  y  cidra.  La 
diferencia  es  en  especie  no  de  calidad.  La  cidra  no  es  inferior  ó  su 
perior  en  calidad  al  vermout,  sino  un  artículo  enteramente  distinto. 

No  es,  pues,  sobre  este  particular  tampoco,  el  caso  del  artículo  930, 
sino  el  del  960  va  citado.  El  comiso  debe  recaer  no  sobre  la  dife- 
rencia  de  cantidad  y  calidad,  sino  sobre  las  mismas  pipas,  el  ajenjo 
y  el  vermouth. 
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En  esta  parte  estoy  también  conforme  con  la  sentencia,  asi  como 
en  la  relativa  á  los  cajones  de  aceite  de  á  cinco  arrobas  que  pasaron 
por  cajones  de  botellas.  En  este  caso  basta  decomisar  la  diferencia. 

El  señor  Juez,  para  la  liquidación  del  comiso,  toma  por  base  el 
precio  de  tarifa,  previa  deducción  de  los  derechos.  No  es  esto  exacto. 
El  precio  de  un  articulo  se  compone  del  de  tarifa  con  mas  los  dere- 
chos. Este  es  el  precio  que  hubiera  obtenido  el  artículo  caido  en  co- 
miso, vendido  en  remate.  Es  él  y  no  simplemente  el  de  tarifa,  el  que 
debe  regir  para  la  liquidación  de  la  cantidad  en  que  deben  ser  con- 
denados los  señores  Bernales. 

Por  lo  demás,  estos  señores  han  aducido  en  su  defensa  generali- 
dades y  argumentaciones  que  no  son  de  tenerse  en  cuenta  cuando 
median  poruña  parte,  hechos  irrecusables  y  perfectamente  compro- 
bados, y  por  otra,  disposiciones  las  mas  claras  y  terminantes. 

Sírvase  V.  E.  confirmar  la  sentencia  recurrida  con  la  modificación 
que  dejo  indicada. 

Eduardo  Costa, 


Fallo  de  la  Suprema  (lorte 

Buenos  Aires,  Mayo  3  de  1884. 

Vistos  y  considerando: 

Que  según  el  artículo  doscientos  treinta  y  cuatro  de  la  Ley  de 
Procedimientos,  es  improcedente  el  recurso  de  nulidad,  no  interpo- 
niéndose ante  los  Juzgados  de  Sección  junto  con  el  de  apelación,  en 
el  término  fijado  para  éste,  como  ha  sucedido  en  el  presente  caso; 

Que  además,  la  sentencia  apelada,  no  ha  sido  dada  con  violación 
de  la  forma  y  solemnidad  que  prescriben  las  leyes,  ó  en  virtud  de 
un  procedimiento  en  que  se  haya  incurrido  en  algún  defecto  de  los 
que  por  expresa  disposición  de  derecho  anule  las  actuaciones,  que 

T.  XV 11  31 


450  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

son  los  casos  en  que,  conforme  al  articulo  doscientos  treinta  y  tres 
de  la  misma  ley,  hay  lugar  al  recurso  de  nulidad; 

Que  el  Juez  dé  Sección  ha  procedido  en  virtud  de  una  facultad 
expresa  que  la  ley  le  acuerda,  al  pedir  para  mejor  proveer,  los  do- 
cumentos á  que  se  refiere  el  auto  de  foja  noventa  y  nueve  vuelta,  y 
al  tomar  en  consideración  en  su  fallo,  el  de  foja  ciento  seis  de  la 
primera  foliación,  ó  ciento  cinco  de  la  segunda,  no  ha  hecho  otra 
cosa  que  cumplir  con  un  precepto  legal; 

(jue  con  prescindencia  de  ese  documento  y  de  los  demás  agrega- 
dos después  de  vencido  el  término  de  prueba,  sin  reclamación  del 
demandado,  la  defraudación  de  la  renta  de  aduana  por  él  hecha  en 
la  introducción  y  despacho  de  las  mercaderías  de  que  se  trata,  está 
plenamente  justificada  por  los  documentos  con  que  se  inició  la  de- 
manda; 

Que  las  aduanas  no  pueden  imponer  penas,  por  infracciones  de  sus 
reglamentos,  que  han  pasado  desapercibidas  al  tiempo  del  despacho, 
cuando  las  mercaderías  han  salido  de  su  jurisdicción,  debiendo  en- 
tonces recurrirse  á  los  Tribunales  de  Justicia,  como  ha  tenido  lugar 
en  este  caso  (articulo  rail  treinta  y  cuatro  de  las  Ordenanzas  de 
Aduana);  lo  cual  implica  que  los  infractores  ó  culpables  no  quedan 
exentos  de  la  pena  que  impone  la  ley,  por  el  hecho  de  desaparecer 
las  mercaderías,  mucho  mas,  conociéndose  como  se  conoce,  su  can- 
tidad, calidad,  especie  y  valor; 

Que  de  consiguiente,  no  existiendo  las  mercaderías  que  debieron 
ser  comisadas  según  la  ley,  es  conforme  á  derecho  exigir  su  valor, 
como  lo  hace  el  ministerio  público; 

Y  en  fin,  que  no  es  admisible  la  escepcion  de  prescripción,  que 
opone  la  defensa,  apoyada  en  el  artículo  cuatro  mil  treinta  y  siete 
del  Código  Civil,  esponiendo  que  las  Ordenanzas  de  Aduana,  no  con- 
tienen á  este  respecto  disposición  alguna:  primero,  porque  ese  artí- 
culo no  es  aplicable  á  la  presente  cuestión,  pues  no  se  trata  en  ella, 
como  en  él  se  expresa,  de  la  reparación  civil  por  daños  causados 
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por  delitos  ó  cuasi  delitos,  sino  de  la  aplicación  de  una  pena  pecu- 
niaria por  infracción  de  los  reglamentos  de  aduana;  y  segundo,  por- 
que el  artículo  cuatrocientos  treinta  y  tres  de  dichas  Ordenanzas, 
establece  terminantemente  que  reclamaciones  de  la  aduana,  como 
lo  que  motiva  esta  causa,  no  se  prescriben  sino  por  diez  años,  tér- 
mino que  está  muy  distante  de  haber  trascurrido  en  este  caso; 

Por  estos  fundamentos,  los  de  la  sentencia  apelada,  de  foja  ciento 
treinta,  y  de  acuerdo  con  lo  expuesto  y  pedido  por  el  señor  Procura- 
dor General,  se  confirma  dicha  sentencia,  con  costas,  declarándose 
que  el  precio  para  la  liquidación  en  ella  ordenada,  será  el  que  in- 
dica el  señor  Procurador  General  en  el  párrafo  quince  de  su  vista, 
por  la  razón  que  allí  se  expresa. 

Repuestos  los  sellos  devuélvanse;  notifíquese  en  el  original. 

J.  DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO  FRÍAS. 
S.   M.   LASPIUR.  —  M.   D.   PIZARRO. 
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CAUSA  XI.1II 


Don  Antonino  Urraco  contra  la  Provincia  de  Santa  Fé,  por  recurso 

de  revisión;  sobre  reposición  de  un  auto 


Sumario.  —  El  auto  que  declara  cuales  son  los  Jueces  que  deben 
conocer  del  recurso  de  revisión,  no  es  revocable. 


Caso.— Don  Antonino  Urraco  en  el  recurso  de  revisión  deducido 
contra  el  fallo  de  4  de  Diciembre  de  1883,  pidió  reposición  del  auto 
de  29  de  Enero  de  1884  que  declaró  que  los  Jueces  que  debian  cono- 
cer del  recurso  de  revisión  eran  los  mismos  que  hablan  dictado  la 
sentencia  recurrida. 


Fallo  ele  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Mayo  8  de  1884. 

No  siendo  una  providencia  puramente  interlocutoria  la  pronun- 
ciada por  esta  Corte  con  fecha  29  de  Enero  del  corriente  ano,  á 
fojas cuya  reposición  se  solicita; 

No  habiendo  tampoco  de  los  fallos  de  esta  Corte,  recurso  al^^uno, 
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á  escepcion  del  de  revisión,  se^^n  lo  dispuesto  por  el  articulo  diez 
de  la  ley  de  diez  y  seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesentaydos; 

Considerando  por  otra  parte,  que  esto  es  conforme  á  la  antigua  le- 
gislación, declarada  supletoria  por  el  articulo  trescientos  setenta  y 
cuatro  de  la  ley  de  procedimientos,  según  resulta  de  la  ley  siete,  tí- 
tulo veintiuno,  libro  once,  Novísima  Recopilación,  que  establece: 
«que  no  haya  lugar  á  suplicación  ni  otro  recurso  alguno  de  la  sen- 
tencia en  que  los  del  Consejo  y  Oidores  de  las  Audiencias,  se  pro- 
nunciaron por  Jueces  ó  por  no  Jueces» ; 

Que,  por  último,  está  dispuesto  por  antiguas  resoluciones  reales, 
y  es  la  práctica  constante,  según  lo  sientan  entre  otros  el  Conde  de 
la  Cañada,  Juicio  ordinario,  parte  segunda,  capítulo  cuatro,  núme- 
ros cuarenta  y  uno  y  cuarenta  y  tres,  y  Castro,  Práctica  Forense,  ca- 
pítulo seis,  número  doscientos  noventa  y  dos;  que  conozcan  de  la  su- 
plicación los  mismos  jueces  que  conocieron  déla  anterior  sentencia; 

Por  estos  fundamentos,  no  ha  lugar,  con  costas,  á  la  reposición  so- 
licitada. 

J.    DOMÍNGUEZ.  —  ULADISLAO   FRÍAS.  — 
S.  M.   LASPIUR. 
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CAUSA   XL.IV 


D,  Félix  Soulié,  por  Delor  y  C*,  contra  Ferrari  y  Paoletti,  por  falsi- 
ficación de  marca  de  fábrica,  sobre  personería. 


Sumario. — El  poder  conferido  á  una  razón  social,  no  habilita  á  la 
persona  cuyo  nombre  está  incluido  en  ella,  para  asumir  particular- 
mente la  representación  del  poderdante. 


Caso. — D.  Félix  Soulié  se  presentó  por  los  Sres.  Delor  y  C*  con 
poder  conferido  á  Félix  Soulié  y  C%  demandando  á  Ferrari  y  Pao- 
letti por  falsificación  de  la  marca  de  fábrica  «Aperital». 

Los  demandados  opusieron  que  el  poder  era  conferido  á  Félix  Sou- 
lié y  C%  y  no  á  Félix  Soulié,  y  que  por  consiguiente  éste  carecía  de 
personería  para  demandarlos.  Soulié  contestó  que  no  existia  la  razón 
de  Félix  Soulié  y  C*,  y  que  estos  eran  la  misma  persona  que  él. 


Fallo  del  Juez  Federal 


Buenos  Aires,  Febrero  19  de  1884. 

Y  vistos  estos  autos  en  lo  relativo  á  la  excepción  de  falta  de  per- 
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sonería  opuesta  por  los  demandados  y  considerando,  que  el  poder  de 
foja  7  ha  sido  otorgado  á  nombre  de  la  razón  social  de  Félix  Sou- 
lié  y  C*  por  lo  que  no  puede  servir  á  D.  Félix  Soulié  para  presen- 
tarse á  nombre  propio;  que  de  la  exposición  de  foja  31  resulta  que 
no  existe  sociedad  ninguna  que  tenga  derecho  á  usar  la  razón  social 
espresada,  no  pudiendo  aceptarse  que  los  Sres.  Soulié  y  C*  asuman 
caprichosamente  una  personalidad  que  no  les  corresponde. 

Por  estas  consideraciones  fallo  declarando  que  D.  Félix  Soulié  ca- 
rece de  personería  legal  en  este  juicio  y  que  en  su  consecuencia  los 
Sres.  Ferrari  y  Paoletti  no  están  obligados  á  contestar  la  demanda, 
siendo  á  cargo  de  aquel  las  costas  de  este  incidente.  Repóngase  el 
sello. 

Andrés  Ugarriza. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 


Buenos  Aires,  Mayo  8  de  1884. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas  el  auto  ape- 
lado de  foja  treinta  y  dos;  previa  reposición  de  sellos,  devuélvase. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  —  J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  frías.  —  S.  M.  LASPIUR. 


••^- 
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CIAUSA    XI.V 


D.  Juan  Poggi  contra  el  Teniente  Coronel  D,  José  Antonio 

Salas;  sobre  cobro  de  pastajes. 


Sumario. — 1®  El  autor  de  una  orden  en  virtud  de  la  que  se  han 
introducido  anímales  al  campo  de  otro,  es  responsable  del  pago  del 
pastaje  consumido  por  los  mismos, 

^  El  demandado  que  se  ha  opuesto  injustamente  á  la  demanda, 
debe  pagar  las  costas  del  juicio  de  1*  instancia. 

3^  El  apelante  que  no  justifica  los  principales  capítulos  de  su  ape- 
lación, debe  pagar  las  de  2^  instancia. 


Caso.— Se  refiere  en  el 


Fallo  del  «luez  Federal 


Mendoza,  Mayo  4  de  1882. 

Vistos  estos  autos  seguidos  por  D.  Juan  Poggi  contra  el  Coman- 
dante de  Fronteras  de  esta  Provincia,  Teniente  Coronel  D.  José 
Antonio  Salas,  por  cobro  de  dos  mil  pesos  fuertes,  procedentes  del 
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valor  deciento  quince  cuadras  de  pasto,  que  dice  le  fueron  consu- 
midas, en  el  invierno  próximo  pasado,  en  su  estancia  de  «Aguanda», 
por  una  cantidad  de  muías  y  algunos  caballos  de  la  Nación,  que  por 
orden  de  aquel  Gefe,  dada  con  la  intención  preconcebida  de  perju- 
dicarlo, y  no  obstante  la  oposición  de  su  capataz,  fueron  introduci- 
das á  sus  potreros»  y  de  los  daños  y  perjuicios  que  por  remoción  de 
una  hacienda  de  engorde  que  en  ellos  tenia,  tal  hecho  le  produjo. 

Con  la  contestación  del  demandado,  quien  niega;  primero,  que 
las  muías  en  cuestión  fueron  introducidas  por  su  orden  á  los  potre- 
ros del  demandante,  asegurando  que  lo  hizo  de  suyo  y  por  ser  la 
primera  finca  que  encontró  en  la  travesía  de  San  Rafael  á  San  Car- 
Ios,  el  oficial  en  virtud  de  órdenes  del  ex-Intendente  militar  de  esta 
Provincia,  General  Nelson,  las  conducía  á  objeto  deservicio,  desde 
el  primero  al  segundo  de  los  puntos  enunciados;  segundo  que  lo  fue- 
ron por  la  fuerza,  pues  el  capataz  del  demandante  las  tomó  á  pasto 
voluntariamente,  y  no  tuvo,  por  otra  parte,  el  oficial  aludido  con 
que  hacer  aquella,  pues  venia  acompañado  de  simples  peones  y  sin 
armas,  ni  soldado  alguno;  y  tercero,  finalmente,  que  consumieran 
todo  el  pasto  demandado,  pues  fueron  colocadas  por  el  capataz  ci- 
tado, en  dos  potreros  que  se  hallaban  ya  talados;  agregando  á  es- 
tas aseveraciones,  que  el  demandante  había  ocurrido  hacer  visar 
el  recibo  del  pasto  por  el  General  Nelson,  el  Gobernador  de  la  Pro- 
vincia y  el  Teniente  Coronel  Ortega  y  reconocido  por  tal  hecho  á  la 
Nación  como  única  deudora  de  aquel. 

Y  Considerando:  P  Que  el  informe  del  General  Nelson,  corriente 
á  foja  600,  como  las  declaraciones  de  Medardo  Barrero,  foja  75 
vuelta,  Enrique  Hempel,  foja  76  vuelta,  y  del  oficial  Saturnino  Cas- 
tro, foja  134,  resulta  que  este  último,  por  orden  escrita  del  Coman- 
dante Salas  é  invocando  igualmente  el  nombre  del  General  Nelson, 
por  mandato  del  mismo  Salas,  introdujo  no  obstante  la  oposición 
del  encargado  ó  capataz  de  la  hacienda  en  los  potreros  del  deman- 
dante las  muías  á  que  éste  se  refiere  en  su  demanda; 
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T^  Que  eslos  hechos,  que  resultan  de  la  afirmación  terminante  de 
los  testigos  enunciados,  son  ademas  verosímiles,  por  cuanto  apa- 
rece de  autos  que  el  demandante,  reservando  desde  tiempo  atrás 
para  su  hacienda  de  invernada  los  pastos  de  su  finca,  había  re- 
suelto ;  prevenido  á  sus  empleados  no  admitir  en  ellos  animales 
ágenos;  y  no  es  de  presumir,  sin  antecedente  alguno  favorable  al 
respecto,  que  dichos  empleados,  faltando  sin  razón  á  sus  instruccio- 
nes admitieran  espontáneamente  y  sin  una  imposición,  del  género 
de  la  que  se  alega,  las  muías  en  cuestión,  en  número  tan  considera- 
ble y  sin  fijación  de  precio,  ni  ninguna  otra  circunstancia  que  ca- 
racterice ó  haga  suponer  la  existencia  ó  celebración  de  un  contrato 
en  el  caso  y  no  de  un  simple  hecho  llevado  á  cabo  por  voluntad  su- 
perior. 

3^  Que  aunque  resulta  plenamente  constatado,  por  las  propias 
declaraciones  del  demandante,  que  estos  hechos  no  han  sido  acom- 
pañados de  violencia  y  se  han  llevado  á  cabo  en  virtud  de  la  orden 
solamente  del  demandado  y  de  la  invocación  ilegitima  que  por  su 
mandato  se  hizo  del  nombre  y  autoridad  del  ex-In tendente,  General 
Nelson,  ellos  sin  embargo  responsabilizan  por  completo  á  dicho  de- 
mandado, que  usando  de  su  autoridad  y  sin  estar  facultado  por  la 
ley  ni  disposición  alguna  para  disponer  ó  dar  órdenes  respecto  de 
la  propiedad  agena,  ni  para  hacer  requisiciones  ó  exigir  contribu- 
ciones particulares  de  clase  alguna,  emitió,  sin  embargo,  la  orden 
de  usar  de  la  del  demandante; 

4^  Que  no  basta  á  exonerarlo  de  su  responsabilidad,  la  circuns- 
tancia de  que  el  ex-Intendente  aludido,  con  ó  sin  la  creencia  de  que 
él  afirma,  se  hallaba,  de  que  los  potreros  en  que  se  le  dio  cuenta 
habían  sido  encerradas  las  muías,  eran  del  Estado,  autorizara  ú 
ordenara  al  oficial  conductor  á  permanecer  en  ellos  hasta  la  opor- 
tunidad corroipondiente:  primero,  porque  el  hecho  tuvo  lugar  por 
la  orden  é  iniciativa  solo  del  demandado;  y  segundo,  porque  la 
aprobación  posterior  de  sus  actos,  suponiendo  que  tal  importara  la 
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Orden  de  aquel  Jefe  y  que  además  hubiera  sido  dado  consciente- 
mente,  no  podia  ni  puede,  legalmente,  cubrir  la  responsabilidad  de 
su  falta,  causa  ocasional  y  esclusiva  del  hecho; 

5^  Tampoco  lo  exonera  de  ella,  la  circunstancia  de  que  el  deman- 
dante ocurriera  á  diversas  autoridades  en  solicitud  de  que  le  fuera 

■ 

visado  el  recibo  que  se  le  dio  por  el  pasto  y  de  que  se  le  fijara  con- 
juntamente precio  á  éste,  pues  tal  ocurso  no  tuvo,  por  otra  parte, 
efecto  al^^^uno,  no  importa  ni  puede  importar  una  renuncia  de  sus 
acciones  contra  el  demandante,  sino,  á  lo  más,  un  paso  dado  pre- 
tendiendo, de  quien  quiera  que  fuese,  el  pago  de  lo  que  creía  que 
legítimamente  se  le  debía  (art.  7^  del  tít.  De  la  renuncia  de  los  de- 
rechos del  acreedor  del  Código  Civil); 

6^  Que  por  lo  que  respecta  á  la  calidad  del  pasto  en  cuestión,  de 
los  cuatro  testigos  producidos  al  respecto  por  el  demandante,  sin 
tomar  en  cuenta  á  Gabriel  Cliirino,  f.  74,  justamente  tachado  como 
su  capataz,  resulta  que  tres,  Juan  B.  Fuenzalida,  f.  27  vta.,  Medardo 
Barrera,  f.  7S,  y  Enrique  Hempel,  f.  76,  declaran  que  aquel  era  de 
primera  clase  y  el  mejor  que  podía  encontrarse  en  el  Departamento 
de  San  Carlos,  si  bien,  el  primero  se  refiere  solo  al  mes  de  Mayo  en 
que  dice  lo  vio  y  no  al  de  Junio  en  que  fueron  introducidas  las  mu- 
las,  y  el  tercero  depone  por  simples  referencias,  y  el  cuarto  res- 
tante, Saturnino  Castro,  f.  134,  que  el  pasto  que  se  le  dio  era 
tala; 

7^  Que  esta  última  declaración,  aunque  única,  sirve  á  determinar 
con  mas  verosimilitud  el  hecho  en  cuestión :  primero,  porque  las 
anteriores  se  refieren  á  los  pastos,  en  general,  del  demandante,  y 
esta  específicamente  al  del  potrero  en  que  fueron  colocadas  las  mu- 
las;  segundo,  porque  de  las  propias  declaraciones  de  los  tres  pri- 
meros testigos,  aparece  que  el  demandante  había  introducido,  en  el 
mes  de  Mayo,  bastante  hacienda  á  sus  potreros,  y  no  es  posible,  por 
consiguiente,  que  todos  los  pastos,  días  después,  permanecieran  en 
flor  y  enteros;  y  tercero,  finalmente,  porque  habiendo  sido  el  pro- 
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pío  capataz  del  demandante  quien  designó  á  su  arbitrio  el  potrero 
en  que  debian  ser  encerradas  las  muías,  no  es  verosímil  que  eli- 
giera él  á  los  de  mejor  calidad  sino  el  que  se  bailaba  ya 
talado; 

8^  Que  puede  así  muy  justamente,  para  la  apreciación  de  la  cali- 
dad  del  pasto  en  cuestión,  tomarse  éste  solo  como  de  regular  ó  se- 
gunda clase; 

9°  Que  por  lo  que  respecta  á  su  valor,  tomando  por  base  la  de- 
claración de  los  testigos  D.  Juan  B.  Fuenzalida,  f.  27  vta.,  D.  Meli- 
ton  González,  f.  45, 1).  Guillermo  Gibb,  f.  55,  D.  Saturnino  Fa,  f.  67, 
D.  Silvestre  Torres,  f.  100,  D.  José  María  Segura,  f.  48  vuelta,  y  Me- 
dardo Barreda  y  Enrique  Hempel,  f.  75  y  76,  puede  equitativamente 
fijarse  á  razón  de  quince  reales  billetes  del  Banco  Mendoza  al  mes 
por  cabeza; 

10  Finalmente,  que  en  relación  á  los  demás  dallos  y  perjuicios 
demandados,  el  demandante  no  ha  acreditado  satisfactoria  y  espe- 
cíficamente la  razón  y  la  naturaleza  de  ellos,  por  no  haber  justifi- 
cado debidamente  que  la  remoción  de  su  hacienda  fué  causada  pura, 
esclusiva  y  necesariamente,  por  la  introducción  de  las  muías  en 
cuestión  á  sus  potreros,  ó  haber  pagado  por  el  pastaje  de  ella  ma- 
yores precios  que  los  que,  por  el  considerando  anterior,  se  les  asig- 
nan, ni  ninguna  otra  circunstancia  de  las  necesarias  al  respecto,  y 
mucho  menos,  el  cuantum  de  dichos  danos,  si  existían,  no  obstante 
haberse  abierto  á  prueba  la  causa  sobre  ellos,  y  haber  estado  de 
consiguiente  obligado  á  hacerlo  dede  luego. 

Por  estos  fundamentos,  definitivamente  juzgando,  declaro  que  el 
demandado  Teniente  Coronel  D.  José  Antonio  Salas  es  responsable 
hacia  el  demandante,  y  está  obligado  á  abonarle,  en  el  término  de 
diez  días,  el  valor  del  pasto  demandado,  con  arreglo  á  la  base  sen- 
tada en  el  considerando  9^  y  á  los  datos  que  suministra  el  recibo 
inserto  á  f.  81,  sin  perjuicio  de  sus  acciones,  si  algunas  le  corres- 
ponden por  derecho,  contra  el  Fisco  Nacional,  y  absuelto  de  los  de- 
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más  cargos  contenidos  en  la  demanda.  Notiíiquese  con  el  original  y 
repóngase  el  sello. 

C.  L.  de  la  Torre. 


Poggi  apeló  por  las  costas  de  primera  instancia,  y  por  el  precio 
del  pastaje,  que  sostuvo  haber  sido  de  primera  clase. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte 

Buenos  Aires,  Maj'O  10  de  1884. 

Vistos:  no  resultando  probado  en  autos  que  el  pasto  cuyo  con- 
sumo se  demanda,  fuera  de  primera  clase,  se  confirma,  por  sus 
fundamentos,  la  sentencia  apelada  de  foja  ciento  sesenta  y  seis 
vuelta,  con  declaración  de  que  las  costas  de  primera  instancia  de- 
berán ser  á  cargo  del  demandado,  atenta  la  injusticia  con  que  ha 
procedido  en  este  asunto;  y  las  de  esta  instancia  á  cargo  del  actor 
apelante,  por  no  resultar  justificados  los  principales  capítulos  de  su 
apelación.  Satisfechas  que  sean  estas,  en  consecuencia,  y  repuestos 
los  sellos.         lélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  FRTAS.  — S.  M.  LASPIÜB. 
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Criminal,  contra  ¡íennenegildo  Saldanha,  Teodoro  Assuaga  (a)  J^sto 
López,  Natalio  Riveiro  y  Juan  Villordo,  por  mlteamiento  y  robo 
en  Uruguayana,  en  la  estancia  de  Ü^  Claudia  Rodríguez  da  Silva; 
sobre  extradición. 


Sumario. — i°  Según  el  tratado  de  extradición  entre  laRepúhiica 
Argentina  y  el  Imperio  del  Brasil,  es  procedente  la  extradición  so- 
licitada en  forma  y  con  los  documentos  exi^ndos  por  el  artículo  1¿ 
del  tratado,  por  el  delito  de  robo  y  salteamiento. 

2^  Xo  corresponde  ordenarla,  respecto  del  que  no  está  incluido 
en  la  nómina  de  los  individuos  cuva  extradición  se  solicita. 

3^  No  corresponde,  tampoco,  respecto  del  que  estando  incluido 
en  ella,  resulta  ser  artreutino,  no  procediendo  su  enjuiciamiento  en 
la  República,  mientras  no  se  pida  con  los  documentos  y  en  la  forma 
prescrita  por  el  articulo  3  de  dicho  tratado. 


Caso. — Se  comprende  leyendo  el 
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Fallo  del  Juez  Federal 


•  Corrientes,  Octubi-e  29  de  1883. 

Y  vistos:  Resulta  do  estos  autos  lo  siguiente:  1°  QueS.  E.  el  seiíor 
Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  la  Nación,  dirijió  á  Hste  Juz- 
gado el  oficio  que  corre  á  foja  8,  acompañando  los  documentos  en 
los  cuales  el  Sr.  Ministro  del  Brasil  apoyaba  la  solicitud  de  extra- 
dición que  habia  licctio  de  los  individuos  Hermenegildo  Saldanlin, 
Teodoro  Assuaga  ó  Justo  López,  Natalio  Riveiro  y  Juan  Villordo, 
que  se  hallaban  presos,  los  tres  primeros  en  Goya  y  el  último  en 
Libres;  y  en  vista  de  esos  documentos  y  de  lo  expuesto  por  el  Fis- 
cal, se  dictó  el  auto  de  foja  10,  ordenando  la  prisión  de  dichos  in- 
dividuos, si  ya  hubiesen  sido  puestos  en  libertad,  ó  manteniéndola 
si  todavía  estuviesen  presos,  y  señalándoles  un  plazo  para  deducir 
las  excepciones  que  pudieran  favorecerlos;  pero  librados  los  exhor- 
tos  necesarios  para  la  ejecución  de  este  auto,  resultó  que  los  indi- 
viduos presos  en  Goya  figuraban  con  otros  nombres  que  los  recla- 
mados por  el  Brasil,  y  se  llamaban  Inocencio,  Pedro  y  Cipriano 
González,  no  obstante,  el  Juzgado  mantuvo  el  auto  de  prisión  y  or- 
denó por  auto  de  fecha  21  de  Febrero  de  este  año,  corriente  á  fojas 
82  vuelta  y  53,  que  los  individuos  González  fuesen  conducidos  á 
esta  Ciudad  y  se  practicasen  varias  dilijencias  para  justificar  su 
identidad  con  los  reclamados;  y  ordenó,  asimismo,  que  Juan  Vi- 
llordo, preso  en  Liiires,  fuese  conducido  á  esta  Ciudad. 

2**  Que  remitidos  desde  Goya  los  individuos  llamados  González, 
se  les  tomó  declaración,  las  que  corren  desde  foja  80  hasta  88  y  de 
ellas  resultan  contradicciones  notables  que  dáu  motivo  pa  a  sospe- 
char que  se  han  cambiado  el  nombre,  pues  mientras  que  Pedro 
González  dice  que  es  primo  hermano  de  Cipriano  González,  y  que 
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es  hijo  único,  bautizado  en  «Tacuarembó»,  este  dice  que  es  her- 
mano de  aquel  y  que  tiene  otros  hermanos  que  están  con  la  madre, 
que  fué  bautizado  en  el  «Duraznos  Departamento  de  la  Florida,  y 
que  su  hermano  Pedro  fué  bautizado  también  en  el  «Durazno»  ó  en 
la  Florida.  Habiendo  lle«(ado  posteriormente  el  preso  JuanVillordo, 
remitido  desde  Libres,  se  le  mantuvo  en  la  Sut>-Prefectura  del 
Puerto  hasta  prestar  declaración,  la  que  corre  á  foja  101,  y  como 
este  confesó  de  plano  el  hecho  que  motiva  el  pedido  de  extradición 
y  manifestó  que  conocia  á  los  co-autores  del  delito,  Saldanha, 
Assuaga  y  Riveiro,  se  ordenó  por  auto  de  foja  103,  que  Villordo  los 
reconociese  en  rueda  de  presos,  manteniéndolo  siempre  en  la  Sub- 
Prefectura,  hasta  que  este  acto  se  verificase.  Conducido  Villordo  á 
la  Cárcel  y  formada  la  rueda,  éste  señaló  en  el  acto  tres  individuos, 
diciendo  que  estos  eran  Hermenegildo  Saldanha,  Teodoro  Assuaga 
y  Natalio  Riveiro,  y  eran  los  mismos  que  se  llamaban  Inocencio, 
Pedro  y  Ceferino  González,  los  cuales  fueron  careados  incontinenti 
con  Juan  Villordo,  obstinándose  aquellos,  á  pesar  de  esto,  en  decir 
que  eran  los  González,  y  no  como  decia  Villordo,  como  todo  consta 
detalladamente  de  las  dilijencias  de  fojas  104  á  109. 

3°  Que  de  los  sumarios  mandados  instruir  en  Libres  y  Goya  para 
justificar  la  identidad  de  los  presos  con  los  individuos  reclamados 
por  el  Ministro  del  Brasil,  resulta  lo  que  sigue:  Que  se  han  remitido 
como  antecedentes  las  dilijencias  que  se  practicaron  por  las  autori- 
dades de  Libres  y  Goya  para  la  captura  de  estos  individuos  antes 
de  haber  sido  solicitada  su  extradición,  y  confrontando  esas  pie- 
zas, unas  con  otras,  se  desprende  de  ellas,  un  conjunto  de  presun- 
ciones concomitantes  que  vienen  á  formar  una  prueba  clara  y  evi- 
dente de  (¡ue  los  individuos  reclamados  se  han  camhíadoel  nombre. 
En  efecto,  Teófilo  Ale^^re,  testij^o  examinado  por  el  Juez  Pedáneo  de 
la  r^  Sección  del  Departamento  de  Síin  Martin,  foja  líál,  dice,  que 
Justo  López  y  Natalio  Hiveiro  fueron  á  unas  carreras  el  1*^  de  Julio 
del  82  mas  ó  menas,  y  volvieron  á  los  pocos  dias  trayendo  mucho 
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dinero  y  varias  prendas,  y  vio  en  poder  de  López  un  reloj,  un  re- 
cado chapeado  con  plata,  una  espada  nueva,  una  correa  de  suela  en- 
charolada, sin  uso,  un  par  espolines  de  plata  y  un  látigo  con  chapa 
de  plata,  una  pistola  larga  de  dos  cañones;  objetos  de  la  misma  es- 
pecie figuran  en  el  inventario  que  se  levantó  por  el  Gefe  Político  de 
Goya,  cuando  fueron  aprehendidos  los  individuos  llamados  Gonzá- 
lez, á  requisición  del  Gefe  Político  de  Mercedes,  y  fué  remitido  en 
copia  al  Juez  de  Primera  Instancia  en  Libres,  cuyo  inventario  corre 
á  fojas  140  y  141.  De  dicho  inventario  resulta  una  prueba  mas  clara 
aun,  y  es  hal)erse  encontrado  en  poder  de  los  que  fueron  aprehen- 
didos, un  poncho  de  merino  negro,  forrado  con  bayeta  colorada  con 
una  inscripción  bordada  en  la  boca,  que  decía  Justo  López.  Consta 
ademas,  que  el  Gefe  Político  de  Libres  mandó  una  comisión  al 
mando  del  Teniente  Paredes  para  capturará  los  autores  del  saqueo 
del  establecimiento  de  la  señora  da  Silva,  con  oficio  para  el  Juez  de 
Mercedes,  que  en  este  pueblo  fué  aprehendido  Villordo;  y  teniendo 
datos  de  que  los  demás  habían  seguido  viaje  para  Goya,  se  adelantó 
Paredes  acompañado  de  dos  soldados,  que  conocían  á  los  crimína- 
les, y  medíante  este  conocimiento  fueron  reducidos  á  prisión  los  in- 
dividuos que  figuraban  en  Goya  bajo  el  nombre  de  González;  así 
resulta  de  las  notas  y  documentos  que  figuran  en  copia  á  fojas  139 
y  siguientes  y  de  las  declaraciones  de  Eulogio  Muñoz,  soldado  que 
acompañó  al  Teniente  Paredes  hasta  Goya  para  la  captura  de  aque- 
llos, afirmando  haberlos  conocido  antes  del  robo,  bajo  el  nombre 
de  Hermenegildo  Saldanha,  Justo  López  y  Natalio Riveiro,  y  serlos 
mismos  que  fueron  aprehendidos  en  Goya  y  se  habían  cambiado  el 
nombre  con  Inocencio,  Cipriano  y  Pedro  González.  De  la  declara- 
ción de  D.  Martín  Correa,  apoderado  de  doña  Claudia  Rodríguez  á 
foja  05,  resulta  que  dicha  señora  había  mandado  á  un  joven,  llamado 
Manuel  Méndez  Riveiro,  para  jestíonar  y  reclamar  el  dinero  roba- 
do, y  habiendo  llegado  á  Goya  el  Gefe  Político  hizo  comparecer  á 
dos  de  los  denominados  González  y  en  el  acto  los  llamó  por  sus  nom- 
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bres  verdaderos,  es  decir:  Saldanlia,  Assuaga  ó  López  y  Riveiro, 
citando  los  hechos  y  circunstancias  ocurridos  en  el  Brasil  hasta  de- 
jarlos confundidos,  que  ademas,  reconoció  varias  prendas  deposita- 
das en  el  Juzgado,  especialmente  un  recado  que  era  de  él,  y  fué  ro- 
bado de  la  casa  de  la  señora  Silva.  Por  fin,  la  filiación  remitida  por 
el  Sr.  Ministro  de  Relaciones  Exteriores,  que  corre  á  foja  175,  con- 
viene con  la  de  los  presos,  con  pequeñas  diferencias  de  apreciación 
en  cuanto  a  Saldanha,  pero  tales  deficiencias  están  mejor  explica- 
das en  la  filiación  que  dá  de  este  individuo  el  Vice-Gonsul  Brasilero, 
en  su  informe  corriente  á  foja  137,  que  conviene  exactamente  con 
la  del  llamado  Inocencio  González,  como  consta  del  acta  que  se  le- 
vantó teniéndolos  presente  y  corre  á  foja  188. 

4**  Que  en  cuanto  á  Juan  Villordo,  que  confesó  de  plano  el  delito, 
manifestando  ser  argentino  bautizado  en  esta  Ciudad  y  citando  va- 
rias personas  que  lo  hablan  conocido  cuando  estuvo  de  sirviente  en 
casa  de  Dolores  A.  de  Atienzo,  las  cuales  fueron  examinadas,  y  de 
sus  declaraciones  que  corren  desde  foja  192  hasta  194  resulta:  que 
el  que  estuvo  de  sirviente  en  casa  de  dicha  señora  se  llamaba  Rega- 
lado Villordo  y  no  Juan.  En  la  fé  de  bautismo  remitida  por  el  Dele- 
gado Eclesiástico  á  foja  190,  figura  un  Juan  Benito,  hijo  natural  de 
Gerónima  Parras,  y  no  de  Angela  Parras,  como  dice  Villordo  se  lla- 
maba su  madre.  Sin  embargo  de  estas  diferencias,  debe  tenerse  por 
probado  que  Juan  Villordo  es  argentino;  pues  sus  citas  han  resultado 
exactas,  si  se  atiende  á  que  hace  muchos  anos  falta  de  esta  Ciudad; 
ademas  de  que,  en  la  filiación  de  foja  175  remitido  por  el  Señor  Mi- 
nistro de  Relaciones  Exteriores,  figura  como  correntino. 

5^  Por  fin  fué  aprehendido  en  Entre-Ríos  y  se  encuentra  preso 
en  Concordia,  Matias  Velazqucz,  uno  de  los  que  asaltaron  y  robaron 
la  casa  de  la  señora  da  Silva,  según  su  propia  confesión,  el  que  fué 
puesto  á  disposición  del  Juez  de  Libres  de  esta  Provincia,  remitién- 
dole el  expediente,  quien  lo  remitió  al  de  Goya,  y  éste  á  este  Juz- 
gado, que  conoce  de  la  causa  de  extradición.  Para  resolver  lo  con- 
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veniente,  se  telegrafió  al  Juez  del  Crimen  de  Concordia  mantuviese 
al  preso  á  disposición  de  este  Juzgado,  y  se  preguntó  al  Sr.  Ministro 
de  Relaciones  Exteriores,  si  Velazquez  había  sido  reclamado  por  el 
Gobierno  del  Brasil,  contestando  negativamente  por  el  telegrama 
de  foja  226. 

Y  considerando :  1**  Que  la  extradición  de  los  individuos  ílerme- 
nejildo  Saldanha,  Teodoro  Assuaga  ó  Justo  López,  Natalio  Riveiro 
y  Juan  Villordo,  fué  solicitada  en  debida  forma  y  acompañando  los 
documentos  exijidos  por  el  artículo  12  del  tratado  de  extradición 
vigente  entre  esta  República  y  el  Imperio  del  Brasil,  siendo  el  delito 
que  motiva  el  pedido  uno  de  los  designados  en  el  artículo  2**,  inciso 
9**  del  mismo;  pero  habiendo  sido  capturados  en  Goya  los  tres  pri- 
meros, se  cambiaron  los  nombres  en  los  de  Inocencio,  Pedro  y  Ci- 
priano González,  por  cuyo  motivo  se  siguieron  diligencias  para  jus- 
tificar, que  los  que  se  llamaban  González,  eran  los  mismos  Saldanha, 
Assuaga  ó  López  y  Riveiro;  y  según  se  ha  visto  del  estudio  que  se 
ha  hecho  de  los  autos,  resulta  una  prueba  clara  y  evidente  de  que 
estos  individuos  son  los  mismos  que  asaltaron  y  robaron  el  estable- 
cimiento de  la  seíiora  Claudia  Rodríguez  da  Silva,  en  el  Brasil,  y 
cuya  extradición  se  ha  solicitado,  pues  Villordo  los  reconoció  á  to- 
dos ellos  á  la  simple  vista,  entre  muchos  otros  presos,  loque  no  ha- 
bría podido  suceder  si  no  eran  aquellos,  aunque  se  hubiese  propuesto 
comprometerlos;  como  fácilmente  se  comprende,  desde  que  había  lle- 
gadorecien  y  no  los  había  visto  anlesenla  Cárcel;  sin  embargo  señaló 
á  los  que  se  llamaban  González,  llamándolos  por  sus  nombres.  Ksta 
prueba,  que  por  sí  sola  es  plena,  está  corroborada  por  otras  varías 
presunciones,  tan  fuertes  que  no  dejan  lugar  á  duda  alguna,  do  que 
los  llamados  González  son  los  que  han  sido  reclamados;  pues  de  los 
antecedentes  remitidos  por  el  Juez  de  Libres  y  de  Goya,  como 
se  ha  visto  en  el  estudio  que  se  ha  hecho,  consta  que  los  Gonzá- 
lez fueron  reconocidos  por  varías  personas,  ser  los  mismos  Sal- 
danha, Assuaga  ó  López  y  Riveiro,  y  se  les  encontró  un  poncho 
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con  el  nombre  de  Justo  López,  bordado  en  la  boca  como  ya  se  ha 
esplicado; 

2°  Que  en  cuanto  á  Juan  Villordo,  no  puede  ser  entregado  al  Im- 
perio del  Brasil,  que  lo  ha  pedido,  por  ser  argentino,  según  lo  esta- 
blece espresamente  el  articulo  3^  del  Tratado,  ni  mantenido  en  pri- 
sión por  mas  tiempo,  ó  hasta  que  el  Gobierno  del  Brasil  solicite  ea 
debida  forma  que  sea  juzgado  por  aquel  delito,  pues  seria  conde- 
narlo á  una  prisión  indefinida;  tanto  mas  cuanto  que  ya  ha  podido 
solicitar  este  juicio,  desde  que  se  sabia  que  Villordo  era  correntino, 
como  figura  en  la  filiación  á  f.  175; 

3^  Que  Matias  Velazquez  no  ha  sido  solicitado  por  el  Imperio  del 
Brasil,  como  consta  del  telegrama  del  Sr.  Ministro  de  Relaciones 
Exteriores,  á  f.  226;  y  hallándose  preso  en  la  cárcel  de  Concordia  á 
disposición  de  este  Juzgado  y  no  pudiendo  ser  procesado  por  un  de- 
lito que  ha  tenido  lugar  en  otra  nación,  debe  ser  puesto  en  libertad, 
sin  mas  trámite.  Por  estos  fundamentos  y  lo  espuesto  por  el  Fiscal; 
y  no  habiéndose  propuesto  ningún  medio  por  el  Defensor  de  los  pre- 
sos para  justificar  que  los  individuos  llamados  González  son  otras 
personas  que  los  reclamados  por  el  Brasil,  definitivamente  juzgando, 
fallo:  que  está  suficientemente  probado  que  los  presos  que  se  han 
llamado  Inocencio,  Pedro  y  Cipriano  González,  son  los  mismos  que 
han  sido  reclamados  por  eJ  Imperio  del  Brasil,  bajo  los  nombres  de 
Ilermenejildo  Saldanha,  Teodoro  Assuaga  ó  Justo  López  y  Natalio 
Riveiro,  como  autores  del  robo  con  violencia,  perpetrado  en  el  es- 
tablecimiento de  1)^  Claudia  Rodríguez  da  Silva,  en  el  Brasil;  y  por  lo 
tanto  y  de  conformidad  á  lo  que  dispone  el  tratado  de  extradición 
con  el  Imperio  del  Brasil,  mando  sean  entregados  al  Gobierno  recla- 
mante; y  que  sean  puestos  en  libertad  Juan  Villordo  y  Matias  Ve- 
lazquez, el  primero  por  ser  argentino,  y  el  segundo  por  no  haber 
sido  reclamado;  sin  perjuicio  de  proveer  lo  que  corresponda  si  el 
Gobierno  del  Brasil  solicitare  que  Villordo  sea  juzgado  con  arreglo 
al  tratado.  Kn  su  consecuencia,  oportunamente  remítase  copia  de 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  469 

esta  resolución  al  Sr.  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  la  Na- 
ción, á  fin  de  que  disponga  lo  conveniente  para  la  extradición  de 
los  espresados  individuos,  poniéndose  en  libertad  á  Juan  Villordo  y 
dirijiéndose  telegrama  al  Juez  del  Crimen  de  Concordia  para  que 
ponga  igualmente  en  libertad  á  Matias  Velazquez.  Hágase  saber  con 
el  original. 

Carlos  Luna, 


VISTA  DEL  SEÑOR  PROCURADOR  GENERAL 


Buenos  Aire?»,  Marzo  23  de  1884. 

Suprema  Corte: 

La  sentenciadel  Juzgado  de  Sección,  es  de  toda  justicia,  en  cuanto 
declara  probada  la  identidad  y  ordena  la  entrega  de  los  reos  cuya 
extradición  reclama  el  Gobierno  del  Brasil:  Hermenegildo  Saldanha, 
Teodoro  Assuaga  y  Natalicio  Riveiro.  El  señor  Juez  se  detiene  en 
un  estudio  tan  completo  de  estos  voluminosos  antecedentes,  y  enu- 
mera con  tan  marcada  prolijidad  los  indicios  y  las  pruebas  que  con- 
curren á  no  dejar  la  mas  pequeña  duda  acerca  de  la  identidad  de 
los  individuos  mencionados^  que  creeria  ocupar  estérilmente  la  aten- 
ción de  V.  E.,  deteniéndome  sobre  el  particular.  Basta  decir  que  los 
titulados  González,  no  han  presentado  un  solo  antecedente  en  su 
favor,  ni  siquiera  en  presencia  de  la  abrumadora  é  irrecusable 
prueba  que  sobre  ellos  arrojaba  el  reconocimiento  de  Villordo,  de 
Eulogio  Muñoz,  Martin  Correa  y  Manuel  Méndez  Rivero,  y  la  cir- 
cunstancia de  encontrarse  en  su  poder  muchos  de  los  objetos  roba- 
dos que  constituyen,  por  decirlo  asi,  el  cuerpo  del  delito. 
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Cúmpleme  ahora  llamar  la  atención  de  V.  E.  sobre  un  punto  im- 
portante de  la  misma  sentencia  recurrida.  Llama,  en  efecto,  la 
atención  que,  después  de  haberse  confesado  sin  embozo  Villordo  y 
Velasquez,  actores  principales  del  robo,  el  Juez  lo  mande  poner  in- 
mediatamente en  libertad!  De  esta  manera,  resulla  patente  la  ofen- 
siva contradicción,  difícil  de  armonizar  con  los  más  elementales 
principios  de  justicia,  de  que,  mientras  algunos  de  los  criminales 
que  asaltaron  la  casa  de  una  vecina  de  una  nación  amiga,  son  en- 
tregados para  que  reciban  el  castigo  que  merezcan  otros,  los  que 
quedan  en  la  República,  convictos  y  confesos,  se  pasean  tranquila- 
mente por  sus  calles! 

Dice  el  señor  Juez  que  Juan  Villordo  es  argentino  y  que  el  Go- 
bierno del  Brasil  no  ha  pedido  su  castigo;  que  Matías  Velasquez  es 
oriental  y  no  viene  incluido  en  el  pedido  de  extradición. 

No  es  esto  exacto. 

Al  pedir  el  Gobierno  Imperial  la  extradición  de  Juan  Villordo, 
debe  entenderse  haber  pedido,  implicilamente,  su  enjuiciamiento 
por  las  autoridades  de  la  República,  en  el  caso  previsto  por  el  tra- 
tado; pues  no  puede  suponerse  que  cuando  persigue  con  tanto 
ahinco  el  castigo  de  este  crimen,  hubiera  de  excluir  á  los  argen- 
tinos. 

En  el  documento  que  sirve  de  base  al  pedido  de  extradición,  í.  1, 
encontrará  V.  E.  mencionado  varias  veces  á  Matías  Velasquez.  El 
Matías  de  tal,  que  incluye  el  Juez  en  el  grupo  de  los  asaltantes  y  en 
su  resolución,  de  f.  6  no  es  otro  que  Matías  Velazquez^  preso  en 
Concordia,  puesto  que  él  mismo  lo  reconoce. 

Pido,  en  consecuencia,  la  confirmación  de  la  sentencia  apelada, 
en  cuanto  dá  por  probada  la  identidad  y  ordena  la  entrega  de  H. 
Saldaña,  Teodoro  Assuaga  y  Natalicio  Riveiro;  y  su  revocación  en 
la  parte  que  ordena  poner  en  libertad  á  Juan  Villordo  y  Matías  Ve- 
iazquez,  debiendo  uno  y  otro  ser  reducidos  á  prisión  nuevamente;  el 
primero,  para  su  enjuiciamiento  por  los  Tribunales  de  la  Nación  y 
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el  segundo,  para  ser  entregado,  con  los  demás,  al  Gobierno  que  lo 

reclama. 

Eduardo  Costa. 


Fallo  de  la  Suprema  Corle 

Buenos  Aires,  Mayo  18  de  1884. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  y  considerando:  en  cuanto  á  Matias 
Velazquez,  que  no  está  incluido  en  la  nómina  de  los  individuos, 
cuya  extradición  ha  solicitado  el  señor  Ministro  del  Brasil,  según  el 
informe  del  señor  Ministro  de  Relaciones  Exteriores  de  la  Repú- 
blica, de  foja  doscientos  veinte  y  seis;  y  en  cuanto  á  Juan  Villordo, 
que  es  argentino  y  que  el  Gobierno  del  Brasil  no  ha  pedido  su  en- 
juiciamiento con  los  documentos  y  en  la  forma  prescrita  por  el  ar- 
tículo 3^  del  tratado  de  extradición  entre  el  Imperio  del  Brasil  y  la 
República  Argentina,  de  diez  y  seis  de  Noviembre  de  mil  ochocien- 
tos sesenta  y  nueve;  se  confirma  la  sentencia  apelada  de  foja  dos- 
cientos treinta. 

Notifiquese  con  el  original  y  devuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA. — J.  DOMÍNGUEZ. — 
ULADISLAO  frías. — S.  M.  LASPIUR. 


472  FALLOS   DE   LA  SUPREMA   CORTE 


€:ausa  xi.vii 


D.  José  Caminos  contra  D.  Nicolás  Nocetti;  sobre  indemnización 

de  perjuicios 


Sumario. — 1*^  El  contrato  de  fletamento  de  un  buque,  debe  pro- 
barse por  documento  escrito. 

2°  Negada  y  no  probada  la  existencia  del  contrato,  es  inadmisi- 
ble la  demanda  por  daños  y  perjuicios,  cuya  indemnización  se  pide 
por  falla  de  cumplimiento  del  contrato. 


Caso. — Se  refiere  en  el 


Fallo  del  «Iiiez  Federal 


Buenos  Aires,  Setiembre  1"  de  1888. 

Vistos  estos  autos,  de  los  que  resulta:  1^  Que  en  25  de  Julio  de 
1881  se  presentó  al  Juzgado  D.  Miguel  Vascos,  en  representación  de 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  473 

• 

D.  José  Caminos,  demandando  al  agente  ó  dueño  de  los  vapores 
«Messenger  y  «Rio  Paraoácc,  D.  Nicolás  Nocetti,  por  los  daños  y 
perjuicios  que  le  habían  ocasionado  á  su  mandante  con  la  falta  de 
cumplimiento  á  un  contrato  de  fletamento  para  el  trasporte  de  4000 
palmas  del  Paraguay  á  Montevideo,  estimados  en  la  suma  de  5980 
pesos  oro,  en  la  forma  siguiente:  Utilidades  que  habia  dejado  de  per- 
cibir en  el  negocio  que  debió  realizar  con  las  palmas  con  el  Gobier- 
no del  Uruguay,  incluso  diferencia  de  moneda,  3150  $.  Multa  en  que 
incurrió,  según  contrato  con  dicho  Gobierno,  incluso  también  dife- 
rencia de  moneda,  2080  $.  Multa  que  debe  pagar  á  D.  Tomás  Sala- 
mani,  según  contrato,  250  $.  Gastos  de  viajes  y  otros  500  $; 

V  Que  para  establecer  la  responsabilidad  del  demandado,  el  actor 
hace  la  siguiente  relación  de  los  antecedentes  del  asunto:  En  el  mes 
de  Agosto  de  1879  hizo  un  contrato  con  el  Gobierno  del  Uruguay 
para  venderle  la  cantidad  de  4000  palmas,  al  precio  de  2  $f.  con  20 
centavos  oro,  de  la  moneda  oriental,  las  que  debieron  ser  transpor- 
tadas desde  el  puerto  de  «Barranquero  Poroto»,  que  está  arriba  de 
la  Asunción  del  Paraguay,  al  de  Montevideo,  por  el  vapor  «Messen- 
ger»,  que  era  entonces  de  propiedad  de  I).  Juan  Mair,  quien  no  pudo 
cumplir  su  compromiscroe  transporte,  por  razón  de  fuerza  mayor, 
quedando  rescindido  el  contrato  con  dicho  Gobierno;  pero  habién- 
dole prometido  el  Sr.  Nocetti,  que  representaba  á  los  dueños  de  los 
vapores,  que  si  reanudaba  su  contrato  con  el  Gobierno  Oriental,  él 
transportaría  las  palmas  en  los  vapores  antes  nombrados,  desde 
f  Barranquero  Poroto»  á  Montevideo,  por  el  mismo  precio  y  en  las 
mismas  condiciones  estípuladcis  en  el  contrato  Mair,  se  trasladó  á 
aquella  ciudad  y  obtuvo  de  dicho  Gobierno  un  nuevo  plazo  para  el 
cumplimiento  de  su  contrato;  que  en  seguida  pasó  á  esta  capital 
para  ponerse  de  acuerdo  con  Nocetti,  á  fin  de  que  diclase  las  dispo- 
siciones necesarias  para  que  los  vapores  «Messenger»  y  «Rio  Pa- 
raná »  subiesen  hasta  « Barranquero  Poroto »  para  hacer  el  trans- 
porte de  las  palmas  á  que  se  había  comprometido,  trasladándose  al 
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Rosario  para  seguir  de  alli  á  la  Asunción,  habiendo  recibido  en  el 
acto  de  partir  la  carta  acompañada  á  f.  7,  en  la  cual  Nocetli  rati- 
fica el  contrato  de  fletamento,  a^^egando  una  cláusula  que  antes  no 
se  habia  estipulado,  esto  es,  que  el  Sr.  Reybaud  se  constituyese  res- 
ponsable por  el  pago  de  los  fletes;  que  posteriormente  Nocetti  diri- 
gió á  su  representado  la  carta  de  f.  9  (letra  F),  haciendo  una  nueva 
modificación  al  contrato  en  la  parte  relativa  al  pago  del  flete,  exi- 
giendo que  los  conocimientos  se  firmasen  á  nombre  de  los  agentes 
en  Montevideo,  señores  Fraga  y  hermanos,  laque  fué  contestada  en 
los  términos  que  espresa  la  copia  acompañada  á  f.  16  (letra  GX  acep- 
tando la  condición  impuesta;  que  llegado  el  vapor  «Messenger»  á  la 
Asunción,  su  agente  en  esa  ciudad,  D.  Modesto  Albros,  dirijió  á  Ca- 
minos la  carta  de  f.  11  (letra  H),  intentando  imponer  nuevas  condi- 
ciones al  contrato  de  fletamento  que  tenia  celebrado  con  Nocetti, 
siendo  esta  la  razón  de  verse  burlado  y  perjudicado  gravemente  por 
la  falta  de  seriedad  y  mala  fe  de  los  agentes  do  los  vapores  nom- 
brados. 

3°  Que  D.  Cestilio  Azarri,  en  representación  del  demandado,  con- 
testó la  demanda  á  f.  55,  estableciendo:  Que  el  contrato  acompa- 
ñado á  foja  1  era  auténtico  y  fué  el  que  sirvió  de  base  al  fletamento 
que  Caminos  tuvo  con  Juan  Maír  y  que  después  no  se  llevó  á  efecto: 
que  era  cierto  que  en  Marzo  de  1880,  después  de  hal>er  caducado  el 
contrato  con  Mair  y  de  haber  vencido  el  término  del  contrato  con 
el  Gobierno  Oriental,  Caminos  estuvo  en  esta  ciudad  y  le  manifestó 
á  Nocetti  que  iba  á  reanudar  su  contrato  con  aquel  Gobierno:  que 
era  cierto  que  en  esa  oportunidad  su  representado  le  manifestó  que 
si  lo  conseguía,  él  le  transportaría  las  palmas,  pero  no  en  las  con- 
¿íoiones  del  contrato  con  Mair,  sino  en  las  de  uno  nuevo  que  llegado 
^  OASO  celebrarían  poniéndose  de  acuerdo  sobre  las  bases:  que  en 
esto  no  hubo  sino  una  promesa  in  genere  que  debía  dar  lugar  á  un 
contrato  en  tales  ó  cuales  condiciones,  se  mediaba  acuerdo  al  res- 
pecto, siendo  simplemente  eso  lo  que  representaba  la  carta  de  f.  4 
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( letra  B);  que  bajo  la  base  de  estar  reanudado  el  contrato  con  el 
Gobierno  Oriental,  entraron  á  tratar  sobre  el  de  fletamento,  y  to- 
mando en  í^eneral  como  modelo  el  contrato  con  Mair,  se  redactó  el 
proyecto  acompañado  á  f.  51,  con  algunas  cláusulas  que  aquel  no 
tenia,  cuando  de  pronto  Caminos  pretestó  prisa  de  salir  para  el  Ro- 
sario, siendo  tanto  su  apuro  que  se  fué  sin  dar  por  concluido  el  con- 
trato, y,  sobre  todo  sin  firmarlo,  á  pesar  de  lo  cual  y  deseando  No- 
cetti  no  abandonar  el  negocio  proyectado,  le  escribió  la  carta  letra 
D  (f.  7),  en  la  cual  prometía  remitir  el  proyectado  contrato  por  el 
vapor  que  debia  salir  el  Jueves  28  de  Mayo  de  1880,  siempre  que 
D.  Ignacio  Reybaud  contestara  antes  de  la  salida  del  vapor,  sí  acep- 
taba constituirse  responsable  por  el  pago  de  fletes;  que  según  re- 
sulta de  la  carta  E,  f.  8,  aquel  no  contestó  en  el  término  convenido, 
y  desde  luego  pudo  Nocetti  dejar  sin  efecto  ó  modificarla;  que  en 
esta  situación  y  deseando  siempre  hacer  lo  posible  de  llevar  adelante 
el  proyectado  negocio,  escribió  á  Caminos  la  carta  letra  H,  f.  9,  en 
que  se  le  hacia  la  propuesta  de  que  los  conocimientos  se  pusieran  á 
la  orden  de  los  señores  Fraga  hermanos,  de  Montevideo,  quienes 
los  endosaron,  una  ve/  pago  el  flete  y  con  la  misma  fecha;  y  para 
el  caso  en  que  dicha  propuesta  fuese  aceptada,  escribió  también  la 
carta  que  en  copia  se  acompaña  á  f.  54,  al  agente  en  la  Asunción, 
dándole  las  instrucciones  correspondientes  y  remitiéndole  copia  del 
contrato  á  firmar,  no  habiendo  recibido  contestación  de  Caminos; 
que  invitado  este  por  dicho  agente  para  formalizar  el  contrato,  re- 
husó suscribirlo  y  aceptar  las  condiciones  que  le  proponía,  alegando 
que  él  pagarla  el  flote  en  Montevideo,  de  donde  resulta  que  si  el 
proyectado  contrato  no  pasó  de  la  categoría  de  proyecto  no  fué  por 
culpa  de  Nocetti  ó  sus  agentes,  sino  única  y  esclusivamente,  por  la 
culpa  y  mala  fe  de  Caminos;  que  respecto  á  los  daños  y  perjuicios 
de  que  Caminos  pretende  ser  indemnizado,  debe  observar,  en  cuanto 
á  la  primera  partida,  que  aquel  hace  el  cálculo  de  supuestas  utili 
dades  tomando  por  base  que  debian  transportarse  cuatro  mil  palmas, 
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cu/indo  m  ol  proyectado  contrato,  conforme  con 
tnuiM|)orlndaH  la»  primoras  mil  palmas,  Nocetti  ii 
Min  nfiM'lo  i\\  contrato,  si  asi  le  convenía;  en  < 
partida  por  mulla,  en  que  dice  ha  incurrido,  si 
ha  («xhihldo,  prcuiMudiendo  de  las  observacioh 
Hu  autenticidad  y  vi^^encia,  no  resulta  que  es; 
mulla,  Minó  un  descuento  en  el  precio  para  1 
laudóle  ademas,  que  no  ha  pa^^ndo  mulla  al 
con  Salomoni  no  es  auttMitico  ni  se  celebró 
indo  (lelamonto,  y  que  en  cuanto  á  la  par 
otros,  no  se  acompaña  justificativo  aliruno 

V  Que  oído  el  actor,  resjH^cto  de  los  do 
el  ilom«ndadt>,  ale>nV  en  el  escrito  de  f.  C 
tenido  en  la  confección  del  borrador  cu} 
|Hm|ue  las  luist^s  con>  enidas  fueron  íítu; 
etu^  e\iV|vioii  de  Us  modificaciones  qu 
j  letra,  manitesiandi^  no  olv<tanie,  que 
de  las  Kises  contenidas  en  el  verdade» 
HexI^iM.  «H^a  anUMUica.  y  aivptala  ct 
di^v  dinnda  a  AlU^rns:  |vrt>  retiíai; 
mandado  |Mr  el  capitán  H  «vniralo 

X*"  V>«íe  f  iT  a\5lo  do  t  IM  <^  rw 
d*\so  )M\vi«í,\xit^  ^^nín^  del  tf^rroino 
a^vv«v»\Ar.adxV<  a  ía  demanda  x  A^m 
N.v:,a>i  )v.r  N\w¡4,  a  i.  ST  y  H3l  1  ^ 

5av  re.  nr>ji>  y   4t>  ¿: v  Arjt  ^    >*>  ¿ 


se 


V  r  n»  I  *  ■   1..^.   »  :•    V  .^r  1  »  "  .-o  !a 


479 

«ra  tratado  de  ¡mpo- 
las  habladas  con  No- 
parle,  á  firmar  el  con- 

il  tiempo  de  ausentarse 

n\octadas  las  cláusulas  de 

.(  la  condición  resolutoria 

(leo,  prestase  su  garantía 

-  (le  prestarla,  ofreció  una 

m  su  carta  de  f.  33,  contes- 

',  referente  á  ese  punto,  exije 

(Ion  ya  endosados  y  dírijidos  á 

1U5  la  persona  de  Caminos,  con- 

{)()dria  hacerse  efectiva,  dadas 

í'íectuado  el  f lelamente,  y  entón- 

.ir,  lícitamente,  llevar  adelante  el 

j^ociaciones  hubiesen  sido  reanuda- 
>  condiciones  indicadas  en  su  carta 
Ira  una  vez  mas  que  no  había  un  con- 
•lo,  como  equivocadamente  lo  sostiene 
iiabria  consentido  en  que  sufra  altera- 
¡iropuesto  en  dicha  carta,  aunque  éste 
aando  las  referidas  condiciones  con  la 
ido  ha  negado  categóricamente  este  hecho 
Jo,  haciendo  muy  verosímil  el  estravío  de 
puesta  por  el  mismo  Caminos  al  pié  de  ella, 
en  este  caso  llegó  á  perfeccionarse  el  con- 
>  dispuesto  en  el  artículo  204  del  Código  de  Cé- 
lenles consideraciones  hacen  inútil  entrar  al 
tienes  de  si  Caminos  celebró  ó  nó  contrato  con 


480  FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

el  Gobierno  Oriental  para  suministrar  palmas,  como  también  si  su- 
frió perjuicios  y  de  qué  naturaleza  fueron,  pues  lo  espuesLo  basta 
para  demostrar  que  carece  de  acción  para  demandar  á  Nocetti  por 
falta  de  cumplimiento  al  fletamento. 

Por  estos  fundamentos,  fallo  absolviendo  á  D.  Nicolás  Nocetti  de 
la  demanda  de  f.  40,  imponiendo  perpetuo  silencio  al  actor.  Notifi- 
quese  original. 

Virgilio  Tedin. 


Fallo  de  la  Suprema  C^orie 

Buenos  Aires,  Mayo  18  de  1884. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas,  la  sentencia 
apelada  de  foja  doscientos  setenta  y  tres,  y  repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvanse. 

J.  B.  GOROSTIAGA.  — J.  DOMÍNGUEZ. 
—  ULADISLAO  frías.  —  S.  M.  LAS- 
PIUR. 
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Sumario,  —  Las  causas  radicadas  ante  la  justicia  local  de  la 
ciudad  de  Buenos  Aires,  deben  prosepruirse  ante  la  nacional  or- 
dinaria, sustituida  á  aquella 222 

CAUSA  CXXXII 

D.  Antonio  Urraco,  contra  la  Provincia  de  Santa  Fé;  sobre 
reivindicación  de  terrenos. 

Sumario, — La  información  sumaria  aprobada  como  título  su- 
pletorio del  dominio,  en  tanto  tiene  valor  en  cuanto  resulte 
conforme  con  la  verdad  de  los  títulos  auténticos,  y  no  envuelva 
una  adquisición  indebida 225 
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CAUSA  I 

Doña  Claudia  Batalla,  por  D.  Teodosio  Barrasa;  sobre  deten- 
ción ilegal. 

Sumario. — No  corresponde  á  la  Justicia  Nacional  conocer  en 
los  casos  de  detención  ilegal  ó  servicio  obli^íatorio  de  Guardia 
Nacional  ó  de  Policía,  impuesto  por  las  autoridades  locales  y  en 
servicio  de  la  localidad 233 
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CAUSA  II 

El  Doctor  Don  Salvador  So^s  contra  Don  Saturnino  Soage, 
por  curaplimiento  de  contrato  y  daños  y  perjuicios;  sobre  com- 
petencia. 

Sumario, —  1**  Cuando  se  ejercitan  acciones  personales,  el 
Juez  competente  para  conocer  en  ellas,  es  el  del  lugar  donde 
debe  cumplirse  el  contrato,  máxime  si  lo  es  también  del  domi- 
cilio del  demandado. 

2°  Vn  contrato  sobre  invernada  y  cria  de  haciendas  en  un 
establecimiento  de  campo,  tiene  por  su  naturaleza  que  cum- 
plirse en  el  lugar  donde  se  halla  el  campo 239 

CAUSA  III 

Don  Emilio  Bunge  contra  don  Juan  Murray,  por  libertad  de 
una  servidumbre  de  tránsito;  spbre  competencia. 

Sumario.  —  La  cuestión  sobre  libertad  de  una  servidumbre 
de  tránsito,  entre  un  argentino  y  un  estrangero,  corresponde  á 
la  Justicia  Federal,  aunque  el  tránsito  se  verifique  sobre  un 
ramal  de  ierro-carril 244 

CAUSA  IV 

• 

El  Brigadier  General  Don  Juan  E.  Pedernera  contra  Don  Ru- 
fino Barreiro;  sobre  propiedad  de  un  terreno. 

Sw/wario.— Donada  por  ley,  una  área  de  terreno  fiscal  en  el 
lugar  que  al  donatario  conviniese,  la  ubicación  del  terreno  do- 
nado es  la  que  determinó  el  donatario  con  aprobación  del  Po- 
der Ejecutivo,  sin  que  pueda  haberla  variado  la  mensura  por 
el  hecho  de  haberse  medido  mavor  ostensión  del  terreno  do- 
nado 247 

CAUSA  V 

Don  Salvador  López,  contra  don  Blas  Repetto;  sobre  cobro 
de  ptsos. 

Sumario. —  r  Habiéndose  estipulado  la  compra  de  la  cuarta 
parte  de  un  buque  por  el  importe  de  la  cuarta  parte  de  lo  que 
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resultare  de  la  cuenta  general  de  lo  gastado  en  el  buque,  apro- 
bada por  el  comprador,  debe  presumirse  que  el  comprador 
aprobó  dicha  cuenta  desde  que  firmó 'la  escritura  de  compra 
por  el  precio  que  corresponde  al  importe  de  la  mencionada 
cuarta  parle  de  la  cuenta  general 

2°  El  comprador  no  puede  pretender  que  se  le  devuelva 
parte  de  ese  precio  por  no  ser  exacta  la  cuenta  general,  á  me- 
nos que  pruebe  que  su  aprobación  tuvo  por  causa  el  dolo  del 
vendedor 288 

CArSA  VI 

Don  Jacinto  Basavilbaso  v  otros,  contra  el  Gobierno  de  la 
Provincia  de  Buenos  Aires,  por  venta  de  la  Escribanía  mayor 
de  Gobierno;  sobre  un  informe  previo. 

Sumario, —  Antes  de  entablarse  demanda,  no  puede  pedirse 
un  informe  previo 263 

CAUSA  VII 

Don  Lorenzo*  Duhart  contra  D.  Gustavo  Jumel;  sobre  deser- 
ción de  apelación. 

Sumano.—El  término  para  espresar  agravios  no  se  suspende 
por  los  pedidos  y  decretos  que  se  dicten  durante  su  curso,  si 
estos  no  modifican  espresamente  el  auto  que  los  mandó  es- 
presar   264 

CAUSA  VIH 

Don  Francisco  Fernandez,  contra  I).  Antonio  Rodríguez,  por 
cobro  de  pesos;  sobre  nulidad  de  una  escritura  de  poder. 

Sumario,— Lr  escritura  de  sustitución  de  poder  que  no  con- 
tiene la  transcripción  del  poder  que  se  sustituyo  y  no  se  halla 
otorgada  ante  el  escribano  que  autorizó  la  del  poder,  es  nula.  266 

CAUSA  IX 

El  Fisco  Nacional  contra  los  Señores  Jorge  y  Juan  Bell;  sobre 
derechos  de  Aduana. 
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Sumario, — Corresponde  á  la  Dirección  General  de  Rentas  la 
decisión  de  todas  las  dudas  que  se  susciten  sobre  la  clase,  ca- 
lidad ó  estado  de  algún  género,  ó  el  artículo  aplicable  de  la 
tarifa 267 

CAUSA  X 

D.  Antonio  ürraco  contra  la  Provincia  de  Santa  Fé,  por  re- 
curso de  revisión;  sobre  el  número  de  Jueces. 

Sumario,— Los  mismos  Jueces  que  han  conocido  de  la  causa 
en  vista,  deben  conocer  del  recurso  de  revisión 270 

CAUSA  XI 

D.  Salvador  A.  López  contra  D.  Blas  Repetto,  sobre  cobro  de 
pesos. 

Sumario. — 1^  El  laudo  consentido  y  ejecutoriado,  no  puede 
ser  observado. 

2^  La  oposición  á  la  ejecución  del  laudo,  fundada  en  la  com- 
pensación de  una  partida  que  ha  debido  ser  tomada  en  consi- 
deración al  dictarse  el  laudo,  importa  observarlo,  y  no  puede 
ser  admitida 272 

CAUSA  XII 

Los  marineros  de  la  barca  «Rosa  Genova ^  contra  su  capi- 
tán D.  Antonio  Galate,  por  recision  de  contrato;  sobre  compe- 
tencia. 

Sumario,— El  Juzgado  Federal  del  lugar  donde  se  encuentra 
un  buque,  es  competente  para  conocer  en  la  cuestión  que  sobre 
rescisión  de  contrato  de  locación  de  servicios,  promueven  los 
marineros  por  razón  de  innavegabilidad  del  buque,  aunque  sea 
otro  el  puerto  de  la  matricula  y  de  la  terminación  del  viaje. . .  274 

CAUSA  XIII 

Criminal,  contra  Juan  Giordano  por  muerte  dada  á  Lázaro 
Languasco,  á  bordo  del  pailebot  «Gervellian». 
Sumario, — 1°  La  confesión  del  procesado,  solo  puede  consi- 
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derarse  indivisible  cuando  ella  constituye  el  único  elemento 
de  prueba  de  un  hecho  que,  sin  ella,  habria  quedado  desco- 
nocido. 

2^  Cuando  el  hecho  es  conocido  de  otro  modo  que  por  la 
confesión,  esta  puede  dividirse;  y  la  excepción  alegada  por  el 
autor  de  él,  tiene  que  probarse. 

3^  No  probándose  que  la  muerte  cometida  lo  ha  sido  en  pro- 
pia defensa,  el  hecho  debe  considerarse  como  homicidio  simple, 
y  su  pena  es  la  de  seis  años  de  Penitenciaria,  descontándose  el 
tiempo  de  prisión  sufrida,  con  excepción  de  los  seis  primeros 
meses 280 

CAUSA  XIV 

D.  Felipe  Correas  contra  D.  Claudio  Manterola;  sobre  nulidad 
de  un  convenio  y  cobro  de  pesos. 

Sumario,  — ^^  El  convenio  por  el  cual  el  ahorrado  se  subroga 
en  las  responsabilidades  de  un  pleito  perdido  por  su  cliente, 
obligándose  á  seguirlo  de  su  cuenta  en  nombre  de  este,  y  reci- 
biendo, por  su  parte,  lo  que  se  sacase  de  la  prosecución  del 
pleito,  la  cesión  de  derechos  correspondientes  al  cliente  en  otro 
juicio  y  una  suma  de  dinero,  no  puede  ser  atacado  de  nulidad 
por  el  propio  abogado  que  lo  celel)ró,  so  protesto  de  conte- 
nerse en  él  la  cesión  de  una  acción  litigiosa  ó  un  pacto  de 
cuota  litis,  máxime  después  de  haberlo  confirmado  y  ejecu- 
tado. 

2^  Tampoco  puede  ser  atacado  de  nulidad  por  falta  de  causa, 
por  haber  apreciado  erróneamente  que  de  un  pleito  perdido 
podían  nacer  derechos,  ó  por  ser  las  prestaciones  del  cliente, 
sujetas  á  la  condición  imposible  de  ganar  el  pleito  que  fué  per- 
dido, porque  es  causa  jurídica  la  mera  esperanza  á  un  derecho 
fundado  en  la  simple  apreciación  y  porque  el  convenio  no  es 
condicional. 

3**  El  cliente  que,  sin  embargo  de  la  obligación  asumida  por 
el  abogado,  ha  desembolsado  algo  por  razón  de  los  pleitos  per- 
didos después  del  convenio,  tiene  derecho  para  pedir  el  reem- 
bolso de  lo  que  en  definitiva  haya  tenido  que  pagar,  con  los 
intereses  legales 293 
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CAUSA  XV 

Contienda  de  competencia  entre  el  Juez  de  1^  Instancia  del 
Departamento  del  Norte  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  y  el 
de  r^  Instancia  de  la  ciudad  del  Rosario,  para  entender  en  el 
juicio  de  sucesión  del  Coronel  D.  Polonio  Goitia. 

Sumario,  —  Cuando  una  persona  tiene  establecida  su  familia 
y  unos  ne^^ocios  en  un  lugar,  y  otros  negocios  en  otro,  y  muere 
en  el  primer  punto,  el  Juez  competente  para  conocer  de  la  su- 
cesión, es  el  de  este  último  punto 307 

CAUSA  XVI 

Los  marineros  de  la  barca  «Rosa  Genova»,  contra  el  capitán 
D.  Antonio  Galate,  por  rescisión  de  contrato;  sobre  inhibición 
de  viaje. 

Sumario,  —  La  inhibición  de  viaje  de  un  buque,  pedida  por 
los  marineros  en  cuestión  con  el  Capitán,  sobre  rescisión  de 
contrato  y  competencia  del  Juzgado  Federal  para  conocer  en 
ella,  es  una  dependencia  de  dicha  cuestión,  y  corresponde  al 
Juez  Federal  resolverla 312 

CAUSA  XVII 

D.  Pedro  Riso,  por  la  empresa  de  las  Mensagerías  Fluviales, 
contra  D.  José  Folgueras;  sobre  cobro  de  pesos.  ^ 

Sumario,  —  1°  La  concesión  hecha  por  la  sanción  legislativa 
de  19  de  Setiembre  de  1878  á  los  propietarios  del  vapor  «  Por- 
teña »,  con  motivo  de  su  apresamiento  y  pérdida  durante  la  re- 
belión de  López  Jordán  en  Entre  Ríos,  fué  un  acto  de  gracia,  y 
no  pago  de  una  deuda. 

2°  Actos  como  el  citado,  no  tienen  otra  ostensión  que  laque 
deriva  de  sus  términos;  y,  espresando  la  concesión  que  es  á 
favor  de  los  propietarios  del  «Porteíla  »,  no  pueden  estos  ser 
obligados  á  dar  participación  en  ella,  á  otros,  por  razones  de 
auxilio  ó  servicios  que  estos  hayan  prestado  al  citado  vapor. . .  314 

T.  XVII  84 
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CAUSA  XVIII 

D.  Jaime  Brother  contra  el  Dr.  D.  Aniceto  Latorre ;  sobre  in- 
demnización de  perjuicios. 

Sumario.  —  1°  La  esclusion  de  un  socio  de  la  sociedad,  por 
las  causas  que  la  ley  señala,  debe  ser  pedida  al  Juez  compe- 
tente, y  no  ser  verificada  por  sí  mismos,  por  los  otros  socios. 

^  La  espulsion  de  hecho  y  con  violencia  de  un  socio,  sujeta 
al  que  la  verificó  á  las  responsabilidades  é  indemnizaciones 
consiguientes. 

3^  Dichas  responsabilidades  é  indemnización,  deben  ser  fija- 
das por  peritos 319 

CAUSA  XLX 

D.  Raimundo  Reguera  y  D.  Torihio  Jara,  contra  los  Señores 
Campos  y  Medina;  sobre  reivindicación  de  ganados. 

Sumario.  —  1°  Comprobada  la  propiedad  de  ganados  por  la 
marca  y  por  declaraciones  de  testigos,  procede  la  acción  reivin- 
dicatoria  de  ellos. 

2°  Las  guías  no  espedidas  en  forma,  no  prueban  la  transfe- 
rencia legítima  de  la  propiedad  de  las  mismas. 

3°  No  comprobándose  que  el  que  vendió  los  ganados  acos- 
tumbraba venderlos,  no  corresponde  al  comprador  la  acción  de 
devolución  de  precio  contra  el  reivindicante • . . .  326 

CAUSA  XX 

D.  Francisco  Edgar  contra  Rocha  hermanos  y  compañía,  por 
cobro  de  estadías;  sobre  fianza  de  arraigo. 

Sumario —  1°  El  arraigo  que  el  demandado  puede  exigir  al 
demandante  estrangero,  no  domiciliado,  consiste  en  garantir  lo 
juzgado  y  sentenciado. 

2°  Para  ello,  no  basta  la  constitución  de  un  procurador  ins- 
truido y  esponsado 335 
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CAUSA  XXI 

D.  Felipe  Bozzo  contra  D.  Mariano  Molla,  por  cobro  de  pesos; 
sobre  competencia. 

Sumario.  —  El  conocimiento  de  la  demanda  por  cobro  de  su- 
ministros para  la  provisión  de  un  buque,  corresponde  á  la  Jus- 
ticia Federal 338 

CAUSA  XXII 

I).  Eduardo  Ilopkins  contra  el  Juez  de  Paz  de  San  Fernando, 
I).  Felipe  Vela;  sobre  amparo  en  la  posesión  y  daños  y  perjuicios. 

Sumario.  —  1°  La  acción  que  se  deduce  es  la  que  resulta  de 
lo  qiíe  se  pide  en  la  demanda,  y  nó  de  la  calificación  que  le  dan 
las  partes. 

^  Las  excepciones  de  no  ser  el  demandado  el  responsable 
de  lo  que  se  demanda,  y  de  no  tener  derecho  de  pedir  el  deman- 
dante, son  contra  el  fondo  de  la  demanda,  y  nó  dilatorias  por 
falta  de  personería. 

3^  La  excepción  de  litis  pendencia  no  puede  fundarse  en  la 
existencia  de  juicios  que  no  son  entre  las  mismas  partes,  por 
la  misma  causa,  y  por  la  misma  acción. 

4^  En  el  amparo  de  posesión  en  que  se  ha  pedido  indemni- 
zación de  perjuicios,  y  habiéndose  abierto  la  causa  á  prueba 
sobre  ellos  no  se  ha  probado  su  existencia^  no  debe  dejarse  al 
demandante  su  derecho  á  salvo  para  pedirla 340 

CAUSA   XXIII 

Don  Eduardo  Ilopkins  y  su  esposa,  contra  la  Municipalidad 
de  San  Fernando;  sobre  aprobación  de  mensura. 

Sumario.  —  1°  La  mensura  de  un  terreno  contiguo  al  rio  en 
que  se  han  dejado  40  varas  ó  sean  34  metros  64  centímetros  de 
ribera,  con  arreglo  al  título,  debe  ser  aprobada,  no  siendo 
apreciable  la  diferencia  de  36  centímetros  que  faltan  para  los 
35  metros  que  establece  el  Código  Civil. 
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2^  La  oposición  á  la  mensura,  fundada  en  la  nulidad  no  pro- 
bada del  titulo,  y  en  que  han  debido  dejarse  para  ribera  150 
varas,  ó  50  metros,  sin  haberse  dado  razón  justificada,  debe 
considerarse  como  temeraria 345 

CAUSA  XXIV 

Los  acreedores  del  buque  inglés  «Drusus»  contra  su  capitán, 
Don  David  Carlos  Doniels,  por  cobro  de  pesos;  sobre  el  mérito 
de  una  pericia. 

Sutnario,  —  El  reconocimiento  pericial  ordenado  para  infor- 
mar sobre  los  antecedentes  de  los  créditos  que  se  pretenden  por 
los  diversos  interesados  en  el  producido  de  un  buque,  no  im- 
porta sino  un  medio  probatorio,  y  nó  una  resolución  judicial. . .  349 

CAUSA  XXV 

Criminal,  contra  Juan  Carlos  Ferioli  (a)  Juan  Giordanello; 
por  circulación  de  moneda  falsa  de  plata,  de  curso  legal  en  la 
República. 

Sumario.  —  El  reo  de  circulación  de  moneda  falsa  de  plata, 
de  curso  legal,  con  la  circunstancia  atenuante  de  la  poca  can- 
tidad circulada^  es  castigado  con  la  pena  de  cuatro  años  de  tra- 
bajos forzados  y  multa  de  seiscientos  pesos 352 

CAUSA  XXVI 

Criminal,  contra  Juan  B.  de  la  Casa,  Nicolás  Bruzzo,  Pedro 
Carpentino,  Juan  Olivieri,  Gerónimo  Garavcnto,  Antonio  Sac- 
cone,  Alejandro  Scotto  y  José  Casalini;  por  robo  en  la  Aduana 
los  primeros  tres,  y  complicidad  en  él  los  demás. 

Sitmario.  —  1°  Son  autores  principales  del  crimen,  el  que  lo 
comete  directamente  y  los  que  prestan  la  cooperación,  sin  la 
cual  no  habría  podido  consumarse. 

2°  Es  cómplice  en  segundo  grado,  el  que  antes  de  la  consu- 
mación del  crimen,  ha  prometido  ocultar  el  hecho,  y  darle 
cualquiera  otra  ayuda  después  de  consumado. 
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3^  Son  meros  auxiliadores,  los  que  cooperan  á  ocultarlo,  des- 
pués de  consumado. 

4°  Tratándose  de  un  robo  en  los  depósitos  de  Aduana,  con 
fractura  y  escalamiento,  es  justa  la  pena  de  cuatro  anos  de  tra-    • 
bajos  forzados,  para  los  primeros,  y  dos  años  para  el  secundo, 
siendo  de  arresto  la  de  los  últimos 336 

CAUSA  XXVII 

D.  Agustín  B.  Miguens  contra  í).  Pedro  Elizalde  y  C^;  sobre 
despojo  y  daños  y  perjuicios. 

Sumario.  —  Es  inadmisible  la  calificación  de  despojo,  atri- 
buida á  la  entrega  de  mercaderías,  hecha  con  consentimiento 
de  su  dueño 369 

CAUSA  XXVIII 

D.  Eulogio  Martínez  contra  la  Administración  de  Aduana; 
sobre  apelación  y  desembargo. 

•  Sumario. — 1^  Ordenado  por  el  Administrador  de  Aduana  el 
embargo  verbal  de  unas  lanchas  como  pertenecientes  al  deu- 
dor de  derechos  fiscales,  y  pedido  el  desembargo  por  un  ter- 
cero, alegando  dominio  sobre  ellas,  la  remisión  del  espediente 
en  consulta  al  Ministerio  de  Hacienda,  sin  conocimiento  del 
tercero,  y  la  aprobación  de  dicho  Ministerio,  no  priva  á  este  de 
la  via  contenciosa,  y  es  procedente  la  apelación  que  interpone 
para  ante  el  Juez  Federal. 

2*^  Alegándose  fraude  y  simulación  en  la  transferencia  de  las 
lanchas,  estas  deben  mantenerse  embargadas  hasta  la  decisión 
de  aquellas  acciones 373 

CAUSA  XXIX 

Don  Carlos  M.  Escalada  contra  la  Municipalidad  de  Buenos 
Aires,  por  indemnización  de  perjuicios;  sobre  competencia. 

Sumario. — La  Municipalidad  de  Buenos  Aires  puede  ser  de- 
mandada por  un  estrangero  ante  los  Tribunales  Federales,  por 
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razón  de  perjuicios  que  le  causa  la  prohibición  de  espender  bi- 
lletes de  loteria  estraña. 

¥  Si  la  Municipalidad  ha  obrado  con  arreglo  á  las  leyes  y 
ordenanzas,  será  razón  para  rechazar  la  demanda,  nó  para  sus- 
traerla al  conocimiento  de  dichos  Tribunales,  sosteniendo  que 
lo  hecho  es  un  acto  administrativo. 

3^  El  acto  administrativo,  en  este  caso,  quedó  consumado 
con  la  prohibición  del  espendio,  y  la  imposición  y  percibo  de 
multa 378 

CAUSA  XXX 

Varios  vecinos  del  Baradero,  contra  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  por  cumplimiento  de  un  contrato;  sobre  defecto  legal  en 
el  modo  de  proponer  la  demanda. 

Sumario,  —  La  falta  de  presentación  de  los  documentos  que 
deben  instruir  la  demanda,  no  constituye  el  defecto  legal  en  el 
modo  de  proponerla,  que  autoriza  á  oponer  la  relativa  excep- 
ción dilatoria 386 

CAUSA  XXXI 

Bunge  y  C*,  contra  los  herederos  de  D.  Manuel  A.  Linera,  por 
mejor  derecho  á  un  campo;  sobre  pruebas. 

Smnario,  —  La  producción  de  pruebas  fuera  del  municipio 
del  asiento  del  Juzgado,  no  debe  admitirse,  si  no  se  ha  pedido 
con  arreglo  al  artículo  93  de  la  ley  nacional  de  Procedimientos.  388 

CAUSA  XXXIl 

D.  Manuel  S.  Cavia  contra  D.  Ángel  Brusso  y  D.  Juan  B.  Pa- 
rodi,  sobre  reivindicación  y  retención;  por  mejoras  y  pago  de 
estas. 

Sumario,  —  El  poseedor  de  buena  f é  tiene  derecho  de  rete- 
ner la  cosa  reivindicada,  hasta  ser  indemnizado  del  valor,  que 
tasen  los  peritos,  de  las  mejoras  necesarias  y  útiles 390 
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CAUSA  XXXIII 

El  Dr.  D.  Anacleto  Socci;  sobre  inscripción  en  la  matricula  de 
abogados  nacionales. 

Sumario.  —  Ante  los  Tribunales  Nacionales  no  intervienen 
otros  abogados,  que  los  facultados  para  ejercer  su  profesión  por 
los  Tribunales  de  Provincia  y  de  la  Capital 394 

CAUSA  XXXIV 

Doña  Ercilia  Zavalia  de  Coret,  contra  D.  Antonio  Fragueiro, 
por  devolución  de  documentos  y  cobro  de  pesos;  sobre  defecto 
legal  en  la  demanda. 

Sumario.  —  La  no  presentación  de  los  documentos  que  ins- 
truyen la  demanda,  no  constituye  defecto  legal  en  el  modo  de 
proponerla 396 

CAUSA  XXXV 

D.  Fidel  S.  Cavia,  sobre  exención  del  servicio  de  guardia  na- 
cional. 

Sumario. — No  es  imposibilidad  física  que  exceptúe  del  ser- 
vicio de  guardia  nacional,  la  lesión  en  un  ojo  que  no  impide  dis- 
tinguir los  objetos,  y  permite  prestar  el  servicio  sin  peligro  de 
la  salud. 398 

CAUSA  XXXVI 

El  Presbítero  D.  Rizerio  Molina,  contra  D.  Manuel  V.  Salas, 
por  cobro  de  pesos;  sobre  mejora  de  embargo  preventivo. 

Sumario.  —  Ejecutoriada  la  sentencia  que  condena  al  pago  de 
la  cantidad  demandada,  no  tiene  objeto  el  embargo  preventivo 
y  su  mejora 400 

CAUSA  XXXVII 

Doña  Carolina  Milburg  de  García  y  D.  José  M.  Burgos;  sobre 
recurso  de  habeas  corpus. 
Sumario.  —  1°  El  Juez  de  Paz  de  un  territorio  nacional  tiene 
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facultad  para  ordenar  la  prisión  de  los  procesados  ante  su  ju- 
risdicción, y  requerirla  de  las  autoridades  del  lugar  á  donde  se 
hubiesen  trasladado 

2*^  Habiéndose  declarado  aquel  incompetente  para  proseguir 
en  el  conocimiento  de  la  causa,  v  no  habiéndose  suscitado  cues- 
tion  sobre  este  punto,  no  corresponde  resolverlo 404 

CAUSA  XXXVIII 

El  Dr.  D.  José  Piñeiro,  contra  í).  GeróniraoNuñez,  por  rendi- 
ción de  cuentas;  sobre  defecto  en  el  modo  de  proponer  la  de- 
manda. 

Sumario, — La  no  presentación  de  documentos,  no  constituye 
defecto  en  el  modo  de  proponer  la  demanda 409 

CAUSA  XXXIX 

I).  Carlos  Sarmiento,  contra  D.  Luis  Amadeo  y  otros,  por  res- 
titución de  efectos  embarcados;  sobre  condenación  en  costas. 

Sumario, — No  corresponde  la  condenación  en  costas,  cuando 
no  existe  proceder  malicioso 411 

CAUSA  XL 

D.  Pedro  Marc,  contra  el  Fisco  Nacional;  sobre  expropiación. 

Sumario,  —  1**  El  valor  do  los  bienes  expropiados,  debe  regu- 
larse por  el  que  hubiesen  tenido,  si  la  obra  no  hubiese  sido  au- 
torizada. 

2^  La  indemnización  por  depreciación  á  causa  del  fraccio- 
namiento del  terreno,  no  procede  cuando  el  demandante  ha 
comprado  el  terreno,  ya  fraccionado. 

3?  Ofreciéndose  por  el  representante  del  Fisco  mayor  precio 
del  que  correspondería  según  el  valor  anterior  del  terreno, 
debe  estarse  al  precio  ofrecido 414 

CAUSA  XLI 

La  viuda  é  hijos  de  D.  Tomás  Manuel  de  Anchorena,  contra 
la  Municipalidad  de  Buenos  Aires,  sobre  expropiación. 
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Sumario,  —  1°  El  juicio  de  expropiación  es  verbal  y  sumario, 
y  no  pueden  concederse  sino  en  relación  los  recursos  que  se  in- 
terpongan. 

^  La  sentencia  que  ha  tomado  en  cuenta  todas  las  indica- 
ciones y  datos  presentados  en  dicho  juicio,  está  exenta  del  vicio 
de  nulidad. 

3^  La  indemnización  de  una  propiedad  expropiada,  no  puede 
ser  menor  de  lo  que  costó  á  sus  propietarios,  varios  anos  antes 
de  la  expropiación. 

4**  Las  costas  á  cargo  del  expropiante,  comprenden  solo  las 
de  actuación,  y  los  honorarios  de  los  peritos 421 

CAUSA  XUI 

El  Fisco  Nacional,  contra  Nicanor  Bernales  y  C*;  sobre  de- 
fraudación de  derechos  de  Aduana. 

Sumario.  —  P  Es  improcedente  el  recurso  de  nulidad  que  no 
se  ha  interpuesto  conjuntamente  con  el  de  apelación. 

2^  Toda  falsa  manifestación  y  hecho  que  tienda  á  disminuir 
indebidamente  la  renta,  es  declarado  como  fraude,  y  sujetos  á 
las  penas  prescritas  por  las  ordenanzas  de  Aduana. 

3^  Cuando  las  mercaderías  han  salido  de  la  jurisdicción  de 
las  Aduanas,  la  imposición  de  penas  corresponde  á  los  Tribu- 
nales de  Justicia. 

i^  Las  reclamaciones  de  Aduana,  procedentes  de  defrauda- 
ción de  derechos,  no  se  prescriben  sino  por  diez  afíos. 

5^  La  liquidación  del  comiso  por  mercaderías  salidas  de  la 
jurisdicción  de  la  Aduana,  debe  hacerse  calculando  el  precio  de 
la  tarifa  con  mas  los  derechos 440 

CAUSA  XLIII 

D.  Antonino  Urraco,  contra  la  Provincia  de  Santa  Fé,  por  re- 
curso de  revisión;  sobre  reposición  de  un  auto. 

Sumario.  —  El  auto  que  declara  cuáles  son  los  Jueces  que  de- 
ben conocer  el  recurso  de  revisión,  no  es  revocable 432 
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CAUSA  XLIV 

D.  Félix Soulié,  por  Delor  y  C*,  contra  Ferrari  y  Paoletti,  por 
falsificación  de  marca  de  fábrica;  sobre  personería. 

Sumario,  —  El  poder  conferido  á  una  razón  social,  no  habi- 
lita á  la  persona  cuyo  nombre  está  incluido  en  ella,  para  asu- 
mir particularmente  la  representación  del  poderdante 454 

CAUSA  XLV 

ü.  Juan  Poggi,  contra  el  Teniente  Coronel  D.  José  Antonio 
Salas;  sobre  cobro  de  pastajes. 

Sumario.  —  1*^  El  autor  de  una  orden  en  virtud  de  la  que  se 
han  introducido  anímales  alcampo  de  otro,  es  responsable  del 
pago  del  pastaje  consumido  por  los  mismos. 

2^  El  demandado  que  se  ha  opuesto  injustamente  á  la  de- 
manda, debe  pagar  las  costas  del  juicio  de  1^  instancia. 

3^  El  apelante  que  no  justifica  los  principales  capítulos  de  su 
apelación,  debe  pagar  las  de  S"*  instancia 456 

CAUSA  XLVI 

Criminal,  contra  Hermenegildo  Saldanha,  Teodoro  Assuaga 
(a)  Justo  López,  Natalio  Riveiro  y  Juan  Villordo,  sobre  saltea- 
miento y  rolío  en  Uruguayana,  en  la  estancia  de  D*  Claudia  Ro- 
dríguez da  Silva;  sobre  extradición. 

Sumario.  —  1^  Según  el  tratado  de  extradición  entre  la  Re- 
pública Argentina  y  el  Imperio  del  Brasil,  es  procedente  la  ex- 
tradición solicitada  en  forma  y  con  los  documentos  exigidos  por 
el  articulo  12  del  tratado,  por  el  delito  de  robo  y  salteamiento. 

2*^  No  corresponde  ordenarla,  respecto  del  que  no  está  in- 
cluido en  la  nómina  de  los  individuos  cuya  extradición  se  soli- 
cita. 

y  No  corresponde,  tampoco,  respecto  del  que  estando  in- 
cluido en  ella,  rosulta  ser  argentino;  uo  procediendo  su  enjui- 
ciamiento en  la  República,  mientras  no  se  pida  con  los  docu- 
mentos y  en  la  forma  prescrita  por  el  artículo  3*^  del  tratado.  462 
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CAUSA  XLVII 

D.  José  Caminos,  contra  D.  Nicolás  Nocetti;  sobre  indemni- 
zación de  perjuicios. 

Sumario,  —  1°  El  contrato  de  fletamento  de  un  buque,  debe 
probarse  por  documento  escrito. 

2*^  Negada  y  no  probada  la  existencia  del  contrato,  es  inad- 
misible la  demanda  por  daños  y  perjuicios,  cuya  indemnización 
se  pide  por  falta  de  cumplimiento  del  contrato 472 
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Costas. —  En  el  juicio  de  expropiación,  las  costas  á  cargo  del  expro- 
piante, comprenden  solo  las  de  actuación,  y  los  honorarios 
de  los  peritos.  Página  422. 

Costas, —  Véase:  Demandado;  apelante. 


DE  JUSTICIA  NACIONAL  513 

Crédito  c«í//flfo.  —  Véase:  Fuero  Federal. 

Cria  de  haciendas.  —  Véase:  Contrato. 

Crimen.  —  Son  autores  principales  de  él,  el  que  lo  comete  directa- 
mente y  los  que  prestan  la  cooperación  sin  la  cual  no  ha- 
bría podido  consumarse.  Página  336. 


II 


Datlo.  —  Averiguado  el  sufrido  en  mercaderías  porteadas,  debe  ser 
estimado  por  peritos.  Página  45. 

Daño.  —  Los  términos  que  establece  el  artículo  1246  del  Código  de 
Comercio  para  prescribir  la  acción  de  reclamarlo,  corren 
desde  que  se  ha  hecho  la  entrega  de  toda  la  carga  sin  limi- 
tación. Página  45. 

Danos  y  perjuicios.  —  Véase:  Fletamento. 

Defensor.  —  Debe  ser  apercibido  seriamente  por  sus  faltas  en  la  for- 
mación y  prosecución  déla  causa.  Página  163. 

Defraudación  de  derechos.  — Véase:  Prescripción. 

Demanda.  —  Siendo  claro  su  objeto,  debe  resolverse  sobre  él,  pres- 
cindiendo de  las  palabras  que  se  han  empleado  en  la  redac- 
ción del  escrito.  Página  105. 

Demanda.  —  No  constituye  defecto  en  el  modo  de  proponerla,  la 
falta  de  documento  que  acredite  el  carácter  que  invoca  el 
actor.  Página  147. 

Demanda.  —  Antes  de  entablarse,  no  puede  pedirse  un  informe  pre- 
vio. Página  263. 

Demanda.  —  La  falta  de  presentación  de  los  documentos  que  deben 
instruirla,  no  constituye  el  defecto  legal  en  el  modo  de 
proponerla,  que  autoriza  á  oponer  la  relativa  excepción  di- 
latoria. Páginas  386,  396  y  409. 

Demandado.  —  Estando  espresamente  designado,  no  puede  haber, 
por  esta  parte,  defecto  en  el  modo  de  proponer  la  demanda. 
Página  217. 

Demandado. — El  que  se  ha  opuesto  injustamente  á  la  demanda,  debe 
pagar  las  costas  del  juicio  de  primera  instancia,  Página  456. 
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Demandado  por  causa  criminal  —  Denunciado  el  propósito  de  ausen- 
tarse, puede  impedírsele  que  lo  haga,  bajo  la  responsabili- 
dad del  actor.  Página  217. 

Demandante.  —  Véase:  Actor. 

Demandas.  —  Deben  ser  sustanciadas  y  resueltas  con  arreglo  á  la 
acción  deducida.  Página  203. 

Dependiente.  —  Véase:  Socio. 

Derecho  de  retención.  —  Véase:  Poseedor. 

Despojo.  —  No  puede  calificarse  tal,  la  entrega  de  mercaderías  hecha 
con  consentimiento  de  su  dueño.  Página  369. 

Detención  ilegal  —  Véase :  Justicia  Nacional. 

Dirección  General  de  Rentas.  —  Corresponde  á  ella  la  decisión  de 
todas  las  dudas  que  se  susciten  sobre  la  clase,  calidad  ó 
estado  de  algún  género;  ó  el  artículo  aplicable  de  la  tarifa. 
Página  267. 

Donación  por  ley. — La  de  una  área  de  terreno  fiscal  en  el  lugar  que 
el  donatario  conviniese,  debe  ser  ubicada  donde  determinó 
el  donatario,  con  aprobación  del  Poder  Ejecutivo,  sin  que 
pueda  haberla  variado  la  mensura  por  el  hecho  de  haberse 
medido  mayor  ostensión  del  terreno  donado.  Página  247. 
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Embargo  preventivo.  —  No  tiene  objeto,  ni  tampoco  su  mejora,  una 
vez  ejecutoriada  la  sentencia  que  condena  al  pago  de  la 
cantidad  demandada.  Página  400. 

Embargo  de  trasporte.  —  No  está  obligada  á  devolver  el  precio  de 
pasages,  estipulado  para  ciertas  personas,  y  de  las  cuales 
han  suado  otras  con  consentimiento  de  estas.  Página  101. 

Empresario.  —  El  que  ha  recibido  el  precio  de  sus  trabajos  clasifi- 
cados, no  puede  invocar  el  error  en  la  clasificación,  para 
exigir  mayor  precio.  Página  56. 

Empresario  de  trabajos.  —  El  que  prueba  haberlos  practicado  hasta 
cierto  punto,  y  que  sigue  practicándolos,  se  presume  que  es 
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el  que  los  ha  concluido,  no  probándose  haber  sido  otro  el 
que  los  concluyó.  Página  56. 

Escepciones.  —  Las  de  no  ser  el  demandado  el  responsable  de  lo  que 
se  demanda,  y  de  no  tener  derecho  de  pedir,  el  deman- 
dante, son  contra  el  fondo  de  la  demanda,  y  nó  dilatorias 
por  falta  de  personería,  Pá;íina  340. 

Espresion  de  agravios. — El  término  para  presentarla,  no  se  suspende 
por  los  pedidos  y  decretos  que  se  dicten  durante  su  curso, 
si  estos  no  modifican  espresamente  el  auto  que  los  mandó 
espresar.  Página  204, 

Espropíacion, — La  indemnización  por  depreciación  á  causa  del  frac- 
cionamiento del  terreno,  no  procede  cuando  el  demandante 
lo  ha  comprado  ya  fraccionado.  Página  414. 

Espropíacion,  —  Ofreciéndose  por  el  representante  del  fisco  mayor 
precio  del  que  correspondería  según  el  valor  anterior  del 
terreno  á  expropiarse,  debe  estarse  al  precio  ofrecido.  Pá- 
gina 414. 

Espropíacion,  —  Véase :  Juicio  de  Espropiacion ;  Indemnización  ; 
Costas. 

Estafa. — Este  delito,  está  comprendido  en  el  tratado  de  extradición 
con  el  Gobierno  del  Paraguay;  y  solicitada  la  extradición 
en  la  forma  establecida  por  el  tratado,  debe  hacerse  lugar 
á  ella.  Página  188. 

Extradición.  —  Según  el  tratado  entre  la  República  y  el  Imperio  del 
Brasil,  es  procedente  la  extradición  que  se  solicita  en  for- 
ma, y  con  los  documentos  exigidos  por  el  artículo  doce  del 
tratado,  por  el  delito  de  robo  y  salteamiento.  Página  462. 

Extradición.  —  No  corresponde  ordenarla  respecto  del  que  no  esté 
incluido  en  la  nómina  de  los  jndívíduos  cuya  extradición 
se  pide.  Página  462. 

Extradición. —  ^0  corresponde,  cuando  el  requerido  es  argentino: 
no  procediendo  su  enjuiciamiento  en  la  República,  mien- 
tras no  se  pida  con  los  documentos  y  en  la  forma  prescrita 
por  el  artículo  3*^  del  tratado  con  el  Imperio  del  Brasil. 
Página  462. 

Extradición.  —  Véase:  Estafa. 
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Propiedad  hipotecada.  —  El  adquirente  de  ella,  no  puede  oponerse 
al  embargo  y  venta  de  la  raisma,  en  la  ejecución  del  cré- 
dito hipotecario  seguido  contra  el  deudor.  Página  182. 

Propi edad  hipotecada. — Aun  vendida  en  remate  judicial,  pasa  con 
el  gravamen,  si  la  venta  se  ha  hecho  sin  citación  del 
acreedor  hipotecario.  Página  182. 

Prueba,  —  Su  producción  fuera  del  municipio  del  asiento  del  Juz- 
gado, no  debe  admitirse  si  no  ha  sido  pedida  con  arreglo 
al  articulo  93  de  la  Ley  Nacional  de  Procedimientos.  Pá- 
gina 388. 

Prueba  de  testigos, — Aquella  para  la  cual  no  se  ha  pedido  el  término 
extraordinario,  puede  diligenciarse  dentro  del  ordinario, 
sin  las  formalidades  exigidas  para  aquel.  Página  100. 
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Reclamaciones  de  Aduana.  —  Véase:  Prescripción. 

Reconocimiento  pericial.  —  El  ordenado  para  informar  sobre  losan-- 
lecedentes  de  los  créditos  que  se  pretenden  por  los  diver- 
sos interesados  en  el  producido  de  un  buque,  no  importa 
sino  un  medio  probatorio,  y  no  una  resolución  judicial. 
Página  349. 

Recurso.  —  El  que  acuerda  el  articulo  14  de  la  ley  de  1863  sobre 
jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  nacionales, 
no  el  procedente  cuando  los  Tribunales  de  Provincia  inter- 
pretan ó  aplican  los  Código  Civil,  Penal,  Comercial  ó  de 
Minería.  Página  140. 

Recurso  de  nulidad.  —  Es  improcedente  el  que  no  se  ha  interpuesto 
conjuntamente  con  el  de  apelación.  Página  440. 

Recurso  de  rerision.  —  Es  el  único  que  existe,  de  las  resoluciones  de 
la  Suprema  Corte,  dictadas  en  causas  en  que  conoce  origi- 
nariamente. Página  ()1. 

Recurso  de  rerision.  —  Solo  procede  contra  las  sentencias  definiti- 
vas en  que  exista  alguno  de  los  defectos  señalados  por  el 
articulo  241  de  la  Ley  de  Procedimientos.  Página  G I. 

Recurso  de  revisión.  —  Deben  conocer  de  él,  los  mismos  jueces  qne 
han  conocido  de  la  causa  en  vista.  Pátrina  270. 


DR   JUSTICIA   xNAGlONAL  523 

Rendición  de  cuentas,  —  El  que  ha  administrado  neírocios  ágenos, 
tiene  la  obligación  de  rendir  cuenta.  Página  13. 

Rescisión  de  sentencia.— Védise:  Citación. 

Resolución  judicial.  —  Véase:  Reconocimiento  judicial. 

Responsabilidad.  -—  El  autor  de  una  orden  en  virtud  de  la  que  se 
han  introducido  animales  al  campo  de  otro,  es  responsable 
del  pago  del  pastaje  consumido  por  los  mismos.  Página  456. 

Robo  en  los  depósitos  de  Aduana.  —  El  cometido  con  fractura  y  es- 
calamiento, debftvser  castigado  con  la  pena  de  cuatro  años 
de  trabajos  forzados  para  los  autores  principales;  con  la  de 
dos  años  para  el  cómplice  en  segundo  grado,  y  con  arresto 
para  los  meros  auxiliadores.  Página  356. 
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Secretario.  —  Debe  ser  apercibido  seriamente  por  sus  faltas  en  la 
formación  y  prosecución  de  la  causa.  Página  163. 

Sentencia  anulada.  —  No  siéndolo  las  actuaciones  anteriores  á  ella, 
la  declaración  de  que  el  demandante  debe  hacer  uso  de  sus 
derechos  ante  el  Juzgado  Federal,  debe  entenderse  que  es 
en  el  estado  en  que  se  encontraba  la  causa  antes  de  la  sen- 
tencia. Página  11. 

Servidumbre  de  tránsito.  —  La  cuestión  sobre  libertad  de  ella,  entre 
un  argentino  y  un  estrangero,  corresponde  á  la  Justicia 
Federal,  aunque  el  tránsito  se  verifique  sobre  un  ramal  de 
ferro-carril.  Página  244. 

Servicio  en  la  Guardia  Nacional.  —  Véase:  Justicia  Nacional. 

Sociedad.  —  Aquella  cuyo  fondo  es  mayor  de  200  $,  no  puede  pro- 
barse por  testigos,  sin  principio  de  prueba  por  escrito. 
Página  13. 

Socio.  —  La  participación  en  las  utilidades,  no  constituye  en  el  que 
la  recibe,  el  carácter  de  socio.  Ella  puede  verificarse  en 
favor  de  un  dependiente.  Página  13. 

Socio.  —  La  exclusión  de  la  Sociedad  por  las  causas  que  la  ley  se- 
ñala, debe  ser  pedida  al  Juez  competente,  y  no  ser  verifi- 
cada por  sí  mismos,  por  los  otros  socios.  Página  319. 
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Socio.  —  Su  expulsión  de  hecho  y  con  violencia,  sujeta  al  que  la  ve- 
rificó á  las  responsabilidades  é  indemnizaciones  consi- 
guientes, las  cuales  deben  ser  fijadas  por  peritos.  Pá- 
gina 311). 

Siísíitucion  de  poder.  —  Es  nula  aquella  que  no  contiene  la  trans- 
cripción del  poder  que  se  sustituye,  y  no  se  halla  otorgada 
ante  el  Escribano  que  autorizó  la  escritura  del  poder.  Pá- 
gina 319. 

Sucesión.  —  Cuando  una  persona  tiene  establecida  su  familia  y  unos 
negocios  en  un  lugar,  y  otros  negocios  en  otro,  y  muere 
en  el  primer  punto,  el  juez  competente,  para  conocer  en  la 
sucesión,  es  el  de  este  último  punto.  Página  307. 


Término  ultramarino.  —  Su  duración,  asi  como  la  suma  que  debe 
depositarse  ó  afianzarse  para  gastos,  se  determinan  por  el 
Juez.  Página  7. 

Testamentaria  demandada.  —  El  juez  de  ella  es  el  que  debe  conocer 
de  la  acción  personal  deducida  qor  la  testamentaria  deman- 
dante. Página  12&. 

Tribunales  de  Justicia.  —  Corresponde  á  ellos  la  imposición  de  pe- 
nas, cuando  las  mercaderías  han  salido  de  la  jurisdicción 
de  las  Aduanas.  Página  441. 
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Último  domicilio.  —  Véase:  Juicio  Testamentario. 
Uso  común.  —  Véase:  Acequia. 
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